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o Be eb 


De la VI Semana de Derecho Canónico, celebrada en Vitoria a£ 
comenzar el otoño de este año, quedan —aparte del fruto propio de 
unos días de convivencia cordial entre profesionales del Derecho— 
un manojo de valiosos trabajos que iremos dando a conocer a los 
lectores. Uno de ellos apareció en el fascículo precedente, otros salen: 
a la luz en este número y otros esperan turno en nuestra redacción. 

El libro V del Codex viene haciendo de cenicienta en la atención: 
que le presta la doctrina. Si exceptuamos las causas de beatificación: 
y canonización, no hay, tal vez, en el Código otra parte en la que 
abunde menos el comentario y la especulación. Hay sí, excelentes 
tratadistas «de censuris», pero a la legua se ve que sus autores las 
han escrito con preocupaciones de moralistas, mucho más que con: 
técnicas y con métodos jurídicos (con las excepciones que están en 
la mente de todos). Las razones de esta pobreza doctrinal son varias 
y complejas y en su eramen apuntan problemas de grande impor- 
tancia para la ciencia canónica y aun eclesiástica; y no son ajenos 
a estas razones los diversos conceptos teleológicos que maneja el' 
penalista canónico, cuya atención tiene que estar polarizada hacia: 
la tutela de valores muy distintos de los que preocupan al penalista 
laico. 

Pero es indudable que en todas las ramas de la ciencia jurídica, 
ia doctrina tiene un papel insustituíble, y que, sin conceptos y sim 
sistema, el Derecho se resuelve en la nada. Sin un Derecho penal 
neto y preciso, la vida de la Iglesia caería en uno de estos dos esco- 
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llos: o la impunidad del delincuente escandaloso, o la falta de equi- 
dad de las sanciones impuestas con santo celo, pero sin la serenidad 
que presta al gobernante la majestad de las leyes. 

La Semana de Vitoria está llamada a producir efectos beneficio- 
sos en el ejercicio de la potestad sancionadora de la Iglesia. Aunque 
orientada preferentemente hacia la práctica procesal penal, hay, 
entre sus trabajos, estimables estudios de problemas teóricos cuya 
solución docírinal no sólo interesa grandemente a la especulación 
jurídica, sino que además es una fuente de orientación y una base 
solidisima para la práctica en la imposición de penas canónicas. 
Estos estudios tienen, además, um particular interés em el estado 
-actual de la doctrina penal laica, desorientada por el irracionalismo 
contemporáneo y por la multiplicidad de sistemas que se disputan 
estérilmente el predominio doctrinal. 

Estas razones han movido al Consejo de Redacción de la Revista 
a conceder entrada en sus páginas a las aportaciones de los ponen- 
tes de la Semana de Vitoria. A todos ellos agradecemos las facilida- 
des que nos han dado para su publicación. 


a 
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PROCEDIMIENTO DE SUSPENSION *EX 
INFORMATA CONSCIENTIA» 


I. PREÁMBULO 


a) Las objeciones contra el procedimiento de penar «ex informata 


conscientia» 


La suspensión «ex informata conscientia» tiene en la historia de las pe- 
nas canónicas una característica singular: el haber sido presentada como abu- 
siva y tiránica, no sólo por muchos acatólicos, sino también por algunos ca- 
tólicos. Todavía los tratadistas le dedican un capítulo o al menos un párrafo 
apologético para justificarla. 

Las ideas de los que ponen mal ceno a esta suspensión «ex informata 
conscientia» tuvieron particular relieve en el siglo XVIII y ganaron a algunos 
católicos de relieve. El célebre BOLGENI, en su obra De; limiti delle due po- 
testa ecclesiastica e secolare, veía en la suspensión «ex informata conscientia» 
una injuria inferida a la ley natural y a Dios. La facultad otorgada a los 
Obispos por el Concilio tridentino de proceder «ex informata conscientia» no 
significa, según él, que el Obispo pueda imponer a sus clérigos la práctica 
de ejercicios espirituales en retiro, o una multa, o una censura de un modo 
privado ob causas sibi notas; esto sería un abuso de autoridad, un peligro de 
infamar a personas honestas y de ocasionar graves danos a los inocentes, vio- 
lando a la vez el honor debido a los clérigos, sobre todo si son sacerdotes. 
El Obispo debe, ante todo, según BOLGENI, cerciorarse bien del delito, sin 
creer fácilmente a los acusadores secretos, y luego presentar al presunto reo 
sus acusaciones y escuchar pacientemente cuanto quiera alegar en su descargo. 
«Haec omnia—dice BOLGENI—debentur ex rigorosa et naturali iustitia» (1). 

Estas ideas encontraron su abanderado principal en el célebre Escipión 
Ricci, ardoroso y entusiasta Obispo de Pistoya, quien, apoyado en su amigo 
el Gran Duque de Toscana Leopoldo II, convocó y celebró el famoso sínodo 


(1) Es de justicia consignar que la obra Dei limiti., de donde están tomadas 
estas ideas, es póstuma y, segün los redactores de «La Civiltà Cattolica», hay en 
ella mucho que no pertenece al ex jesuíta BOLGENI (v. art. «Bolgeni», en Dictionnaire 
de Arqueologie et Histoire ecclésiastique). 
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diocesano de Pistoya, que mereció la contundente condenación de la Consti- 
tución Auctorem Fidei, de Pío VI (28 agosto 1724). 

Ricci no era un hombre excesivamente peligroso. Algunas de sus ideas, 
desnudas hoy de la acritud polémica y del afán innovador de Pistoya, nos 
parecen ahora inocentes y aun aceptables. Era un hombre hijo de su siglo, 
que se dejó ganar imprudentemente del ambiente iluminista de la época y 
reaccionó extremosamente y sin tino contra los abusos de su tiempo. Pero 
cuando Roma se le puso enfrente, acabó por someterse, sin duda que con 
sinceridad. En lo referente a la suspensión «ex informata conscientia», pare- 
ce lógico suponer que las ideas de Pistoya han recibido influencia de Cesare 
BECCARIA; el asombroso éxito del folleto De; delitti e delle pene nos autori- 
za a pensar que Ricci lo conocía; y la idea central que flota en BECCARIA es 
garantía y fiscalización de la potestad sancionadora con supresión del arbitrio 
punitivo, la misma de los que equivocadamente objetaban contra la suspen- 
sión «ex informata conscientia». 

Las proposiciones condenadas por Pío VI fueron: 

«49. Item, quae damnat ut nullas et invalidas suspensiones ex informata 
concientia; falsa, perniciosa, in TRIDENTINUM iniuriosa.» 

«50. Item, in eo, quod insinuat, soli episcopo fas non esse uti potestate, 
quam tamen ei defert TRIDENTINUM (sess. 14, c. 1 de reform.), suspensio- 
nis ex informata conscientia legitime infligendae: iurisdictionis praelatoruny 
Ecclesiae laesiva» (2). 

Hoy la suspensión «ex informata conscientia» no levanta tempestades 
de protesta como en la época liberal. Ya nadie escribe indignado contra ella, 
ni mucho menos sotiene que el clérigo suspenso «ex informata conscientia» 
pueda apelar ab abusu ante los tribunales laicos. No diremos, sin embargo; 
que no haya hoy espíritus endebles o sencillamente poco enterados que, ante 
la suspensión «ex informata conscientia», tuercen el gesto y hacen signos ne- 
gativos. Para justificar la suspensión «ex informata conscientia» hay muchos 
caminos. Se pueden examinar las características esenciales del procedimiento 
para demostrar que no contiene nada ante lo cual tenga que avergonzarse la 
justicia; es el método más directo y el que usan corrientemente los escritores. 

Nosotros vamos a emplear dos métodos indirectos que tienen la ventaja 
de que, al utilizarlos, nos darán ocasión de conocer dos interesantes aspectos 
de la suspensión «ex informata conscientia». Los llamaremos método histó- 
rico, consistente en consignar que tal suspensión nunca ha sido del todo 
extraña al procedimiento eclesiástico; y método de Derecho comparado, que 
se reduce a ver la suspensión «ex informata conscientia» en instituciones pa- 


(2) D. B, nn. 1.149-1.150. 
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ralelas de los ordenamientos civiles. El primero sirve más bien para los ca- 
tólicos; el segundo está más ajustado a la mentalidad laica y a los acatólicos. 


b) Aspecto histórico. 


Más apto para los católicos, hemos dicho. Bourx razona in extenso este 
aspecto, diciendo que no hay peligro de que la Iglesia, asistida por el Espíritu 
Santo, acepte en su disciplina procedimientos o normas que repugnan a la 
honestidad natural. Al introducir una determinada regla jurídica, o al mu- 
darla, piensa la Iglesia y declara de hecho que tal norma es buena, lícita y 
eficaz en las circunstancias en las cuales se promulga. «In quo non magis 
errare potest quam in ipso declarando dogmate, quia sicut errore in credendo, 
ita et pravitate in suis universalibus legibus ecclesiam immunem et semper 
servavit et usque in finem mundi servabit promissus S. Sancti ductus» (3). 
Por lo cual, dice Bourx, ni la disciplina anterior a Trento puede llamarse 
«magnum malum», como la calificó con exageración evidente el Obispo de 
Lucon (4), ni la reforma tridentina puede tildarse sin temeridad de injusta 
o errónea, como lo hicieron los sinodales de Pistoya y otros católicos del siglo: 
pasado. 

Sería exagerado decir que la suspensión «ex informata conscientia» ha 
sido una constante histórica en el Derecho canónico. Tal institución no es 
anterior al Concilio tridentino. Pero sin ese nombre, y sin perfiles jurídicos 
definidos, ha existido siempre, sobre todo si la miramos desde el punto de 
vista de que arrancaron los objetores de Pistoya. Ese punto de vista—ya se lo 
‘hemos oído a BOLGENI—es que, antes de imponer una pena, hay que mani- 
festar el delito al reo y escuchar las razones que éste alegue en su descargo. 
Un procedimiento que no observe estas formalidades, es 7pso iure írrito, y la 
sentencia, injuriosa. Pues bien, en la Iglesia ha habido siempre imposición 
de penas sin ese procedimiento acusatorio. Esto es indudable a partir del capí- 
tulo Cum honestius, del Concilio tridentino (5), por el cual se introdujo en 
la disciplina eclesiástica el proceso extrajudicial para prohibir la recepción de 
las órdenes sagradas y su ejercicio. También está claro que en la Iglesia pri- 
mitiva se imponían estas sanciones sin proceso y sin acusación judicial, por- 
que las penitencias públicas se imponían aun por delitos ocultos; ahora bien, 
las penitencias inhabilitaban para recibir órdenes sagrados y para el ejercicio 
del sacerdocio, tanto que en algunas Iglesias no se imponían estas penitencias. 
E D De ¡ud. ecclesiasticis, II, 362. 

(4) «A quo errore non satis recedere visus et reverendissimus Episcopus lucio- 
nensis in suo recente libro...» Bourx: De iud. ecclesiasticis, 11, p. 362. Pero es de ad- 
vertir que Bourx exagera por el lado contrario, pues admite que se puede suspender 


«ex informata conscientia» por delitos públicos (pp. 325 ss.). Y como él, otros. 
(5) Concilio Tridentino, ses. 14, de reform., c. I. 
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:a los clérigos para que no se hicieran inhábiles para el ejercicio sacerdotal. 
Tales sanciones—dice Novat—estan en la misma línea que la suspensión 
«ex informata conscientia». En efecto, se imponían sin acusación previa, O 
por informaciones. privadas del superior o por confesión extrajudicial del 
reo (6). 

En la época del Derecho de las Decretales estuvo en uso el sistema acu- 
satorio, tomado del Derecho romano, según el cual el delito oculto no es 
razón para prohibir el ejercicio de las órdenes sagradas, salvo raras excep- 
ciones consignadas en la ley. En cuanto a las penitencias públicas, cayeron en 
desuso: «Ecclesiae datum est tantum de manifestis iudicare», dice INOCEN- 
cio III (7). Una Decretal de Alejandro III, que San Raimundo de Peñafort 
«colocó en el capítulo De temporibus ordinandorum, se refiere al clérigo reo de 
crímenes graves, tales que serían bastantes para ser degradado si fueran co- 
nocidos. El Papa responde que ni en este caso se le puede impedir que reci- 
ba las órdenes superiores. El Obispo consultante debe persuadirle a que haga 
penitencia, al cabo de la cual podrá ejercitar su orden sin pretender ascender 
más alto en la jerarquía eclesiástica. Pero sólo puede persuadirlo, dice el 
Papa; si insiste en ordenarse, no se le puede prohibir, porque su delito es 
oculto (8). Mas no cesaron del todo en este tiempo las provisiones «ex in- 
formata conscientia». Un texto de Gregorio IX exceptüa de la ley indicada 
el delito de homicidio (9). Lucio III hace otra excepción, importante para 
los religiosos. Estos no pueden exigir derechos como los seculares, puesto que 
non babent velle et nolle. Para ellos—dice Lucio III—, la primera ley es 
la obediencia; «honestius et tutius subiectis debitam praepositis obedientiam 
impendendo in inferiori ministerio deservire quam cum praepositorum scan- 
dalo graduum appetere dignitatem... quoniam esse potest quod Praelati eo- 
rum commissa secreta noverint a quibus constat eis quod salva conscientia ne- 
quant sublimari» (10). Esta Decretal de Lucio III fué el módulo sobre el 
cual se calcó el capítulo Cum honestius, del Concilio de Trento, por el cual 
se concedió a los Ordinarios locales la facultad de proceder «ex informata 
conscientia» tanto para suspender del orden recibido como para prohibir el 
ascenso a Órdenes superiores. 


(6) «Non solum clericorum suspensio a divinis aut prohibitio ascendendi ad sa- 
cros ordines, sed etiam ceterae sanctiones contra quoslibet fideles poterant aliquo 
modo denominari sanctiones ex informata conscientia superioris quia infligebantur 
vel ex confessione rei etiam non publica vel ex informationibus ab episcopo captis.» 
NovaL: De processibus, vol. II (Roma, 1932), p. 586. 


(1) C. 31, V, de simonia, 3. 
ORC Gorey AGE. 

ORC n hitit. 

EO E by SG th SER 
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En la época que corre entre el Concilio de Trento y el Codex, la suspen- 
sión ex informata conscientia se perfecciona principalmente en virtud de al- 
gunas causas falladas por la Sagrada Congregación del Concilio. Quedaban 
aún varios puntos de la ley necesitados de precisación: el Código ordenó ex 
iniegro la materia, añadió varias cosas, suprimió y mudó otras. La principal 
modificación finca en haber separado la suspensión del orden recibido, que 
es lo que hoy llamamos suspensión «ex informata conscientia», de la prohi- 
bición de recibir órdenes superiores; este último aspecto de la antigua suspen- 
sión «ex informata conscientia» está hoy disciplinado en los cánones 973, $ 3.2, 
y 2.222, $ 2.2% y además en las normas sobre irregularidades e impedimentos. 

Consta, pues, que, en mayor o menor medida, la suspensión «ex infor- 
mata conscientia» ha existido siempre en la Iglesia. ¿Quién se atrevería, pues, 
a tachar tal procedimiento de tiránico y arbitrario? Con razón dice MUNIZ 
que el miedo irracional o la suspensión «ex informata conscientia» nadie de 
resabios jansenistas o de ignorancia de la ley; debe temérsele como a toda 
pena, pero nada más (11). Abusos, sin duda que han existido. Pero ;qué 
institución humana está libre de ellos? La cantidad de suspensiones «ex in- 
formata conscientia» revocadas por la Sagrada Congregación del Concilio lo 
demuestra de un modo palmario (12). Por eso, ante el clamoreo de las ob- 
jeciones, la actitud de la Santa Sede ha sido siempre la misma: eliminar el 
abuso, peto conservar el uso. 


c) Aspecto de Derecho comparado 


Mirando el problema de la legalidad de la suspensión «ex informata 
conscientia» desde un ángulo adecuado a la mentalidad de hoy, parécenos 
que el mejor medio de justificarla será decir que tal providencia no es, como 
se ha afirmado, un arma eclesiástica con la que los Obispos tiranizan a sus 
clérigos, puesto que existe en todos los ordenamientos seculares. Y al decir 
esto no nos referimos a aquellos ordenamientos estatales que han hecho tabla 
rasa del principio «nulla poena sine lege», como el Cédigo penal de la Ale- 
mania hitleriana y el de Ja Rusia soviética. Al margen de estas violaciones 
del principio, unas extremas, que han Ilegado hasta alterar la doctrina y la 
técnica de los sistemas penales, otras más remisas, que no han trascendido de 
la práctica excepcional y esporádica, está el Derecho administrativo, en el 
cual existe la suspensión de empleo y sueldo. 


(11) Procedimientos eclesiásticos (Sevilla, 1919), vol. I, p. 720. 

(12) Lo dice expresamente la Sagrada Congregación de Propaganda Fide en Ins- 
trucción de 20 de octubre de 1884, n. 10, al exhortar a los Ordinarios que no sus- 
pendan «ex informata conscientia» sin razones objetivas, para que, en caso de recur- 
so a la Santa Sede, «probationes criminis in eas difficultates haud impingant quae 
ut plurimum occurrunt in istius modi iudiciis». 
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; 

También la suspensión «ex informata conscientia» es un procedimiento 
administrativo. Las analogías de la suspensión canónica «ex informata cons- 
cientia» con la suspensión administrativa civil quedan patentes en los si- 
guientes puntos: 


a) En la naturaleza de la pena. El nombramiento e investidura de un 
oficio cesa temporalmente; no perpetuamente, ya que esto sería la deposición 
o degradación canónicas o la cesantía civil. «Ex informata conscientia» no 
se puede deponer ni degradar. En el Derecho administrativo civil, tampoco: 
en efecto, el artículo 22 de la ley de 15 de julio de 1954 ha suprimido la 
cesantía como corrección disciplinar que señalaba el artículo 60 del Regla- 
mento articulado de 1918. 


b) En el sujeto. En uno y en otro caso se trata de penalidades impues- 
tas a los funcionarios por irregularidades en el ejercicio de su cargo, o, por lo 
menos, por su conducta irregular én cuanto que influye en el decoro que la 
sociedad exige al que actáa en nombre de ella. La suspensión «ex informata 
conscientia» es una pena propia de los clérigos (can. 2.186, 8 1.?): en cuanto 
a la civil, está en cuarto lugar en la lista de castigos o correcciones discipli- 
nates que «deberán imponerse a los funcionarios en el ejercicio de su car- 
go» (13). En los reglamentos disciplinares de los distintos Cuerpos se deta- 
Ilan las faltas punibles con la suspensión y la duración de la pena (14). 


c) En el procedimiento. Como dice Garcia OviEDo, el procedimiento 
administrativo no es judicial, ya que falta verdadera controversia. No se de- 
claran derechos; se reconocen o se niegan. El acto administrativo no tiene por 
misión dar la razón a uno o a otro, sino decir lo que debe hacerse en la 
aplicación de las leyes administrativas y exigir su cumplimiento no como 
juez que sentencia, sino como superior que provee y ordena. El referido re- 
glamento de 1918, en su artículo 65, establece que «el jefe del Centro o de- 
pendencia, al ordenar la incoación de un expdiente gubernativo, podrá acor- 
dar la suspensión de un funcionario objeto de él, comunicándolo en el mis- 
mo día al Ministerio» (15). 


(13) Artículo 60 del Reglamento de Funcionarios de 7 de septiembre de 1918; 
MEDINA Y MARAÑÓN: Las leyes administrativas de España (ed. 1945), p. 32. 


(14) Por ejemplo, suspensión del sueldo de maestros por faltas graves de tros 
meses a un año; suspensión de sueldo de quince días a un mes por faltas leves (Re- 
glamento de disciplina académica dado por decreto de 8 de septiembre de 1954, ar- 
tículo 3); suspensión por faltas graves de un mes a un año para los empleados de 
Aduanas (Reglamento orgánico de los Cuerpos pericial y administrativo dado por 
decreto de 7 de septiembre de 1954, art. 26); Reglamento de Personal para los Ser- 
vicios sanitarios locales de 27 de noviembre de 1953, arts. 168, 169, 178, 242 ss.; Circu- 


lar de la Dirección General de Correos y Telecomunicación de 4 de noviembre de 
1954, art. 9, etc. 


(15) MEDINA y MARAÑÓN, l. c., p. 35. 
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Ni en el fuero civil ni en el canónico está clara la línea de separación 
entre lo administrativo y lo judicial (16). El reconocer y negar derechos es 
acto que parece, en lo civil, exigir jurisdicción, puesto que es análogo al de 
los tribunales de justicia en función propiamente jurisdicional; en cuanto al 
Derecho canónico, la distinción es aún más indecisa, porque en la Iglesia no 
existe la separación de funciones que los ordenamientos laicos vienen admi- 
tiendo desde hace ya dos siglos. Por eso la suspensión «ex informata cons- 
cientia», aunque acto administrativo, pero alcanza el mismo resultado que 
la sentencia judicial condenatoria. 

d) En la autoridad competente para imponer la suspensión. Esta auto- 
ridad no es un órgano legislativo ni judicial, sino disciplinar. No hay una 
regla de valor absoluto para determinarla, pero puede decirse con suficiente 
aproximación que es la autoridad competente para nombrar al funcionario 
© su superior en la vía gubernativa u otra persona determinada en la ley. En 
el orden canónico, esta autoridad se expresa con el término técnico de «Or- 
dinario», de significación muy amplia. En el orden administrativo civil, las 
leyes y reglamentos determinan al superior competente para la suspensión. 

e) En la garantía, la cual, en uno y otro ordenamiento, se logra por el 
recurso. En el canónico, esta garantía es única («unicum turis remedium»; 
can. 2.146, $ 1.2) La ley no determina la naturaleza de este recurso, limitán- 
dose a establecer su unicidad, por lo cual quedan excluídos otros remedios, 
como la apelación, la querella de nulidad, las acciones de nulidad o resciso- 
rias, etc. INi siquiera cabe acción civil contra el Obispo ante la Sagrada Rota 

- Romana, de resarcimiento de daños y perjuicios, según declaró el presidente 
de la Comisión de Intérpretes en 22 de mayo de 1923 (17), a diferencia del 
funcionario civil, que responde siempre de daños inferidos por abuso de su 
función. El recurso canónico incluye en su naturaleza indiferenciada los re- 
cursos civiles de reposición, de alzada, de queja, de nulidad y también el re- 
ciente recurso de agravios, establecido en ley de 18 de marzo de 1944. El 
recurrente se dirige a la Sagrada Congregación de la que depende y expresa 
su agravio con los motivos legales que lo demuestran, y la Sagrada Congre- 
gación provee. 

Estas someras indicaciones demuestran el gran parecido que reina entre 

- las dos suspensiones, la canónica y la civil. Diferencias las hay, y grandes; pero 

las semejanzas son tan palmarias y elocuentes que bastan para disipar el. es- 

. cándalo farisaico de los objetores contra la suspensión «ex informata cons- 


(16) Véase sobre esto las relaciones de la Semana de Derecho Canónico de la 
Universidad Gregoriana de octubre de 1953 en «Analecta Gregoriana», vol. 79, y nues- 
ira recensión en REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 10 (1955), 711 ss. 

CLOR ARAS Shy 16 (1923) 251. 
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cientia». Demuestran también la prioridad de la institución canónica, pues, 
como dice NouBEL, el Derecho canónico llega a la codificación cuando en. 
el civil sólo existen leyes fragmentarias (18). 


. II. PERSONAJES DEL PROCESO 


a) El Ordinario 


El canon 2.186 designa al sujeto activo de la suspensión con la palabra 
«Ordinario». El Concilio de Trento emplea la palabra Praelati, de sentido- 
poco definido. La doctrina comprendía en ella a los superiores religiosos lo- 
cales y, en cambio, dudaba del Vicario capitular y negaba, en opinión pre- 
dominante, esa potestad al Vicario general. Hoy el término «Ordinario» tie- 
ne un sentido legal perfectamente determinado en el canon 198, 8 1.?, com- 
binado con el 488, $ 8.2 De estos textos resulta que los dotados de potestad 
para suspender «ex informata conscientia» son: 

El Papa. ; i 

Los Jefes de Circunscripciones eclesiásticas, a saber: los Obispos residen- 
ciales, los Abades y Prelados n#llius, los Administradores apostólicos, los- 
Vicarios y Prefectos apostólicos y los que, en defecto de los anteriores, rigen 
los territorios legalmente, por ejemplo, los Cabildos en los días anteriores a 
la elección del Vicario capitular, el mismo Vicario capitular, el Vicario ge- 
neral «sede impedita», los gobernadores eclesiásticos en España a tenor del 
mandato. 

Los Abades de un monasterio «sui iuris», aunque pertenezcan a una Con- 
gregación monástica. 

Los Superiores religiosos exentos: Generales, provinciales, los Vicarios de- 
los anteriores y los que legalmente tienen sus poderes por cualquier razón. 

Aunque en la denominación de «Ordinarios» entran también el Abad 
Primate y el Abad superior de una Congregación monástica, sin embargo, el 
canon 501 limita los poderes de éstos a lo contenido en las Constituciones y 
normas apostólicas, por lo cual entendemos que por derecho común carecen. 
de la facultad de suspender «ex informata conscientia». 

Los religiosos no exentos tienen como superior al Ordinario local 
(can. 500, $ 1.2) Pero en lo referente al régimen y disciplina interna, a tenor 
de sus reglas y constituciones, son autónomos, es decir, gozan de cierta. 
exención, sobre todo si son de Derecho pontificio. Pero ni aun en esas ma- 
terias los superiores no exentos son Ordinarios ni pueden imponer, por tan- 


(18) La suspense «ex informata conscientia», en «Revue de Droit canonique», 5: 
(1955), 307 ss. 
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to, penas canónicas, sino solamente medidas disciplinares (por ejemplo, pro- 
hibición de oír confesiones, pero no suspender ab audiendi: confessionibus). 

Tampoco pueden suspender «ex informata conscientia» los Vicarios ge- 
nerales, ya que el canon 1.220, $ 2.2, exceptúa de los poderes del Vicario ge- 
neral la facultad de imponer penas, sin hablar de la opinión, a nuestro juicio 
muy probable, que niega al Vicario general el poder de instruir sin mandato 
especial los procesos administrativos de la tercera parte del libro IV del 
Codex. 


a) El clérigo sometido a procedimiento 


La cualidad de clérigo requerida en el sujeto pasivo de este proceso, apar-- 
te de quedar explícitamente constatada en el texto del canon 2.186, $ 1.5, 
rsulta también del objeto del proceso, que es una suspensión ab officio: sólo 
los clérigos pueden ser titulares de oficios eclesiásticos (can. 118 comp. ca- 
non 145), y además la suspensión puede afectar solamente a los clérigos 
tea. 22255, 8 20): (19). 

Además, es necesario que el clérigo sea súbdito del Ordinario que inflige- 
la suspensión («suos subditos», dice el canon). 

Los religiosos pueden suspender sólo a súbditos religiosos; los Ordinarios 
locales pueden suspender no sólo a los clérigos seculares, simo también a los 
religiosós cuando se trata de un asunto en el cual el religioso es súbdito del 
Ordinario del lugar (can. 619). 

Los títulos de sujeción de los clérigos a sus Ordinarios son muy variados 
en el Derecho. Entre seculares, el título principal es la incardinación, junto 
con el domicilio o cuasi domicilio, puesto que la incardinación de los clérigos 
no les priva de la posibilidad de domiciliarse fuera de su diócesis, quedando 
así (can. 94) en relación de dependencia para con el Ordinario del lugar de 
su domicilio (20). 


(19) Según hemos indicado, el sentido actual de la suspensión no es ya el prohi- 
bir la recepción de órdenes sagradas, sino sólo la suspensión «ex informata conscien- 
tia». WERNZ-VIDAL: De processibus, pars altera (Roma, 1928), n. 798, habla de los 
laicos y de los ordenandos que pretenden recibir órdenes superiores como sujetos 
pasivos de la suspensión «ex informata conscientia». Es cierto que el Ordinario puede 
imponer la prohibición de órdenes y hasta está obligado a imponerla (cfr. cáns. 968, 
$ 1; 969, 990; 2.222, $ 1), pero en el Derecho del Código eso no es una suspensión. 
«ex informata conscientia». 

(20) EI Decreto «cum plura» de la Sagrada Congregación del Concilio, de 22 de 
noviembre de 1927 (A. A. S., 19 [1927], 99), estableció el título de magisterio para 
los sacerdotes que en escuela püblica se dedican a la ensefianza, cuando esta escuela 
está sita en el lugar regida por el Ordinario; éste puede «monere, corrigere et, si 
casus ferat, congruiis poenis, ad normam sacrorum canonum sacerdotem afficere si. 
a recto tramite defflexerit». V. también decreto de la Sagrada Congregación de Se-- 
minarios de 23 de agosto de 1942, n. 10. 
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Los religiosos son súbditos de sus Ordinarios a tenor de sus constitucio- 
nes: por derecho común, en virtud de la profesión (can. 501). Los títulos 
de subordinación de religiosos a los Ordinarios locales son muy diversos y 
no es cosa de examinarlos aquí caso por caso. Los no exentos reconocen como 
su Ordinario al local; los exentos por regla general «in omnibus in quibus 
religiosi subsunt Ordinario loci, possunt ab eodem puniri» (can. 619), por 
lo cual pueden ser suspendidos «ex informata conscientia» de toda facultad 
que él haya conferido (21). 


c) El notario 


El Código no menciona al notario en los cánones que consagra al proce- 
dimiento de suspensión «ex informata conscientia», pero su necesidad consta 
por el canon 2.142. La doctrina vacila en decidir sí esa necesidad es absolu- 
ta ab validitatem, como establece el canon 1.585 para los procedimientos ju- 
diciales. SUÁREZ defiende la tesis negativa; NOVAL cree, por el contrario, que 
un proceso, judicial o no, sin notario, no pasaría de ser un acto privado, no 
un acto público, es decir, no sería verdadero proceso dotado de fe pública y 
regido por las leyes del Derecho público (22). Prácticamente no se puede 
prescindir de su función. Una suspensión sin intervención del notario podrá 
ser sanada por la Santa Sede, pero el Ordinario que la impusiera se expon- 
dría a una corrección del Dicasterio romano competente sí el suspenso, cre- 
yéndose agraviado, recurriera en alzada o en queja de nulidad. 


IIl. EL OBJETO DEL PROCESO 
a) La pena 


A diferencia de la suspensión administrativa-civil, la suspensión «ex in- 
formata conscientia» no es siempre una corrección disciplinar originada de 
una necesidad de servicio püblico. La suspensión vindicativa civil está regu- 
lada en el Código Penal y presupone ineludiblemente un juicio criminal. En 
el orden canónico, la suspensión «ex informata conscientia» puede ser vindi- 
cativa e incluso parece serlo en la primera intención de la ley (can. 2.188, 
$ 2). En cambio, el título u oficio queda en el suspenso canónicamente más 
fuerte y operante que en la suspensión civil; no existe el delito de usurpa- 
ción de funciones, sigue vistiendo el hábito clerical, mientras que los mili- 
tares, por ejemplo, no pueden usarlo; conserva los poderes de orden, cuando 


(21) NOVAL, o. C., P. 596, cree que el Ordinario local puede suspender «ex infor- 
mata conscientia» a los religiosos que ilegítimamente moran extra domum (can. 616, 


$ 1) y también si delinquen extra domum y no los castiga el superior debidamente 
avisado (ib., $ 2). ; 


(22) De remotione parochorum (Roma, 1921), p. 5; NOVAL, 0. C., p. 423. 
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en la usurpación civil desaparecen todos; el acto puesto por el suspenso es a 
veces válido y no alcanza al beneficio. 

La suspensión «ex informata conscientia» no tiende únicamente a asegu- 
rar la buena marcha del servicio y el rendimiento normal del personal, sino 
que tiene una finalidad penal estricta, tanto medicinal como vindicativa, par- 
ticipando así de lo administrativo y de lo penal, y en cuanto penal, tanto 
del fin privado o medicinal como del fin penal püblico (23). 

La pena consiste en una suspensión «ab officio»; ninguna otra pena pue- 
de imponerse «ex informata conscientia», porque el Código no da faculta- 
des al Ordinario sino únicamente para esa pena. La doctrina y la jurispruden- 
cia interpretan la palabra «oficio» en sentido amplio, sobre todo en cuanto 
a la facultad de oír confesiones, que, como se sabe, no es oficio en sentido 
estricto. INovAL (24) sostiene que el objeto de la suspensión «ex informata 
conscientia» es todo oficio que, incluyendo alguna potestad de orden o de 
jurisdicción, o simplemente administrativa, sea tal que su ejercicio suponga 
la clericatura. Esta opinión nos parece muy razonable. Como todas las suspen- 
siones, también ésta es divisible, cualidad que la hace especialmente apta 
para sancionar los delitos de los clérigos, ajustándola a la gravedad de los 
distintos casos. Todas las demás propiedades de la suspensión (irregularidad 
en que incurren sus violadores, modos de cesación, etc.) convienen igualmen- 
te a la suspensión «ex informata conscientia». 


b) El delito 


Dos cualidades exige la ley en el delito punible «ex informata conscien- 
tia»: la gravedad y el secreto. Al Ordinario compete el juicio sobre la gra- 
vedad. En todo caso, la ley consigna expresamente que la gravedad ha de ser 
tal, que merezca la pena de suspensión Tomadas al pie de la letra estas pa- 
labras («adeo grave ut eiusmodi poena coercendus sit»: canon 2.190), no 
parecen referirse a una gravedad absoluta, sino sólo proporcionada a la sus- 
pensión, que, por su gran divisibilidad de contenido y de tiempo, puede ser 
leve. Con todo, el espíritu de la ley y el hecho de que la suspensión «ex in- 
formata conscientia» tiene carácter de excepcional y extraordinaria, aconse- 
jan una interpretación estricta de dicha gravedad, por lo cual creemos que 
en los casos leves no puede imponerse esa suspensión porque, o no será ne- 
cesaria, o será posible proceder ad normam iuris (can. 2.186, $ 2.2). 

La condición de oculto no depende del criterio del Ordinario, sino de la 
disposición de la ley. El canon 2.197 ha zanjado las cuestiones antiguas sobre 


(23) La voz «delito» aparece doce veces; «poena», dos veces; «punire», una; «re- 
medio» y «enmienda», dos veces. Observa NOUBEL (art. cit.) que el fin administrativo 
entra normalmente en el sistema penal canónico; v. g., can. 2.291, nn. 3 y 7-11. El 
canon 2.298 constituye un pequeño código administrativo penal. 


(24) NOVAL, O. C., p. 599. 


E 
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la posibilidad y notoriedad del delito, delimitando perfectamente el conte- 
nido de dichas nociones. 

En los casos de notoriedad, no cabe la suspensión «ex informata cons- 
cientia» (can. 2.191, $ 2.2) Si la notoriedad es de derecho existe una senten- 
cia firme condenatoria o declaratoria; sería abusivo agravar la pena del reo 
convicto y sentenciado añadiendo la suspensión «ex informata conscientia». 
Si la notoriedad es de hecho, no se ve motivo para no proceder ad norman 
iuris, pues en este caso el procedimiento probatorio queda reducido a una 
alegación de notoriedad (can. 1.741, n. 1), por lo cual el clérigo no podrá: 
utilizar malas artes para impedir la instrucción o la buena marcha del pro- 
ceso, ni tampoco son de temer escándalos o conflictos con una ley civil que 
pusiera en las manos del Clérigo la posibilidad de un proceso contra su Or- 
dinario por difamación (v. can. 2.191, $ 2.2, nn. 1-3). 

La suspensión «ex informata conscientia» es un medio para castigar el. 
delito oculto. Si el delito está divulgado, o si las circunstancias en que se co- 
metió o en que actualmente se encuentra hacen prever que fácil y rápida- 
mente se divulgará (can. 2.197, n. 1), la suspensión «ex informata conscien- 
tia» no puede imponerse válidamente (25), a mo ser que concurra una de 
las tres excepciones taxativamente enumeradas en el canon 2.191. Las tres 
excepciones se refieren a casos en los cuales el procedimiento ad normam 
iuris presenta dificultades prácticamente insuperables. Son éstas: 

a) La negativa de los testigos a deponer judicialmente, a pesar de que 
su testimonio sea digno de crédito por tratarse de personas graves y honestas. 
La negativa se explica fácilmente por temor de rencores y enemistades, o 
incluso por haber sido los testigos cómplices más o menos pasivos en el pe- 
cado del clérigo. 

b)  Violencias, amenazas o malas artes del clérigo encaminadas a impe- 
dir el desarrollo normal del proceso. Los codificadores han tenido en cuenta 
las enseñanzas de la Historia, que registra más de un caso de esa actitud de 
defensa desleal y maliciosa utilizada por clérigos delincuentes. 

(25) Bourx, antes del Código, defendió erróneamente que la suspensión «ex in- 
formata conscientia» se podía imponer por delitos públicos. Muniz, después del Có- 
digo, cree que la suspensión «ex informata conscientia» sancionadora de un caso. 
público sería ilícita («non licet», canon 2.191), pero no inválida: Procedimientos..., I, 
718. Lo mismo sostiene WERNZ-VIDAL, O. C., n. 802, quien no ve dudas sobre esta vali- 
dez, porque la estimación de los inconvenientes derivados de proceder ad normam 
turis pertenece al Ordinario. Al contrario, NovAL (o. c., 632) entiende que las pala- 
bras «non licet» de este canon significan que la ley niega al Ordinario la facultad 
de suspender «ex informata conscientia» en caso de delito püblico; cita en su favor 
el canon 6, número 2, y a LEGA, el cual cita a su vez a SANTI, ROTA, DE ANGELIS, CA- 
VAGNIS y PIERANTONELLI. Nosotros sentenciaríamos por la nulidad siempre que obje- 
tiva y evidentemente no se da en ninguno de los tres casos sefialados en el canon 


como excepciones. La razón de WERNZ-VIDAL no nos convence; prueba, a lo sumo, 
que en caso de duda de hecho, positiva y probable, la Iglesia suple la jurisdicción. 
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c) La tercera dificultad que justifica la suspensión «ex informata cons- 
cientia» en los casos püblicos nace de la ley civil que, desconociendo la ju- 
risdicción eclesiástica, prohiba proceder contra el clérigo a nadie que no sea 
el juez civil. Entra también en este capítulo la posibilidad de que el clérigo 
utilice la ley civil para demandar a su Ordinario por difamación. La Santa 
Sede dió por buenas las suspensiones «ex informata conscientia» impuestas 
por los Obispos italianos a los sacerdotes que firmaron los documentos de 
petición a Pío IX para que renunciara al poder temporal, porque la situación 
y las ideas de aquél entonces impedían proceder regularmente contra dichos 
clérigos, que habían incurrido en las censuras promulgadas por San Pío V. 


IV. Er PROCEDIMIENTO 


a) Es un procedimiento excepcional 


Cuando el legislador eclesiástico advierte que la st «ex informa- 
ta conscientia» es un remedio extraordinario, y que su utilización está con- 
dicionada a la imposibilidad de proceder ad normam iuris (can. 2.186, $ 2.2), 
no hace sino recoger el sentido de la doctrina y de la práctica anterior al Có- 
digo. Pero la frase «ad normam iuris» tenía en la disciplina tridentina y en 
toda la legislación precodicial el sentido estricto del juicio criminal. Antes 
del Código, sólo se podía imponer la suspensión «ex informata conscientia» 
cuando fuera imposible conocer del delito por vía judicial, al menos sumaria. 
En las causas de la Sagrada Congregación del Concilio en que se debate la 
legitimidad de las suspensiones, se da por supuesto que su excepcionalidad 
se refiere al procedimiento criminal. Aun hoy, el canon 2.191, ya comentado, 
establece que en delitos püblicos la suspensión «ex informata conscientia» 
vale solamente si concurre alguna de las tres razones señaladas en la ley que 
hacen imposible o dificultoso el jwicio criminal: las palabras «in iudicio 
(can. 2.191, $ 2.2, n. 1), «processus iudiciarius» (7b., n. 2), «processui iudi- 
ciali» (7b., n. 3), no dejan lugar a una duda razonable. 

Hoy no existe el proceso criminal sumario: nuestro actual procedimiento 
criminal viene a equidistar de los antiguos procesos solemne y sumario. En 
cambio, el Código ha introducido el precepto como medio normal de impo- 
sición de penas. No hay en él un sistema organizado de leyes para la impo- 
sición de penas por precepto (26). 

Hoy tenemos, pues, en el Código tres modos de imponer penas: 

a) El juicio. 

(26) Salvo los cuatro últimos procesos de la tercera parte del libro IV del Có- 


digo. Creemos con NOVAL, o. c., pp. 394 ss., que estos procesos son por precepto, pues- 
to que son numerosos los cánones que a él aluden; cfr. cáns. 24, 1.933, $ 4; 2.217, $ 1, 


3.2; 2.243, 85 1-2; 2.245, 2.220, 2.307, 2.310, 2.311. 


— 519 — 


TOMAS GARCIA BARBERENA 


b) El precepto. 

c) La suspensión «ex informata conscientia». 

Los tres procedimientos son «ad normam iuris». ¿Qué sentido puede te- 
ner, pues, la frase «ad normam iuris» del canon? No vemos razón para enre- 
darnos en esta cuestión con cábalas y conjeturas en las que se pierden algu- 
nos comentadores de esta ley. La frase mencionada tiene, a nuestro entender, 
un sentido obvio; la suspensión «ex informata Conscientia» es un procedi- 
miento excepcional, justificable solamente cuando normalmente no es posible 
otro. En los tres procedimientos de penar consignados en la ley—juicio, pre- 
cepto, suspensión «ex informata conscientia—, las garantías del inculpado 
van de más a menos, siendo máximas en el primero de ellos y mínimas en el 
“último. El arbitrio punitivo del superior va en la serie de menos a más: 
porque cuanto mayor es el arbitrio concedido al superior, son menores las 
garantías que ponen al inculpado al abrigo de errores y obcecaciones, siempre 
posibles en quien sanciona. En la suspensión «ex informata conscientia» el 
legislador se retira, «s'efface», dice NOUBEL, y deja al Ordinario la máxima 
responsabilidad en el procedimiento. Por eso, el Código llama a la suspensión 
«ex informata conscientia» remedio extraordinario, es decir, excepcional, «por- 


que—diremos con SANTAMARÍA—el hecho de ser decretada sin que el clérigo 


pueda defenderse contra posibles acusaciones falsas de testigos que no tienen 


valor para mantener en juicio sus afirmaciones, demuestra lo delicado y peli-- 


groso de este procedimiento, que requiere en el superior, al emplearlo, gran 
sagacidad para apreciar las pruebas verdaderas de las falsas y dominio abso- 
i de su espíritu contra toda posible obcecación o espíritu de venganza res- 
pecto del clérigo sometido a este procedimiento» (27). 


Desde un punto de vista dialéctico, esta solución puede tacharse de arbi- 
“traria y carente de sentido, porque la suspensión «ex informata conscientia» 
es un modo de castigar por precepto ad modum sententiae, por lo cual no es 
«congruente decir que la suspensión «ex informata conscientia» cabe solamente 
«donde no sea posible castigar por precepto. 

Si bien miramos, dejando aparte sutilezas dialécticas y situándonos en un 
punto de vista legal, se trata de medir el grado o alcance de oye 
«que atribuímos al procedimiento de conciencia informada. 

Tres puntos nos darán la respuesta apetecida: a) de qué regla es excepción 
‘la suspensión «ex informata conscientia»; b) qué causa hace falta para utili- 
zar la excepción; c) qué calificación jurídica nos merece la suspensión en un 
«Caso no exceptuado. 


A SANTAMARÍA PENA, F.: Comentarios al Código canónico, t. VI (Madrid, 1922), 
P. . 


— 520 — 


PROCEDIMIENTO DE SUSPENSION "EX INFORMATA CONSCIENTIA" 


a) En cuanto a lo primero, el canon dice que la regla es proceder «ad! 
norman iuris», y la suspensión es excepcional. En esta poco feliz expresión: 
del Código resulta que la suspensión «ex informata conscientia» no es ad nor- 
mam iuris, aunque esté disciplinada en el Derecho. ¿Pues qué es proceder ad’ 
normam iuris? De lo dicho arriba resulta, a sensu contrario, que proceder ad 
normam iuris es proceder o por juicio criminal o por precepto. También la 
suspensión «ex informata conscientia» es proceder por precepto, pero así como: 
el Código no considera como procedimiento «ad normam iuris» un procedi- 
miento disciplinado en el Derecho, igualmente, para nuestro caso, debemos 
considerar la suspensión «ex informata conscientia» como procedimiento dis- 
tinto del precepto. 

Sin embargo, cuando la ley consigna las condiciones en las cuales puede- 
tener lugar una suspensión «ex informata conscientia» en casos no ocultos, se: 
refiere, como hemos dicho, a la imposibilidad práctica de celebrar un juicio 
criminal, no de imponer un precepto. Esto podría hacer pensar que la excep- 
cionalidad del procedimiento «ex informata conscientia» se refiere solamente 
al juicio criminal, no al precepto, o lo que es lo mismo, que se puede suspen- 
der «ex informata conscientia» siempre que no sea posible celebrar un juicio 
criminal completo, aunque se pueda castigar por precepto ordinario, ya con: 
arreglo a las normas comunes del precepto, ya por los procedimientos especia- 
les, también preceptivos, contra clérigos irresidentes, concubinarios o negli- 
gentes en sus oficios parroquiales. 

Que no es ésta la mente del legislador queda patente con sólo considerar 
que, si así fuera, los superiores nunca emplearían el precepto, porque la sus- 
pensión «ex informata conscientia» es un modo mucho más expedito y fácil,. 
y el superior, lógicamente, quiere verse libre de trabas en el ejercicio de su 
autoridad. En tal caso, los delitos ocultos se castigarían siempre «ex informata 
conscientia», y los públicos, o «ex informata conscientia», O por juicio crimi- 
nal, quedando prácticamente el precepto suprimido (28). Por eso pensamos 
con Novar (29), a quien sigue SUÁREZ (30), que la excepcionalidad se re- 
tiere tanto al precepto como al juicio criminal (31). 

b) En cuanto a la causa que justifica el empleo del procedimiento ex- 
cepcional «ex informata conscientia», nada podemos decir con seguridad, por- 
que el Código nada dice. Alguna causa tiene que haber, puesto que si el 


(28) SUAREZ, O. C., p. 222. 
(29) O. c. pp. 401 y 602, y más ampliamente, De Ratione corrigendi.. en «Ius 


Pontificium», 2 (1922), 147 ss., y 3 (1923), 38 ss. 


30) 0. 03 223-88. 
(31) Según lo dicho, se puede castigar «ex informata conscientia» cuando no es: 


posible hacerlo ni por precepto común o especial ni tampoco por sentencia judicial.. 
Los delitos públicos se castigan normalmente, según el Código, por juicio criminal 
(can. 1.933, $ 1); excepcionalmente «ex informata conscientia» (can. 2.191, $ 3). Los: 
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uso de la suspensión «ex informata conscientia» dependiera sólo de la volan- 
tad del superior, no sería procedimiento extraordinario, sino ordinario. El 
Código no da norma alguna para sopesar la suficiencia de la causa. Estamos, 
pues, ante una laguna del Derecho. No es fácil colmar esa laguna por vía de 
analogía. De la doctrina común sólo se saca que la causa debe ser grave, pero 
el juez de esa gravedad es el Ordinario que suspende «ex informata conscien- 
tia». El Código, en casos semejantes, concede al Ordinario la misma facultad 
(cans X 1-040/842.0483:82:223 Mops JE 

c) Delo dicho arriba fluye la respuesta a la tercera cuestión. La facultad 
de suspender «ex informata conscientia» existe en el Código ünicamente como 
excepcional y para casos extraordinarios. En los casos comunes, la suspensión 
sería inválida, como impuesta sin facultades. Pero en la duda positiva y pro- 
bable de la suficiencia de la causa, la suspensión es válida y lícita (can. 209). 


b) Las investigaciones. 
1) Pruebas requeridas, 


El nombre «ex informata conscientia» con que el Código designa a este 
procedimiento no consta en las fuentes de Derecho anteriores al Código, por 
más que así el llamaba la doctrina y el uso de toda la Iglesia. Al consagrar 
el Código el nombre tradicional, reclama una explicación de su contenido. 
Porque dicho nombre, poco exacto, por cierto, no significa, como podría pen- 
sarse, que el Ordinario pueda suspender sin más razones que su conciencia. 
Conciencia informada no es la conciencia privada y personal del Ordinario, 
sino la conscientia muneris, como dice NouBEL. La información aludida en el 
nombre de este procedimiento no es una motivación que baste únicamente 
para que el Ordinario satisfaga las exigencias de su moral interna, de su con- 
ciencia. No se trata aquí de un problema de moralidad, sino de un procedi- 
miento jurídico de sancionar y, por tanto, de un ejercicio legítimo de la juris- 
dicción en el fuero externo. 

El canon 2.190 exige al Ordinario que recoja informaciones antes de 
imponer la suspensión, y que en tales informaciones han de existir pruebas 
«quae eum certum reddant clericum delictum revera perpetrasse, et quidem 
adeo grave ut eiusmodi poena coercendus sit». 

Las palabras quae eum certum reddant no son suficientemente expresivas. 
Bourx, que, como sabemos, no tiende a restringir los poderes de los Ordina- 
rios, sino que más bien peca por lo contrario, escribió ya antes del Código que 
«non sufficiunt probationes quae soli Episcopo crimen probare valeant; sed 
requiruntur eae quae aptae sint ad probandum crimen apud S. C. Conci- 


delitos ocultos por precepto (can. 1.933, $ 4); v. NovAL: De ratione corrigemdi.. en 
«Ius Pontificium», 3 (1923), 38, excepcionalmente «ex informata conscientia». 
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lii» (32). Si el clérigo recurre ante la Sagrada Congregación, el Ordinario 
tiene que enviar las pruebas. No le bastará decir que ha informado su con- 
ciencia, que cree haber obrado rectamente en conciencia por estar convencido 
de la culpabilidad del clérigo. Si no dice más que eso, la Sagrada Congrega- 
ción revocará el Decreto de suspensión «ex informata conscientia», como lo 
ha hecho en repetidas ocasiones (33). 

El juez no puede juzgar por su ciencia privada, ni por sus opiniones per- 
sonales, sino que su convicción se ha de apoyar en pruebas objetivas. Porque 
no es, en cuanto juez, una persona privada, sino pública. Como persona pri- 
vada, sus convicciones” particulares le hacen responsable ante el juicio divino. 
Pero aquí no se trata de responder ante Dios, sino ante la sociedad por un 
acto social. El Ordinario es hombre y, como tal, capaz de errores y de mali- 
cias. Si el superior fuera infalible e impecable nos bastaría su ciencia privada 
para imponer el castigo: todas las sanciones podrían ser ex informata conscien- 
tia. Ahora bien, el Derecho de la Iglesia, como el Derecho de todo pueblo 
civilizado, parte del supuesto de que el superior no es infalible ni impecable. 
“Toda la trama procesal de los sagrados cánones tiene por única finalidad poner 
a cubierto al reo de esos errores y maldades, como expresamente lo dice Ino- 
cencio III, refiriéndose a la institución del notariado (can. 11, X, IL, 19). En 
los procedimientos sumarios se suprimen o se simplifican gran parte de los 
trámites con miras a una más rápida y eficaz aplicación de la justicia. Pero la 
simplificación del trámite no puede llevarse hasta dejar al reo en total desam- 
paro en manos de su superior falible y pecable, salvo cuando se trate del 
Romano Pontífice (34), pues eso equivaldría a negar pura y simplemente al 
imputado toda posibilidad de defenderse, con palmaria violación del derecho 
natural. 

En efecto, ¿qué posibilidad quedaría al clérigo si el Ordinario no tuviera 
que presentar pruebas y bastara su convicción personal y en conciencia de la 
culpabilidad del clérigo? Se me dirá que la defensa la tiene en el recurso a la 
Santa Sede. Pero esa defensa sería totalmente ilusoria. Aun exigiéndose prue- 


(32) Bourx: De episcopo, cit., vol. II, p. 346. 

(33) «Meminerint vero Praesules quod si contra decretum quo irrogata fuit sus- 
pensio promoveatur recursus ad Apostolicam Sedem tunc ante ipsam comprobari 
debet culpa quae eidem dedit occasionem: consulto idcirco erit ut ante quam poena 
infligatur, probationes illius, quantumvis extraiudicialiter et secreto colligantur» 
(Instrucción de la S. C. de P. F., 20 de octubre de 1884, n. 10). A continuación ad- 
vierte la Sagrada Congregación que ut plurimwm las pruebas que se llevan a la Sa- 
grada Congregación no son suficientes. 

(34) Hacemos salvedad del Romano Pontífice, para atenernos a la doctrina co- 
mün que atribuye al Papa la facultad de interpretar auténticamente el Derecho na- 
tural, en virtud de la cual podría establecer que en un caso determinado no urge 
1a ley natural de dar al reo posibilidad de defenderse. V. REIFFENSTUEL, 1. II, tít. II, 
mn. 204 s. 
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bas objetivas, la defensa del recurso queda bastante menguada. En efecto, si 
la suspensión «ex informata conscientia» es vindicativa, el clérigo inocente se 
alza para ante la Sagrada Congregación con efecto suspensivo (can. 2,287)3 
en cuyo caso la suspensión ilegítima no se mantiene, porque el recurso la sus- 
pende y el recultado del recurso será invalidar el decreto del Ordinario por 
falta de pruebas. Pero si la suspensión fué medicinal, la ejecución del decreto 
es automática y, por tanto, el recurso tiene un efecto solamente devolutivo 
(can. 2.243, $ 1.2): el resultado del recurso será revocar el decreto por falta 
de pruebas, pero en el tiempo que corre entre el decreto y su revocación por 
la Santa Sede, el clérigo inocente no tiene otra solución que soportar la sus- 
pensión ilegítima. En cambio, si el Ordinario no tuviera que presentar prue- 
bas objetivas, bastando su convicción en conciencia de la legitimidad de la 
suspensión, el clérigo inocente, injustamente suspenso, no tiene defensa algu- 
na en el recurso. Porque, ¿qué podría alegar el clérigo? Solamente que no 
hay motivo para la suspensión. No podría presentar prueba alguna: las ne- 
gaciones no pueden ser objeto de demostración. Affirmantis est probare. El 
Ordinario, sí, presentaría una prueba, siempre la misma, su convicción per- 
sonal y en conciencia, válida en esa hipótesis, de la culpabilidad del suspenso. 
El recurso, pues, sería inútil y el clérigo injustamente suspenso quedaría sin 
defensa. Quod erat demostrandum (35). 


2) Objeto de las investigaciones. 


El objeto de las investigaciones es múltiple. En primer lugar, el mismo 
hecho delictivo y su autor. No bastan meras conjeturas o presunciones ab bo- 
mine, apoyadas en indicios equívocos, porque un delito dudoso no puede cas- 
tigarse con una pena cierta (can. 2.233, $ 1.2). La monición y la corrección 
son los remedios utilizables en el caso. Si un delito meramente probable pro- 
dujera escándalo, el Ordinario puede y aun debe separarlo del sagrado mi- 
nisterio y del oficio, según lo exija la situación del escándalo producido, pero 
la ley advierte expresamente que esta providencia administrativa no es una 
penalización (can. 2.222, $ 2.2). Además, tiene que cerciorarse el Ordinario 
de la ausencia de causas eximentes o atenuantes de la imputabilidad, sobre 
todo cuando piense imponer una suspensión vindicativa sin conceder audiencia 
al reo y sin escuchar sus descargos; éste es el aspecto más delicado del proceso 
«ex informata conscientia», por lo cual debe hacerse con singular cuidado. 
Algunos escritores dan como válidas por analogía las normas vigentes para 


(35) No consideramos el caso, alegado por algunos, de que el clérigo diga ante 
la Sagrada Congregación que su Ordinario es un hombre sin conciencia o medio loco 
o normalmente arbitrario en su gobierno, etc. Tales casos, sobre ser excepcionalísi- 


mos, son prácticamente inalegables: el clérigo que hiciera manifestaciones de esa 
clase no haría sino empeorar su asunto, 
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el período inquisitivo que precede al juicio criminal en casos de delito oculto 
cáns. 1.939 ss.). Tales normas tienen, sin duda, cierta oportunidad que las 
hace aplicables a nuestro caso, pero de suyo no son suficientes. Aquellas nor- 
mas se encaminan a la instrucción de un proceso criminal, durante el cual el 
reo, asistido de letrado, se defenderá en contradictorio de las imputaciones 
del Fiscal. Pero en nuestro caso, el reo no ha de tener oportunidad de defen- 
derse, por lo cual nunca pondrá el Ordinario cuidado excesivo en cerciorarse 
de la ausencia de dichas causas que podrían haber influído en la disminución 
o cesación de la imputabilidad. 

En el canon 2.190 exige, además, que el delito sea grave, con una grave- 
dad proporcionada a la pena: también este dato de la gravedad ha de ser ma- 
teria de investigación, puesto que, aunque la suspensión pueda ser leve 
(cfr. can. 2.279, $ 2.2), pero es indudable que en la mente de la ley el proce- 
dimiento extraordinario «ex informata conscientia» no es para castigar frus- 
lerías (cfr. cans. 2.242, $ 1.2, y 2.218, (8 1.2) (36). 

Por último, de las investigaciones ha de resultar que el delito es oculto; 
nunca notorio mi público. Siendo público el procedimiento, cabe solamente 
en una de las tres hipótesis tipificadas en el canon 2.191, $ 3.2, ya comenta- 
das. La verificación de estas hipótesis no es tampoco objeto de meras presun- 
ciones. Las dos primeras se refieren a hechos sólo cognoscibles a posteriori: 
los hechos no se presumen, sino que se demuestran. La posibilidad de que 
el clérigo utilice disposiciones de la ley civil para impedir el procedimiento 
ordinario debe apoyarse también en razones de hecho, indicios de la mala 
disposición del ánimo del clérigo que demuestran su torcida intención de 


(36) Cree NOVAL, O. C., p. 627, que el delito que se pena con suspensión «ex infor- 
mata conscientia» tiene que ser no sólo grave, sino de gravedad extraordinaria, «cum 
in can. 2.186, 8 2, idem legislator eiusmodi poenam appellaverit remedium extraor- 
dinarium, deducitur delictum debere esse adeo grave ut vere dici possit extraordina- 
rium, nam poena et delictum sunt inter se correlativa ita ut gravi et extraordinario 
delito debeatur poena gravis et extraordinaria, et ex poena quae legitime fuerit 
declarata gravis, vel ut in casu extraordinaria deducatur legislatorem praecipere ut 
suspensio ex informata conscientia non infligatur nisi ob delictum adeo grave quod 
vere dici possit extraordinarium». Tratándose de delitos ocultos, en los que no hay 
escándalos piensa el esclarecido autor que es gravísimo el delito contra la fe y con- 
tra la castidad cometido dolosamente; más grave si se cometió con culpa próxima 
al dolo (can. 2.203, 8 1); grave si con culpa corriente. «Igitur tune solum cum clericus 
commisserit delictum gravissimum, aut gravius, aut grave quidem sed non commune 
seu ordinarium, dicitur delictum perpetrasse adeo grave ut eiusmodi poena coercen- 
dus sit» A nuestro entender, al argumento de NovAL se puede oponer que el carác- 
ter extraordinario de la suspensión «ex informata conscientia» no se refiere a la 
pena ni al delito, sino al procedimiento de inquirir éste y de aplicar aquélla. Tam- 
poco nos parece justo dar especial relieve a los delitos contra la fe y contra la 
castidad; igualmente se pueden sancionar «ex informata conscientia» otros delitos, 
como el aborto, el tráfico ilícito de estipendios, el perjurio, sobre todo con daño de 
otro; la violación de cadáveres, la apropiación indebida de bienes eclesiásticos y otros 
delitos que, aunque penados con censuras latae sententiae, pero que en casos ocultos: 
no se observan (can. 2.232, $ 1). 
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"utilizar sus pseudoderechos civiles contra la autoridad eclesiástica. El temor 
«de escándalo es una causa más elástica y conjetural, cuya existencia queda al 
juicio prudente del Ordinario, quien, para formarlo, habrá de ponderar todas 
las circunstancias que presenta el caso, sin olvidar que, en la duda, lo deseable 
es evitar el escándalo sin utilizar la suspensión «ex informata conscientia». 


3) Autor de las mismas. 


Cree NovAL que la inquisición debe hacerla el mismo Ordinario, sin que 
pueda encomendarla a otro, «nam in hoc casu, consciencia Ordinarii informa- 
retur mediante consciencia alterius». Pero ya hemos dicho que no es la con- 
ciencia personal y privada del Ordinario, sino la consciencia muneris apoyada 
en razones objetivas la que, debidamente informada, puede sancionar «ex in- 
formata conscientia» (37). La ley no exige que sea el mismo Ordinario quien 
tramite este asunto en todos sus detalles, y vale aquí la regla de que se pueda 
hacer por medio de otro aquello que puede ser realizado por uno mismo (38). 

La recordada Instrucción de la Sagrada Congregación de Propaganda Fide 
de 20 de octubre de 1884, en su número 3, admite que el Ordinario puede 
dar a otra persona mandato para firmar el decreto de suspensión; ;cuánto más 
para hacer las investigaciones! Sin embargo, no es conforme a derecho dar 
un mandato general para todos los trámites de la suspensión y despreocuparse 
del asunto, porque la responsabilidad de la sanción corresponde persoñalmente 
al ordinario («ex causis ipsi Ordinario notis»; can. 2.188, 1.2). Este no puede 
descargar su conciencia en la de otra persona, sino que tiene que decidir 
personalmente en las fases esenciales del proceso, que son: orden de realizar 


las investigaciones, conocimiento de su resultado y orden de fulminar el de- 
creto de suspensión. 


4) Modo de practicarlas, 


La inquisición del crimen es esencial y especialísima, distinta de la general 
aludida en el canon 1.939, $ 1. (39). La primera noticia del delito puede 
llegar al Ordinario por variados caminos. El modo más corriente es la denun- 
cia secreta, puesto que se trata de delitos ocultos; las investigaciones se hacen 
también con gran reserva para no provocar rumores que pongan en peligro 
el buen nombre del denunciado, puesto que no se encaminan a la instrucción 
de un proceso judicial público. Excepcionalmente pueden ser conocidas las 


(37) «Vel potest fieri haec inquisitio ab alia persona de mandato Ordinarii»; 
SUÁREZ, O. C., p. 242. 


(38) Reg. iuris 72 in VI. 

(39) Segün una terminología bastante aceptada por los autores, la inquisición 
general investiga la existencia de delitos, la especial se refiere a un delito concreto, 
la especialísima busca al autor moralmente responsable de un delito concreto: 


oe se De iudiciis, vol. IV, n. 408; Luco: De iust. et de iure. Disp. XXXVII, sec- 
io ; 
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actuaciones si de ellas resulta la existencia de un delito divulgado contra el 
cual no se puede proceder ad normam iuris por verificarse alguna de las con- 
diciones señaladas en el repetido canon 2.191, $ 3.2 Las pruebas son de cual- 
quier género, con tal de que sean eficaces: declaraciones de testigos firmadas, 
cartas, recibos de negocios ilícitos, fotografías, escritos cualesquiera, actas del 
inquisidor, etc. Debe asegurarse a los declarantes el secreto absoluto, pero a 
la vez el inquisidor debe asegurarse por su parte de que los declarantes o tes- 
tigos, sobre todo si no firman sus deposiciones, son personas dignas de cré- 
dito y capaces de mantener sus afirmaciones si más tarde son requeridos para 
ello por la Santa Sede. Y todo ello debe guardarse escrito y ordenado en el 
expediente (40). 


c) Audiencia del inculpado. 


Cuando el Ordinario estime que las pruebas recogidas demuestran sufi- 
cientemente la culpabilidad del clérigo, si se decide a imponer la suspensión 
«ex informata conscientia», debe optar por una de estas dos alternativas: la 
medicina o la pena, y si elige la pena debe decidir si ha de manifestar el delito 
o debe callárselo. 


a) Caso de suspensión medicinal.—Por ley general, la censura supone 
previamente dos condiciones: la manifestación del delito al delincuente y las 
amonestaciones previas. La noticia del delito por parte del censurado es esen- 
cialísima para la validez de la censura, porque el fin que ésta pretende es 
quebrar la rebeldía o contumacia del reo y lograr su arrepentimiento. ¿Cómo 
se arrepentiría sin saber de qué? (cfr. cáns. 2.241, $ 1.2 y 2.242, $ 1.2). De 
aquí que un censurado tiene derecho a ser absuelto en cuanto manifieste su 
arrepentimiento removiendo el escándalo y dando las satisfacciones que le 
pida su Prelado (can. 2.248, $ 2.2). La imposición de una censura sin manifes- 
tación del delito sería totalmente inválida como negocio jurídico carente de 
causa; por lo cual la suspensión «ex informata conscientia» supone siempre 
que el Ordinario manifiesta al clérigo el delito por el cual lo suspende 
(can 2:188, 2.2): 

La segunda condición de la censura consiste en amonestaciones y repren- 
siones previas, encaminadas a quebrantar la contumacia del reo, evitando así 
la imposición de la censura (cans. 2.233, $ 2.2% 2.244, 88 2-3) (41). Pero esta 


(40) Dice a este propósito SuAREZ (0. c., 237, nota 78) «non sequimur sententiam 
P. TAMAYO dicentis debere Praelatum omnia asservare secum inter notulas privatas 
ipsius Praelati, seu, dicamus hodie Ordinarii. Mortuo enim Ordinario, hae notulae 
facilius amituntur, lacerantur.. Resolutio S. C. Concilii quae ab aliquo auctore ci- 
tatur, ex qua confirmari posset, inter authenticas eiusdem S. Congregationis non 
invenitur; saltem eam invenire non potuimus post diligentem investigationem. Imo, 
nec quidem coadunatio Congregationis habita fuit die qua dicitur ab eadem emanata.» 
(41) SUÁREZ, O. C., p. 232; cfr. NOVAL, O. c., p. 604. 
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condición, si se la considera como un acto ab bomine, no es esencial a la cen- 
sura, y de hecho no existe en las censuras latae sententiae. El canon 2.187 
establece de una manera general que para imponer la suspensión «ex infor- 
mata conscientia» no son necesarias formas judiciales ni amonestaciones ca- 
nónicas. ¿Qué amonestaciones son éstas? 

Pudiera pensarse que el texto se refiere a las amonestaciones aludidas en 
los cánones 2.168, $ 1.2; 2.176, $ 1.2, y 2.182. El sentido sería que este pro- 
ceso, a diferencia de los anteriores, no comienza por una monición. El pro- 
cedimiento «ex informata conscientia» sería, pues, según dicho texto, distinto 
del juicio, por no requerirse formas judiciales, y distinto de los procesos ante- 
tiores, por no exigirse moniciones; toda la sustancia del proceso se condensa. 
en el decreto de suspensión. Mas aunque el proceso, a diferencia de los prece- 
dentes, no comience por una monición, pero si la suspensión ha de ser me- 
dicinal tendrá que haber moniciones por exigirlo así el canon 2.255, 8 2.? 

Sin embargo, SUÁREZ (42) sostiene que las moniciones no son necesatias 
en absoluto, bastando solamente que el Ordinario manifieste al reo el delito 
por el cual lo suspende. Pero si la manifestación del delito al reo no ha de 
ser una mera formalidad sin sentido, tendrá que ir acompañada de una amo- 
nestación para que cese en su contumacia. Si así no fuera, ;para qué serviría 
la manifestación del delito? Parece, pues, que, a pesar del canon 2.187, a la 
censura impuesta «ex informata conscientia» deben preceder las amonesta- 
ciones más o menos implícitas en la manifestación del delito, para que no 
pueda darse el caso de que el Ordinario se vea obligado a absolver de dicha 
censura inmediatametne después de haberla impuesto si el reo manifiesta su 
perfecto arrepentimiento y está dispuesto a reparar el escándalo y dar las sa- 
tisfacciones que el Ordinario le exija como prueba de su arrepentimiento. 


b) Suspensión vindicativa.—Si el Ordinario quiere imponer al clérigo 
una suspensión vindicativa, no es necesario que le manifieste la causa de la 
suspensión ni menos que lo amoneste; bastará darle a conocer el decreto de 
suspensión, indicando el tiempo durante el cual le quedan prohibidos los actos 
o funciones de los cuales queda suspenso. Mas no está prohibido decirle su 
delito; al contrario, conviene decírselo cuando no hay inconveniente en ello. 
Y en este caso— dice el canon 2.193— el Ordinario ponga en juego su calidad 
y solicitud pastoral, amonestándolo paternalmente para que la pena le sirva 
no sólo como vindicta del crimen, sino además como medicina de su alma, 
procurando su arrepentimiento y la evitación de las ocasiones del pecado. 


(42) Lógicamente la manifestación del delito debe preceder a la imposición de 
la censura. Si en vez de precederla la siguiera, creemos con SUÁREZ, O. C., P. 233, que 
la censura vale desde el momento en que se hizo esa manifestación. 
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Estas palabras de la ley son un contrapeso a la formulación del canon 
2.188, $ 2.°, el cual parece sugerir que en la suspensión «ex informata conscien- 
tia» lo vindicativo es la primera intención de la ley, y lo medicinal, sólo un 
aspecto secundario y, por decirlo así, de excepción. 

La suspensión «ex informata conscientia» puede ser las dos cosas: o pena 
o medicina. Ello depende del criterio del Ordinario, el cual elegirá la censura 
o la vindicta, segün los fines que pretenda y las circunstancias del caso. Así, 
tratándose de un delito antiguo y ünico, el fin medicinal no tiene razón de 
ser, porque no hay motivo para suponer que el clérigo continúa con designios 
delictivos. Otras veces, el Ordinario tendrá que utilizar la forma vindicativa 
bien a su pesar, porque sabe que si manifestara el delito, el clérigo reacciona- 
tía con altanería o con violencia, perturbaría la paz, cometería vejámenes con- 
tra las personas que, en su opinión, lo habían delatado, etc. Pero como prin- 
cipio y norma general, ha de elegir la pena medicinal, o poner una nota me- 
dicinal en la pena vindicativa. En la Iglesia católica apenas si se concibe la 
pura vindicta del crimen con olvido del alma del delincuente. No la muerte 
del impío, sino su conversión y su vida. Cuando el canon 2.255, $ 2.2, esta- 
blece que, en la duda, la suspensión no se supone penal, sino medicinal, no 
está haciendo solamente la aplicación de un principio de penología de inter- 
pretar estrictamente las leyes y de favorecer en la duda al reo, sino que, ade- 
más, aplica un principio más general y relevante de la criminología canónica, 
que es la medicinalidad de la pena. Por eso, a despecho del citado canon 2.188, 
2.2, la suspensión «ex informata conscientia», una vez infligida, en la duda 
se presume censura, y antes de imponerla el superior ha de optar por la cen- 
sura con preferencia a la pena. Y si el caso reclama una suspensión vindica- 
tiva, el Superior, pro posse, le añadirá el carácter medicinal por medio de 
exhortaciones paternas, «quo nomine—anota NovaL—(43) veniunt hic ex- 
hortationes ad vitae reformationem non comminationes». 


d) El decreto de suspensión. 


Elegido el tipo de suspensión que se haya de imponer, no queda sino la 
redacción del decreto. El Código da cinco reglas a este propósito. 


a) In scriptis.—El decreto debe redactarse por escrito. Antes del Código, 
la Sagrada Congregación Episcoporum et Regularium respondió que la sus- 
pensión «ex informata conscientia» vale «oretenus et absque scripto enuntia- 
ta». La frase del Código es poco precisa («detur in scriptis, nisi adiuncta aliud 
exigant»; v. también can. 2.225), pues no expresa con claridad si la excepción 
de circunstancias especiales se refiere a que en ellas no hay que escribir el 


(43) O, C., p. 636. 
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decreto o más bien a que en ellas el decreto ha de quedar escrito, pero no 
hay que dar copia al clérigo penalizado, sino que basta leerle el decreto, que 
queda en autos. Aun admitiendo esta última explicación, no vemos motivo 
para apartarnos de la doctrina antigua, que admitía la validez de las suspen- 
siones no escritas. El canon 24 sugiere la misma solución. Pero prácticamente, 
si no hay decreto escrito, tendrá que haber acta notarial por la que conste la 
suspensión intimada verbalmente, que viene a ser lo mismo (can. 2.142). El 
dar o no dar al suspenso copia del decreto o del acta notarial es cosa que ha 
de decidir el autor de la suspensión. Normalmente hay que dársela, mientras 
no haya razón para temer que la utilizará malamente, por ejemplo, contra su 
Ordinario. Creemos, además, que también hay que darle por escrito la dis- 
pensa o la absolución de la pena, para que si, por un azar, alguien esgrimiera 
contra él el acta de suspensión, pueda demostrar la cesación de la pena. 


b) La fecba.—En el decreto ha de constar el día, mes y año en que se 
intimó la suspensión. Si es vindicativa, esa indicación de la fecha es esencial 
para computar el tiempo de su duración, a tenor del canon 34, 8 3.2%, 3.2 St 
es medicinal, la indicación es utilísima, pues sirve para resolver una duda 
posible sobre la existencia de la pena en determinada fecha, así como para 
contar los seis meses de insordescencia del canon 2.340, 8 2.? 


c) Mención expresa del procedimiento.—El canon exige que en el de- 
creto se diga expresamente que la suspensión se ha impuesto «ex informata 
conscientia seu ex causis ipsi Ordinario notis», por lo cual es preceptivo el uso 
de una de estas dos fórmulas. No es honesto imponer la suspensión dejando: 
en la penumbra el tipo de pena impuesta y al clérigo en la incertidumbre de 
su situación. 

La mención del procedimiento «ex informata conscientia» sustituye a la 
manifestación del delito al reo requerida normalmente en todo proceso puni- 
tivo. En efecto, si la pena se inflige por sentencia, la expresión del delito 
que la ha motivado es condición esencial de validez (can. 1.159 comp. 1894, 
$ 2.2). Si se impone por decreto, la ley exige mención del delito (can. 2.225), 
pero sin cláusula de mulidad. Cree Muniz (44), a quien sigue CORONA- 
TA (45), que un decreto de suspensión en el cual no se mencionara el delito 
ni siquiera con la fórmula genérica «ex informata conscientia» sería de muy 


dudoso alcance: «A nuestro juicio—son sus palabras—, sería un precepto: 


prohibitivo que producirá o no efectos según que quien lo imponga pueda 


o no ad nutum despojar del derecho cuyo ejercicio prohibe.» No hay duda de 


(44) Procedimientos.., III, p. 726. 
(45) Institutiones Iuris Canonici, III, n. 1.630. 
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que en ese caso el decreto sería válido; pero, en cambio, no sería penal; ade- 
más, esa regla no es aplicable a los decretos en los que se imponga una pena. 
positiva, como el confinamiento (can. 2.298, 3.2) o la multa pecuniaria 
(can. 2.291, 12.2). 

El acto punitivo contiene en sí los siguientes elementos: superior compe- 
tente, delito, delincuente y acto por el que la pena queda impuesta. La inexis- 
tncia de uno de esos elementos es bastante para anular la pena. Pero no basta 
que esos elementos existan objetivamente; es necesario que se presenten, ade- 
más, jurídicamente, es decir, en su vestidura social y externa, por lo cual nos 
inclinamos a creer que, en general, un precepto punitivo que no contuviera 
alusión alguna al delito (por ejemplo, «queda usted suspenso») sería inválido, 
por carecer de un elemento constitutivo esencial. Y como en el procedimiento- 
que nos ocupa la fórmula «ex informata conscientia» está en lugar de la. 
manifestación del delito cuando el Ordinario tiene que callárselo, la mención 
del procedimiento «ex informata conscientia» pertenece a la sustancia del 
proceso y constituye un requisito de validez. 


d) Determinación temporal de la pena.—Cuando la suspensión es medi-. 
cinal, no hay que senalar tiempo de duración de la pena, puesto que su cesa- 
ción depende de la voluntad del suspenso. Pero si es vindicativa, la ley exige: 
que se señale el tiempo de su duración y prohibe imponerla a perpetuidad.. 
La suspensión tiene dos medidas de su gravedad: los actos que se prohiben, 
que pueden ser más o menos, y el tiempo de su duración, más o menos largo.. 
Para proporcionar la pena a la gravedad del delito hay que determinar los 
actos y el tiempo, pero a la vez que la ley exige la determinación del tiempo. 
de la pena prohibe imponerla a perpetuidad. 

La doctrina no es uniforme en cuanto a decidir la validez de una suspen- 
sión «ex informata conscientia» infligida para siempre. «Abstineat Ordina- 
rius ab ea infligenda in perpetuum», dice el canon. ¿Vale la suspensión per- 
petua? Las respuestas de los autores son contradictorias: algunos la tienen por: 
nula; otros, por válida. SUÁREZ ha estudiado ampliamente la cuestión en el 
Derecho antiguo y. viene a concluir que antes del Código la suspensión per- 
petua era válida: esa misma solución vale, según él, para el Derecho actual. 

Los partidarios de la nulidad oponen las siguientes razones: a) El canon. 
2.187 dice que la suspensión «ex informata conscientia» vale «servato praes-- 
cripto canonum qui secuuntur». Pero nos parece exagerado admitir que todas. 
las reglas que el Código establece en la aplicación de la suspensión «ex in-- 
formata conscientia» afectan a su validez. b) La suspensión perpetua equi- 
valdría a una privación del oficio y a una deposición. Este argumento falla. 
por su base, porque la privación del oficio y la deposición son cosas muy- 
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distintas de la suspensión perpetua; y aun dado que fueran equivalentes, el 
argumento no probaría la nulidad de la suspensión perpetua «ex informata 
conscientia». 

Teniendo en cuenta que, en general, el Código favorece la validez de 
los actos (can. 11), no nos atreveríamos a negar la validez de una suspensión 
perpetua «ex informata conscientia». Pero tampoco seguiremos al llorado pa- 
dre SUÁREZ cuando afirma que si el delito es muy grave y el Ordinario puede 
actuar en el caso «ex informata conscientia», la suspensión perpetua es no 
solamente válida, sino también lícita (46). Tal opinión nos parece poco con- 
forme con la ley. No negamos que el caso de la hipótesis del padre SUÁREZ 
pueda presentarse en la práctica, pero eso ya lo sabe el legislador, el cual, sin 
embargo, ha prohibido suspender «ex informata conscientia» a perpetuidad, 
por lo cual a esta prohibición deben atenerse los Ordinarios, sin plantearse 
cuestiones de validez evidentemente ajenas al espíritu de la ley. 

e) La quinta y última regla dada por el Código para la redacción del 
decreto se formula así: «Clare indicentur actus qui prohibentur si suspensio 
non in totum sed ex parte infligatur.» La suspensión es una pena muy divisi- 
ble, lo que la hace especialmente apta para castigar los delitos de los clérigos. 
Conjugando la esfera de la prohibición con el tiempo de la misma, es fácil 
ajustar la pena al delito medido con los criterios del canon 2.196. Por eso, 
las mismas razones por las cuales la ley quiere que se señale el tiempo de la 
pena justifican igualmente la necesidad de determinar con precisión («clare») 
el alcance de la suspensión (47). 


V. Los RECURSOS 


Deben interponerse los recursos ante la Sagrada Congregación del Con- 
greso, si se trata de clérigos seculares; la de Religiosos, si de ellos se trata; 
la de Propaganda Fide, si el clérigo pertenece a países de misión. La Sagrada 
Congregación del Concilio reescribió en 12 de enero de 1948 (48) que el 


(46) OG) ps 236: 

(47) Se entiende cuando la suspensión no es total, pues si lo fuera bastaria decir 
simplemente suspensión «ab officio», pues con ello la pena queda claramente deter- 
minada (can. 2.279, $ 1). Lo que sí nos parece necesario es redactar el Decreto de 
modo que aparezca con claridad si se trata de una pena o de una medicina. La 
diferencia entre estos dos modos de penar es fundamental (cfr. can. 2.216), sobre 
todo en cuanto a la cesación de la pena y a los efectos del recurso, por lo cual, 
no sabiéndose si la suspensión es medicinal o vindicativa, no quedaría suficiente- 
mente determinada la situación legal del penado: prácticamente la suspensión se 
consideraría como medicina, aunque hay motivos para dudar de si es ésa la inter- 
pretación más favorable al reo en el caso de ser la suspensión injusta. En efecto, 
la ünica defensa del reo está en el recurso, el cual tiene efectos suspensivos si la 


suspensión tiene carácter vindicativo y no los tiene si es medicinal. 
(48) A. A. S, XII, 577. 
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tiempo útil para interponer el recurso de remoción de párrocos es de diez días 
a contar de la fecha del decreto definitivo. Esa misma norma vale para nuestro 
caso por analogía, reforzada por los cánones 1.881, 2.153, $-1:5; LAGOS TL 
1.709, $ 3.2; también la Sagrada Congregación de Religiosos respondió que 
para el recurso del canon 647 vale el plazo de diez días «iusta normam tradi- 
tam in similibus casibus» (49). 

La mencionada respuesta de la Sagrada Congregación del Concilio advierte 
que hay que avisar al Ordinario del lugar que el recurso ha sido interpuesto 
«cerciore facto Ordinario loci ab ipso recurrente de legitime interposito re- 
cursu ad Apostolicam Sedem». Esta notificación es bastante para que el re- 
curso produzca en la curia a qua los efectos de pendencia del asunto, de modo 
que el Ordinario no pueda conferir la parroquia en propiedad hasta que la 
Santa Sede provea en el recurso. La misma norma vale por analogía en el 
recurso contra la suspensión «ex informata conscientia», ya sea contra la sus- 
pensión misma, contra su alcance, contra su duración o contra el procedi- 
miento: el recurso se interpone ante la Sagrada Congregación competente y 
ante la Curia se hace la declaración de haber sido interpuesta legítimamente. 
Esta declaración, supuesta la legitimidad del recurso, suspende, a nuestro jui- 
cio, la pena vindicativa (50) y produce en el Ordinario la obligación de 
remitir a Roma las pruebas del delito y de su gravedad a tenor del ca- 
non 2.194 (51). 

Tomás G. BARBERENA 


(49) 20 de enero de 1923; A. A. S., XV, 457. 

(50 Hay bastantes autores que dudan de este efecto suspensivo del recurso 
contra la suspensión vindicativa y otros lo niegan decididamente, concediendo al 
recurso en todos los casos un valor meramente devolutivo. Véase una indicación en 
CORONATA, o. C., n. 1.636, nota 2. Como a lo largo de este trabajo damos por supuesta 
la doctrina contraria, debíamos esta aclaración a nuestros lectores tanto como a los 
autores, dignos de toda estima, a que nos referimos. Pero tenemos que confesar que 
en los escritos de esos autores no hemos hallado algo que pueda llamarse una razón 
Capaz de tenerse en pie frente al texto palmario y decisivo del canon 2.287: «Ab 
inflictis poenis vindicativis datur appellatio seu recursus in suspensivo, nisi aliud 
expresse in iure caveatur. Para poder mantener fundadamente esa opinión sólo 
cabe un procedimiento: sefialar el texto legal en el que expresse caveatur que el re- 
curso contra la suspensión vindicativa «ex informata conscientia» no produce efecto. 
suspensivo. Pero ese texto no existe. 

(61) Puede el clérigo admitir la suspensión por creerse agraviado económica- 
mente por la cuantía asignada al nombrado para sustituirle a su costa mientras 
dura la suspensión: en este caso cabe un recurso de petición ante el superior que 
sería juez de apelación si el asunto fuera judicial (can. 2.189, 8 2); este recurso, sin 
dejar de ser asunto gubernativo, pero sigue la vida judicial, por lo cual la petición 
se dirigirá al Metropolitano si el Ordinario que suspendió es sufragáneo; si fuera 
Metropolitano u Ordinario sujeto inmediatamente a la Santa Sede, la petición se 
dirigirá en España al excelentísimo señor Nuncio apostólico como Presidente del 
"Tribunal de la Rota de la Nunciatura apostólica de Madrid (M. P. Apostolico His- 
paniarum Nuntio, 7 de abril de 1947, art. 38, 1.2); en los demás países, al Decano 
de la Sagrada Rota Romana. 
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I. CARÁCTER DEL REQUISITO DE FORMA VÁLIDA EN EL MATRIMONIO 


Para la mejor formulación de raciocinios lógicos, conviene esclarecer 
los conceptos y distinguir las varias acepciones de los términos empleados. 
Nunca se insistirá demasiado en la necesidad de una terminología exacta, 
que fije de modo inequívoco los vocablos de mú'tiple sentido, así como la 
conversión de los conceptos vulgares, vagos y oscuros, en expresiones de 
nitidez científica, sin lo cual se impide el acceso del pensamiento al mundo 
de la realidad. Y la realidad en materia jurídico -matrimonial se oculta al 
instrumento lógico de la investigación científica, tras un celaje compacto 
de ideas gruesas y vulgares. 

Es corriente, al definir el matrimonio, distinguir dos acepciones: el 
matrimonio como lazo conyugal, como estado, relación, vinculo, unión de 
dos personas de distinto sexo, es decir, el matrimonio “in facto esse”, y 
cl matrimonio “in fieri". como acto originador del vínculo, como causa 
constitutiva de la relación conyugal. Se han dado numerosas definiciones 
del matrimonio en este último sentido, que es el que ahora nos interesa, pero 
adoptamos la que contiene el canon 1.081 del Codex Iuris Canonici; del 
mismo se desprende que el acto generador del matrimonio no es otra cosa 
que un consentimiento; consentimiento entre pe-sonas hábiles y que por 
ringuna potestad humana puede suplirse; acto de la voluntad por el cual 
ambas partes dan y aceptan el derecho perpetuo y exclusivo sobre el cuerpo, 
en orden a los actos que de suyo son aptos para engendrar prole (1). Dícese 
de ordinario en los tratados, que, desde el punto de vista civil, también 
el matrimonio (vínculo) es producido por el consentimiento (acto) de las 
partes, pero manifestado éste en taxativa forma legal ante el funcionario 
del Estado, con intervención activa del mismo en orden a la conclusión 
del matrimonio y en forma parecida a como en el Derecho canónico vigente 
se exige la intervención del párroco. He aquí el punto cabal de nuestra 
discrepancia, que plantea el problema de la forma sustancial en la celebra- 
ción del matrimonio. 


(1) JUAN CavicioLI: Derecho canónico. T. II, p. 251. 
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Previamente conviene esclarecer la idea de “forma” dentro de la es- 
tructura del negocio jurídico. Siguiendo a BETTI (2) entendemos por forma 
el modo “cómo” es el negocio, es decir, cómo se presenta a los demás en 
la vida de relación: su figura exterior. La voluntad, mientras queda en 
puro fenómeno psíquico y no se traduce en acto, está privada de trascen- 
dencia social y jurídica, y compete al Derecho determinar la forma nece- 
saria para la identificación del acto. De donde se infiere que todo acto 
jurídico ha de ir provisto, ha de manifestarse de una forma eficaz para 
que sea reconocido. Profundizando en el análisis de la forma, se pone en 
guardia el mencionado autor frente al equívoco de la terminología común 
que identifica la forma con la manifestación de la voluntad, y distinguiendo 
: ésta de la declaración en sentido estricto, reconoce en aquélla el mínimo 
indispensable en todo negocio: la forma no es otra cosa que la posibilidad 
objetiva de reconocimiento de la actitud dentro del ambiente social en que 
“se ha producido, mientras que la manifestación es algo más, porque re- 
quiere conceptualmente una proyección, más o menos consciente, hacia otros 
sujetos, que es lo que caracteriza, en sustancia, a la declaración. DURMA (3) 
distingue entre “manifestación” y “extrinsecación”, en el mismo sentido. 
En conclusión, la forma puede ser una modalidad de una declaración de 
voluntad o de un simple y puro comportamiento sin valor de declaración. 
El fenómeno que se nos ofrece en la declaración es el de un trascender el 
pensamiento de sí mismo y volverse expresión objetiva, dotada de vida pro- 
via, perceptible y apreciable en el mundo social. A diferencia de la decla- 
ración, el comportamiento puro y simple no se construye sobre la colabora- 
ción psíquica ajena, representando una exigencia a realizarse en una relación 
con los demás, no acude a la conciencia o a la voluntad de las personas en 
cuya esfera deberán desplegarse los efectos del negocio, sino que está ca- 
racterizado por el hecho de perfeccionar su resultado por una modificación 
objetiva, socialmente trascendente, del estado de hecho que preexistía. 

Cuando un hombre y una mujer consienten en unirse conyugalmente, 
con aptitud para ello, en el orden de la naturaleza se produce un hecho: el 
matrimonio. Este hecho se exterioriza, se presenta ante la sociedad como 
un comportamiento, el cual constituye la forma del consentimiento pres- 
tado, al que no puede ser negado el reconocimiento del Derecho, porque 
éste es una ciencia eidética, que construye sus normas sobre hechos, gene- 
ralizándolos y abstrayéndolos. pero nunca creándolos ni excluyéndolos. 
Ahora bien, el fenómeno jurídico contiene la nota específica de alteridad, 


(2) Emuto BETTI:* Teoria general del negocio jurídico, pp. 97 y ss. 
(3) DURMA: La notification de la volonté, p. 323. 
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y para que los "otros" queden afectados con las consecuencias jurídicas 
del hecho, es preciso que tengan conocimiento del mismo. Entonces interesa 
a las partes que el hecho matrimonial que se produjo por el solo consen- 
timiento mutuo, sea conocido de los demás, para que sea plenamente eficaz 
en Derecho. Un determinado modo de comportarse, aun no estando enca- 
minado a dar noticia de un contenido a aquellos a quienes interesa, puede 
adquirir, en el ambiente social en que se produce, significado y valor de 
declaración, en cuanto manifiesta, segün la experiencia comün, una cierta 
toma de posición respecto a algunos intereses que afectan a la esfera jurí- 
dica ajena. Pero el contenido de declaración de voluntad de los cónyuges 
dirigido al reconocimiento del hecho de su matrimonio, es un contenido 
distinto del consentimiento; tiene otro objeto y otra causa; tiende a dar 
estado de publicidad a una relación, no a crear la relación misma y 
aaiere los efectos de tutela juridica inherentes a esa publicación, no 
las. consecuencias internas que derivan naturalmente del vínculo ya con- 
iraido y que se producen sin permiso del Derecho. Cuando, a consecuencia 
de la unión sexual ilegitima, nace un hijo, la realidad de su existencia ha 
de ser aceptada por el más extremado positivismo jurídico, una vez se ex- 
teriorice su nacimiento por cualquier forma; el óbito de una persona se 
produce y, al producirse, plasma en una forma reconoscible, No es la forma 
causa del hecho, sino su vestidura; existe el modo por la sustancia, no la 
sustancia por el modo. Por eso, la ley humana nc puede exigir al consenti- 
miento una forma con carácter constitutivo, una forma creadora del consen- 
timiento, cuando éste tiene un contenido natural. Pero, en cambio, cuando 
se trata de una declaración de voluntad con contenido genuinamente jurí- 
dico, como es la manifestación dirigida al conocimiento de los demás para 
que el hecho del matrimonio tenga resonancias jurídicas, entonces esa 
forma puede adquirir calidades esenciales, porque se convierte en sustancia, 
ya que es la misma voluntad convertida en acto. 

Entiende GÓMEZ DEL CAMPILLO (4) que es indudable que por su misma 
naturaleza el contrato matrimonial y el Sacramento del Matrimonio pue- 
den celebrarse válidamente por el solo consentim:ento marital de los con- 
trayentes, suficientemente manifestado; mas se suscita la cuestión histórica 
de la potestad de la Iglesia para exigir, además de la forma externa reque- 
rida por la naturaleza de las cosas, otras formalidades no ya accidentales 
para la honestidad y prueba de las nupcias, sino también en cuanto a la 
forma sustancial de las mismas, de tal manera que, sin su observancia, 


(4) GÓMEZ DEL CAMPILLO: Derecho eclesiástico, pp. 217 y ss. Y KNECHT: Derecho 
matrimonial católico, pp. 467 y ss. 
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resultara jurídicamente ineficaz el consentimiento para producir e! vínculo 


} 


Wace 


matrimonial. pr AAA 

En los pueblos antiguos, ni los "tractatus parentum", ni los "pacta 
dotalia et esponsalia”, ni la entrega solemne de las cosas, ni la “confarrea- 
tio", ni la unión de la mano derecha, ni la imposición del velo o del anillo, 
eran requisitos esenciales de validez del matrimonio. Y si bien, es cierto 
que, desde el comienzo de la religión cristiana, se prescribió para la licita 
celebración de las nupcias la publicidad y la intervención de la Iglesia, para 
evitar los peligros y abusos de los matrimonios clandestinos, no se acometió 
la empresa de acabar con éstos hasta la celebración del Concilio Tridentino, 
cuyo Decreto Tametsi estableció como forma sustancial la intervención del 
párroco y dos testigos, sin cuya presencia se anulan e irritan todos los 
matrimonios. No faltó quien pusiera reparo de nulidad al citado capítulo 
tridentino pero sin que las razones alegadas tengan sólido fundamento. 
Cristo elevó el matrimonio a la dignidad de Sacramento, mas no determinó 
bajo qué clase de forma, dejándola, por tanto, a la determinación de la 
Iglesia. Pero es que el matrimonio entre bautizados adquiere una virtud 
sobrenatural por el Sacramento que lleva aparejado, y la taumaturgia del 
rito rebasa la lógica del Derecho. 

A pesar de todo, aun dentro del matrimonio entre cristianos, es de 
notar que ese requisito formal de validez no iniorma al consentimiento, 
sino que coopera con éste para producir el contrato-sacramento, Ello se 
evidencia por la posibilidad de convalidar el matrimonio clandestino, según 
disponen los cánones, en cuyo caso no hay necesidad de prestar nuevo con- 
sentimiento, sino de observar la forma omitida, forma que forzosamente 
ha de tener otro contenido distinto del consentimiento, puesto que éste ya 
se produjo naturalmente con anterioridad, y a su fecha se remiten los efec- 
ios. El tenor literal de los cánones 1.138 a 1.141, que tratan de la “sanatio 
in radice" demuestra la suficiencia natural del :onsentimiento y la autar- 
quía de la forma legítima, como entidades distintamente perfiladas. Inclu- 
so el matrimonio civil es subsanable en la raíz si. al celebrarlo, se ha pres- 
tado consentimiento naturalmente válido. Si este consentimiento es exte- 
riorizable sin concurrir forma válida, es evidente que adopta otra, y que 
s2 llamada sustancial no es otra cosa que un correquisito del acto generador 
del matrimonio jurídicamente válido según los preceptos de la Iglesia. 
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II. LA FORMA EN EL MATRIMONIO CIVIL. 


Desde que la unidad cristiana se resquebrajó en Occidente, los Estados 
ban venido invadiendo la institución natural del matrimonio, emulando, o 
más bien parodiando, la potestad de la Iglesia en la materia, con lo cual 
mo sólo usurpaban atribuciones legítimas de ésta, sino que conculcaban 
los más puros principios de la autonomía de la voluntad y del derecho pri- 
vado. Toda ley reguladora del matrimonio debería consignar en su co- 
mienzo, con carácter axiomático, la siguiente proposición fundamental: 
"El Estado es incompetente en materia vincular de toda clase de matri- 
anonios" (5) 

En el Protocolo final del Concordato de 27 de agosto de 1953 entre 
la Santa Sede y el Estado español, apartado D), en relación con el ar- 
tículo XXIII, se dice: “En la reglamentación jurídica del matrimonio para 
los no bautizados, no se establecerán impedimentos opuestos a la ley natural." 
Precepto admonitivo éste, que revela la preocupación de la Iglesia por una 
institución de Derecho natural, que no puede dejarse al arbitrio del Poder 
civil, como omnimodo señor de las voluntades privadas y de la realidad 
srcial. Y no hay inconveniente en tomar la palabra “impedimentos” en 
su sentido más lato, incluyendo cualquier exigencia formal que prive de 
efectos al consentimiento conyugal naturalmente válido. Tanto se atenta a 
la inviolabilidad del consentimiento, como creador del vinculo, supliendo 
su exigencia, como impidiendo su natural efecto creador con el estableci- 
miento de una forma taxativa de validez. 

Pero es que en nuestra legislación positiva no se encuentra precepto 
que establezca la exigencia de forma sustantiva en el matrimonio. Los in- 
térpretes, con un afán regalista más o menos intencional o inconsciente se 
han esforzado por impedir dicha exigencia formauista de la letra de la Ley. 
Pero es cruel retorcer las leyes para que atormenten a los hombres, y anti- 
jurídico dictaminar de una parte de la ley sin considerar su conjunto. “Dis- 
tingue casus et conciliabis iura", Procede concordar los distintos preceptos 
de la Ley. 

El artículo 42 del Código Civil reconoce dos. formas del matrimonio, 
© canónico y el civil, o sea el de católicos y el de los que no pertenecen a 
la Iglesia, es decir, toda clase de gentes. Referente al civil, dice que se ce- 
iebrará del modo que determina el mismo Código (capítulo III del Título TV 
del Libro 1). En el artículo ror, número 4.”, se sanciona con nulidad el 
matrimonio celebrado sin la intervención del Juez municipal y los testigos. 


(5) Juan CaviaroLi: Derecho canónico. T. II, pp. 243 y 244. 
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Hasta aquí la fuerza argumental de la tesis que combatimos, a cuya con- 
tundencia oponemos la de otros artículos del mismo cuerpo legal. El 53, pá- 
rrafo 2.°, admite toda clase de prueba para acreditar la existencia de los 
matrimonios sobre los que se suscite contienda ante los Tribunales; el 54 
se refiere entre dichas pruebas a la posesión de estado; finalmente, el 55. 
admite la misma amplitud probatoria para los casamientos contraidos en 
país extranjero donde no haya Registro auténtico. Concuerda con dichos 
artículos el 327 del mismo Código. Pensando estas normas con espíritu 
crítico, habremos de inferir las siguientes conclusiones: Si la forma que 
prescribe el artículo 100 fuera constitutiva, basraría la constancia de su 
cumplimiento o de su incumplimiento para probar la existencia o inexis- 
tencia del matrimono, y en tal caso, los artículos £2, 54 y 55 serían contra- 
dictorios de dicha proposición hipotética, por cuanto en éstos se admite toda 
clase de prueba, incluso existiendo inscripción, de la cual es presupuesto 
previo aquella forma. Los artículos 53 y 54 permiten la indagación de todo 
signo externo que implique consentimiento matrimonial, y disponen táci- 
tamente el reconocimiento del vínculo a través de un comportamiento por 
el cual se exteriorice aquél, sin necesidad de observancia de forma taxativa 
alguna. Pero entonces el artículo 101 y su sanción de nulidad se levanta 
como una objeción de peso. Para salvarla hemos de retroceder a las no- 
ciones antes apuntadas sobre forma del consentimiento y forma de la de- 
claración de voluntad de los cónyuges dirigida al Poder público para que 
el vínculo contraído sea reconocido en Derecho y se le otorguen los efec- 
tos propios del ordenamiento positivo, Ubicando la forma taxativa como 
modo de exteriorización solemne de la declaración de publicidad y tutela 


jurídica, queda cubierta la laguna y explicada la aparente contradicción 
legal. 


III. EFECTOS NATURALES Y CIVILES DEL MATRIMONIO. 


Una vez reconocida por el Estado la existencia de un vínculo conyu- 
gal, la ley positiva no es dueña de poner trabas a sus naturales efectos, 
tanto a los de índole religiosa y moral como jurídica privada entre las per- 
sonas de los cónyuges. Respecto de esos derechos y obligaciones, el Poder 
público únicamente puede proveer a su protección y garantía, Pero existen 
otros efectos, llamados civiles por antonomasia, que se refieren a terceras 
personas, las cuales se ven afectadas por diversos modos de la existencia 
de los matrimonios constituidos, pues éstos son verdaderas sociedades pri- 
vadas con patrimonio y actividad propia, que se relacionan con las demás 
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versonas. por lo que éstas deben conocer la realidad social y jurídica de 
aquéllas. 

La legislación positiva se refiere a los efectos civiles del matrimonio 
en multitud de disposiciones, involucrando de ordinario los que son con- 
secuencia natural del vínculo con aquellos otros genuinamente jurídicos en ` 
que juega la libre determinación de la voluntad en sus relaciones con otras. 
personas. Sería ajeno a nuestro propósito examinar y determinar la esfera 
concreta de dichos efectos civiles estrictos, si bien el Concordato, en su 
Protocolo final, número 4, apartado A), en relación con el artículo XXIII, 
ncs proporciona una valiosa orientación de criterios: "Se entiende que los. 
efectos civiles de un matrimonio debidamente inscrito regirán a partir de 
«a fecha de la celebración canónica de dicho matrimonio. Sin embargo, 
cuando la inscripción del matrimonio sea solicitada una vez transcurridos 
los cinco dias de su celebración, dicha inscripción no perjudicará los de- 
rechos adquiridos legítimamente por terceras personas". Podemos deno- 
minar efectos civiles naturales aquellos que se derivan necesariamente del 
vinculo, y efectos civiles registrales los que afectan a terceros cuyos efec- 
tos no se retrotraen a la fecha de celebración del matrimonio, sino riguro- 
samente desde la fecha de inscripción. 

La noción de tercero registral civil tendría muchas semejanzas con el 
llamado tercero hipotecario, salvando la naturaleza de las respectivas ins- 
tituciones, mas pudiéndose aplicar al primero muchos de los principios 
que rigen la conceptuación jurídica del segundo; pero en los cuales no nos 
detendremos. La Ley de 12 de marzo de 1938, derogatoria de la del Ma- 
irimonio civil de 28 de junio de 1932, hace referencia también a los dere- 
chos adquiridos a título oneroso por terceras personas, que excluye de la 
retroacción otorgada a los matrimonios canónicos celebrados y no inscritos 
durante la vigencia de la legislación laica. 

Pues bien, la forma de celebración del matrimonio que prescriben los 
artículos 100 del Código Civil y 66 y siguientes de la Ley del Registro Ci- 
vil es taxativa ünicamente para la exteriorización de la declaración de vo- 
luntad. tendente a lograr una publicidad en relación con terceros registrales. 
Esta declaración de voluntad formal se exige tanto para los matrimonios: 
canónicos como para los civiles, lo que pone más aún de manifiesto su in- 
dependencia respecto del acto de consentimiento generador del vínculo 
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IV. Er MATRIMONIO Y EL REGISTRO CIVIL 


La inscripción registral es la culminación jurídica de la forma taxa- 
teva en que se manifiesta la declaración de voluntad encaminada a la pu- 
blicidad y específica tutela del matrimonio, tanto civil como canónico. Sin 
Registro, la garantía de publicidad sería ilusoria frente a terceros, y en 
tal sentido la inscripción es esencial a la declaración eficaz de voluntad y 
« su forma válida. En cuanto a la existencia de! vínculo, sirve de prueba 
-ordinaria y presunción del mismo, mientras no prevalezca otra más fe- 
haciente. 

La resolución de 28 de diciembre de 1944 declara que el “matrimonio 
canónico no transcrito no produce efectos civiles, sean cuales fueren las 
‘razonas por las que no se transcribió, y producirá todos los efectos en 
«conciencia, pero no civilmente, porque la legislación española sólo protege 
y admite los matrimonios que publica el Registro Civil, siendo, por lo tan- 
to, idéntica la consideración que se concede a estos matrimonios con los 
-ecretos, mientras no se ordene su publicación; y que la omisión de la ins- 
cripción sólo puede dar lugar a la demanda de nulidad ante los Tribunales 
eclesiásticos, pero no ante la jurisdicción ordinaria, porque no puede soli- 
«citarse la nulidad de un matrimonio que según las leyes civiles no se ha 
celebrado”. 

Confunde lastimosamente la anterior Resolución los efectos naturales 
del vínculo con los meramente civiles de la declaración de voluntad que 
tende a la publicidad y, después de identificar los matrimonios no inscri- 
tos con los de conciencia, en cuanto a sus efectos, niega peregrinamente 
la existencia de aquéllos y concluye sosteniendo la temeraria tesis de que 
1a omisión de inscripción de un matrimonio canónico, válidamente cele- 
lrado, puede dar lugar a una demanda de nulidad ante los Tribunales ecle- 
siásticos. conclusión absurda en buenos principios canónicos. : 

La técnica del Derecho hipotecario ha introducido la distinción entre 
^nscripciones constitutivas y declarativas, según que su valor sea el de dar 
-nacimiento al derecho real o sólo de hacer pública la existencia del derecho 
va creado. Cabe aplicar esta distinción al Registro Civil, y se plantearía 
ai cuestión del valor de los asientos del matrimonio (6). Aquí es donde 


venemos necesidad de volver una vez más sobre la distinción entre validez - 


‘del vínculo y validez de la declaración de publicidad. Tratándose del ma- 
tr'monio canónico, no se puede poner en duda que la omisión de la ins- 
^ripción en el Registro no afecta a su existencia y producción de todos sus 


(6) FEDERICO DE Castro: Derecho civil de España. T. TIS joy Or 
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naturales efectos. El artículo 77 del Código induce acaso a confusión al 
hablar de la producción de efectos civiles, según que la falta de inscripción 
sea debida a culpa del funcionario o de las partes contrayentes, confusión 
que se desvanece con la vigente doctrina canónica derivada de la declara- 
ción concordataria a que antes nos hemos referido, y que implica la distin- 
ción también apuntada entre efectos naturales y efectos meramente civiles 
frente a terceros. 

Esta doctrina es totalmente aplicable al valor de la inscripción de ma- 
trimonio civil, una vez rechazada para éste la tesis de la esencialidad de la 
forma en cuanto a la existencia del vínculo, Probado éste por cualquiera 
de los medios admitidos en Derecho—de ordinario por certificación del 
acta del Registro Civil—se producen todos sus efectos naturales; pero 
para que se produzcan los efectos civiles frente a tercero es preciso que la 
declaración de voluntad de publicidad adopte el cauce taxativo que señala 
la Ley y culmine en la inscripción registral. 

Y añade el propio FEDERICO DE CASTRO que la inscripción con vet- 
dadero valor constitutivo sería la que, abstrayenco el acto jurídico deter- 
minante de la inscripción atendiese sólo a la validez formal del asiento, 
ʻo que no ocurre en nuestro Derecho. La desorientación que muestra la 
doctrina sobre el valor de las inscripciones sube de grado al tratar de las 
de matrimonio en particular. No hay duda sobre su valor probatorio ordi- 
rario del acto o hecho que constatan. Pero la función calificadora de! en- 
cargado del Registro es, si realmente la tiene, harto precaria para que pueda 
otorgarse a la inscripción un valor legitimador absoluto. La inscripción es 
intangible, a no ser por sentencia judicial; en relación con los artículos 327 
del Código Civil y 18 de la Ley del Registro Civi!, la sentencia del Tribu- 
nal Supremo de fecha 7 de noviembre de 1932 declara la intangibilidad de 
ias inscripciones en el Registro mientras no lo ordene una ejecutoria del 
Tribunal competente. Pero la misma resolución declaró que procederá la 
rectificación de una inscripción cuando el Tribunal adquiera la fundada 
convicción de que ella corresponde a la realidad jurídica, Se trata, pues, de 
una presunción que admite prueba en contrario. 


V. DiIsCORDANCIA ENTRE EL REGISTRO Y LA REALIDAD JURÍDICA 


Como hemos dicho anteriormente, el encargado del Registro Civil ca- 
rece prácticamente de facultades calificadoras. El Registro Civil es prin- 
cipalmente una oficina recepticia de las declaraciones de voluntad tenden- 
tes a dar un efecto de publicidad a los hechos, actos y negocios jurídicos 
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que se producen en orden al estado civil de las personas, Por ello, las in- 
exactitudes se dan.con una frecuencia extraordinariamente mayor que en 
otros Registros, como el de la Propiedad, en que el encargado se halla in- 
vestido de esa función con acusado carácter. 

El desarrollo puede provenir de muy distintas causas: 

a) por inexistencia o nulidad del matrimonio inscrito; 

b) por inexactitud de sus circunstancias; 

c) por extinción o disolución del vínculo; 

d) por defecto formal del asiento que produzca nulidad de mismo; 

e) por omisión de la inscripción, habiendo vinculo; 

f) por pluralidad contradictoria de inscripciones. 

I En el caso de inexistencia o nulidad de! acto inscrito, el procedi- 
miento de rectificación requiere sentencia judicial en juicio declarativo 
ordinario. Es claro que, tratándose de matrimonio canónico, el Tribunal 
competente es el eclesiástico, y en caso contrario, el órgano jurisdiccional 
«¡el Estado. Surge en este momento un entroncamiento vital con el Con- 
cordato entre la Santa Sede y España. A la viste del artículo XXIV del 
expresado Convenio, las decisiones en vía administrativa y decretos ema- 
nados de las Autoridades de la Iglesia en cualquier materia del ámbito de 
su competencia, en la que hay que considerar inciuída la matrimonial, han 
de equipararse a las sentencias dictadas por los órganos jurisdiccionales de 
la misma. 

El ejercicio de la autoridad jerárquica se actúa en el terreno juridico 
mediante la doble función legislativa y administrativa en orden al fin de la 
Iglesia. fundada por Cristo a modo de un cuerpo orgánico para continuar 
su misión y para distribuir su gracia sobrenatural (7). Son los rescriptos 
ano de los medios con que se desarrolla esta actividad administrativa En 
«ste sentido, aquella equiparación invocada aparece admitida en la resolu- 
ción de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 2 de 
julio de 1955. en la que se acuerda procedente hacer figurar al margen del 
acta de inscripción del matrimonio civil en el Registro Civil la decisión 
adoptada por la autordad canónica competente, en este caso la Sagrada 
Congregación de Sacramentos, plasmada la decisión en Rescripto, acor- 
dando la nulidad de un matrimonio canónico al que precedió el civil, cele- 
brados ambos en el año 1935. 

Consideraciones son éstas que nos llevan a parar mientes en la cues- 
tión tan debatida de los mal llamados "matrimonios civiles de la Repú- 
blica" que en pura ortodoxia no pasan de meras uniones civiles (Decreto 


(7) JUAN CAVIGIOLI: Derecho canónico. T. I, pp. 165 y ss. 
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de 26 de octubre de 1939), contraídas bajo el signo de la disolubilidad, 
contrario a uno de los tres bienes del matrimonio, proclamados ya por San 
Agustin, siempre que sea entre bautizados, 


Estas uniones civiles, nacidas no vigente el Código Civil en la mate- 
ria matrimonial, regulada por él, quedan fuera de su marco. A mayor 
abundamiento, su inexistencia es clara a la luz del artículo 231 del Decreto 
Provida Mater Ecclesia, de 15 de agosto de 1936, y del propio Código de 
Derecho Canónico, sin que a ello obste el artículo 51 del Código Civil, ni 
ringün otro (8), ya que no se puede perder de vista la naturaleza jurídica 
de los Concordatos, que origina, como dice PÉREZ MIER (9), una subor- 
ainación de la ley interna a la ley internacional, de una autoridad superior 
? la de las mismas leyes del Estado, que no los pueden derogar. Los pactos 
internacionales, de la misma manera que los concertados entre los particu- 
lares, no pueden perder su fuerza obligatoria sino por la expresa voluntad 
de aquellos que los concertaron. Su violación lleva aparejado el recurso 
de casación por infracción de Ley, como lo tiene claramente establecido el 
Tribunal Supremo en numerosisimas sentenicas. La misma doctrina ha 
sostenido el Organo Supremo de Justicia de la Nación, tratándose de 
acuerdos con la Santa Sede. (Ss. de 22 de mayo y 23 de diciembre de 1807, 
22 de enero, 27 y 29 de diciembre de 1898 y 4 de junio de 1901 (10). 

De aquí que cualquier resolución que recaiga segün lo dispuesto por el 
artículo 231 del expresado Decreto Provida Mater Ecclesia deba llevarse 
al margen del acta de inscripción del matrimonio anterior en el Registro 
Tivil, que afecte a cualquiera de los contrayentes del matrimonio canónico 
al que en virtud de lo dispuesto en el artículo XXIII del Concordato ha- 
orán de reconocerse por el Estado español plenos efectos civiles (11). Sería, 
sin embargo, conveniente que la Autoridad eclesiástica, al resolver el caso 
presentado, precediendo a la autorización del matrimonio canónico hiciese 
una declaración o formulase una parte dispositiva sobre la inexistencia de la 
primera unión. De esta manera la mecánica que entraíia la Resolución de 
2 de julio de 1955, en casos de matrimonios canónicos y uniones civiles 


(8) Francisco Lopos, S. J.: Los matrimonios civiles em España durante la Repú- 
blica. «Sal Terrae». Vol. XLIV (agosto-septiembre 1956), nn. 8-9, pp. 482 a 489. 

(9) PÉREZ MIER: REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO (enero-abril 1948), pá- 
ginas 215 y ss. 

(10) MANUEL DE LASALA LLANAS: Sistema español de Derecho civil internacional 
e interregional, pp. 13 y ss. 

(11) A. CILLÁN APALATEGUI: Jurisdicción y competencia de la Iglesia Católica em 
las uniones civiles de los bautizados. «Revista General de Derecho» (Valencia, 
año XI, n. 124, enero 1955), pp. 11 y ss. 
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ce.ebrados por las mismas personas, operaría con más facilidad en aque- 
llos que aborda el artículo 231 del Decreto Provida Mater Ecclesia. 


2, Hay desacuerdo entre el Registro y la realidad, por inexactitud 
de las circunstancias de un matrimonio inscrito, cuando, entre otros casos, 
el asiento se refiere a un matrimonio civil, y la realidad es la celebración 
canónica del mismo, o viceversa. A los efectos registrales, es válida la. 
inscripción siempre que coincida con la fecha en que se contrajo el vínculo: 
verdadero. Es ejemplo característico el matrimonio civil celebrado por 
católicos durante la vigencia de la Ley de 28 de junio de 1932, el cual, 
según sostuvo la Resolución de 3 de mayo de 1946, tenía por única fina-- 
lidad surtir efectos civiles negados a la forma canónica por aquella Ley, 
. por lo que quedan reducidos a mera accesoriedad del vínculo canónico, in- 
tegrándose en el mismo, y siendo susceptible la inscripción de recoger toda 
alteración que se produzca o declare en relación con el vínculo canónico- 
por medio de la correspondiente anotación marginal. La interesante Reso- 
inción de 3 de mayo de 1946 dice que “cerrado el Registro por la inscrip- 
ción de matrimonio civil, sólo queda, como medio hábil de hacer constar 
en el mismo el matrimonio canónico, la extensión de una nota marginal a. 
la del civil, ya que, siendo correcta la inscripción civil e insusceptible de 
nulidad, no se puede practicar otra sobre el mismo acto jurídico”. 


3. El vínculo matrimonial legítimamente contraido sólo se disuelve: 
por la muerte de cualquiera de los cónyuges, salvo las raras excepciones del 
Derecho de la Iglesia, y para reflejar en el Registro la realidad extrarregis- 
tral bastaría llevar anotación marginal del fallecimiento al acta de matri- 
monio cosa que no se practica, aunque no pueda decirse que la falta de 
anotación afecte a la exactitud del Registro en su conjunto, sino a la pre-- 
cisión del asiento matrimonial. Hay, no obstante, un caso excepcional, pero- 
que se ha presentado con alguna frecuencia a raiz de la liquidación de la 
perturbadora legislación republicana en materia matrimonial, y es el de 
,0s matrimonios civiles contraídos durante dicho período entre quienes es- 
taban sometidos al fuero canónico al tiempo de celebrarlo, sin que simultá- 
nea, posterior ni anteriormente cumplieran la exigencia canónica de forma. 
válida En el plano canónico, tales matrimonios no son verdaderas nupcias, 
sino uniones concubinarias. El matrimonio entre bautizados se rige por el 
Derecho canónico (can. 1.016). y no puede haber contrato matrimonial vá- 
‘ido que, por el mismo hecho, no sea sacramento (can. 1.012, 2.°), estando: 
obligados a guardar la forma canónica todos aquellos que una vez han 
pertenecido a la Iglesia Católica (interpretación más comünmente acep- 


MATRIMONIO Y REGISTRO CIVIL 


tada del canon 1.099). Conviene destacar en este punto que se ha suscita— 
do en más de una ocasión la cuestión de si la excepción del párrafo segundo: 
del canon 1.099 incluye entre los no obligados a observar la forma cató-- 
lica del matrimonio a los bautizados en la Iglesia Católica que luego in- 
currieron en apostasía, cisma o herejía y son considerados como acatóli- 
cos. Si prevaleciera dicha tesis, cabría la posibilidad de que esos matrimo-- 
nios civiles contraídos por bautizados católicos fueran estimados como. 
legítimos, siempre que el hecho de adoptar dicha forma civil implicara 
negación de un punto dogmático, y la sospecha de herejía en que tales per- 
sonas incurren (can. 1.314) fuera confirmada. Pero, aun así, hemos visto- 
que la excepción aludida no les concierne a los que, siquiera una vez. han. 
estado en el seno de la Iglesia Católica. 

Adviértase asimismo que en tales matrimonios civiles, canónicamente- 
inválidos, puede haber, y de ordinario hay, consentimiento naturalmente 
válido, aunque jurídicamente ineficaz para producir el vínculo. El canon. 
1.085 así lo significa implicitamente, al decir que la certeza o la opinión. 
de que va a ser nulo el matrimonio no excluye por necesidad el consenti-- 
miento matrimonial. El principio que se establece en este canon tiene gran 
aplicación práctica en la subsanación de matrimonios nulos por defecto de 
aptitud o de forma conocido por los contrayentes en el acto de casarse; y- 
para apreciar si, en cada caso concreto, se prestó consentimiento natural, 
se da una serie de reglas, por ejemplo: r.', hay consentimiento cuando el. 
contrayente ha querido, en cuanto de él dependía, contraer verdadero ma- 
trimonio; 2.”, no lo hay, si intentó expresamente celebrar una mera cere-- 
monia civil; 3.*, si no consta cuál fué su intención, se presume que prestó. 
dicho consentimiento, siempre que las palabras signifiquen celebración de- 
matrimonio; 4.', esta presunción puede corroborarse o destruirse, atendi- 
das las circunstancias y modalidades de las perscnas, sobre todo cuando. 
se trata de matrimonio civil, pues los católicos es de presumir que sólo. 
intentan realizar una mera ceremonia, mientras los acatólicos tienen ordi- 

- nariamente intención de celebrar verdadero matrimonio (12), Pero en tanto. 
no se cumpla la forma, aunque exista el consentimiento—nótese una vez 
más que la forma válida taxativa no es la de exteriorización del consen- 
timierto, sino la de la declaración de publicidad—, el vínculo no llega a. 
producirse entre católicos, y, por lo tanto, la unión civil de éstos no es. 


d 


verdadero matrimonio. 


(12) Comentario a la edición del Código de Derecho Canónico de la Biblioteca. 
de Autores Cristianos (can. 1.085). 
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Pero en el plano estatal el problema se ha planteado desde el punto de 
vista de la retroactividad o irretroactividad de las leyes. El Poder no ad- 
mite solución de continuidad. Se suceden los regímenes, modalidades del 
Poder (13) y cada uno de ellos establece el imperio de su voluntad por 
medio de su actividad legislativa, que es lo que constituye el llamado De- 
recho positivo, durante cuya vigencia viven realidades jurídicas concretas 
que nacen, permanecen y se extinguen, según su naturaleza y las vicisitu- 
des que experimentan las leyes. El Estado repub;icano legisló en materia 
matrimonial con carácter absoluto, desentendiéndose del fuero canónico y 
de todo imperativo natural y consuetudinario. La justicia fué conculcada; 
pero en la positividad del Derecho estatal es evidente que durante esa épo- 
ca no sólo se daba la realidad del matrimonio exclusivamente civil entre 
vatólicos, sino que era el ünico con plena efectividad juridica. 

El Estado nacional sucede al republicano, deroga la obra legislativa 
de éste en materia matrimonial y torna a la tradición católica de nuestro 
pueblo, reconociendo a la Iglesia como ünica competente para regular el 
matrimonio entre bautizados. Y no sólo deroga las leyes del Matrimonio 
civil y del Divorcio, de 28 de junio de 1932 y 2 de marzo del mismo año, 
por medio de las de 12 de marzo de 1938 y 23 de septiembre de 1939, 
sino que dicta la Orden de 10 de marzo de 1941, por la que la validez de 
ios matrimonios civiles y sus efectos jurídicos quedan ligados a la certeza 
de la condición de acatolicidad y de no bautizados de los contrayentes. Como 
lá Iglesia siempre negó la validez de las uniones civiles contraídas por sus 
sübditos, es evidente que, desde el momento de !a nueva vigencia del ré- 
gimen tradicional, tales matrimonios no pueden contraerse válidamente en el 
ordenamiento positivo estatal; pero, ¿qué ocurría con los ya contraídos? 

Muchas han sido las opiniones formuladas, tanto en el plano doctrinal 
como jurisprudencial, centrándose casi todas ellas sobre el punto crucial del 
principio de retroactividad de las leyes. La Resciución de 23 de abril de 
1949 dice que “aunque en el fuero canónico carezca de valor un matrimo- 
nio entre bautizados, el encargado del Registro Civil debe atenerse a los tér- 
minos en que aparece redactada la Ley de 12 de marzo de 1938, derogatoria 
de la del Matrimonio civil, que, al referirse a los celebrados bajo el amparo 
de la legislación anterior, anula los contraídos pcr los ordenados “in sa- 
cris", guardando silencio en cuanto a aquellas otras uniones que, si nulas 
ante el fuero de la Iglesia, no pueden ser consideradas de igual modo ante 


(13) Prólogo de don TEODORO GONZALEZ Garcia a la Historia de las ideas políti- 
cas, de RAYMOND G. GETTELL, pp. 12 y ss. 
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el fuero civil, ya que el artículo 3.” del Código Civil sienta el principio de 
ia irretroactividad de la Ley, mientras la misma Ley no disponga lo con- 
trario", 

En el orden positivo, el respeto a las situaciones creadas al amparo 
de una Ley anterior depende de la libérrima voluntad del legislador nuevo. 
Sea cualquiera la doctrina que se acepte y el criterio que se adopte sobre 
su fundamentación teórica, el Estado es prácticamente libre de establecer 
el alcance temporal de la norma que promulgue. En el sistema patrio, el 
artículo 3.' del Código Civil tiene un alcance meramente interpretativo y 
se dirige al Juez, no al legislador; para la opinión más seguida y autori- 
zada (14), no es preciso que el mandato de retroactividad revista forma 
expresa, bastando con que del sentido de la Ley resulte patente el propó- 
sito del legislador. Porque el legislador está hecho de conciencia y de in- 
consciencia (15); el Derecho tiene una gran dosis de inconsciencia y no 
puede prescindirse de él en ninguna operación interpretativa. La tesis in- 
genua de que en el hombre todo es consciente ha creado falsas ideas en to- 
dos los órdenes interpretativos y ha producido trágicos errores, al dejar 
perder la mayor parte del rico contenido de la Ley, reduciéndolo a la an- 
gostura capilar de la intención del legislador. Así, aunque el legislador no 
'o dijera expresamente, su inconsciente no podía menos de participar del 
sentido preponderante en la sociedad española sobre el matrimonio, indu- 
dablemente opuesto a la permanencia de la validez del vínculo civil entre 
católicos. Pero es que, además, en el campo institucional, la retroacción se 
impone en el sentido de que no sólo se hace imposible la creación de rela- 
ciones nuevas, sino que además quedan destruidas las relaciones constitui- 
das al amparo de la Ley anterior, porque el Estado no puede consentir que 
perduren relaciones jurídicas que se estiman contrarias al orden püblico 
© a un nuevo ordenamiento que se tiene por mejor que el antiguo. El ca- 
rácter eminentemente institucional del matrimonio—igual que ocurrió en 
su tiempo con la esclavitud—fuerza a este tenor interpretativo (16). 


(14) CastAN: Derecho civil. T. I, pp. 83 y ss. 
(15) DuaLDE: Una revolución en la lógica del Derecho. Pp. 188 a 193. 


(16) Afirma en este sentido FEDERICO DE CASTRO que la retroactividad puede es- 
tar impuesta por razones de moralidad o justicia indiscutible. Por ejemplo: la de- 
rogación, con efectos retroactivos, de leyes tiránicas, de persecución religiosa, de 
despojo de clases sociales, incluso respecto de leyes que contra la equidad impusie- 
ron efectos retroactivos. FEDERICO DE CASTRO: Derecho civil de España. Parte ge- 
neral, I, p. 640. De igual parecer SAVIGNY, citado por el autor anterior en la pá- 
gina 639 de la misma obra. De otra manera habría que admitir la tesis de BONNE- 
CASE en su Droit civil, t. I, pp. 113 y ss., que nos llevaría a la misma consecuencia. 
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Por otra parte, recordemos el principio de :ncompetencia del Estado: 
en materia vincular matrimonial: El Poder püblico no puede establecer los 
requisitos de validez natural del matrimonio, y éste nace y se extingue sin 
ocuparse del veto legal. Si el matrimonio celebrado civilmente por bautiza- 
dos durante la época laica tuvo una existencia real, es algo que excluye la 
operancia de aquella legislación: únicamente pudo influir ésta sobre la 
eficacia de la declaración de voluntad de las partes tendente a obtener del 
Estado el reconocimiento de la unión y la producción de efectos meramente 
civiles frente a terceros Ya dijimos que la forma exigida por el artícu- 
lo 101 ni la inscripción en el Registro Civil, tienen carácter constitutivo, ni 
lo pueden tener sin conculcar el orden de la naturaleza. Por ello, el Estado 
actual, al tener que tutelar el estado matrimonial y sus naturales efectos, 
mira ünicamente si a través de un determinado comportamiento y de las 
circunstancias que concurren en las personas en que aparece—una de las 
cuales es su confesión religiosa—puede estimar como existente: un vínculo: 
matrimonial entre ambas, haciendo caso omiso de la legislación vigente 
en el tiempo en que los contrayentes dieron acaso un consentimiento natu- 
ralmente válido, pero sin que se dieran las circunstancias objetivas de va- 
“dez que el ordenamiento canónico exige para la producción de la rela- 
ción conyugal. : 

Y como, una vez probada la inexistencia del vinculo, la declaración de 
publicidad que en el mismo se funda carece de base para subsistir, dicha 
declaración cesa de producir efectos y la inscripción puede y debe ser can- 
celada. 


4... Continuando con el examen de los casos de discordancias del Re- 
gistro con la realidad jurídica, hallamos los que tienen por causa la nulidad 
de la inscripción producida por un defecto formal, Siendo taxativa la for- 
ma de la declaración de publicidad del matrimonio, el incumplimiento de 
cualquier requisito esencial de la misma es causa de su nulidad. La clari- 
«ad requerida en el estado y condición civil de la persona se procura me- 
cante un rigido formalismo. Sin embargo, no todo error o defecto for- 
mal motiva la nulidad; en este caso, la rectificeción exige ejecutoria del 
Tribunal competente, pero cuando el error o detecto no es esencial, cabe 
un procedimiento gubernativo de subsanación. 


5. También hay un doble procedimiento, judicial y gubernativo, en 
la omisión de la inscripción del matrimonio en el Registro. Si se trata de 
matrimonio canónico, la no dación del aviso al Juez municipal para que 
asista a la celebración, o la incomparecencia de éste a pesar de haber sido 
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avisado, dan lugar a un expediente gubernativo, según el artículo 77 del 
Código Civil. Pero hoy basta con una certificación de la partida sacramen- 
tal para que sea transcrita en el Registro Civil. según el Protocolo adi- 
cional del Concordato. 


6.. A pesar de que la existencia de una inscripción referente a ma- 
trimonio impide, según la Resolución de 3 de mayo de 1946, practicar 
ctra sobre el mismo acto sin proceder a la anulación de la primera, con 
arreglo al artículo 18 de la Ley del Registro Civil, es decir, por medio de 
cjecutoria del Tribunal competente, y que es incompatible una duplicidad 
de matrimonio inscrito sobre el mismo sujeto (Resolución de 23 de abril 
de 1949), puede darse y se da en la práctica esta anomalía, debido, de un 
lado, al dudoso y limitado alcance de la función calificadora del encargado 
del Registro, y de otro, a la imposibilidad o extrema dificutad de conoci- 
miento de la primera inscripción cuando se verifica la segunda. 

Cuando la duplicidad o multiplicidad de inscripciones sobre el mismo 
acto no son contradictorias, por referirse al mismo matrimonio y entre las 
mismas personas, circunstancias y fecha, no hay verdadera discordancia 
del Registro con la realidad jurídica. Si no son idénticas las circunstancias; 
por ejemplo, se trata de matrimonio civil en un caso y canónico en el otro, 
«unque los asientos sean de fechas distintas, debe considerarse el primero, 
accesorio del segundo, y conviene llevar notas de mutua referencia a sus 
márgenes. Así viene a sentarlo la Resolución de 2 de julio de 1955. que 
dice que la celebración ulterior canónica del propio matrimonio civil no 
.arece de efectos jurídcos, toda vez que, como declara la citada Resolución 
de 3 de mayo de 1946, es procedente la anotación al margen del acta en 
el Registro Civil, y esta anotación somete, sin duda, el matrimonio total- 
mente a la jurisdicción eclesiástica. La subsunción del matrimonio civil por 
el canónico está también expresada en la sentencia del Tribunal Supremo 
de 9 de febrero de 1954, en la que se establece que no es posible admitir 
que declarado nulo el matrimonio canónico celebrado por los litigantes sub- 
sista entre éstos el vínculo civil, productor de efectos de esta clase por la 
«ola razón de haberse contraído en tiempos de vigencia de la Ley de 28 de 


junio de 1932 


VI. LA DOBLE INSCRIPCIÓN GONTRADICTORIA DE MATRIMONIO 
; *Y EL DELITO DE BIGAMIA 


Si tomamos la palabra “matrimonio” que emplea el artículo 471 del 
Código Penal en un solo sentido o acepción, bien sea el de yínculo o en el 
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de declaración de publicidad, dicho precepto punitivo no puede ser recta- 
mente interpretado. pues conduciría al absurdo. Nadie puede, ni en el orden 
natural, ni en el estrictamente positivo, contraer vínculo matrimonial, es- 
tando sin disolver otro anterior: lo más que podria hacer es atentarlo, 
pero no contraerlo, y el delito de bigamia no se produciría nunca. La palabra 
matrimonio se emplea por el artículo mencionado en un doble sentido: al 
referirse al matrimonio anterior significa vínculo real, y al aludir al se- 
gundo o ulterior, quiere decir que hubo emisión de la declaración de volun- 
tad dirigida al Estado en forma taxativa para alcanzar los efectos que la 
misma lleva inherentes. Los requisitos, pues, dei delito de bigamia son: 
un matrimonio válido y no disuelto; 2.” una declaración de voluntad formal 
tendente a dar publicidad a otra unión posterior, lógicamente inválida, de 
uno de los cónyuges con otra persona. 


Juan OCA PASTOR 


Juez municipal de San Sebastián 


A. CILLAN APALATEGUI 

, Abogado 
Profesor de la A. de San Raimundo 
de Peñafort, de San Sebastián | 
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MATERIA: U OBJETO PROXIMO Y 
REMOTO DEL JUICIO CRIMINAL 
QUÉ DELITOS Y CON QUÉ PENAS 
PUEDEN CASTIGARSE SIN 
JUICIO CRIMINAL 


Siendo el fin de la Iglesia la santificación de las almas, y disponiendo, para 
conseguirlo, de todos los medios y poderes, otorgados por su divino Funda- 
dor al establecerla en el mundo como sociedad perfecta, hacia el mencionado 
fin ha de enderezar todas sus actividades, con las oportunas disposiciones y 
prescripciones legales encaminadas a conservar incólume el orden sobrenatu- 
ral en cuyo ámbito se santifican los fieles, y para restaurarlo con congruen- 
tes penas cuando aparece perturbado por el delito. De aquí la potestad puni- 
tiva de la Iglesia, inherente de manera esencial a su naturaleza, y a la vez 
necesaria para conseguir sus fines; la cual, a diferencia de las sociedades ci- 
viles, reviste el peculiar carácter que aparece consignado en el canon 2.214 
del Código de Derecho Canónico. 

Sin embargo, exige la justicia que el delito y su autor no permanezcan 
impunes, como sabiamente advierte el eximio DevorI: «Malos male ha- 
bendos, et cum, qui malum fecit, malum ferre debere, non solum civilis, 
sed etiam divini et naturalis iuris docet auctoritas.» Y agrega los motivos: 
«Nam hoc modo caeteri a crimine deterrentur, et civium incolumitati con- 
sulitur, et damnum atque iniuriam quam quis suo scelere naturae intulit, re- 
ligioni, reipublicae, quantum fieri potest, ipse emendat ct corrigit.» Pone de 
relieve la necesidad de sanciones para los delitos, y señala a quien compete 
el aplicarlas: «Quare crimina sequuntur poenae, quibus improbi coércentur, 
salusque et tranquillitas reipublicae conservatur, easque infligit, cui publicae 
salutis et tranquillitatis cura ac summa potestas commissa est.» Sólo la auto- 
tidad competente puede establecer y aplicar las penas debidas a los delitos, 
porque «non enim par in parem habet imperium et iurisdictionem per quam 
poenam irroget; ac si laedens a laesso punitur, non poena haec est sed vin- 
dicta; si a tertio, non poena sed alia laesio et iniuria est» (lus Canoni- 
pum; l. IV, p. 3). 
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NOTAS HISTORICAS 


La potestad punitiva y coercitiva de la Iglesia, que presupone la potes- 
tad judicial, es, como dijimos, inherente a su constitución y a su naturaleza, 
por su condición de sociedad perfecta, ya que así fué establecida en el mun- 
do por su divino Fundador. 

Ya los Apóstoles, con palabras y con hechos, hacen uso desde los tiem- 
pos primeros de esta potestad, recibida de Jesucristo, para establecer y aplicar 
penas, lo mismo en el fuero interno que en el externo: San Pablo contra 
Alejandro (I ad Timoth., I, 20; 11 ad Timoth., IV, 15), contra el incestuoso 
de Corinto (I ad Cor., I, 5; II ad Cor., II; 6), al que, una vez arrepentido, 
absuelve de la pena. Amenaza con el látigo (I ad Cor., IV, 21); niega el 
perdón si le obligan a venir (II ad Cor., XIII, 2); da normas a los Obispos 
para juzgar las acusaciones que se hacen contra los presbíteros (I ad Ti- 
moth., V, 10). 

Siguiendo el ejemplo de los Apóstoles, los Obispos ejercieron del mismo 
modo dicha potestad, cuando lo estimaban necesario, no sólo después de 
la paz de Constantino, sino en los tiempos precedentes: El Pontífice Víctor 
apercibe autoritariamente al Emperador bizantino Teodoro, e increpa a los 
Ascanios, porque, como los hebreos, celebraban la pascua en la luna XIV; 
el presbítero Marción es privado del ejercicio de su grado, y castigado con 
severas censuras, por comprobadas irregularidades de su vida; Pablo de Sa- 
mosata es privado del Episcopado y arrojado de la Iglesia; y, por ser tachados 
de herejía, son del mismo modo castigados Novato, Felicísimo, Basílides 
Asturicense y Marcial Emeritense; todos los cuales sufrieron y pagaron las 
penas no voluntariamente, sino obligados por la autoridad de la Iglesia. 

Con cuánto dolor recibió el presbítero Marción la sentencia de su de- 
posición, y cuánto trabajó para ser repuesto en su grado, nos lo revela SAN 
EPIFANIO ( Haeres., 22, 42, n. 1, p. 303, t. I, ed. Coloniae, 1682). Pablo de 
Samosata, con tanta intensidad se opuso a la sentencia de su deposición, que 
los Obispos cristianos rogaron al emperador Aureliano que lo arrojase por 
la fuerza de la casa episcopal, como así se hizo (EUSEBIUs: Hist. Eccl., 1. VII, 
c. 30, p. 364, ed. Valestri Cantabrig., 1720). También se opusieron tenaz- 
mente al cumplimiento de las penas impuestas Novato y los demás Obispos 
citados, como manifiesta el Papa Cornelio en su Epístola ad Ciprianum 
(n. 50, p. 236, ed. Aunteledami, 1700). El mismo ORÍGENES dice de sí mis- 
mo las grandes dificultades que se vió obligado a vencer para dar cumpli- 
miento a la sentencia del Obispo Demetrio (Praefat., t. 16, p. 101, ed. Pa- 
[151759 
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Obtenida la paz en tiempos de Constantino, la Iglesia no sólo por propio 
derecho, sino también con la cooperación de las leyes imperiales, juzgaba y 
castigaba los delitos contra la religión, así como también las faltas, de cual- 
quier orden que fueran, cometidas por los clérigos. 

El citado DEvori, en el libro IV, página 9, de su obra, recoge numero- 
sos hechos en los que aparece la Iglesia ejerciendo la potestad judicial y pu- 
nitiva, señalando cánones de diversos Concilios, testimonios de Santos Padres 
y escritores eclesiásticos, referentes al caso, haciendo especial mención de 
las penas y castigos impuestos por la Iglesia en los delitos de sù competencia, 
como deposición, privación de oficio, cárcel, multas pecuniarias, etc. 


EL CODIGO PROCESAL ECLESIÁSTICO 


La potestad judicial y coercitiva de la Iglesia, necesaria para la consecu- 
ción de sus fines, y ejercida desde el principio, aunque de una manera sus- 
tancial y rudimentaria, hubo de concretarse, al correr de los tiempos, en de- 
finidas normas, dadas por ella misma para la recta administración de la jus- 
ticia; mormas que se fueron perfilando, hasta formar un verdadero código 
procesal. 

No es de nuestra incumbencia estudiar la evolución histórica del proce- 
so eclesiástico, y hemos de limitarnos solamente a lo que hace referencia al 
juicio criminal. 

Como la Iglesia se desarrolló en el ámbito del Imperio Romano, se en- 
contró con diversas instituciones jurídicas, sabiamente establecidas, que por 
lo mismo fueron adoptadas para sus fines, de tal modo que, al instituir la 
forma del juicio criminal, no rechazó en principio las normas de los juicios 
civiles del Imperio, a las que añadió las que consideraba propias y peculiares 
del Derecho eclesiástico, complementadas por otras ulteriores, suministradas 
por la experiencia, hasta la ordenación de un procedimiento propiamente 
eclesiástico. 

El antiguo proceso criminal en el fuero eclesiástico, como también en el 
Derecho romano, era simplemente acusatorio, por acción popular, de tal 
manera que cualquier ciudadano que tuviera noticia de algún delito podía 
entablar ante los Tribunales la acción correspondiente. 

Mas como, por una parte, este procedimiento podía prestarse a la ca- 
lumnia o a la difamación y, por otra, los particulares, muchas veces por de- 
sidia, por temor y hasta por malicia rehusaban el formular la acusación, para 
que los delitos no quedaran impunes fué sustituída la acusación por el pro- 
cedimiento «ex officio», que llevaba inherente, como condición precisa, la 
inquisición del juez. Los principios de este procedimiento aparecen ya en el 
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siglo IX, siendo auténticamente aceptados y más minuciosamente determina- 
dos por Inocencio III en el Concilio Lateranense IV: (can. 8, C.:24, X555; 1 

Pareciendo, por otra parte, conveniente evitar cualquier especie de sos- 
pecha al hacer recaer en la misma persona el oficio de acusador y de juez, 
se estableció el procedimiento acusatorio püblico, a cargo, primeramente, de 
los testigos sinodales y, más tarde, de magistrados especiales «ad hoc depu- 
tati». 
Pronto, esta acertada institución pasó al Derecho secular, sobre todo en 
Francia, donde en el siglo XIII aparecen los primeros «procuradores regios», 
establecidos con el expresado fin. Ultimamente se reservó esta misión al 
Promotor Fiscal, aceptándola con la Curia romana muchas Curias diocesa- 
nas y haciéndose de este modo comün por Derecho consuetudinario, y sien- 
do prescrita y propuesta como obligatoria a todas las Curias por la Instruc- 
ción del día 11 de junio de 1880, artículo 12, disciplina que ha hecho suya 
el nuevo Código de Derecho Canónico. 


EL JUICIO CRIMINAL 


Concretando ya nuestro estudio al tema que nos ocupa, diremos que el 
juicio criminal conviene sustancialmente con la definición de juicio del ca- 
non 1.552, añadiendo la peculiar modalidad propia del mismo, según la 
cual podemos definir el juicio criminal con las palabras del Cardenal LEGA: 
«Complexus actorum certo ordine et forma, vi legum determinatorum, qui- 
bus iudices competentes ad instantiam legitimi actoris, cognoscunt de cri- 
minibus eorumque actoribus, ut criminosi homines debitas luant poenas» 
(De Iudic., III, p. 152). La definición considera el juicio criminal objeti- 
vamente, pues si atendemos a la subjetividad, ésta radica en las leyes del pro- 
ceso, que determinan los límites que rigen y moderan tanto la potestad de 
acusar como la facultad de juzgar a los reos. 

Teniendo en cuenta que las penas, a tenor de lo dispuesto en el ca- 
non 2.215, tienen como fin no sólo la corrección del delincuente, sino la ex- 
piación del mismo delito, la Iglesia, como sociedad perfecta, debe usar su 
poder coercitivo también «in criminum vindictam», previo el correspondien- 
te proceso; es decir, cuando el delito ya se ha cometido, o por lo menos se 
dice que ha sido cometido, ha de tratar de descubrirlo en las circunstancias 
en que fué perpetrado, así como al verdadero autor responsable del mismo. 

Por lo regular, el que es acusado de un delito, o niega el haber sido 
el autor material del mismo, o rehuye su responsabilidad, y trata de eludir 
las merecidas penas, alegando diversas causas eximentes o excusantes, de las 
que se hace mérito en el canon 2.199. Entonces la Iglesia, usando de sus 


— 556 — 


MATERIA U OBJETO PROXIMO Y REMOTO DEL JUICIO CRIMINAL 


poderes, instruye el proceso judicial con el fin de probar el hecho criminoso, 
convenciendo al autor del delito y aplicándole las debidas sanciones. Esto es 
en sustancia el juicio criminal, en el que, como no podía ser de otro modo, 
goza siempre el reo de la facultad necesaria para defenderse, no sea que la 
acusación, por cualquier circunstancia, esté desprovista de fundamento obje- 
tivo; proceso que en sus sustanciales fundamentos aparece insinuado por el 
Apóstol San Pablo cuando dice: «Si peccaverit in te frater tuus...» (I ad 
Corsa ts aa Cor ITG): 

La razón del procedimiento acusatorio, previa la correspondiente denun- 
cia, si no se trata de un delito conocido, está en que todo crimen causa un 
daño inmediato a la persona víctima, y otro mediato a la sociedad, al ver 
perturbado el orden. Por el primero tiene lugar la denuncia; por el segundo, 
la acusación pública que formula el Ministerio Fiscal. 

El fín jurídico inmediato del juicio criminal es el mismo en el fuero: 
eclesiástico que en el civil, puesto que es idéntica la estructura del proceso. 
Las diferencias se derivan ya de las «acta causae», ya de las «acta processus», 
por el diferente objeto a que se dirige el juicio criminal, preferentemente 
ordenado no para la reparación del bien particular, sino del bien público; y 
no se ha de olvidar que el objeto del juicio civil son las acciones civiles y, 
por lo tanto, los derechos de los particulares, mientras que el del juicio cri- 
minal son las penas llevadas a efecto contra el autor del delito por el bien 
de la sociedad. Ello, sin embargo, mo obsta para que el proceso eclesiástico 
pretenda, en primer lugar, «intentione et executione», la enmienda de los 
reos, como se deduce de los cánones 1.947 y siguientes. 


OBJETO DEL JUICIO CRIMINAL 


La Iglesia, por su origen divino y por su propia constitución o naturaleza, 
recaba para sí de un modo exclusivo el conocer y juzgar en su fuero todos 
los delitos puramente eclesiásticos cometidos por cualquier fiel, y cualquier 
delito perpetrado por personas que gozan del privilegio del fuero, como son 
los clérigos y los religiosos (cfr. VIDAL: De Process., n. 698), aparte de los 
delitos llamados mixtos, en el caso que el juez eclesiástico previniese al lai- 
cal, según el canon 1.553. El nuevo Concordato reconoce plenamente este 
inalienable derecho de la Iglesia, con la transigencia de ésta en lo que afecta 
a las causas contenciosas de los clérigos, segün se consigna en el artículo XVI 
del citado cuerpo legal. 

Como el juicio criminal está en relación directa con la potestad punitiva. 
y ejecutiva de la Iglesia, se ordena en primer término a descubrir el crimen 
y a la aplicación de las oportunas penas, ya que en la sociedad, tanto ecle- 
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siástica como civil, los delitos no son debidamente sancionados sino cuando, 
por el correspondiente proceso, se demuestra su existencia y el autor respon- 
sable, al que el juez impone el oportuno castigo. 


Verdad es que en la Iglesia existen las penas denominadas «latae sen- 
tentiae», en las que se incurre «ipso facto»; pero ya previene el canon 2.252 
que éstas no surten plenamente sus efectos, al menos en el fuero externo 
y en determinadas circunstancias, sino después de que haya habido senten- 
«cia declaratoria, que presupone el correspondiente proceso. 


OBJETO INMEDIATO Y MEDIATO 


Señalado ya el fin u objeto genérico del proceso criminal, veamos la 
materia inmediata y mediata del mismo, según el enunciado del tema: 


El canon 1.933 señala el objeto en general del juicio eclesiástico: los 
delitos públicos. El canon 1.552, párrafo 2.* número 2.?, determina que el 
objeto del juicio criminal son los delitos «in ordine ad poenam infligendam 
vel declarandam»; de donde se deduce que la acción criminal, la cual «latius 
patet» que la acción acusatoria, puesto que aquélla es acusatoria y penal, 
constituye la materia u objeto formal e inmediato del juicio criminal. O lo 
que es lo mismo: el objeto inmediato del juicio criminal es descubrir el cri- 
men y su autor responsable, y el mediato sería aplicar a éste las congruentes 
penas; o en otros términos: la pena constituye el objeto o fin último, como 
se advierte en el canon 2.215. 


Mas no todos los delitos están incluídos en el ámbito del juicio crimi- 
nal, sino solamente los señalados en el canon 1.933, que son los siguientes: 
1) los delitos públicos; 2) los delitos de fuero mixto; 3) algunos delitos 
la ley juzga conveniente que sean tramitados fuera de juicio, ya que la 
mente general de la Iglesia es evitar, cuando sea posible, el «estrépito judi- 
«cial», si de otro modo puede obtenerse la enmienda del delincuente y la re- 
paración del escándalo. 


De lo dicho aparece que el objeto o fin inmediato del juicio criminal es 
descubrir el crimen con todas las circunstancias en que fué perpetrado; des- 
cubrir al autor o autores del mismo, y comprobar la responsabilidad que a 
cada uno alcanza. Por todo lo cual decimos que el juicio criminal obtiene su 
fin cuando la sentencia judicial castiga con la correspondiente pena al autor 
o autores del delito; y para ello decimos que el proceso criminal está debida- 
mente instruído cuando las actas procesales están de tal manera ordenadas, 


que de ellas se deduce la verdad objetiva en relación con el hecho criminoso 
y el autor del mismo. 
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El repetido canon 1.933 nos ofrece el fundamento para distinguir en el 
juicio criminal el objeto inmediato y el mediato. Al decir en el párrafo 1.2: 
«delicta quae cadunt sub criminali judicio sunt delicta publica», señala en 
primer término el objeto mediato del juicio, y a continuación el inmediato: 
«in ordine ad poenam infligendam vel declarandam»; o sea, el conocimiento 
y discusión judicial del delito, para aplicar al reo la pena congruente. 

En la antigüedad, y concretamente en los pueblos no iluminados por la 
luz de la revelación, el delito era considerado solamente como una lesión de 
los derechos privados; y por lo mismo la pena tenía el carácter de venganza 
privada, cuya aplicación, previa una sencilla exploración natural y «huma- 
na», sin estar sometida a procedimiento legal alguno, era llevada a efecto sin 
más medida que la voluntad y el poder del que castigaba. 

La idea religiosa, en manera alguna opuesta al Derecho natural, puesto 
que es a la vez complemento del mismo, hizo que dichos pueblos comenzaran 
a detestar los delitos como verdaderas perturbaciones, que traspasaban el ám- 
bito de los derechos privados; y entonces, a la idea de la venganza privada 
sucede la idea de la venganza «divina», y la pena, denominada «suplicio», era 
irrogada y aplicada por los sacerdotes o por otros ministros o «ejecutores» que 
de los sacerdotes recibían el mandato y autoridad necesarios para el caso. 

Progresando los tiempos, dice el eximio LEGA: «distinguitur idea iuris ab 
idea Dei, omnium iurium auctore et fonte», y se repone el fundamento de 
las penas en la defensa de los derechos, tanto particulares como sociales, sur- 
giendo de este modo las normas procesales, que, sobre todo entre los roma- 
nos, revistiéron gran esplendor y solemnidad. Queda con esto sucintamente 
explicada la evolución histórica del doble objeto del juicio criminal: inmedia- 
to y mediato. 

Sentado, pues, que el objeto inmediato del juicio criminal es el conoci- 
miento, discusión y tramitación conveniente para descubrir el delito y el cau- 
sante, y que la materia mediata es el propio delito, y consecuentemente la 
pena que ha de aplicarse, podemos decir que el objeto mediato del juicio cri- 
minal es el mismo de la pena; o bien que ésta es un corolario inmediato de 
aquél, ya que por la debida aplicación de las penas se obtiene en primer lu- 
gar la restauración del orden jurídico, perturbado por el hecho criminoso en 
el plano social. «Quicumque peccat—dice SANTO TomAs—contra aliquem 
ordinem agit, et ideo ab ipso ordine consequens est ut deprimatur; quae qui- 
dem depressio, poena» (II, II, q. 87, art. 1). Aunque habla de pecado en 
general, se refiere al delito, que siempre es pecado, aunque éste no sea siem- 
pre delito. 

Por las penas se obtiene asimismo una garantía anticipada de la conserva- 
ción del orden social, ya que el causante, convencido de su crimen, sufre 
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las sanciones con el fin de que enmiende sus costumbres y sirva de ejemplo 
para los demás. Y si mediante el juicio criminal se aplican las penas que 
surten efectos, es claro que no menos el juicio que las citadas sanciones coope- 
ran positivamente a la restauración del orden y a la eficaz defensa del bien 
público. 


EL DELITO OBJETO DEL JUICIO CRIMINAL 


Ciñéndonos ya más al objeto específico del juicio criminal, tal como está 
consignado en el canon 1.933, aparece que está constituído por los delitos 
públicos. Dice en su párrafo 1.2: «Delicta quae cadunt sub criminali iudicio 
sunt delicta publica.» Pero no todos los delitos püblicos han de ser necesa- 
riamente tramitados en proceso criminal, como señala el párrafo 2.? del mis- 
mo canon: «Excipiuntur delicta plectenda sanctionibus poenalibus de qui- 
bus in canone 2.168-2.194.» Se refieren estos cánones, como en la ültima 
parte explicaremos, al procedimiento contra clérigos irresidentes, concubina- 
rios, negligentes en sus obligaciones, o que hayan cometido algün delito ocul- 
to y que deban ser suspendidos «ex informata conscientia». 

Ahora bien: ¿qué se entiende en Derecho por delito público? El ca- 
non 2.197, párrafo 1.?, nos da la definición: «Delictum est publicum, si iam 
divulgatum est, aut, talibus contigit seu versatur in adiunctis, ut prudenter 
iudicati possit et debeat facile divulgatum iri.» Son claras las palabras de la 
disposición legal; sin embargo, no faltan autores que entienden que pueden 
darse delitos objeto del juicio criminal en los que no se cumplan las con- 
diciones citadas, y por paralelismo aplican al delito público la definición que 
del impedimento püblico trae el canon 1.037: «Publicum censetur impedi- 
mentum quod probari in foro externo potest»; con lo cual es mucho más am- 
plio el ámbito en que se coloca el delito público (CHELODI: Ius Poen., p. 153; 
Noval: De Process., n. 751;: VIDAL: De Process, p. 701; n. 13). 

Al delito público se opone el oculto, que, según el nümero 4.2 del mis- 
mo canon, es «quod non est publicum; occultum materialiter, si lateat delic- 
tum ipsum; occultum formaliter, si eiusdem imputabilitas». 

Anade al delito püblico una especial modalidad el delito notorio «noto- 
rietate iuris vel facti», como explican los nümeros 2.2 y 3.2 del mismo ca- 
non 2.197. 

En el Derecho romano, delito püblico era el que podía ser acusado por 
cualquier ciudadano; privado, el que sólo podía acusar el ofendido o perju- 
dicado; conceptos que no existen en la actual disciplina canónica, si bien al- 


gunos quieren ver vestigios de los mismos en el canon 1.938 «in cause inju- 
riarum». 
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El delito no público, en cualquiera de los conceptos arriba expresados, 

no es objeto del juicio criminal, porque no puede probarse y, como dice Ino- 
cencio III, «Ecclesia non iudicat de occultis». 
_ Para completar la doctrina diremos que «quasi delictum» es el hecho cri- 
minoso en el que no existe plena y directa deliberación por parte del cau- 
sante ni, por consiguiente, verdadero dolo, sino una omisión de la diligencia 
debida, por lo que se disminuye la responsabilidad. 


DELITOS MIXTOS 


También son objeto del juicio criminal, como antes dijimos, los delitos 
llamados «mixti fori», que lesionan a la vez los intereses de la sociedad ecle- 
siástica y civil. Estos delitos, a los que aluden los cánones 1.933, párrafo 3.2, 
y 2.198, directamente perturban el orden de la Iglesia, e indirectamente 
afectan al orden civil, como el cisma, la herejía, la blasfemia. 

Tiempos hubo, sobre todo en la Edad Media, en que los tribunales civi- 
les perseguían y castigaban por propia autoridad semejantes delitos. 

Las causas de fuero mixto pueden ser contenciosas o criminales; en unas 
y otras la lesión de los derechos de la Iglesia redunda en el orden civil, como 
la perturbación del orden secular perjudica a la Iglesia, al menos cuando 
hay razón de pecado; v. gr., los homicidas, ladrones, incendiarios, etc. 
(cfr. can. 2.354, $ 1.2), como también son delitos mixtos el adulterio, el 
perjurio, la blasfemia, el duelo... 

Por lo regular, estos casos han de ser tratados, según los cánones 1.933, 
párrafo 3.2, y 1.568, por el juez eclesiástico o civil que primero los avoca a 
su tribunal, para que no se aplique doble castigo por un solo delito: «ne 
bis in idem». Se dan, sin embargo, casos en los que han de intervenir ambas 
potestades (cfr. tít. XIV); así, el que procura un aborto, aunque sea debi- 
damente castigado por el juez civil, también ha de ser objeto de juicio ecle- 
siástico, en el que se declare la excomunión en que ha incurrido, a tenor de 
los cánones 2.350, párrafo 1.2, y 2.223, párrafo 4.2 En España esta discipli- 
na está regulada por el antes citado artículo del vigente Concordato. 


DELITOS QUE NO SON OBJETO DE JUICIO CRIMINAL 


Como queda indicado más arriba, según lo dispuesto por el canon 1.933, 
existen delitos que, aunque revisten el carácter de tales, no excluída la nota 
de publicidad, por expresa voluntad del legislador no han de ser tramitados 
conforme al ordenamiento judiciario, sino por la vía administrativa, que 
dispone que tales delitos sean «plectenda sanctionibus poenalibus». 


a 
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Ciertamente, el legislador ha tenido en cuenta, al establecer esta disci- 
plina, que el procedimiento judicial, por el «estrépito» que lleva inherente, 
es de suyo enojoso; intervienen con el juez y el reo varias otras personas: 
fiscal, abogados, procuradores; exige el cumplimiento de determinados trá- 
mites, que necesariamente emplean más tiempo, y puede darse el caso en que 
determinados hechos delictivos requieran una rápida solución. Si, por otra 
parte, se consigue el fin general de la Ley, cual es la enmienda del delin- 
cuente y la reparación del escándalo, nada obsta para que tales delitos sean 
discutidos y sancionados por la vía gubernativa. 

Estos son, en primer término, algunos delitos disciplinares de los clé- 
rigos, como el, abandono de la residencia, según el canon 2.381, al que se 
imponen las penas consignadas en los cánones 2.170, 2168,/2.3810y5185; 
el concubinato, a tenor del canon 2.359, castigado con las penas de los cá- 
nones 2.176, 2.177 y 2.359; la negligencia de los párrocos en el cumpli- 
miento de sus deberes ministeriales, de acuerdo con el canon 2.382, sancio- 
nada con la pena que prescribe el canon 2.383; delitos todos que, siguiendo 
los cánones 2.168-2.185, han de ser tramitados en forma administrativa y de 
la misma manera sancionados. 

Por otra parte, los delitos de fuero mixto cometidos por seglares, en la 
práctica y por lo regular se ha de dejar que sean castigados por los jueces 
civiles, ya que es de más eficacia su poder coercitivo, si se cree que su sen- 
tencia satisface plenamente al bien püblico, siempre que se tengan en cuenta 
las leyes concordadas. 

Por ültimo, puede no instruirse el proceso criminal cuando se haya dado, 
en caso de transgresión de la ley, algún precepto con conminación de pe- 
nitencia, remedio penal, excomunión, suspensión o entredicho, ya «latae», ya 
«ferendae sententiae», y, sin embargo, conste que el sübdito ciertamente de- 
linquió, ya que así lo dispone el canon 1.933. 

En los casos reseñados, como, una vez que conste el autor del delito, 
éste puede ser administrativamente castigado con sanciones penales o reme- 
dios medicinales, no tiene lugar el juicio criminal. Aunque el poder coerci- 
tivo de la Iglesia está ordenado a la aplicación de las penas, según deter- 
mina el canon 2.216, como preferentemente, según el canon 2.215, pretende 
la corrección del delincuente, el canon 1.933, párrafo 2.2, prescribe que de- 
terminados delitos sean, sin juicio, castigados con sanciones penales, previo, 
claro está, el correspondiente proceso económico y administrativo, siempre 
más fácil, breve y sencillo que el judicial. 

Alguna vez también pueden aplicarse penas «extra iudicium», previo el 
oportuno precepto, sin otros trámites. El modo de proceder en estos casos 
se consigna en el canon 2.310. 
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REMEDIOS PENALES (monitio, correptio, praeceptum, vigilantia) 


El canon 2.306 enumera el precepto entre los remedios penales, cuando, 
como es consiguiente, sea dado por autoridad competente, el cual reviste más. 
gravedad que la sola monición y que la corrección canónica, puesto que al-- 
guien es amonestado cuando existe sospecha de haber cometido un delito 
o se halla en peligro próximo de cometerlo; es corregido, si ya con su con- 
ducta ha producido escándalo, y sólo cuando estos medios se han empleado 
en vano, se acude al precepto con conminación de ciertas penas en las que 
se incurre por el solo hecho de la transgresión, según el párrafo 4.2 del mis- 
mo canon. Hay, sin embargo, casos en los que puede imponerse el precepto 
sin que preceda la señalada monición o corrección. 

Estos remedios penales, como en general las penas, se ordenan en primer: 
término a la corrección y enmienda del delincuente, cuando son medicinales, 
a tenor de lo dispuesto en el canon 2.241, a los que en idéntico plano se 
añaden otros remedios penales y penitencias, en conformidad con el ca- 
non 2.312. Mas no por ello se entienda que «per modum praecepti» pueden 
imponerse solamente penas medicinales, sino que también entran las vindi- 
cativas, ya que en el canon 1.933, párrafo 4.9, se establece la disciplina ge-- 
neral en orden al precepto, pero no de una manera exclusiva para los reme- 
dios medicinales, sino que se indica el camino a seguir para proceder «extra. 
iudicium», no excluyéndose, cuando sea del caso, las penas vindicativas. 
Así parecen indicarlo los cánones 2.176 y 2.177, como la relación que con 
esta doctrina tienen los títulos XXX, XXXI y XXXII del Código, que tra-- 
tan de los procesos administrativos, como también los cánones 1.947, 1.948, 
PESAS ADO 309, 611050 95A 

Ni obsta que en el párrafo 4.2 del canon 1.933 se disponga que la peni- 
tencia, excomunión, remedio penal, etc., puedan imponerse «per modum 
praecepti», «extra iudicium», como si este procedimiento no pudiera aplicar- 
se a las sanciones penales de las que trata el párrafo 2.?, que tienen el ca- 
rácter de penas vindicativas, mientras que el párrafo 4.° trata de censuras y 
remedios penales, que son medicinales, puesto que la misma letra del canon 
quita toda duda, como se advierte en la palabra «etiam»; por lo que, repe- 
timos, no se excluye que también las penas vindicativas sean impuestas «per 
modum praecepti». 

Estos delitos, tramitados y castigados administrativamente, no revisten 
cualidades distintas de las que son objeto de juicio, puesto que a ellos tam- 
bién se aplica la definición canónica: «Externa et moraliter imputabilis legis 
poenalis violatio, cui addita sit sanctio canonica, saltem indeterminata.» Son, 
por consiguiente, públicos, en el sentido antes explicado, y el legislador tie-- 
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ne poderosos motivos para disponer que se discutan de este modo: General- 
mente se cometen con gran escándalo de los fieles y quebrantamiento de la 
disciplina eclesiástica, por razón de las personas que delinquen; y esto hace 
necesario evitar los trámites del proceso judicial, que lleva consigo enojosas 
dilaciones, con el fin de que en breve tiempo se repare el escándalo y se pro- 
vea al bien de las almas. Por otra parte, siempre queda a salvo la justicia, 
puesto que, de acuerdo con el canon 1.955, párrafo 4.?, y el canon 2.233, 
nunca se puede proceder por esta vía si no consta la certeza del delito. 

Procede del mismo modo tratar a estos reos (clérigos) no con la frial- 
dad oficial del juicio, sino de una forma más caritativa y más paterna, pre- 
tendiendo cdn ello, más que la venganza del delito, la enmienda del delin- 
cuente. 

No es necesario añadir que el delito se considera cierto si lo confiesa el 
propio delincuente, o si es notorio con notoriedad .de hecho; en cuyos casos 
conviene que antes del precepto tenga lugar la monición y la corrección de 
que trata el canon 2.304. 

Siendo los clérigos reos de los delitos arriba expresados, bueno será, para 
terminar, recordar que en el antiguo Derecho estaba en vigor la institución 
llamada «purgación canónica», mediante la cual el delincuente, no conven- 
cido de su delito, suministraba, fuera de juicio, pruebas de su inocencia, es- 
tableciéndose de este modo el conveniente proceso económico, para que des- 
apareciese todo desdoro del oficio sacerdotal. 

E] nuevo Código no ha conservado esta institución, pero, sin embargo, 
subsiste el fundamento de la misma, en la obligación moral de proveer al 
bien espiritual del clérigo acusado, si tal vez la acusación estaba desprovista 
de fundamento, o el supuesto delito no podía en modo alguno probarse. Así 
se deduce del canon 1.946, párrafo 2.?, número 2.?, con lo que se consigue 
que en los casos no ciertos prevalezca la dignidad del sacerdote que ha sido 
tal vez indebidamente acusado. 


Dr. Moisés GARCIA TORRES 
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ral? b) Otras torturas psíquicas. c) El problema de la potestad instructoria frente 
al derecho sobre la propia persona. d) El juramento para el examen. e) El jura- 
mento para la confesión. f) La prueba del juramento.—E) La confesión judicial: 
a) ¿Es prueba penal? b) Sus requisitos. c) ¿Es revocable? d) Fuerza probatoria 
de la confesión judicial. 


III. DE ALGUNAS PRUEBAS EN PARTICULAR.—A) Los testigos: a) La prueba de 
los testigos en el juicio formal. b) Los denunciantes son testigos hábiles. c) Tes- 
tigos excusados que declaran en secreto. d) Los testigos espontáneos. e) Los 
asistentes al examen de los testigos. f) El careo de los testigos con el acusado. 
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impugnación de los documentos. d) Si el acusado tiene obligación de exhibir los: 
documentos que le perjudiquen.—D) El reconocimiento judicial: a) Es un medio: 
de prueba. b) Su momento en lo penal. c) Nueva inspección. d) Valor probatorio: 
del reconocimiento. e) Práctica del reconocimiento judicial—E) Las presuncio- 
nes: a) No necesita prueba lo que afirma el Derecho. b) La presunción y la prue- 
ba penal c) Sobre algunas presunciones en particular: 1. La presunción de cosa: 
juzgada. 2. Las que miran al dolo y al hecho concreto del delito. 3. Las que dicen. 
respecto a las cualidades del delincuente. 4. Las referentes al procedimiento y 
medios de prueba. 5. Las presunciones generales.—F) Los indicios: a) La pre- 
sunción y el indicio. b) Los requisitos del indicio. c) Diversas clases de indicios. 
d) Indicios y contraindicios. e) Fuerza probatoria de los indicios.—G) Las con- 
traseñas: a) Función de las pruebas críticas. b) Distinción entre indicios y con- 
trasefias. c) El tema de las contraseñas. d) Valor probatorio de las contraseñas.. 


IV. LA LEGITIMACIÓN DE LAS PROBANZAS.—A) Valor de las pruebas recogidas: 
por el inquisidor: a) Se las llama pruebas. b) ¿Son pruebas judiciales? c) ¿Qué 
valor tienen para el inquisidor? d) ; Qué valor tienen en el juicio formal? e) Di- 
versas acepciones de la palabra «judicial». f) La legitimación del proceso.—B) La 
legitimación del proceso antes del Código vigente: a) En el Derecho antiguo fal- 
tan contornos precisos. b) La legitimación, según la Instrucción del año 1880. 
c) La legitimación, según el «Regolamento» de Gregorio XVI. d) La repetitio: 
testium en la práctica forense. e) Conclusión sobre las formas de legitimación 
que estuvieron en uso.—C) La legitimación, según el Código vigente: a) Silencio: 
del Código sobre la forma de la legitimación. b) Norma que dan las Letras Apos- 
tólicas Sollicitudinem Nostram del 6 de enero de 1950. c) Formas de legitimación: 
conforme a los cánones vigentes: a') Tres principios como punto de partida. 
b') Formas de legitimar las diferentes especies de prueba: 1. Los indicios y con- 
traseñas. 2. Los documentos. 3. Los documentos reconocidos por el inquisidor.. 
4. Consideración especial respecto a las actas del proceso. 5. La confesión del 
procesado. 6. La inspección ocular. 7. El dictamen pericial. 8. Las declaraciones. 


V. UN ESQUEMA DE TRAMITACIÓN PROCESAL DURANTE EL PERÍODO PROBATORIO.— 
A) Apertura del período probatorio y designación de instructor. B) Proposición . 
y admisión de probanzas. C) Práctica de la prueba ofensiva. D) Práctica de la 
prueba defensiva. E) Entrega de los autos al tribunal. F) Publicación del pro- 
ceso. G) Petición de pruebas aclaratorias. H) La conclusión en la causa. I) Peti- 
ción de pruebas que antes no se pudieron ofrecer. J) Conclusión y señalamiento» 
de fecha para la sentencia. 


I. ALGUNAS CONSIDERACIONES EN TORNO 
A LA PRUEBA PENAL 


A) AMPLITUD Y JUSTIFICACIÓN DEL TEMA.—No es preciso esforzarse 
mucho para ver inmediatamente la extensión del campo perteneciente al pes 
ríodo probatorio y la importancia de la prueba tanto por su función como por 
su estructura, dado que la prueba legal está sujeta en su proposición y prác- 
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tica a medios concretos y a modos especiales: modos y medios que no dejan 
de tener en lo penal sus particularidades y su estilo propio. 


a) Lo que comprende el período probatorio es toda la parte procesal am- 
plia que se extiende desde la litiscontestación hasta la conclusión en la cau- 
sa (1), pudiendo aún practicar extraordinariamente algunas pruebas antes de 
la litiscontestación (2) y después de la publicación del proceso y de la conclu- 
sión en la causa si la necesidad de estas pruebas emerge precisamente de la 
discusión de la causa (3). 


b) La función de la prueba es demostrar al juez la verdad del hecho du- 
doso y controvertido, observando el modo legal debido y empleando argumen- 
tos legítimos. La prueba persigue un fin: poner de manifiesto ante el juez la 
verdad de los hechos controvertidos; cuenta con unos medios: los que auto- 
riza la ley para justificar la certeza de lo que se agita en el juicio como dudoso; 
tiene que sujetarse a un modo: las solemnidades que impone la ley en la pro- 
posición y la práctica de las pruebas, si se quiere que éstas ante el juez tengan 
valor y hagan fe. 


C) La estructura de la prueba penal no es que difiera sustancialmente de 
la prueba civil, pero el período probatorio en lo penal tiene mayor viveza, 
exige en el juez actividad especial, se caracteriza por el predominio de las 
pruebas de testigos e indicios, cuenta con las pruebas de la inquisición que 
ha de legitimar. 


d) ¿Por qué tratamos de la prueba penal?.—De no haber diferencias en- 
tre las pruebas civil y penal holgaría cualquier trabajo especial para este tema, 
pues sería suficiente una simple remisión al procedimiento contencioso. Pero 
la prueba penal, aunque tiene analogías con la prueba civil, tiene también 
grandes diferencias, que no es lícito ignorar, 

Son analogías en ambos procedimientos: 1.2, el que se necesitan dos par- 
tes contrarias: demandante y demandado, acusador y acusado; 2.2% el que la 
oposición versa sobre un hecho o sobre las conclusiones que de él se saquen; 
3.2, el que la prueba se utiliza para llevar al juez la certeza de los hechos; 
4.2, el que la carga de la prueba incumbe a quien afirma, y 5.2, el que si el 
actor no prueba, el reo debe ser absuelto. 

Pero las diferencias son muy notables. Emanan del mayor interés público 
del proceso penal y, además, de la naturaleza especial de los delitos, que sory 


(1) Cánones 1.731, 1.860, $ 1. 
(0) Can L730. 
(3) Can. 1.861; Pío XII: Sollicitudinem Nostram, 6 jan. 1950: De Iudicis pro 


Ecclesia Orientali (en adelante citaré con la sigla Dipeo), can. 571, $ 2. 
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los hechos que sirven de base al juicio punitivo. En el procedimiento penal 
hay un modo característico de utilizar la prueba: es preciso ver cómo la busca 
el juez, cómo la practica, cómo la valora, dada la naturaleza de la acusación, 
la finalidad del juicio, la teoría sobre la carga de la prueba, las facultades 
excepcionales del juez, la intervención especial del promotor de la justicia. 


B) DIFERENCIAS ENTRE LA PRUEBA CIVIL Y LA PRUEBA PENAL.—Nos 
parece provechoso que ya desde el principio y como en sumario indiquemos 
las principales diferencias existentes entre la prueba civil y la prueba penal. 


a) Respecto a la actividad del juez.—1.2 En las causas contenciosas de 
interés privado, las partes suministran la prueba y a ella ánicamente mira el 
juez para decidir el asunto; en lo penal, la intervención del juez siempre es 
activa: busca la prueba, va examinando los resultados que se obtienen, los 
completa si es posible, hace por sacar de la prueba practicada cuantos elemen- 
tos haya de convicción. 

2.2 En materia civil, el juez se contenta con declarar pertinente la prueba 
que proponen las partes, practica la que admitió y, por fin, examina si está 
justificada o no la verdad de los hechos en litigio. En lo penal, como el delito 
hiere los intereses del procomün, el juez no puede menos de tener una activi- 
dad más amplia: hace lo posible por descubrir el delito y todas sus circuns- 
tancias, las personas responsables, la participación de cada una, todo aquello 
que pueda influit como causas agravantes, atenuantes o eximentes en la cul- 
pabilidad del reo o de los correos y en la aplicación correspondiente de la 
pena. 

3.2 En lo contencioso de interés privado se da por completa la prueba 
una vez practicada la propuesta por las pattes, o desde que las partes se ponen 
de acuerdo acerca del hecho controvertido, o desde que se ha renunciado a la 
prueba propuesta; en lo penal, el objeto de la prueba es mucho más elevado: 
hay que averiguar siempre toda la verdad, confiese o no la parte el delito de 
la acusación, porque la pena, que afecta siempre a intereses privados y públi- 
cos, nunca está justificada sino cuando, practicadas todas las pruebas posibles, 
el juez puede desechar razonablemente cualquier temor fundado de algún 
hecho contrario a la acusación y cuando moralmente está cierto del delito en 
su doble elemento objetivo y subjetivo. 


b) La actividad del promotor de la justicia.—Es otra diferencia caracte- 
rística entre lo contencioso y lo penal. En lo contencioso, el promotor de la 
justicia sólo interviene si, a juicio del Ordinario, corre peligro el bien públi- 
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co (4); en las causas criminales interviene necesariamente, porque nada hay 
que tanto dañe a la ley, a la justicia y al bien público como los delitos (5).. 
Al promotor de la justicia está reservada la acusación excluyendo a cualquiera 
otro (6). Y tiene que facilitarle la prueba del delito quien se lo haya de- 
nunciado (7). Durante el período probatorio su intervención es continua y 
singular: 

1.2 Debe proponer la clase de pruebas que sea pertinente y que más 
convenga para demostrar el delito y su autor (8). 

2.2 Los derechos que son propios del actor en otros juicios competen al 
promotor de la justicia en el juicio criminal (9). 

3.2 Interviene en todos los actos (10). Asiste al examen del acusado, de 
los testigos y de los peritos. Para designar a éstos, el juez tiene que oírle 
antes (11). 


4.2 Presenta interrogatorios para el examen del acusado y de los testi- 
gos (12). Durante el examen puede sugerir al juez nuevas preguntas sobre las 
cuestiones que surjan (13). Puere aducir los capítulos que juzgue oportunos 
para la colaboración de los peritos (14). 

5.2 Tiene derecho a examinar y contradecir los artículos que proponga 
el acusado, a ver e impugnar los documentos que exhiba el acusado o que el 
juez traiga de oficio a los autos (15). 

6.2 Tiene derecho a examinar siempre y en cualquier momento de la 
causa las actas del proceso, aunque éste no se haya publicado; a pedir nuevos 
plazos para preparar escritos; a que'se le dé cuenta de todas las probanzas 
y alegatos, a pedir que comparezcan otros testigos o que se examine de nuevo 
a los ya oídos, incluso al mismo acusado (16). 


(4) Can. 1.586. Véase DEL Amo: La defensa del vínculo (Madrid, 1954), nn. 
227-231. 

(E) Can. 1586: 

(6) Can. 1.934. 

(09 Can: 1.99 

(8) Las pruebas de que puede valerse son las de testigos, peritos, documentos, 
presunciones, indicios, acceso y reconocimiento judicial... Véanse los cánones 1.748, 
Dro o Parra parra (Coed (Od Parr. 201107, Park 23 ls 
1.773, 1.781, 1.806, 1.812, 1.827. 

(9) Puede oponer excepciones contra la persona del acusado o de sus abogados, 
tachar los testigos que ponga el contrario, impugnar documentos, etc. Véanse los 
cánones 1.748, $ 2; 1.764, 8 2; 1.821. 

(10) Can. 1.587. 

MID cian 99e 2: 

(12) Can. 1.745. 

ASA Camo toro: 

(14) Can. 1.799, $ 1. 

(15) Can. 1.968, por analogía. 

(16) Can. 1.969, por analogía. 
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c) La carga de la prueba penal. —Digamos de seguida que la carga de 
la prueba no es un instituto probatorio. Es una norma reguladora del juicio: 
«Actore non probante, reus absolvitur.» «Reus excipiendo fit actor.» En lo 
contencioso estas normas se toman tal como suenan; pero en lo penal hay que 
tomar en el sentido más riguroso la máxima jurídica: «Actore non probante, 
reus absolvitur», y en la significación de la menor exigencia posible el prin- 
cipio: «Reus excipiendo fit actor». La razón es sencilla: para que prospere la 
acusación hace falta prueba plena; para la defensa, por el contrario, es sufi- 
ciente una discreta probabilidad. 

Dos funciones tiene la carga de la prueba: una, respecto al juego de la 
acción, que estimula poderosamente a las partes, y otra, respecto al juez, en 
cuanto le orienta a resolver lo dudoso dictándole la norma de que dé por 
existente lo probado y por inexistente lo no probado. De estas dos funciones 
de la carga de la prueba resultan otras dos diferencias entre lo civil y lo penal: 

1. En lo civil es de las partes la acción y de ellas el cargar con la prue- 
ba y con el riesgo de la falta de ella; aquí es donde aparece como propio de 
la carga de la prueba la función de estímulo a la actividad procesal de la 
parte. En lo penal no tiene la carga esta función: es sólo del promotor de la 
justicia la acusación; por consiguiente, a él sólo toca probar la culpabilidad 
del acusado, sin que éste deba demostrar su inocencia. Las partes cuando pi- 
den algo en juicio lo hacen por interés; el promotor de la justicia acusa no 
por interés privado suyo, sino por deber. Y por este su deber lleva la carga 
de la prueba, no como actor o como reo, sino con el carácter de una figura 
jurídica propia que actáa en defensa del bien püblico con facultades especiales. 

2. Tanto en lo civil como en lo penal el juez ha de dirimir la contienda 
reconociendo en ambos procedimientos el vigor del siguiente principio: «In 
dubiis pro reo»; pero esto en lo civil gracias a una norma de experiencia, la 
cual ensena que quien tiene interés en afirmar un hecho debe tener a su dis- 
posición las pruebas, y en lo penal por fuerza de un sentimiento muy común 
y sumamente profundo, conforme al cual, en casos de duda, es más tolerable 
que se absuelva a un culpable que se condene a un inocente (17). 

Relacionada con este sentimiento está la presunción de inocencia: «Bonus 
quilibet in dubio praesumitur, donec probetur malus» (18). Sin duda, pues, 
al promotor de la justicia es a quien corresponde en lo penal demostrar la 
verdad de los hechos delictivos ofreciendo pruebas jurídicas que justifiquen 


(17) CARNELUTTI: Estudios de Derecho Procesal (Buenos Aires, 1952) vol 1i 
pp. 106-110. 


(18) C. un. X, I, 12. BARBOSA: De axiomatibus Iuris usw frequentioribus (Lug- 
duni, 1651), Axioma 37, p. 23. e Sony 
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plenamente la verdad de sus asertos. Nunca son suficientes sus puras afirma- 
«iones, como ya hemos dicho, aunque las robustezca con juramento (19). 


El canon 1.748, diciendo: «La carga de la prueba incumbe a quien afir- 
ma, no hace sino recoger el principio jurídico del Derecho romano: «Affir- 
manti incumbit probatio» (20). Segün esto, el acusado nada tiene que probar 
mientras se contente con negar puramente o con declararse inocente al abrigo 
de la presunción de inocencia: «Bonus quilibet praesumitur»; pero le incum- 
be la prueba: a) cuando él afirme hechos, porque «facta non praesumuntur sed 
probantur», b) cuando positivamente impugne—-del modo que sea—los aser- 
tos del acusador; c) cuando contraponga a los hechos de la acusación otros 
distintos que los desvirtúen (hechos impeditivos); d) cuando a la acción opon- 
ga rigurosa excepción, ya que «reus excipiendo fit actor»; e) cuando niegue 
un hecho, verbigracia, que no atentó matrimonio, pero no puramente, sino 
añadiendo: que, hallándose en América, no pudo atentar matrimonio con tal 
persona en concreto, en determinado lugar y tiempo, etc., lo cual supone una 
«coartada; f) cuando niegue al promotor de la justicia el derecho de acusarle, 
ya que esto vale a decir que el acusado tiene un precepto legal que le ampara, 
lo cual es afirmar; g) cuando el acusado niegue lo que el Derecho presume, 
por ejemplo, la existencia de dolo en la violación externa de la ley penal; la 
bigamia, cuando existiendo un matrimonio se contrae otro diciendo que al 
primero le tiene por nulo; h) en general, siempre que vaya implícita en la 
negación una afirmación, verbigracia, que a él no le obligaba la ley penal; 
que injurió al Papa no conscientemente; que a sabiendas no hizo uso de letras 
apostólicas falsificadas, etc. 2 

C) LA NECESIDAD Y LA DIFICULTAD DE LA PRUEBA PENAL.—Nada me- 
nos que el derecho natural es el que pide con exigencia insoslayable que la 
justicia se apoye sobre el cimiento sólido de la verdad. Y a descubrir la ver- 
dad es a lo que se ordena el procedimiento judicial. Pero no siempre es fácil 
poner en claro las cosas controvertidas en los pleitos, y menos cuando se trata 
de hechos delictivos, los cuales de ordinario se perpetran con la intención de 
que permanezcan ocultos o, por lo menos, de que sus autores no sean des- 
cubiertos. 

Esta dificultad de la prueba crece si atendemos al conjunto de verdades 
que hay que descubrir en las causas criminales, porque el juez no puede me- 
nos de intentar conocer con claridad los hechos básicos del pleito, las circuns- 
tancias de los hechos, los elementos objetivos del delito, la imputabilidad, la 


(EY (GL PL xe IES, aos 
(20) AL; 2, D. 22, 3. 
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culpabilidad del reo o de los reos. ¿Y qué duda cabe de que esta averiguación 
es ardua y espinosa? Por otra parte, es absolutamente imprescindible, porque, 
¿cómo puede la Iglesia dejar sin justo amparo los intereses del procomún, que 
son la salud de las almas? 

Hay más todavía: es tan alta y trascendental la misión del juez en las 
causas criminales que él, sin faltar a la prudencia que exige su oficio, no puede 
creer sin pruebas ni al acusador que afirma ni al acusado que niega; es más, 
ni al acusador y al acusado puestos de acuerdo. Y no basta la palabra del uno 
o del otro, o la palabra conforme de ambos, porque en los juicios criminales 
los intereses que se ventilan son públicos y muy sagrados: por un lado, no es 
lícito dejar los delitos sin justo castigo; por otro, es inmoral castigar al 
inocente. 

Con toda razón, pues, había dispuesto la Sagrada Congregación de Obis- 
pos y Regulares en su Instrucción de 11 de junio de 1880: «Ad retinendam 
in specie culpabilitatem accusati opus est probatione legali, quae talia conti- 
nere debet elementa, ut veritatem evincat aut saltem inducat moralem certitu- 
dinem, remoto in contrarium quovis rationabili dubio» (21). 


D) LA NOTORIEDAD.—Segün el canon 1.747, no necesitan pruebas: 1.9, 
los hechos notorios; 2.?, las presunciones de derecho; 3.2, los hechos afirmados. 
por uno de los contendientes y admitidos por el otro en juicio. 


a) La notoriedad de hecho.—La notoriedad puede ser de hecho o de de- 
recho. Hay notoriedad de hecho cuando se dan estas dos condiciones: 1.5, que 
el delito (sus elementos objetivo y subjetivo) sea püblicamente conocido; 2.8, 
que se haya realizado en tales circunstancias que no pueda ocultarse con nin- 
gún subterfugio ni quepa excusa posible al amparo de algún derecho. 

Como es sabido, lo zoforio es muy distinto de lo que sólo es manifiesto, 
porque lo vieron muchos testigos, quienes pueden atestiguarlo con ciencia pro- 
pia, y de lo que simplemente es público, es decir, que ya está divulgado o fá- 
cilmente se divulgara. A lo público se opone lo oculto (22). 


b) La notoriedad se restringe a los hechos permanentes.—Como la no- 
toriedad de hecho ha de comprender no sólo la violación externa de la ley 
o el llamado elemento material del delito (nulla possit tergiversatione celari), 
sino también la violación imputable de la ley o el elemento formal del delito: 
(nulloque iuris suffragio excusari possit), no resulta difícil negar la notorie- 
dad de los hechos transitorios, como son las blasfemias, las injurias verbales, 


(21) S. Congr. Ep. et Reg., Instructio, 11 jun. 1880, art. 16. En Codicis Juris Ca- 
nonici Fontes, vol. IV, n. 2.005, pp. 1.022-1.025. 
(CLA Sms T9 
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la fornicación y cosas semejantes, porque estos hechos no quedan sino en la 
memoria, que es de suyo muy frágil. Ordinariamente, pues, hay motivo para 
restringir la notoriedad a los hechos permanentes que dejan tras de sí vestigio, 
como los delitos de incendio, homicidio, lesiones, falsificación de documentos, 
robos sacrílegos con quebrantamiento de cofres, arcas, ventanas o puertas, etc. 
Estos hechos siempre se pueden percibir por los sentidos y no es posible 
razonablemente negarlos o desvirtuarlos (23). 


c) La admisión de la notoriedad.—Lo notorio no necesita prueba, pero 
es preciso demostrar la notoriedad, si ésta se impugna o si el juez no la ad- 
mite sin previa justificación. Se demuestra por los medios ordinarios de prue- 
ba, al modo que otro hecho cualquiera. 

En las causas criminales el juez no debe admitir la notoriedad sin que 
esté debidamente justificada, que ya en su tiempo advertían las Decretales: 
«Cum multa dicantur notoria quae non sunt, providere debes ne quod dubium 
est, pro notorio videaris babere» (24). 


d) Procedimiento en los casos de notoriedad de becbo.—En las causas. 
criminales ante la notoriedad de hecho caben los siguientes trámites: 

1.2 Puede hacerse la acusación inmediatamente (25), dado que son cono- 
cidos el hecho delictivo y el autor del hecho. 

2.2 La acusación puede hacerse directamente o para que se imponga la 
pena ferendae sententiae (26), o para declarar la pena latae sententiae (27). 

3.2 A los autos se deben llevar los documentos o pruebas que demuestren: 
la notoriedad. Cuando menos, se consignarán en autos las afirmaciones que 
haga el promotor de la justicia sobre la notoriedad. 

4. La petición del promotor de la justicia, sus manifestaciones y sus 
pruebas sobre la notoriedad se comunican al acusado, para que éste pueda 
contestar y defenderse. 

5.2 Si el reo-en sus respuestas ni puede tergiversar el delito ni legítima- 
mente puede excusarse, se declara la notoriedad del hecho. Los documentos que 
obran en autos sobre la notoriedad o simplemente el acta de haber sido decla- 
rada son ya verdaderas pruebas judiciales. 

6.2 El juez decreta que consta la notoriedad y que la causa está conclusa. 

7.2 Sigue la discusión y defensa. Finalmente, la sentencia. 

El procedimiento que acabo de indicar se debe seguir, a mi parecer, porque 
es razonable y porque el Codex no nos da reglas especiales de procedimiento, 


(23) REIFFENSTUEL: Jus Canonicum, 1. V, tit. I, $ 4, n. 202. 
(2A GUI X ETI 28: 

(AS) ACE ai 

(COC an 2.21: m SR S 

(20)89 (20:92:22: Sa: 
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fuera de la excepción del canon 1.747 sobre los hechos notorios, los cuales 
mo necesitan prueba (28). 


e) Efectos de la notoriedad declarada.—El primero y principal ya queda 
«dicho: La notoriedad exonera de la carga de la prueba. El juez, por consi- 
guiente, puede hacer que se pase a la conclusión de la causa. Se admite la dis- 
«cusión y la defensa. El reo puede excepcionar contra las actas de la causa. 
Dada la sentencia, puede impugnarla por causa de nulidad, puede apelarla, 
-verbigracia, por desproporción injusta entre la pena y el delito; pero la noto- 
riedad no impugnada que consta en autos vale siempre lo mismo en la primera 
instancia que en la siguiente, si la hubiere. 

¿Cabe recurso contra el decreto que haya admitido y declarado la notorie- 
dad del delito? En el Derecho antiguo se respondía que no, pero en el Derecho 
vigente nos parece que se debe responder afirmativamente. Concedemos que 
‘no hay canon alguno que lo diga expresamente; sin embargo, teniendo en 
cuenta las normas claras del procedimiento sumario en los casos exceptuados 
«de causas matrimoniales, creemos que se puede deducir por analogía que con- 
tra el decreto que admite y declara la notoriedad del delito cabe recurso del 
ponente al colegio, o del tribunal de primera instancia al juez superior (29). 


f) La notoriedad de derecho.—Ateniéndonos a la ley eclesiástica vigen- 
‘te, no se puede admitir como notorio de derecho sino la sentencia de cosa 
juzgada y la confesión judicial no revocada (30). El canon 2.197, nümero 2.2, 
“establece: «El delito es notorio con notoriedad de derecho después de la sen- 
tencia de un juez competente que haya pasado a cosa juzgada, o después de 
la confesión del delincuente hecha en juicio a tenor del canon 1.750.» No 
importa para la notoriedad que el juez competente haya sido eclesiástico o ci- 
vil, ni que la sentencia haya sido condenatoria o declaratoria. Ha de haber 
pasado a cosa juzgada; mas si llega a concederse la restitución in integrum, 
entonces a partir de este remedio jurídico extraordinario contra la sentencia 


(28) Sin duda, la forma del procedimiento es brevísima cuando se trata de dar 
sentencia declaratoria por causa de delito notorio; así, por ejemplo, en el canon 646, 
sobre la dimisión de los religiosos; en el canon 654, sobre el proceso judicial en la 
expulsión de religiosos; en el canon 2.223, $ 4, sobre declaración de pena latae la- 
tentiae; en el canon 2.232, sobre el efecto de la sentencia declaratoria. 


(29) Can. 1.991, 


(30) MIcHTELS: De delictis et poenis (Lublini, 1934), I, p. 220; WERNZ-VIDAL: Jus 
-Poenale Ecclesiasticum (Romae, 1937), n. 35, nota 11. En el Derecho antiguo 
(c. 3, X, II, 21; c. 9, X, V, 1) se tenían también por notorios: a) el delito perpetra- 
do ante persona püblica, la cual da fe de haber sorprendido al reo in flagranti; 
“b) el hecho que está registrado en actas püblicas; c) el hecho transitorio consignado 
«en los autos de la causa como cierto por estar tomado de un documento con valor 


qu re Véase HEINER-WYNEN: De processu criminali ecclesiastico (Romae, 
; P. ol. 
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la notoriedad de derecho cesa, como es lógico. A favor de la cosa juzgada 
la ley concede presunción iuris et de iure (31). 

Con más facilidad se impugna la notoriedad de derecho que la de hecho. 
Contra la cosa juzgada están los remedios jurídicos de restitución in integrum 
y de querella de nulidad de la sentencia. La confesión judicial es impugnable 
por falta de alguno de sus requisitos (32). Hablaremos de las presunciones 
de derecho al tratar de las pruebas en particular, y estudiaremos la confesión 
judicial a continuación del párrafo que vamos a dedicar al examen del acusado. 


Il. EL EXAMEN DEL ACUSADO Y LA CONFESION JUDICIAL 


A) EL EXAMEN Y LOS INTERROGATORIOS.—a) Pluralidad de exámenes. 
Al reo se le puede oír en varias ocasiones del procedimiento criminal: La pri- 
mera, antes del juicio; por consiguiente, en examen extrajudicial, al final de 
la inquisición, si existen pruebas ciertas o por lo menos probables y suficientes 
para entablar la acusación (33); la segunda, cuando hecha la acusación se cita 
al reo para que comparezca y conteste al escrito de acusación (34), y la tercera, 
durante el período probatorio, como prueba especial para indagar toda la ver- 
dad (35). A este tercer examen pueden seguir, si fueren necesarios, otros 
exámenes judiciales del acusado, porque si en lo contencioso el juez puede 
interrogar a los contendientes «siempre que se trate de esclarecer una prueba 
alegada» (36), en lo criminal el juez Zebe interrogar al acusado «cuando se 
trate de comprobar la verdad de hechos que interesa al bien püblico se pongan 
fuera de duda» (37), lo cual es preciso hacer antes que el juez con su fallo 
condene o absuelva al reo, como es evidente. 


b) El examen articulado.—El examen a que nosotros nos referimos no 
es el primero perteneciente a la inquisición, ni el segundo, que es el propio 
de la litiscontestación, en el cual el acusado responde al escrito de acusación 
en orden a concordar el dubio de la cuestión principal (38), sino al tercero, 
que es el correspondiente a la instrucción del proceso. 

El ilustre procesalista padre NovaL, queriendo explicar la rúbrica: De 
instructione processus et de rei constitutione, que precede al canon 1.954, dice 
que la ¿nstrucijo comienza con el escrito de acusación y que la rei constitutio 


A _—_ _AAA 


(31) Cáns. 1.904, 1.826, 

(EP) (hin, AO, 

(33) Can 1.9467 § 2,5 nn. 3: 

(34) Cáns. 1.959, 1.726; Dipeo, cans. 540, 541. 
(35) Cans. 1:742, 1.750; Dipeo, can. 557. 

B6) Cans 17/42, 9 2: 

(909 Can» 1.7427 $ I: 

(38) Cáns. 1.726-1.728; Dipeo, can. 540. 
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no parece ser otra cosa que la citación y el examen del reo en orden a la litis- 
contestación (39). 

A nuestro humilde juicio es demasiado restringido el sentido que tan sabio 
canonista da a la rei constitutio; 1.2 Porque en el Derecho antiguo se llamaba 
constitutum o constitutio rei, como en el lugar citado atestigua el mismo padre 
Novat, a todos los exámenes, primero, segundo, etc., a los que el juez some- 
tía al procesado. No hay, pues, motivo para entender por constitutio rei única 
y exclusivamente el examen de la litiscontestación. 2.2 Porque ni la rúbrica 
citada ni el canon 1.958, que dice: «prima rei auditio seu constitutus», nos 
fuerzan a tener única y exclusivamente por rei constitutio a la primera 
audiencia del reo en la litiscontestación. Marca el orden del proceso el canon 
1.959, y segün este orden caben perfectamente, primero, los actos previos de 
la acusación (40) y de la contestación de la lite (41), y luego, la instrucción 
del proceso propiamente dicha: las pruebas (42), empezando por las llamadas 
a cargo y siguiendo con las pruebas en descargo, entre las cuales la primera 
y capital es el examen articulado del reo, que puede hacerse, a tenor del ca- 
non 1.742, $ 3, en cualquier estadio del juicio con tal que sea antes de la 
conclusión en la causa. 3.2 Por el orden que explícitamente siguen los cánones 
del procedimiento penal de los orientales: Articulus I. De causae introductione 
et litis contestatione. Articulus Il. De ordine cognitionum. Articulus HI. De 
partibus privatis et de actione civili ex delicto orta. Articulus IV. De causae 
instructione deque probationibus. Y precisamente en este artículo sobre la 
instrucción de la causa y sobre las pruebas es donde se menciona el examen 
del acusado, después de haber comenzado diciendo en el canon 555, que es el 
primero del artículo: Lite contestata locus est instructoriae. Luego el lugar 
propio del examen articulado no es la litiscontestación, sino la instrucción de 
la causa. 

Como es sabido, la razón de llamar constitutum al examen del reo es por 
la palabra «Constitutus», con la que solía comenzar el acta del examen: 
«Constitutus N. N. personaliter.» También se le da el nombre de examen 
articulado, y esta denominación es más significativa, porque ya indica ella 
que al acusado se le somete a un examen con un interrogatorio minucioso y 


muy graduado respecto a la persona del delincuente y a todas las circunstancias 
del delito (43). 


(39) NovAL: De processibus (Romae, 1920), n. 794, pp. 527-528. 
(40) Can. 1.955. 

(41) Cáns. 1.955, 1.726-1.731. 

(42) Can. 1.747 ss. 


(43) PELLEGRINI: Praxis Vicariorum (Romae, 1664), Pars IVO Sect IX Fn 278 s8.- 
WERNZ-VIDAL: De processibus, n. 134, nota 3. 
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c) Momento procesal del examen articulado.—Extraordinariamente pu- 
diera ocurrir que hubiera algún caso en el cual hiciera falta oír al acusado 
antes de haber decretado la apertura del período probatorio. Cuando esto acon- 
teciere el juez consignará en autos las circunstancias del caso y las razones que 
ha tenido para citar y oír al acusado antes de lo corriente, haya procedido de 
oficio o a instancia del promtor de la justicia. 

Para los casos ordinarios, las facultades del juez son amplísimas: Puede 
interrogar a las partes antes de la conclusión en la causa en cualquier estadio 
del juicio. Después de la conclusión en la causa, sólo en las causas que no 
pasan a cosa juzgada, o cuando se hayan admitido nuevas pruebas (44). 

En las causas contenciosas de interés privado, el momento más propicio 
para oír a las partes es después de haber practicado toda la prueba, ya que 
así pueden aclarar las dudas que hayan surgido. En las causas contenciosas 
de interés püblico, como son las matrimoniales, se examina a las partes des- 
pués de la contestación a la demanda empezando por el actor (45). 

Por el contrario, en las causas criminales resulta mejor examinar al acu- 
sado, no inmediatamente después de la litiscontestación, no antes de la prác- 
tica de las pruebas propuestas por el promotor de la justicia y por el lesionado, 
tampoco después de haber practicado todas las pruebas propuestas por ambas 
partes, sino tan pronto como se hayan recogido todas las pruebas llamadas 
ofensivas y antes de comenzar las pruebas dichas defensivas. Así era en el 
Derecho antiguo con sus procesos ofensivo y defensivo, así puede ser ahora, 
porque no hay ley que lo impida, y así, en efecto, debe ser, porque es el modo 
más conveniente, ya que de otra forma ni el promotor de la.justicia podría 
redactar debidamente los interrogatorios para el acusado ni el instructor, sin 
conocer bien los indicios existentes y las demás pruebas sobre la incriminación 
del delito, podría cumplidamente examinar al acusado y llevarle como de la 
mano hasta el punto de la confesión de la verdad. Tenemos, además, la orien- 
tación que nos dan los novísimos cánones procesales de la Iglesia oriental: 
«Reus regulariter est audiendus cum probationes a promotore iustitiae et a 
parte laesa propositae iam sint collectae. Iudex autem instructor debet sum- 
mam probationum reo patefacere ita ut hic novas probationes postulare possit» 
(can. 557). 


d) Los interrogatorios para el examen articulado. 


1.2 Los redacta el promotor de la justicia.—El promotor de la justicia, 
que es quien acusa, es el que redacta y presenta los artículos pertinentes tanto 


aa) Cans L42 $13: 1.861: 
(45) Sacra Congr. de Sacr., Instructio, 15 aug. 1936, art. 110 ss. 


— 877 — 


LEON DEL AMO 


para el examen del acusado como para los exámenes del lesionado y de los | 
testigos. 

En el escrito de acusación es conveniente que indique las posiciones o af- 
tículos sobre los que se ha de preguntar al acusado (46). Son los referentes 
al examen de la litiscontestación, con los cuales contribuirá poderosamente a. 
ilustrar al juez sobre el hecho delictivo y sus circunstancias, base del pleito, 
sobre los extremos que debe contener el dubio que se formule. 

Pero los interrogatorios para el examen articulado los presentará más tar- 
de, cuando los pida el juez instructor, ordinariamente después de haber reco- 
gido toda la prueba contraria al acusado. 


2.2. Modo de redactarlos.—Teniendo presente que la finalidad del exa- 
men articulado es averiguar la verdad de los hechos valiéndose del mismo 
acusado, al que se le va llevando paso a paso hasta el punto en el que fácil- 
mente pueda confesar el delito, si quiere y si realmente le cometió, el pro- 
motor de la justicia debe poner la debida diligencia para redactar los inte- 
rrogatorios con cautela, con tino y con caridad. 

Cautela para no divagar en cosas extrañas a la contienda, para no dejar 
pasar hechos o circunstancias de interés, para no buscar sino la verdad, sea 
ésta favorable o adversa a la acusación. Tino para no comenzar suponiendo 
la inculpabilidad o la culpabilidad del acusado, y para no hacer preguntas 
sugestivas, y para llegar suave e insensiblemente a los hechos y a todas sus 
circunstancias sin palabras molestas para nadie y sin zarandeos de preguntas 
que desconcierten al reo empujándole, quiera o no, a incurrir en contradic- 
ciones y a tener que confesar el delito. Caridad también, la cual siempre obli- 
ga, y mucho más en estas causas criminales, en las cuales, a fin de cuentas, 
se trata de hallar el medio más saludable no sólo para el bien espiritual de la. 
comunidad, sino para el alma del delincuente, a quien, como a hijo desca- 
rriado, la Madre Iglesia quiere volverlo al camino del cielo. 


3.2 Tenor de las preguntas.—En los interrogatorios se harán dos clases 
de preguntas: unas, las generales, que miran a la persona del reo, y otras, las 
especiales, que dicen relación con los hechos delictivos y con sus circunstancias. 

En las generales, como en todo juicio (47), se pregunta por el nombre, 
apellidos, edad, etc. En algunos casos es conveniente recoger como detalles: 
elocuentes determinados datos personales; por ejemplo, la fecha o año de la 
ordenación, los cargos que ha desempeñado o desempeña, si alguna vez ha 
sido removido del cargo, si con anterioridad a este proceso ha sido ya pro- 


(46) Dipeo, can. 531, n. 6. 
(47) Cans. 1.746, $ 2; 1.774. 


— 578 — 


EL PERIODO PROBATORIO EN EL PROCEDIMIENTO PUNITIVO 


cesado, cuándo, por qué, con qué resultado; si alguna vez le han impuesto 
algün remedio penal, penitencia, etc. (48). Nunca se pide juramento (49). 

En las especiales, el promotor de la justicia tiene que cefiirse a lo perti- 
nente con respecto al hecho y a sus circunstancias y ordenar de tal modo las 
preguntas que se vaya de lo conocido a lo desconocido, dando facilidades al 
acusado para que confiese su delito, si le cometió, o poniéndole en el aprieto 
de salirse del tema con evasivas elocuentes si ni quiere confesar el delito ni 
mentir. Son preguntas pertinentes las relacionadas con el hecho incriminado: 
y con sus circunstancias objetivas, con los elementos subjetivos de la impu- 
tabilidad, con lo que toque a las agravantes, atenuantes o eximentes que pue- 
da haber en el caso. 

En último término se pide que, una vez leída el acta del examen, se pre- 
gunte al acusado si tiene algo que afiadir, suprimir o variar. No se pide jura- 
mento de haber dicho la verdad (50). 


B) Lo QUE EL JUEZ PUEDE PREGUNTAR Y A LO QUE EL ACUSADO TIENE 
OBLIGACIÓN DE RESPONDER.—a) (Qué puede preguntar el juez al acusado? 
A tenor del canon 1.742, $ 1, el juez no sólo puede, sino que debe interro- 
gar al acusado cuanto sea necesario y conveniente para comprobar la verdad 
de los hechos. Y por hechos se entiende todo aquello que para el juez revista 
el carácter de hecho, como sucede con los derechos y costumbres particulares. 
Son hechos las circunstancias de ellos que resulten interesantes en el proceso, 
sea para especificar el delito, sea para determinar la imputabilidad del de- 
lincuente. 

¿Se puede preguntar al reo si ha cometido el crimen que se le imputa? 
Empecemos por distinguir dos cosas bien diferentes: una, el preguntar, y otra, 
el contestar. De que se halle, pues, el reo en las causas criminales excusado 
de confesar la verdad, no es lógico deducir que no debe el juez preguntarle si 


(48) REIFFENSTUEL: Jus Canonicum Universum, 1. V, tit. I. De accusationibus, . 
$ 8, nn. 432-434. A veces se toma la declaración de las generales con demasiada 
ligereza, sin dar a las preguntas y las respuestas la importancia que realmente 
tienen. Esto no está conforme ni con la prescripción del canon 1.774 ni con las in- 
tenciones que tuvieron las Sagradas Congregaciones Romanas y algunos prácticos 
del Derecho canónico cuando redactaron fórmulas de interrogatorios para el pro- 
ceso penal. De la declaración de las generales se obtiene la contraseña personal, 
datos valiosos de lo que el declarante es y de lo que ha sido y, a veces, indicios 
muy significativos que suelen saltar del primer encuentro y primeras preguntas y 
respuestas entre el juez y el acusado. También los procesalistas civiles del Derecho 
penal ponderan la gran importancia de la declaración de las generales de la ley: 
véase CARNELUTTI: Lecciones sobre el proceso penal (Buenos Aires, 1950), vol. I,. 
P333. 

(49) Can. 1.774. 

(50) Cáns. 1.744, 1.768. 
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cometió o no el delito (51). La cuestión queda mejor formulada así: ¿Contri- 
buye a comprobar la verdad de los hechos el preguntar al reo si cometió el 
delito que se le imputa? ¿Deja de ser legítima la pregunta porque el reo no 
esté obligado a responder o a confesar la verdad? No, dicen algunos auto- 
res (52), porque a la pregunta del juez el acusado puede responder confesan- 
do la verdad, que es a lo que hacen referencia los cánones 1.947 y 1.950. 


Yo me atrevería a proponer un camino medio consistente en el modo de 
hacer las preguntas: diría que es duro, incorrecto, menos conforme con la 
excepción que hace el canon 1.743, $ 1, preguntar al reo expresamente, ta- 
jantemente, si él cometió el crimen del que le acusan; pero defendería que 
es muy conforme al Derecho canónico vigente ir haciendo al reo, como por 
grados, poco a poco, una serie de preguntas que sin ser estridentes fueran 
aptas para descubrir toda la verdad en lo tocante al hecho y a sus circunstan- 
cias (53), y ofrecieran al acusado la mejor oportunidad para confesar su deli- 
to, conforme al espíritu de los cánones 1.947 y 1.950, o para negarlo, si fal- 
samente se le imputa. 


Terminemos este punto diciendo que el juez pregunta legítimamente: si 
tiene potestad judicial sobre'el reo; si sus preguntas no son molestas, ni cap- 
ciosas, ni falaces, ni sugerentes; si las preguntas son pertinentes a la causa por 
lo tocante a los elementos objetivo y subjetivo del delito; si se pregunta al 
acusado cuando hay contra él pruebas ciertas o al menos muy graves sobre su 
culpabilidad. Y preguntando en este modo y circunstancias, ya no es lógico 
traer a cuento la regla del derecho natural: «Nemo tenetur prodere seipsum», 
porque no es él quien se delata, sino a él, ya delatado y con pruebas en la 
mano, a quien se le pregunta para que pueda defenderse, para que brille la 
verdad, para que se pueda templar la justicia si confiesa su delito. 


b) ¿Tiene el reo obligación de confesar su delito?—Nos referimos a 
cuando el juez pregunta legítimamente al acusado. El canon 1.743, $ 1.2, 
supone en el juez la legitimidad de la pregunta y establece una regla general: 
«las partes están obligadas a responder y confesar la verdad», y una excep- 
ción: «a no ser que se trate de un delito por ellas mismas cometido». El Car- 


(51) Lrca-BARTOCCETTI: Comm. im Jud. Eccl., II, p. 607, afirma: «interrogari non 
debet reus utrum crimen patraverit de quo accusatur, quia interrogatus non te- 
netur fateri veritatem». i 

(52) CABREROS, en el Código de Derecho Canónico, B. A. C., al canon 1.742. Si 
es verdad que el acusado no está obligado a confesar la verdad, tratándose del 
delito que él cometió, no es menos verdad que el acusado tiene obligación de no 
confesar el delito que no cometió. Para que el reo cumpla con este deber y para 


que tenga ocasión de defenderse y de quitar a la verdad los paliativos de cualquier 
omisión, ¿no será conveniente la pregunta del juez? 


(53) (Cains t 42 ale 
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denal LEGA, estudiando la norma de excepción, se pregunta si pertenece al 
derecho natural o al derecho positivo, y responde afirmando que es regla de 
derecho positivo. Distingue en esta cuestión dos cosas: una, el «summum ius» 
de no mentir o la obligación abstracta de responder y confesar la verdad 
cuando el juez pregunta legítimamente al acusado, y otra, la equidad o lo que 
cabe exigir al acusado dada la capacidad y las fuerzas morales del hombre (54). 

A nosotros nos resultará más fácil si llanamente nos planteamos la cuestión 
como la plantea SAN ALFONSO María DE LIGORIO: Si está obligado en concien- 
cia el acusado a responder al juez y a confesar la verdad (55). Propuesto así 
el problema, su solución toca a los teólogos morales más que a los juristas. 

En los tiempos antiguos, cuando el derecho positivo no había determinado 
si el reo estaba obligado o no a confesar su delito, unos autores (56) defendían 
que el acusado, como no podía mentir ni le era lícito desobedecer al juez, 
tenía bajo pecado grave que responder en juicio y confesar la verdad; otros, 
por el contrario, sostenían que el acusado no estaba obligado en conciencia 
ni a responder al juez revelando su crimen ni a confesar la verdad (57). 

En nuestros días, cuando el Derecho positivo tanto civil (58) como canó- 
nico (59) exonera al acusado de responder al juez y de confesar su crimen, los 


(54) LEGA-BARTOCCETTI, J. c., III, p. 607. 

(55) S. ALPHONSUS M. DE LiGORIO: Theologia Moralis (Augustae Taurinorum, 1879), 
vollem Voen-2(4 (Ds 93T: 

(56) Las palabras de SANTO TOMÁS son las siguientes: «Ex debito (iustitiae) te- 
netur accusatus iudici veritatem exponere, quam ab eo secundum formam iuris 
exigit. Et ideo si confiteri noluerit veritatem quam dicere tenetur, vel si eam men- 
daciter negaverit, mortaliter peccat» (2. 2. q. 69, a. 1). 

BENEDICTO XIV, en su Constitución Paterna caritas, del 17 de diciembre de 1749, 
párrafo 8, advertía a los confesores: «..ac praesertim quoad illos in carceribus de- 
tentos, quorum criminales causae nondum conclusae sunt, iisdem serio admoniti 
de obligatione, qua tenentur, Judicibus super eorum delictis legitima auctoritate 
eos interrogantibus veritatem aperire; quodque hoc animi proposito carentes, abso- 
lutionem sacramentalem nullo fructu, quin potius maiori animarum suarum damno, 
susciperent...» (Bullarium Benedicti XIV [Romae, 1761], t. III, pp. 115-117). 

(57) SAN ALFONSO MARÍA DE LIGORIO: Theol. Mor., 1. IV, n. 274, afirma que la opi- 
nión de SANTO Tomás es la más probable, pero tiene por intrínsecamente probable la 
opinión opuesta de SUÁREZ, Luco y otros. El Santo Doctor la expone así: «Secunda 
sententia.. negat teneri reum crimen suum revelare casu quo damnandus foret 
ad mortem aut ad trirremes, ad carcerem perpetuum vel ad amissionem omnium 
bonorum vel totius famae et honoris. Ratio quia videtur non adesse hanc duram 
legem, tanquam humano modo impossibilem, ut quis teneatur quasi ipsemet se con- 
demnare ad gravissimam poenam, crimen suum confitendo; nisi commune damnum 
immineat ex reticentia confessionis delicti, puta haeresis, laesae maiestatis, etc., 
tunc enim reus teneretur seipsum prodere, vel saltem socios, quantum opus est ad 
commune damnum avertendum, etiamsi ipsi mors immineat ex revelatione sociorum, 
ex quibus evadet in iudicio convictus. Casu vero quo tale damnum non timetur, 
cum lex obligans ad crimen fatendum probabiliter non extet, probabiliter iudex non 
habet ius veritatem in tali casu exigendi, nec reus obligationem eam manifestandi; 
et ideo reus amphibologiis crimen celando, contra iustitiam non pecat.» 


(58) Ley de Enjuiciamiento criminal, art. 387. 
(59) Can. 1.743, 8 1. 
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teólogos modernos enseñan que el no responder el acusado al juez o el no 
confesar el acusado claramente la verdad, tenga temor de pena muy grave 
o no lo tenga, no es sino un medio de defensa que no es malo intrínsecamente, 
antes lícito. Dicen que si el acusado disimula no por esto miente, ya que, da- 
das las circunstancias, sus palabras no se deben tomar en serio (60), son res- 
tricciones mentales en sentido amplio (61), son sencillamente un modo de 
manifestar que judicialmente no es reo convicto (62). 


C) ¿No sería conveniente alguna obligación jurídica en el acusado?— 
Pero esta legislación positiva de hoy, ¿es la expresión término a la que hay 
que llegar en el desenvolvimiento perfectivo del proceso penal? Por lo pronto 
señalemos el hecho de que hay procesalistas de la talla de CARNELUTTI, los 
cuales se esfuerzan por revisar científicamente el pensamiento moderno. Re- 
conocen que el problema es menos simple de lo que parece y afirman que ni 
se resolvió siempre así ni en lo futuro deberá ser resuelto así. Que no se re- 
solvió siempre así lo demuestran con la existencia del instituto de la tortura, 
del que, según indican, se hizo una crítica que sobrepasó en sus motivos el 
límite de lo justo. A este extremismo achacan el que haya pasado a la legisla- 
ción positiva el derecho de libertad omnímoda en el procesado, permitiéndole 
que pueda callar y que pueda disimular la verdad. Esto, ¿no es demasiado? 
¿Cómo queda la potestad instructoria del juez? ¿Y hay equidad entre la obli- 
gación del testigo y la no obligación del acusado? 

Se dice en favor del acusado que «certat de damno vitando». Pero ;es que 
el carácter de daño que tiene la pena no conduce a ningún bien ni de la so- 
ciedad ni del acusado? ¿No es atenuante del delito el que lo confiese su autor 
y no es agravante el que lo niegue después de haberlo cometido? 

Por causa de la ley del péndulo se ha ido del extremo vicioso de la tortura 
al extremo contrario, también vicioso, de conceder plena libertad al acusado. 
Y ni lo uno ni lo otro. El delincuente ha demostrado con su delito que no 
sabe hacer recto uso de su libertad: ¿será malo imponer al acusado un deber 
jurídico que le ayude a usar rectamente de su libertad deficiente? ¿Implica- 
ría esta obligación en el acusado mayores dificultades que aquellas que alguna 
vez sienten los testigos teniendo que responder al juez y decir la verdad? Así 
CARNELUTTI, hablando de la potestad pesquisitiva, en sus Lecciones sobre el 
proceso penal, traducidas al espafiol y publicadas en Buenos Aires el afio 1950. 

Yo he querido únicamente exponer esta opinión, porque, según creo, ella 
valdrá mucho para no dar luego por superación definitiva la ley de hoy y para 

(60) VERMEERSCH: Theol. Mor. (Romae, 1924), vol. II, n. 695. 


(61) M. Zarea: De statibus particularibus (Santander, 1954), n. 35, p. 41. 


cu A. MERKELBACH: Summa Theologiae Moralis, ed. 8.* (1931), vol. II, m. 641, 
p. : 
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no parvificar las razones graves que teólogos como SANTO Tomás adujerom 
sabiamente en pro de la obligación de responder al juez y de confesar la. 
verdad. 

Téngase en cuenta, además, que la libertad humana no es un bien absoluto: 
ni es un fin en sí misma, sino un bien relativo y un medio concedido por 
Dios al hombre para que, usando rectamente de él, consiga el bien, al que debe 
aspirar, privado y püblico, tendiendo al fin ültimo. 

Mas cuando el individuo usa mal de su libertad, entonces la posesión: 
de este medio mal usado no ennoblece la dignidad de la persona, antes la 
rebaja en cuanto el instrumento de la libertad está siendo perjudicial al su- 
jeto. En cuyo caso se hace preciso no destruir fisiológicamente el medio, no 
forzarlo con necesidad de coacción, pero sí ayudarlo, enderezarlo, sujetarlo 
debidamente con vínculos jurídicos o morales para que éstos pongan a la 
libertad en condiciones de contribuir más fácilmente al bien que piden los 
propios intereses privados o los intereses preferentes del procomün de la so- 
ciedad eclesiástica a la que pertenece el acusado en calidad de miembro. 


d) ¿Está obligado el acusado a descubrir a sus correos?—La pregunta ya 
se la hacían los autores antiguos. Con el acusado puede haber otros que tam- 
bién fueron autores del mismo crimen o que, sin ser autores, participaron 
en la perpetración del mismo crimen. Si el juez legítimamente pregunta al 
acusado sobre los correos o sobre los cómplices del delito, ¿está obligado el 
acusado a responder al juez y a confesar la verdad? En su tiempo, muestro 
Doctor NAVARRO daba esta norma: «Regulariter non debet, nisi solum in ca- 
sibus expressis» (63). 

En nuestros días, como es de los correos el ser responsables del mismo 
crimen, y como el descubrir a uno o a varios viene a ser descubrirse a si 
mismo más tarde o más temprano, ya que los correos descubiertos por el acusa- 
do luego culparán a éste con mayor acritud y acaso sin verdad completa, 
inventando circunstancias que le perjudiquen más de lo justo, los autores se 
inclinan a creer que el acusado, a tenor del canon 1.743, $ 1, tampoco está 
obligado a confesar la verdad descubriendo a sus cómplices o correos (64). 


C) La FORMA DEL EXAMEN.—a) Las personas que asisten al acto.— 
Asisten al acto del examen el instructor, el promotor de la justicia, el mo- 
tario y el acusado. Nadie fuera del juez instructor puede hacer preguntas al 


(63) MARTÍN pm AZPILCUETA: Manuale Confessariorum (Romae, 1588), c. XVIII, 
n. 58; c. XXV, n. 37. SAN ALFONSO M. DE LIGORIO, J. c., 1. IV, n. 278, siente lo mismo: 
«Si (complices) omnino occulti sint, nec aliis indiciis aut testimoniis convinci pos- 
sint, non potest nec tenetur.. Si crimen est exceptum tenetur etiam non rogatus.» 

(64) LEGA-BARTOCCETTI, l. C., vol. II, p. 608. 
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compareciente. El promotor de la justicia, atento a las preguntas que se hagan 
y a las respuestas que el acusado vaya dando, puede pedir al juez que afiada, 
suprima o mude tal o cual pregunta del interrogatorio; puede sugerir nue- 
vas preguntas. El juez seguirá de ordinario el orden del interrogatorio, ha- 
ciendo las preguntas formuladas en él; pero esto no tiene obligación de ha- 
cerlo a estilo del deber riguroso que tiene con los interrogatorios formulados 
por el defensor del vínculo en las causas matrimoniales. 


b) Lo que se consigna en acta.—Como el pliego de preguntas se une 
al acta del examen, basta con que el actuario vaya consignando antes de cada 
respuesta: Ad 1, Ad 2, etc. Mas si el juez hace de oficio la pregunta o la 
hace a petición del promotor de la justicia, en estos casos hay que comenzar 
haciendo constar que la pregunta se hace de oficio o a instancia del pro- 
motor, y a continuación se transcribe toda la pregunta tal cual se haya for- 
.mulado. Las respuestas del acusado hay que insertarlas íntegramente y con 
Jas mismas palabras, pudiendo ser. 


C) El esclarecimiento de toda la verdad.—Si en el desarrollo del examen, 
refiriendo el acusado hechos, circunstancias, indicios, pruebas de cualquier 
género, etc., sacara a relucir cosas nuevas pertinentes o hiciere deducciones 
«dignas de consideración, todo ello se debe consignar en el acta, y tanto el 
instructor como el promotor de la justicia harán lo posible con nuevas pre- 
guntas para que se deje en claro toda la verdad. Para esto, sí hiciere falta, 
se practicarán nuevas pruebas. Es lo que se mandaba antes del Codex: Reus 
«si compareat auditur in examine, et quatenus deductiones faciat alicuius mo- 
menti, debent istae, quantum fieri potest, exhauriri» (65). 


d) Norma que se sigue ante las negativas del acusado.—Cuando el acu- 
sado comience en el examen por negarlo todo y diga que él es inocente sin 
dar razón alguna, no hay que dar por terminado el examen, sino que, con- 
forme al estilo de la Curia romana, se debe seguir adelante en el interro- 
gatorio, haciendo gradualmente preguntas pertinentes, mostrando al acusado 
el valor de los indicios recogidos y el de todas las pruebas que con fuerza 
positiva abonan la verdad de los hechos. De este modo se da ocasión al acu- 
sado para que se defienda, si puede, desvirtuando la prueba contraria. 


e) ¿Examen en una sola sesión?.—Si el acusado, en el examen, va res- 
pondiendo positivamente a las preguntas y confiesa parte o todos los ex- 
tremos de las cosas que se le imputan, es necesario no perdonar esfuerzo 


(65) S. Congr. Ep. et. Reg., Instructio, 11 jun. 1880, art. 25. 
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alguno en orden a que se haga todo el examen en una sola sesión (66). La 
razón es obvia: puesto uno a confesar su delito, cosa que es amarga, mejor 
lo hace de una vez en un acto que no en distintos tiempos, entre los cuales 
bien pueden mediar consideraciones egoístas, las cuales hagan torcer la vo- 
luntad y metan al reo en la tentación de alegar excusas o exenciones, bus- 
cando algün medio para revocar en la segunda sesión del examen lo que 
confesó en la primera. 

Esto no quiere decir que esté prohibido oír al acusado interrumpiendo 
el acto del examen, o que no se le deba preguntar o examinar todas las ve- 
ces que sean precisas, si conviene que aclare o explique lo que a petición 
del promotor de la justicia o a juicio del instructor, incluso a instancia del 
mismo acusado, sea necesario aclarar, explicar o hacer saber al juez (67). 

Cuando de hecho hay que interrumpir el cxamen por algün motivo justo: 
y razonable, verbigracia, por haber transcurrido el tiempo excesivamente y: 
ser una hora demasiado tardía, o por tener que atender a otros asuntos gra- 
ves y urgentísimos, etc., en estos casos hay que hacer constar en el acta lai 
causa de la interrupción del examen y que éste se reanudará en tal hora, día, 
mes y año. 


f) Lo que bay que averiguar si el acusado revoca su confesión. —Siem- 
pre que el acusado haya confesado una vez su delito o diversos extremos de 
la acusación, y pretenda después en la misma sesión o en otra distinta re- 
vocar lo confesado, el instructor procurará que el confesante manifieste las 
razones que antes tuvo para decir una cosa y las que ahora tiene para decir 
otra distinta retractando lo dicho en primer lugar. Y todo se hace constar 
en acta, que tanto las declaraciones contrarias como las razones que hubo: 
para hacerlas tienen su importancia y deben pesarse con diligencia en la hora. 
de valorar la prueba (68). 


g) El cierre del acta.—El acta se cierra como de costumbre. La lee ef 
actuario en alta voz. El instructor pregunta al acusado si tiene algo que aña- 
dir, suprimir o corregir. Se ratifica todo lo escrito. No se pide juramento 
sobre la verdad de dichos. Firman el acta todos los asistentes. Si el acusado: 
no sabe o no puede o no quiere firmar se consigna así en el acta antes de la. 
firma de los demás. 


(66) GrecorIo XVI, para los Estados Pontificios, Regolamento organico e di pro- 
cedura criminali, art. 373. 

(67) -REIFFENSTUEL: Jus. Cam. Univ., 1. V, tit. I, $ 8, nn. 431, 434; GREGORIO XVI, 
Regolamento, art. 376. 

(68) Regolamento, art. 3TT. 
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D) REFERENCIA ESPECIAL AL JURAMENTO.—a) El juramento ¿es tor- 
tura moral?—Se ha llamado al juramento la tortura moral del acusado o del 
testigo. Empecemos por decir que al juez hay que concederle, dentro de su 
poder jurisdiccional, la potestad instructoria, y dentro de ésta, la potestad 
de pesquisa. Ahora biem, como el perquirir, el examinar a una persona 
se resuelve en un mayor o menor quebranto que sufre el declarante en el 
derecho de libertad, derecho sobre su propia persona, viene a resultar que 
siempre ha estado vivo el problema de armonizar dos intereses encontrados: 
el que defiende la potestad coercitiva perquiriendo con la mira de restable- 
«cer el orden, aplicar las penas y conseguir sus fines saludables, y el que in- 
voca el procesado pidiendo que se respete su derecho de libertad, la inviola- 
bilidad de su persona y el respeto ante lo secreto de su conciencia. 


En el Derecho helénico, en el Derecho romano, en el Derecho medieval, 
civil y eclesiástico, se admitió la «territio» y, si este medio fallaba, el «tor- 
mentum», o, con palabra del bajo latín, la «tortura», como medio legítimo 
para obtener la verdad sobre un delito, hasta el punto de que a la palabra 
«quaestio» estuvo unida la idea de «tortura», «como es de ver en la Regla VI 
del libro V, de Regulis Juris, la cual suena así: «In ipso causae initio non est 
a Quaestionibus inchoandum.» 


Sin duda, la tortura se empleaba como un medio para que el reo o el tes- 
tigo, por evitar los males físicos del tormento, dijera la verdad venciendo 
otros estímulos que pudiera tener para no confesarla. Pero una cosa es que 
el juez, en virtud de su poder coercitivo, pueda en algún caso imponer tor- 
mento o dolor físico a determinados individuos para salvaguardar el orden 
perturbado, y otra, bien distinta, que la tortura sea siempre un medio idóneo 
para descubrir la verdad. En este último sentido se critica justamente a la 
tortura. Ya el Decreto de Graciano decía: «Pessimum enim est de suspicione 
aut extorta confessione quemquam iudicare» (c. 1., C. XV, q. VI). 

El juramento ;es tortura moral? Desde luego, el juramento de decir ver- 
dad es una promesa solemne de ser veraz en lo que se va a declarar en el 
examen judicial. Y a quien se le pide que jure se le pone en el aprieto de 
poner a Dios por testigo de la verdad que va a decir ante el juez. ;No es esto 
obligar al declarante segán la moral a que responda al juez sin reticencias y 
sin falsedades? Quien ha jurado decir verdad, ;no tiene contra los estímulos 
de no confesar la verdad la fuerza moral poderosa de no ser perjuro? 


b) Otras torturas psíquicas.—De seguir andando por el camino que se 
ha indicado nos encontraremos con otras formas de tortura. 

En tiempos pasados, haciendo padecer corporalmente, se obligaba al reo 
a que manifestara la verdad; en nuestros tiempos, haciendo padecer psíquica- 
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mente, también se le obliga al reo a que deje ver la verdad, o en la corres- 
pondencia epistolar, telefónica o telegráfica por medio de una intervención 
hábil, o en las confidencias preparadas y buscadas por el sistema poco simpá- 
tico del espionaje, o en una especie de radioscopia mental, la cual se logra 
propinando al procesado ciertas drogas: penthotal, amital, evipán, etc., con 
las cuales se intenta que el examinado no pueda ni disimular ni mentir y ten- 
gà que decir la verdad. 


c) El problema de la potestad instructoria frente al derecho sobre la 
propia persona.—Nos hagamos las siguientes preguntas: ¿Es lícito el nar- 
coanálisis forense en algún caso? ¿Es lícita la censura o intervención judicial 
de la correspondencia epistolar, telefónica o telegráfica? ¿Hasta qué límite 
llega el derecho del individuo sobre la propia persona, sobre su cuerpo, su 
actividad, su honor, sus facultades físicas y mentales? ¿No tiene límites el 
derecho al secreto? 

. Y, pot otra parte, ¿hasta dónde pueden y deben llegar las atribuciones 
del juez que ejerce la potestad coercitiva en la pesquisa de la verdad para 
defender los intereses del bien público contra la grave lesión de los delitos? 
. Como se ve, estas preguntas son otros tantos problemas interesantes en 
el proceso penal. Se los puede tratar mirando al derecho natural, al derecho 
positivo antiguo, al derecho positivo vigente por lo que éste tiene de obli- 
gación jurídica y por lo que pueda tener de doctrina o pensamiento perfec- 
tible. 
La cuestión está en si siempre se ha de fallar a favor de la libertad del 
acusado prohibiendo en la ley lo que pueda de algún modo obligarle a que 
-confiese la verdad poniendo en alguna tortura a su cuerpo o a su alma, o si 
hay que conceder a la jurisdicción instructoria el poder de emplear medios 
adónéos—no intrínsecamente malos—con los que se logre descubrir la ver- 
dad en orden a los fines saludables de la pena, tanto para el acusado como 
para la sociedad. : 

Ya hemos indicado antes la opinión del procesalista CARNELUTTI sobre 
una meta de mayor perfeccionamiento en lo referente a una obligación jurí- 
dica que se debiera poner al procesado para que éste respondiera al juez y 
confesara la verdad. En otras consideraciones no podemos detenernos, dados 
los límites de nuestro trabajo. No nos parece poco con sólo haber suscitado 
la idea de estos problemas candentes hoy en el fuero secular y, a mi juicio, 
interesantes en el proceso penal canónico. 

Si el juramento es o no es tortura moral importa menos que averiguar si 
esa llamada tortura es siempre mayor en el acusado, a quien no se le puede 
pedir juramento, que en los testigos, los cuales han de jurar y tienen obli- 
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gación de responder al juez ajustando sus palabras a la verdad de los hechos. 
Pero ni siquiera esta cuestión la voy a tratar. Mi intento es consignar lo que 
prescriben los sagrados cánones respecto al juramento del acusado. 


d) El juramento para el examen.—En los juicios eclesiásticos, de ordina- 
rio se impone a las partes que presten juramento antes del interrogatorio judi- 
cial (69) y que juren haber dicho la verdad al fin del examen (70). En las 
causas criminales, el juez no puede imponer al acusado ni el juramento de 
decir verdad ni el juramento de haberla dicho en lo tocante al crimen de la 
acusación (71). Esto es lógico, porque si el acusado no está obligado a res- 
ponder ni a confesar la verdad cuando se trata del delito suyo, ¿cómo es po- 
sible someterle a la tortura moral de jurar que dirá o que ha dicho verdad? 
Y si esta tortura se impusiese al acusado por ignorancia o por abuso del juez, 

“el declarante, después del juramento, podría o no responder al juez, o no 
confesar la verdad (72). 


e) El juramento para la confesión.—Cabe que se pretenda robustecer com 
juramento la confesión judicial o extrajudicial (73). Pero es de advertir que 
la fuerza probatoria de la confesión judicial en las causas contenciosas de 
interés privado no es la misma que en las causas criminales. En éstas, para 
que tenga valor la confesión judicial, no es preciso que sea jurada. 


f) La prueba del juramento.—Esto es cosa distinta. Hablan de esta 
prueba los cánones 1.829-1.836. En las causas criminales, el juez ha de abs- 
tenerse de deferir el juramento supletorio (74). Tampoco cabe el juramento 
decisorio, porque los delitos no son materia que admita la cesión o la tran- 
sacción (75), salvo la facultad de transigir los particulares en las acciones ci- 
viles nacidas del daño causado por razón del delito. 


En cambio, es posible el juramento estimatorio, si hay querella de 
daño (76). Incluso al mismo acusado le puede pedir el juez que determine 
bajo juramento estimatorio los daños que a él le hayan causado, si es que esto 
se ventila, por ejemplo, en una cuestión incidental del pleito, con tal que el 


(69) Cáns. 1.742, 1.744. 

(70) Can. 1.768. 

(711) Can. 1.744; Dipeo, can. 559. 

(72) El acusado puede «negare crimen etiam cum juramento (saltem sine pec- 
cato gravi) subintelligendo non commisisse quatenus teneatur fateri». Así LUGO y 


muchos otros autores, como atestigua SAN ALFONSO M. DE Licorio: Theol. Mor., 
1. III, n. 156. 


(73) Cáns. 1.750-1.752. 

(74) Can. 1.830, $ 2; Dipeo, can. 559, 8 2. 
MICA MES MINI 102 7 SUME 

(76) Can. 1.832. 
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acusado aun sea digno de tanta fe que a su aserto jurado se le pueda tener 
por bueno en la apreciación de daños. 


E) La CONFESIÓN JUDICIAL.—a) ¿Es prueba penal.—Nuestro Codex 
trata de la confesión judicial en el capítulo primero del título perteneciente 
a las pruebas. La confesión judicial, pues, tiene consideración de una especie 
de prueba. Es la reina de las pruebas, incluso en materia penal. Según el ca- 
non 1.750, «llámase confesión judicial la afirmación de un hecho verificada 
ante el juez por una de las partes en contra suya y a favor del adversario, 
por escrito o de palabra, espontáneamente o a requerimiento del juez». 


b) Sus requisitos. —Mirando especialmente al juicio criminal que ahora 
estudiamos, son oportunas las consideraciones siguientes en relación con los. 
requisitos de la confesión judicial: 

1.2 El hecho afirmado ha de ser cosa determinada y concreta, pertene- 
ciente al pleito y que el acusador la afirme y el acusado la admita sin con- 
tradicción alguna y como verdad clara e indiscutible. 

2.2 La confesión ha de estar hecha ante el juez y precisamente en el jui- 
cio que entienda sobre el delito acusado, no en otro juicio criminal o con- 
tencioso. Si el acusado ha confesado su delito en otro juicio distinto, conten- 
cioso o criminal, su confesión propiamente no es judicial, sino extrajudicial, 
de la cual hace fe plena un documento público (77). 

3.2 La confesión que hizo el procesado durante la inquisición que pre- 
cede al juicio criminal, no es confesión judicial. El acusado la puede rectifi- 
car o ratificar en el juicio formal a instancia del promotor de la justicia o a. 
requerimiento del juez. 

4. La confesión judicial puede hacerse por escrito o de palabra, en la. 
litiscontestación, en las respuestas que dé el acusado a los interrogatorios del 
examen, en las manifestaciones que él haga ante el juez o en escritos autén- 
ticos que presente al tribunal. 

5.2 La confesión judicial, principalmente la voluntaria y espontánea, es 
sospechosa de falsedad, si hay apariencias de que el acusado quiere obtener: 
con ella alguna ventaja, por ejemplo, cuando el que confiesa el adulterio 
muestra sumo interés en conseguir la separación conyugal. 

6.2 Al contrario, se presume que la confesión es verdadera si el con- 
fesante no la hace sino trabajosamente, casi como apremiado por los pasos or- 
denados de las preguntas del juez, máxime cuando el reo sólo puede esperar 
de su confesión perjuicio. 


(TO Cans. 1.738, 1.8137 $ 1 D3. 
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73 Cuando en el mismo juicio y sobre el mismo delito hay varios acu- 
sados, la confesión de uno de ellos no perjudica directamente a los de- 
más (78). A sus palabras referentes a los correos se les suele dar el valor de 
un testimonio, estimable segün la ciencia y credibilidad del que declara, par- 
ticularmente si sé trata de herejía y cisma o de otros delitos altamente da- 
‘fiosos al bien público (79). 

8.2 La confesión. que en parte favorece al acusado y en parte le perju- 
dica es divisible; cabe aceptarla únicamente en aquello que le perjudique. 

9.2 Se tiene por insuficiente la confesión que hace un menor a quien 
no se le haya dado tutor o curador (80). 


c) ¿Es revocable?—El acusado que confesó el delito en juicio no puede 
revocar su confesión, a no ser que lo haga incontinenti, o demuestre poste- 
riormente que su confesión carece de las condiciones requeridas, o que la hizo 
por error y, en consecuencia, que es falsa (81). 

Cuando en realidad la confesión del acusado adolezca de algün defecto 
legal, el mismo juez podrá y deberá considerarla como insuficiente, aunque 
-el confesante no la impugne o revoque. 


d) Fuerza probatoria de la confesión judicial—1.2 La notoriedad.— 
En las causas criminales, los delitos confesados en juicio por el delincuente ad- 
quieren el carácter de notorios con notoriedad de derecho (82). Segün el ca- 
non 1.747, «no necesitan prueba los hechos afirmados por uno de los con- 
“tendientes y admitidos por el otro, a no ser que, a pesar de ello, el Derecho 
o el juez exijan prueba». Nótese bien: «zz52 a ture vel a iudice probatio nihi- 
lominus exigatur». Por esto dijimos más arriba que la notoriedad de derecho 
no alcanza su valor mientras el juez no la haya reconocido. 

2.7 No releva de la carga de la prueba.—Y esto ;por qué? Sencillamen- 
te, porque en las causas criminales no se trata exclusivamente de asuntos pri- 
vados, sino, junto con ellos, de intereses de orden público (83). Además, 
porque puede haber peligro de que el delincuente, contra los intereses de la 
sociedad, se valga de su confesión para conseguir otros fines privados, útiles 
para sí o para otras personas. 

3.2 Queda la valoración al buen criterio del juez.—Lo dice concisa y cla- 
ramente el Derecho procesal para los orientales en su canon 538: «Tribuna- 
lis est aestimare quid valeat confessio rei, utrum in casu vim habeat plenae 


SINE CAL Ex Sk, 180, O TA 

TEA Cans TS BESO ehh (Cy Iss Gh e ©; ratty, Wak, We Ds 
(80) Can. 1.648. 

(Si); Gans 1752 

(82) Can. 2.197, n. 2. 

(83) Can. 1.751. 
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vel saltem semiplenae probationis, utrum confessio dividi possit necne. Quare, 
etsi reus delictum suum confiteatur, causa minime finitur et tribunal ad ul- 
teriora procedere debet.» Segün las circunstancias, pues, así la confesión ju- 
dicial puede ser prueba plena, prueba semiplena, confesión divisible, confe- 
sión indivisible. Por la confesión, la causa no se termina, antes debe seguir 
adelante. 


' 

42 Puede suspender el juicio —En efecto, según el canon 1.950, «den- 
tro de los límites marcados por los cánones 1.947 y 1.948 puede el Ordinario 
emplear la reprensión no sólo antes de pasar al juicio formal, sino también 
comenzado él, antes de la conclusión en la causa; y entonces se suspende el 
juicio, a no ser que deba proseguirse por haber resultado inútil la repren- 
sión». Cabe, pues, la reprensión antes del juicio formal y durante el juicio 
formal: desde la litiscontestación hasta la conclusión en la causa. Esto vale 
a decir que el acusado puede confesar su delito durante todo el período pro- 
batorio y que la confesión judicial puede tener el“efecto sorprendente de 
suspender el juicio. 

5.2 Se explica una incongruencia aparente.—CQuizá se nos objete que son 
incongruentes las afirmaciones que hemos hecho: 1.2, que a pesar de la con- 
fesión a la que conceda el juez valor de prueba s el juicio no se termi- 
na, antes debe seguir adelante; 2.2, que si estima el juez que la confesión 
hace prueba plena, no es necesario practicar más pruebas, segün el canon 
1.747, nümero 3, y se puede pasar a la conclusión en la causa; 3.2, que la 
confesión hecha durante el período probatorio antes de la conclusión en Ja 
causa suspende el juicio conforme al canon 1.950, si hay lugar a la repren- 
sión. 

. & esto respondemos que las cosas se componen, si se tiene en cuenta que 
los efectos de la confesión judicial unos dicen relación al procedimiento, y 
otros, a la imposición de la pena. Por consiguiente: 1.? Si hay confesión ju- 
dicial en casos que no quepa la reprensión, el juicio sigue adelante practican- 
do o no toda la prueba, segün estime el juez que se debe conceder a la con- 
fesión judicial fuerza de prueba semiplena o de prueba plena (84); después 
se procede a la conclusión en la causa (85), y, por fin, a la discusión y a la 
sentencia. 2.2 Si hay confesión judicial en los casos que puede emplearse 
la reprensión, también se sigue adelante en el procedimiento, pero éste aho- 
ra es especial: subroga al procedimiento del juicio que se suspende, trata de 
aplicar la reprensión evitando al acusado que se le imponga otra pena 
mayot. 


(84) Can. 1.860, 8 2. 
(85) Can. 1.860, 8 3. 
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e) La confesión extrajudicial.—Como prueba penal, nada tiene de pro- 
pio. En caso de que exista es conveniente que se recoja ya en la inquisición; 
mas de no haberlo hecho, se procurará llevarla como prueba al juicio formal, 
porque su valor siempre es estimable, al menos como indicio. Al juez toca 
valorar su fuerza probatoria, atendidas todas las circunstancias del caso. 


III. DE ALGUNAS PRUEBAS EN PARTICULAR 


A) Los rESTIGOS.—a) La prueba de los testigos en el juicio formal. — 
Me refiero ahora no a las declaraciones que se toman durante la inquisición o 
a su legitimación, sino a la prueba de testigos, que se propone y practica 
precisamente en el juicio formal. Esta prueba se desarrolla en el juicio cri- 
minal de la misma fórma que en el juicio contencioso. Huelga, pues, que 
hablemos de todo aquello que es común en ambos procedimientos. Ténganse 
en cuenta las prescripciones de los cánones 1.754-1.791. Hace falta, no obs- 
tante, que hagamos aquí las siguientes observaciones: 

b) Los denunciantes son testigos bábiles.—Si a los denunciantes no se 
los ha examinado durante la inquisición, es conveniente que se los oiga en 
el juicio formal. Segün el canon 1.756, «pueden ser testigos todos los que 
no sean expresamente rechazados por el Derecho en todo o en parte». Como 
ni en parte ni en todo el Derecho ha rechazado a los denunciantes, hay que 
concluir que por el hecho de haber denunciado no se han convertido respec- 
to a la causa del delincuente en testigos no idóneos o sospechosos o incapa- 
ces. Son, sin duda, testigos hábiles, y así eran considerados en el Derecho 
antiguo (86). 


C) Testigos excusados que declaran en secreto.—Según el canon 1.755, 
están exentos de responder al juez «los que temen que de su declaración haya. 
de seguirse a ellos o a sus consanguíneos o afines en cualquier grado de la 
línea recta y en primer grado de la línea colateral, infamia, vejaciones pe- 
ligrosas u otros daños muy graves» (87). 

Supuesta la gravedad de las causas criminales, su carácter de interés pü- 
blico y la reacción natural del acusado en contra de sus denunciantes y de 
los testigos que contribuyan a acreditar el crimen, es fácil comprender que, 
por un lado, haya testigos a los que por su declaración se les pueda seguir 
daño grave, y que, por otro lado, el testimonio de ellos mismos resulte con- 


venientísimo y hasta necesario para castigar el delito y para defender el 
bien püblico. 


(86) C. 40, X, II, 20. 
(81) Can? 4755, 8° 2; mn: 2: 
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Cuando esto ocurra, el juez podrá exigir a esos testigos, excusados por 
norma general, que declaren en el juicio respondiendo a las preguntas que se 
les haga y diciendo la verdad; pero el juez tiene que darles garantía de que 
quedarán a salvo del daño que por su declaración temen. Las seguridades 
del juez vienen a reducirse a la promesa del secreto riguroso con el que se 
guardará el nombre del testigo, y, si fuere preciso, parte de la declaración o 
toda ella, no sólo en la primera instancia, sino en todos los grados del juicio. 

Pero esto hay que armonizarlo con la justa defensa que corresponde al 
acusado por derecho natural. A este fin se ordenan, entre otros medios, los 
siguientes: 1.°, el hacer que el acusado manifieste las personas que le son 
enemigas o las que él, por algún motivo razonable, las puede tachar de sos- 
pechosas; 2.2, el examinar a dos o tres testigos para que declaren acerca de 
la condición personal del testigo secreto en lo que. toca a su religiosidad, 
honradez, credibilidad, capacidad de testimoniar en falso o de perjurar en 
juicio; 3.2, el perquirir sobre las relaciones que medien entre el testigo secre- 
to y el acusado, a saber: si hay entre ellos enemistad, malquerencia, espíritu 
de venganza, etc.; 4.2, si es oportuno, incluso se puede leer al reo, total o par- 
cialmente, la declaración, ocultando el nombre del testigo, a fin de que el 
acusado, con más facilidad, pueda impugnar los extremos del testimonio. 

Y con estos medios, como se ve, el acusado no queda indefenso, antes 
mejor defendido quizá que cuando a él mismo se le manifiestan los nom- 
bres de los testigos para que pueda tacharlos. 


d) Los testigos espontáneos.—«Si algún testigo comparece espontánea- 
mente para testificar, podrá el juez admitir o rechazar su testimonio, según 
le pareciere conveniente. Y debe rechazar al testigo que espontáneamente se 
presenta, si cree que comparece con el fin de retardar el juicio o estorbar de 
cualquier modo la justicia o la verdad» (88). 

Dos cosas son de atender en esta prescripción: la admisión del testigo 
espontáneo y la valoración de su testimonio. Por analogía con las causas ma- 
.trimoniales, en las que interviene el defensor del vínculo, creemos que el 
juez, antes de admitir o rechazar al testigo espontáneo, debe oír al promotor 
de la justicia (89), incluso al mismo acusado, si lo permiten las circunstancias, 
porque tanto el admitir como el rechazar a estos testigos ultróneos da lugar 
fácilmente a incidentes enojosos, que mejor es evitar de antemano, siendo 
posible. Sólo en el caso de un testigo que estuviera adornado de las mejores 
cualidades, y su testimonio se refiriera a la notoriedad de un delito o, al 


(88) Can. 1.760. 
(89) Can. 1.969, n. 2. 
/ 
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menos, a un hecho completamente püblico, se podría excusar al juez de la 
obligación de oír al promotor de la justicia. 

Respecto a la valoración de las afirmaciones que haga el testigo espon- 
táneo, habrá que tener presente las normas de los cánones 1.789, 1.790 y 
1.791; pero, a nuestro entender, sigue siendo útil una advertencia de tiempo 
anterior: «Animadvertat iudex, ne admittat eos, qui sponte ad examen acces- 
serint, quia mendaces praesumuntur» (90). Es claro que si el juez ya los ad- 
mitió, tuvo que ser porque los presumía honrados; es claro también que pue- 
de haber testigos espontáneos dignos de la mayor fe; pero en las causas cri- 
minales ni es corriente ni fácil que alguien, sin llamamiento judicial, quiera. 
declarar espontáneamente por puro amor a la verdad y a la justicia, sobrepo- 
niéndose a miramientos sociales y a la enemistad que le vendrá con el acu- 
sado. 


e) Los asistentes al examen de los testigos.—Es obligado que oiga a 
los testigos el juez, acompañado del actuario. El juez pregunta al testigo y va 
moderando el examen; el actuario escribe el acta y da fe. Sería un abuso gra- 
vísimo que el juez solo o el actuario solo tomaran declaración a los testigos. 
Al promotor de la justicia se le debe citar para que pueda asistir, como le 
corresponde, y él debe asistir al examen si no hay causa justa que le excuse. 

Toca al promotor de la justicia velar por el bien público e interesarse 
por el cumplimiento religioso de las disposiciones procesales. No cumple de- 
bidamente con su misión si se contenta con formular unos interrogatorios ap- 
tos. Es preciso que asista al examen, para que, oyendo las respuestas de los 
testigos, pueda sugerir al juez, si el caso lo pidiere, nuevas preguntas (91). 

¿Puede estar presente el acusado en el examen de los testigos? Las De- 
cretales (92) consideraban como útil y casi necesaria la presencia del acusa- 
do en la declaración de los testigos, porque así contribuía él al esclareci- 
miento de la verdad y podía defenderse sugiriendo al juez preguntas perti- 
nentes. Pero la práctica enseñó que, lejos de ser útil esta presencia, resulta- 
ba normalmente perjudicial por sus graves inconvenientes: al reo siempre le 
era durísimo estar oyendo afirmaciones que le eran muy adversas; a los tes- 
tigos se les quitaba libertad para ser sinceros del todo teniendo que hablar 
delante del delincuente; a uno y a otros se les ponía en situación violentísi- 
ma, de tensión enorme, propicia a contiendas e insultos, a odios y venganzas.. 


(90) S. Congr. S. Off, Instructio (ad Ep. Rituum Orient.) de procedendi modo in 
causis matrimonialibus, a. 1883, Pars II, tit. VI, art. IV, n. 42. En «Acta Sanctae- 
Sedis», vol. 18, p. 361; en Cod. Jur. Can. Fontes, vol. IV, n. 1.076, p. 395. 

(91) Can. 1.998. 

(QE (e. 9 ox. dp vU 


— 594 — 


EL PERIODO PROBATORIO EN EL PROCEDIMIENTO PUNITIVO 


Poco a poco se fué introduciendo la práctica de oír a los testigos separada- 
mente y sin la presencia de las partes (93). 

El canon 1.771 da la siguiente norma general para todos los juicios en. 
general: «Las partes no pueden asistir al examen de los testigos, a no ser 
que el juez tuviere a bien admitirlas.» En las causas criminales es más impe-- 
riosa la prescripción: «Las partes no pueden asistir al examen de los testi- 
gos», y esto es muy justo, porque en el examen del juicio penal peligra mu- 
cho más la libertad del testigo, sea por temor a venganzas, sea por el reparo 
natural que siempre se siente al’ manifestar ante el acusado los hechos delic- 
tivos por los que va a ser castigado. Y es más restringida la excepción: «a. 
no ser que el juez tuviera a bien admitirles». INo les admitirá sino por ra- 
zones más graves, las cuales se deben consignar en el acta. 

Como orientación excelente nos puede valer a los latinos la norma que 
establece el legislador eclesiástico para los sübditos de la Iglesia oriental: 
«Testium examini interesse possunt, iudice consentiente, partium advocati;, 
reus autem ne admittatur nisi gravissima ex causa» (94). 

Con esta norma, a nuestro juicio, quedan perfectamente en armonía tres 
cosas, a las que hay que atender en las causas criminales: 1.2, la sinceridad 
del testimonio, al amparo del precepto general de que ni las partes ni sus 
procuradores o abogados asistan al examen; 2.2, el pleno esclarecimiento de 
la verdad, al amparo de la facultad que se concede al juez para permitir que 
estén presentes en el examen los abogados de las partes, si hay para ello 
causas razonables; 3.2, la imprescindible defensa del acusado, al amparo de. 
no estar vedada absolutamente su presencia en el examen, antes permitida 
por causa gravísima, por ejemplo, cuando de su ausencia personal en el 
examen de los testigos se fuera a seguir el amaño de una prueba testifical 
que produjera una sentencia condenatoria en contra de la verdad, lo cual es. 


gravísimo. 


f) El careo de los testigos con el acusado.—Segün el canon 1.772, «los. 
testigos han de ser examinados cada uno por separado. Queda, sin embargo, 
al prudente arbitrio del juez, una vez prestadas las declaraciones, el confron- 
tar a los testigos entre sí o con las partes o, como vulgarmente se dice, hacer 
el careo». 

Este careo es muy propio de las causas criminales. Cuando hablemos de: 
la legitimación del proceso inquisitivo, distinguiremos dos clases de careos: 
uno, la llamada confrontación verbal, y otro, la confrontación personal. 


(93) La Sagrada Congregación de Obispos y Regulares ya lo mandaba expre- 
samente en su Instrucción de 11 de junio de 1880, art. 17: «Personae, quas exami-- 


nare expediat, semper audiantur separatim.» 
(94) Dipeo, can. 560, 
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El párrafo segundo del citado canon 1.772 deja la práctica del careo al 
prudente arbitrio del juez, pero no lo hace en absoluto, sino bajo determi- 
nadas condiciones, que señala a continuación en el párrafo tercero, el cual 
dice: «El careo podrá hacerse cuando concurran a la vez todas las condicio- 
nes siguientes: 1.2, que los testigos discrepen entre sí o con la parte en cosa 
grave y que toca a la sustancia de la causa; 2.2, que no quede otro camino 
más fácil para averiguar la verdad; 3.2, que no haya peligro alguno de escán- 
dalo o discusiones con motivo del careo.» 

También en las causas criminales el careo es un medio procesal extraor- 
dinario, por dos razones: 1.2, porque lo ordinario es que los testigos sean exa- 
minados por separado y que sea suficiente la confrontación verbal; 2.2, por- 
que rarísimamente será un medio apto para esclarecer la verdad, lo cual re- 
sulta manifiesto si se considera que casi es imposible que los confrontados 
tengan la misma autoridad y el mismo grado de cultura para en plano de 
igualdad discutir ambos, de modo que sólo triunfen las afirmaciones del que 
esté mejor informado y del que más se ajuste a la verdad. 

En el juicio formal el tiempo del careo es después de haber oído a los tes- 
tigos y después del examen articulado del acusado, pero antes de publicar las 
probanzas, porque el careo no es propiamente para que el acusado discuta, 
alegue y se defienda, sino para que el juez descubra la verdad haciendo por 
explicar las contradicciones que haya sobre los hechos afirmados (95). 

En caso de careo el juez lo manda por decreto. Se cita legalmente a quie- 
nes haya que confrontar, y en el acto del careo, constituído el tribunal, se 
manda pasar al acusado, se le invita a que manifieste de nuevo si tiene algo 
que añadir a su declaración, si se ratifica en ella o si tiene que rectificarla en 
algo. De persistir en sus afirmaciones, contrarias sustancialmente a los asertos 
del testigo o de los testigos, se va llamando uno por uno a éstos y, poniéndolos 
frente al acusado, se les pedirá que juren decir verdad, y una vez hayan ju- 
rado el juez manifestará las contradicciones existentes entre los dichos del 
acusado y los asertos del testigo e invitará a que se pongan de acuerdo en- 
trambos dando las explicaciones que sean pertinentes. 

El actuario levanta acta de cuanto se haga y se diga en el acto: las res- 
puestas del acusado, las réplicas del testigo, las palabras, los movimientos, los 
gestos y cualquiera otra circunstancia que sea útil para la causa (96). 

B) Los PERITOS. INTERVENCIÓN DEL PROMOTOR DE LA JUSTICIA.— 
a) En la admisión de la colaboración pericial.—En el juicio criminal no es 
raro que haga falta la colaboración de técnicos con cualidades especiales para 


(95) REIFFENSTUEL: Jus. Can. Univ., 1. V, tit. I, 8 8, n. 439. 
(96) REIFFENSTUEL, l. c., n. 440. 
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comprobar la naturaleza de algún hecho o para deducir la existencia de un 
delito partiendo del valor que presten determinados indicios. Es necesario el 
dictamen de peritos, por ejemplo, en casos de falsificación de documentos, 
de la gravedad de heridas, de tasación de danos. 

Decreta la colaboración pericial el juez, de oficio o a instancia del acu- 
sado o del promotor de la justicia. Ni que decir tiene que se debe rechazar esta 
prueba siempre que, atendidas todas las circunstancias del caso, resulte eviden- 
temente inütil. 

El juez debe oír al promotor de la justicia: 1.?, antes de admitir la prueba 
pericial; 2.?, antes de mandarla él de oficio; 3.?, antes de rechazarla por inútil 
o inconveniente (97). 


b) En la impugnación, tacha y sustitución de peritos.—En las causas cri- 
minales elige o designa a:los peritos, oído el promotor de la justicia, el juez, a 
quien igualmente corresponde fijar el número de ellos, teniendo en cuenta 
la naturaleza de la causa y la dificultad del asunto (98). No es ilegal que el 
acusado o el promotor de la justicia pidan un número determinado de peritos 
o indiquen concretamente tales o cuales personas, salvo siempre lo que el juez 
mande conforme a su criterio. 

Los peritos, al igual que los testigos, pueden ser recusados por no idóneos, 
por sospechosos, por incapaces (99). No son idóneos los que desconocen la 
especialidad que precisamente se busca en el caso, los que carecen de título de 
aptitud, si ésta no se demuestra por otro medio apto diferente. 

Cuando los peritos han sido tachados, sea por las partes, sea por el pro- 
motor de la justicia, o cuando se hacen sospechosos o se viene a saber que no 
son aptos, y hay que sustituirlos, la designación en la sustitución tiene que 
hacerse legalmente. En los autos se consigna la sustitución y los motivos que 
hubo para ella. Siempre se hace oyendo antes al promotor de la justicia. 


c) En la práctica del peritaje.—Ante el juez, asistido de notario, los peri- 
tos prestan juramento de cumplir fielmente su oficio. El acusado y el promo- 
tor de la justicia pueden hallarse presentes no sólo al juramento, sino también 
al desempeño del oficio pericial, a no ser que exijan otra cosa la naturaleza 
del asunto o la honestidad, o bien una prescripción de la ley o del juez (100). 
Fuera de los casos en los que toman parte los peritos en el reconocimiento 
judicial, el juez y el notario no asisten a la práctica del peritaje. 


(97) Can. 1.793, por analogía con el defensor del vínculo. 
(99) 3095919005; 

(99) Cáns. 1.795, 1.796. 

(100) Can. 1.797. 
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El juez, teniendo en cuenta las peticiones del acusado o del promotor de: 
la justicia, determinará por decreto todos y cada uno de los puntos sobre los 
que debe versar el trabajo de los peritos (101). Si quien pidió la prueba pe- 
ricial y quien propuso las cuestiones para el peritaje fué el acusado, el juez. 
oye al promotor de la justicia antes de admitir o rechazar la prueba, como ya. 
hemos dicho, y antes de fijar con su decreto los artículos del examen pericial.. 

Fuera de estas intervenciones del promotor de la justicia y la facultad que. 
le corresponde de presentar nuevas cuestiones una vez hayan presentado los. 
peritos sus dictámenes (102), todo lo demás referente a los peritos, examen 
pericial, tasación de daños, cotejo de letras, forma de dar el dictamen y valo- 
ración de la prueba se rige por los cánones que regulan esta prueba en el 
juicio contencioso. 


C) Los DOCUMENTOS.—a) Doble aspecto del documento en el juicios 
criminal.—Es bien sabido que se llaman pruebas preconstituídas a las que 
existen antes del juicio. En lo contencioso, las pruebas preconstituídas o los. 
instrumentos—hoy casi exclusivamente escrituras—son muy corrientes y tie- 
nen además un valor muy poderoso para justificar actos y contratos y para. 
resolver litigios. En lo criminal, como es lógico, no es de esperar que el delin- 
cuente vaya a escribir documentos para dejar prueba preconstituída de su 
crimen; pero como los documentos mismos pueden ser objeto del crimen si 
se los falsifica, si se fabrican, si se los toma como medio de injuriar o difamar, 
resulta que en el juicio criminal, por un lado, la prueba documental es menos. 
frecuente y de menos fuerza que en el juicio contencioso, y, por otro lado, el 
documento puede estar sujeto en su examen y valoración a dos consideracio- 
nes: una, a la de ser medio de prueba como en lo contencioso, y otra, a la de 
ser cuerpo del delito, aspecto propio de lo penal. 


b) La nulidad y la falsedad de los documentos.—Un documento es vá- 
lido y legítimo si está hecho debidamente con todas las condiciones, verbigra- 
cia, de materia pertinente, de forma, de persona que lo autoriza, etc., que 
exige el Derecho para que tenga valor. Estas cualidades extrínsecas del docu- 
mento se suelen comprender bajo el significado amplio de forma sustancial 
del documento. Si ésta falta el documento püblico deja de serlo y queda redu- 
cido a simple documento privado, a no ser que ni siquiera ese valor se le pue- 
da conceder por razón de tales defectos o vicios que hagan sospechar que ek 
documento es falso (103). 


CONCA TIO 
(102) Can. 1.801, $ 2. 
COSES LLO CC CIAO 
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Es falso el documento que adolece de vicio intrínseco por falta de verdad 5- 

1.2 Falta a la verdad cuando su contenido no responde a la realidad, aun-- 
que materialmente no esté adulterado (104); por ejemplo, cuando se supone- 
en un acto la intervención de personas que no la han tenido, cuando se atri- 
buye a las personas que han intervenido en el acto manifestaciones distintas : 
de las que hicieron, cuando se falta a la verdad en la narración de los hechos : 
o en la consignación de las fechas, o en las firmas y sellos que se estampan, :. 
cuando se da copia en forma fehaciente de un documento supuesto o de cosa: 
contraria o diferente de la que contenga el verdadero original, cuando se simu-- 
la un documento de tal forma que pueda fácilmente inducir a error sobre su» 
autenticidad (105). 

2.2 También un documento es falso cuando no está íntegro, sino mate-- 
rialmente adulterado por raspaduras, correcciones, interpolaciones, apostillas.: 
o cualquier otro vicio (106), verbigracia, por haber intercalado un documento 
en expediente, protocolo, registro, libro oficial (107) o autos de un plei-- 
to (108). 

Para demostrar la falsedad de los documentos se puede recurrir a cual-- 
quier clase de prueba que sea pertinente: de ordinario son más a propósito la: 
prueba pericial y el cotejo de letras o de documentos. 

Respecto al valor probatorio de un documento ilegítimo, adulterado c" 
falso, toca al juez, una vez demostrada la ilegitimidad, la adulteración o Ja 
falsedad, decidir si el documento debe ser legitimado dándole la forma debi- 
da, si hay que corregirlo o si se le debe tener como de ningún valor y, en con~ 
secuencia, desecharlo absolutamente, o si, a pesar de su vicio extrínseco o in- 
trínseco, conviene conservarlo en autos por lo que pueda indicar, habida: 


(104) Can. 1.814. 

(105) Código Penal español, art. 307, nn. 1, 2, 3, 4, 5, 7, 9. 

(106) Can. 1.818. 

(107) Código Penal español, art. 307, n. 8. 

(108) En nuestro Derecho canónico cometen crimen de falsedad: 1,°, según ek’ 
canon 2.361, el que fraudulenta o dolosamente calla la verdad o alega algo que es 
falso en las preces para obtener un rescripto de la Santa Sede o del Ordinario del” 
lugar; 2.2 según los cánones 2.360-2.362, los que fabrican o adulteran letras, decre-- 
tos o rescriptos de la Sede Apostólica, letras o autos eclesiásticos, tanto públicos: 
como privados, y los que a sabiendas hacen uso de tales documentos. 

Considerando la falsedad bajo el aspecto de vicio grave que priva al documento; 
püblico o privado, de su fuerza probatoria, plantea el mismo problema, tanto en 
el juicio contencioso como en el criminal; por consiguiente, son de igual aplicación: 
los cánones generales referentes a la prueba instrumental. 

El examen y consideración del documento falso en cuanto constituye un cuerpo: 
específico de delito es materia propia del juicio criminal (can. 1.552, .8 2, n. 2), pera 
menos pertinente a nuestro tema si se la restringe exclusivamente a la figura del: 
delito y a la pena con la que debe ser castigado, mas no tan ajena si se la toma: 
como un vicio especial de documentos que se han llevado al juicio punitivo y qua- 
hay que impugnarlos durante el período probatorio. 
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«cuenta de las demás circunstancias del hecho, y del valor que haya que dar 
a todos los otros indicios. 


c) La impugnación de los documentos.—Los documentos públicos se 
presumen genuinos (109), lo cual indica que se pueden impugnar (110). 

Contra un documento se puede ir por varias razones: 

1.2 Porque no se ha presentado en tiempo hábil (111). Es de advertir 
que en favor del acusado se admiten después de la conclusión en la causa los 
documentos que prueben su inocencia. 

2. Porque no es válido por defecto de forma sustancial o porque no es 
auténtico. 

3.2 Porque está falsificado o porque su contenido no responde a la ver- 
«dad de los hechos (no es genuino). 

4.2 Porque tiene adulteración y falta de integridad. 

¡La impugnación se puede proponer incidentalmente o a manera de causa 
principal; en el juicio planteado por un delito cualquiera y en el juicio sus- 
«citado por motivo del crimen de falsedad. 

Terminamos este párrafo haciendo notar que son distintas cuatro cosas: 
Ja fuerza probatoria del documento, la culpabilidad del acusado, el crimen de 
falsedad y la prueba que suministra el mismo cuerpo del delito. Puede, pues, 
«el tribunal resolver: 1), que el documento está dolosamente fabricado o adul- 
'terado, por lo cual carece de valor probatorio, y 2), que el acusado debe ser 
«absuelto, porque él no tiene culpabilidad. Igualmente puede el juez fallar: 
3), que el crimen de falsedad es evidente con sólo examinar el documento, 
y 4), que basta el mismo documento por sí solo para demostrar la delincuen- 
cia del acusado, ya que el documento, que es el cuerpo del delito, es también 
prueba plena del crimen cometido por el acusado. 


d) Sz el acusado tiene obligación de exhibir los documentos que le per- 
judiquen— Cuando en el caso hay documentos de pertenencia y posesión del 
acusado que le son adversos, ¿puede el promotor de la justicia pedir y el juez 
mandar que exhiba el acusado esos documentos en orden a que el delito quede 
probado? Dicen los autores que en las causas de interés público, verbigracia, 
las matrimoniales, si faltan otras pruebas, el juez puede obligar a la parte a 
«que exhiba los documentos que sean precisos, aunque a ella le sean contra- 
ios (112). 


(109) Can. 1.814. 

(10) Can. 1.815. 

(111) Cáns. 1.860, 1.861. 

(112 La Sagrada Congregación. de Sacramentos, en su Instrucción del 15 de 
«agosto de 1936, dice asi en el artículo 167, $ 1: «Cuando una parte rehuse entregar 
an documento, que se dice posee y se presume tiene alguna fuerza en el juicio, 
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¿Es aplicable esto a las causas criminales? Yo creo que no, porque es du- 
rísimo y parece inicuo que el acusado esté obligado a proporcionar a su adver- 
sario armas contra sí mismo (113). Un axioma forense dice: «Arma non sunt 
petenda a domo rei», lo cual está muy en razón, porque quien acusa debe: 
tener en su mano los medios suficientes para demostrar en juicio tanto la exis- 
tencia del delito como la culpabilidad del delincuente. Ya el Código de Jus- 
tiniano decía: «Qui accusare volunt probationes habere debent, cum neque 
iuris neque aequitatis ratio permittat, ut alienorum instrumentorum inspicien-- 
dorum potestas fieri debeat; actore enim non probante qui convenitur, etsi: 
nihil ipse praestarit, obtineat» (114). 


Otra cosa sería si el acusado pretendiera valerse, y se valiera, de algün: 
documento para sus fines de defensa, apoyando en él tal o cual excepción, 
y quisiera que ese mismo documento, porque en parte le es adverso, no se- 
llevara a los autos para que no pudiera contradecirlo o utilizarlo el promotor 
de la justicia, ya que estas dos pretensiones del acusado sobre uno y el mismo: 
documento no se avienen ni con el principio: «Reus in exceptione actor est»,. 
ni con el carácter del juicio y de las pruebas, en las cuales es esencial el dere-- 
cho de poder contradecir. 


D) EL RECONOCIMIENTO JUDICIAL.—a) Es un medio de prueba.— 
A lo que antes llamaban inspección ocular o personal, hoy se dice reconoci- 
miento judicial: es el examen directo que hace el juez por sí mismo o por 
otro, auditor o delegado suyo, solo o acompañado de peritos, para enterarse 
de cosas pertenecientes al pleito comprobando hechos y sus circumstam-- 
cias (115). 

Es un medio de prueba muy indicado en los delitos de hechos permanen- 
tes; a saber, en los delitos que dejan vestigios, como ocurre en casos de incen- 
dio, homicidio, lesiones, falsificación de documentos, etc. (116). 

El reconocimiento judicial vale subjetivamente para que el juez a la vista: 
de los hechos se convenza de su verdad, y vale como prueba objetiva para. 
esclarecer el valor o fuerza de otras pruebas. 


corresponderá al instructor, a instancia de parte o de oficio, oyendo al defensor del' 
vínculo, determinar por medio de un decreto si ha de exhibirse el documento y- 
cómo ha de exhibirse.» 

(ABER Go 2X RIDS2271 oy a X, 11,519; 

(114) L. 4, de edendo, II, 1. 

(115) Cáns. 1.807, 1.809. 

(116) En los casos de delito de hecho permanente, el reconocimiento judicial es: 
obligado, aun cuando el procesado confiese su delito. «Procedit hoc etiam in casu 
quo reus eiusmodi delictum a se commissum fatetur», según SCHMALZGRUEBER, F.:: 
Jus Ecclesiasticum Universum (Romae, 1845), 1. V, tít. I, n. 212. 
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b) Su momento en lo penal.—En la materia del juicio criminal, lo pri- 
mero es comprobar si existe o no el cuerpo del delito, si tiene estas o las otras 
«circunstancias, si han quedado de él vestigios. La primera inspección, dado el 
‘modo de proceder eclesiástico, suele practicarse en el período de inquisición, 
antes del juicio formal, antes de las pruebas judiciales propiamente dichas. 
¿No obstante, como el fin del reconocimiento judicial lo mismo es para con- 
vyencerse de la existencia del delito que para justipreciar las afirmaciones del 
„acusado y el valor de otras pruebas, resulta que no es infrecuente la necesidad 
o suma conveniencia de practicar el reconocimiento judicial durante el juicio 
"formal, en el cual es donde se hace la acusación y se contesta a ella, se prac- 
“tican las pruebas, se examina al acusado, se pesa con diligencia el valor de 
«todas las afirmaciones, se mide la fuerza de los documentos, se estudia el 
«Alcance de todos los indicios. 


= 


c) Nueva inspección.—Cuando el juez que ha de apreciar el reconoci- 
«miento practicado por otro no encuentra en el acta levantada consignados con 
“la debida diligencia todos los detalles que él considera precisos para formar 
juicio exacto acerca del delito de hecho permanente o acerca del valor de las 
“otras pruebas practicadas, puede acordar de oficio o a instancia del acusado 
© del promotor de la justicia que, para mejor proveer, se practique de nuevo 
Ya prueba extraordinaria de la inspección personal. 


d) Valor probatorio del reconocimiento.—1.2 Si de la inspección per- 
«sonal logra el juez convencerse de la notoriedad del delito, en este caso el 
xeconocimiento judicial resulta el medio más excelente de prueba en cuanto 
él ha valido para que conste la notoriedad y, en consecuencia, para hacer que 
no sean necesarias otras pruebas. 

2.2 Si por el reconocimiento se adquiere evidencia del hecho, entonces 

es prueba decisiva, porque el hecho que así consta no necesita de otras prue- 
bas. Pero no es conveniente que sólo por el reconocimiento se adquiera esa 
evidencia; lo uno, porque no es fácil que la vista pueda abarcar todo el com- 
plejo del crimen, y lo otro, porque incluso la vista en algún caso nos puede 
engañar. 
NOE El reconocimiento judicial nunca deja de tener su valor, porque prac- 
ticándolo conforme a las solemnidades de la ley hay que consignar por escrito 
«en acta lo que se ha visto y hallado, y estas actas judiciales son verdaderos 
documentos públicos: constituyen en lo que afirman una prueba superlativa, 
según frase de una sentencia Rotal (117). Contra la verdad de lo consignado 
»en el acta no cabe otra oposición que la de la querella de falsedad. 


(117) Decisiones Recentiores, vol. II, dec. 572, n. 30. 
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4? Distinto del valor de las actas es el valor o la fuerza probatoria de 
las cosas vistas y halladas. En efecto, hay que distinguir la fe que presta el 
acta, el valor de los indicios comprobados y el valor que dé el juez a sus mis- 
mas impresiones. Del valor de los indicios hablaremos más adelante, cuando 
tratemos de esta prueba. 

5.2 La impresión del juez en el reconocimiento por la vista de los indi- 
cios no puede ni debe ser un convencimiento tan fuerte que ya en lo sucesivo 
mo haya posibilidad de reformarlo por graves y valiosas que sean las otras 
pruebas; porque lo ilícito en el juez no sería rectificar su criterio formado en 
la inspección ocular en gracia al valor de otras pruebas decisivas, sino fallar 
en último término en contra de su conciencia debidamente formada a la luz 
‘del conjunto de todas las pruebas legales. 

6.2 Es, pues, el reconocimiento judicial en las causas criminales una en- 
tre las demás pruebas. No tiene valor decisivo superior al que en algunos 
casos puedan tener las demás pruebas juntas. El valor mismo de la inspección 
personal no se debe estimar absoluta y aisladamente, sino a la vez pesando el 
valor de todas las pruebas que concurran en el pleito. 


e) Práctica del reconocimiento judicial.—No hace falta detenernos en 
descripción alguna. Se rige por las prescripciones comunes que dan los cáno- 
nes 1.806-1.811. 


E) Las PRESUNCIONES.—a) No necesita prueba lo que afirma el De- 
vecho.—No hace al caso definir la presunción (118), lo que nos interesa estu- 
«diar es el valor probatorio que tienen las presunciones legales en lo penal. 
Según el canon 1.747, número 2, no necesitan prueba las cosas que pre- 
sume la ley. Y no necesitan prueba porque son afirmaciones que en virtud de 
la misma ley deben ser consideradas como jurídicamente ciertas (119). Es 
éste el efecto propio de las presunciones de derecho: «Quien tiene a su favor 
la presunción de derecho está relevado de la obligación de probar, la cual 
recae sobre la parte contraria, y si ésta no prueba, debe sentenciarse en favor 
de la parte por quien milita la presunción» (120). Quiere decir que quien 
' afirma lo que el Derecho presume, ya ofrece prueba jurídica. 

Pero esta prueba, para que sea apta, es preciso que se consignen en los 
autos los hechos en los que se funda la presunción, los cuales pueden ser 
o notorios, o confesados en juicio, o necesitados de prueba. Todos ellos—de 
algún modo los notorios también— pueden ser impugnados, incluso en las 


(118) Can 827. 
(119) Cer 164 Xo EID R29: 
«120) Can. 1.827. 
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presunciones de derecho y por derecho. En las presunciones simplemente de 
derecho, como es sabido, se admite prueba contraria no sólo contra el hecho 
indiciario, sino contra las mismas cosas conjeturadas (121). 

b) La presunción y la prueba penal.—De aplicación mucho mayor es la. 
prueba legal de las presunciones de derecho en materia civil que en materia. 
penal. En lo civil la presunción de derecho viene a ser muchas veces una posi- 
tio iuris universal, valedera en todos y cada uno de los casos (122); en lo pe- 
nal esta positio iuris no cabe, porque los delitos son precisamente una laesio 
iuris o iniuria (123). 

Además: las presunciones legales son normas comunes basadas en el de- 
recho natural y en lo que sucede de ordinario atendida la naturaleza del hom- 
bre; pero precisamente por esta su normatividad general pierden buena parte 
de su fuerza probatoria en el juicio criminal, dado que la prueba penal tiene 
forzosamente que mirar ez concreto a la imputación de este delito y a la cul- 
pabilidad de este delincuente, en contra precisamente de una presunción ge- 
neral: «Nemo praesumitur malus nisi probetur.» 


. 


C) Sobre algunas presunciones en particular.—Con lo expuesto no quie- 
ro decir que sean inútiles las presunciones legales en lo penal. Al contrario, 
se deben tener en cuenta, y por esto vamos a fijarnos por separado en algunas: 


1. La presunción de cosa juzgada—Pero ¿hay cosa juzgada en las cau- 
sas criminales? Distingamos: Si la sentencia es absolutoria, ésta indudable- 
mente pasa a cosa Juzgada, siempre que estén cumplidos los requisitos de la. 
ley; si, por el contrario, la sentencia es condenatoria y la condena es patente- 
mente injusta, esta sentencia debe ser revocada, y a ello no debe obstar la 
excepción de cosa juzgada, porque ;cómo va a ser tolerable y concebible que 
a un inocente dispuesto a probar su inocencia se le condene definitivamente 
por una sentencia injusta y se le aplique inmerecidamente un castigo o pena. 
grave? Nosotros aquí sólo afirmamos que cuando haya casos de cosa juzgada 
entonces hay presunción de derecho y por derecho, y en su virtud se tiene por 


verdadera y justa la cosa juzgada (124). El delito así juzgado es notorio com 
notoriedad de derecho (125). 


(121) Can. 1.826. 


(122) En el sentido a que hace referencia el texto se presume que son para: 
el párroco las prestaciones, mientras no se demuestre con certeza que era distinta: 
la voluntad de los donantes (can. 463, $ 3); se presume en los Cardenales y en los; 
Ordinarios de lugar el derecho de libre colación de beneficios en su título o diaco— 
nía, o en su territorio (can 1.432, $ 1). 

(123)  LEGA-BARTOCCETTI: Comm. in Jud. Eccl., II, pp. 823 y 824. 

(124) Can. 1.904, $ 1 

(CS) Chin, AO mo 
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2.2 Las que miran al dolo y al hecho concreto del delito.—Hay presun- 
ciones de derecho que relevan de probar la existencia del dolo, cuando hay 
violación externa de la ley penal (126), o el mismo delito en concreto, por 
ejemplo, el concubinato del clérigo que es contumaz tratando con mujeres sos- 


pechosas (127). 


3.2 Las que dicen respecto a las cualidades del delincuente.—No hay 
pocas presunciones legales que atañen a las cualidades o a la condición moral 
del delincuente, juzgando por lo que ocurre de ordinario; pero tienen su valor 
y no dejan de pasar al contrario la carga de la prueba. Expresamente presume 
la ley: 

1), la no ignorancia o ausencia de error acerca de la ley, o de la pena, o de 
un hecho propio, o de uno ajeno notorio (128); 

2), el uso de la razón en el que ha cumplido los siete años (129); 

3), la pubertad en el varón a los catorce años y en la mujer a los doce 
cumplidos (130); 

4), la incapacidad de delinquir en los habitualmente locos (131). 


4? Las referentes al procedimiento y medios de prueba.—Son muy apre- 
ciables. Se presume la renuncia a las excepciones dilatorias que no se propu- 
sieron antes de la litiscontestación (132); se presume la genuinidad de los do- 
cumentos públicos (133). 


5.2 Las presunciones generales.—Son presunciones que suelen estar con- 
signadas en las reglas de derecho. Propiamente no son presunciones de dere- 
cho positivo ni a ellas es aplicable el canon 1827. No relevan, pues, de la 
obligación de probar, pero no carecen de fuerza probatoria: menor, cuando: 
se refieren a cualidades del delincuente, extrínsecas o accidentales al ser co- 
mún del hombre; mayor, cuando señalan lo que es propio y natural de todos: 
los hombres. 

Precisamente por estar concebidas en términos tan generales no se les pue- 
de dar un valor probatorio contundente en el caso concreto llevado a los tri- 
bunales, pero sí valen en determinadas circunstancias para inclinar el ánimo» 
del juez en un sentido o en otro, y siempre son normas provechosas o medios: 
útiles para la formación del buen criterio jurídico. 


(126) Can. 2.200. 

(19708 Cans 133, 9412.359; 

(199)9$C'áns 16, $ 27 2202) 2218, 087 257 2:229; 
(129) Cáns. 88, $ 3; 2.204, 2.218. 

(130) Cáns. 88, $ 2; 2.230. 

(131) Can:412201, $12: 

a32) Gan 1.623, El al 

(133) Can. 1.814. 
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Por vía de ejemplo transcribo aquí alguna de estas presunciones genera- 
les, que tomo de las Reglas del Derecho en el Sexto de las Decretales de Bo- 
“nifacio VIII: 

«Semel malus semper praesumitur esse malus» (Reg. 8). 

«Non est sine culpa, qui rei, quae ad se non pertinet, se inmiscet» 
(Reg. 19). 

«Non debet aliquis alterius odio praegravari» (Reg. 22). 

«Imputari non debet ei, per quem non stat, si non faciat, quod per eum 
fuerat faciendum» (Reg. 41). 

«Inspicimus in obscuris, quod est verisimilius, vel quod plerumque fieri 
consuevit» (Reg. 45). , 

F) Los iNDICIOS.—a) La presunción y el indicio.—Presumir es tomar 
como cierto un hecho dudoso en virtud de la conexión que éste tiene con la 
existencia cierta de otros hechos evidentes o plenamente demostrados. La pre- 
sunción es una consecuencia lógica que la ley o el juez establecen deduciendo 
de hechos conocidos otro desconocido que es preciso acreditar. La presunción 
no es prueba directa, porque ella no demuestra inmediatamente la verdad de 
los hechos controvertidos; es prueba indirecta, que algunos llaman artificial, 
porque necesita valerse de un raciocinio para deducir por su medio que cons- 
tando tal o cual hecho distinto del delito hay que concluir con más o menos 
certeza, segün los casos, que consta el delito, por razón del enlace que éste 
tiene con los hechos probados. 

Los indicios son cosas bien distintas de las presunciones. Se llama indi- 
«cios a todas las circunstancias antecedentes, concomitantes y subsiguientes del 
crimen; a todos los detalles, rastros, huellas y vestigios que hayan podido que- 
«dar del crimen. En lo penal:la prueba de los indicios es la más frecuente. 
A los indicios se refiere el canon 1.946, $ 2, nümero 2. Los indicios son la 
raíz, el origen, la base para poder presumir. La presunción siempre es un jui- 
«cio; el indicio no puede menos de ser un hecho. Hay presunciones de derecho; 
pero, como es lógico, no puede haber indicios de derecho. 

El indicio es una sefial que indica, anuncia, revela, como el efecto a la 
causa, que ha existido otro hecho determinado. Es un testimonio mudo que 
alumbra las sombras que suele buscar el criminal. Del hecho conocido ascen- 
demos al desconocido; de los efectos ciertos a sus causas, segün la fe que en 
cada caso nos pueda prestar la constancia de las leyes físicas o morales en las 
‘que se apoye el nexo del indicio con el delito que se intenta demostrar. 


b) Los requisitos del indicio. —El indicio ha de ser un hecho cierto y de- 
terminado que ofrezca base sólida para inducir de él otro hecho. Ha de ser 
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genuino o sin adulteración alguna, de modo que sea el mismo en el momento 
del delito y en el momento de la observación judicial. No es indicio aceptable 
el que hay que probar con otro indicio, como, verbigracia, si se intentara pro- 
bar el delito de injurias por el indicio de la enemistad, y la enemistad no 
tuviera otra consistencia que el indicio de un altercado habido aíios atrás. 

El indicio ha de tener cohesión o enlace directo con el delito que se in- 
tenta probar (134). Si falta esta relación directa entre el hecho cierto y el 
delito incierto, ¿qué inducción seria puede hacerse? Precisamente en la cone- 
xión estrecha que medie entre el indicio y el crimen está la fuerza de la prue- 
ba de los indicios, no en su mayor o menor nümero. 


C) Diversas clases de indicios.—Por razón del nexo entre el indicio y el 
crimen se suelen clasificar los indicios en temerarios, leves, graves y vehe- 
mentes. 

Son temerarios los que claramente son insuficientes para concluir contra 
al acusado, porque lo mismo pueden interpretarse en un sentido que en otro; 
por ejemplo, el haberse ausentado el acusado de là parroquia donde se pro- 
fanaron las sagradas especies. 

Son leves los que suelen existir cuando existe el delito, pero que también 
los hay sin haber delito, verbigracia, el no frecuentar la iglesia ni recibir sa- 
cramentos como indicio de pertenecer a la masonería. Los indicios leves no 
pueden dar base sino para ligeras sospechas. 

Son graves los que generalmente existen, porque acompañan al crimen. 
Engendran al menos sospechas muy graves, y de ordinario dan base para pro- 
bables conjeturas. De que haya en un centro masónico una ficha de masón 
a nombre de N. N. se conjetura con buena probabilidad que ese tal señor ha 
dado su nombre a la secta. 

Son, por fin, indicios gravísimos, vebementes o violentos los que obligan 
tal juez a concluir que, dado el indicio, existió el delito. Se tiene por adúltero 
-al casado que con mujer distinta de la suya se le encuentra «solus cum sola, 
nudus cum nuda, in eodem lecto iacens». 


d) Indicios y contraíndicios.—Aun en el caso de indicios violentos co- 
rresponde al acusado el derecho de excusarse o la facultad de ofrecer pruebas 
en contrario. A este respecto es áurea la norma que suelen dar los autores: 
«No es clara la fuerza probatoria de los indicios mientras no se contrasten con 
la impugnación que de ellos haga el acusado» (135). 


(134) Can. 1.828. 

(135) LEGA- BARTOCCETT(: Comm. im Jud. Eccl., IL, p. 825; HEINER-WYNEN: De pro- 
cessu criminali ecclesiastico (Romae, 1912), p. 84; Muniz: Procedimientos Ecle- 
siásticos (Barcelona, 1926), vol. III, n. 622. 
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Contra los indicios favorables a la acusación puede haber otros favorables 
al acusado. Estos son los llamados contraindicios. Unos y otros deben ser pe- 
sados por el juez con la mayor diligencia. Aquí son de aplicar también los 
siguientes axiomas: «Praesumptio una tollit aliam», «Praesumptio fortior tollit 
debiliorem», «Praesumptio una cedit pluribus», «Praesumptiones cessant in 
claris» (136). * 


e) Fuerza probatoria de los indicios. —1.2 Hay casos en los que deter- 
minados indicios pueden engendrar evidencia, certeza absoluta. En efecto, las 
inducciones que se apoyan en la naturaleza o en la constancia de las leyes 
naturales son irrefragables, tienen una fuerza probatoria insuperable, valen 
más que cualquiera declaración de testigos, porque mada tan elocuente como 
los hechos, y los hechos no mienten. Por esto hay que dar por evidente el 
adulterio cuando consta que una mujer ha quedado embarazada durante la 
ausencia de su marido. ¡El embarazo, por ley natural, no se produce espon- 
táneamente! 

2.2 Otras veces, tan íntimo es el nexo entre el indicio y el crimen, tantos 
son los indicios robusteciendo unos la fuerza de los otros—singula quae non 
possunt, coniuncta iuvant—que constituyen sin duda prueba plena, porque 
son suficientes para engendrar en el ánimo del juez la certeza moral que se 
requiere para pronunciar sentencia condenatoria (137). En el antiguo Dere- 
cho se daba por insuficiente la presunción violenta para condenar al reo a pena 
capital; hoy no hemos de hablar de esto, porque dadas las penas canónicas 
vigentes no hay ninguna que para ser aplicada exija en el juez mayor certeza 
que la moral, siempre que ésta sea tal que excluya cualquiera duda razonable 
en contrario. 

3.2 Los indicios graves no constituyen sino prueba semiplena. Con ellos 
el juez únicamente logra una probabilidad más o menos fundada, conforme 
a la Regla 45 del Sexto: «Inspicimus in obscuris quod est verisimilius et quod 
plerumque fieri consuevit.» Como es claro, esta prueba semiplena por sí sola 
no es suficiente para condenar al acusado. 

4.2 Proceda el juez con gran cautela al formarse la conciencia de estar 
cierto del delito o de tenerlo por sólidamente probable. Es necesario que recoja 
todos los indicios y que diligentemente los pese. En materia criminal casi es 
imposible prescindir de las pruebas de indicios, ya que la mayoría de los crí- 
menes se suelen cometer en oculto no dejando lugar a pruebas directas; pero 
como el delito siempre es un hecho voluntario, como el delincuente puede 


(136) BARBOSA: De axiomatibus iuris usu frequentioribus (Lugduni, 1651), Axio- 
ma 186, p. 121. 


(137) Can. 1.869. S. Congr. Ep. et Reg., Instructio, 11 iun. 1880, art. 16. 
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con dolo preparar circunstancias y signos especiales que induzcan a error; 
como, además, el nexo entre el indicio y el crimen no es necesariamente 
inequívoco, antes en muchos casos contingente e hipotético, es del todo obli- 
gado que el juez proceda con la mayor prudencia poniendo a contribución 
cuanto le sugiera su capacidad y cuanto le haya enseñado la experiencia. 


G) Las CONTRASEÑAS.—a) Función de las pruebas críticas. —La fun- 
ción de la prueba de los testigos y de los documentos es, cada una a su modo, 
representar un hecho o la experiencia de un hecho, y por esto se las llama 
pruebas históricas. El testigo da una representación hablada; el documento 
escrito, una representación escrita; el retrato, una imagen o una representación 
fotográfica. La función de las pruebas críticas, que son los indicios y las con- 
trasenas, es indicar, señalar un hecho diferente de sí. En efecto, los indicios 
y las contraseñas tienen la virtud de que, al verlos, hacen pasar el entendi- 
miento de la cosa vista a otra distinta, que es la indicada o señalada. Los 
indicios y las contraseñas son hechos conocidos que arguyen la existencia de 
otros hechos desconocidos. 

Nuestra legislación eclesiástica habla expresamente de indicios, según he- 
mos visto en los cánones citados anteriormente, pero mo excluye las contra- 
señas, antes las sobreentiende tratando de las presunciones. 


b) Distinción entre indicios y contrasefias.—Si la palabra indicio se toma 
ampliamente por todo aquello que de algún modo pertenece al delito, en este 
sentido las contraseñas entran en la denominación de indicios. Pero en sentido 
propio los indicios son cosa distinta de las contraseñas, y como esto influye 
en la valoración probatoria que debe darse a unos y a otras, es por lo que 
conviene estudiar las contraseñas aparte. 

El indicio no es una nota convencional: es un objeto o un algo que está 
en la naturaleza misma del hecho que suministra la prueba, verbigracia, la 
cicatriz de una herida, la huella digital, la cerradura forzada, el modo de 
letra del documento falsificado, etc. La contraseña es un signo concertado: 
es una seña que accidentalmente se une a la cosa. Entre el hecho que sumi- 
nistra la prueba y la cosa señalada sólo hay una relación convencional. Por esta 
relación nos suscitan la idea de masonería la escuadra y el compás, la circunfe- 
rencia, el triángulo y la estrella de cinco puntas. 

La importancia de las contraseñas y su valor probatorio es innegable. Sabe- 
mos que en un juicio por causa de un delito contra las buenas costumbres, 
unas medallas en las que se habían grabado determinadas iniciales y fechas, 
estas contraseñas contribuyeron poderosamente a descubrir y probar qué per- 
sonas habían participado en el delito y qué grado de participación habían 
tenido. i 
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c) El tema de las contraseñas —Ya se sabe que el tema de la prueba es. 
el hecho que se intenta descubrir y acreditar. El tema de las contraseñas es 
múltiple: 1.2, la identificación de las personas, que tiene lugar destacado en. 
las declaraciones de las generales de la ley, como ya hemos visto; 2.°, la iden- 
tidad de los objetos, por las señas o marcas que puedan tener respecto, verbi- 
gracia, a la propiedad, pertenencia, uso, procedencia, calidad, etc.; 3.2, la 1den- 
tidad de épocas o de sucesos; por ejemplo, contraseñas sobre un plano para. 
indicar las iglesias que había que incendiar, o las que tenían objetos sagrados. 
que había que robar. 


d) Valor probatorio de las contraseñas.—Depende de tres cosas: 1.2, de- 
que el hecho de la contraseña sea cierto; 2.2, de su inherencia a la persona o 
a la cosa sobre la que está o a la que va unida; 3.?, de su idoneidad para seña- 
lar el tema de la prueba, o, dicho en otras palabras, de la relación directa entre 
la contraseña y la cosa que da a entender. Esta relación que asocia ambos ex- 
tremos (lo conocido y lo desconocido) ha de ser directa y especial de forma 
que la contraseña no pueda dar a entender otra cosa fuera de la señalada por 
razón del enlace estrecho que une ambas ideas asociadas. 

Cuando se da todo esto no falta ninguno de los requisitos que el canon 
1.828 exige para que se pueda conceder fuerza probatoria a los indicios, junto: 
a los cuales, como prueba crítica, según hemos dicho, se deben poner las con- 
traseñas. Al juez toca en cada caso particular apreciar el valor probatorio que 
ellas tengan. 


IV. LA LEGITIMACION DE LAS PROBANZAS 


A) VALOR DE LAS PRUEBAS RECOGIDAS POR EL INQUISIDOR.—a) Se las 
llama pruebas.—En los cánones de la inquisición 1.939-1.946 se habla de in- 
dicios precedentes (138), de exámenes que puede hacer el inquisidor pregun- 
tando a personas que crea bien informadas en el asunto (139), de pruebas. 
ciertas O al menos probables y suficientes para entablar la acusación (140). 

No hay duda de que durante la inquisición es posible recoger indicios, 
practicar la inspección ocular, pedir la colaboración de peritos, preguntar a. 
personas que conozcan el asunto, aportar documentos, cotejar letras, etc. 


b) ¿Son pruebas judiciales? —A primera vista todo parece judicial leyen- 
do los cánones 1.940, 1.941 y 1.944: «que la inquisición por regla general 
se debe encomendar a alguno de los jueces sinodales», «que el inquisidor: 


(138) Cáns. 1.939, 1.942. 
(139) Can. 1.944. 
(140) Can, 1.947, 3 2, nn. 2 y 3. 
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tiene las mismas obligaciones que los jueces ordinarios», «que debe prestar- 
juramento de guardar secreto y cumplir fielmente su oficio», «que debe abs- 
tenerse de aceptar regalos», «que a las personas a quienes examine las inte-- 
rrogará bajo juramento de decir verdad y guardar secreto», «que observará en 
el examen las reglas prescritas para el examen de los testigos», etc.; a pri- 
mera vista, digo, las pruebas parecen judiciales, pero no es así. 


En primer lugar, ni las mismas apariencias son del todo judiciales: Se ha- 
bla del Ordinario y no se comprende al Provisor; se dice que tiene el inquisi- 
dor «las mismas obligaciones que los jueces ordinarios», pero no que tiene. 
los mismos derechos o que es juez en el sentido propio de la palabra; se con- 
cede al inquisidor la facultad de «hacer que comparezcan ante él algunos a 
quienes juzgue bien informados», pero esta facultad es bien distinta de la 
otra, en virtud de la cual se cita a testigos para practicar prueba judicial, una 
vez se haya tenido la litiscontestación (141); el inquisidor llama y pregunta 
a personas informadas en el asunto, no precisamente a testigos con todos. los. 
requisitos de la ley (142); el inquisidor inquiere para información de la Curia 
en orden a descubrir si existe o no el hecho delictivo, si hay o no base sólida: 
para entablar la acusación, pero nada más (143); el promotor de la justicia 
interviene, pero no en funciones de parte, sino en calidad de asesor del inqui- 
sidor, al cual le manifiesta su parecer en las circunstancias que haya alguna: 
dificultad (144). 

La razón última y fundamental de que las pruebas del proceso inquisitivo 
no son pruebas judiciales es que no se han practicado en juicio propiamente: 
dicho, que es lo esencial. 


C) ¿Qué valor tienen para el inquisidor?—Como todo cuanto se hace en 
el proceso inquisitivo son actuaciones extrajudiciales que preceden al juicio. 
criminal (145), con objeto de conocer si se puede o no hacer la acusación, su. 
valor tiene que medirse por lo que tengan de suficientes o insuficientes para. 
seguir adelante y poder entablar la acción criminal. El canon 1.946, en su 
párrafo segundo, indica con tres números otras tantas especies de valor demos-. 
trativo en las pruebas de la inquisición: 

1.9, Valor fútil desprovisto de fundamento sólido; 

2.2, valor no fútil, pero insuficiente para entablar la acusación. 


(141) Can. 1.730. 

(142) Cáns. 1.756-1.758. 

(143) Can. 1.946. 

(144) Can. 1.945. 

(145) Dipeo, Pars 111.2, caput I, cuya rúbrica es: «De iis quae praeeunt judicio» 
criminali. 
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3.2, valor suficiente para entablar la acusación, porque son pruebas que 
justifican la existencia del delito con certeza o al menos con buena probabi- 
lidad. 


d) ¿Qué valor tienen en el juicio formal?—Las pruebas a las que veni- 
mos refiriéndonos por haberlas practicado el inquisidor acomodándose en todo 
a las prescripciones del Derecho, ¿se las puede considerar como pruebas legí- 
timas en el juicio criminal? 

Si por legítimas se quiere entender no sólo hechas debidamente para lle- 
nar el trámite previo a la acusación, sino hechas judicialmente para que valgan 
en juicio, decimos que no son pruebas legítimas porque se han practicado 
fuera del juicio, cuando el acusado no las podía conocer; es más, cuando no 
había ni acusado siquiera. 1 

Por tanto, mientras esta clase de pruebas no se lleven al juicio criminal no 
están en autos, «non sunt in mundo», no tienen para el juez valor alguno, no 
pueden perjudicar en lo más mínimo al acusado. | 

¿Pero no es posible legitimarlas para que adquieran carácter judicial? 
¿Cómo se las hace judiciales? 


e) Diversas acepciones de la palabra «judicial».—La palabra judicial se 
toma en diversos sentidos, los cuales si no se tienen en cuenta no permiten 
que nos entendamos debidamente: 

1.2 Los documentos que se llevan al juicio para justificación de algo per- 
tinente al asunto en litigio, y en juicio se los admite o impugna, son docu- 
mentos a los que se ha constituído en prueba judicial. Su valor es diferente 
según se trate de documentos públicos o privados (146). 

2.2 Entre los documentos públicos hay unos que reciben el nombre de 
documentos propiamente judiciales; a saber, los que provienen de actuaciones 
judiciales en contraposición a otros documentos públicos provenientes de actos 
jurídicos no judiciales, pero hechos fuera de juicio en forma auténtica. El 
canon 1.813 enumera, entre otras clases de documentos públicos, los «autos 
judiciales eclesiásticos» (147), los cuales para ser judiciales en este sentido y 
para ser documentos püblicos tienen que haber sido hechos en forma autén- 
tica especial (148). Sobre su valor probatorio habla el canon 1.738. 

3.* Son cosas distintas la confesión judicial (149) y la confesión extra- 
judicial (150), y, sin embargo, ambas pueden ser prueba judicial: la confesión 


(146) Cáns. 1.812, 1.813, 1.815, 1.816, 1.817. 
(CERO (CE a S T ES 

(148) Cans. 1.643, 1.645, § 3. 

(149) Can. 1.750. 

(150) Can. 1.753. 
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judicial, por haber sido hecha en juicio; la confesión extrajudicial, por haber 
sido aducida en juicio. Mas la confesión extrajudicial no se convierte en con- 
fesión judicial por el solo hecho de haberla llevado como prueba al juicio. 

4.2 Las manifestaciones que hagan personas extrañas fuera del juicio ante 
el Ordinario del lugar asistido de un notario, o sólo ante un notario, etc., ¿se 
convertirán en atestaciones judiciales por el solo hecho de llevarlas a los autos 
del juicio, publicarlas en su día y tener facultad el reo para tachar, sea a los 
declarantes, sea a sus declaraciones? He aquí una cuestión poco atendida por 
los autores cuando escriben sobre la legitimación del proceso inquisitivo. 

5.2 Un dictamen pericial hecho por un experto a quien no ha elegido 
el juez y a quien el juez no ha dado previamente las cuestiones que se deben 
someter a estudio, ¿se hace dictamen judicial de peritos por el hecho de pre- 
sentarlo al juez y porque el juez conceda facultad a la parte para que tache 
al perito o tache su peritaje? También este punto de vista es muy importante 
cuando se habla de la legitimación del proceso inquisitivo. 

6.2 Si una persona distinta del juez se persona en el lugar del delito 
e inspecciona meticulosamente todos los indicios que haya, y hace que lo que 
él ve y halla, e igualmente sus apreciaciones, las consigne por escrito una per- 
sona pública en documento de plena fe; es más, si esa persona tan diligente 
que lleva a cabo tal inspección viniera a ser más tarde juez en el juicio donde 
ese documento se presenta, ¿podríamos decir que el documento presentado se 
torna en la prueba judicial llamada acceso y reconocimiento judicial por la 
razón sencilla de que el documento se recibe en autos y se da a conocer a las 
partes para que puedan oponerse? 


f) La legitimación del proceso.—Legitimar el proceso, por lo que ahora 
interesa, es legitimar las probanzas; pero legitimar las probanzas no es hacer 
que las pruebas todas del proceso inquisitivo pasen al juicio formal como 
prueba judicial en categoría inferior a la suya correspondiente o en calidad 
de indicios, sino con el mismo rango, a ser posible, que aquel que parecían 
tener durante la inquisición. 


B) LA LEGITIMACIÓN DEL PROCESO ANTES DEL CÓDIGO VIGENTE.— 
a) En el Derecho antiguo faltan contornos precisos.—Del proceso criminal 
mixto con sus dos partes sucesivas claramente determinadas, primero, la in- 
quisición, y después, la acusación, no hay noticia precisa en las fuentes y casi 
tampoco en los canonistas, al menos por lo que respecta al ordenamiento pro- 
cesal y a la forma externa de practicar las actuaciones. 

La primera fuente que trata del procedimiento criminal mixto es la Ins- 
trucción dada por la Sagrada Congregación de Obispos y Regulares el día 
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11 de junio de 1880; pero el procedimiento que ella regula es gubernativo 
y, además, ni aporta gran cosa respecto a lo propio y privativo de la inquisi- 
ción y de la acusación ni esclarece el modo práctico de legitimar las pruebas 
que se recogieron durante el período inquisitivo. 


b) La legitimación, según la Instrucción del año 1880.—En prueba de lo 
que hemos acabado de afirmar es conveniente que mos detengamos un poco 
en algunas prescripciones de la citada Instrucción. 

¿Cuándo se debe citar y oír al procesado? «Cum collectum fuerit quidquid 
opus sit ad factum et accusati culpam constituendam, vocatur iste ad examen» 
(art. 21). Y si comparece: «auditur in examine, et quatenus responsiones fa- 
ciat alicuius momenti, debent istae, quatenus fieri potest, iudiciali examini 
subiici» (art. 25). 

¿Pero cómo se legitiman las pruebas practicadas durante el proceso inqui- 
sitivo? La Instrucción no hace sino indicar de algún modo la confrontatio ver- 
balis con las siguientes palabras del artículo 26: «Proceditur inde ad contesta- 
tionem facti criminosi et determinationem rationum, quibus persuadetur, accu- 
satum reapse criminis fuisse auctorem lapsumque in relativis poenis canonicis.» 

Y a continuación termina exponiendo el objeto y fin del careo: «Quum 
accusatus tali modo habeat plenam cognitionem actorum, quae in processu 
adversus se habita sunt, accusationi omni ex parte respondere valet, et iure 
pollet defendendi semetipsum, aut per se ipsum aut per advocatum» (art. 27). 

En consecuencia, según el proceso criminal que ordena la Instrucción, que 
es proceso gubernativo, para legitimar las probanzas no hace falta convertirlas 
en pruebas judiciales, como es claro; basta con darlas a conocer al acusado 
para que éste pueda defenderse. Y esto es todo. 


c) La legitimación, según el «Regolamento» de Gregorio XVI.—No pue- 
de considerarse este Regolamento organico e di procedura criminali, promul- 
gado por Gregorio XVI para los Estados Pontificios en 1832, como fuente del 
Derecho canónico, pero es útil consultarlo porque recoge modos y prácticas que 
se tenían entonces en las Curias eclesiásticas. 


Según este Código, había que publicar las pruebas recogidas durante la 
inquisición: documentos, atestaciones... (art. 384), para que el acusado pu- 
diera conocer las pruebas que había contra él y para que pudiera defenderse 
(art. 385). 

Dados a conocer los documentos, éstos podían ser impugnados o recono- 
cidos, y así quedaba hecha su legitimación; conocidas por el acusado las decla- 
raciones, podía oponerse a ellas, y podía pedir nuevo examen con preguntas 
pertinentes. Los testigos más importantes repetían su examen ante el juez y 
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frente al acusado. La legitimación, pues, de las declaraciones se hacía, previa 
la publicación, por medio de la confrontatio personalis. 

Nótese que en el sistema procesal gregoriano el examen articulado del reo 
se tenía antes de la acusación püblica formal; por consiguiente, antes de ella 
el procesado ya conocía las pruebas que había contra él y ya se venía proce- 
diendo judicialmente. 

d) La «repetitio testium» en la práctica forense.—Después del Concilio 
Tridentino se fué introduciendo poco a poco en todas las partes la costumbre 
de que interviniera el promotor fiscal en las causas criminales y de que se 
procediera en el juicio criminal de modo que la primera parte fuera de in- 
quisición, y la segunda, de acusación. 

Por costumbre también, las declaraciones del período inquisitivo hechas: 
«non citato inquisito», según PELLEGRINI (151), se legitimaban por medio: 
de la repetición de testigos. 

Era natural: había que repetir las declaraciones porque, de lo contrario, 
no valían sino como indicios (152) y porque regularmente el procesado se 
oponía a ellas, al menos por haber sido practicadas sin su intervención. Ante 
esta actitud de la parte se hacía preciso tornar de algún modo las pruebas 
¿legítimas en legítimas. De aquí la «legitimatio processus», que venía a tener 
el mismo significado que estas otras dos frases: «confrontatio testium cum: 
accusato» y «repetitio testium». 

La repetición de la declaración del testigo se practicaba de dos formas: 
o leyendo el notario al acusado los testimonios, para que éste los pudiera im- 
pugnar tachando a los testigos o a los testimonios; o careando en nuevo exa- 
men judicial a los testigos con el acusado (153). 

e) Conclusión sobre las formas de legitimación que estuvieron en uso.— 
Puede decirse que antes del Código vigente de Derecho canónico las pruebas 
del proceso inquisitivo podían legitimarse de alguna entre las formas siguien- 

(151) PELLEGRINI: Praxis Vicariorum (Romae, 1666). Pars IV, Sectio II, n. 64. 

(152) PELLEGRINI: I. c., n. 64, p. 531. 

(153) A esta última forma se refiere PELLEGRINI, l. C., pars IV, sect. XI, nn. 1 ss. 
BouIx, en su obra De iudiciis ecclesiasticis (Parisiis, 1884), vol. II, pars. II, sect. IIT, 
subsect. III, c. VII, pp. 218-220, trata en particular de los requisitos que se nece- 
sitan para una legítima repetición de testigos. Extracta a PELLEGRINI y dice que las: 
cosas que se requieren son: 1.8, que sea el juez quien de ordinario examine a los: 
testigos antes oídos; 2., que los oiga como si nunca hubiesen sido oídos: citando: 
al acusado, presentando interrogatorios, exigiendo juramento, etc.; 3.8, que se haga 
la repetición después de publicar el proceso inquisitivo; 4.2, y antes de la conclu- 
sión en la causa; 5.5, que el examen se haga empezando por los interrogatorios que 
haya presentado el acusado y después por la declaración ya hecha para informa- 
ción de la Curia; 6.2, que confirme el testigo las afirmaciones antes hechas, pero 
aseverando ahora que son verdaderas; 7.3, que el testigo repita la declaración por 
extenso, sin contentarse con simple referencia a lo antes declarado; 8.5, pero con- 


forme al estilo y costumbre de algunas Curias era suficiente leer al testigo la. 
primera declaración y preguntarle si se ratificaba en ella bajo juramento. 
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‘tes. En todas era preciso, como requisito previo, publicar las pruebas para que 
el procesado pudiera defenderse. Seguía luego la legitimación, cuyas formas 
eran: 

1.2, admitiendo o reconociendo los documentos exhibidos; 

2.2, dando por buenas las conclusiones tomadas en la inspección ocular 
ry en la colaboración de los peritos; 

3.2, repitiendo a petición del acusado o del promotor fiscal el reconoci- 
miento judicial y la práctica del peritaje, estando presente el acusado y obser- 
vvando las reglas procesales del juicio; 

4.2, repitiendo los exámenes de los testigos. 

Sobre esto último, en las primeras épocas, el examen se repetía confron- 
“tando al acusador con el acusado, los cuales oían la declaración de los testigos 
ante el juez; después, el careo únicamente era entre los testigos y el acusado, 
«en cuyo acto judicial se leía la declaración antes prestada, hacían sus observa- 
«ciones los careados y se consignaban en acta todas las manifestaciones hechas 
ante el juez durante el careo (154); más tarde, era suficiente el careo llamado 
“verbal, el cual evitaba los inconvenientes de poner frente a frente los testigos 
con el acusado y no dejaba al acusado indefenso, ya que frente a él se ponían 
las palabras de los testigos, consignadas en acta, las. cuales leía el notario 
»0 podía leer y examinar el acusado o su abogado; últimamente había esta otra 
‘forma, con la cual se obviaba el grave inconveniente de la confrontación perso- 
«nal y se aprovechaba la utilidad suma de oír judicialmente al testigo: para obte- 
«ner todo esto se notificaban al procesado los nombres de las personas examina- 
das, por si tenía que formular tachas; se le invitaba a presentar interrogatorios 
-si los juzgaba oportunos, y se le citaba para el acto del juramento, no para el 
«examen, en el cual el juez sin la presencia del acusado mandaba leer las decla- 
raciones anteriores, y una vez leídas, preguntaba al testigo si se ratificaba en 
“sus afirmaciones o si tenía que corregir o añadir algo, y a continuación le 
“sometía a los interrogatorios nuevos que hubiera o a las preguntas que debie- 
ta hacer de oficio. Terminado este examen, la atestación del declarante era 
, judicial. 


C) LA LEGITIMACIÓN, SEGÚN EL CÓDIGO VIGENTE.—a) Silencio del 
¡Código sobre la forma de la legitimación.—En la actual legislación canónica 
vigente se da por descontado en el proceso acusatorio que acerca del delito 
hay pruebas recogidas durante la inquisición; se supone que las pruebas que 
“valieron para poder entablar la acusación no dejarán de tener importancia en 

(154) De este careo dice PELLEGRINI, l. c., Pars IV, Sect. IX, n. 66: «Haec con- 
frontatio regulariter non est necessaria, nec de substantia processus; et ideo ea 


«omissa prorsus non infirmatur, quia est remedium subsidiarium et extraordinarium; 
oam remedium ordinarium est repetitio.» d 
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el juicio formal, donde hacen falta pruebas suficientes para condenar al acu-- 
sado. Pero esta sentencia condenatoria no se puede apoyar en las pruebas re- 
cogidas durante el proceso inquisitivo mientras no se comuniquen al acusado: 
y éste pueda contradecirlas y defenderse. Es, pues, de todo punto necesario: 
legitimar el proceso. 

Mas, ¿cómo se legitima? Esto es lo que no ha dicho el Código. Sobre la 
legitimación ha guardado un silencio absoluto. El canon 1.959 da como norma 
general que se tengan en cuenta para la tramitación del juicio criminal los. 
cánones referentes al juicio contencioso. 


b) Norma que dan las Letras Apostólicas «Sollicitudinem Nostram», de” 
6 de enero de 1950.—El actual Sumo Pontífice Pío XII, en los cánones que 
prescribió a los súbditos de la Iglesia oriental por medio de las Letras Apos-- 
tólicas citadas, marca en la legislación eclesiástica sobre el juicio criminal un» 
perfeccionamiento especialísimo, si se comparan esos cánones con los cánones: 
anteriores de Benedicto XV para la Iglesia latina. 

Por lo que atañe a la legitimación del proceso inquisitivo, ha ordenado: 
expresamente: «Probationes quae fuerint ad inquisitore collectae ad normam : 
can. 518, confirmandae sunt a testibus et peritis in instructoria, ut iudex ex- 
ipsis suam certitudinem efformare possit; partibus autem semper licet iis uti 
in discussione causae praesertim ad contradictiones et variationes evincen-- 
das» (155). 

A la luz de esta norma es claro en el Derecho oriental: 

1.? Que las pruebas recogidas por el inquisidor son pruebas extrajudicia-- 
les. Todo lo perteneciente a la inquisición está comprendido bajo la rúbrica: 
del capítulo primero, que reza: «De iis quae praeeunt iudicio criminali.» 

2.2 Que legitimar es confirmar; es decir, corroborar las pruebas, revali-- 
darlas judicialmente. 

3.9 Que esta confirmación es necesaria en las pruebas de testigos y pe-- 
ritos. 

4.2 Que el tiempo apto para la legitimación es «zm instructoria»; a sa-- 
ber, desde la litiscontestación hasta la conclusión en la causa. 

5.2 Que se requiere la legitimación para que el juez pueda valerse de 
esas pruebas en orden a pronunciar sentencia en el juicio criminal. 

6.2 Que a las partes siempre les será lícito hacer uso en la discusión dé 
la causa tanto de las pruebas legitimadas del proceso inquisitivo como de las: 
pruebas practicadas en el juicio formal, principalmente para demostrar las 
contradicciones o variaciones que en ellas haya. Se publican ambos procesos... 


(155) Dipeo, can. 561. 
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c) Formas de legitimación conforme a los cánones vigentes. —a') Tres 
principios como punto de partida.—Como principios que siempre habrá que 
tener a la vista respecto a la legitimación de probanzas, señalamos los si- 
guientes: | 

1. En el juicio no puede haber prueba alguna que no se dé a conocer al 
acusado, so pena de nulidad de juicio (156). Si el juez no necesita para nada 
las pruebas del proceso inquisitivo, no tiene obligación alguna de publicarlas; 
pero si las necesita o si quiere valerse de ellas en el juicio debe publicarlas. 

2.? Las pruebas del proceso inquisitivo son pruebas extrajudiciales. El 
juicio criminal comienza con la acusación del promotor de la justicia y con 
la citación del acusado (157). Por consiguiente, para que esas pruebas extra- 
judiciales valgan en el juicio es preciso hacerlas judiciales. El juez no puede 
sacar la certeza moral que se necesita para pronunciar sentencia condenatoria 
sino de lo alegado y probado (158). 


o 


3.2 Para convertir en judiciales las pruebas extrajudiciales no son nece- 
sarios en todas y cada una de ellas los mismos requisitos jurídicos, antes dis- 
tintos según sea distinta la especie de prueba y según sea distinta la acepción 
en que se tome la palabra judicial, conforme a lo que anteriormente hemos 
expuesto. Se recuerde la diferencia entre confesión judicial y confesión extra- 
judicial, entre actas judiciales y otros documentos públicos, entre dictamen 
privado de un experto y dictamen de un perito elegido por el juez. 


b') Formas de legitimar las diferentes especies de prueba.— Supuestos 
los anteriores principios jurídicos, pasemos a considerar cómo se legitiman 
las diversas clases de prueba del proceso inquisitivo: 


1.2 Los indicios y contraseñas, por cuanto son hechos y en cuanto se los 
quiere tomar como prueba, se legitiman desde el momento que se los lleva al 
juicio y el acusado los conoce como prueba que se aporta contra él y que él 
tiene derecho a impugnar. 


2. Los documentos, püblicos y privados, se hacen prueba judicial con 
sólo exhibirlos en juicio conforme a derecho. Esta legitimación— ya se en- 
tiende—no es para que los documentos püblicos adquieran valor intrínseco 
o hagan extrínsecamente más fe, sino para que la fuerza probatoria que de 
suyo tienen se pueda aplicar en justicia al asunto llevado a juicio. Ni que 
decir tiene que cualquier documento que se presenta al juez debe darse a co- 
nocer al acusado, pata que él, dentro de las normas que establecen los cánones 


(156) Can. 1.861, $ 2. 
(O) (Cr al 
(158) Can. 1.869. 
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1.819-1.821, pueda poner excepciones, o por defecto de autenticidad, o por 
falta de valor probatorio en relación, sea con el delito, sea con la culpabilidad 
de su autor. Para que los documentos privados tengan en juicio fuerza de 
confesión extrajudicial es preciso que los admita en juicio el acusado o que 
los reconozca el juez (159). 


3.2 Respecto a la legitimación de los documentos hay una cuestión in- 
teresante. Puede ocurrir en algún caso que durante el proceso inquisitivo 
el inquisidor haya preguntado al procesado si admite tal o cual documento, 
y que el procesado haya respondido que los admite, o que no los admite, y a 
su pesar el inquisidor los haya reconocido como genuinos. ¿Hace falta para la 
legitimación de estos documentos repetir de nuevo en juicio la admisión o el 
reconocimiento? Al menos de un modo implícito, creemos que sí. Es más; re- 
comendaríamos como solución preferible la admisión explícita o el reconoci- 
miento hecho por el juez explícitamente, dada la gravedad de las causas cri- 
minales y las consecuencias irreparables de las sentencias condenatorias. De 
no llenar el requisito del canon 1.817, el documento privado carecería de 
valor probatorio. No basta para el juicio el haber admitido el documento fue- 
ra del juicio, como no basta para tener confesión judicial la confesión del pro- 
cesado hecha ante el inquisidor. 

Opinamos asimismo que la resolución del inquisidor sobre vicios del do- 
cumento a tenor del canon 1.818 vale para entablar la acusación, pero no vale 
definitivamente para castigar al acusado mientras el juez no confirme en el 
mismo juicio formal la apreciación que antes hizo el inquisidor. 


4? Consideración especial respecto a las actas del proceso.—Sobre do- 
cumentos podemos suscitar otra cuestión atendible. A tenor del canon 1.813, 
8 1, número 3, ¿son autos judiciales las actas debidamente hechas durante 
el proceso inquisitivo? Yo entiendo que no, porque ni el inquisidor es juez 
en sentido propio ni la inquisición es verdadero juicio; por consiguiente, tam- 
poco son autos judiciales ni deben tener la consideración de documentos judi- 
ciales los autos del proceso inquisitivo. 

Según eso, ¿no son documentos públicos? Esta es otra cuestión distinta, 
porque no todos los documentos públicos son autos judiciales. En mi sentir, 
cuando las actuaciones del proceso inquisitivo se llevan al juicio formal no 
van a éste en calidad de actuaciones de la causa (160), sino con el carácter de 
documentos püblicos eclesiásticos bajo la consideración a que hace referencia 
el canon 1.813, $ 1, número 1; a saber, como documentos de los Ordinarios 
en el ejercicio de sus funciones. 


159 amo S1. 
(160) Cáns. 1.642, 8 1; 1.738. 
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5.2 La confesión del procesado.—Si el acusado ha confesado su delito 
ante el inquisidor y así consta en los autos del proceso inquisitivo, no hay 
duda de que existe confesión extrajudicial. Para legitimarla es suficiente lle- 
varla al juicio formal en calidad de prueba contra el acusado, de la cual hace 
fe un documento püblico, cual es el acta del proceso inquisitivo; mas para que 
llegue al rango de confesión judicial es preciso que el acusado vuelva a re- 
petir la confesión en el juicio llenando los requisitos del canon 1.750. 


6.2 La inspección ocular que haya podido hacer el inquisidor valdrá a 
éste y al Ordinario como prueba en orden a entablar la acusación, pero no es 
prueba judicial, sino un informe autorizado extrajudicialmente más o menos 
valioso, según los casos, para que el juez, a la vista del documento en el que 
consta la inspección, pueda adquirir noticia del hecho y de los indicios del 
caso. 

Para ser prueba judicial en calidad de simple informe basta con publicar 
el proceso para que el acusado se pueda defender; para que haya en el juicio: 
la prueba propiamente dicha de acceso y reconocimiento judicial es indispen- 
sable que el juez se persone y haga él la inspección, habiendo oído al acusado: 
y ajustándose en todo a las normas que prescriben los cánones 1.806-1.811. 


7.9 El dictamen pericial.—Respecto a la colaboración de los peritos pres- 
tada en el proceso inquisitivo, dado que su dictamen no tiene categoría de 
peritaje judicial por falta de intervención del juez con miras a la decisión de 
un asunto en litigio, es evidente que no se legitiman estos dictámenes mien- 
tras, conforme a derecho, no se confirmen en juicio: hace falta que el acusado 
conozca los dictámenes periciales, que él aduzca lo que convenga a su derecho 
o defensa, que el juez cite de nuevo a los peritos (161), que éstos 
presten juramento (162), que leídos sus dictámenes se ratifiquen en ellos, que: 
hagan las explicaciones oportunas y respondan a las cuestiones o preguntas que 
les haga el juez de oficio o a instancia del acusado o del promotor de la jus- 
ticia (163). 

Al buen criterio del juez queda el permitir la presencia del abogado o 
abogados del acusado a la confirmación de los dictámenes, incluso la presen- 


cia del mismo acusado, si ésta parece necesaria o muy útil por razones gra- 
ves (164). 


(161) Can. 1.793. 
(162) Can. 1.797. 
(163) Can. 1.801. 


(164) Cáns. 1.797, $ 2; 1.809, 1.771. Dipeo, can. 560, por analogía. 
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8.2 Las declaraciones.—Para legitimar las declaraciones prestadas duran- 
te la inquisición se pueden adoptar las diversas formas de la «repetitio tes- 
Hum». 

1.2 Simple repetición.—Se notifican al acusado los nombres de las per- 
sonas que declararon durante la inquisición, para que pueda tacharlas en el 
plazo de tres días (165); se publican las declaraciones, para que a la vista de 
ellas el acusado pueda formular nuevos artículos o interrogatorios; se cita al 
testigo, para que en examen judicial ratifique o rectifique sus primeras de- 
claraciones extrajudiciales y responda a las nuevas preguntas que se le hagan. 
Al examen no asiste el acusado (166). 

2.2 Repetición por medio de examen y careo.—Se notifican al acusado 
los nombres de los testigos, por si tiene que tacharlos; se publican las decla- 
raciones anteriores; se formulan interrogatorios; se cita al testigo y al acu- 
sado a tenor del canon 1.772, $$ 2 y 3; se examina al testigo judicialmente 
por los artículos e interrogatorios presentados; se consigna en acta el resultado 
del careo. 

3.2 Repetición por medio de lectura y careo.—Estando presentes ante el 
juez el promotor de la justicia, el acusado y el testigo, el notario lee en voz 
alta la declaración que hizo el testigo ante el inquisidor, y el juez pregunta 
al testigo si bajo juramento la confirma o no y qué tiene que responder a las. 
preguntas que se le hagan propuestas por el acusado, por el promotor de la 
justicia o de oficio. Para que se permita la presencia del acusado ha de haber 
causa (167). 

4,2 Repetición del examen de testigos secretos.—Por último, para legiti- 
mar las declaraciones no es condición indispensable la de publicar el proceso: 
de forma que el acusado siempre llegue a conocer los nombres de todos los 
testigos. A veces por razón gravísima el juez puede mandar que determinadas 
declaraciones sólo se muestren a los abogados, obligándoles bajo juramento: 
a que guarden en secreto absoluto los nombres de los testigos. Estas declara- 
ciones se legitiman dándolas a conocer en la forma dicha a los abogados, ci- 
tando de nuevo a los testigos secretos para que confirmen en juicio bajo jura- 
mento sus afirmaciones, y pidiendo al acusado que manifieste los nombres de 
todas aquellas personas a quienes tenga por enemigos o contrarios suyos, ex- 
poniendo al mismo tiempo las razones de esa enemistad o malquerencia. El 
juez, para mayor seguridad, podrá también por su parte indagar si esos tes- 
tigos son probos y dignos de fe (168). 

(165) Cans. 1.763, 1.764. 


(166) Can. 1.786, junto con el can. 1.771. 


(1607) Cana LITE j 
(168) S. Congr. de Sacram., Instr., 15 aug. 1936, art. 130, por analogía. Dipeo,. 


can. 564. 
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V. UN ESQUEMA DE TRAMITACION PROCESAL DURANTE 
EL PERIODO PROBATORIO 


A) APERTURA DEL PERÍODO PROBATORIO Y DESIGNACIÓN DE INSTRUC- 
"TOR.—1. Decreto del ponente para abrir el período de prueba y elegir ins- 
tructor (169). 

2. Notificación. del decreto al promotor de la justicia, al acusado y a la 
parte perjudicada, si la hubiere. 


B) PROPOSICIÓN Y ADMISIÓN DE PROBANZAS.—3. Decreto del instruc- 
‘tor para señalar el plazo de proposición de pruebas (170). 

4. Diligencias de notificación. 

5. Escritos de proposición de pruebas (171): 

i) Escrito del promotor de la justicia. 

ii) Escrito de la parte dañada. 

iii) Escrito del acusado. 

6. Decreto sobre la admisión de probanzas (172). Manda que se den 
a conocer los nombres de los testigos y que se comuniquen entre las partes 
los escritos de proposición de prueba, a no ser que resulte imprudente. No está 
obligado a comunicar los artículos propuestos para el examen de los testi- 
gos (173). 

7. Notificaciones. 

8. Escritos de las partes sobre tacha de testigos y oposición o no opo- 
sición a la prueba propuesta por el adversario. 


C) PRÁCTICA DE LA PRUEBA OFENSIVA.— 9. Decreto acerca de la prác- 
tica de la prueba. Segán la costumbre antigua, que hoy conviene observar, se 
comienza por recoger las pruebas propuestas contra el acusado (174). 


(169) Véanse las Normas Sacrae Romanae Rotae Tribunalis, art. 92. Después de 
la litiscontestación, el ponente debe dar este decreto cuanto antes, pues, segün el 
canon 555 del Derecho procesal de los orientales, «lite contestata locus est instruc- 
toriae. Ad rem ponens intra tres dies eligat instructorem». 

(170) Contra los actos del instructor cabe recurso al tribunal. Véase Normae 
Sacrae Romanae Rotae Tribunalis, art. 96. 

(171) Ya se sabe que quien pide que se oiga a las partes o a testigos ha de 
presentar, junto con la petición, los correspondientes artículos y la lista de testigos 
con sus nombres, apellidos y domicilio actual. 

(172) No se deben rechazar sino las pruebas que sean impertinentes, inútiles o 
que sólo se pidan para demorar la sentencia. 

(173) Las N. S. R. R. T., art. 98, $ 1, dicen: «Partes ius habent objectum peritiae 
cognoscendi, antequam perficiatur, nisi agatur de causa criminali, vel etiam de gravi 
ordinis publici negotio, in quibus expediat partes de peritia certiores non facere nisi 
quando iam peracta fuerit.» 

(174) Dipeo, can. 557. 
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10. Legitimación del proceso inquisitivo, de modo que cada especie de 
prueba obtenga judicialmente la confirmación que corresponda (175). 

11. Las diligencias pertinentes para recoger las pruebas propuestas con- 
tra el acusado: citaciones, juramentos de testigos o peritos, exámenes judicia- 
les, dictámenes periciales, acceso y reconocimiento judicial (176), exhortos, 
requerimientos... 


D) PRÁCTICA DE LA PRUEBA DEFENSIVA.—12. Decreto de citación al 
acusado para someterle a examen (177). 

13. Citaciones: al acusado, para ser examinado; al promotor de la jus- 
ticia, para que asista al examen. 

14. Examen articulado. El instructor hará que el acusado conozca los 
puntos principales de la prueba ofensiva, para que así pueda defenderse y 
pueda pedir nuevas pruebas (178). 

15. Escrito del acusado proponiendo nuevas pruebas. 

16. Decreto por el que se manda que el escrito anterior se comunique 
al promotor de la justicia y a la parte dañada, sí la hubiere. 

17. Diligencias de notificación. 

18. Escritos del promotor de la justicia y de la parte dañada respecto a la 
prueba propuesta de nuevo por el acusado. 

19. Decreto para admitir o rechazar la prueba últimamente propuesta. 
Manda que se practique la prueba defensiva. 

20. Diligencias pertinentes respecto a la práctica de la prueba defensiva. 


E) ENTREGA DE LOS AUTOS AL TRIBUNAL.—21. Decreto del instructor 
en el que manifiesta que, habiendo estudiado la causa, la tiene por instruída 
y que ha formulado las conclusiones pertinentes; por lo cual manda que éstas 
y todos los autos sean entregados al ponente (179). 

22. Decreto del ponente en el cual manifiesta que tiene por recibidos 
los autos y las conclusiones redactadas por el instructor. Y sí, a su juicio, hay 
defectos en la instrucción por vicio de forma o por no haber sido hecha sufi- 
cientemente, manda de oficio que se subsane el vicio, que se completen los 
autos o que se practique el suplemento de prueba que corresponda. 


(175) Parece lo más natural que se comience. generalmente por legitimar estas 
pruebas, que fueron la base para entablar la acusación. Dipeo, can. 561. 

(176) El acceso y reconocimiento judicial puede reservárselo para sí el juez o el 
colegio. Si esto no se ha hecho y el instructor juzga necesario que practiquen esta 
prueba los jueces para obviar desde el principio las dificultades que van a surgir 
más tarde, no hay inconveniente en que se la ofrezca. Véase N. S. R. R. T., artícu- 
lo 100, $ 2. 

(177) Dipeo, can. 557. 

(178) Dipeo, can. 557. 

(179) Dipeo, can. 562, 
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F) PUBLICACIÓN DEL PROCESO.—23. Decreto de publicación del pro- 
ceso conforme al canon 1.858: Se publican las pruebas que recogió el inqui- 
sidor, las que practicó el instructor, las conclusiones que éste formuló y unió 
a los autos, el suplemento de prueba que mandó hacer el tribunal, las actua- 
ciones de la causa y del proceso. Sólo se exceptúan de la publicación los nom- 
bres de los testigos que por causa gravísima haya que guardar en secreto (180). 
También se fija en este decreto un plazo para que dentro de él los interesa- 
dos puedan exhibir documentos o pedir otra clase de pruebas que valgan para 
roborar, explicar o completar las pruebas ya practicadas. Si la prueba que se 
pide fuere de testigos, se tendrá en cuenta la prescripción del canon 1.786. 


24. Notificaciones. 


G) PETICIÓN DE PRUEBAS ACLARATORIAS.—25. Escritos de impugna- 
ción de pruebas o de proposición de otras nuevas, verbigracia, documentos, 
informaciones, atestaciones, dictámenes de peritos, reconocimiento judicial, etc. 


26. Si hay impugnación y se admite, hay que proceder a la oportuna 
rectificación por el modo que corresponda según la prueba de que se trate. 
Si se practican nuevas pruebas, el juez tiene que publicarlas por medio de 
nuevo decreto de publicación. 


H) LA CONCLUSIÓN EN LA CAUSA.—27. Decreto de conclusión en la 
causa manifestando expresamente que se ha cumplido lo que prescribe el 
canon 1.860, 8 2, y que se ha terminado el período probatorio (181). 


I) PETICIÓN DE PRUEBAS QUE ANTES NO SE PUDIERON OFRECER.— 
28. Escrito del acusado, del promotor de la justicia o de la parte dañada, en 
el cual se piden nuevas pruebas, a tenor del canon 1.861, $ 1. 


29. Decreto por el que manda el juez que se oiga al promotor y a quien 


interese o a la parte contraria de quien pide la prueba respecto a las peticiones 
hechas. 


30. Escrito de respuesta que presenta el promotor de la justicia o el acu- 
sado, según al que corresponda. 


31. Decreto por el que se admiten o rechazan las pruebas propuestas. Si 
se las admite hay que publicarlas una vez se las haya recogido (182). En caso: 


(180) Dipeo, cáns. 563, 564, 
(181) Al juez no le impide la conclusión en la causa que busque nuevos docu-- 


mentos, pruebas o informes. LEGA-BaRTOCCETTI: Comm. in iud. €ccl., vol. II, p. 906. 
(182) Can. 1.861, $ 2. 
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‘de rechazarlas, contra el decreto del ponente se puede apelar al colegio, y con- 
tra el decreto del juez único o del colegio, al tribunal superior. 


J) (CONCLUSIÓN Y SEÑALAMIENTO DE FECHA PARA LA SENTENCIA.— 
32. Decreto por el que se fija la fecha para decidir la causa. Ántes de la 
sentencia ha de haber discusión escrita y oral (183). 


LEON DEL AMO 


(183) Dipeo, cans. 565, 566, 567. 
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INSTRUCCION DE LA SAGRADA 
CONGREGACION DE RELIGIOSOS SOBRE 
LA CLAUSURA DE LAS MONJAS 


SUMARIO: 1) Motivos de esta Instrucción. 2) Noción y divisiones de la clau- 
sura. 3) Breves datos históricos sobre la clausura. 4) La clausura papal en ge- 
neral. 5) La clausura papal mayor: a) su naturaleza; b) clausura activa; c) clau- 
‘Sura pasiva; d) custodia de la clausura papal mayor. 6) La clausura papal menor: 
a) su naturaleza; b) divisiones del monasterio; c) clausura activa; d) clausura 
pasiva; e) custodia de la clausura papal menor, 7) La clausura papal y las Fede- 
raciones. 8) Instauración de la clausura papal. 


I. MOTIVOS DE ESTA INSTRUCCIÓN 


Hay en el estado religioso algunos elementos que, por afectar a la esen- 
cia del mismo, son intangibles. Mas otros, con ser importantes, pueden y 
hasta deben variar cuando así lo reclamen las circunstancias. 

Cuéntanse entre estos últimos la clausura; pues conforme advertía 
Pio XII. en la Constitución. Sponsa Christi (1), en nuestro tiempo todo 
el Instituto de las monjas ha experimentado no poco los efectos de las va- 
riaciones y cambios de circunstancias y de cosas, así en aquellas Ordenes y 
Monasterios que hasta ahora habían practicado exclusivamente la vida con- 
semplativa, como, sobre todo en aquellas otras que por disposición de la 
Iglesia conjugaban amigablemente las obras de apostolado con la vida con- 
:emplativa. En efecto, como estas Ordenes se dedican a obras de educación 
y a otras parecidas de caridad, las cuales, bien sea por el cambio general de 
costumbres, bien por la intervención de los poderes públicos, deben ejercerse 
actualmente de manera que apenas pueden conciliarse, o tal vez resultan 
del todo incompatibles con algunas reglas clásicas de la clausura papal; de 
ahí que se impusiera la necesidad de introducir prudentes atenuaciones en 
las normas que regulan dicha clausura, conservando lo general de la misma, 
a fin de ponerla a tono con lo que aquellas obras exigen. 

Y aun respecto de las Ordenes que practican exclusivamente la vida 
contemplativa, las circunstancias de los tiempos parecían exigir a veces 


(IRA S RAS LODO Za 
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ciertas mitigaciones o benignas interpretaciones respecto de la clausura, 
ya que el sentido apellidado social de los ciudadanos difícilmente toleraría 
una interpretación demasiado rígida del canon 607. 

Esas razones movieron al Santo Padre a introducir oportunas modi- 
ficaciones respecto de la clausura de las monjas, como lo hizo en el artícu- 
io IV de la mencionada Constitución, facultando asimismo a la Sagrada 
Congregación para que dictase normas concretas y detalladas acerca de la 
:nateria. 

La Sagrada Congregación puso inmediatamente manos a la obra, y con 
fecha 23 de noviembre del año 1950 (2), publicó una Instrucción para llevar 
a la práctica lo estatuído en la Constitución pontificia, -si bien con carácter 
provisional, hasta que más tarde, aprovechando los datos de la experiencia, 
promulgase otras más completas, según ha realizado ahora con la que es 
objeto de nuestro estudio, y que lleva la fecha del 25 de marzo de 1956 (3) 

Su Santidad—observa la Sagrada Congregación de Religiosos en el 
preámbulo de la presente Instrucción—, al adaptar paternalmente, en los . 
Estatutos Generales (art. IV) de la Constitución Sponsa Christi, la clau- 
sura papal de las monjas a las condiciones de nuestra época, asimismo de- 
terminó que se debía confirmar o restablecer en todos los monasterios. 

Y la razón es—añade seguidamente—porque uno de los elementos pro- 
pios e importantisimos de la vida canónica contemplativa es aquella clau- 
sura estricta, que, basándose en la tradición antigua, y regulada y defendida 
en el transcurso de los siglos, al mismo tiempo que defiende la profesión 
solemne de la castidad, resulta un medio aptisimo para disponer el espíritu 
a unirse más íntimamente con Dios. Pues cuanto con mayor vehemencia: 
en nuestros días los hombres se sienten más impulsados hacia las cosas 
exteriores, con tanto más vigor debe observarse la clausura, merced a la 
cual pueden, las monjas adherirse más plenamente a Dios (4). 


2. NOCIÓN Y DIVISIONES DE LA CLAUSURA 


La clausura de los religiosos puede considerarse material y formal- 
mente. 


(AMAIA. OS. 43 (19519 37-44: 

(3) Apareció en A. A. S. 48 (1956), 512-526. Hemos de advertir que, dada su 
extensión, no reproducimos aquí el texto latino completo. Sólo transcribiremos 
algunos párrafos. 

cu «Vitae canonicae contemplativae, enim vero, unum ex elementis propriis- 
et potissimis stricta illa clausura est, quae, antiqua traditione innixa decursu saecu- 
lorum ordinata atque defensa, cum praesidium est professionis solemnis castita- 
tis tum ratio aptissima disponendi animam ad maiorem cum Deo unionem. Quo: 
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Desde el primer punto de vista, la clausura designa todo el espacio 
contenido dentro de la casa religiosa destinado exclusivamente a la habi- 
tación y uso de los religiosos, 

Bajo el segundo aspecto, la clausura se confunde con la ley en virtud 
de la cual se prohibe a los religiosos salir de aque! recinto, y a los extraños 
entrar en el mismo. 

Divídese la clausura en: 

a) Activa y pasiva. La primera veda la salida a los religiosos. La se- 
gunda prohibe la entrada a los extraños, sin la oportuna' licencia en ambos 
casos. 

b) Papal y común. La primera se refiere a ios regulares, es decir, a 
los que han emitido votos en una Orden (can. 488, n. 7.”). Legislan acerca 
de ella los cánones 597-603 y 2.342. La segunda, que antes se denominaba 
episcopal, es la que afecta a los religiosos de Corgregación (Ib.). Ocúpase 
de ella el canon 604. 

c) La papal, tocante a las monjas, se subdivide en: mayor y menor. 
La primera es la consignada en los cánones 600-602, y de suyo debe ob- 
servarse en todos los monasterios donde se emiten actualmente votos so- 
:emnes y que se dedican exclusivamente a la vida contemplativa. 

La clausura menor es obligatoria en los monasterios donde un número 
considerable de monjas y una parte notable del edificio se destinan habi- 
*ualmente a obras de apostolado. La distinción entre clausura papal mayor 
y menor fué introducida por Pío XII, Constitución Sponsa Christi, Esta- 
tutos Generales, artículo IV, $ 1. 


3. BREVES DATOS HISTÓRICOS SOBRE LA CLAUSURA 


Ya desde antiguo prescribió la Iglesia cierta clausura para las monjas, 
como puede verse en-el Decreto de GRACIANO (cans. 21, 25; C. XVIII, q. 2). 

A fines del siglo XIII la preceptuó con mas rigor Bontracto VIII, 
Constitución Pertculoso (5), que después confirmó el Concilio Tridentino, 
mandando terminantemente a los Obispos que velaran por su exacto cum- 
plimiento, otorgándoles amplias facultades para que pudieran castigar a 
los infractores. 

A las monjas les prohibió salir del monasterio una vez hecha la profe- 
sión, aun por breve tiempo, y bajo ningún pretexto, a no ser con causa 


autem vehementius hisce diebus hominum mentes ad exteriora trahuntur, eo for- 
tius clausurae institutum, quo Moniales plenius Deo adhaerere valent, servan- 


dum est.» 
(53 - (Ch utn 2085 AKG}, Shay AVA 
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legítima aprobada por el Obispo, no obstante cualesquiera indultos o pri- 
vilegios. 

En cuanto a la entrada de personas extrañas, lo prohibió bajo pena de 
excomunión latae sententiae. sin distinción de edad, condición ni sexo, 
de no mediar licencia del Obispo dada por escrito (6). 

San Pío V, Constitución Decori, del 1 de febrero de 1570, penó con 
excomunión reservada al Romano Pontifice, la salida ilegitima de las mon- 
jas (7). 

Pío IX, Constitución Apostolicae Sedis, del 12 de octubre de 1869 (8), 
confirmó ambas excomuniones, y el canon 2.342 del Codex las reproduce 
casi a la letra, reservándolas simplemente a la Sede Apostólica. 

GREGORIO XIII, Constitución Ubi gratiae, del 13 de junio de 1575 (9). 
y Pauro V, Constitución Monialium, del 10 de julio de 1612 (10), revo- 
caron todas las facultades concedidas por la Santa Sede a cualesquiera 
personas para entrar en los monasterios de monjas, castigando con pena 
de excomunión reservada al Romano Pontífice a quienes pretendieran con- 
*inuar haciendo uso de tales facultades, e igualmente a las Superioras que 
se lo permitieran. 

A su vez, la Sagrada Congregación del Concilio declaró, el 3 de julio 
de 1632 (11), que ninguna costumbre podía obstar a los decretos concilia- 
res y a las Constituciones Apostólicas que prescriben la clausura de las 
monjas. 

El 6 de febrero de 1924 publicó la Sagrada Congregación de Religiosos 
una Instrucción sobre la clausura de las monjas de votos solemnes (12), 
que si bien entonces era muy completa, hoy resulta anticuada, debido al 
cambio general de costumbres verificado posteriormente, según indica 
Pío XII en la Constitución Sponsa Christi, al que arriba nos referimos, 
y a las modificaciones disciplinares introducidas, en conformidad con lo 
que ese cambio reclamaba, por dicha Constitución y por la Instrucción sub-- 
siguiente de la Sagrada Congregación de Religiosos, que lleva la fecha 
del 23 de noviembre de 1950, sobre todo por lo que atañe a la clausura 
papal mayor y menor, a las Federaciones y diversas obras de apostolado 
a las que se dedican algunos monasterios de monjas. Esos fueron los mo- 


(6) Conc. Trid. sess. XXV, de regul., c. 5. 

(O 1€. T. C. Fontes; vols 1,919 19399043 238: 

(8) CI. O0 Fontes, Vol Gd GDES ese ons (Gh Tos Af. 
(9) C. I, C. Fontes; volt Lunai p. 260 

G0) C. T C Montes vol AEST DN 

(11) It C. Montes, Nol m. 2541p. 268. 

(12) A. A. S. 16 (1924), 404-408. 
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tivos de publicar la reciente Instrucción, segán advertíamos en el apar- 
tado 1 (13). 


4. LA CLAUSURA PAPAL EN GENERAL 


A este epigrafe corresponden los números 4-6 de la última Instrucción, 
en los cuales ordena que las monjas de todos los monasterios, aun cuando 
actualmente, por una excepción temporal, todavía emitan sólo votos simples, 
si quieren conservar el nombre y la condición jurídica de monjas, tienen 
necesariamente que aceptar y conservar la clausura papal, por lo menos: 
la menor, de acuerdo con lo establecido en la Constitución Sponsa Christt,, 
articulo III, $ 2, y artículo IV, $ 5, número 2. 

Ya se trate de fundar un nuevo monasterio, en el que se instaure por” 
vez primera la clausura, ya de uno antiguo donde ésta se haya de restaurar, 
las monjas quedan estrigtamente obligadas a observar la clausura pontificia 
o papal, que comenzará a urgir, por lo que atañe a las entradas y salidas 
de todos, desde el momento preciso que señalará, consignándolo por escrito, 
el Ordinario del lugar, a quien corresponde. 

La ley de la clausura. mayor o menor, afecta a todos los, monasterios 
cometidos a una u otra, por muy reducido que sea el número de monjas 
que los*habiten (can. 597, $ 1) (14). 


(13) «Nune vero aliquot fecundas experientiae elapsis annis, semel iterumque 
attentis ac serio ponderatis cunctis quae Sanctae Sedi hac de re delata fuerunt, 
cumque ob introductan clausuram papalem minorem per Constitutionem Aposto- 
licam Sponsa Christi, diei 21 novembris anni 1950, Instructio Sacrae Congregationis 
de Religiosis Nuper edito diei 6 februarii 1924, vigenti disciplinae iam non respon- 
deat, eadem Sacra Congregatio ulteriora definire et materiam ex integro ordina- 
re (can. 22) iam possibile atque opportunum existimavit, quod hac Instructione 
peragere intendit.» 

(14) En el texto se menciona el $ 2 de ese canon, pero se trata evidentemen- 
te de una errata de imprenta, ya que es en el 8 1 donde se alude a las casas pe- 
quefias. 

La Instrueción no dice nada acerca del término de la clausura; pero, atenién- 
donos a la doctrina antes admitida, podemos afirmar que la clausura cesa desde 
el momento en que se disuelva legítimamente la comunidad, y también cuando todas 
las monjas se ausenten del monasterio por tiempo indefinido; no si dicha ausen- 
cia fuera por breve espacio, v. gr. en caso de peligro de incendio, que no ha 
pasado de pura alarma, o que se atajó pronto, o de una incursión aérea de corta 
duración. 
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5. LA CLAUSURA PAPAL MAYOR: 


a) Su naturaleza; b) clausura activa; c) clausura pasiva; 
d) custodia de la clausura papal mayor 


A estos extremos consagra la Instrucción los números 7-39. 


a) Su naturaleza 


En cuanto a la naturaleza de la clausura mayor, comienza indicando 
que esta clausura es la establecida en los cánones 597, 600-602 del Codex, 
la cual—agrega—fué plena y solemnemente confirmada y pulimentada en 
la Constitución Sponsa Christi, y, en la Instrucción Inter praeclara (V1-X), 
más concisamente definida (15); debe guardarse por regla general en todos 
los monasterios donde se emiten actualmente los votos solemnes y se pro- 
fesa ünicamente la vida contemplativa. 

9. Pero en aquellos otros donde, si bien practican exclusivamente la 
vida contemplativa, sin embargo. merced a un indulto, todavia por excep- 
ción, emiten sólo votos simples, aun cuando, en io posible, deben guardar 
la clausura mayor, puede, no obstante, concederse la menor, sobre todo en 
lo concerniente a la sanción por la Santa Sede, y de hecho se aplica pru- 
dencialmente la clausura menor, segün los casos. 

Los monasterios en los cuales, por prescripción de la regla y de las 
Constituciones, sólo deben practicar la vida canónicamente contemplativa, 
pueden retener la clausura mayor, aunque por motivos graves, y mientras 
duran éstos, la Sede Apostólica les imponga o les conceda ejercer algunas 
obras de apostolado, a condición de que a ellas sean destinadas pocas mon- 
jas y una pequeña parte del monasterio cuidadosamente señalada y separada 
del recinto donde habita la comunidad y practica sus ejercicios. 

10. Están obligadas a guardar la clausura todas las monjas, las no- 
vicias y postulantes. Pero las profesas de votos temporales, al terminar 
éstos, novicias y postulantes en cualquier tiempo, sólo pueden salir de la 
uausura cuando traten de abandonar definitivamente la vida religiosa. 

1I. a) La clausura comprende necesariamente no sólo el edificio del 
monasterio y los anejos del mismo habitados por las monjas, sino también 
los huertos y jardines y cualesquiera otros lugares frecuentados por ellas. 

b) Se hallan fuera de la clausura: los locutorios, en cuanto a la parte 
destinada a los extraños; la iglesia y el oratorio, fuera del coro, reservado 


(15) Alude a la Instrucción del 23 de noviembre de 1950, que ya dejamos men- 
cionada. 
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2 las monjas; la sacristía, con sus lugares adyacentes abiertos al clero y a 
los sirvientes; el recinto donde el sacerdote oye las confesiones de las mon- 
jas; las habitaciones donde moran las hermanas externas, y las partes des- 
»nadas a los capellanes y a los huéspedes (16). 


12. a) Aunque la iglesia, la sacristía y sus anejos destinados al cul- ` 
to no estén comprendidos dentro de la clausura, sin embargo, cuando sea 
de verdadera necesidad que las monjas presten allí algún servicio, de suyo 
pueden los Ordinarios de lugar permitir que, durante aquella necesidad y 
servicio, se extienda de momento la clausura a ¡semejantes lugares, con tal 
que respecto de esos lugares entretanto se obse:ven todos los requisitos 
que abajo se prescriben para tutelar la clausura. 


b) En idénticas circunstancias y bajo las mismas condicions, pueden 
los Ordinarios conceder que igualmente se extienda la clausura a los locu- 
torios y a otros lugares anejos al monasterio, cuando, a falta de hermanas 
externas, o por otro motivo, se estime verdaderamente necesario que las 
monjas hagan allí también alguna labor (17). 

I3 a) Las partes del monasterio que, según lo arriba dicho, caen 
bajo la clausura, deben defenderse o protegerse de tal forma que no sólo 
se impida en absoluto la entrada en las mismas, sino que también se haga 


(16) «Extra clausuram habentur: locutoria quad partem extraneis destinatam; 
ecclesia et oratorium extra chorum monialibus reservatum, sacristia cum locis 
adiacentibus, clero et ministrantibus aperta, locus in quo sacerdos confessiones 
Monialium audit, aedes in quibus Sorores externae commorantur, et illae partes 
quae cappellanis et hospitibus destinantur.» 

(17) «Licet ecclesia sacristia, eiusque adnexa cultui destinata, clausura non 
contineantur, tamen si vere necessarium sit Moniales ipsas ibi aliquando operam 
praestare, Ordinarii locorum ex sese permittere poterunt ut, durantibus huiusmodi 
necessitate et opera, ad praedicta loca clausura de facto extendatur, dummodo 
«circa eadem loca illa omnia tune serventur quae ad tutandam clausuram infra 
praescribuntur. 

In iisdem adiunctis et sub iisdem conditionibus, Ordinarii concedere valent ut 
clausura ad actum item extendatur etiam ad locutoria aliaque loca Monasterio 
adnexa, quando, si desint Sorores externae, vel alia de causa, Moniales ibi quoque 
aliquod opus peragere vere necessarium censeatur.» 

Con tales disposiciones amplía notablemente la Santa Sede las facultades de 
los Ordinarios de lugar en orden a la clausura de las monjas. Antes sólo podían 
conceder, y eso en virtud de las quinquenales, que las monjas salieran a la igle- 
sia para realizar en ella todo lo concerniente al adorno y limpieza de la misma. 
Ahora les autoriza para que puedan concederles salir no sólo a la iglesia, mas 
también a los demás lugares ahí consignados. 

EI canon 597, 8 3, otorga facultad a los Ordinarios locales para modificar los 
términos de la clausura por causas legítimas; pero es con el objeto de que deje 
de serlo y puedan entrar los extraños; en cambio, la presente Instrucción les con- 
cede que en determinadas circunstancias puedan declarar sometidos a la clausura 
lugares que de ordinario están fuera de la misma. 

Al tratar de la clausura papal menor tendremos ocasión de ver otras conce- 
siones hechas a los Ordinarios locales respecto de ella. 
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lo posible por interceptar eficazmente la vista de fuera a dentro y de dentro 
a fuera. 


b) De ahí que también a los huertos y jardines se les debe rodear de 
un muro elevado, o protegerlos de otra manera cficaz, v. gr., con tablas, 
con alambrera tupida, con un seto denso y consistente, a juicio del Ordi- 
nario y del Superior regular, habida cuenta, sobre todo, del lugar, del con- 
curso de seglares, etc. 


I4. G) Las ventanas que miran a la plaza y a las casas vecinas, O 
que ofrecen cualquier ocasión de comunicarse con los extraños, se habrán 
de proveer de vidrios opacos, de persianas o redes metálicas fijas, de suerte 
que se impida la vista de una y otra parte. 


b) Si el monasterio tiene solanas o azoteas, para que las monjas pue- 
dan subir a ellas deben estar rodeadas de celosías o resguardadas de otro 
modo eficaz. 


15. Salvo que un derecho particular más rigido disponga otra cosa, 
la ley de la clausura no debe impedir que las monjas, para fomentar el ge- 
nuino espiritu litúrgico, puedan ver el altar; de tal forma, sin embargo, 
que no puedan ellas ser vistas de los fieles (18). 


16 La parte del locutorio reservada a las monjas debe estar separada 
de la otra destinada a los extraños por dos rejas bien fijas y algo distantes 
entre sí, o de otro modo verdaderamente eficaz, a juicio del Ordinario y 
del Superior regular y gravada su conciencia, a fin de que no puedan las 
personas alcanzarse de una y otra parte (19). 


I7. Junto a la puerta del monasterio, en los locutorios, en la sacristia 
v dondequiera que sea menester, colóquense en la pared los llamados tor- 
nos, o cajas binarias, conforme al uso admitido. para pasar las cosas ne- 
cesarias. No se prohibe abrir algunos agujeritos por donde se pueda ver 
lo que se pone en el torno. 


(18) «Nisi rigidiore iure particulari aliter cautum sit, Moniales clausurae lege 
impediri no debent quominus, genuini spiritus liturgici fovendi causa, altare vi- 
dere valeant, ita tamen ut ipsae Maniales a fidelibus conspici nequeant.» 


(19) «Locutorii pars Monialibus reservata ab alia extraneis destinata duplicibus: 
cratibus aliquo intervallo secure fixis, vel alio modo vere efficaci, iudicio Ordinarii 
et Superioris regularis, atque ipsorum onerata conscientia, separari debet, ne perso- 
nae utrinque attingi queant.» 

Comparando esto con lo de la Instrucción del año 1924, se advierte una mayor 
amplitud en la presente. En efecto, aquélla se expresaba de este modo: «En el 
locutorio, donde pueden las monjas, dentro de los límites prescritos en las Cons- 
tituciones de cada religión, recibir a personas de afuera, ha de haber dos rejas, 
distantes entre sí como unos veinte centímetros y clavadas en el muro, de ma- 
nera que no se puedan abrir.» 
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b) Clausura activa 


18. La ley de la clausura mayor obliga a las monjas a permanecer 
siempre dentro de las cercas del monasterio en la medida que fueron éstas 
designadas para la clausura por la autoridad eclesiástica, y en modo alguno 
pueden salir de las mismas bajo cualquier pretexto, ni siquiera por breve 
tiempo, fuera de los casos previstos en el Derecho o de las licencias conce- 
didas legitimamente, 


19. No se permite salir de la clausura con ocasión de la toma de 
hábito. de la profesión, de la comunión, o por otro motivo semejante (20). 

20. No pueden las monjas pasar de un monasterio a otro, aunque sea. 
de la misma Orden, ni aun por breve tiempo, sin licencia apostólica, salvo 
el derecho particular legitimamente aprobado para las Federaciones de 
monasterios de monjas. 


21. a) Es lícito salir de la clausura en casc de inminente peligro de 
muerte o de otro mal gravísimo (can. 601, $ 1). Tales casos son: los de 
incendio, inundación, terremoto, derrumbamiento del edificio o amenaza 
de caerse los muros, incursiones aéreas, irrupción de soldados, urgente re- 
quisición del monasterio por la autoridad militar o civil. 


b) Además, los de una urgente operación quirürgica u otra urgente 
cura médica que es necesario practicar fuera para poner a salvo la salud; 
la enfermedad de alguna monja que resulta verdaderamente peligrosa para 
toda la comunidad. 


c) Igualmente, si esa grave y urgente necesidad se da en alguna Her- 
mana externa u otra persona que desempeña el oficio de aquélla, puede la 
Superiora, personalmente o valiéndose de otra monja, y aun con una 
compañera, salir a socorrer a la enferma, si, de no hacerlo, hubiera ésta de 
carecer de los auxilios necesarios. 


d) Dichos peligros (a), y las necesidades graves y urgentes (b). (c), 
debe reconocerlos por escrito el Ordinario del lugar, si el tiempo lo permi- 
te (can, 601, $ 2); de lo contrario, se le notificará después (21). 


(20) A fin de favorecer la libertad de las postulantes y de las novicias, hubo 
tiempos y lugares en que se les permitía salir del monasterio el día o la víspera 
de la toma de hábito y de la profesión. 

La exploración preceptuada por el canon 552 ofrece la suficiente garantía para 
velar por la libertad de las mencionadas. Están, pues, de más semejantes salidas 
de clausura, que, por añadidura, podrían prestarse a ciertos abusos, v. gr., a que 
los familiares de las postulantes y novicias aprovecharan esa circunstancia para 
persuadirlas a volverse a sus casas. 


(21) «Licet extra clausuram egredi casu imminentis periculi mortis vel alius 
gravissimi damni (can. 601, $ 1). Tales casus sunt: incendium, inundatio, terrae- 
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22 Se considera legítima la salida cuando, previa la declaración del 
"Ordinario, urge la obligación de ejercitar derechos o deberes civiles (22). 

23 Las monjas que obtuvieron facultad para salir de la clausura de- 
‘Len ir directamente al lugar para donde se la concedieron, y no pueden 
«aprovechar la ocasión para dirigirse a otros lugares. 

Cuando ocurra que las monjas hayan de residir fuera del monasterio, 
deben observar puntualmente las normas y cautelas que en casos seme- 
¡antes prescriben a las religiosas, ya sea el Codex (can. 607), ya la Santa 
'Sede, va los Ordinarios (can. 607). 

24 a) Circunstancias graves, necesidades absolutas o morales, y uti- 
lidades de mucha importancia pueden constituir causas justas y canónicas 
para pedir a la Santa Sede dispensas proporcionadas, y aun moderadas y 
«cuidadosamente definidas facultades habituales. 

Tales circunstancias son: 

1) Cuidar la salud fuera del monasterio. 

2) Consultar con un médico, sobre todo con un especialista, v. gr., un 
-oculista, un odontólogo, radiólogo. o para somete:se a observación médica. 

3) Acompañar o visitar a una monja que está fuera enferma. 

4) Suplir a las Hermanas externas o a las demandaderas, cuando se 
«carece de unas y otras. 

5) Vigilar los campos, las posesiones, los edificios o las casas habi- 
«tadas por las Hermanas externas. 

6) Practicar actos de administración o gestión económica de suma 
"mportancia que, de otra suerte, casi no podrían llevarse a cabo en debida 
torma o se harían de mala manera. 

7) El trabajo monástico, ya sea apostólico, ya también manual. 


motus, labefactio aedificii seu muri minaces, incursiones aereae, irruptio militum, 
Monasterii urgens requisitio ex parte auctoritatis militaris vel civilis. 

Insuper, urgens operatio chirurgica vel alia urgens cura medica foris requiren- 
'da ad salvandam sanitatem, morbus alicuius toti communitati vere periculosus. 

Item, si gravis et urgens huiusmodi necessitas exsurgit apud Sororem externam 
vel personam eius munere fungentem, quae secus debitis careret auxiliis, Antis- 
tita per se ipsa vel per aliam Monialem, etiam cum socia, eam adire poterit. 

Haec pericula, urgentesque graves necessitates, scripto recognoscenda sunt ab 
Ordinario loci, si tempus suppetat (can 601, $ 2); secus, post factum, certior ipse 
Ordinarius fiat.» 

También aquí tiene aplicación, y lo mismo respecto del número 24, lo que in- 
dicábamos a propósito de lo concerniente a la nota 19, es decir, que hoy la Iglesia 
muestra mayor indulgencia que antes. Cumple advertir, sin embargo, que ni el 
Codex ni la Instrucción del afio 1924 mandaban notificar después al Ordinario la 
salida efectuada, cuando la urgencia del caso no había permitido tratarlo con 
él de antemano. 

(22) Por ejemplo, dar el voto para elegir Diputados a Cortes. Algunos autores 


ya opinaban que los Ordinarios de lugar podían permitir la salida de las monjas 
«en tales casos. 
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8) Desempeñar un oficio en otro monasterio, y cosas por el estilo. 

b) Al usar de estas dispensas y facultades deben observarse cuidado- 
samente los límites señalados y las cautelas prescritas (23). 

25. Pueden concederse prudentemente facultades habituales, ya sea 
para un plazo determinado, ya para cierto número de casos, a los Ordina- 
rios de lugar, o a los Regulares, o a los Asistentes religiosos (24), para 
las salidas breves de la clausura en las necesidades que ocurren con más 
frecuencia, Tales facultades se han de ejercitar siempre en nombre de la 
Santa Sede, y en modo alguno se podrán extender, sino que han de man- 
tenerse dentro de sus propios límites. 


c) Clausura pasiva 


26 a) El Ordinario del lugar o el Superior regular, si el monasterio 
ze está sometido, el Delegado de uno o otro o de la Santa Sede pueden 
entrar en clausura con ocasión de la visita canónica, únicamente para ins- 
peccionar el local, a tenor del Derecho (cáns. 512 y 600), cuidando de ir 
acompañados, al menos, de un clérigo o de un religioso, aunque sea con- 
verso o lego, de edad provecta, que acompañe siempre al Visitador desde 


(23) «Gravia adiuncta seu absolutae et morales necessitates atque magni mo- 
menti utilitates iustas et canonicas causas constituere possunt proportionatas dis- 
pensationes et etiam aliquas moderatas et accurate definitas habituales facultates 
a S. Sede expostulandi. 

Talia adiuncta sunt: 

1) sanita« extra Monasterium curanda; 

2) visitatio instituenda apud medicum, praesertim in re peritum, v. g. pro ocu- 
lis, pro dentibus, ad applicationem radiorum, pro observatione medicali; 

3) comitari vel visitare Monialem foris aegrotantem; 

4) supplere sorores externas vel similes personas in casu deficientes; 

5) vigilantiam exercere circa agros, fundos, aedificia, vel aedes quas Sorores 
externae inhabitant; 

6) actus administrationis vel gestionis oeconomicae magni momenti qui aliter 
non aut vix recte vel male fieri possent; 

7) labor monasticus tam apostolicus quam etiam manualis; 

8) susceptio officii in alio Monasterio, hisce similia. 

In harum dispensationum et facultatum usu adamussim servari debent et limites 
impositi et cautelae praescriptae.» 

(24) A propósito de los Asistentes religiosos, la Constitución Sponsa Christi, en 
el artículo VII, $ 7, dice que, segün lo reclamen las circunstancias, podrá la Santa 
Sede ejercer su inmediata vigilancia y autoridad sobre la Federación (de Monaste- 
rios) por medio de un Asistente religioso, cuyo cometido será no sólo representar 
a la Santa Sede, sino también fomentar la conservación del espiritu genuino propio 
de la Orden y, con su consejo e industria, ayudar a las Superioras en el recto y 
prudente gobierno de la Federación. 

La Instrucción Inter praeclara, varias veces por nosotros citada, de la Sagrada 
'Congregación de Religiosos, XXV, al sefialar los principales oficios que a dicho 
Asistente competen, termina diciendo: «La Santa Sede le delegará o encomendará 
algunas actuaciones que juzgue oportunas, conforme lo exijan las circunstancias.» 
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la entrada hasta la salida, y no permanecerán dentro más del tiempo ne- 
cesario para la inspección del local, ni se tratarán otros negocios ni se 
practicarán actos que no estén relacionados con dicha inspección. 

b) La visita de las personas se verificará en el locutorio común, per- 
maneciendo el visitador fuera de la clausura, a menos que se trate de oír a 
una monja enferma que no puede trasladarse al locutorio (25). 

c) Para ejercitar otros oficios, a saber, para explorar la voluntad de 
las candidatas, presidir las elecciones, hacer la visita, asistir a las profe- 
siones y cosas semejantes, no puede el Prelado o el Delegado entrar en 
clausura sino que todas esas cosas debe hacerlas desde fuera. 

27. a) El confesor de la comunidad u, observando lo que debe ob- 
servarse, otro sacerdote cualquiera, puede, con las debidas cautelas, entrar 
en clausura: para administrar a las enfermas los Sacramentos de la Peni- 
tenica, Santísima Eucaristía y Extremaunción; también para asistir a las 
moribundas, más aún donde se acostumbre para enterrar a las difuntos. y 
en este último caso con los ministros que señalan las rúbricas. Pero no se 
permite la entrada de los sacerdotes para ejercer otros ministerios (26). 

b) Las cautelas que, según los casos, deben observarse fielmente serán 
las siguientes : 

Para administrar la sagrada Comunión, dos monjas, por lo menos, 
acompañarán al sacerdote desde la entrada hasta la salida. No está prohi- 
bido, sin embargo, que, según las costumbres, acompañe toda la comuni- 
dad procesionalmente al Santísimo (27). 

Para oír las confesiones. acompañarán al sacerdote dos monjas hasta 
la celda de la enferma, y una vez terminada la confesión, volverán con él 
ATTE 


(25) La Instrucción del año 1924, III, 2.2, b), no mencionaba este último extremo. 


(26) En vista de esa prohibición terminante hecha a los sacerdotes de entrar en 
clausura con el objeto de ejercer otros ministerios en pro de las monjas enfermas, 
que no sean la administración de los sacramentos de la Penitencia, Eucaristía y 
Extremaunción, la asistencia a las moribundas y al entierro de las difuntas, esti- 
mamos que ya no se puede seguir sosteniendo la opinión de algunos autores, los 
cuales defendían que también podía entrar un sacerdote cuando la enferma sólo 


deseaba pedirle algún consejo espiritual o recibir de él algún consuelo, o simple- 
mente su bendición. 


(27) Antes, en virtud de la Instrucción del año 1924, III, 2, h), las cautelas que 
se debían guardar para la administración de la Comunión eran éstas: «Es necesario 
que cuatro religiosas de edad madura, a ser posible, acompañen, desde que entra 
en la clausura hasta que sale de ella, al sacerdote, el cual debe llevar: el sagrado 
copón con algunas partículas consagradas, administrar la sagrada Comunión, volver 


a la iglesia y reservar el sagrado copón, guardando las rúbricas que prescribe el 
Ritual Romano para la Comunión de los enfermos.» 
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hasta la puerta de salida, E igualmente cuando haya de administrar la Ex- 
iremaunción o asistir a las moribundas (28). 

28. La predicación de la divina palabra debe hacerse ante las rejas 
del coro o del locutorio; pero si no puede hacerse cómodamente ahí, se 
acudirá a la Santa Sede para obtener la facultad de predicar dentro del 
coro o en la sala capitular, o, con la anuencia del Ordinario local, en la 
iglesia, a la cual en ese caso se extiende la clausura, teniendo entretanto 
cerradas sus puertas (29). 

29. Pueden entrar en la clausura de las monjas: 

.4) Los que ejerzan a la sazón la soberanía en algún Estado, aunque 
sea federado, y sus esposas con el séquito (30). 


(28) Nada decía la Instrucción del año 1924 acerca del acompañamiento para el 
caso de la Extremaunción y de la asistencia a las moribundas. En cambio, tratando 
de la confesión, ordenaba (ib., i): «Para oír la confesión se prescriben las siguientes 
cautelas: dos monjas acompañarán al confesor hasta la celda de la enferma, y allí, 
ante la puerta abierta de la misma celda—la Instrucción actual no menciona este 
requisito—, aguardarán mientras oye la confesión, para acompañarle de nuevo, 
cuando vuelva a la puerta del monasterio.» 

(29) «Verbi Dei praedicatio fieri debet ad crates chori vel locutorii; si hoc com- 
mode fieri nequeat, adeatur Sancta Sedes ad obtinendas facultatem conciones ha- 
bendi in ipso choro vel in aula capitulari vel, annuente Ordinario loci, in ecclesia 
ad quam in casu extenditur clausura, ianuis ecclesiae tunc clausis.» 

(30) «Ingredi possunt clausuram Monialium: qui supremum actu tenent in ali- 
quo Statu etiam Foederato principatum, quocumque nomine vocentur (C. I. C., 
26 martii 1952) eorumque uxores cum comitatu.» 

La respuesta de la Comisión Intérprete, ahí mencionada, referíase a una duda 
que le habían propuesto acerca de la interpretación del canon 598, 8 2, donde se 
trata de la clausura de los regulares varones, y, como es natural, la pregunta ver- 
saba sobre si podían ser admitidas dentro de la clausura de aquéllos las esposas 
de los Presidentes de cada uno de los Estados federados. 

La Comisión Intérprete contestó afirmativamente, y añadía que dicha respuesta 
no era declarativa, sino extensiva. 

A pesar de esta última indicación, nosotros, al dar cuenta de esa respuesta («La 
Ciencia Tomista», 80 [1953], p. 315), después de haber indicado quiénes podían entrar 
en la clausura de los regulares varones, proponíamos esta cuestión: ¿Cabría exten- 
der semejante privilegio a la clausura de las monjas, de suerte que se aplique tam- 
bién a dichas señoras y a sus maridos el número 3.2 del canon 600? 

Varias son—respondimos—las razones que parecen aconsejar una contestación 
afirmativa; a saber: a) El principio que dice: Ubi eadem est ratio, ibi eadem debet 
esse iuris dispositio. b) En el canon 600, 3.2, y en el canon 598, $ 2, trátase de cosas 
correlativas y equiparadas, y es bien sabido que acerca de ellas se permite la inter- 
pretación amplia. c) La analogía (can. 20), merced a la cual podemos aplicar esta 
declaración, recaída sobre el canon 598, $ 2, al canon 600, en cuyo número 3.2 se 
lee: «Pueden entrar en la clausura—de las monjas—los que a la sazón ejerzan la 
soberanía en los pueblos y sus esposas con el séquito.» 

Esto que ahora dispone la Sagrada Congregación ha venido a confirmar lo que 
nosotros habíamos defendido, puesto que menciona expresamente la respuesta de la 
«Comisión Intérprete. 
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b) Los Cardenales de la Santa Iglesia Romana, que pueden llevar de 
acompañantes uno o dos clérigos o un seglar de la familia cardenalicia (30) 


(31) En cuanto a la entrada de los Cardenales, el Codex, en el número 3.2 del 
canon 600, dice así: «Possunt clausuram ingredi qui supremum actu tenent popu- 
lorum principatum eorumque uxores cum comitatu; itemque S. R. E. Cardinales.» 

Respecto de si los Cardenales podían llevar acompafiamiento cuando entraban: 
en la clausura de las monjas, reinaba cierta variedad entre los comentaristas. Unos 
lo afirmaban terminantemente; a otros les parecía que podían llevarlo; otros se 
limitaban a decir que, según algunos, podían. No faltó quien lo negaba como conira- 
rio al canon. 

Como no carece de interés ver los matices de cada uno, vamos a reproducir sus: 
mismas palabras, siguiendo el orden indicado. 

«Etiam Cardinalibus—son palabras de VERMEERSCH: Epit. Iur. Can., ed. 7.3, t. I, 
n. 759, c) (1949) —clausuram cum comitatu ingredi licet. Id dignitate personae postu- 
latur et usu etiam Urbis confirmatur. Immo verbo «itemque» canon paritatem causae 
Cardinalis et Reginae insinuat.» 

«Clausuram monialium ingredi possunt—afirma BERuTTI: De Religiosis, n. 115, 
3) (1936) —simul cum principe supremo, vel cum eius uxore, omnes personae utrius- 
que sexus quae eorum comites sint; quod idem intelligitur pariter de personis qui 
Cardinalem comitentur.» 

«Possunt clausuram ingredi: Cardinales, et quidem cum comitatu eis conve- 
nienti» (BLAT: lus de Religiosis et Laicis, ed. 3.1, n. 533, p. 463, c) (1938). 

«Cardinales, et ipsi, ut logicum est, cum eorum comitatu; soli enim incedere 
non solent, neque id, in casu, decens foret» (DE CARLO: Ius Religiosorum, n. 304, 
49 (1950). 

FANFANI: De Iure Religiosorum, ed. 3.8, n. 310, 4.2 (1949), a la duda: «Utrum 
etiam S. R. E. Cardinales monasterium monialium ingredi valeant cum suo comitatu? 

Resp.: Affirmative: Quamvis enim Codex expresse hoc non habeat, eo ipso quod 
Cardinalis enumerat post illos «qui supremum actu tenent populorum principa- 
tum» cum particula «itemque», concludendum videtur quod Cardinales aequiparandi 
sint regibus et principibus, qui cum comitatu ingredi valent. Eo vel magis quod neque 
consuetum sit neque deceat S. R. E. Cardinales per se solos- incedere.» 

CORONATA: Institut. Iur. Can., ed. 3.2, vol. I, n. 613, a): «Comitatus videtur con- 
cedi non solis uxoribus, sed et principibus necnon etiam Cardinalibus.» 

ScHAEFER: De Religiosis, ed. 4.2, n. 1169, d) (1947) : «Uti videtur, etiam S. R. E. Car- 
dinales Monasterium Monialium ingredi valent cum comitatu. Dicitur in canone 
itemque idest similiter pari ratione. Non decet, ut Cardinales sine ullo comite clau- 
suram ingrediatur. Usu Urbis confirmatur.» 

'TABERA: Derecho de los Religiosos, n. 303, 3, nota 30 (1948): «Los Cardenales con 
su séquito, según parece.» 

CREUSEN: Religiosos y Religiosas, traducción española, n. 287, 3.2 (1947): pregun- 
ta: «¿Pueden los Cardenales introducir en la clausura a los clérigos o laicos agre- 
gados a su servicio? Algunos opinan que sí; la expresión «asimismo» les asimilaría, 
según éstos, completamente a los jefes de Estado.» 

JARDí: El Derecho de las Religiosas, ed. 3.8, n. 802, b) (1947): «Los Cardenales de 
la Santa Iglesia Romana, también, según algunos, podrán ser acompañados en este 
caso del cortejo correspondiente a su dignidad.» 

GOYENECHE: De Religiosis, n. 77, II, C., a), nota 80 (1938), niega que los Cardena- 
les puedan entrar en clausura con acompañamiento. Dice así: «Tum can. 600, 3.2, 
tum Instructio (del año 1924) dum de comitatu eorum qui supremum tenent populo-- 
rum principatum expresse concedunt, de comitatu Cardinalium silent. Sunt quidem: 
qui ad comitatum Cardinalium eandem facultatem extendunt (cita a FANFANI y & 
RC AE at textus huic interpretationi minime favet.» Cfr. SCHONSTEINER, op. cit., 
p. , 5). 

La Sagrada Congregación favoreció a los primeros, autorizando a los Cardenales 
para entrar con acompafiamiento, pero no de cualesquiera personas, Sino, taxativa- 
mente, de uno o dos clérigos o de un seglar de la familia cardenalicia, es decir, de- 
los que pertenecen al servicio del Cardenal. 
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c) Los médicos, cirujanos u otras personas peritas en curar enfer- 
mos; arquitectos, artesanos, obreros y demás personas cuyos servicios, a: 
juicio de la Superiora, son necesarios para el monasterio, obteniendo antes 
la aprobación, habitual siquiera, del Ordinario local. Puede la Superiora 
procurarse dicha aprobación al principio de cada año, presentando al Or- 
dinario la lista de las personas. Pero si la necesidad es urgente y no hay 
tiempo de pedir la aprobación, ésta se supone de derecho. 

30. Deben ser de óptima fama y de costumbres excelentes las perso- 
nas que hayan de entrar frecuentemente en la clausura (32). 

31. Dejando a salvo las Constituciones y los Estatutos que prescriben 
normas más rígidas, las personas que legítimamente entran en la clausura, 


ya sea al ir, ya al volver, mientras pasan por el edificio de la comunidad, 
irán acompafiadas por dos monjas. 


32 a) Cualquiera que sea motivo por que se permite la entrada, 
quienes hayan entrado no pueden permanecer en el monasterio más tiem- 
po del verdaderamente necesario para el fin en atención al cual fué con- 
cedida la licencia (33). 


(32) La Instrucción del año 1924, III, 2, p), exigía que todas las personas que 
hubieran de entrar en clausura para prestar algún servicio estuvieran adornadas de: 
esas cualidades, y además que eso le constara a la Superiora por informes fidedignos. 

La Instrucción actual únicamente lo exige para las que hayan de entrar frecuen- 
temente. No hay duda que de esa forma se facilita el que puedan las monjas ser 
atendidas en algún caso particular, v. gr. por un especialista médico que, siendo 
una notabilidad bajo ese aspecto, en cuanto a fama y costumbres deje bastante que 
desear. 

Pero aun cabe proponer la siguiente cuestión: Sabido es que muchos monasterios: 
de monjas radican en lugares donde sólo hay un médico, y éste no siempre reunirá 
dichas condiciones. ¿Qué hacer en tales casos? ¿Tendrán las monjas que valerse de 
un médico extraño? 

La respuesta parece que debe ser la siguiente: Si pueden hacerlo sin graves 
dificultades, claro está que deben acudir a otro; pero si eso les ocasionara mucho 
gasto, podrían servirse del médico de aquel lugar. Lo más seguro y conveniente será 
que consulten al Prelado diocesano y se atengan a lo que éste disponga. 


(33) «Quavis de causa ingressus permittatur, ingredientes nequeunt in Monas- 
terio versari ultra tempus vere necessarium ad finem pro quo licentia data fuit.» 

La tan repetida Instrucción del año 1924, III, 2, k), sólo hacia esa indicación at 
referirse al sacerdote que entraba para oír la confesión de las enfermas o adminis-- 
trarles la sagrada Comunión. Pero de ahí no se podía inferir que los demás pudieran 
entretenerse dentro de la clausura fuera del tiempo necesario para desempeñar su 
cometido. 

En ese punto estaban acordes todos los autores antiguos. En cambio, había di- 
versas opiniones al señalar el plazo de tiempo necesario para cometer pecado grave, 
permaneciendo dentro de la clausura. después de haber terminado el quehacer. 

Según Prat: Praelect. Iur. Reg., ed. 2.2, t. I, p. 366, q. 5, n. 3, todo lo que sea pasar 
de un cuarto de hora ya es suficiente para constituir pecado mortal. 

Otros autores excusan, no sólo de pecado grave, sino también de falta venial, la 
permanencia innecesaria durante un cuarto de hora, siempre que no vaya acompa-- 
fiada de circunstancias desfavorables, y no obedezcan a un fin malo. (Véase PASSERINI: 
De hom. stat. et officiis, t. II, q. 187, art. 1, n. 902.) 
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por razón de su oficio. 

b) No hablará con las personas extrañas, mientras éstas permanecen 
dentro del monasterio, ninguna monja, fuera de aquellas que deben hacerlo 

33. 4) Sin licencia especial de la Santa Sede no es lícito admitir 
dentro de la clausura a niñas o mujeres para educarse, para experimentar 
la propia vocación por breve tiempo, o por otro motivo de piedad o de 
apostolado, salvas las prescripciones de la Constitución Sponsa Christi, ar- 
tículo IX. $ 2, números I y 2. 

b) Igualmente se debe recurrir a la Santa Sede para obtener en favor 
de las Hermanas externas licencias especiales no contenidas en los Estatu- 
tos aprobados. 

34. Las postulantes (can. 540) pueden entrar en clausura con sólo 
el permiso del Ordinario del lugar. 


d) Custodia de la clausura papal mayor 


35. El Ordinario del lugar tiene el derecho v el deber de vigilar por 
la guarda de la clausura en todos los monasterios de su territorio, aun de 
los sometidos al Superior regular, aunque también a éste se le encomiende 
ese derecho y deber tocante a los monasterios a él sometidos (can. 603. 
S aleve?) 

36. Pero dentro del monasterio incumbe inmediatamente a la Supe- 
riora la custodia de la clausura. Debe conservar en su poder, de dia y de 
roche. las llaves de todas las puertas de la clausura, entregándolas tan sólo 
.a las monjas encargadas de los diversos oficios cuando las precisen; que- 
dando a salvo el derecho particular que ordene otras cosas por añadidura. 

37. En lo tocante al acceso de las monjas a! locutorio (tiempo y fre- 
cuencia, cualidad de las personas que se hayan de admitir, etc.) y al modo 


REIFFENSTUEL: lus Cam. Univ., 1. III, tit. 34, n. 65, se expresa del siguiente modo: 
«Aun cuando los que entran lícitamente en la clausura de las monjas deben salir 
una vez terminado el negocio o la causa por que entraron; sin embargo, si se detie- 
nen algún tiempo, v. gr., para consolar a una enferma, o también para ver el mo- 
nasterio, o sus oficinas, no pecan. Y la razón es, por una parte, que e) precepto de 
la clausura debe entenderse no matemática, sino moralmente, y por ntra, porque 
la costumbre no lo interpreta con tanto rigor.» En todo caso no es tarea fácil definir 
cuánto tiempo se requiere para cometer pecado grave. LESSIO estima que quien se 
detuviera un cuarto de hora no pecaría ni venialmente, pero el que pasara nota- 
blemente de media hora cometería pecado grave. 

Esta ültima opinión es la que juzgamos más aceptable. 

Téngase en cuenta, sin embargo, que en semejantes casos, aun cuando el pecado 
llegue a ser grave, el culpable no incurriría en la excomunión decretada por el 
canon 2.342, 1.2, ya que ésta sólo se refiere a quienes hubieran entrado sin la debida 


licencia, no a quienes la habían obtenido y, una vez dentro, se detienen allí más de 
lo preciso. 


— 644 — 


INSTRUCCION SOBRE LA CLAUSURA DE LAS MONJAS 


de conducirse alli (el velo, las escuchas, etc.) se observarán las Constitu- 
ciones propias. Pero si se juzga que éstas necesitan alguna adaptación, se 
acudirá a la Santa Sede. 

38. Las monjas (cfr. Sponsa Christi, Estatutos Generales, art. I, $ 1) 
(no las novicias y postulantes) que salgan ilegítimamente de la clausura 
mayor. contra lo establecido en el canon 601, incurren ipso facto en exco- 
munión simplemente reservada a la Sede Apostólica (can 2.342, 1.°). 

39. En la misma pena incurre cualquier persona de cualquier clase, 
condición o sexo que viole la clausura mayor, ya sea entrando ilegitima- 


mente en ella, ya introduciendo o admitiendo ns a otros en la 
misma (can. 2.342, 1^). 


6. LA CLAUSURA PAPAL MENOR 


a) Su naturalezd; b) división del monasterio, c) clausura activa; 
d) clausura pasiva; e) custodia de la clausura papal menor 


a) Su naturaleza 


40 La clausura papal menor se contiene dentro de estos límites: 

I). -Como verdaderamente pontificia, no menos que la clausura mayor, 
irotege y fomenta la observancia y custodia de la castidad pública solemne 
y la vida contemplativa del monasterio; 

2) mas por el hecho de ser menor, aun siendo verdaderamente mucho 
más severa que la clausura de las Congregaciones (can. 604), y hasta que 
la de las Ordenes de varones (cáns. 598-599), sin embargo concede facul- 
tad y la oportuna facilidad para que las monjas ejerciten de una manera 
conveniente y fructuosa algunos ministerios selectos e idóneos a ellas le- 
zítimamente encomendados (Instr, Inter . praeclara, XI). ! 

41 a) La clausura menor no permite cualesquiera ministerios, sino 
aquellos que riman-con la vida contemplativa, ya sea de toda la comunidad, 
ya de cada una de las monjas que la integran (Cons. Spomsa Christi). ^ 

b) Tales ministerios, bien sea por instituto, bien por legítima conce- 
sión, o por mandato de la Iglesia, en atención a las múltiples necesidades. 
que experimentan cada-día ella y las almas, han de aceptarse con orden y. 
modéración, en armonía con la índole y el espíritu de cada. Orden religiosa,. 
de forma que no sólo no perturben o comprometan su vida auténticamente, 
contemplativa, sino que más bien la sostengan y corroboren (Const. S poti 
sa Christi). : : 
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c) Tales son: la enseñanza del catecismo, la instrucción religiosa, la. 
educación de las niñas y niños, retiros y ejercicios para mujeres, prepara- 
ción para la primera Comunión, obras de caridad en alivio de los enfer- 
mos, de los pobres, etc. 

42. a)  Necesariamente se debe aplicar la clausura menor en los mo- 
nasterios donde muchas monjas y una parte notable de aquéllos se destinan 
habitualmente a obras de apostolado (Estatutos Generales, art. IV, $ 3, 2). 

b) Por el contrario, si son pocas las monjas dedicadas a tales obras, 
v éstas ocupan o pueden reducirse práctica y prudentemente a pequeñas 
partes del monasterio, entonces puede observarse, a juicio de la Santa Sede, 
la clausura mayor, con las debidas facultades o dispensas, de acuerdo con 
o dicho arriba (n, 9) (34). 


b) Divisiones del monasterio 


43. En primer lugar, las piezas de los monasterios que, en atención: 
al ejercicio de los ministerios, están sometidos a la clausura menor, se di- 
vidirán en dos partes, reservando la primera para las monjas, y destinando 
la otra para las obras de apostolado. 

44. a) En la parte reservada para las monjas, a modo de clausura: 
mayor, deben hallarse: las celdas, el coro, la sala capitular u otra seme- 


(34) «Clausura pontificia seu papalis minor his continetur finibus: 

1) qua vere pontificia non secus ac clausura maior, observantiam et custodiam: 
publicae solemnis castitatis atque vitam contemplativam Monasterii protegit atque 
fovet; 

2) qua vero minor, etsi vere ac longe severior clausura Congregationum (canon: 
604), imo clausura Ordinum virorum (cc. 598-599) sit, tamen facultatem praebet ac 
convenientem facilitatem ad apta quaedam et selecta ministerio Monialibus legitime: 
concredita rite et fructuose exercenda (Instr. Inter praeclara, XI). 

a) Clausura minor non quaecumque ministeria, sed ea tantum admittit seu 
patitur quae cum vita contemplativa, sive totius Communitatis, sive singularum Mo- 
nialium amice coniungitur (Const. Sponsa Christi). 

b) Haec ministeria sive ex instituto, sive ex legitima concessione, sive etiam ex 
praescriptis Ecclesiae ob crescents semper Eiusdem et animarum necessitates ita 
ordinate ac moderate, servata indole et spiritu singuli Ordinis, suscipiantur ut vitam 
authentice contemplativam nedum turbent aut afficiant, alere potius et roborare 
debeant (Const. Sponsa Christi). 

c) Talia sunt: doctrinae christianae traditio, instructio religiosa, educatio puella— 
rum et puerorum, recessus et exercitia mulierum, praeparatio ad primam Commu- 
nionem, opera caritatis in levamen aegrotorum, pauperum, etc. 

Clausura minor necessario adhibenda est ubi pleraeque sive plures, Moniales et 
notabilis pars Monasterii habitualiter operibus apostolatus destinantur (Statuta Ge-- 
neralia, art. IV, 8 3, 2). ] 

d) E contra, si paucae tantum Moniales addicuntur operibus et arctis limitibus- 
Monasterii ipsa contineantur seu contineri practicae et prudenter valeant, tunc ser- 
vari poterit, de iudicio S. Sedis, clausura maior cum debitis facultatibus seu dispen- 
sationibus, iuxta superius dicta (n. 9).» 
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jante, el refectorio, la cocina, las salas de recreo o paseo y labor de la 
comunidad, los locutorios por el lado accesible a todas las monjas. 

b) En esta parte del edificio no pueden estar: los locales donde habi- 
tan las Hermanas externas. las habitaciones y locales destinados a hospe- 
dería; la iglesia, con sus anejos, salvo lo del nümero 12. 

45 a) La otra parte del monasterio está reservada para las obras 
o ministerios del apostolado ejercitados por el propio monasterio. De ahí 
que esta parte se halla a disposición tanto de las religiosas que legítima- 
mente se dedican a las obras y ministerios, como de aquellos que dirigen 
el apostolado. 

b) La iglesia y el oratorio público, o los lugares a ellos anejos y de- 
más indicados en el artículo 12, b), por regla general, no deben estar den- 
tro de esta segunda parte del monasterio, sino fuera de ella. 

Pueden exceptuarse, tanto en la iglesia como en los lugares anejos a la: 
misma, las piezas o cámaras que se reservan legitimamnte para las obras 
de apostolado. Y aun toda la iglesia que sirve habitualmente para uso de 
todos los fieles, en caso de necesidad puede, consintiéndolo el Ordinario: 
del lugar, equipararse a los locales destinados a los ministerios, durante el 
tiempo que las monjas se vean precisadas a ejercer en ella sus propios: 
"ministerios. con tal que se cumplan fielmente las disposiciones que abajo se 
prescriben, y aplicando prudentes cautelas (35). 

46. a) Nose permiten locales que se reserven alternativamente, unas 
veces para la comunidad y otras para las obras de apostolado. 

b) Sin embargo, con causa razonable, podrá permitir el Ordinario def 
iugar que, ya sea a modo de acto, ya también por cierto espacio determi- 
nado, algunos locales destinados habitualmente para las obras (de apos- 
tolado) se adjudiquen a la comunidad, extendiendo entonces a los mismos 
iodas las reglas y prescripciones que arriba se detallan referentes a la 
parte del monasterio habitualmente reservada para la comunidad. 


(35) «a) Altera pars Monasterii reservata est operibus seu ministeriis aposto- 
latus, ab ipso Monasterio exercitis. Inde haec aedium pars, pari ratione patet tum: 
Religiosis quae legitime operibus ac ministeriis inservunt tum aliis a quibus aposto- 
latus dirigitur. 

b) Ecclesia et oratorium publicum, locave eisdem adnexa et alia de quibus im 
art. 12 b), non intra sed, ex regula, extra hanc alteram Monasterii partem exstare 
debent. 

Excipi possunt tam in ecclesia quam in eidem adnexis locis aulae seu cubicula 
quae operibus apostolatus legitime reserventur. Imo, etiam tota ecclesia quae ha- 
bitualiter fidelibus omnibus pateat, urgente necessitate poterit de consensu Ordi- 
narii loci aedibus ministeriis destinatis illo tempore durante accenseri quo in ipsa 
Moniales propria ministeria exercere cogantur, dummodo illa observentur fideliter 
quae infra praescribuntur, prudentibus cautelis adhibitis.» 
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47. También por lo que atañe a la parte del monasterio reservada 
para las obras (de apostolado), debe impedirse la vista de una y otra parte. 
Si acaso no fuera posible evitar por completo con el mismo rigor la vista 
desde la parte del monasterio a las monjas reservada, proveerá el Ordina- 
rio diligentemente y con prudencia. 

48. a) Debe señalarse taxativamente la separación de las dos partes 
del monasterio, indicándola claramente, de forma que a todos sea bien 
perceptible. 

b) Todas las prescripciones referentes a las puertas de la clausura 
mayor (n. 49, a) deben aplicarse a las puertas de la parte del monasterio 
reservada para las monjas. 

c) Si para todo el monasterio hay una sola puerta que da a la calle, 
yor la que entran los extraños, es de toda precisión que haya Otra puerta 
interna, debidamente custodiada, por la cual entren las personas que deban 
admitirse en los locales destinados a las obras (de apostolado). 

49. El paso de las monjas de la parte de la comunidad a la de las 
obras: ik 

a) Debe hacerse siempre directamente por una puerta especial. 

b). Sólo está permitido el paso en las horas legítimamente designa- 
das, y a las monjas que por la Superiora estén destinadas a las obras, ya 
para un acto, ya habitualmente, de acuerdo con las Constituciones o los Es- 
tatutos. Deben catalogarse también entre las mismas. la Superiora u otra 
monja por ella designada, aunque sólo sea para ejerecr la conveniente vi- 
eilancia. 

C) 4 Las monjas que se encuentran legitima anim en los locales de las 
obras deberán tener locutorios especiales, sin necesidad de rejas, aunque si 
provistos de las oportunas cautelas, en los que puedan hablar con los ex- 
traños, pero sólo de los asuntos relacionados con las obras (de aposto- 
lado) (36). 


(36) «Transitus Monialium a parte Communitatis ad partem, operum: 

a) Per ianuam specialem semper directe fiat; 

b) .Legitime designatis temporibus illisque, solis Monialibus licet quae ad An- 
tistita sive ad actum sive habitualiter, iuxta Constitutiones seu Statuta, operibus 
addicantur, Inter has etiam ipsa Antistita vel Monialis ab ea designata, etiam solius 
debitae vigilantiae exercendae causa, recenseri debent. $ 

c) Monialibus in aedibus operum legitime exstantibus pateant ibi specialia lócu- 
toria, non necessario cratibus munita, aptis tamen cautelis praedita, in quibus. ipsae, 
intuitu operum tantum, colloqui cum, extraneis poteruünt.» 

La división de los locales. del monasterio en dos partes, reservada una de ellas 
para la Comunidad a fin de que pueda practicar allí tranquilamente sus ejercicios, 
y destinada otra para las obras del apostolado, es lo que propiamente constituye lo 
que podemos llamar él elemento específico de a. clausura, papal menor. . 
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y c) Clausura activa 


50. a) La clausura menor implica la prohibición grave, para todas 
y cada una de las personas a ella sometidas, de no salir fuera de las cercas 
del monasterio, de igual forma que la clausura mayor respecto de las mon- 
jas y demás a ella sujetas (Instr. Inter praeclara, XII, 2) 


b) Puede concederse dispensas de esa grave prescripción cuando. por 
motivo de apostolado, sean verdaderamente necesarias, pero sólo a las 


monjas y compañeras que, según lo arriba dicho (n. 49), estén legítima- 
mente dedicadas a los ministerios. 


c) Puede la Superiora conceder licencia para salir en los casos recono- 
cidos aquí (n. 51) o en las Constituciones propias, cuando existan con 
certeza, y Onerada sobre eso la conciencia de la Superiora. En otros casos 
no expresados en el Derecho, aunque hasta cierto punto puedan equipa- 
rárseles por serles bastante parecidos, se debe acudir al Ordinario del 
lugar para que éste, examinando el caso ante el Señor, conceda la: licencia 
y, si lo estima oportuno, remita la concesión a la Superiora pata lo fu- 


turo (37). Drm CI - 
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Refiriéndose a ella decía la Instrucción Inter praeclara, XI, 5: «En los monaste- 
rios que se dedican a obras aprobadas (de apostolado) debe observarse con todo: 
rigor y puntualidad lo dispuesto por el canon 599, $ 1, tocante a la clausura de los. 
regulares varones, que también aplica el canon 604, $ 2, a la clausura de las Con- 
gregaciones; de suerte que haya siempre una clara y perfecta separación entre las: 
«partes del edificio destinadas para habitación de las monjas y los ejercicios de la vida 
monástica, y las otras que se dedican a dichas obras de apostolado.» 

Y en el número 40, 2), de la reciente Instrucción se advierte que la clausura: 
papal menor es más severa que la de las Ordenes de varones, como quiera que, a 
tenor del mencionado canon 599, $ 1, si la casa de éstos tiene anejo un convicto 
para alumnos externos o internos u otras obras propias de la religión, en cuanto 
sea posible se reservará para habitación de los religiosos al menos una parte del 
edificio, separada del resto, sujeta a la ley de la clausura. 

En cambio, por lo que atañe a los monasterios de monjas sometidos a la clausura 
papal menor, dicha separación debe hacerse en absoluto, sin admitir la atenuación 
contenida en las palabras del canon 599, que hemos subrayado. 


(37) «a) Clausura minor gravem prohibitionem secumfert, pro omnibus ac sin- 
gulis eidem subiectis, egrediendi extra saepta, Monasterii eadem ratione ac clausura 
maior pro Monialibus aliisque ipsa ligatis» (Instr. Imter praeclara, XII, 2). 

«b) Dispensationes ab hoc gravi praescripto a) ratione apostolatus concedi pos- 
sunt, si vere necessarium sit, illis tantum 'Monialibus et Sodalibus quae’ legitime, 
iuxta superius dicta (n. 49) ministeriis addictae sint. 

c) Egrediendi licentia pro casibus hic (n. 51) vel in propriis Constitutionibus: 
recognitis, quandiu certo exsistant, onerata ipsius conscientia, ab Antistita concedi 
possunt. In aliis casibus, qui iure expressi noii sint, etsi non obscure ob rationis pa- 
“ritatem recognitis aequiparari possunt, ad Ordinarium loci recurrendum erit ut ipse,. 
re in’ Domino ponderata, licentiam concedat et, Si censuerit, rem in posterum Ari- 
tistitae committat.» 

"PES decir, que en ciertos casos, una “vez que el Ordinario de lugar estime hàber 
causa suficiente para permitir la salida, puede encomendar a la Superiora, que auto- 
rice las salidas cuando tales casos se repitan. Es algo semejante a lo que hemos 
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d) Tanto el Ordinario del lugar como el Superior regular a quienes 
está encomendada la tutela de la clausura (can. 603), onerada estrictamen- 
te su conciencia, han de velar diligentemente por la observancia de estas 
normas. 

51. Son tres los capítulos en virtud de los cuales generalmente se pue- 
«de apreciar la referida necesidad de los ministerios, para que pueda conce- 
derse legítimamente la licencia de salir (n. 50, c): 


a) Por razón del mismo ministerio que de hecho exija la salida para 
poder ejercerlo con eficacia, v. gr., si es preciso acompañar a las niñas 
fuera de la clausura por motivo de estudio, de salud, de recreo, y no están 
a mano las maestras, las oblatas u otras personas que puedan cumpliir este 
oficio 


b) Por razón de prepararse para los ministerios, o sea: para adquirir 
la ciencia, la cultura, los títulos, las habilitaciones, y por ese motivo deban 
asistir a escuelas, liceos, universidades, conferencias y congresos que se 
estime necesario. Si algunos de tales institutos fueran tan laicos v profa- 
nos que, de asistir a ellos, amenace peligro para las virtudes religiosas o 
pudiera producirse escándalo, debe consultarse siempre antes al Ordina- 
10 del lugar. Y en todo caso habrán de observarse las instrucciones 
emanadas de la Santa Sede. 


c) Por razón de los negocios, de las causas o cuestiones relacionadas 
con los ministerios que es preciso tratar ante las autoridades eclesiásticas 
o civiles o ante los oficios públicos o privados, que no podrían tramitarse de 
una manera segura y conveniente por otras personas (38). 


visto en el apartado anterior, nümero 29, c), acerca de la aprobación habitual del 
«Ordinario para permitir la entrada de ciertas personas en la clausura mayor. 


(38) «Capita ex quibus generatim praescripta ministeriorum necessitas aestimari 
potest, ut iusta egrediendi dispensatio concedi valeat (n. 50), c), haec tria recen- 
sentur: 

a) Ratione ipsius ministerii quod de facto ut efficaciter exerceri possit egressum 
exigat ut e. g., si puellae comitandae necessario extra clausuram sunt ratione studii, 
"sanitatis, recreationis nec praesto adsint magistrae, oblatae, vel aliae personae 
‘quae huic officio satisfacere valeant. 

b) Ratione praeparationis ad ministeria, scilicet: ad scientiam, culturam, titulos 
Hhabilitationes. comparanda, indeque ad scholas, lycaea, universitates, collationes, 
congressus quae necessario videantur frequentanda. Si ex his nonnulla instituta adeo 
sint laicalia et profana ut periculum virtutibus religiosis immineat vel scandalum 
“ex frequentatione oriri possit, semper prius Ordinarius loci consulendus est. Quovis 
in casu Instructiones a S. Sede latae, servandae sunt. 

c) Ratione negotiorum, causarum quaestionumve quae ad ministeria spectant 
mec tuto vel convenienter apud auctoritates ecclesiasticas vel civiles aut apud officia 
publica seu privata per alias personas tractari et expediri possint.» 
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d) Clausura pasiva 


52. Las leyes reguladoras del ingreso en la clausura mayor se apli- 
«an igualmente a los monasterios de clausura menor en lo que atañe a la 
parte reservada a las monjas (Instr. Inter praeclara, XII, y arriba, 
n, 26 ss.). 

53 a) Pueden entrar en la parte del monasterio dedicado a las obras, 
las mujeres, las niñas o niños a quienes se destinan tales obras y, confor- 
me a la naturaleza de éstas, pueden también permanecer allí de día y de 
noche. 

b) Otro tanto se dice de las mujeres que sean necesarias para las 
Obras. como profesoras, enfermeras, criadas, obreras. i 

54. 4) De una manera transitoria pueden admitirse otras personas 
"unidas por un vinculo especial a aquellas en cuyo favor se practican las 
Obras, v. gr., los padres o parientes o bienhechores que acompafien a las 
nifias o nifios o que deseen visitarlos; además, será lícito invitar a esos mis- 
qnos y también a otros que sea conveniente o decoroso, segün la naturaleza 
de la obra y los usos de los lugares, a ciertas festividades o ejercicios re- 
ligiosos o escolares. 

b) Todas estas cosas deben determinarse oportunamente en los Esta- 
tutos u Ordenanzas legitimamente aprobados. 

-55. Deberán ser admitidos todos aquellos a quienes por Decreto ecle- 
“siástico o por ley civil se les ha encomendado legítimamente el encargo de 
cualquier género de inspección (39). 

56. Como es natural, no menos que en la parte reservada a las mon- 
jas (can 600, 4.°), pueden ser admitidos en la parte destinada a las obras, 
cuando sea necesario, el médico, los obreros y otros varones por el estilo, 
«on licencia asimismo habitual del Ordinario del lugar (n. 29, c). 


(39) «Partem Monasterii operibus addictam, mulieres seu puellae vel pueri qui- 
bus eadem opera destinantur, ingredi possunt, ibique, etiam diu noctuque, iuxta 
maturam operum commorari. 

Idem valet pro mulieribus quae operibus necessariae sunt, ut magistrae, nosoco- 
mae, ancillae, operariae. 

Ad actum seu transeunter admitti possunt aliae personae peculiari vinculo cura 
dis devinctae ad quas opera diriguntur, v. g. parentes seu coniuncti aut benefactores 
puellas seu pueros comitantes vel visitare cupientes; eosdem vel etiam alios quos 
oportet aut decet, iuxta naturam operis et usus locorum invitare licebit, ad quasdam 
festivitates seu demonstrationes, quae dicuntur, religiosas vel scholasticas. 

Haec omnia in Statutis vel Ordinationibus legitime approbatis opportune defi- 
mienda sunt. 

Admitti autem debent omnes quibus iure ecclesiastico vel ordinatione civili legi- 
time munus inspectionis cuiusvis generis demandatum est.» 


— 651 — 


SABINO ALONSO MORAN, O. P. 


57. Se requiere y basta la licencia del Ord:nario del lugar para los 
demás casos de necesidad o de verdadera utilidad no previstos arriba 
(nn. 54-56, a) o en los Estatutos propios de las Obras. 

58. Continuando en vigor todas las disposiciones relativas a la clau- 
sura mayor. para la parte reservada a las monjas, también en lo concerniente . 
a la clausura más atenuada que afecta a la parte destinada para las obras, es 
derecho y deber del Ordinario local y, si el caso lo pide, del Superior regu- 
far, y también, cumpliendo lo que deba cumplirse de la Autoridad de las 
Federaciones, de vigilar rigurosamente y, si fuera preciso, ordenar las 
cportunas cautelas, aparte de las que ya van incluidas en los Estatutos 
propios, para guardar y tutelar la clausura. | 


/ e) Custodia de la clausura papal menor 


59. a) Se encomienda a la Superiora la custodia inmediata de esta 
clausura. 

b) Conservara ella las llaves de las puertas que dan paso de una par- 
te a otra del monasterio, o las entregará con prudencia a las monjas desti- 
nadas a las obras (de apostolado). 


c). Las llaves de las otras puertas en los locaies de las obras no las en- 
tregará si no es a personas de toda confianza. 


60. Las monjas que ilegitimamente salieren de las cercas del monas- 
terio incurren ipso facto en excomunión simplemente reservada a la Sede 
Apostólica a tenor del canon 2.342, 3.', o, por expresa concesión de la: 
Santa Sede, reservada al Ordinario del lugar (Instr. Inter praeclara, XV, 1). 


61. a) “Las monjas que pasen ilegítimamente de las partes del 
monasterio reservadas a la comunidad a los otros locales que se contienen: 
dentro de las cercas del monasterio, habrán de ser castigadas segün la gra- 
vedad de la culpa por la Superiora o por el Ordinario del lugar” (Ib., 2). 

b). Debe considerarse ilegítimo el tránsito siempre que se haga sin 
'icencia de la Superiora, al menos habitual o razorablemente presunta (40). 


62. “Los que ilegitimamente entraren y quienes los introduzcan o ad- 
mitan en los locales del monasterio reservados a la comunidad, incurren 
en excomunión simplemente reservada a la Santa Sede” (1b., 3). 


D 


(40) .«Moniales illegitime egredientes e partibus Monasterii Communitati reser-- 
vatis «ad alia loca intra. saepta Monasterii posita, a Superiorissa vel ab Ordinario: 
loci pro gravitate culpae puniendae sunt. - 


Transitus autem est illegitimus quotes fit absque licentia saltem habitual vel 
rationabiliter praesumenda Antistitae.» - 
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63. “Los que ilegítimamente entraren y quienes los introduzcan o ad- 
mitan en los locales del monasterio no destinados a la comunidad, habrán 
ce ser castigados severamente por el Ordinario del lugar donde radica. 
el monasterio, conforme a la gravedad de la culpa” (Ib., 4). 


7. LA CLAUSURA PAPAL Y LAS FEDERACIONES 


64. Acerca de la clausura, ya sea mayor, ya menor, de los monasterios. 
federados, pueden los Estatutos de las Federaciones disponer aquellas co- 
sas que se juzguen necesarias para lograr los fines de la Federación (41). 


65. Por lo que al régimen atañe, puede establecerse la facultad de salir 
de un monasterio y entrar en otro: para celebrar Capítulo o Consejo u 
etra reunión por el estilo; para disponer las oportunas Visitas que hayan: 
de efectuarse por la Autoridad de la Federación o por sus delegada: ; para 
hacer venir u, observando lo que deba observarse, trasladar una Superio- 
ra u otra monja. 

66. Al objeto de fomentar la fraterna colaboración de los monaste- 
rios, puede determinarse idéntica facultad: para aceptar en otro monaste-- 
rio un oficio conferido mediante elección o nombramiento; para prestar 
una ayuda de cualquier género a otro monasterio o socorrer sus necesidades, 
y hasta por el bien particular de una monja, dentro, sin embargo, de los: 
'¡ímites fijados en los Estatutos. 


67 Para la mejor formación de las monjas, erigiendo a tal efecto: 
cdificios comunes, puede reconocerse facultad, que se debe determinar, cla- 
ramente en los Estatutos, de trasladarse a ellos, permanecer en los mis- 
mos y regresar, las monjas a quienes corresponda en virtud de legítimo 
destino o revocación, l | 


68. a) Para la observancia uniforme de la clausura en los monas- 
terios de la Federación, pueden los Estatutos dectetar algunas cosas. | 

b) Con ese mismo fin a), y dejando siempre a salvo los derechos de 
los Ordinarios locales y de los Superiores regulares, pueden también de- 
terminarse especiales intervenciones de los Asistentes religiosos o de las: 
Superioras de la Federación en lo concerniente a las peticiones que tal 
vez deban elevarse a la Santa Sede acerca de-la clausura, v. gr., tocante.a: 
viajes extraordinarios que hayan de hacerse, de una estancia aoada 
fuera del monasterio y de otras cosas parecidas. " 


-(41) Por.lo. que a las mus A concierne, remitimos al. artículo que publi-- 
camos el año 1954 en esta misma REVISTA, páginas 413-428. * En 
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69. En cuanto a los monasterios de la Federación que se dedican a 
-obras de apostolado y están sujetos a la clausura común menor, pueden los 
Estatutos determinar: qué obras pueden aceptarse, a qué personas es lícito 
admitir dentro de los locales de las obras, ya sea de una manera habitual, 
ya transitoria. por qué motivos y bajo qué condiciones o cautelas (42). 


8. INSTAURACIÓN DE LA CLAUSURA PAPAL 


70. a) Es preciso que todos los monasterios de monjas guarden la 
«clausura pontificia o papal, bien sea la mayor, bien la menor, en confor- 
midad con los criterios arriba expuestos. 

b) Por lo que se refiere a los monasterios que, si bien profesan üni- 
«amente la vida contemplativa, no dejan de atender legitimamente a las 
«obras de apostolado en la forma que arriba dejamos indicada (n. 41, a), 
salvo que ya la Sede Apostólica lo haya provisto con posterioridad a la 
Constitución Sponsa Christi, corresponde al Ordinario del lugar, junta- 
mente con el Superior regular, si el monasterio le está sometido, intro- 
‘ducir la clausura papal menor, 

c) En los casos dudosos se llevará el asunto a la Santa Sede 

d) En adelante se acudirá siempre a la Santa Sede para cambiar la 
clausura papal mayor por la clausura papal menor, según las razones arri- 
'ba expuestas (n. 41). 

71. Al Ordinario del lugar incumbe, cuando se introduce la clausura 
papal menor, señalar sus límites (can. 597, $ ), designar los lugares que 
-se destinarán para la comunidad del monasterio o para las obras (de apos- 
“tolado), reconocer y aprobar la necesaria separación entre ellos. 

72 Si obstan especiales dificultades, ya transitorias, ya habituales, 
«contra la instauración de la clausura pontificia o papal, se encomendará 
“el negocio a la Santa Sede, exponiéndole fielmente las circunstancias. 

73. 4) Quedan revocados los Estatutos, Indultos, Privilegios y Dis- 
"pensas en cuya virtud algunos monasterios, conservando la condición jur 


(42) «Ad clausurae uniformem observantiam in Monasteriis Foederationis, non- 
nulla valent Statuta decernere. 

Eodem fine, salvisque semper iuribus Ordinariorum locorum et Superiorum regu- 
larium, etiam speciales interventus Assistentium religiosorum vel Superiorissarum 
Foederationis statui possunt quod attinet ad petitiones S. Sedi circa clausuram forte 
porrigendas, ex. gr. de itineribus extraordinariis suscipiendis, de commoratione extra 
Monasterium protracta deque aliis huiusmodi rebus. 

Ad Monasteria Foederationis quod attinet, quae operibus apostolatus incumbunt 
"et communi clausurae minori subiiciuntur, Statuta decernere valent: quaenam opera 
"suscipi possint, quasnam personas in aedes operum admittere liceat, sive habitualiter 
‘sive transeunter, quanam ratione et quibusdam conditionibus seu cautelis.» 
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Tídica de monjas, se eximían de la clausura pontificia o papal (A. A. S., 43 
[1551], 12; 13 [1921], 178) (43). 

Así, pues, en adelante ya no se podrá aplicar a las monjas la clausura 
«enominada “episcopal”. 

b) Pero continúan en vigor los Estatutos particulares merced a los 
‘cuales se regula y adapta más estrictamente la clausura papal menor res- 
pecto de aquellas monjas pertenecientes a Ordenes que, por Su instituto, 
se dedican a obras de apostolado (44). 


* x xo 
(43) Alude a la Constitución Sponsa Christi y a una respuesta de la Comisión 
Intérprete del 1 de marzo de 1921, Esta última declaraba que, por razón de un in- 
dulto apostólico a la sazón en vigor, no se hallaban comprendidas dentro de la ley 
de la clausura papal, de la que hablan los cánones 597-600, aquellas monjas cuyos 
“votos, aunque por su Instituto deberían ser solemnes, sin embargo, en algunos lu- 
gares son simples, merced a una disposición de la Sede Apostólica. 
Así continuaron las cosas hasta la Constitución Sponsa Christi, en la cual, refi- 
riéndose Pío XII a la clausura de los Monasterios, dice así: «Esta veneranda clausura 
monacal que, por la autoridad suprema de donde procede y por las sanciones que 
interna y externamente la defienden, se denomina papal, en la presente Constitu- 
ción no sólo expresa y solemnemente viene confirmada, a tono con las diversas 
£ircunstancias de los Monasterios que hasta el presente se hallaban sometidos a la 
misma, sino que, a la vez, se extiende a todos aquellos que actualmente no la obser- 
"vaban por haber obtenido legítimas dispensas.» 

Y en los Estatutos Generales, articulo IV, 8$ 4 y 5, añadía lo siguiente: «La 
clausura papal mayor o menor se ha de considerar como condición necesaria no 
«sólo para que puedan emitirse votos solemnes, sino también para que los Monaste- 
rios donde se emiten votos simples puedan en adelante catalogarse entre los ver- 
4laderos Monasterios de monjas, a tenor del canon 488, 7.2 

Si de una manera ordinaria no se pueden observar las reglas de la clausura 
papal, ni siquiera la menor, habrán de suprimirse los votos solemnes donde tal 
«Ocurra. 

La clausura papal menor, sobre todo en aquellos puntos en que se diferencia 
de la clausura de las Congregaciones o de las Ordenes de varones, se ha de guardar 
en los lugares donde las monjas no hacen votos solemnes. 

Si consta de cierto que en algún Monasterio habitualmente ni aun la clausura 
menor se puede guardar, dicho Monasterio se habrá de convertir en casa de Con- 
gregación o de Sociedad (es decir, Sociedad de mujeres que viven en comunidad sin 
emitir votos püblicos, a tenor del canon 673, 8 1).» 

(44) «Omnia Monasteria Monialium clausuram pontificiam seu papalem obser- 
ent oportet, sive maiorem, sive minorem iuxta criteria supra exposita. 

Pro Monasteriis Monialium quae quamvis vitam contemplativam unice profitean- 
tur, operibus tamen apostolatus legitime incumbunt, eo modo quem supra descripsi- 
mus (n. 41 a), nisi iam provisum fuerit ab ipsa S. Sede post editam Const. Aposto- 
licam Sponsa Christi, Ordinarii loci erit, una cum Superiore regulari, si Monasterium 
@i subest, clausuram papalem minorem inducere. 

In casibus dubiis res S. Sedi deferenda erit. 

In futuro semper S. Sedes adeunda erit pro transitu a clausura papali maiori ad 
clausuram papalem minorem, propter rationes supra expositas (n. 41). 

Loci Ordinarii est cum clausura papalis minor inducitur, fines clausurae praescri- 
bere (can. 597, 8 3) et destinationem locorum Monasterii Communitati vel operibus 
atque necessariam separationem inter ipsa recognoscere et approbare. 

Si peculiares difficultates, sive temporariae, sive habituales, clausurae pontificiae 
seu papalis instaurationi obstent, res ad S. Sedem deferenda est, adiunctis fideliter 


expositis. 
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Pese a los vaticinios de quienes, al enterarse de que la Iglesia proyec- 
taba introducir algunas modificaciones y adaptaciones en la disciplina de 
las monjas, dieron por descontado que aboliría la clausura papal, la Santa 
Sede urge su observancia por considerarla como un medio eficacisimo pará 
la tutela del voto solemne de castidad y para fomentar la vida contempla- 
tiva canónica. Y si bien es cierto que con esa nueva categoría de la clau- 
sura papal menor proveyó que las monjas puedan entregarse a diversas 
cbras de apostolado, también lo es que exige la estricta observancia de 
la misma en todos los monasterios donde una parte notable de la Comu- 
nidad y del edificio se destinan a tales obras, sin dar nunca por suficiente 
ig denominada clausura “episcopal”. 

Y es que, según la mente de la Iglesia, la claisura papal va unida com 
tan estrecho vínculo a los votos solemnes, que donde aquélla no se pueda 
euardar habrán de suprimirse éstos; y, a su vez. los monasterios donde 
l'abitualmente ni aun la clausura papal menor es posible, perderán su con- 
lición de tales, para quedar convertidos en simples casas de Congregación 
religiosa o de Sociedad de mujeres que practican vida comunitaria sin emi- 
tir votos públiocs. Así lo decretó Pío XII en la Constitución Sponsa Chris- 
ti, segün hemos visto en la nota 43. 


Fr. Santino ALONSO MORAN, O. P. 


Catedrático en la Facultad de Derecho Canonico 
de Salamanca i 


1 ds Y 
Statuta, Indulta, Privilegia, Dispensationes quorum vi quaedam ‘Monasteries re- 
tenta tamen conditione iuridica" Mónialiuni, eximebantur a clausura pontificia, SAE 
papali, revocantur (A.+A, 'S., 43 [1951], 12; 23 [1921], 178). 
Idcirco, clausura quae «episcopalis» oe a Monialibus | in posterum jam 
agnosci non poterit. : 
Salva vero manent Statuta peculiaria quibús pem papalis minor pró- Mò- 


doter Que ex Quel RU operibus. ea Rust p ordinatur gt 
"aptatur.: 


Contrariis duibustibet minime Obstand ee » dde So 


MB hae, 


RESPUESTA DE LA COMISION 
INTERPRETE SOBRE LAS MISAS DE 
NOCHEBUENA 


De canonis 821, 8 3, interpretatio (5 martii 1954). 

D. Utrum post Codicis Iuris Canonicis promulgationem declaratio 
S. Officii diei 26 nov. 1908, ad 1.um, de usu facultatis concessae in can. 821, 
8 3, adhuc teneat an non; et quatenus affirmative, utrum extraneorum 
exclusionem secumferat ne Missae media nocte celebratae assistant. 

R. Absurdum videtur quomodo adhuc retineri possit in sacris func- 
tionibus, de quibus loquitur praecitatus canon extraneos admitti non li- 
cere et eo peius ianuas clausas esse servandas, quia nulla mentio de 
eiusmodi exclusione habetur in canone, 


Esta respuesta no fué promulgada en "A. A. S.", pero la publicaron 
varias revistas cientificas, entre otras, "Apollinaris" e de donde la: he- 
mos tomado, 
Refiriéndose a las horas en que puede celebrarse la Misa, establece! lo 
siguiente el canon 821: 


8 1. No puede empezarse la celebración de la Misa ni más pronto 
de una hora antes de la aurora ni más tarde de una hora aure del 
mediodía. : : : 

$ 2. En la noche de la Natividad del Señor puede a la medianoche 
empezarse solamente la. Misa conventual o la parroquial, pero no otra 

sin indulto apostólico. 

8 3. Esto no obstante, en todas las casas religiosas o pias con fa- 
cultad de tener habitualmente reservada la santísima Eucaristía, en la- no- 
che de la Natividad del Señor puede un solo sacerdote celebrar las’ tres 

. Misas rituales, o puede, observando lo que está mandado, celebrar una 
sola que. sirva para que todos los asistentes a ella puedan cumplir con 
“el precepto, y dár la sagrada comunión a los Bee la pidan. i 


«Algunos antecedentes de lo establecido en 2 $ 3:—Con ies der de 
agosto de 1907, la Sagrada. Congregación del Santo Oficio publicó un de- 
creto (2) dando cuenta del Motu proprio de Pio X en el que, para.fomentar 


————— j EAA SE) 
(1) «Apollinaris», 28 (1955), p. 71. 
(2) OC. 1..C.: Fontes, vol..4,:n, 1284: 
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la piedad de los fieles y excitar en ellos sentimientos de gratitud por ek. 
inefable misterio de la Encarnación del Verbo, concedía que en todos los 
monasterios de monjas y demás institutos religiosos, en las casas piadosas. 
y en los seminarios de clérigos, que tuvieran oratorio público o privado 
con facultad de tener habitualmente reservada la sagrada Eucaristia, en la 
noche de la Natividad del Sefior pudieran celebrarse las tres Misas rituales, 
o también, segün fuera oportuno, una sola, observando lo que está mandado, 
pudiendo administrar la sagrada Comunión a cuantos la pidieran, y cumplir 
con el precepto de oír Misa todos los asistentes. 

Sobre lo dispuesto en el anterior decreto surgieron pronto algunas dudas. 
para cuyo esclarecimiento se acudió a la citada Congregación. 

Iban formuladas en los términos siguientes: 


I. An indultum importet facultatem tres missas, vel unam tantum, 
pro rerum opportunitate celebrandi etiam apertis oratoriorum ianuis? 

II. An indultum Oratoriis concessum extendi possit ad Ecclesias Re- 
ligiosorum. 


Las respuestas dadas el 26 de noviembre de 1906, por encargo del Papa, 
fueron: Ad I Negative; ad II Negative, salvo tainen Religiosorum privile- 
gio in media nocte Missam celebrandi (3). 


Opiniones de algunos comentaristas del Código.—A pesar de que el 
canon 821, según hemos visto, no alude para nada a eso de cerra: las 
puertas, varios autores, al exponer su contenido, afirmaban que seguía en. 
vigor dicho requisito. 


Asi, el padre REGATILLO (4) decía: “los religiosos tienen privilegio de 
celebrar en las iglesias públicas a puertas abiertas una sola Misa y ésa 
cantada. Así se colige de la respuesta del S. Oficio, de 26 de noviembre 


de 1908...” 


Y un poco más abajo pregunta: “Podrían, después de esa misa can- 
tada a puerta abierta, despedir toda la gente y, cerradas las puertas de la 
iglesia u oratorio público, celebrar las otras dos con asistencia de la comu-: 
nidad. alumnos y demás personas de la casa? 


No es tan clara la solucin—afiade—; pero ta! práctica no parece cof- 


traria a las disposiciones de la Santa Sede, aunave sí tendría algo odioso- 
para los fieles." 


(3) C. I. C. Fontes, vol. 4, n. 1285. 
(4) Casos de Derecho camónico, t. II, n. 197, p. 189 (Santander, 1931). 
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A su vez FERRERES (5) opinaba que el privilegio concedido por el 
canon 821 "sólo puede usarse teniendo los oratorios cerradas las puertas 
(Santo Oficio. 26 nov, 1908)". 

Y agregaba: “No es aplicable a las iglesias de los religiosos que sirvan 
para el uso püblico de los fieles (Santo Oficio, 26 nov. 1908). Parece pro- 
bable que donde los religiosos o religiosas tengan iglesia püblica adosada 
a su convento o casa religiosa y carezca de oratorio, podrán también hacer 
uso del privilegio de las tres Misas y comunión, con tal que aquella noche 
no abran las puertas de la iglesia. La razón es que los actos celebrados en 
las iglesias públicas. cerradas las puertas, suelen reputarse como si tuvieran 
lugar en oratorios privados, pues entonces la iglesia no sirve al uso público 
de los fieles”. 

Abundaban en el mismo sentir CAPPELLO (6), CORONATA (7) y Fax- 
FANI (8). 

Sin embargo, el primero hacia una observación digna de tenerse en 
cuenta, porque vale para defender, sobre todo después de la respuesta de 
la Comisión Intérprete a que nos venimos refiriendo, que los religiosos no. 
están obligados a cerrar las puertas de la iglesia cuando celebren en ella 
las tres Misas de Nochebuena. 

En efecto, CAPPELLO, después de transcribir el$ 3 del canon 821, aña- 
día: “Haec facultas respicit oratoria semipublica, et etiam publica, sed, 
quoad haec tanuis clausis, tantum ; non extenditur vero ad ecclesias religio- - 
sorum... Verum si domus religiosorum careat oratorio et ecclesiam habeat, 
in hac certe Sacrum ieri potest ianuis clausis ob paritatem rationis." 

Según esto, podemos afirmar que una vez que la Comisión Intérprete- 
considera absurdo despedir a los extraños, y con mayor razón cerrar las 
puertas cuando se celebra la Misa de Nochebuena en los oratorios de las 
casas religiosas o pías, ob paritatem rationis, empleando las palabras de- 
CAPPELLO, tampoco se habrá de hacer ninguna de las dos cosas cuando se 
-elebren en ellas las tres Misas la noche de Navidad. 

Excelentes canonistas—advertía CREUSEN (9)—opinan que se podría 
dejar libre acceso a los fieles, toda vez que el Código no reproduce las: 
palabras de la respuesta del Santo Oficio (26 nov. 1908): a puertàs ce-. 
rradas 


(5) Derecho sacramental, n. 167 (Barcelona, 1932). 

(6) Tractatus canonico-moralis de Sacramentis, vol. I, n. 793 (Taurini, 1921). 

(7) De Sacramentis, vol I, n. 235 (Taurini-Romae, 1943). . 

(8 De Iure parochorum, n. 53, B) (Rovigo, 1954). 

(9) Religieux et religieuses d'aprés le Droit eccl, n. 140, Desclée, de Brouwer- 


(Paris, 1950). 
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PALAZZINI al comentar en "Apollinaris" (10) la respuesta de la Comi- 
sión Intérprete que nos ocupa, después de mencionar varios autores, así 
de los partidarios de la opinión amplia, como de la estricta, dice que ahora 
la cosa está clara en virtud de la mencionada respuesta, la cual, a pesar de 
no ser auténtica, goza de mucha autoridad, toda vez que no reconoce fun- 
damento alguno a la opinión contraria. 

“Sensus itaque responsionis—agrega—hic est: Can. 821, $ 3, non af- 
ficitur restrictionibus appositis Decreto S. Officii die 26 nov. 1908." 

Y enfrentándose con la objeción que pudieran proponerle en vista de 
que el canon sólo habla de los oratorios, y el decreto aludido, en la res- 
puesta ad II, prohibía la celebración de la Misa en las Iglesias de los reii- 
giosos, al menos donde éstos tuvieran oratorio semipüblico, afirma categó- 
ricamente que se permite dicha celebración, toda vez que aquella respuesta 
del Santo Oficio queda explicitamente abrogada por la reciente de la Co- 
misión Intérprete. i 

. “Ceterum—concluye— can. 821, $ 3, loquitur de oratorio in genere. 
In hac generali acceptione comprehenduntur non tantummodo oratoria se- 
mipublica sed etiam publica. Nunc autem, ut Bergh animadvertit, notiones 
ecclesiae et oratorii publici sunt valde connexae (can, 1.191), et in can. 497, 
$ 2, permittitur religiosis indiscriminatim habere ecclesiam vel oratorium 
publicum. Ideoque quod conceditur oratoriis publicis, denegari ecclesiis 
nequit." 

Acaso no a todos convenzan las razones que alega PALAZZINI en favor 
de la opinión amplia. Nosotros las consideramos fundadas y, por lo mismo, 
aceptables. | 


Fr. Sapino ALONSO MORAN, O. FP. 


Catedrático en la Facultad de Derecho Canónico 
de Salamanca 


(10) «Apollinaris», 28 (1955), p. 73. 


apta 


Il. ESTATALES 


RESENA DE DERECHO DEL ESTADO 
SOBRE MATERIAS ECLESIASTICAS 


A) LEGISLACION 


I MATRIMONIO 


1. Matrimonio civil. Modificación de la ley de Registro Civil de 1870. 
La reforma de la legislación de Registro Civil, de la que tanto se venía ha- 
blando, ha tenido al fin lugar por un Decreto del Ministerio de Justicia de 
fecha 26 de octubre pasado (1), por el que se modifican los artículos 37, 38, 
40, 41 y 100 del Reglamento de 13 de diciembre de 1870. 

De conformidad con el artículo 42 del Código—dice el 37 en su nueva 
redacción —, el matrimonio civil será autorizado en el solo caso de que ambos 
contrayentes prueben que no profesen la Religión católica. 

Los demás artículos reformados precisan los requisitos a que habrán de 
atenerse los contrayentes, que deberán presentar al Juez o Cónsul correspon- 
diente la declaración y los documentos señalados en el 86 del Código Civil; 
declaración que cuando no pueda ser firmada por alguno de los contrayentes 
lo hará otra persona a su ruego, y a la que deberá acompañar, además de las 
certificaciones para su domicilio o residencia durante los últimos años, en todo 
caso la prueba de los motivos que alegaren para celebrar esta clase de ma- 
trimonio. 

El artículo 40 exige la ratificación de los interesados en su solicitud, que 
deberán firmar, y si no supieren o pudieren lo hará la persona que suscribió 
la declaración a su ruego, ratificación que habrán de firmar igualmente el 
juez y el secretario. 

Se establece también la publicación de los edictos con arreglo a lo dis- 
puesto en el artículo 89 del Código Civil, salvo caso de dispensa. Y si se tra- 
tare de bautizados en la Iglesia católica o de quienes convertidos a ella hubie- 
ren apostatado posteriormente e intentaren contraer matrimonio civil entre 
sí o con persona acatólica; una vez hecha la ratificación, el juez deberá infor- 
mar circunstancialmente de la petición a la autoridad eclesiástica diocesana 
de su territorio en el plazo de ocho días y mediante notificación en forma. 


~~ a) «Boletín Oficial del Estado» de 13 de noviembre de 1956. 
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Trámite que en definitiva tiene carácter suspensivo, pues no podrá el juez 
proceder a la celebración del matrimonio hasta después de transcurrido un mes 
desde que se realizó la notificación expresada. 

Si bien es verdad que no tendrá este mero carácter si antes de celebrarse 
el matrimonio civil se advirtiese la existencia de algün impedimento u obs- 
táculo legal, en cuyo caso se procederá conforme determinan los artículos 97 
y 98 del Código Civil. 

El artículo 100, con previsora sabiduría, que entendemos ha de ser fre- 
cuentemente usada, dispone que las dudas que ocurriesen a los jueces encar- 
gados del Registro Civil acerca de la preparación y celebración de los matri- 
monios o sobre la inteligencia y aplicación de la ley del Registro Civil y de su 
Reglamento sean consultadas por los mismos en comunicación clara y precisa 
a los jueces de primera instancia, quienes deberán resolverlas por auto moti- 
vado a la mayor brevedad, con audiencia del Ministerio fiscal. 

Si las dudas surgieran sobre la concurrencia de las circunstancias y requi- 
sitos necesarios para hacer viable la forma civil de los matrimonios en los 
casos referidos anteriormente—bautizados o conversos apóstatas—o se tratase 
de cualquier otro caso igualmente grave, se suspenderá la ejecución del auto 
y se elevará, con el dictamen del fiscal y demás antecedentes, a la Dirección: 
General para su definitiva resolución. 


II. ENSENANZA 


2. Convalidación de estudios eclesiásticos en Escuelas de Magisterio.— 
La circular de 27 de octubre de 1956 (2) de la Dirección General de Ense- 
nanza Primaria, insistiendo en un tema ya reiteradamente tratado aquí, pre- 
cisa que la convalidación de estudios hechos en los Seminarios y en las Casas 
de formación eclesiástica se hará por los directores de Escuelas de Magisterio 
a la vista de las certificaciones expedidas por aquellos Centros, ajustándose 
para ello a lo dispuesto en el artículo 4 del Decreto de 8 de junio de 1956, al 
que hacemos referencia en nuestro número anterior, y que resueltas las con- 
mutaciones se dará cuenta oficialmente a los interesados. 

Las peticiones que no sean despachadas por los directores a causa de difi- 
cultades surgidas con motivo de la diversidad de planes de estudios eclesiás- 
ticos se elevarán a la Dirección General de Ensenanza Primaria, emitiendo los 
directores en cada solicitud el correspondiente informe, acompañando a la 
misma el certificado de estudios y, según los casos, el documento que justifi- 
que la conducta observada por el interesado durante su permanencia en el 


Seminario. 


(2) «Boletín Oficial del Estado» de 20 de noviembre de 1956. . 
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5. Becas para sacerdotes y religiosos, alumnos de Seminarios y Universi- 
dades eclesiásticas.—Las Órdenes de 26 y 27 de julio pasado del Ministerio: 
de Educación Nacional (3) instituyen, dentro del ámbito de la ley de Protec-- 
ción escolar de 19 de julio de 1944, 556 becas de 4.500 pesetas para sacer- 
dotes y religiosos que cursen estudios universitarios. 

Se atribuirán en concurso público, para tomar parte en el cual deberá so-- 
licitarse mediante instancia firmada por el interesado y debidamente reinte- 
grada, dirigida al Ministro de Educación Nacional y con la mención Comi-- 
saría de Protección Escolar y Asistencia Social, en la que conste el nombre). 
apellidos, edad, naturaleza, títulos académicos que posea el solicitante, domi- 
cilio, residencia actual y, en su caso, Orden religiosa a la que pertenezca. 

Para los cursos ulteriores, estas becas se proveerán por prórroga a quienes: 
reúnan las condiciones establecidas en la orden de 3 de mayo último, y por 
nueva adjudicación las que queden vacantes, debiendo solicitarse para tales: 
años desde el 1.2 de agosto hasta el 10 de septiembre de cada uno, a diferen-- 
cia del año en curso, en que las fechas de solicitud fueron del 1 al 20 de: 
septiembre. 

También las mismas Ordenes crean 225 becas para alumnos de Seminarios- 
Eclesiásticos y Universidades Pontificias, que se abonarán por meses vencidos- 
durante los nueve del curso. Estas becas se concederán por el Ministerio, de- 
acuerdo con lo dispuesto en la ley de 19 de julio de 1944, a los solicitantes. 
que habiendo acreditado escasez de recursos económicos demuestren mayor” 
capacidad intelectual, a propuesta de un Tribunal que presidirá el Subsecre-- 
tario del Departamento. 

Las instancias de adjudicación o prórroga de becas, en las que constarán- 
el nombre, apellidos, edad, naturaleza, estudios que haya realizado el solici-- 
tante, domicilio y residencia, deberán enviarse a la Comisaría de Protección: 
Escolar del Ministerio de Educación Nacional a través de los Centros en que 
los solicitantes hayan de realizar sus estudios desde el 15 de julio al 15 de 
agosto de cada año, así como éste, excepcionalmente, debió hacerse entre el 
1 y el 20 de septiembre. A las mismas habrá de acompañarse certificación: 
académica oficial, con expresión de calificaciones de los estudios que hubiera- 
realizado el peticionario, si hubiera cursado alguno en Centro del Estado, o- 
certificación análoga de los realizados en Seminario o Universidad Pontificia: 
de la que sea alumno, así como informe sobre su conducta o aprovechamiento: 
del Rector del Centro a que pertenezca y cuantos documentos puedan acredi-- 
tar a su juicio aptitud para el estudio. 

Igualmente deberá acompañar a la instancia una declaración jurada de ca- 


(3) «Boletín Oficial del Estado» de 3 de septiembre de 1956. 
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*ecer su familia de los medios económicos necesarios para sufragar sus estu- 
dios, acompanada de algán documento acreditativo de este extremo, tal como 
volante del Ayuntamiento con referencia al último Padrón municipal, expre- 
sivo del número de familiares y sus ingresos, certificación de la empresa en 
donde su padre o encargado preste sus servicios u otro de naturaleza análoga. 

Los adjudicatarios de estos beneficios tendrán derecho a disfrutarlos du- 
rante todo el tiempo que duren sus estudios, debiendo solicitar la prórroga de 
los mismos en las convocatorias ordinarias, acreditando el aprovechamiento 
en sus estudios durante el curso precedente. Las becas que resultaren vacantes 
se adjudicarán de nuevo cada curso. 


4. Porcentaje de alumnos gratuitos en Centros docentes no estatales. — 
Por el interés que tiene para los Centros de enseñanza de la Iglesia, creemos 
conveniente reseñar aquí, aunque sea someramente, la orden de 8 de septiem- 
bre de 1956 (4) por la que el Ministerio de Educación Nacional fija el por- 
centaje mínimo de alumnos gratuitos que deberán admitir los Centros docentes 
no estatales legalmente reconocidos. 

Según ella, todos los Centros docentes no estatales, de cualquier grado de 
enseñanza, que estén legalmente reconocidos o que reciban subvenciones o 
autorizaciones especiales del Ministerio deberán admitir el siguiente número 
de alumnos gratuitos: 

Centro de Enseñanza Superior: Un porcentaje equivalente al 12 por 100 
«le los alumnos matriculados en ellos durante el curso anterior. 

Centro de Enseñanza Media: 

a) Colegios reconocidos superiores: el 12 por 100. 

b) Colegios reconocidos elementales y colegios autorizados superiores: . 
el 8 por 100. 

c) Colegios autorizados elementales: el 5 por 100. 

Porcentajes superiores—17, 17, 13 y 10 por 100, respectivamente—fija la 
orden como obligatorios para los Centros que hayan sido declarados o que se 
declaren en lo sucesivo acogidos al régimen de interés social, regulado por 
la ley de 15 de julio de 1954 y decreto de 25 de marzo de 1955. 

La gratuidad se extiende no sólo a la pensión o matrícula, sino también 
za todos los pagos complementarios, incluídos los que retribuyan servicios es- 
peciales, como calefacción, etc. Y cuando el Centro exija a sus alumnos la 
concurrencia a las clases con uniforme especial, será obligación del mismo pro- 
porcionarlo gratuitamente. 

La orden fija también—lo cual puede tener extraordinaria importancia, 
por el cambio que ello supone—que las plazas de alumnos gratuitos se pro- 


(4) «Boletin Oficial del Estado» de 13 de septiembre de 1956. 
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veerán mediante convocatoria de un concurso püblico. Y termina dejando 
bien en claro que el incumplimiento por los Centros de las normas que esta- 
blece será sancionado con privación temporal o definitiva del reconocimiento, 
o de las atribuciones legales que implica esta situación, o de la subvención 
o autorización especial que se les hubiere concedido. 


5. Prórroga de los nombramientos de profesores universitarios de for- 
mación religiosa.—La orden de 14 de septiembre de 1956 (5), sujetándose a 
lo dispuesto en el Reglamento aprobado por decreto de 27 de enero de 1956,, 
prorroga por el curso de 1956-1957 los nombramientos vigentes de directo- 
res y profesores de formación religiosa de las Universidades, nombramientos 
que, si antes no se hubieren provisto en propiedad, finalizarán el 30 de sep- 
tiembre de 1957. 

La prórroga se entiende sin perjuicio de que los Ordinarios de las dióce- 
sis en que radiquen las Universidades puedan proponer los ceses que, respecto: 
a dicho personal, estimen necesarios y elevar las oportunas propuestas de pro- 
visión para las plazas que resulten vacantes. 


III. CIRCUNSCRIPCIONES ECLESIÁSTICAS 


6. Bula de erección de la Archidiócesis y provincia eclesiástica de Pam- 
plona.—De acuerdo con el ruego formulado a la Santa Sede por el Nuncio 
Apostólico en España, Monseñor Antoniutti, a fin de que fuera elevada al 
grado de Metropolitana la Iglesia Episcopal de Pamplona, y que a la vez 
fuera constituída una nueva provincia eclesiástica en Navarra, Su Santidad, 
después de solicitar el parecer de los excelentísimos señores Obispos a quienes: 
interesa el asunto, Arzobispos de Burgos y de Zaragoza, Obispos de San Se- 
bastián, de Calahorra y La Calzada, de Jaca, Obispo de Pamplona y Adminis- 
trador Apostólico de la diócesis de Tudela, y teniendo en cuenta lo pactado: 
en solemne Concordato entre la Santa Sede y España el pasado mes de agosto: 
de 1953, ha elevado la Iglesia de Pamplona al grado y dignidad de Sede 
Metropolitana (6), concediéndole todos los derechos y honores que a tales. 
iglesias corresponden, a tenor del Derecho común (7). 

Igualmente distingue con el honor arzobispal al excelentísimo señor Obis- 
po de Pamplona, así como con la dignidad de Metropolitano, otorgándole los 
derechos, privilegios e insignias que le corresponden e imponiéndole las car- 


(5) «Boletín Oficial del Estado» de 26 de septiembre de 1956. 

(6) Como se hizo público en Comunicado de la Jefatura del Estado de 15 de: 
agosto pasado. 

(7) Según Comunicado de 7 de diciembre de 1956 («Boletín Oficial del Estado» 


del 11). 
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-gas y obligaciones propias de los Metropolitanos. Entre tales privilegios ex- 
presa la Bula el de que pueda, dentro de los confines de su circunscripción, 
usar el palio, una vez que haya solicitado y obtenido en Consistorio público, 
-y llevar ante sí la Cruz. 

Además, funda la Bula una nueva provincia eclesiástica, que denomina 
-pamplonense, y que constará de las siguientes iglesias: La misma Sede Metro- 
politana de Pamplona; la diócesis de San Sebastián y la de Calahorra y La 
Calzada, exentas así en adelante de la jurisdicción del Arzobispo de Burgos, 
y las diócesis de Jaca y "Tudela, segregadas de la archidiócesis de Zaragoza. 


Para regir la nueva Metrópoli y toda la provincia, Su Santidad designa al 
«excelentísimo y reverendísimo señor don Enrique Delgado y Gómez, presen- 
tado legítimamente por el Jefe del Estado español, de acuerdo con la conven- 
ción establecida entre la Santa Sede y España el día 7 de junio de 1941, con- 
firiendo así la dignidad arzobispal a quien hasta ahora había sido Obispo de 
Pamplona. 

Establece después la Bula que de todo lo en ella ordenado se ocupará de 
llevarlo a término el excelentísimo señor Hildebrando Antoniutti, a quien 
concede todas las facultades para ello, las que, si le pareciere, puede delegar 
en cualquier persona constituída en dignidad eclesiástica. También le encarga 
de que una vez concluído lo que establece, mande extender los oportunos do- 
cumentos y envíe cuanto antes copias exactas de ellos a la Sagrada Congre- 
gación Consistorial. 


También la Bula—con sentido previsor—establece que si en el tiempo en 
que hubiera de llevarse a efecto lo que dispone hubiera otro al frente de la 
Nunciatura Apostólica en España, en él recae la obligación de cumplir todas 
las cosas prescriptas, ya que Su Santidad expresa el deseo de que lo precep- 
tuado tenga eficacia ahora y para el futuro, de tal manera que las cosas que 
en ella se decretan sean observadas religiosamente por aquellos a quienes co- 
rresponde y a quienes encarga su vigencia, sin que ninguna disposición de cual- 
quier género pueda oponerse a la eficacia de esta Bula, puesto que por ella 
deroga todas aquellas que pudieran contradecirla, y si alguien investido de 
cualquier autoridad, consciente o inconscientemente, realizase algún acto en 
contra de lo establecido, manda que sea tenido por írrito y nulo. 


A nadie—continua la Bula—sea lícito ni romper ni alterar estos documen- 
tos de Nuestra voluntad; antes al contrario, a las copias y a las partes de estas 
Letras, ya impresas, ya manuscritas, que lleven el sello de cualquier persona 
constituída en la dignidad eclesiástica, y a la vez estén firmadas por algún 
notario público, se preste absolutamente la misma fe que se prestaría a las 
presentes, si fueran mostradas. Si alguien despreciara o de algún modo deni- 
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grara estos decretos Nuestros, en cualquier lugar, sepa que incurre en las pe- 
nas establecidas para aquellos que no hicieran lo mandado por los Sumos 
Pontífices. 


7. Modificación de los límites de las diócesis de León y Astorga.—Una 
«de las consecuencias favorables del Concordato celebrado entre la Santa Sede 
y el Gobierno español el día 27 de agosto de 1953 es esta de permitir una 
reorganización de límites diocesanos que, cuando esté completamente lograda, 
habrá supuesto un indudable progreso en la facilitación de muchos problemas, 
de carácter secundario si se quiere, pero que ayudan indudablemente en la 
prosecución de los respectivos fines de las dos sociedades perfectas firmantes 
del Concordato. El excelentísimo señor don Hildebrando Antoniutti pidió a la 
Santa Sede que los límites de las diócesis de Astorga y León fuesen nueva- 
mente modificados, súplica que Su Santidad se ha dignado aceptar y, en con- 
secuencia, suplido, en cuanto sea necesario, el consentimiento de aquellos a 
«quienes interese O presume interesarle, con la plenitud de la potestad apostó- 
lica, por las presentes desmiembra de la diócesis de Astorga una serie de pa- 
rroquias, todas las cuales anexiona para lo sucesivo a la diócesis de de León. 

Igualmente ordena Su Santidad que, verificada en la forma antedicha la 
variación de los confines de las diócesis de Astorga y León, todas las actas y 
documentos relativos a las citadas parroquias sean entregados con la mayor 
diligencia por la Curia de la diócesis de procedencia a la Curia de la diócesis 
a la cual son agregadas. Por lo que se refiere al clero, dispone que inmedia- 
tamente que este Decreto comience a surtir efectos, los clérigos se consideren 
incardinados en aquella diócesis en cuyo territorio legítimamente viven. 

Y para ejecutar todo ello, Su Santidad se ha dignado comisionar al expre- 
sado excelentísimo señor Hildebrando Antoniutti, concediéndole las necesa- 
rias y oportunas facultades, incluso para subdelegar, en el asunto de que se 
trata, en cualquier varón constituído en dignidad eclesiástica, imponiéndole 
la obligación de remitir un auténtico ejemplar del acta de ejecución a la Sa- 
grada Congregación Consistorial, a la mayor brevedad posible (7 bis). 


IV. OTRAS DISPOSICIONES 


8. Prórroga del plazo de inscripción de los bienes de la Iglesia en el Re- 
gistro de la Propiedad.—Por una orden del Ministerio de Justicia de fecha 
26 de diciembre pasado (8) se prorroga de nuevo, ahora hasta el 31 de di- 
ciembre de 1958, el plazo concedido por las órdenes de 3 de enero y 16 de 


(7. bis) «Boletín Oficial del Estado» de 23 de noviembre de 1956. 
(8) «Boletín Oficial del Estado» de 28 de diciembre de 1956. 
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diciembre del año 1955 para la interposición de las demandas en que se ejer- 
citen las acciones concedidas por las leyes de 11 de julio de 1941 y 1 de enero 
de 1942. 

Durante este nuevo plazo las Instituciones religiosas podrán reproducir 
sus demandas ya presentadas anteriormente y consideradas como desistidas por 
aplicación de lo dispuesto en el párrafo 2.2 del número 2.? de la orden de 
11 de julio de 1941. 


9. Cuerpo eclesiástico de la Armada.—La orden del Ministerio de Ma- 
rina de 28 de noviembre de 1956 (9) dispone que los cupos a efectos de la 
pena o accesoria de suspensión de empleo en los Cuerpos que expresa, entre: 
ellos el Eclesiástico de la Armada, sean durante el período de 15 de septiem- 
bre de 1956 a 14 de septiembre de 1957 los que la misma disposición fija, 
que para este Cuerpo eclesiástico que aquí nos interesa es la siguiente: Te- 
niente Vicario de primera, uno; Teniente Vicario de segunda, uno; Capellán 
Mayor, uno; Capellán primero, uno; Capellán segundo, uno. 


B) JURISPRUDENCIA 


I MATRIMONIO 


1. Discrepancia en orden a la probanza del adulterio entre las jurisdic- 
ciones civil y eclesiástica.—De gran interés es una sentencia (10) del pasado 
año, en que el Tribunal Supremo se pronunció sobre la procedencia de con- 
ceder alimentos a mujer que los reclamaba de su esposo. 

Tanto el Juzgado como la Audiencia territorial, acordes en sus sentencias, 
declararon al esposo exento por la Ley de prestar los alimentos que su esposa. 
le reclamaba, fundándose en que en el pleito de divorcio vincular seguido por 
el demandado ante la jurisdicción civil al amparo de la ley de 2 de marzo: 
de 1932 y que terminó por sentencia del Tribunal Supremo de 25 de abril 
de 1954, se acordaba la disolución del vínculo por «indignidad de la esposa», 
y aunque dicha sentencia fuere anulada posteriormente por resolución de la 
Audiencia de Madrid, el 15 de enero de 1945, subsiste la virtualidad de los 
trámites procesales que la motivaron y por imperativo del artículo 105 del 
Código Civil en relación con los 152, número 4.2, y 855 del mismo Cuerpo 


legal, culpable la esposa de adulterio deben serle negados los alimentos so- 
licitados. 


(9) «Boletin Oficial del Estado» de 6 de diciembre de 1956. 
(10) Sentencia de 14 de enero de 1956. 
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Para completar los antecedentes no es preciso sino decir que el esposo 
dedujo demanda en el año 1942 ante el Tribunal eclesiástico, basándola igual- 
mente en el adulterio de la esposa, sin que por el Tribunal se considerase pro- 
bado éste, por lo que absolvió a la demandada. 

Pues bien; contra el razonamiento del Juzgado y Ía Audiencia que hemos 
subrayado anteriormente se interpuso el oportuno recurso de casación, que ha 
sido acogido por el Tribunal Supremo, basándose en las consideraciones que, 
como más destacadas, señalamos a continuación: 


a) Que al ser derogada la ley de 2 de marzo de 1932 por la de 23 de 
septiembre de 1939, con el espíritu de abrogación absoluta que la inspira, 
se produjo no sólo el restablecimiento de las normas pertinentes establecidas 
en el Código Civil, entre ellas el artículo 80, que reconocía la competencia 
exclusiva de los Tribunales eclesiásticos para el conocimiento de los pleitos 
sobre nulidad y divorcio de los matrimonios canónicos, sino también la nuli- 
dad de las sentencias pronunciadas, en aplicación de la disposición sobre di- 
vorcio que se derogaba, referentes a matrimonios canónicos, si lo pedía uno 
de los cónyuges afectados por aquella resolución judicial, debiéndose entender 
a este respecto que la nulidad se debía considerar referida no solamente a la 
parte dispositiva de la sentencia firme recaída en el proceso civil, sino a sus 
fundamentos y aun a todos los trámites del litigio, porque sería absurdo esti- 
mar que, anulado el fallo, podría continuar teniendo virtualidad y eficacia en 
lo futuro cualquier actuación, premisa del fallo anulado, de una jurisdicción 
cuya competencia en la materia se anulaba. 

b) Puesto que resulta incuestionable la competencia de la jurisdicción 
eclesiástica para conocer de la cuestión matrimonial planteada, sus decisiones 
trascienden a la esfera civil, a la cual vinculan, con la obligación, por parte 
de ésta, de dictar las disposiciones necesarias para que aquellas resoluciones 
produzcan los. efectos civiles pertinentes, por lo que si el Tribunal eclesiás- 
tico competente denegó la separación conyugal pretendida ante él con 
base únicamente en la acusación de adulterio cometido por la esposa, y la re- 
solución eclesiástica se funda en que no ha sido probada la realidad del adul- 
terio imputado, esta declaración ha de proyectar su eficacia en la demanda 
de alimentos instada por la esposa, que es un efecto civil de la permanen- 
cia del vínculo matrimonial con la situación de hecho de separación de los 


cónyuges. 


2. Matrimonio ilegal por subsistencia de un vínculo anterior.—La cele- 
bración de un segundo matrimonio es ilegal si el anteriormente contraído no 
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es debidamente anulado. Esta doctrina ha sido reiterada por el Tribunal Su- 
premo en una sentencia (11) cuyos presupuestos de hecho eran los siguientes: 

El condenado anteriormente por la Audiencia provincial como autor del 
delito de celebración de matrimonio ilegal había contraído el vínculo matri- 
monial el 6 de enero de 1938, al amparo de la legislación republicana, y así 
se inscribió en el Registro Civil; pero posteriormente contrajo segundas nup- 
cias, en el año 1949, por lo que se presentaba el problema de si considerar 
o no como subsistente el primero. 

La sentencia que comentamos, confirmando el fallo emitido por la Audien- 
cia, concluye estimando la subsistencia del primero de los matrimonios con- 
traídos, que tiene un valor jurídico definido, y que para anularlo en su caso 
y en la inscripción registral habría de seguirse el procedimiento adecuado, cosa 
que al no tener lugar constituye el delito antes dicho. 


3. No es causa de nulidad en matrimonio civil el no haber hecho los con- 
trayentes la declaración de no profesar la Religión católica.—De gran claridad 
ha sido la sentencia (12) del Tribunal Supremo que, confirmando las ante- 
riores del Juzgado y Audiencia recurridas, ha expresado esta doctrina contra 
la pretensión del actor, que solicitaba dejar sin efecto el matrimonio civil con- 
traído bajo la legislación republicana. 

En efecto, en uno de sus considerando dice la sentencia comentada que no 
es procedente declarar la nulidad del matrimonio civil por el hecho de que los 
cónyuges no hicieron la declaración de no profesar la Religión católica a que 
se refiere el artículo 42 del Código Civil, ya que aparte de que a la fecha en 
que el matrimonio civil se contrajo no se exigía el cumplimiento de este re- 
quisito, tampoco su infracción constituía una causa determinante de nulidad, 
sólo punible, aun durante la vigencia del Código, por las causa que exhausti- 
vamente establecía y establece el artículo 101 y que, por su carácter específico, 
no puede ser ampliado por analogía a otras situaciones; sin que a esa conside- 
ración pueda obstar la legislación derogativa de la ley de Divorcio ni las de- 
más reguladoras de sus consecuencias, que ni decretaron ni autorizaron la 
nulidad de otros matrimonios que los que específicamente senalan. Doctrina 
que ha reiterado el Alto Tribunal en sus sentencias posteriores de 26 de enero 
y 7 de marzo del mismo ano. 

4. Excepción de cosa juzgada en sentencia de divorcio vincular.—Es de 
gran interés una sentencia (13) del Tribunal Supremo que precisa las limita- 


ciones que con motivo de oposición a la demanda establecía la ley de 26 de 
octubre de 1939. 


(11) Sentencia de 27 de enero de 1956. 


(12) Sentencia de 25 de enero de 1956. 
(13) Sentencia de 20 de marzo de 1956. 


— 670 — 


RESENA DE DERECHO DEL ESTADO SOBRE MATERIAS ECLESIASTICAS 


Habiendo solicitado la demandante se declarase nula la sentencia vincular 
dictada por el Juzgado, que, al amparo de la legislación republicana, había 
declarado disuelto el matrimonio canónico de la actora con su esposo, y que 
declarase asimismo disuelta la unión civil celebrada—una vez firme la senten- 
cia referida—entre dicho señor y doña F. I. en 1933. La demandada doña 
F. I. alegó la excepción perentoria de cosas juzgadas, fundándolas en que la 
demandante había acudido ante la Audiencia de Madrid solicitando se de- 
clarase nula la sentencia firme de divorcio vincular en que se acordó disuelto 
el matrimonio canónico que anteriormente había contraído con don J. F., de- 
manda que no prosperó porque después de interpuesto recurso de súplica 
contra la sentencia dictada por la Audiencia, en auto del año 47 se declaró 
no haber lugar a enmendar la sentencia cuya nulidad se interesaba. 

El Tribunal Supremo, confirmando la sentencia dictada por la Audiencia, 
ha precisado que si bien es cierto que el apartado c), artículo 2.?, de la ley de 
26 de octubre de 1939 limita los motivos de oposición a la demanda y obliga 
a rechazar cualesquiera otra causa de impugnación, no es menos exacto que 
una interpretación exacta de esa norma, cualquiera que sea su alcance restric- 
tivo, no puede, ni aun debe impedir el juego de la cosa juzgada, porque el 
criterio contrario conduciría al absurdo de autorizar indefinidamente la repro- 
ducción de las pretensiones que resolvió la sentencia dictada. 


II. REGISTRO CIVIL 


5. El acta de bautismo prueba plenamente el estado de hijo natural en 
defecto de Registro Civil. —A efectos de preterición de heredero—nieto natu- 
ral—se discutía, entre otros extremos que no hacen al caso y en un recurso 
de casación interpuesto ante el Tribunal Supremo, la eficacia probatoria de las 
inscripciones en el Registro parroquial, dictándose por el mismo senten- 
cia (14), en uno de cuyos considerandos se expone la siguiente interesante 
doctrina: 

Que al declarar la sentencia recurrida la descendencia natural del actor con 
respecto a la causante de la herencia se basa en inscripciones en el Registro 
Parroquial, practicadas con intervención de la madre natural, que no podían 
desconocer el hecho del parto y la identidad del hijo, sin que alegado por el 
demandante la inscripción del nacimiento en el Registro Civil y la destruc- 
ción de éste por un incendio puedan tenerse en cuenta otros elementos pro- 
batorios que por no existir, por causa de este siniestro, dotan de plena eficacia 
al acta de bautismo. 


(14) Sentencia de 30 de enero de 1956. 
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III. JURISPRUDENCIA SOCIAL 


6. Personal al servicio de entidades eclesiásticas. Seguros sociales. La 
Inspección del Trabajo es competente para vigilar su cumplimiento. —En una 
sentencia ya un tanto pasada de actualidad (15), el Tribunal Supremo ha rei- 
terado la doctrina a que se refiere el encabezamiento. En efecto, la Pontificia 
y Real Archicofradía de X. X. X. impugnó el levantamiento de dos actas de 
liquidación de seguros sociales a personal empleado por ella, una por cotiza- 
ciones en el Montepío de la Dependencia mercantil y la otra por cuotas en el 
Subsidio de vejez, basándose en la incompetencia de las autoridades adminis- 
trativas del ramo de Trabajo y Previsión para levantar actas y liquidar cuotas 
respecto de una corporación de carácter religioso, con fines exclusivamente pia- 
dosos y ajenos a la obtención de lucro y sometida sólo—a su juicio—a lo que 
calificó de normas económicas y de jurisdicción eclesiástica. 

Y tras los correspondientes recursos legales, el asunto fué elevado a nues- 
tro más Alto Tribunal, que sienta la siguiente doctrina: 


a) Que las actas levantadas no han tratado ni directa ni indirectamente 
de afectar el funcionamiento de la Archicofradía en el ejercicio de sus fun- 
ciones religiosas o piadosas, ni de mezclarse en su disciplina, sino que han 
tendido a procurar a personas empleadas por aquélla el goce de ciertos bene- 
ficios sociales en materia de previsión, como los hubieren disfrutado los demás 
ciudadanos en igualdad de condiciones si prestaran sus trabajos a otras enti- 
dades; criterio que está de acuerdo con las doctrinas, enseñanzas y mandatos 
de la Iglesia, expresadas a partir de la encíclima Rerum Novarum, que teitera 
la Quadragessimo Anno, y con los principios sentados en el canon 1.524 del 
Código de Derecho Canónico. 

Y destaca la sentencia que la entidad recurrente no acredita y ni siquiera 
alega que la Mutual del Clero haya cubierto los riesgos y seguros objeto de 
las actas, dentro de lo dispuesto por las normas que permiten el concierto 
con entidades privadas para la prestación o cobertura de ciertos seguros so- 
ciales, ni que en tal caso a ella pudieran estar afiliados los servidores de la 
Archicofradía. 


b) Que la Archicofradía—en razón de las necesidades de su funciona- 
miento interno, y aun de los actos materiales de carácter auxiliar, pero inex- 
cusables para ejercer su actividad— puede— y así sucede— emplear a personal 
secular que realice cometidos susceptibles de revestir a la vez los caracteres de 
una cooperación. a los indicados fines piadosos y de trabajos materiales, de los. 


(15) Sentencia de 27 de diciembre de 1955. 


— 672 — 


RESENA DE DERECHO DEL ESTADO SOBRE MATERIAS ECLESIASTICAS 


que dependa su subsistencia, y es patente que, sin menoscabo de la plena 
aplicación de las normas canónicas o subcanónicas, concurren también normas 
seculares que deben observarse, como son las que regulan la afiliación y co- 
tización de aquellas personas a los seguros y subsidios sociales obligatorios. 


IV. JURISPRUDENCIA FISCAL 


7. Están exentas de Contribución territorial las fincas ocupadas por Con- 
gregación religiosa que no produzcan renta.—El Tribunal Económico-Admi- 
nistrativo Central ha tenido ocasión de pronunciarse recientemente (16) sobre 
una Cuestión que promovió el ilustrísimo señor Interventor General de la Ad- 
ministración del Estado y que en definitiva se concreta en determinar si a la 
finca enclavada en el partido de G. propiedad de la Mitra y que ocupa la 
Compañía de Jesús, le corresponde o no la exención absoluta y permanente 
que, por Contribución territorial, otorga la ley de 2 de marzo de 1939. 

El Alto Tribunal citado entiende, según el acuerdo que reseñamos, que 
puesto que el artículo 1.2, apartado d), de là disposición expresada prescribe 
que gozarán de exención absoluta y permanente de la Contribución territorial 
«los edificios o conventos ocupados por Ordenes o Congregaciones religiosas, 
con sus dependencias adecuadas a la vida espiritual y conventual y siempre 
que unos u otros no produzcan renta alguna», requisitos que se cumplen tanto 
en cuanto al edificio utilizado como convento como en las subparcelas des- 
tinadas a huerta y jardín, según se deduce de la prueba aportada y de los de- 
tallados informes emitidos por el Servicio de Valoración Urbana y del Catas- 
tro provincial de la riqueza rústica, que hacen improcedente ningún otro 
dictamen, por lo que es pertinente la concesión del beneficio tributario. 


ALBERTO BERNARDEZ CANTON 


Doctor en Derecho 


M 
(16) Acuerdo de 30 de octubre de 1956. 
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Sententia diei 20 aprilis a. 1956 


NULLITATIS MATRIMONII (De metu indirecto) 


IN IURE 


In iure.— lum in Ecclesia latina (can. 1.087 C. J. C.), cum in Ecclesia 
orientali saltem post Motum proprium Crebrae Allatae diei 22 februa- 
rii a. 1949 (A. A. S., vol. XLI, p. 106, can. 78), certum est metum gravem, 
extrinsecum et iniuste incussum, matrimonium irritare. Postquam tamen in. 
«citato Motu proprio pro Ecclesia orientali decretum est metum non dirime- 
re vinculum nisi illatus sit ad extorquendum consensum, iterum ac frequen- 
tius disputari coepit utrum et in Ecclesia Latina eadem norma vigeret. 

: Per plura saecula, ut ex historia constat (cfr. M. WyszyNsk1: Utrum me- 
tus indirecte incussus dirimere possit matrimonium, in «Jus Pontificium», 
2951950: Pps 0320000 2195 L5 pp. e a 19392 PP: 4312 a 
pp. 52-63; G. DosszETTI: La violenza nel matrimonio in D. c. | Milano, 1942], 
pp. 170 ss.), unanimiter Canonistae docuerunt metu vinculum non invalida- 
ri, nisi incussus fuisset ad extorquendum consensum. Sufficiat pro omnibus 


(*) Comenzamos en este nümero la publicación de sentencias de los Tribunales 
Eclesiásticos, que no dudamos han de interesar a nuestros lectores. 

Coincidiendo con la determinación adoptada por el Consejo de Redacción de esta 
Revista de comenzar esta publicación, hemos recibido esta sentencia de la Rota Ro- 
mana, cuya divulgación interesa al Colegio rotal. No necesitamos encarecer la im- 
portancia de este «in iure» con el que inauguramos nuestra sección de jurispruden- 
cia. Los lectores que asistieron a la Semana de Montserrat, en la que se estudiaron 
temas de nulidad de matrimonio, recordarán la animada discusión que siguió a la 
ponencia sobre el miedo (cfr. J. Ropricunz: Nulidad del matrimonio por miedo grave, 
en «Las Causas Matrimoniales: Trabajos de la IV Semana de Derecho Canónico ce- 
lebrada en el monasterio de N. S. de Montserrat» [Salamanca, 1953], pp. 345 ss.) acer- 
ca del valor anulatorio del miedo indirecto. La presente sentencia viene a situarse 
en el punto de vista sustentado por el ponente de nuestra Semana. 

La otra sentencia, de la que es autor el excelentísimo señor don LORENZO MIGUÉ- 
LEZ, bien conocido de nuestros lectores, se refiere a un interesante aspecto de las 
«causas matrimoniales, no sustantivo, sino procesal. 

En los fascículos siguientes daremos a conocer nuevas sentencias. (N. de la R.) 
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referre verba TH. SANCHEZ: «Hac ergo in re est conclusio certissima apud. 
omnes, nempe, quoties metus non est incussus ad extorquendum matrimonium,. 
sive proveniat a causa naturali, sive libera, quantumvis gravissimus sit, nom 
reddit irritum matrimonium... quia tunc non impellitur homo ab alio ad ma- 
trimonium, sed a se ipso: cum nullus tunc exigat matrimonium, sed volun- 
tarie id contrahens eligit, tamquam medium ad evadendum periculum animae: 
vel corporis... Quia involuntarium quod in eo matrimonio invenitur, non 
est intentum ab incutiente metum, sed tantum habet occasionem ex ipsius ne- 
quitia» (De S. Matrimonii Sacramento, |. IV, disp. 12, n. 3). 

Primus qui ex professo contrariam sententiam proposuit, fuit J. B. DE 
Luco: «Ratio autem—ait ipse—a priori est, quia etiam in hoc casu homo: 
consentit vere et simpliciter metu iniusto coactus: ad hoc enim, ut aliquis. 
dicatur proprie ex metu aliquid facere, non requiritur quod metus hac inten- 
tione inferatur, ut constat in eo, qui metu naufragii proicit merces in mare, 
qui propiissime dicitur operari ex metu... Arguit (SANCHEZ)... quia tunc nom 
impellitur homo ab alio ad matrimonium... sed contrahens id voluntarie eli- 
git, ut medium ad evadendum periculum. Respondetur tamen ex dictis, non: 
impelli quidem inmediatae, sed mediate ad matrimonium ab inferente metum, 
sicut qui proicit merces in mare, impellitur immediate a metu mortis, et me- 
diate a tempestate, quae illum metum intulit... licet (metus) ab initio non 
fuerit incussus ad contractum; postea vero quando jam ad eam conventionem: 
venitur, jam iniustus oppressor minatur mortem, si non contrahat. Ergo pe- 
rinde se habet, ac si ab initio minatus eam fuisset, si non consentiret» (De 
justitia et jure, disp. XXII, sect. VIL, nn. 177-180). 

Non obstante hac contraria sententia J. B. DE LUGO, praevalens doctrina. 
(cfr. auctores cit. a M. W'YSZYNSKI, art. cit. a. 1932, p. 122 ss.; G. DossrT- 
TI, 0. C., p. 188, nota 1) et jurisprudentia sive Veteris Rotae (cfr. e. gr. $. Ro- 
tae Romanae, Decisiones Recentiones, pats XVIII, t. II, dec. DXIV, Tauri- 
nen., d. 10 maii a. 1675, nn. 15-16), sive S. C. Concilii (cfr. e. gr. Thesaurus 
resolutionum S. C. Concilii, t. UL pp. 67 et 164, Mutinen. dec. d. 19 au- . 
gusti a. 1724 et d. 9 junii a. 1725; t. CXLIX, p. 388 ss. Bononien., dec. d. 
10 maii a. 1890, et «A. S. S», XXIII, p. 140 ss. Quoad causam Vzgilien.,. 
diei 25 junii et diei 15 julii a. 1725, de qua in Thesaurus cit. t. HL pp. 
176, 188, 208, 221 et apud Fontes C. J. C. vol. V, n. 3.300, pp. 744-746, 
cfr. M. WYSZYNSKI, art. cif. in «Jus Pontificium» a. 1933, PP 34-08, chat 
DQssETTI, 0. c., pp. 188-189, nota 1), sive Novae Rotae ante Codicem Ta 
(cfr. e. gr. Decisiones S. R. Rotae, vol. II, p, 69, n..2, dec. d. 26 febrnatis 
a. 1910 coram Many; ibid., p. 289, n. 2, dec. d. 21 julii a. 1910 coram Sebas- 
tranellz; vol. III, p. 115, n. 2, dec. d. 13 martii a. 1911 coram Many; ibid. 
p. 123, n. 2, dec. d. 20 martii a. 1911 coram Many; ibid. p229/0. 61 de da 
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2 junii a. 1911 Videntibus Omnibus; ibid. p. 238, n. 2, dec. d. 9 julii a. 191 
coram Prior; vol. IV, p. 22, n. 4, dec. d. 11 januarii a. 1912 coram Heiner; 
ibid. p. 441, n. 5, dec. d. 27 augusti a. 1912 coram Lega; vol. V, p. 463, n. 2, 
dec. d. 14 julii a. 1913 coram Sincero; ibid. p. 613, n. 4, dec. d. 29 nov. 
a. 1915 coram Prior; vol. IX, p. 10, n. 7, dec. d. 3 januarii a. 1917 coram 
Cattani-Amadori; etc.) tali constantia tenuerunt matrimonium non irritari: 
metu qui non fuisset incussus ad extorquendum consensum, ut F. X. WERNZ: 
a. 1912 scribere potuerit: «sententia Lugonis nostra aetate non amplius vi- 
detur solide probabilis. Nam juris textus, v. gr. capita X De Spons. IV, L, 15; 
28, non excepto cap. 14, constanter referuntur ad coactionem in ordine ad’ 
matrimonium, neque adversarii ullam possunt allegare causam, in qua SS. CC. 
ipsorum sententiam adoptarint» (Jus Decretalium, ed. 1912, t. IV, n. 265, 
nota 25). 

Quidam tamen auctores, etiam probati (cfr. F. SCHMALZGRUEBER: Jus 
ecclesiasticum, 1. IV, tit. I, nn. 391, 398 ss. et alios quos citat M. Wyszyns- 
KI, art, cit. a. 1932, p. 123 ss.) opinionem J. B. DE Luo secuti sunt. ~ 

Nunc vero investigandum est utrum prior an altera sententia in Codice 
sancita sit. 

Dum in can. 103 metus contraponitur ví, in can. 1.087, $ 1 vis et metus 
coniunctim sumuntur, locutione quae tum in iure romano (Cod. II, 19), cum 
in iure canonico (l. I, tit. 40 Decretalium), constanter significavit vim quae 
per metum operatur, seu metum qui procedit a vi. Ratio distinctio- 
nis in hoc est quod, dum in can. 103, $ 1, agitur de violentia absoluta: 
quae non afficit nisi actum externum corporalem, in can. 1.087, $ 1, agitur 
de vi quam Canonistae vocaverunt conditionalem (cfr. e. gr. JOHANNES AN- 
DREAE: Novella Commentaria, 1. I, tit. 40 De his quae vi, c. 15 Sacris; Tu. 
SANCHEZ, 0. c. 1. IV, disp. I, n. 1 ss.; A. BALLERINI-D. PALMIERI: De Ma- 
trimonio, ed. a. 1894, n. 1.114; H. NoLDIN-A. SCHMITT: De Sacramentis, 
ed. a. 1945, n. 633; F. X. WERNZ-P. VIDAL-PH. AGUIRRE: Jus matrimoniale, 
ed. a. 1946, n. 496); decisio d. 21 decembris a. 1951 coram infrascripto Po-~ 
nente; quaeque afficit actum internum elicitum a voluntate. 

Sive vis absoluta sive vis conditionalis ab extrinseco procedit, id est ex 
actu voluntatis alienae, liberae et humanae, quae violentia physica in primo 
casu, violentia morali in altero, determinatum persequitur finem, qui proinde 
antea a vim inferente cognosci debet. Violentiae autem obiectum est actus al- 
terius hominis, quem vim inferens extorquere intendit, actus nempe corporis 
seu imperatus si inferatur vis absoluta, actus elicitus a voluntate si agatur de 
vi conditionali: in utroque casu obiectum vis illatae, id est actus violentiam: 
patientis, est conforme ad voluntatem subiecti inferentis vim. 
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In can. 1.087, § 1, ut animadvertimus, agitur de violentia conditionali seu 
morali, quia vis absoluta seu physica, quae totalem defectum voluntatis seu 
consensus praesupponit, rectius dicitur can. 1.086, § 2, comprehendi. Post- 
quam mentio facta est vis vel metus, in can. 1.087, $ 1, edicitur metu certis 
qualitatibus induto matrimonium irritari. Quia vero haec requisita, vel iuxta 
gramaticam, directe referuntur ad metum, non ad vim, inquirendum est quid 
secumferat, notione sua, metus et quidem metus ab extrinseco incussus. 

Metus, natura sua (cfr. D. IV; 2, 1; S. THomas: Summa Theologica, 
I, II, q. 42-43), ne concipitur quidem sine malo: est enim instantis vel fu- 
turi periculi causa mentis trepidatio. Blanditiae, preces, invitationes, horta- 
tiones, consilia, per se nullum malum comminantur, ideoque nec metum in- 
cutiunt, sed alium ad agendum ex persuasione vel benignitate, ideoque plena 
libertate, excitare intendunt. Malum proinde, e. gr. modestia, fastidium, et 
metus quae cum iisdem forte connectuntur, utpote circumstantiis accidentali- 
bus tribuenda, non praesumuntur, sed probanda sunt (cfr. e. gr. Decisiones 
:S. R. Rotae, vol. XXIII, pp. 113-114, nn. 5 et 7, decisio d. 31 martii a. 1931 
coram Wynen); insuper probari debet eadem fuisse iniusta et ita gravia ut 
nupturiens ad contrahendum vere coactus fuerit. Metus ab extrinseco est for- 
mula canonistis inventa, quorum primus videtur D. Soto (De iustitia et 
iure, 1. VII, q. II, art. 1; cfr. G. DOssETTI, o. c., p. 128), dum in iure ro- 
mano memoratur metus illatus (D. IV, 2, 9). Sive tamen metus illatus roma- 
norum, sive metus ab extrinseco. canonistarum, idem significarunt, id est 
metum incussum ab homine mediantibus minis (cfr. e. gr. HOSTIENSIS: Swm- 
ma, l. Ill, tt. 31 De Regularibus, c. 17 Sicut nobis; JOHANNES ANDREAE, 
o. C., 1. MI, tit. 31 De Regularibus, c. 17 Sicut nobis; et alii ad idem c. 17, 
3, Ill, 31; D. Soro, 7. c. "Inter recentiores icir ne ete PEDE EGOO NOUS 
disp. XXII, sect. VII, nn. 112-113; F. SCHMALZGRUEBER, 0. c., 1. I, tit. I, 
n, 3895 A BALLERINI:D.- PALMIERI; 0596 n. 1:114: PX GASPARRIL Oc. ed. 
a. 1932, n; 852; F. M. "CAPPELLO, o. t., ed. a. 19471 607: Deczuones 
S. R. Rotae, vol. XVII, p. 240, n. 2, dec. d. 15 junii a. 1925 coram Jullien; 
vol. XXII, p. 613, n. 2, dec. d. 24 nov. a. 1930 coram Mannucci; vol. XXII, 
p. 489, n. 2, dec. d. 14 dec. a. 1931 coram Mannucci; vol. XXIV, p. 403, - 
n. 3, dec. d. 4 augusti a. 1932 coram W ynen ). 

Matrimonium non irritat metus nisi sit ab extrinseco 77045545 «id est non 
tantum ex parte metuentis passus, sed vere et positive ab alio illatus» (G. Mi- 
CHIELS: Principia generalia de personis, p. 515). 

Incussus proinde esse non potest nisi metus ab homine illatus, imo, iuxta 
constantem doctrinam et iurisprudentiam, ex voluntate procedens minitan- 
tis (cfr. e. gr. SYLVESTER DE PRIERIO: Summa, v. Votum, n. 12; A. BLAT: 
"Commentarium Codicis Juris Canonici, 1. WI, pars I, n. 486; B. OJETTI: 
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Commentarium, t. Y, p. 148; Decisiones S. R. Rotae, vol. XX, poto pe 
decisio d. 25 iulii a. 1928 coram Grazioli; vol. XXIII, prO n ca 
sio d. 27 martii a. 1931 coram Grazioli; ibid., p. 489, n. 2, decisio d. 14 de- 
cembris a. 1931 coram Mannucci; vol. XXIV, p. 403, n. 3, decisio d. 4 au- 
gusti a. 1932 coram Wynen; vol. XXVII, p. 648, n. 2, decisio d. 10 decem- 
bris a. 1955 coram Morano): secus enim metus neque iniustus erit; haec in- 
super voluntas inferentis metum debet esse aliquo modo manifestata seu ex- 
pressa (cfr. e. gr. Decisiones S. R. Rotae, vol. XVIII, p.t 175en« 22e decicie 
d. 9 aprilis a. 1926 coram Parrillo; vol. XXII, p. 613, n. 3, decisio d. 24 no- 
vembris a. 1930 coram Mannucci; vol. XXIII, pr 405m. 4, deetsro d erm 
augusti a. 1931 coram Wynen): nam quod nullimode manifestatur momen- 
tum habere nequit in ture, neque ab extrinseco superare contrarietatem ac 
minuere libertatem. 

Praeterea matrimonium metu non invalidatur, nisi metus incussus ab ex- 
trinseco sit causa contractus (cfr. e. gr. Decisiones S. R. Rotae, vol. XV, p. 40, 
n. 3, decisio d. 5 martii a. 1923 coram Jullien; vol. XVIII, DELIS nno 
decisio d. 11 a. 1926 coram Mannucci; vol. XIX, p. 446, n. 2, decisio d. 10 no- 
vembris a. 1927 coram Grazioli; vol. XXII, p. 204, n. 5, decisio d. 4 aprilis 
a. 1930 coram Grazioli; vol. XXIII, p. 182, n. 5, decisio d. 11 maii a. 1931 
coram Grazioli; ibid., p. 388, n. 2, decisio d. 10 augusti a. 1931 coram Pa- 
rrillo): nisi enim relatio causalitatis intercedat inter metum et matrimonium, 
contractus non initur ob metum prout can. 1.087, $ 1 requirit (cfr. etiam can. 
103, $ 2). Iamvero «causa alicuius actus vel effectus is dicitur ad quem actus 
vel effectus ipse refertur tamquam ad suum auctorem; causa directa alicuius 
actus vel effectus is dicitur qui actum ipsum vel effectum in se et immediate: 
intendit; indirecta vero qui non intendit actum vel effectum in seipso et im- 
mediate» (D. STAFFA, in «Apollinaris», vol. XVI, p. 56), sed alium actum vel 
effectum qui est causa illius qui de facto producitur. Cum de lege stricte in- 
terpretanda agatur (can. 11 et 1.014), causa sensu proprio et stricto sumen- 
da est, ideoque concludendum videretur metum non irritare matrimonium, 
nisi ipsius sit causa directa. Docuit F.SUAREZ: «quando metus directe incuti- 
tur ad extorquendum cohsensum, esse specialiorem quandam diminutionem 
libertatis, quae non est in quocumque alio metu ex numeratis; nam in aliis 
non determinatur voluntas ex vi metus ad eligendam professionem, tanquam 
medium necessarium ad vitandum malum quod timetur; sed cum malum alio- 
quin immineat, voluntas ipsa ex sua libertate se determinat ad eligendum hoc 
medium... At vero quando metus directe incutitur ad extorquendum consen- 
sum, voluntas ex vi illius quodammodo determinatur ad eligendam professio- 
nem tanquam medium necessarium ad vitandum malum illud, quae deter- 
minatio longe maior est, magisque contraria libertati; nam, supposita inten- 
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tione vitandi illud malum, est quaedam necessitas simpliciter» (De Religio- 
sel; Mile IVon mn. 

Revera si metus non ad matrimonium sed ad alium finem incussus fuit, 
deest relatio causalitatis immediatae et necessariae inter metum et matrimo- 
nium; matrimonium autem non est effectus necessarius metus ab extrinseco, 
sed electionis metuentis qui ab initio voluntate sua in matrimonium dirigitur. 
In hunc actum electionis nulla vis ab alio homine infertur, quia matrimo- 
nium non intenditur a metum incutiente, ita ut matrimonium omnino impro- 
prie diceretur initum ob vim vel metum ab extrinseco incussum. Si metus 
w contra directe incutiatur ad extorquendum consensum, electio matrimonii 
non contrahenti sed metum inferenti tamquam propriae causae seu auctori 
est adscribenda, dum metum patiens voluntate sua non utitur nisi ad se su- 
biiciendum voluntati alienae. eamque exsequendam: «Formale discrimen in 
metu tunc solummodo habetur, quando causa libera humana intervenit: tunc 
agens ex metu sub dependentia ponitur innaturali et saepe illegitima alterius 
personae. Haec dependentia seu subordinatio ratio est cur lex divina vel hu- 
mana actus quosdam ex metu factos ratos habere nolit» (A. VERMEERSCH: 
Theologia Moralis | Brugis, 1926}, I, n. 79): tunc revera, imo tunc tantum, in 
consensu praestando nupturiens sentit se non determinatione suae volunta- 
tis matrimonium inire, sed potius aliena (cfr. G. DOSSETTI, o. c., pp. 547-548; 
OO. GIACCHI: I] consenso nel matrimonio canonico | Milano, 1950], p. 103 ss.). 

Concludendum ergo videretur vim conditionalem quae, natura sua, ut 
initio vidimus, tamquam obiectum habet conformitatem voluntatis metum pa- 
tientis ad voluntatem metum incutientis, iuxta can. 1.087, $ 1 effectum irri- 
tandi matrimonium non habere nisi matrimonium ipsum sit obiectum seu 
finis propter quod infertur: secus enim matrimonium neque voluntatem mo- 
vet metum inferentis, neque metus incussionem determinat, neque ut me- 
dium imponitur ad vitandum malum comminatum, ita ut electio matrimonii 
ex voluntate procedat metuentis. 

Conclusio confirmari videretur sive locis Codicis parallelis, sive Iuris- 
prudentia N. S. T. textu et contextu Codicis innixa. Etenim in can. 169, $ 1, 
n. 1, decernitur: «invalidum est suffragium, si elector metu gravi... directe 
vel indirecte, adactus fuerit»: quia pro metu incusso ad extorquendum suffra- 
gium eadem aderat controversia ac pro metu illato ad extorquendum consen- 
sum matrimonialem, si Codex sancire voluisset pro irritatione matrimonii suf- 
ficientiam metus indirecti, hoc expresse edixisset in can. 1.087, $ 1, sicut 
in can. 169, $ 1, n. 1 pro suffragio (G DOSSETTI, o. c., pp. 209-210). 

Jurisprudentia autem N. S. T. usque ad annum 1933 unanimis fuit in 
exigendum metu directo (cfr. e. gr. Decisiones S. R. Rotae, vol. X, Pill ds na 6, 
dec. d. 28 januarii a. 1918 coram Sebastianelli; ibid. p. 28,2n. 2:«dec ud: ES 
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februarii a. 1918 coram Many; ibid. p. 37, n. 2, dec. d. 10 maii a. 1918 co- 
xam Sebasiianelli; ibid. p. 43, n. 3, dec. d. 6 iunii a. 1918 coram Rossetti; 
ibid. p. 52, n. 2, dec. d. 11 iunii a. 1918 coram Sincero; vol. XI, Dafoe noes 
dec. d. 4 aprilis a. 1919 coram Sincero; ibid. p. 121, n. 4, dec. d. 8 iulii a. 
1919 coram Prior; vol. XII, p. 43, n. 2, dec. d. 27 februarii a. 1920 coram 
Sincero; vol. XIII, p. 183, n. 2, dec. d. 2 augusti a. 1921 coram Massimi; 
vol. XIV, p. 230, n. 2, dec. d. iulii a. 1922 coram Prior; vol. XV, pe 150] 
n. 2, dec. d. 10 iulii a. 1923 coram Grazioli; ibid. p. 204, n. 2, dec. d. 2 au- 
.gusti a. 1923 coram Solzeri; ibid. p. 213, n. 2, dec. d. 4 augusti a. 1923 co- 
ram Massimi; ibid. p. 238, n. 2, dec. d. 10 augusti a. 1923 coram Jullien; 
vol. XX, p. 273, n. 2, dec. d. 30 iunii a. 1928 coram Massimi; vol. XXI, 
p. 161, n. 3, dec. d. 18 martii a. 1929 coram Grazioli; vol. XXII, p. 442, n. 2, 
dec. d. 24 iulii a. 1930 coram Mannucci; vol. XXIII, p. 103, n. 5, dec. d. 27 
martii a. 1931 coram Grazioli; etc.). Unica exceptio constituitur sententia 
«diei 9 ianuarii a. 1922 coram Florczak—vol. XIV, p. 3, n. 3—, qui tamen 
postea contrariam sententiam est amplexatus—cfr. vol. XVIII, p. 63, n. 2, 
dec. d. 6 martii a. 1926; ibid. p. 307, n. 2, dec. d. 5 augusti a. 1926—. Immo, 
etiam post a. 1933 nonnumquam N. S. T. metum directum requisivit (cfr. 
Decisiones S. R. Rotae, vol. XXVII, p. 623, n. 5, decisio d. 2 decembris 
a. 1935 coram Grazioli; vol. XXVIII, p. 705, n. 6, decisio d. 6 novembris 
a. 1936 coram Grazioli; vol XXX, p. 534, n. 2, decisio d. 8 augusti a. 1938 
«oram Grazioli; vol. XXXIII, p. 10, n. 2, decisio d. 17 ianuarii a. 1941 co- 
ram Grazioli; ibid. p. 346, n. 2, decisio d. 2 martii a. 1941 coram Teodori. 
Cfr. etiam vol. XXXI, p. 522, n. 2 decisio: d. 16 octobris a. 1939 coram Ju- 
dlien; vol. XXXII, p. 135, n. 3, decisio d. 16 februarii a. 1940 coram Teodo- 
ri). Quibus probatur neque autoritate P. GASPARRI, zuxta infra dicenda, om- 
nia dubia fuisse dissipata (cfr. etiam F. X. W'ERNZ-P. VipAL-PH. AGUIRRE: 
Jus matrimoniale, ed. a. 1946, n. 501; H. NoLbIn-A. SCHMITT: De Sacra- 
menlis, ed. a. 1945, n. 634, 3.5; TH. M. VLAMING-L. BENDER: Praelectiones 
Juris Matrimonzalis, ed. a. 1950, p. 404; G. Dosserrt: li. cc.; O. Gtac- 
«CHI, I. c.). 

Nec nisi ob argumenta desumpta ex hac vis conditionalis natura, formu- 
la can. 1.087, $ 1 C. J. J. reformata fuit pro Ecclesia orientali Motu proprio 
Crebrae Allatae: haec enim mutatio explicari non potest mera ratione his- 
torica (cfr. A Coussa: De Matrimonio, n. 150), quae potissime valere debuis- 
set pro C. J. C.: dubium sane non est formulam can. 78 Motus proprii a 
«canonistis et Jurisprudentia Ecclesiae latinae fuisse excogitatam, et ab iisdem 
in orientales Synodos transiisse. 

Contra necessitatem metus directi ad extorquendum consensum, obiicitur: 
:sive directe sive indirecte incutiatur, ex metu oriri potest in subiecto patiente 


A. DINO STAFFA 


illa animi trepidatio, ob quam matrimonium ineatur, quod non inirctur nisi 
malum immineret; quia in utroque casu eadem habetur animi trepidatio, idem 
debet esse consectarium, id est matrimonii nullitas. Respondetur probatum 
non esse quod ex eadem animi trepidatione haberi debeat idem consectarium 
id est matrimonii irritatio, nam etiam ex metu ab intrinseco talis causari pot- 
est animi trepidatio, quin matrimonii nullitas consequatur. Tandem non abs- 
que ratione $ 2, can. 1.087 decernit: «Nullus alius metus, etiamsi det cau- 
sam contractui matrimonii nullitatem. secumfert.» 

Quamvis sententia quae necessitatem propugnat metus directi ad extor- 
quendum consensum, perfecte logica ct irrefutabilis appareat, constat eam- 
dem a C. J. C. fuisse exclusam. Refert P. GASPARRI in novissima editione sui 
operis: «Ut legitur in actis praeparatoriis ad Codicem, examini Consultorum 
propositus fuerat canon primae sententiae favens: $ 1. Nullum quoque est ma- 
trimonium. initum ob metum gravem ab extrinseco et iniuste incussum in- 
ordine ad extorquendum consensum matrimonialem. Praeses Commissionis re- 
coluit gravem, quae in subiecta materia aderat, controversiam inter canonistas; 
et P. PALMIERI proposuit ut formula, quae in suo voto erat quaeque utramque 
sententiam comprehendit, acceptaretur: Metus debet esse ab extrinseco, inius- 
le incussus, a quo ut quis se liberet, eligere cogatur matrimonium, quae reip- 
sa acceptata fuit. Hinc iure Codicis nullum est matrimonium tum si metus 
gravis sit directe. incussus ad extorquendum consensum matrimonialem, tum 
si ad hoc non sit directe incussus, sed pars persuasum habeat se ab eo liberare- 
non posse, nisi matrimonium contrahat» (De Matrimonio, n. 856). 

Quoad hunc textum animadverti potest argumentum desumptum e. stu- 
diis praeviis legibus, caute accipiendum esse, praesertim in jure canonico: 
«Sane, qui munus accipiunt a Sancta Sede legem praeparandi, nullo modo 
participant potestati legislativae, secus ac fit in comitiis Civitatum, et eorum 
doctrina et opinio est opinio viri privati» (A. vAN Hove: De Legibus eccle- 
stasticis, a. 1930, p. 273, n. 265). Neque opinio relata P. GASPARRI aesti- 
manda est ut interpretatio authentica; at, quamvis ipse munere Praesidis Com- 
missionis pro Codice redigendo jam functus esset, quae ipse enarrat fidem 
plenam faciunt discussionis habitae de hac quaestione et mentis illorum qui 
Codicem pararunt. Iamvero praesumendum est «nisi contrarium constet, legis- 
latorem verbis tribuisse sensum quem ipsis tribuerunt viri qui legem para- 
verunt» (H. I. CICOGNANI-D. STAFFA: Commentarium ad primum librum 
C. J. C., a. 1939, vol. I, p. 296), quoties «legislator in lege sua fecit verba 


ab illis viris doctis proposita» (G. MICHIELS: Normae Generales, ed. 1949, 
XolcD* p.533): 
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Tali sedulitate in Codice parando quaestio nostra discussa fuit, ut nullum 
dubium supersit de voluntate tribuendi, saltem iure positivo, metui indirecto 
vim irritantem nuptias. 


Relatam formulam D. PALMIERI proposuerat in suo schemate a. 1905, 
eamque commendabat prout sequitur: «dummodo metus gravis causa sit ut 
quis invitus contractum ineat, contractus erit rescindibilis, seu inferens metum 
tenetur resarcire laeso omnia damna ideoque et rescindere contractum, quod 
in matrimonio fieri nequit nisi ab initio dirimatur. Sane c. 14 De Spons. om- 
nis metus gravis excluditur». 


In sessione Consultorum d. 4 ianuarii a. 1906 textus propositus erat iste: 
«Nullum quoque est matrimonium initum ob metum gravem, naturalem, ab 
extrinseco, iniuste et directe incussum ad extorquendum consensum.» G. SE- 
BASTIANELLI proposuit suppressionem adiectivi naturalem utpote inutilis, et 
verbi dzrecte. P. BASTIEN concinit cum SEBASTIANELLI. B. POMPILI approba- 
vit suppressionem adiectivi «naturalem». D PALMIERI refutavit opinionem 
TH. SANCHEZ et propugnavit sententiam J. B. DE LuGo. P. GASPARRI accessit 
ad votum D. PALMIERI «riconoscendo in entrambi i casi: del metus directe 
vel zzdzrecte incussus uguale diminuzione di volontà». F. X. W'ERNZ e con- 
tra hanc mutationem in formula proposuit: «... iniuste et in ordine ad extor- 
quendum consensum matrimonialem incussum». 


In sessione Consultorum diei 11 ianuarii a. 1906, textus propositus erat: 
«Nullum quoque est matrimonium initum ob metum gravem, ab extrinseco 
et iniuste incussum in ordine extorquendum consensum.» G. SEBASTIANELLI 
et B. POMPILI faverunt suppressioni verborum «ad extorquendum consensum»; 
P. GASPARRI recoluit gravem in hac re controversiam in doctrina; D. PAL- 
MIERI institit pro formula quam prius exhibuerat; G. DE Lar textum omnino 
novum praesentavit, qui tamen reiectus fuit; F. X. WERNZ defendit schema 
propositum, animadvertens iurisprudentiam S. C. Concilii metum semper re- 
quirere incussum in ordine ad extorquendum consensum. 


Sessioni Consultorum diei 25 ianuarii a. 1906 fere idem schema subiectum 
fuit ac praecedenti sessioni, id est: «Invalidum quoque est matrimonium ob 
metum gravem, ab extrinseco et iniuste incussum in ordine ad extorquendum 
consensum coniugalem.» G. SEBASTIANELLI iterum favit suppressioni locu- 
tionis «in ordine ad extorquendum consensum», ne controversia definiretur; 
P. BASTIEN e contra approbavit schema uti iacebat; item G. VAN ROSSUM et 
F. X. WERNZ; dum D. PALMIERI sententiam suam retinui (a capo). Congre- 
gationi Particulari EE. PP. Cardinalium diei 21 maii a. 1906 idem textus 
propositus fuit ac in praecedenti sessione Consultorum, addita in nota senten- 
tia D. PALMIERI pro metu indirecto, quam Cardinales FERRATA, GENNARI, 
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“Vives approbarunt. Inde omissa fuit clausula «in ordine ad extorquendum 
consensum». 


Haec decisio confirmata fuit ab EE. PP. in subsequenti Congregatione 
Particulari diei 16 iulii a. 1906, cui textus oblatus fuerat immutatus, id est 
cum clausula omittenda. Interim tamen, id est inter diem 21 maii-et diem 16 
iulii a. 1906, aliud verbum irrepserat: dum antea nulla mentio erat de vi, no- 
vum schema edicebat matrimonium invalidari ob vim vel metus. Quia ex ac- 
"tis non eruitur cuinam additio adscribenda sit, haec tribui nequit nisi P. GAs- 
PARRI. Demum in schemate a. 1909 textus prostat prout postea sancitus fuit. 


Concludendum est ergo iuxta Codicem metum quoque indirectum irri- 
tare matrimonium, id est etiam, si non inferatur ad extorquendum consen- 
sum, sed alia de causa, e. gr. propter odium, vindictam, rapinam, etc., dum- 
modo a causa extrinseca, libera et humana procedat, gravis sit et ad iniustum 
finem incutiatur, etiam si a matrimonio diversum; quapropter applicanda sunt 
ea omnia quae supra tradidimus de qualitatibus metus invalidantis nuptias, 
iis tamen exceptis quae necessitatem respiciunt metus directe. Neque ad neces- 
sitatem probandam metus directi vim iuvat inferre in verbum cogatur (cfr. 
G. DOSSETTI, o. c., p. 207 ss.): verum est D. PALMIERI, qui textus can. 1.087, 
$ 1, artifex dici potest, alia antea formula usum fuisse, id est: «metus... a 
quo ut te liberes eligis matrimonium» (A. BALLERINI-D. PALMIERI, o. c., 
n. 1.129), sed huic mutationi nullum peculiare momentum tribuendum est 
prout eruere licet e voto eiusdem D. PALMIERI a. 1905, in quo simpliciter 
animadvertitur matrimonium esse nullum, etsi contrahens metu ab aliquo co- 
gatur ad ducendam e. gr. unam e puellis alicuius conservatorii. 


Tandem quoad can 1.087, $ 2, in Congregatione Particulari EE. PP. Car- 
dinalium d. 21 maii a. 1906, P. GASPARRI declaravit hac paragrapho reici 
falsam sententiam docentium metu etiam levi, dummodo causam dante con- 
tractui, matrimonium (in foro interno) irritari. 

Iurisprudentia N. S. T. nunc communiter necessitatem excludit metus di- 
recti: ita imprimis sententia coram Wynen d. 5 decembris a. 1933, quae iure 
tamen necessitatem vindicat metus directi quoties agatur de metu reverentia- 
li qualificato: Decisiones S. R. Rotae, vol. XXV, p.608; n. 3.0 Postea: 
vol. XXIX, p. 783, n. 2, decisio d. 22 decembris a. 1937 coram Jullien; 
vol. XXX, p. 251, n. 6, decisio d. 27 aprilis a. 1938 coram Pecorari; ibid. 
p. 438, n. 5, decisio d. 20 iulii a. 1938 coram Pecorari; ibid. p.650; n. 6 de- 
cisio d. 50 novembris a. 1938 coram Pecorari; vol. XXXII, p. 660, n. 3, deci- 
sio d. 3 augusti a. 1940 coram Canestri; ibid. p. 791, n. 2, decisio d. 16 no- 
vembris a. 1940 coram Canestri; vol. XXXIII, p. 218,2n;^57* decisio «L^ 39 
iunii a. 1941 coram Janasik; vol. XXXV, p. 468, n. 2, decisio d. 19 iunii 
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a. 1945 coram Heard; vol. XXXVI, p. 361, n. 3, decisio d. 26 maii a. 1944 
«oram W ynen. 

Quantum deceat in hac re, quae non respicit diversitatem ritus sed liberta- 
tem consensus, eamdem normam vigere in tota Ecclesia, nemo est qui non 
"videat. 

Usque dum textus can. 1.087, $ 1, reformetur, censemus, intra limites ab 
odem praefinitos, metum quoque indirectum irritare matrimonium initum 
inter unum fidelem ritus latini et alium ritus orientalis (cfr. decisio d. 23 mar- 
til a. 1956 coram infrascribto Ponente). 

Sive matrimonium contrahatur inter duos fideles ritus latini, sive inter 
unum latinum et alium orientalem, sive inter duos orientales, necessarium non 
est quod metus ab incutiente inferatur ad contrahendum cum determinata 
persona (cfr. e. gr. TH. SANCHEZ, o. c., l. IV, disp. 12, n. 20; F. SCcHMALZ- 
'GRUEBER, 0. c., |. IV, tit. 1, n. 396; S. Rotae Romanae decisiones recentio- 
res in compendium redactae, ad. v. Matrimonium contractum per vim et me- 
tum; Decisiones S, R. Rotae, vol. VIL, p. 112, n- 2, dec. d. 15 martii a. 1915 
coram Sebastianelli; vol. XIX, p. 435, n. 2, decisio d. 19 octobris a. 1927 
coram Jullien): etiamsi enim quis gravibus minis ad matrimonium in ge- 
nere ineundum cogatur, e. gr. ne in ordinem religiosum ingredi possit, matri- 
monium ob metum contrahitur et ad illud voluntate aliena et iniusta com- 
pellitur: praeterea, ut supra vidimus, formula in Codice sancita omne dubium 
dissipari voluit de vi irritanti metus etiam ad matrimonium indeterminatum 
incussi. 

Etiam si tandem quis necessitatem admittat metus directi vi can. 1.087, 
$ 1, in Ecclesia latina, et ideo ad normam can. 78, $ 1, pro Ecclesia orien- 
tali, certum est non requiri metum ab 2nitio illatum ad extorquendum con- 
sensum: si enim momentum consideremus quod revera interest, id est quo 
consensus praestatur, metus ad illum extorquendum habetur etiam si imme- 
diate antea in eum dirigitur. Metum ab initio ad hunc finem incussum qui- 
dam requirebant fautores sententiae severioris (cfr. e. gr. D. COVARRUVIAS: 
Opera omnia | Coloniae Allobrogum, a. 1724 |, t. I, p. 181.—De Matrimonio, 
pats Her liL 8-IV5 02939 1H. SANCHEZ;-0. 6, LIV; disp: 12, nn 9-bi5 
quos refutavit post alios (cfr. L. Lessius: De justitia et jure, 1. Il, c. XVII, 
dub. 6, n. 40 et alios quos citat M. WYSZYNSKI, art. cit. in «Jus Pontificium», 
a. 1932, p. 46)—]. B. DE Luco (o. c., disp. XXII, sect. VII, n. 180. Cfr. 
etiam M. Rosset: De Sacramento Matrimonii, nn. 1.304-1.310). Illorum 
vero sententia excludenda est, nam, etsi initio metus ad alium finem directus 
fuerit, sufficit ut postea, id est oblatis nuptiis, in eas metus dirigatur ab incu- 
tiente, ut ab eodem extortae seu coactae dicantur. luxta hanc sententiam 
pluries pro nullitate concludendum erit in casibus qui inter Veteres contro- 
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vertebantur (cfr. J. B. DE Luco, o. c.); insuper cum hac sententia concordat 
decisio sub veteri jure exarata a P. LAMBERTINI, in Vzgilzen. d. 23 iunii et 15 
julii a. 1725.—cfr. Thesaurus resolutionum S. C. Concilii, l. c-—. Accidere 
quidem potest ut, matrimonio oblato, ob timorem ad alium finem incussum, 
metum patiens illud ineat ex amore vel absque aversione; aut metum inferens 
a mali comminatione recedat independenter a matrimonio et hanc suae vo- 
luntatis mutationem ostendat: in his casibus patet matrimonium libere, non 
ex metu, contrahi; etenim qualisqumque metus ad annullandum matrimonium 
concurrere debet in ipso actu matrimonii, nec sufficit quod antea intervenerit 
(cfr. e. gr. S. Rotae Romanae decisiones recentiores, pars IV, t. I, dec. DC, 
n. 2). Pluries tamen contrarium concludendum erit: si enim metum inferens 
malum comminatur ob finem a matrimonio diversum, et a comminatione re- 
cedit propter nuptias sibi vel alii oblatas, pluries voluntatem simul ostendet 
malum iam comminatum infligendi, si metum patiens matrimonium recuset. 
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Coram Excmo. ac Revmo. D. Laurentio Miguélez 
Nullitatis ynatrimoni 


(Appellationts et restitutionis in integrum) 


SPECIES FACTI: Uxore actrice apud Tribuna! X., sententia prolata est 
pro nullitate matrimonii ex capite metus reverentialis die 31 octobris 1945. 

sententiam illam, apellante vinculi Defensore, Tribunal appellationis Z. 
infirmavit die 21 junii 1946, suamque sententiam firmam et executivam de- 
claravit die 22 subsequentis mensis julii, quia appellatio intra terminos fa- 
tales non fuerat interposita. 

Dum tamen causa apud tribunal appellationis ageretur, vita functus est 
unus e iudicibus collegialibus, cui Officialis Z. alium judicem prosynoda- 
lem subrogavit, dieque immediate subrogationem subsequenti, post jura- 
mentum a substituto praestitum de munere fideliter exercendo, Tribunal sen- 
tentiam protulit definitivam. Haec tamen subrogatio partibus notificata 
non fuit. 

Recensita notificationis omissione innixi tam uxor quam vir, petierunt 
coniunctim die 22 octobris 1946 ut ipsis a Tribunali Z. concederetur bene- 
ficium restitutionis in integrum ex neglecto legis praescripto, causaque ad 
momentum processuale subrogationis peractae retrotraheretur. Petitionem 
reiecit Tribunal Z, die 15 julii subsequentis anni 1947, post auditum vin- 
culi Defensorem. 

Denique, die 25 februarii 1948, memorati coniuges scriptum Excmo. ac 
Revdmo. Nuncio Apostolico porrexerunt, exorantes ut res huic Tribunali 
Nostro committeretur, iisdemque concederetur vel beneficium restitutionis 
in integrum vel normalis appellationis admissio in tertia instantia. 

Re quidem Nobis delata, respondere debemus hodie sequenti dubiorum 


formulae legitime concordatae : 


I. An contra sententiam definitivam a Tribunali Z. prolatam recur- 
sus ordinarius appellationis sit admittendus; et, si negative: 
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II. An et quatenus locus sit beneficio extraordinario restitutionis im 
integrum. 


QUOAD APPELLATIONEM : 


o 


1.7 In Iure: Exploratissimum est exsistere tempus fatale decem die- 
rum a notitia publicationis sententiae ad appellationem interponendam 
(can. 1 881). Ab hoc fatali legis exemptae non sunt sententiae in causis ma- 
‘rimonialis, si conjuges appellationem interponere velint, ita enini eruitur 
*um ex can. 1.881, qui modo generalissimo loquitur, tum quia explicite pro: 
his causis assignatur tempus decem dierum in art. 215 Instr. an. 1936, 
tum denique quia nullibi, nec in Codice nec in 'audata Instructione, con- 
tinetur favore conjugum exceptio. 

Singulari tamen est hisce causis quod sententiae numquam transeant 
in rem judicatam (can. 1 903); unde retractari semper poterunt (can. 1.989). 
Sed aliud est appellatio, aliud vero retractatio; aliud res judicata, et aliud 
firmitas sententiae. Et re vera: una tantum sententia contra matrimonii 
vinculum in processu ordinario nec obtinet firmitatem nec habetur ex ea 
res judicata; si vero sententia favore vinculi prolata fuerit, nec appellata: 
intra decemdium, firmitatem obtinet, etiamsi expedita possit patere via ad 
novam causae propositionem, quia in rem judicatam non transit. Nec est 
mera subtilitas dictinctionem stabilire inter firmitatem sententiae et rem. 
iudicatam, appellationem inter et novam causae propositionem. Sententia: 
intra tempus habile non appellata—si non sit contra matrimonii vinculum— 
fit sententia firma et exequutiva, quamvis in rem judicatam non transeat ; 
unde potest et debet exequutioni mandari. Hisce in adjunctis, cessat omnino 
litis pendentia, etiamsi causa noviter proponi queat, ac certus et determi- 
aatus status juridicus inter conjuges consolidatur. 

Praetereundum nobis non est citra effectus stricte canonicos e firmitate: 
*ententiae derivatos—quos potissimum in foro nostro considerare debe- 
mus—alios etiam effectus, et quidem magni momenti, ex litis pendentia 
vel ex firmitate sententiae profluere in foro civili hispanico, erga status. 
juridicos ex litibus et sententiis canonicis dimanantes obsequentissimo ; 
hosque effectus judici ecclesiastico, saltem ex aequitate naturali (la sen- 
tencia rotal se dictó antes de la conclusión del Concordato entre la Santa: 
Sede y España), negligere non licet. Necesse igitur est ut modo speciali in 
hoc Tribunali Nostro accurata fiat distinctio inter appellationem et novam 
causae propositionem, eaeque tantum appellationes, ut verae appellationes: 
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in rigore juris, admittantur, quae a conjugibus ad normam canonum, id 
est, intra decendium interpositae fuerint, ne tergiversationi in foro civili. 
pandatur via indeque discrepantia, noxia etiam pro foro nostro, resultet. 


2." In Facto: Appellatione interposita a Defensore vinculi contra 
sententiam Tribunalis X, Tribunal appellationis Z, dubiorum concorda-- 
tionem statuit, adstantibus quidem procuratore ectricis et vinculi Defen- 
sore, non autem viro in prima instantia convento; imo ex actis non cons-. 
tat virum fuisse citatum. Haec citationis omissio, si revera citatio facta non 
fuit, nullitatem sententiae postea a Tribunali Z, prolatae secumtulisset, sa-- 
nabilem tamen, ad normam can. 1.894, n. 1. Sed cum a sententia tribunalis 
hujusce nec appellatio intra decendium sit interposita, nec querela nullita- 
tis intra tres menses (can, 1.895) nullitas illa sententiae, si forte extitit, 
sanata dicenda est, uti refert art. 211, 3, Ins. an. 1936. 


Cum dubiorum formula statuta fuit apud Tribunal Z. apellationis, 
tum advocatus-procurator actricis tum Defensor vinculi cuilibet ulteriori 
probationi suppletoriae expresse renuntiarunt. “Ambos contestan que se 
dan por satisfechos con las pruebas que aparecen en los autos remitidos por- 
el Tribunal de primera instancia y hacen manifestación expresa de reun- 
ciar a toda otra clase de pruebas... En vista de lo declarado por las par- 
tes, el Tribunal colegiado acuerda y decreta la conclusión in causa". Con-- 
gruenter manifestationi tunc temporis factae, nulla probatio fuit proposita, 
nec insinuata, usque ad sententiae definitivae prolationem. Frustra igitur et 
inopportune conqueruntur nunc conjuges M-N—post sententiam adversam 
a Tribunali Z. edictam—nullam ab eodem Triburali instructionem supple- 
toriam peractam fuisse: "tramitó—ajunt ipsi—la apelación, y sin recurrir 
a ninguna ampliación de prueba ni a facultad alguna de las que le concede- 
el articulo 136 de la Instrucción...” 

Sententiam definitivam tulit et sollemniter publicavit Tribunal Z. die 
21 junii 1946. Praeterire quidem non possumus pluribus defectibus non 
parvi momenti laborare acta ab actuario memorati Tribunalis confecta, 
potissimum quod ad conscriptionem in iisdem a:tinet citationum, intima- 
tionum et notificationum judicialium. Hisce tamen defectibus non obstan- 
tibus, certo certius constat in casu sententiam partibus fuisse notificatam 
ac die 22 julii post decem saltem dies a notificatione, firmam et exequu- 
tivam declaratam. 

A die 22 julii nihil actum fuit in causa usque ad diem 22 octobris ejus- 
dem anni 1946, qua conjuges M-N petierunt a Tribunali Z. beneficium. 
restitutionis in integrum de quo infra; qua petitione rejecta die 15 
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julii 1947, conjugés non statim, sed die 25 februarii subsequentis anni 
1948—id est undeviginti mensibus jam elapsis 2 notificatione sententiae 
definitivae an. 1946, et septem a rejectione beneficii restitutionis in inte- 
¿rum—scriptum ad Excmum. Nuntium porrexerunt, implorantes aut res- 
titutionem in integrum aut admissionem appellationis ordinariae contra 
sententiam illam definitivam Z. prolatam: “se digne disponer—ajunt illi— 
lo pertinente a fin de darnos lugar... a la normal apelación en tercera instan- 
cia ante el correspondiente turno de la Sagrada Rota de esa Nunciatura". 
Nemo non videt, quocumque sub aspectu haec appellationis interpositio con- 
sideretur, tempus fatale decem dierum ad eam interponendam esse tran- 
sactum. Necesse non est ut de hoc plura dicauus. 


L3 
y% 
* 


QUOAD RESTITUTIONEM IN INTEGRUM: 


o 


1.2 In JURE: Ad rem de qua agimus attinet “can. 1.905, $ 1. Adver- 
sus sententiam contra quam non suppetat ordinarium remedium ap- 
pellationis aut querelae nullitatis, datur extraordinarium remedium resti- 
tutionis in integrum intra fines cann. 1.687, 1.688, dummodo de evidenti 
injustitia rei judicatae manifesto constet. $ 2. De injustitia autem mani- 
festo constare non consetur, nisi: 1.” Sententia documentis innitatur, quae 
postea fuerint falsa deprehensa; 2.' Postea detecta fuerint documenta, 
quae facta nova et contrariam decisionem exigentia peremptorie probent; 
3. Sententia ex dolo partis prolata fuerint in damnum alterius; 4.” Legis 
praescriptum evidenter neglectum fuerit". Canon vero 1.687 statuit hoc 
remedium extraordinarium concedi graviter laesis ad laesionem reparan- 
dam, tum minoribus ($ 1), tum majoribus quos deficit rescissoria actio aut 
aliud ordinarium remedium ($ 2). Pramittere debemus cum Leca-Bar- 
TOCETTI (Comm. in judicia ecca., vol. III [1941], tit. XV, art. 5, n. 7), 
restitutionem in integrum esse "remedium extraordinarium et hinc exor- 
bitans a communi lege, quae vult firmam et ratam manere rem judica- 
tam..., juridice odiosum et stricte interpretandum”. 

Ut beneficium restitutionis in integrum possit concedi contra senten- 
tiam ob neglectum juris praescriptum, has necesse est verificari conditiones: 
1) ut adsit evidentia de neglecto juris praescripto; 2) ut constet manifesto 
de evidenti injustitia sententiae; 3) ut haec injustitia ex neglecto legis praes- 
cripto procedat; 4) ut injustitia gravem laesionem implicet; 5) ut contra 
sententiam non detur aliquod remedium ordinarium. Una quaelibet ex iis 
conditionibus si non verificatur, restitutio in integrum concedi non potest. 
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I) Quod ad legis praescriptum attinet, de quo in can. 1.905, $ 2, n. 2, 
non conveniunt canonistae an sub hujus nomine veniat tantum legis praes- 
criptum constitutionale seu substantivum, an vero praescriptum etiam mere 
processuale comprehendatur Indubium tamen est non quamlibet legis pro- 
cessualis violationem sufficere ad restitutionem in integrum concedendam, 
sed talem requiri eamque evidentem, ut ex ea magna laesio derivari queat 
ad norman can 1.687. Jam vero, inter praescripta legis processualis illud 
hic recensere praestat quod statuit nomina judicum substitutorum statim 
partibus notificari debere (art. 26, Instr. 1936). 


2) Res judicata—quae inducitur per sententiam— debet esse eviden- 
ter injusta; haecque injustitia manifesto constare debet. Unde, si opus est 
novis probationbus—praeter casus de quibus in nn. 1.*, 3.°, $ 2, can. 1.905— 
ad iniustitiam rei judicatae ostendendam, haec injustitia nec evidens dici 
potest. nec manifesto constabit, : 


3) Inter neglectum legis et injustitiam sententiae debet existere con- 
nexio causalis ita ut injustitia sententiae procedat ex ipso neglectu legis 
et non aliunde. "Necessario requiritur ut manifesto constet de injustitia 
rei judicatae vel judicialis decreti, et non de qualibet injustitia, sed tantum 
de illa quae proveniat ex legis praescripto evidenter neglecto" (SRRD, 
Dec. XLIV coram GUGLIELMI, 30 juli 1930, vol. XXII, n. 11, p. 501). 
“Non omnis violatio legis processualis dat laeso jus ad petendam et obti- 
nendam restitutionem in integrum, sed ea tantum quae manifesto causavit 
gravem laesionem et iniustitiam rei judicatae, aliis verbis: quae lex, si ob- 
servata fuisset, manifesto aliam eamque contrariam sententiam provoca- 
visset" (ibid., Dec. XXV, coram WYNEN, 11 aprilis 1935, vol. XXVI, 
n. S, p. 221), “Neglectus legis debet esse causa laesionis injustae a sententia 
causatae” (CORONATA: Instit. juris can., vol. ITI [1941], n. 1.427, p. 347). 


4) Nec quaelibet injustitia sententiae sufficit ad restitutionem, sed 
talis requiritur quae gravem laesionem implicet, aliis verbis: "evidens ne- 
glectus legis praescripti, modo gravis sit et vere damnosus" (V ERMEERSCH- 
CREUSEN : Efiteyne juris canonici, vol, ITI [19461], n. 246, 2, 4.°). Constat 
expresse ex recensito can. I.687. 


5) Non omnis sententia, etsi injusta, beneficio restitutionis in inte- 
grum impeti valet, sed tantum illa quae in rem. judicatavn, transierit; debet | 
enim, ex can. 1.905, $ I, constare “de evidente injustitia rei judicatae”. 
Beneficium hoc "suam speciem desumit ex uno objecto quod est res judi- 
cata. Exinde in causis in rem judicatam non transeuntibus proprie non 
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competit hoc remedium" (LEGA-BARTOCETTI, I. c., n. 2). Inter has causas 
recensentur causae matrimoniales (cans. 1.903 et 1.989), tum vinculum, 
tum meram separationem respicientes. Ideo in laudata Instructione can. 1.936 
circa tractationem causarum matrimonialium, nimia et accuratissima in 
omnibus, restitutionis in integrum nec fit mentio. t 


6) Requiritur demum ut contra sententiam non suppetat remediunr 
aliquod ordinarium; restitutio enim, est remedium extraordinarium et “cul 
competit ordinarium non datur extraordinarium". In can. 1.905, inter 
remedia ordinaria contra sententiam enumerantur iantum appellatio et quae- 
rela nullitatis, quae sunt usitatiora et communia remedia ordinaria qui- 
buslibet in causis; sed in can. 1.687, ad quem provocat ipse can. 1.905, 
$ 2, modo generico statuitur, ad hoc ut restitutio majoribus concedit possit, 
ut deficiat necesse rescissoria actio aut "aliud ordinarium remedium". 
Jam vero. neminem latet ulteriorem causae propositionem—ultra terminos 
appellationis, imo etiam post duplicem sententiam conformem, causis ma- 
trimonialibus concessam ex cans, 1.903 et 1.989—esse remedium ordina- 
rium, quod appellationi valde assimilatur. Unde deveniendum est nobis ad 
eamdem conclusionem iam supra deductam: in causis matrimonialibus. ex 
eo quod semper competit remedium ordinarium, non datur remedium res- 
titutionis in integrum contra sententiam. 


` 


o 


2° In racrO: 1) Dubitare non licet de facto transgresionis legis pro- 
cessualis, de qua supra, dum Tribunal Z. partes cmissit certiores facere de 
substitutione judicis; quod quidem ab 1pso Tribunali incunctanter admittit. 
Hoc pro Nobis sufficit, quin necesse sit aliunde argumentattit—forsan: non 
valida—perpendere, quibus proceduram ab eo instauratam cohonestare 
satagit. Simplex inspectio inscriptionis dierum in actis luculenter, demons- 
trat notificationem nec fuisse intentatam. De hoc non est ergo ambigen- 
dum. Recte tamen Tribunal Z. rejecit petitionem a conjugibus ipsi exhibi- 
tam restitutionis in integrum; sed in ipso limine et statim ipsam rejicere 
debuit, utpote incompetens ad illam concedendam ex neglecto legis praes- 
cripto a conjugibus allegato. 

2) Evidens injustitia sententiae seu rei judicatae nullibi manifesto 
constat, nec ex actis nec aliunde, Conjuges ad ostendendam injustitiam, 
novas nunc proponunt probationes non obstante renuntiatione explicita iis- 
dem, cum causa cepit agi in secunda instantia; petunt enim nunc ut iterum 
audiantur parochi qui de credibilitate testium, in prima instantia inducto- 
rum, testimonium dederunt: Jam vero, neminem latet hac sola probatione, 
etiamsi felicissimo exitu perficeretur, non manifesto constitum ire de evi- 
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denti injustitia sententiae. Adde quod, ut locus esse queat restitutioni in 
integrum ex capite neglecti juris praescripti, injustitia sententiae debet 
constare jam nunc, ante restitutionem concessam, Quod si ostensio injusti- 
tiae fulcienda sit probationibus futuris ancipitibus—ut sunt probationes a 
conjugibus propositae—illa sententiae injustitia nec evidens dici nec ma- 
nifesto de ea nunc constare valet. Conjuges autem M-N exoptant nunc 
restitutionem in integrum, ut, post restitutionem ipsis concessam, proba- 
tones illae perfici queant; aliis verbis, restitutionem exquirunt ad injusti- 
tiam sententiae postea ex novis probationibus ostendendam. Ad hoc non 
est deveniendum via restitutionis in integrum, quod secum ferret causae 
devolutionem ad Tribunal a quo; sed via, quae ipsis patet, ulterioris causae 
propositionis, seu retractionis, coram Tribunali competente, 


3) Esto quod sententia Tribunalis Z. esset ‘njusta—quod usque modo 
non constat—Nos latet omnino memoratam legis violationem in praesup- 
positam sententiae injustitiam revera influxum aliquem exercuisse. De 
hoc conjuges omnino silent. 


4) Cum non constet sententiam Tribunalis Z esse injustam, seu lae- 
sivam, manifesto patet supervacaneum esse agere de gravitate, vel secus, 
laesionis per sententiam inductae. 


5) Causa de qua agimus est causa matrimonialis, quae proinde in rem 
judicatam non transit Deficit ergo in casu conditio praecipua ex omnibus 
quae ad restitutionem in integrum concedendam requiruntur. 


6) Denique, contra sententiam "Tribunalis Z., qua matrimonialem, 
datur remedium ordinarium retractionis seu ulterioris causae propositionis. 
Unde etiam ex hoc capite restitutio in integrum interdicitur. 

Quibus omnibus tam in jure quam in facto perpensis, Nos infrascripti 
Auditores de turno, pro Tribunali sedentes et solum Deum prae oculis ha- 
bentes, sententiamus ad proposita dubia respondentes: Negative ad utrum- 
que, seu non esse admittendum recursum ordinarium appellationis nec con- 
cedendum esse beneficium extraordinarium restitutionis in integrum. 
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EN TORNO AL VIGENTE DERECHO 
CEREMONIAL 


OPORTUNIDAD 

En esta misma REVIsTA describió con mano maestra el Auditor de la Rota 
romana monseñor MANUEL BONET Muixí (1) las razones que hacen particu- 
larmente oportuna una revisión de gran parte del vigente Derecho ceremonial. 
Sin ánimo de repetir aquí por extenso cuanto entonces exponía el ilustre 
autor, recordaremos, sin embargo, que aducía las peculiares condiciones de 
los tiempos actuales, que empujan a un afán de sinceridad que acaso sea la 
mayor cualidad de la generación presente en medio de sus muchos defectos: 
«Cuando en el orden familiar e individual todos hemos liquidado elementos 
muy apreciables de nuestro patrimonio personal, material y espiritual, nos re- 
pugna la contemplación de unas estructuras eclesiásticas de mero rito, cuan- 
do no de evidente inutilidad, y de muy dudoso rendimiento apostólico, que 
nos ha legado el pasado. Si siempre el Derecho ha de responder a la vida, en 
una encrucijada de la humanidad en que la vida ha dado grandes saltos, es 
bien posible que el Derecho esté a no pequeña distancia de la realidad vital. 
Por esto el supremo legislador eclesiástico, tan revolucionario en la senectud 
de su experiencia, ha planteado a menudo a la Iglesia universal estos proble- 
mas de revisión y no se ha quedado atrás aun en la misma función legislativa.» 

Recogiendo las afirmaciones contenidas en el Motu proprio sobre «el hábi- 
to de los Padres Cardenales» (2) y comentando las disposiciones complemen- 
tarias de la Sagrada Congregación de Ritos (3), insistía el autor en las exi- 
gencias de la generación actual, a las que el Papa quiere que se atienda en la 
medida de lo posible, y en las lecciones o avisos que de los mismos fieles 
reciben los eclesiásticos «de un tenor de vida para todos más sobrio, moderado 
y austero, pero en particular para los señalados con carácter sagrado». 

A esta razón fundamental, que hace urgente la revisión de gran parte del 
«ceremonial hoy en uso, pueden añadirse otras no faltas de peso. Así, por ejem- 
plo, hoy nos son mucho mejor conocidas muchas instituciones y prácticas que 


(1) Bonet Murxi: Reforma en los hábitos cardenalicios y prelaticios (REVISTA 
ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 8 [1953], 237-251). 

(2) A. A. S., 44 (1952), 849. 

(3) A. A. S., 44 (1952), 888. 
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nos han sido legadas por la historia. A la luz de ese conocimiento se puede, 
efectivamente, llegar a una repristinación de los sagrados ritos, volviendo a las 
fuentes y devolviéndoles su primitiva sobriedad y elegante sencillez. Por otra 
parte, no puede tampoco olvidarse que todo el conjunto del Derecho cere- 
monial sufrió durante el siglo XIX un auténtico proceso de inflación, proceso 
que si es cierto que en algunos aspectos no ha terminado, sin embargo puede 
decirse que está sufriendo una honda crisis, que aconseja pensar ya en la li- 
quidación de sus consecuencias. 

No han faltado en este sentido significativas medidas legislativas durante 
el pontificado del Papa felizmente reinante. Pero creemos que, además del 
estudio del espíritu que ha animado estas reformas, contribuirá también no 
poco una obra que acaba de aparecer y que queremos comentar brevemente 
en esta nota. Nos referimos al Ius Pontificalium, recientemente publicado por 
el consultor de la Sagrada Congregación de Ritos monseñor JOAQUÍN Na- 
BUCO (4). 


LA OBRA 


Digamos de paso que la presentación es ya una invitación a la lectura. 
Se han cuidado todos los detalles: el papel, los tipos de letra, la perfección 
en la corrección de pruebas son tales que acreditan por sí solos a una editorial. 
La obra se lee, por consiguiente, con verdadero gusto. 

Pero, además, pese a la enorme confusión de la materia que aborda el ilus- 
tre autor, lo hace con tales cualidades de perspicuidad y claridad que el lector 
puede seguir sin dificultad ninguna el hilo de la exposición y de los razona- 
mientos. El mismo latín, pese a que el vocabulario tiene forzosamente que 
ser bastante dispar en muchas materias al que estamos acostumbrados a utili- 
zar los eclesiásticos, es claro y permite una lectura cómoda. 

Sin embargo, estas cualidades podrían ser y son de hecho comunes a otras 
muchas obras de Derecho litúrgico. Pero el autor ha sabido tratar la materia 
imprimiéndole una vida poco común en esta clase de obras. Se nota que ha 
viajado mucho, tanto por países latinos cuanto, y muy en especial, por los 
anglosajones. De esta manera describe muchas cosas no sólo al través de los 
libros, sino por lo que por sí mismo ha podido ver. No faltan ocasiones er 


ME JOAQUÍN NABUCO: Ius Pontificalium. Introductio in Caeremoniale episcoporum: 
(Parisiis, Tornaci, Romae, Neo Eboraci-Desclée & socii, s. a., al parecer 1956, pues la: 


censura eclesiástica está concedida el 29 de agosto de este año). Un volumen de 
XXIV + 404 pp. 
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que echa mano de la ironía (5) y otras en que demuestra un apasionado amor 
a la verdad frente a la mentira, hoy en uso en muchas cosas (6). Hay párrafos 
y notas en los que se trasluce un auténtico entusiasmo, por ejemplo, cuando 
habla de la catedral de Westminster (7) o cuando señala algunos abusos que 
se han ido introduciendo. 


De la buena información de que ha dispuesto da idea nada más comenzar 
la lectura el completísimo catálogo de ediciones del ceremonial de Obispos 
que ha conseguido reunir, completando así la Bibliograpbia liturgica, de 
WEALE Y BOHATTA (8). Nos ha llamado la atención, sin embargo, que ni en 
la bibliografía que va al final de la obra, ni en este catálogo, ni en las notas 
que añade al mismo haya hecho alusión al fascículo de SoLANs, que tan fre- 
cuentemente suele encontrarse encuadernado con la edición del ceremonial que 
hizo Pustet en 1886 (9). Se trata de una disquisición sumamente erudita y or- 
denada, en la que el sabio liturgista espanol dilucidó tres cuestiones: la obli- 
gatoriedad del ceremonial en general; su obligatoriedad fuera de las iglesias 
catedrales y colegiales y su relación con las costumbres contrarias. Hecha esta. 
salvedad, tanto el catálogo como la bibliografía son extraordinariamente com- 
pletos (10), con la nota simpática, por lo que a las ediciones del Ceremonial 
se refiere, de que el autor pueda testimoniar que las ha tenido todas en las 
manos (p. XVIII), con la única excepción de la edición romana de 1824. 

Como el subtítulo indica, la obra es una introducción al Ceremonial de 
Obispos, y confiesa el autor que su primer proyecto fué exponerlo siguiendo 
el propio orden del mismo (11), pero que luego optó por seguir un camino 


(5) Por ejemplo, en la p. 214, nota 89: «Quidam S. R. C. consuluit: an iuxta C. E. 
(II, 25, n. 13) Feria Sexta Maiori candela adhibenda sit sed exstincta. Exemplum 
consultationis inutilis.» D. 4257, 6, y en la p. 159, n. 108: «Sed etiam palliola viridis: 
coloris exstant in Gallia: nam omnia licent canonicis.» 

(6) P.e, véase la extensa nota 5 en la p. IX. 

(7) Pp. 257 y 262 (nota 56). 

(8) Londres, 1928. 

(9) De vi obligandi / Libri / «Caeremoniale episcoporum» / ac de consuetudine 
ipsi adversanti / dissertatio / quam / disciplinae liturgicae studiosis / offert / D. Joa- 
quim Solans, Presbyter, / in ecclesia cathedrali Urgellensi, / caeremoniarum ma- 
gister et im ejusdem civitatis seminario / S. Liturgiae professor. / Ordinarü licentia. 
/ Ratisbonae, Neo Eboraci et Cincinnati. / Swmptibus, chartis, et typis Friderici 
Pustet. / S. Sedis Apost. et S. Rit. Congr. Typogr. / MDCCCLXXXVII. 16 pp. 

(10) Hemos echado de menos, sin embargo, dos tesis doctorales que hubiese sido 
interesante haber consultado: HARRY G. Hynes: The Privileges of Cardinals (Com- 
mentary with historical notes) (Washington, 1945), 183 pp. FRANCIS J. MCELROY: The 
privileges of Bishops (Commentary with Historical Notes) (Wáshington, 1951), 142 pp. 

(11) El mismo autor nos da la noticia de que Mons. LEÓN GROMIER, Protonotario 
apostólico y consultor de la Congregación de Ritos, está preparando un comentario 
en francés al Ceremonial de Obispos (p. VII). Cfr. además la p. XVIII, donde nos dice: 
«Leo Gromier Prot. Ap. privata manu punctuationem totius caeremonialis paravit. 
qua lectio libri clarior redditur», edición que sería interesante que apareciese. 
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diferente. Es acaso uno de los aciertos más fundamentales de la obra: ha divi- 
«dido toda la materia en tres libros, dedicando el primero a las personas; el 
segundo, a las cosas, y el tercero, a las funciones pontificales en general. El 
orden resulta perfecto y creemos que en una posible revisión del mismo Ce- 
remonial podría sustituir con ventaja al que se sigue en el actualmente vigente. 

Es más, creemos que la obra podría también hacer un buen servicio para 
llenar el hueco que al través del canon 238 se dejó al hacer la codificación. 
Fué aquella una ocasión magnífica que se presentó para haber sistematizado 
cuanto se refiere a las diversas prelaturas romanas y materias conexas y que 
‘no fué aprovechada. 


PETICIONES 


Toda la obra está llena de indicaciones de puntos que el autor desearía, al 
través de su experiencia, que fuesen modificados. Suscribimos estas peticiones 
en su inmensa mayoría y las recogemos para su difusión y para satisfacer la 
curiosidad de nuestros lectores. Indicamos entre paréntesis la página en que se 
encuentran: 


Simplificación y vuelta a la tradición en los sagrados ritos (p. VII). 

Concesión de precedencia a los Nuncios en Roma (petición implícita, 
pero muy razonable, p. 22, nota 20). 

Simplificación de las normas referentes a los protonotarios (p. 26, 
n25): 

Atribución de alguna competencia estando la Santa Sede provista 
a la Reverenda Cámara Apostólica (p. 30, n. 27; nosotros, sin embargo, 
nos inclinaríamos por su supresión pura y simple). 

Edición de los libros de notas de los prefectos pontificios de ceremo- 
Migsh (p02, N.e2s) 

Concesion del titulo de primado para Baltimore (p. 47). 

Promulgación de decretos claros referentes a las diversas sedes pri- 
maciales, en evitación de litigios (p. 48). 

Aclarar autoritativamente el valor de las bendiciones dadas «extra 
territorium» (p. 59, n. 46). 

Concesión de dignidades supernumerarias a los obispos auxiliares 
(p. 13, idea que nos parece sencillamente admirable). 

Aclaración de determinados privilegios de los canónigos de Lisboa, 
concediéndoles los de protonotarios supernumerarios, y terminando así 
una contienda secular (p. 75). 

Restricción, también en cuanto al número de sacerdotes que los usen, 
de los privilegios concedidos a los canónigos (p. 78). 
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Codificación clara de los privilegios de los Abades (p. 83) (12). 

Introducción de las capas prelaticias que verdaderamente lo sean; es 
decir, abiertas (p. 157, n. 103). 

Codificación de los privilegios de los canónigos (p. 165). 

Introducción del uso de mitras más bajas (p. 172). 

Uso de una sola dalmática por el Obispo en las misas de pontifical 
(p. 183). 

Reedificación del trono pontificio en la Basilica Vaticana (p. 231, 
n. 9). 

Construcción de una basílica dedicada a San Miguel, en Roma, que 
responda a la fiesta del 29 de septiembre (p. 238). 

Que se reserve a la Santa Sede no sólo la concesión del título de 
basílica menor, sino también la del título de «santuario menor», que 
suele darse, en especial por las órdenes religiosas, a sus iglesias. 

Adaptar el Ceremonial de Obispos al Código de Derecho Canónico, 
aclarándolo al mismo tiempo, en lo que se refiere a la posible multipli- 
cación de tronos (p. 275, n. 84). 

Desaparición de los tronos en la nave (p. 276, n. 89, refiriéndose a un 
uso frecuente en Francia, y del que hay algunos ejemplos en Italia). 

Edición de una selección de los interesantes estudios de BATTANDIER, 
dispersos hoy en los 25 volúmenes de su «Annuaire Pontifical» (p. 312, 
n. 29). 

Modificación de las rúbricas del «pontifical en escaño» propio de los 
protonotarios apostólicos, de tal manera que puedan leer en el mismo, 
a semejanza de lo hoy dispuesto para el día de Sábado Santo (p. 327, 
n. 14). 

Vuelta a la antigua práctica de reservar al Papa la asistencia pon- 
tifical con capa pluvial (p. 331, n. 24). 

Supresión de la genuflexión al recitar el «et Incarnatus est» en el 
trono en las misas de pontifical (p. 374, n. 30). 

Supresión de la rübrica que manda a canónigos y prelados recitar las 
partes fijas de la misma, de dos en dos, para que intervengan en el 
canto, como hacen los monjes y seminaristas (p. 334, n. 31). 

Modificación de la rübrica que mandan leer al celebrante cuanto 
se canta (p. 334, n. 32). 

Corrección del canon 349, párrafo 1, n. 1, erróneamente redactado 
(p. 341, n. 42). 

Supresión de la costumbre de revestirse los Pontifices en el altar 
(p. 347, n. 49, e insiste en n. 52 y p. 351 in fine). 

Asistencia más frecuente de los Obispos a las catedrales (p. 352). 


(12) Podría servir de ejemplo la codificación que hizo San Pío X cuando con- 
cedió privilegios de Abad al Rector de la iglesia de Castrofranco, segün insinúa el 
mismo autor, p. 38, nota 59, n. 4. Cfr. letras apostólicas In hac sublimi, de 3 de julio 
de 1908. Acta Pii X, vol. V, p. 281. 
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Segün hemos dicho, suscribimos todas las anteriores peticiones, con la üni- 
ca salvedad que ha quedado indicada. Nos parece que éstas y otras muchas 
indicaciones que el autor hace contribuirían no poco a una mayor perfección 
del Derecho ceremonial. No obstante, es necesario ir más allá de su carácter 
fragmentario y enfocar la cuestión en toda su amplitud tal como él mismo 
hace cuando escribe: 


«In voto enim plurimorum episcoporum est ut functiones pontificales 
quamtum fieri potest, simplificitentur, sed id fieri tantum potest in ad 
meliorem traditionem revertamur, sicut in officio Majoris Hebdomadae 
iam factum est... Nunc «Celebrans et ministri, clerus et populus, seden- 
tes auscultant» ait novissima rubrica, dum lector SS. Scripturarum pe- 
ricopes cantat; ad invitationem Flectamus genua omnes «per aliquot 
temporis spatium» flexis genibus sistunt, nam vel ita fiat, vel delenda 
est invitatio ad genuflectendum, et sic de aliis. Aliquando tamen expedit 
ritus recentiores conservare, vel etiam novos introducere, veluti solemnem 
et collectivam renovationem promissionum baptismatis (coram episcopo 
in ecclesiis cathedralibus).» 


Estos deseos de reforma no son nuevos, y el mismo autor exhuma con 
acierto dos textos antiguos que conviene tener muy en cuenta. El primero se 
debe al célebre benedictino MABILLON (muerto en 1707), que en su obra Iz 
ordinem Romanum Commentarius escribía en el capítulo 21, alrededor del 
año 1689, lo que sigue: 


«Ubi regnant antiqui ritus, hi constanter retinendi; ubi novi prae 
antiquis pravaluerunt, antiquos laudare decet, novos non rejicere.. Qui 
novos sacrorum rituum libros novissimis temporibus scripserunt mirum 
est, quantum sibi tribuerint in pervertenda venerabili antiquitate, cuius 
institutiones, nedum institutionum rationes, omnino ignorabant. Cum- 
que quod suo tempore fieri cernebant, in omnibus retro saeculis semper 
actitatum fuisse autumnarent; probabiles, ut sibi videbantur, receptae 
novitatis rationes adinvenerunt, quae penitus veterum sententiae non 
raro adversantur... proinde eos qui eiusmodi officiis praepositi sunt, in- 
vitemus ad consulendam antiquitatem, quae, quanto fonti propior, tanto 
venerabilior est; eosdemque admoneamus ne ita vulgares et contritas 
ratiunculas praeferant, quasi maiores nostros in sanciendis contrariis 
ritibus omni ratione destitutos fuisse existiment.» 


Pero acaso sea más expresivo todavía el texto alegado del Beato Carde- 
nal Tommasi (t 1713), que, escribiendo acerca de la reforma del ceremonial, 
expresaba sus ideas en forma bien elocuente. Cuando Inocencio XII le nom- 
bró consultor de la Sagrada Congregación de Ritos, renunció al oficio «por 
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la poca práctica que tenía en estas materias», y aunque Clemente XI le llamó 
de nuevo al oficio, no pudo introducir las reformas que quisiera, sino es sólo 
in virgole, accenti e punti. Decía así (13): 


«Per la poca prattica che ho in queste materie, trovo gran differenza 
nelle ceremonie antiche e moderne: quelle erano poche, facili e miste- 
riose; le moderne molte a segno che per saperle tutte si vuole una buona 
e feconda memoria; sono anche difficili straccendo non tanto il corpo, 
quanto lo spirito che viene a dissiparsi et a non attendere al principale 
que é il culto interno verso Iddio.» 


Por eso sería de desear que no sólo estas peticiones expresas del autor, 
sino también aquellas otras ocasiones en que el mismo expresa el dolor de 
los cultivadores de la liturgia frente a algunas prácticas que se han introdu- 
cido fuesen en lo posible atendidas, siguiendo el camino ya marcado por 
recientes decisiones de la Santa Sede. Sirva de ejemplo entre éstas la del Motu 
proprio Valde sollicitz suprimiendo la cola del hábito talar. Demuestra el 
autor que tal práctica fué introducida muy tardíamente, ya a finales del si- 
glo XVII, en Roma, sin que nunca llegase a las capillas papales y cardena- 
licias, donde las colas de las sotanas nunca fueron desplegadas. Por eso «op- 
timo et sane consilio ductus», Su Santidad el Papa suprimió tales colas en 
los vestidos prelaticios (14). 

La simplificación es tanto más necesaria cuanto que, como muy bien in- 
dica el autor (15), nos encontramos ahora sufriendo las consecuencias de un 
siglo, el XIX, «qui iuste vocari potest saeculum assumptionum rerum inde- 
bitarum», iniciándose un proceso que pudiéramos llamar de «inflación ce- 
remonial», que todavía persevera en algunos aspectos. Entre los indicios 
señala NABUCO los siguientes: 


El uso del «moiré» por todos los Nuncios, y no sólo por los de pri- 
mera clase, como era tradicional (p. 14, n. 16). 

La asunción por parte de los abades bendecidos de casi todos los 
privilegios de los Obispos (p. 79) (16). 

La enorme multiplicación de los títulos de basílica menor en favor 
de iglesias de todas las naciones (p. 241). 


(13) Opuscoli inediti, Studi e Testi, 15, p. 40. 

(14) P. 131, nota 68. Cfr. A. A. S., 44 (1952), 849, y comentario en BONET: Reforma 
en los hábitos.., REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 8 (1953), p. 245. 

(15) P. 309; nota 25. : 

(16) Hubiesen completado la exposición que hace el autor de este punto los ex- 
celentes artículos de D. G. OESTERLE: De iure abbatum exercendi pontificalia, «Mo- 
nitor Ecclesiasticus», 80 (1955), 324-333, y A. M. VILA-ABADAL: De iure pontificali abba-- 
tum regularium qui regimine gaudent, «Miscellanea liturgica Schuster» (Montserrat, 
1956), pp. 523-532. 
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La ampliación constante de los privilegios de los canónigos (DT 
Pp. 48, 1..54; D- 162, n. 109) (LT: 

Los privilegios ceremoniales del patriarcado de Lisboa (p. 52). 

La introducción de la cruz en los escudos de los Obispos, cruz que el 
Ceremonial reservaba a los Arzobispos, quienes debieron duplicar la suya 
(p. 309, n. 25), llegando incluso los Patriarcas a usar una cruz triple, la 
cual «nunquam venit concessa» (p. 310). 

El uso por parte de algunos Arzobispos de quince borlas en el galero 
heráldico, y de diez por algunos Obispos (p. 307, n. 19), siendo así que 
ni siquiera de los mismos Patriarcas se puede decir que tengan derecho 
a las quince borlas (p. 308, n. 20). 

La acumulación, absurda dentro del derecho heráldico, del galero y la 
mitra en los escudos de los Obispos (p. 310, n. 26), si bien en esto parece 
advertirse ya una vuelta hacia la sencillez. 

El uso de la tiara y las llaves por las personas morales a las que se 
concedió el título de pontificias, sin añadir expresamente este derecho: 
PSUM). 


PUNTOS CONCRETOS 


Quisiéramos insistir en algunos puntos concretos que el autor ha estu- 
diado con particular detenimiento en su obra. 

En especial nos parece particularmente acertado el capítulo segundo de la 
parte primera del libro segundo, referente al uso de las vestiduras corales por 
parte de los canónigos. Existe muy extendido, particularmente en Francia, 
pero también en otros países, el abuso de usar las vestiduras corales aislada- 
mente, es decir, sin que el cabildo proceda colegialmente. 

Por lo que se refiere a este uso fuera de la propia diócesis, el Código ha 
sido tan tajante que no ha dejado lugar a ninguna duda. No sólo se ha pro- 
hibido ese uso, sino que también se ha reprobado la costumbre contraria, la 
cual, sin embargo, subsiste en algunos puntos, como puede ver cualquiera 
que vaya en peregrinación a Lourdes. Pero no han faltado quienes, basán- 
dose en que el Código permitía el uso de las vestiduras e insignias en toda 
la diócesis, entendían este permiso como dado a cada uno de los canónigos. 
Lo cual demuestra NABUCO que es completamente falso. Las fuentes citadas 
al pie del canon son terminantes en cuanto a la prohibición, y además de ser- 
vir como norma de interpretación, a tenor del canon 6, podrían incluso con- 
siderarse subsistentes en virtud del canon 2. Además, en caso de duda, es 
sabido que «no se presume la revocación de la ley precedente, sino que las 
leyes posteriores se han de comparar con las anteriores, y, en cuanto sea po- 


(17) Véase en especial la extensa relación que el autor hace en el capítulo II del 
título IV del libro II De usu vestium. choralium a canonicis uti singulis (pp. 153-154), 
donde reprueba con energía los abusos que se han ido introduciendo en esta materia.. 
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sible, han de conciliarse con ellas», segán manda el canon 23. Alega el autor. 
además, la práctica actual de la Santa Sede y el uso de la Iglesia romana, que 
son terminantes también en este sentido (18). Los único que puede permi- 
tirse, y eso en Francia, es el uso de tales insignias en sus propias iglesias 
por los párrocos que al mismo tiempo sean canónigos, en virtud del indulto 
concedido por la Sagrada Congregación de Ritos. Pero siempre dentro de la 
propia diócesis (19). 

Ha quedado resefiada entre las peticiones que hace el autor la de la co- 
dificación de los privilegios de los cabildos, y en ella queremos insistir. Co- 
dificados ya los privilegios de los Cardenales, por el Código y las «Norme 
Ceremoniali..» de 1943; codificados también los privilegios de los protono- 
tarios por Su Santidad Pío X; reunidos todos los privilegios de los Prelados 
y Colegios de la Curia Romana por su Santidad Pío XI, indica el autor que 
«Ad tales codificationes complendas necesse est privilegia capitulorum per 
orbem codificare seu unificare, datis regulis quoad vestes earumque usum. 
Id enim in votis omnium praesertim episcoporum et magistrorum caeremo- 
niarum est, iam a pluribus annis». 

El deseo no es nuevo, y ya BARBIER DE MONTAULT lo manifestó bien cla- 
ramente. El autor propone un esquema (p. 166), que establecería una gra- 
dación de las diferentes iglesias capitulares, en ocho categorías diferentes. 
A cada una de ellas atribuye un número determinado de dignidades y privi- 
legios, mayores o menores, a las dignidades y a los canónigos. 

La idea, que el autor expone «ad instar manuscripti, nam hac de re unius 
Apostolicae Sedis est privilegiorum multiplicationem aliqua regula speciali 
ordinare», nos parece admirable, pero muy difícil de llevar a la práctica. Ya 
San Pío X, que durante bastante tiempo la acarició, hubo de desistir de 
realizarla. De hecho, las diferencias que separan las distintas naciones en 
cuanto al Derecho capitular son tan considerables que muy difícilmente po- 
dría llegarse a esa unificación apetecible y apetecida. 


(18) Así, por ejemplo, cuando se dice que pueden usarse las vestiduras «in func- 
tionibus capitularibus intra propriae dioecesis fines (A. A. S., 46 [1954], 248) et alibi... 
in choro et in functionibus capitularibus intra suae dioecesis fines», A. A. S. 47 
(1955), p. 67. En cuanto al uso de Roma, es el de que nunca los canónigos tomen 
las vestiduras corales singularmente. El autor refuta en la nota 97 de la p. 154 la 
opinión contraria de Toso: Commentaria minora (Roma, 1921), p. 50. 

(19) Tal uso no puede permitirse en la administración de los sacramentos y sa- 
cramentales, o sirviendo en el altar al Obispo, pues en tales casos ha de utilizarse 
la sobrepelliz, directamente o sobre el roquete. 
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DEFECTOS 


Como complemento de cuanto antecede quisiéramos sefialar algunos de- 
fectos, de menor importancia, que hemos observado en la obra que estamos 
reseñando -y que señalamos con algún detalle, precisamente por estar con- 
vencidos de que su valía la hace merecedora de nuevas ediciones. 

La omisión que más nos ha llamado la atención es la de todo lo re- 
ferente al Sagrado Palio de los metropolitanos. Ni al hablar de ellos en la 
parte primera; ni al tratar en la segunda de las vestiduras pontificales y de las 
insignias; ni en la tercera, cuando trata de las funciones episcopales, hemos 
podido encontrar otra cosa que un par de breves e incidentales referencias 
al mismo. 

En la página 5 hemos echado de menos una alusión a la costumbre de 
que la disposición pontificia permitiendo a un Cardenal celebrar en un altar 
papal esté expuesta patentemente junto a él durante la ceremonia. En la pá- 
gina siguiente nos hubiese gustado ver citado el Ordo in Concilio plenario 
servandus, preparado por el Cardenal BRUNO y editado por la Tipografía Va- 
ticana. 

En la página 33, refiriéndose a los auditores de la Rota española, nos 
hubiese gustado ver una referencia a la cuestión suscitada por BONET en esta 
misma REVISTA (20) sobre la situación, en lo que se refiere a su calidad 
de Prelados domésticos, de los auditores de la Rota ya jubilados. 

Hablando de otra institución española, el Patriarcado de las Indias occi- 
dentales, se deslizan también dos inexactitudes, cosa nada de extrañar en un 
autor no español: Hoy el Patriarcado de las Indias occidentales no está uni- 
do al Vicariato general castrense ni tiene su sede en el palacio real. Así ocu- 
rrió desde 1610 hasta 1885, año en que, por breve de León XIII de 21 de 
abril, se suprimió el título de pro-capellán mayor de palacio y se adjudicaron 
al Arzobispo de Toledo el título y honores de Patriarca de las Indias occiden- 
tales. Sin embargo, el 9 de diciembre de 1920 volvieron a reunirse el Pa- 
triarcado con el Vicariato general castrense y la jurisdicción palatina, y uni- 
dos continuaron hasta que, con la proclamación de la República, desaparecie- 
ron estas dos últimas jurisdicciones. El convenio sobre asistencia religiosa a 
las fuerzas armadas se limitó a elevar al rango de Arzobispo al Vicario ge- 
neral castrense, elevando para ello a su vez a rango arzobispal la sede de Sión, 
que tradicionalmente venía ostentando. En cuanto al Patriarcado de las Indias 
lo posee desde 1946, a título personal, el Obispo de Madrid-Alcalá (21). 


(200 Bonet Mulxí: El restablecimiento del Tribunal de la Rota de la Nunciatura 
Apostólica, REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 2 (1947), 517-519. 

(21) Puede verse sobre esta cuestión Postius: El Código canónico aplicado a 
España (Madrid, 1926, 5.2 edición), p. 516, n. 505, y el texto original de los docu- 


— 708 — 


EN TORNO AL VIGENTE DERECHO CEREMONIAL 


En cambio, y por lo que también a España se refiere, encontramos puesta 
en razón la omisión de la Iglesia metropolitana de Sevilla al tratar de las igle- 
sias patriarcales «extra Urbem» (p. 234) y de otras iglesias similares (pá- 
gina 237). Pues aunque es cierto que los antiguos estatutos, reglas de coro 
y monografías que tratan de dicho templo metropolitano le dan esta deno- 
minación de patriarcal (añadiendo incluso en ocasiones la de «Primada anti- 
gua de las Españas» (22), ni en las bulas de los Romanos Pontífices desig- 
nando Arzobispos para la silla hispalense, ni en el archivo aparece mención 
expresa de tal privilegio como concedido por la Santa Sede. Parece que la 
denominación (que por vez primera se encuentra en la lápida sepulcral de un 
capitular del siglo XVII) trae su origen del hecho de que dos Arzobispos 
de Sevilla fuesen designados patriarcas de las Indias occidentales por presen- 
tación de Su Majestad Católica. 

La confusa cuestión de las sedes primaciales en cada nación está estudia- 
da con cuidado, pero aún podría perfeccionarse más. Así, por ejemplo, nos 
ha llamado la atención la ausencia de toda referencia a la discusión en torno 
a la Sede Primada de Italia (23). Tampoco ha tenido en cuenta (p. 44) lo 
referente al Primado de Navarra, tradicionalmente vinculado a la sede arz- 
Obispal de Auch. Hay una contradicción entre lo que se dice en la página 44 
y en la nota 32 de la página 48, referente a la dignidad primacial de Toledo. 
Está en lo cierto el autor en la primera de las referencias, es decir, que el 
Cardenal Alameda no se sentó entre los Primados en el Concilio Vaticano, 
sencillamente porque estaba revestido de la dignidad cardenalicia. Tampoco 
se ha recogido (p. 47) la referencia a la reciente declaración de sede pri- 
mada del Canadá (24). 

Por lo que se refiere al Patriarcado de las Indias orientales, hubiese sido 
bueno recordar, además del Concordato de 23 de junio de 1886, las vicisitu- 
des que dicho Patriarcado ha tenido en ulteriores acuerdos: acuerdo para la 


mentos én GÓMEZ SALAZAR y DE LA FUENTE: Lecciones de disciplina eclesiástica (Ma- 
drid, 1894), t. I, pp. 521-523. El patriarcado fué unido im personam al Obispo de 
.Madrid-Alcalá el 21 de julio de 1945 (cfr. Anmuario Pontificio 1956, p. 93) y el Obis- 
pado titular de Sión fué elevado a Arzobispado semel pro semper el 12 de diciembre 
de 1950 (ibid., p. 670). 

(22) El uso de este título lo basaron en el nombramiento de Vicario apostólico 
en favor de Zenón de Sevilla por San Simplicio (461). Cfr. Memorial a Felipe V de 
la Santa Iglesia Metropolitana y Patriarcal de Sevilla, donde se expone prolijamente 
la cuestión. 

(23) El mismo autor, en la p. 160 habla incidentalmente de una concesión hecha 
por Pío IV canonicis ecclesiae Primatialis Pisanae, y en la 161 de otra a los canonicis 
Ecclesiae Picenae... sed nunc canonici huius primatialis Sedis utuntur... Cfr. FELBIN- 
GER, Alfred: Die Primatialprivilegien für Italien von Gregor VII, bis Innocenz III 
(Pisa, Grado, Salerno), «Zeitschrift der Savigny-Stiftung für Rechtsgeschichte (Ka- 
monistische abteilung), 37 (1951), 95-163. 

(24) Cfr. A. A. S., 48 (1956), 509-510. 
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circunscripción de diócesis y nombramiento de Obispos de 15 de abril de 1928 
(art. 1), Concordato de 7 de mayo de 1940 (art. 29) y acuerdo de 18 de ju- 
lio de 1950 (art. 7) (25). 

Nos ha llamado la atención en la página 65 la nota 52, sobre los Obispos 
a los que se da el título de Arzobispos. Desearía el autor que se les concediese 
un arzobispado titular, además de la diócesis propia, cuando son residencia- 
les, y señala algún caso en que se ha hecho así. Por lo que hemos podido com- 
probar en los últimos Anuarios pontificios, tal práctica es ya totalmente co- 
mún (26). 

A la relación de Obispos a los que se ha concedido el privilegio de usar 
traje cardenalicio habría que añadir una concesión de sentido totalmente con- 
trario. Mientras los siete relacionados pueden usar las vestiduras, pero no el 
birrete y el solideo rojo, en España el Obispo de Tortosa, en virtud de una 
concesión, al parecer verbal del Papa Adriano VI que fué Obispo de aque- 
lla diócesis, usa solideo rojo igual que el de los Cardenales (27). 

Al hacer la relación de los prelados religiosos que tienen particulares 
privilegios ceremoniales (p. 84), nos ha extrañado no encontrar ninguna 
alusión al caso más célebre que conocemos: nos referimos al custodio de 
Tierra Santa, que goza de uso de pontificales, aun después del restablecimien- 
to del Patriarcado latino, en virtud de las letras apostólicas Nulla cele- 
brior (28). 

Los datos referentes al vestido que han de usar los Cardenales orientales 
(p. 249), se encuentran inexplicablemente en el artículo que el autor dedica 
a explicar los privilegios de los Cardenales en sus iglesias titulares (p. 249), 
en lugar de recogerlos en el capítulo segundo de la parte primera de ha- 
bilu S. R. E. Cardinalium. 

Finalmente, nos parece muy débil la vindicación de los extraordinarios 
privilegios, prácticamente papales, atribuídos al Patriarca de Lisboa .(pági- 
nas 51-57) (29). Creemos sinceramente que el rey forzaba la interpretación 
de los privilegios que la Santa Sede iba concediendo, y los mismos ejemplos 
que el autor alude lo demuestran así. Idéntica impresión se saca de los libros 


(25) Cfr. MERCATI: Raccolta di Concordati su materie ecclesiastiche tra Santa 
Sede e le autorità civili (Tipografía poliglota vaticana, 1954, vol. I, pp. 1029-1039, y 
documentos anejos en las pp. 1039-1048; vol. II, pp. 68-75, 232-250, 261-264). 

(26) Por cierto que es curioso que tratándose de una obra editada en 1956 todas 
las referencias al Annuario Pontificio se hagan refiriéndose al de 1948. 

(27) Debemos la noticia al reverendo señor don Jesús Carda Pitarch, oficial de 
la Curia Diocesana de Tortosa, a quien se lo agradecemos. 

(28) Cfr. Annuario Pontificio 1956 (Città del Vaticano, 1956), p. 819. 

(29) Pp. 51-57. Trae también una buena bibliografía sobre el tema en las pá- 


ginas 361-362. En la p. 40, n. 6, la referencia ha de hacerse a la nota 35 y no 
a la 34, 
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que han sido escritos de intento sobre este tema: no aparece rastro de una 
asimilación al Papa de los Patriarcas de Venecia, a los que habían quedado 
equiparados los de Lisboa (30). 


(SY ONNEGE UD SEIBONN 


Queda ya, con cuanto hemos dicho, bien claro el interés que la obra pre- 
senta. Trabajada con mucho cuidado puede, perfeccionada en sucesivas edi- 
ciones por su autor, constituir un paso no pequefio hacia la deseada revisión 
de todo el Derecho ceremonial. De desear sería que, para completar la labor 
así iniciada, apareciesen pronto el comentario de Monseñor GROMIER al Cere- 
monial de los Obispos, el estudio sobre la comunión del Papa en el trono, que 
el mismo autor promete (p. 4), así como la historia de la primera edición 
veneciana del Ceremonial de Obispos (p. XVII). Continúe el autor (que ya 
trabajó dzu noctuque... omnibus liturgicam veritatem exquirentibus...) su labor, 
porque, como él dice muy bien: «Arctius in dies redditur necessarium ut sa- 
cri ritus intellegibili et rationabili modo celebrentur, sed ad talem obtinen- 
dum effectum fontes perlustrare debemus, etenim non solum antiqui codi- 
ces liturgici verum etiam monumenta ministerii pontificalis vel sacerdotalis 
testes sunt Fidei» (p. IX). 
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Decano de la Facultad de Derecho 
Canónico de Salamanca 


(30) Hemos tenido ocasión de manejar y leer con detenimiento los Subsidios para 
a História do Patriarcado de Lisboa (1716-1740), de EDUARDO BrazAo (Oporto, 1943), 
obra a la que el autor llama «Utilissimus opus ubi plura tradit documenta de sub- 
terranea historia Iohannis V cum Sancta Sede». Y nuestra impresión se ha confir- 
mado más y más. 
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In primaeva Ecclesia His panie 


(saec. IV-VIIT) 


Perfectio evangelica inter fideles duobus potissimum modis acquiri poterat 

in primaeva Ecclesia: vel tolerantia martyrii, vel consecratione propriae virgi- 

nitatis (1); cum autem a saeculo quarto martyrii passio rarior evasisset, exem- 
plar perfectionis remansit virginitas (2). 

Variae species personarum Deo consecratarum agnoscebantur in primis: 
temporibus Ecclesiae Hispaniae. Erant enim viri et mulieres in monasteriis 
regulae castitatis addicti et communiter viventes (3); praeterea aderant aliae 
virgines quae manendo in saeculo professionem castitatis emittebant quaeque 
«sacratae» appellari solebant (4); denique virgines voto privato seu occulto 
ligatae, quae sibi soli et Deo notae erant (5). Porro existebat status poeniten- 
tium, quem distinguere debemus a gradu poenitentis simpliciter; ad statum 
poenitentium énim pertinebant illi qui generatim propter peccata relinquendo 
mundum se impendebant operibus poenitentiae in speciali statu vitae (6). 
Pariter iuvenes viduae post mortem mariti professionem castitatis emittebant, 
consecrationem recipiebant, et appellabantur viduae sacrae (7), de quibus. 


(1) VILLER, M.-OLPHE-GALLIARD, M.: Ascétisme, in Dictionnmúuire de Spiritualité, 
1, 964. 

(2) CRESCENTIO A CARTOSIO, O. F. M., Cap.: De virginibus in primaeva Ecclesia 
Latina earumque iuridicis obligationibus ad perfectionem (saec. I-IV) (Romae,. 
1943), 26. 

(3) TORRES, M.: Lecciones de Historia del Derecho Español, 1 (Salamanca,. 
1936), 432. E 

(4) THOMASSINUS, L.: Vetus et nova Ecclesiae disciplina circa beneficia et benefi-- 
ciarios (Venetiis, 1730), 1, ed. 2, 728. PÉREZ DE URBEL, J., O. S. B.: El monasterio em 
la vida española de la Edad Media (Barcelona, 1942), 24. 

(5) WERNZ, F. X.; VIDAL, P.; AGUIRRE, PH., S. J.: Ius peur e ad Codicis mor- 
mam. exaratum, 5, Tus matrimoniale (Romae, 1946), ed. 5, 377 

(6) VILLADA, Z. G., S. J.: Historia Eclesióstica de uad (Madrid, 1929- 1933), 
seg., 66. 

(7) Cfr. Conc. Toletanum, IV (633), can. 55; Conc. Toletanum, VI (638), can. 6; 
Conc. Toletanum, X (656), cans. 4 et 5. Cfr. DUCHESNE, L.: Origenes du culte chrétien 
(París, 1925), ed. 5, 442; VoaEL, C.: La consécration des vierges dans VEglise romaine, 
en «Revue de Droit Canonique», 4 (1954), 346. 
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postea erit quaestio. Aliqui auctores distinguunt quinque aut sex species di- 
versas virginum (8), sed existimamus eas reduci posse ad supra dictas. 

Hinc investigationem instituemus de monachis ac sanctimonialibus, de vir- 
ginibus in saeculo viventibus et de poenitentibus, quatenus considerabantur 
esse in statibus matrimonium impedientibus vel iam contracto uti prohiben- 
tibus. Methodum expositionis adhibitum erit logicum, scil. notionem atque 
naturam praebendo una cum evolutione impedimenti probando. 


§ 1. DE MONACHIS AC SANCTIMONIALIBUS 


Monachi et sanctimoniales, illi erant quae in monasteriis vivebant cum 
promissione Deo facta ibi perpetuo manendi et cum proposito tendendi ad 
perfectionem, sub obedientia superioris et cum obligationibus castitatis et fere 
semper paupertatis. 

Consecratio Deo fiebat in perpetuum, et nullo modo post definitivam 
admissionem et pro monialibus post velationem (9) admittebatur regressus ad 
saeculum vel contractus matrimonialis. Sic prohibitio duplex erat, scil. exeundi 
a monasterio quia professio erat irrevocabilis in perpetuum, et matrimonium 
ineundi quia castitas servari promittebatur. Ergo talis modus vivendi consti- 
tuebat verum obstaculum ad matrimonium contrahendum, ac transgressio huius- 
modi legis punibatur diversis poenis. Verumtamen matrimonium a monachis 
vel etiam a virginibus monialibus Deo dicatis contractum validum fuisse vide- 
tur, vel saltem non constat de eius nullitate, licet illicitum et prohibitum 
putaretur (10). 

Non certe constat quamnam regulam observabant primi monachi ac sancti- 
moniales hispanae (11); tamen procul dubio Donatus qui ex Africa in Hispa- 


(8) E. g. THOMASSINUS, L., op. Cit., 1. 753: «Erant ergo olim sex foeminarum Deo 
sacrarum genera. Nimirum Sanctimoniales, quae simpliciter profitebantur, sive in 
paternis aedibus, sive in Monasteriis. Virgines sacrae quae ab Episcopo consecraban- 
tur. Diaconissae, quarum ordinatio specie tenues plurimum alludebat ad Diaconi 
ordinationem, etsi mera illa esse caeremonia. Abbatissae Monasteriorum. Praefatae 
Virginum Ecclesiasticarum, qua in aeternis aedibus diversabantur. Denique Clerico- 
rum maiorum coniuges.» CRESCENTIO A CARTOSIO, Op. cit., 37: «Praefatae erant saltem 
in quibusdam regionibus virgines appellatae viduatae quia habebant praerrogativas 
viduarum.» 

(9) DUCHESNE, L., op. cit., 443; VIZMANOS, F, DE B. S. J.: Las vírgenes cristianas 
de la Iglesia primitiva (Madrid, 1949), 161: «El rito de la velación en el ceremonial 
de la virginidad... incluía por su origen histórico el doble matiz de iniciación religiosa 
y de fuerza indisoluble». 

(10) GONZÁLEZ, apud MENDOZA, F. DE: Concilium Illiberitanum adiunctis Mendozae 
et aliorum commentariis (hic est titulus usitatus, sed titulus verus est Vetustissimum 
et nobilissimum Concilium Illiberitanum, quarto ineunte saeculo im Hispania cele- 
bratum cum Discursibus apologeticis..) (Lugduni, 1665), 201. ` 

(11) Pro hac quaestione cfr. potest FERROCLIO, G.: La condizione giuridica degli 
ordini religiosi (Torino, 1931), 15: «In Spagna il monachessimo fu introdotto dall Afri- 
ca, e benché non si abbiano notizie precise sui chiostri prima del secolo V, pure la 
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niam venerat regulam scripsit (12); itemque IOANNEs BICLARENSIS (13); 
istae autem regulae erant pro eorum monasteriis tantum et de ipsis notitia 
historica tantummodo manet (14). Paulo post S. MARTINUS, qui monachus 
erat ex Oriente proveniens, etsi non scripsit regulam proprie dictam, tamen 
eius opera Aegyptiorum Patrum Sententiae atque Verba sentorum influxum ha- 
buerunt in vitam monachalem (15). Regulae proprie dictae conservantur 
quattuor: una composita a S. LEANDRO pro sua sorore (16); altera a S. Istpo- 
RO (17) ac duae a S. Frucruoso (18). In altera ex duobus regulis S. FRUC- 
TUOSI invenitur notio promissionis seu iuramenti seu pacti qui reponitur in 
acceptatione ex parte Superioris traditionis personalis monachi (19). Ex his 
verbis deducitur pactum certe continere veram formulam professionis religio- 
sae consistentis in promissione obedientiae tantum. Alia consectaria ex «pacto» 
provenientia sunt obligatio castitatis et paupertatis una cum proposito tendendi 
ad perfectionem. 

Duplici modo dicatio Deo fieri poterat, scil. per professionem personaleia 
voluntariam vel per solemnem oblationem a parentibus factam. Sic in Con- 
cilio Toletano IV (633) can. 49 dicitur: «Monachum aut paterna devotio, aut 
ex propria professio facit; quidquid horum fuerit, alligatum tenebit...» (20). 
Nihilominus in Concilio Toletano X (656) admittitur quaedam limitatio eorum 
effectuum iis qui voluntate parentum Deo totaliter sese dicaverunt, ut postea 
melius apparebit. 

A quonam tempore illud votum publice in Ecclesia fuerit emissum non 
certe constat; tamen aliquo sensu, iam exeunte saeculo tertio, votum virgini- 
tatis publicum et authenticum fuit; dicitur autem «aliquo sensu», quia episcopi 
impendendo peculiares curas quoad eius observantiam, saltem implicite illud 
agnoverunt; tamen probari nequit ipsum habuisse ea omnia elementa quae ad 


vita monastica dovette esservi conosciuta anche prima, dapoiché nelle decretali di 
Papa Siricio del 385 si parla di monaci e monache che resiedono nella Spagna»; 
VIZMANOS, F. DE B. op. cit. 610; Mazon, C. S. J.: Las reglas de los Religiosos (Ro- 
mae, 1940), 63. 

(12) Cfr. ILDEFONSUS, S.: De viris illustribus, in P. L., 96, 200; IOANNES BICLAREN- 
sis: Chronicon, in P. L., 72, 868. De diversis edicionibus huius operis cfr. potest CAM- 
POS, J., Sch. P.: Ediciones del Cronicón de JUAN DE BICLARA, Obispo de Gerona, in 
«Salmanticensis», 2 (1955), 686-690. 

(13) ISmonRuS, S.: De viris illustribus, in P. L., 83, 1105: «Qui postea condit mo- 
nasterium quod nomine Biclaro dicitur.» 

(14) MENÉNDEZ PIDAL, R.: Historia de España (Madrid, 1940), 3, 295. 

(15) Cfr. FLOREZ, H., O. S. A.: España Sagrada (Madrid, 1747-1745), 15, 433. 

(16) LEANDER, S.: De institutione virginum, in P. L., 72, 813 ss. 

(17) ISIDORUS, S.: Regula monachorum, in P. L., 83, 867 ss. 

(18) FRUCTUOSUS, S.: Regulae monachorum, in P. L., 87, 1099 ss. 

(19) FRUCTUOSUS, S.: Regulae monachorum, in P. L., 87, 1127-1130. Cfr. HERWE- 
GEN, L: Das pactum des hl. Fruktuosus von Braga (Stuttgart, 1907), 1 ss. 

(20) Mawsr, I. D.: Sacrorum Conciliorum nova et amplissima collectio (Floren- 
fiae-Venetiis, 1759-1798), X, 631. 
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iuridicam publicitatem requiruntur, scil. non constat an reciperetur a legitimo 
superiore, nomine Ecclesiae (21). Nihilominus saeculo quarto, vota virginita- 
tis, praesente et acceptante auctoritate (multoties episcopo) proferebantur, 
iisque ob professionem istam specificam, obligationes et iura connexa agnosce- 
bantur. Tunc vota videtur fuisse publica (22). Certum est autem saec. IV et 
deinceps verum statum monachalem in Hispania recognitum fuisse ab aucto- 
ritate Ecclesiae et promissiones individuorum ab ea esse acceptata, cum pecu- 
liaribus effectibus (23). 

Primum documentum relate ad virginitatem monachalem in Hispania est, 
ut credimus, can. 13 Concilii Illiberitani, qui sic statuit: «Virgines quae se 
Deo dicaverint, si pactum perdiderint virginitatis, atque eidem libidini ser- 
vierint, non intelligentes quid amiserint, placuit nec in fine eis dandam esse 
communionem. Quod si semel persuasae aut infirmi corporis lapsu vitiatae, 
omni tempore vitae suae huiusmodi foeminae egerint poenitentiam, ut absti- 
neant se a coitu, eo quod lapsae potius videantur, placuit eas in fine commu- 
nionem accipere debere» (24). Ut patet ex ipso textu, res quae in canone 
continentur aliquibus dubiis scatent et sic quibusdam contentionibus inter 
auctores locum praebuerunt. Prima contentio iam oritur ex verbis initialibus: 
«Virgines quae se Deo dicaverunt»; iuxta quosdam (25), haec verba intelli- 
genda sunt de virginibus in saeculo viventibus; alii e contra asserunt referen- 
das esse ad illas quae in claustro degebant (26). Tamen nos rem aliter iudica- 
mus et dicimus: canonem referri ad omnes virgines Deo dicatas, speciali actu 
solemni, sive vivant in claustro sive non (27); ratio istius assertionis reponitur 


(21) CRESCENTIO A CARTOSIO, op. cit., 31 et 34; KunTSCHEID, B., O. F. M.: Historia 
Iuris Canonici. Historia institutorum ab Ecclesiae fundatione usque ad Gratianum 
(Romae, 1951), ed. 2, 77; MUZARELLI, V. F.: Piae Societatis S. Pauli, De Professione 
Religiosa a primordiis ad saec. XII (Romae, 1938), 53. 

(22) CRESCENTIO A CARTOSIO, op. cit., 34. 

(23) Sufficit revocare praescriptiones Conc. Caesaraugustami (380), can. 6. 

(24) MANSI, op. cit., II, 8. 

(25) VIZMANOS, F. DE B., op. cit., 545 et 605; HEFELE, CH. J.; LECLERCQ, H., O. S. B.: 
Histoire des Conciles (París), ed. 1869, 1, 141: «Quand des vierges consacrées à Dieu 
(étaient-ce des religieuses propement dites, ou des jeunes filles qui, demeurant dans. 
leur famille, consacrant à Dieu..? commettaient..); sed in ed. Paris, 1907-1921, 1 prim., 
229, non adest haec propositio et sic simpliciter dicitur: «Quand des vierges consa- 
crées à Dieu commettaient une faute charnelle (par la luxure ou par le mariage)...» 

(26) MUZARELLI, V. F., op. cit., 47; VILLADA, Z. G., op. cit., 2, prim. 281 (tamen 
videas 302). 

(27) Cfr. ESMEIN, A.; GENESTRAL, R.: Le mariage en Droit canonique (Paris, 1929- 
1935), ed. 2, 1, 301; GONZÁLEZ, apud MENDOZA, F. DE, op. cit., 192. Nescimus in quo 
fundatur LECLERCQ, H., O. S. B.: Cénobitisme, in Dic. Arch. Lit., 2, 3218, cum affir- 
mat: «Le Concile de l'Elvire, vers l'an 300, si détaillé, si prévoyant, si minutieux, 
ne permet pas de supposer la présence d'ascetes ou de vierges vivant dans leurs 
maisons ou par groupes des vierges vivant dans le sud de l'Espagne. Ce n'est que 
beaucoup plus tard, vers le dernier quart du IVé siécle et dans la region nord-ouest 
voisine de l'Océan..» DUGUET, J.: Conferences ecclesiastiques (Cologne, 1742), 1, 363. 
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in differentia fundamentali quae vigebat inter virgines Deo dicatas modo 
solemni et cetera tantum sibi et Deo cognitas, de quibus non est quaestio. 
Altera contentio non parvi momenti quoad dispositionem canonis Concilii Illi- 
beritani est: utrum verba «si pactum perdiderint virginitatis atque eidem libi- 
dini servierint» referenda sint ad votum violatum per fornicationem (28) an 
violatum sive per fornicationem sive per matrimonium (29). Videtur secunda 
sententia esse sequenda, quia iuxta Patres Concilii Illiberitani istae virgines 
erant Deo dicatae in perpetuum, et nullo modo poterant a suo statu recedere; 
tunc sive violarent virginitatem per fornicationem (quo virginitatem amitte- 
bant) sive per matrimonium (quo non solum virginitatem amittebant, sed 
etiam statum mutabant), poenis plecti debebant (30). Praeterea haec sententia 
magis congruit textui canonis quam prima, praesertim si consideratur altera 
pars canonis, quae supponit illam mulierem posse esse coniugatam. 


Duplicem casum violationis pactus castitatis considerat Concilium; nempe 
virgines quae pactum violant deliberato consilio, et illas quae potius cadunt 
ex infirmitate vel debilitate; et ideo poenae diversae feruntur (31). Nihilo- 
minus nullitas matrimonii minime proclamatur, sed tantum datur prohibitio 
matrimonium contrahendi seu impedimentum impediens (32). Etenim quam- 
vis excommunicatio usque in finem vitae videatur esse poena gravissima, tamen 
hoc in casu, respicit tantum illiceitatem, et sic patet hanc poenam datam fuisse 
propter gravitatem delicti, sicut affirmata validitate matrimonii, optime con- 
cludit FERDINANDO DE MENDOZA: «Constat hinc capitale crimen esse, et inter 
capitalia praecipuum, fidem Deo fallere: ideoque non solum communionem 
in vita sed et in vitae exitu sacris virginibus, ut sponso lesu Christo adulte- 
rantibus, ab Hispania Patribus denegari» (33). 


(28) MUZARELLI, V. F., op. cit. , 50: «Hic citari solet etiam can. 13 Conc. Illib., at 
minus recte, quia ibi sermo. est de virgine quae votum violavit per fornicationem»; 
FERROGLIO, G., op. cit., 9. 

(29) HEFELE, CH. J.; LECLERCQ, H., op. cit., 1, prim., 229; KURTSCHEID, B., op. cit., T7; 
VIZMANOS, F. DE B., op. cit., 163. 

(80) MENDOZA, F., op. cit., 193; Gams, P. B.: Die Kirchengeschichte von Spanien, 
2 prim. Regensburg, 1864, 64. * 

(31) DucuEt, J., op. cit., 1, 363. 

(32) MUZARELLI, V. F. op. cit. 49; KURTSCHEID, B., op. cit, TT; INSADOWSKI, H.: 
Quid momenti habuerit christiamismus ad ius romanum matrimoniale evolvendum, 
in «Acta Congressus luridici Internationalis» (Romae, 1935), II, 66; et Leo I agnoscit 
adhue validitatem eiusdem matrimonii. At contra stant pro invaliditate VIZMA- 
NOS, F. DE B., op. cit., 163: «Parece, pues, bastante bien fundado el argumento que 
saca WECKESSER de este canon para determinar el carácter de impedimento diri- 
mente que tenía ya el voto de virginidad en aquel tiempo en España»; LUNA GÓ- 
MEZ, N.: «Quod Deus comiungit». Investigación histórica de los orígenes de la legis- 
lación eclesiástica sobre la indisolubilidad matrimonial (Cúcuta, 1949, 155), nihilomi- 
nus non apparet clare an referatur ad Concilium Illiberitanum vel ad S. Basilium. 

(33) MENDOZA, F. DE, op. cit., 202. 
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Circa propagationem vitae monachalis praeclarum testimonium habetur in 
«Concilio Cesaraugustano (380) cum modus agendi quorundam priscillianista- 
rum damnatur (34). Paucos annos post apparet pretiosa epistola Sirci Pa- 
pae (384) ad Hymerium Tarraconensem, quae imponit poenas monasteriis, 
utriusque sexus, in pessima condicione morali versantibus, et inter vitia citan- 
tur: «.. ut prius clanculo, velut sub monasteriorum praetextu, illicita ac 
sacrilega se contagione miscuerint, postea vero in abruptum conscientiae des- 
peratione perducti de illicitis complexibus libere filios procreaverint. Quod 
«et publicae leges et ecclesiastica iura condemnant. Has ergo impudicas detesta- 
bilesque personas a monasteriorum coetu ecclesiarumque conventibus elimi- 
nandas esse mandamus» (35). Verba de «illicitis complexibus libere filios...» 
etsi in se non significant matrimonium, tamen videntur ex contextu epistolae 
ita esse intelligenda, et sic plures auctores opinantur (36). 

Magnum incrementum monachismi recte explicat cur denuo Summus Pon- 
tifex intervenerit ad dubia solvenda, quae forsitan magis ex debilitate spiritus 
quam ex malitia oriebantur. Sic S. Leo I in sua epistola ad Rusticum Narbo- 
nensem statuit: «Propositum monachi proprio arbitrio aut voluntate susceptum 
deseri non potest absque peccato. Quod enim quis vovit Deo, debet et reddere. 
Unde qui relicta singularitatis professione, ad militiam vel ad nuptias devo- 
lutus est, publicae poenitentiae satisfactiones purgandus est; quia etsi innocens 
militia, et honestum potest esse coniugium, electionem meliorum deseruisse 
transgressio est» (37). Hic non affirmatur nullitas matrimonii, sed potius illi- 
ceitas eiusdem (38); praeterea iterum professio monachalis proclamatur in 
perpetuum esse, et nullo modo admittitur regressio ad saeculum vel matrimo- 
nium contrahere (39); tandem ex eadem epistola clare patet conceptus publici 
status monachalis. 

Plures aliae dispositiones datae sunt ad servandum honorem vitae mona- 
chalis, e. g. in Concilio Illerdensi (524) (40); pariter Concilium Barcinonen- 


(34) MANSIT, op. cit., III, 635. 

VE SIRICIUS, S.: Epistola ad Hymerium Tarraconensem Episcopum, in P. L., 
13; Ne 

(36) Veca, A. C., O. S. A.: El primado Romano én la Iglesia española desde sus 
orígenes hasta el siglo VII, in «Revista Española de Teología», 2 (1942), 84; FERNÁN- 
DEZ, J.: La disciplina penitencial en la España romano-visigoda desde el punto de 
vista pastoral, in «Hispania Sacra», 4 (1951), 299. 

(31). Lro I, S.: Epistola ad Rusticum Narbonensem Episcopum, in P. L., 54, 1207. 

(38) ESMEIN, A.; GENESTAL, R., Op. cit., 1, 304; INSADOWSKI, H., OP. cit., 66; GODE- 
FROY, L.: Le mariage aw temps des Péres, in Dic. Théol. Cath., 9, 2116. 

(39) Cfr. THOMASSINUS, L., op. Cit., 1, 768; GURZO, A., O. F. M.: De apostasia a 
Teligione et de fuga (Clauiopolo, 1943), 37. 

(40) MANSI, op. cit., VIII, 613; nam Conc. Illerdense in can. 3 praescribit: «De mo- 
nachis vero id observari placuit, quod synodus Agathensis et Aurelianensis noscitur 
decrevisse: hoc tantummodo abdiciendum..»; in Conc. Agathensi autem nihil circa 
«continentiam dicitur; in Conc. Aurelianensi (511), can. 21 habetur: «Monachus si in 
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se (540) in can. 10 decrevit: «De monachis vero id observari praecipimus, 
quae Synodus Chalcedonensis constituit» (41); ergo Concilium Barcinonense 
suam fecit doctrinam Synodi Chalcedonensis (451) quae circa continentiam 
monachorum, in can. 16 prohibet absolute et sub poena excommunicationis, 
tam virgines sacras quam monachos matrimonium contrahere; conceditur autem 
episcopo potestas minuendi poenam (42). Ut videtur, incertitudo de nullitate 
matrimonii pro monachis nondum est sublata. Nam canon et supra dictae de- 
cretales Romanorum Pontificum licet semper graviores statuant poenas, ta- 
men propriis terminis huiusmodi matrimonia non irritant. Rationibus adduc- 
tis a WECKESER (43) pro nullitate matrimonii, WERNZ-VIDAL (44), HEFE- 
LE (45) et VAN EsPEN (46) alias opponunt, pro validitate, quae etsi non 
omnino certe concludunt tamen ob facultatem praesertim concessam episcopo, 
maiorem probabilitatem tribuunt sententiae tenenti validitatem matrimonii 
contra prohibitionem initi. In altero Concilio Barcinonensi (599) can. 4, 
prohibetur virgo relinquens vestem laicalem et assumens religiosam, ideoque 


monasterio conversus, vel pallium comprobatus fuerit accepisse, et postea uxori fue- 
rit sociatus, tantae praevaricationis reus numquam ecclesiastici gradus officium 
sortiatur» (MANSI, Op. cit., VIII, 355). 

(41) MANSI, op. cit., IX, 110. 

(42) MANSI, op. cit., VI, 1228; diversae significationes potest habere pars finalis 
qua datur potestas episcopo, ut potest videri apud HEFELE, CH. J.; LECLERCQ, H., Op. 
cit., II, sec. 804, et hoc pendet a diversis redactionibus huius canonis, sic e. g. 
SCHWARTZ, E.: Acta Conciliorum Oecumenicorum (Berolini Lipsiae, 1936); tomus al- 
ter, volumen alterum, pars altera (129), 37: «.. episcopus autem de hac re auctori- 
tatem praebebit, si vult eos reconciliari» sic ait redactio ex canonum collectione quae 
dicitur Prisca; sed canones chalcedonenses secundum versiones Dionysii Hoigui, 
idem (150), 58, habetur: «... confitentibus autem decrevimus ut habeat auctoritatem 
eiusdem loci episcopus misericordiam humanitatemque largiri»; atque iuxta aliam 
redactionem, scil, ex collectione canonum Hispana, idem (182), 90, habetur: «.. sta- 
tuimus vero posse in eis facere humanitatem, si ita probaverit loci episcopus»; deni- 
que ex collectione quae dicitur Theodosii Diaconi adhuc aliam redactionem habemus: 
«Definimus vero habere auctoritatem in eis misericordiae localem episcopum», idem 
(208), 108. 

Pro Concilio Chalcedonense consulendum est: GRILLMEIER, A; Bacut, H. S. J.: 
Das konezil von Chalkedon (Würzburg), I (1951), XVI, 768; 2 (1953), XIV, 967; 3 (1954), 
ROG, Weal? 

(43) WESKESSER, P.: Das feirerliche keuscheitsgeliibe der gottegeweihten Jung- 
frauen in der alten Kirche, in «Archiv fur Katholisches Kirchenrecht», 76 
(1896), 343. 

(44) WERNZ, F.; VIDAL, P., op. cit., 380. t 

(45) HEFELE, CH. J.; LECLERCQ, H., Op. cit., II, sec. 804: «Ce canon ne dit pas le 
mariage ainsi contracté par cette vierge ou ce moine soit invalide; au contraire, 
il suppose qu'il est valide...» 

(46) ESPEN ZEGER, B. VAN: Commentarius in canones et decreta iuris veteris ac 
novi et in ius movissimum (Lovanii, 1759), 197: «Cum: canon nihil omnino dicat de 
separatione huiusmodi matrimonii contra emissa vota contracti, sed dumtaxat eis ob 
fractionem votorum segregari iubeat, verisimile est vota huiusmodi, tempore huius 
‘Synodi, non fuisse reputata inter impedimenta dirimentia, sed tantum impedientia, 
super...» 
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castitatem promittens, transire ad connubia (47); et ratio nititur sive conse- 
cratione Deo facta sive prohibitione redeundi ad saeculum. Quod principium 
annuntiatur pariter et quidem modo solemni in Concilio Toletano IV (633), 
can. 52 (48). 

Ista prohibitio revertendi ad saeculum ct contrahendi matrimonium lata 
est pro illis monachis qui professionem emiserant vel sponte vel per oblatio- 
nem parentum, nam obligationes erant identicae, quia monachus semel in 
monasterio professus in eo permanere debebat cum suis obligationibus. Ideo 
si matrimonium contrahebant, separandi erant ab uxore et revocandi in suum 
monasterium. Id saepe praescribitur, tam si detonsi a parentibus fuerint, aut 
sponte sua, relicto consensu parentum, se ipsos religioni devoverint (49), sic 
e. g. Concilium "Toletanum IV (633) can. 49 et praesertim can. 52 statuit: 
«Nonnulli monachorum, egredientes a monasterio, non solum ad saeculum 
revertuntur, sed etiam uxores accipiunt. Hi igitur revocati, in eo monasterio 
a quo exierunt poenitentiae deputentur, ibique defleant crimina sua unde de- 
cesserunt» (50). Et iterum urgent obligationem permanendi in monasterio 
Concilium Toletanum VI (638), can. 6 (51); Concilium Toletanum VIII 
(653), can. 7 (52), et Concilium Toletanum X (656), can. 6, in quo tamen 
ponitur una condicio, i. e. limitatio voluntatis parentum offerendi Deo filios 
suos et consecrari eos in monasterio: declaratur namque voluntatem parentum 
valere tantum usque ad decimum annum aetatis, et postea filios habere liber- 
tatem sequendi vel relinquendi vitam monachalem, sed electione semel facta 
reliquae obligationes identicae erant (53). 


* k ož 


(47) MANSI, op. cit., X, 483. Ex ipsis verbis forsan non deducitur quod agitur de 
virginibus religiosis, sed concludendum est ex contextu et ex modo loquendi; sic 
etiam Herein, CH. J.; LECLERCQ, H., op: Cit- ID, prim. 237: 

(48) Can. 49, in MANSI, op. cit., X, 631. 

(49) GURZO, A. op. cit., 35: «In Hispania Concilia Toletana IV, VI et XII respi- 
ciunt vitae religiosae desertores.—1. Concilium Toletanum IV... a) Canon 49 impri- 
mis ennuntiat, monachum sive parentum devotione sive propria professi voluntate, 
ad saeculum redire omnino impediri debere. b) Canon 52 monachos e monasterio: 
egredientes uxoresque accipientes ad monasterium revocat, ut ibi defleant crimina 
sua inde peccaminosse decesserunt. c) Canon 53 (etiam 55 et 56), idem decernit de 
alis vitae religiosae desertoribus, cuiuscumque generis illi sint poenitentes, viduae, 
virgines sacrae.» 

(50) MANSI, Op. cit., X, 631. 

(51) Mast, op. cit, X, 665. 

(52) MANSI, op. cit, X, 1217. 

(53) MANSI, op. cit. XI, 32: «Parentibus sane filios suos religioni contradere, 
non amplius quam usque ad decimum aetatis eorum annum licentia poterit esse. 
Postea vero, an cum voluntate parentum, an suae devotionis fit solatium votum, erit 
filiis licitum religionis assumere cultum..» Praxis accipiendi pueros in monasterio 
locum dedit ad multos et graves abusus; Cfr. AREMILLAS, 1.: La autobiografía de Sam 
Valerio (siglo VII) como fuente para el conocimiento de la organización eclesiás- 
tica visigótica, in «Archivo de Historia del Derecho Español», 11 (1934), 472 ss. 
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. Hucusque probavimus existentiam impedimenti ex documentis seu dispo- 
sitionibus legalibus sive ex Romanis Pontificibus sive ex canonibus Concilia- 
ribus. Nunc exponemus dispositiones vel doctrinam contentam in regulis con- 
ditorum et in scriptis auctorum. De numero et existentia regularum iam locuti 
sumus. Prima regula conservata, est S. LEANDRI, dicata eius sorori; in ea valde 
extollitur virginitas et matrimonium consideratur virginitati inferius (54), di- 
suadetur et prohibetur reversio ad saeculum, tamen expresse non fit sermo de 
prohibitione contrahendi matrimonium, licet ex contextu et modo loquendi 
possit haec prohibitio deduci. Similiter regula S. IsrpoR1 (55), quamvis non 
nominet inter vitia monachorum, vitium contrahendi matrimonium, nihilomi- 
nus absoluta inhibitio revertendi ad saeculum, et praeterea prohibitio omnis 
familiaritatis cum mulieribus inducunt illiceitatem transeundi ad nuptias (56). 

Etiam S. FRUCTUOSUS insistit (57) in obligatione permanendi perpetuo in 
monasterio, item prohibet recipere eos qui «neque ibidem perpetuo perdurare» 
volunt (58); quando autem enumerat vitia monachorum, sic loquitur: «et quod 
peius est, a proprio monasterio se auferre disponunt» (59). Praeterea cum 
multi ingrederentur adulti et aliquoties haberent mulierem et filios, ideo admo- 
net eos ne nimiam curam de iis gerant (60). Circa castitatem valde severus 
est, cum prohibeat religiosum solum cum muliere sola loqui, etsi in itinere 
alter alteri obveniat, severis poenis punire iubet transgressores (61). Non tan- 
tum obligatione tenebantur castitatem servare coram Deo et constientiae, sed 
etiam coram hominibus, suaque vita, aliis debebant bonum exemplum prae- 
bere; etenim loquendo de disciplina monasteriorum, a viris et mulieribus con- 
stitutis statuit: «Ut non solum coram Deo, sed etiam coram hominibus bonum 
testimonium habeant, et superstitibus sequacibus sanctitatis. exemplar relin- 


(54) MENÉNDEZ PIDAL, R., op. cit., 3, 333; VIZMANOS, F. DE P., op. cit., 105, 156. Pro 
recta intelligentia huius regulae cfr. Mapoz, J., S. J.: Varios enigmas de la «Regla» 
de San Leandro descifrados por el estudio de sus fuentes, in Miscellanea Giovanni 


Mercati (Città del Vaticano, 1946), 1, 282 ss. 
(55) PÉREZ DE URBEL, J., O. S. B.: El monasterio en la vida española de la Edad 


Media (Barcelona, 1942), 34; multum loquitur de paupertate et obedientia et nihil 
de castitate apud regulam S. Isidori, et paucum apud alias regulas. 

(56) ISIDORUS, S.: Regula monachorum, in P. L., 83, 886: «Graviori autem culpae 
obnoxius est, si.. feminarum familiaris.» 

(57) QGURZO, A., op. cit., 25: «Tales erant regulae S. Isidori Hispalensis et S. Fruc- 
tuosi, in quibus delictum illegitimi recessus strictius et accuratius determinatum 
invenimus, quam in regula S. Benedicti» Pro similitudinibus et dissimilitudinibus 
regularum S. Isidori et S. Fructuosi, cfr. PÉREZ DE URBEL, J., op. cit., 35 ss. 

(58) FRUCTUOSUS, S.: Regula monachorum, 2, in P. L., 87, 1114. 

(59) FRUCTUOSUS, S.: Regula monachorum, 2, in P. L., 87, 1121. 

(60) FnUuCTUOSUS, S.: Regula monachorum, 2, in P. L., 87, 1121. 

(61) FnRucTUOSUS, S.: Regula monachorum, 2, in P. L., 87, 1123: «Et qui talia fa- 
cere praesumit, cum cautione admoneatur, quod abusive habuerit monachorum prae- 
cepta, et hane secundo germinaverit culpam, verberatus denuo carceri mancipetur: 
aut si poenitere noluerit, foras proiciatur.» 
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quant» (62). Praescribit omnimodam separationem hominum a mulieribus 
horum monasteriorum, etsi fuerint coniugati antequam in conventuum ingressi 
sint. Ex hoc deducitur obligatio servandi castitatem. non solum ab eis qui 
coniugati erant, sed etiam a non coniugatis. Iamvero si pro coniugatis nefas 
erat matrimonio uti, infertur non licere illud contrahere; ideoque status mo- 
nachalis, pro S. FRUCTUOSO, verum impedimentum ad matrimonium contra- 
hendum constituebat. Ipse Taro supponit obligationem servandi consilia evan- 
celica pro quibusdam personis (63). 

Quaeri potest utrum monachi, qui reliquerint monasterium, potuerint ma- 
trimonium contrahere. Si namque obligatione tenebantur redeundi in mona- 
sterium et ibi debebant ducere vitam caelibem, deducitur eis non licuisse 
contrahere matrimonium. Verumtamen prohibitio ista tantum erat sub poena 
illiceitatis, quia si ne pro monachis quidem in monasterio degentibus constat 
de nullitate matrimonii, minus constabit pro redeuntibus in saeculum (64).- 

Licet nobis paucis verbis enucleare ea quae diximus. De existentia perso- 
narum Deo consecratarum, in monasterio viventium in Ecclesia Hispaniae iam 
a saec. IV notitiam habemus; talis status erat in perpetuum, sive religiosi ex 
propria voluntate ingressi essent sive oblatione parentum, etsi pro istis tem- 
pore posteriore datur exceptio. Talis status verum impedimentum constituebat 
ad matrimonium contrahendum et ad eum utendum si iam contractum esset; 
tamen videtur matrimonium contractum contra tales prohibitiones fuisse va- 
lidum, vel saltem non constat de nullitate, et hoc evincitur ex dispositionibus 
Romanorum Pontificum, ex Conciliis, atque ex regulis monachorum. 


(62) FRUCTUOSUS, S.: Regula monachorum, 2, in P. L., 87, 1124; ad habendam cog- 
nitionem de istis monasteriis potest consuli VILLADA, Z. G., op. cit., 2, prim. 310; «et 
ipsa Regula S. FRUCTUOSI in :P. L.; 87, 1115 ss. Hae ideae inveniuntur etiam in°“qua- 
dam regula fere ignota, quae conscripta fuit ante saec. IX: «Cognitam habens con- 

gregationem -vestram’ et castá' dilectionem et sanctam conversationem et largiorem 
Eum Dei, quae data est vobis, sorores carissime, ut non solum nuptias carnales 
LUKE verum ‘etiam elegeretis...» Ed. VEGA, A. C., O. S.-A.: Una adaptación 

e la «informatio regularis» de S. Agustín anterior al siglo IX para unas vingenes 
Seance in Miscellanea Mercati (Citta del Vaticano, 1946), 2; 43; : 


(63) Tato: Sententiarum libri quinque, in P: L., 80, 808: «Sicut enim non iudican- 
tur et pereunt qui, suadente perfidia, lege teneri contemnunt, ita non iudicantur 
et regnant qui, suadente pietate, etiam ultra generalia divinae legis praecepta pro- 
gus et in P. L., 80, 847: «Bonus monachus ab huius mundi ae ees 

'entia se penitus subtrahit, ac terrenarum actionem strepitum deserit, et... 


(64) Ex illo facto quod narrat S. VALERIUS: Opuscula, ed. FLÓREZ, H., io. s. By 
in España Sagrada (Madrid, 1762), 16, 387, quod scil, duo fratres relinquerunt- con- 
daa et acceperunt uxores et iterum ad CRIS redierunt, sicut patet ex 
modo loquendi, nullomodo constat de nullitate matrimonii. Etiam Liber Ordo, in 
formula ad benedicendas virgines habetur: «Deus, qui ita corporis diligis castitatem, 
ut ei.» (LIBER Onbo MUZARABICUM, ed. FEROTIN, M., O. S. B. [París, 1904], 64.) . 
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$ 2. DE VIRGINIBUS 


Virgines erant mulieres quae, manentes in saeculo, castitatem suam Deo: 
devovevant in perpetuum, sicque in propriis domibus vitam quasi monachalem: 
ducebant. 

Existentia puellarum, virginitatem in saeculo profitentium, iam antiquitus. 
cognoscitur: illae constituebant sectionem specialem in communitate fide- 
lium (65). Post edictum autem Constantini introducitur caeremonia impositio- 
nis velaminis, generatim facienda ab episcopo .(66). Eiusmodi saeculares virgi- 
nes, per plura saecula existere pergunt, etsi numerus earum minuatur, dum: 
vita monastica in dies augetur. Turidice supressae non sunt nisi currente saecu- 
lo duodecimo, a Concilio Lateranensi II (1139), quod eas ut virgines Christo- 
consecratas noluit ultra recognoscere (67). 

Distinguebantur, salte, per aliquos annos, in virgines welatas seu conse- 
cratas et virgines non velatas seu canonicas (68). Iamvero radix impedimenti 
matrimonialis erat eadem pro utriusque; nempe in eo consistebat quod tales 
mulieres promiserant servare castitatem, quam, si matrimonium contraxissent, 
servare iam amplius non potuissent (69). Praeterea ex promissione debebant 
tendere ad perfectionem mediis excellentioribus; si autem matrimonium con- 
traxissent, ideale perfectionis minuisset, cum tunc temporis status matrimo- 
nialis consideraretur inferior ac legislatores non admitterent personas, semel 
positas in statu excellentiore et consecratas per velationem, potuisse regredi 
ad inferiorem. Ergo tales virgines matrimonium contrahere non poterant, et 
omnis violatio ut adulterium sacrilegum consideraretur (70). 

Nihilominus si contra praescriptum matrimonium contrahebant, huius va- 
liditas admittenda esse videtur; idque non solum pro virginibus non velatis. 
(quae si matrimonium contrahebant, mitioribus poenis subiciebantur) pro qui- 
bus nullo modo possumus valorem nuptiarum in dubium revocare, cum ali- 
quoties expresse admissus sit; sed etiam pro virginibus consecratis, quarum 
matrimonium existimamus validum, vel saltem de eius nullitate argumenta. 


(65) DUCHESNE, L., op. cit., 442. 

(66) CRESCENTIO A CARTOSIO, op. cit., 54. 

(67) MANSI, op. cit., XXI, 532 (in c. 26): «.. perniciosam et detestabilem consue- 
tudinem quorundem mulierum, guae licet neque secundum regulam Benedicti, ne- 
que Basilii aut Augustini vivant, sanctimoniales tamen vulgo censeri desiderant, 
aboleri decernimus». Ad modum consectarii dicendum est tamen votum, ab Ecclesia 
ut publicum agnoscebatur (cfr. MUZARELLI, V. F., op. cit., 46). 

(68) Cfr. Leo I, S.: Epistola ad Rusticum, in P. L., 54, 1208. k 

(69) Cfr. PEREIRA ALVES, B., O. F. M.: La doctrine du mariage selon Saint Augws- 
tin (Paris, 1930), 162: «Aprés le voeu, il est illicite non seulement de se marier, mais 
encore de désiderer le mariage... Ce n'est donc pas seulement le fait du mariage, 
ce n'est méme pas précisément le mariage, mais c'est l'acte de la volonté renoncant 
aux engagement du voeu, qui mérite ia A » 

(70) DUCHESNE, L., op. cit., 379. 
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non habemus (71), etsi virgines gravibus poenis subiciebantur, sicut melius 
apparebit ex immediato examine legum ac normarum praesertim ex Conciliis 
provenientium. 


Existentia impedimenti matrimonialis provenientis ex virginitatis promis- 
sione, pro virginibus saecularibus iam apparet ineunte saec. IV. Etenim, sicut 
diximus, in paragrapho praecedenti, can. 14 Concilii Illiberitani loquitur 
— secundum aliquos—exclusive et—iuxta sententiam veriorem— cumulative, de 
virginibus saecularibus; proinde iam habetur ibi praeclarum testimonium de 
hoc impedimento, consequente ex obligatione virginum sacrarum saecularium et 
ex sanctionibus contra transgressores. Pro particularitatibus remittimus ad antea 
dicta (72). In Concilio Caesaraugustano (380), can. 8, statutum est nullo modo 
velandas esse tales virgines nisi aetatis quadraginta annorum forent (73). Ita 
«velatio» iam non erat initium vitae virginitatis Deo consecratae, sed potius 
perfectio eius seu quasi complementum, ad firmandam fidelitatem ipsarum 
virginum (74). Concilium Caesaraugustanum non statuit cui reservaretur con- 
secrare vel velare virgines; hoc autem stabiliter in Concilio Hispalensi (619), 
can. 7, et decernitur episcopo pertinere (75). In Concilio Toletano I (400), 
can. 16, primo statuuntur poenae contra virgines quae violant pactum virgini- 
tatis per fornicationem, et postea quoad illas quae contrahunt matrimonium, 
statuitur sequens dispositio: «Quae autem maritum acceperit, non admitti- 
tur ad poenitentiam, nisi adhuc vigente ipso viro, caste vivere coeperit, aut 
postquam ipse decesserit» (76). Ut patet, disciplina Concilii Toletani, quae 
aliquando apparet relative mitis (e. g. in canone 1), quoad violationem voti 
virginitatis est valde severa, cum ne permittit quidem eis qui votum emiserint, 
uti matrimonio contracto, supposito matrimonio valido. Rigor Concilii Tole- 
tani adhuc magis apparet in can. 19, ubi statuuntur poenae non tantum contra 
virginem quae matrimonium contraxerit, sed etiam contra parentes eius; et in 
specie praescribitur separatio coniugum (77). Hic iterum in mentem revocare 


(711) MUZARELLI, V. F., op. cit., 49. 

(72) Cfr. supra id quod diximus in p. 716. 

(73) MANSI, Op. cit., III, 635. 

(74) VIZMANOS, F. DE B., op. cit., 149. 

(75) MANSI, op. cit., X, 559; VILLADA, Z. G., op. cit., 1, prim. 213, affirmat reser- 
vationem impositionis velaminis, Episcopis, factam esse a Conc. Caesaraugustano; 
sed hoc affirmari nequit, nam in can. 8 eiusdem Concilii dicitur: «Item lectum est, 
non velandas esse virgines quae se Deo voverint, nisi quadraginta annorum probata 
aetate, quam sacerdos comprobaverit»; ideo nullo modo constat de reservatione 
Episcopis concessa. 

(76) MANSI, op. cit., III, 1001. Hic canon transit, hinc inde mutatum, in Collec- 
tionibus Martini Bracarensis. Eadem doctrina et praxis invenitur in additionibus 
Concilii Toletani, quae tamen pertinent ad tempora posteriora. 

(77) MANSL, op. cit., III, 1001: «Episcopi, sive presbyteri, sive diaconi filia, sive 
Deo devota fuerit, et peccaverit, et maritum duxerit; si eam pater vel mater in 
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iuvat ea quae antea diximus, scilicet, illam separationem a marito probare certe 
severitatem disciplinae, at non omnino demonstrare nullitatem matrimonii; 
ratio est quia salvo valore matrimonii, nuptiae illicite et sacrilege celebratae 
sunt; ideo potuit Concilium praescribere vel laudare separationem, quia votum 
perdurabat (78). Tandem parti non adstrictae voto separatio poterat impon 
ratione criminis (79). 


Porro etiam Summus Pontifex Leo I loquitur de hac quaestione. In sua 
citata epistola ad Rusticum Narbonensem, clare apparet distinctio quam enun- 
tiavimus in initio, scil. virginum consecratarum et non consecratarum, licet 
omnes dicatae Deo fuerint, constituentes specialem statum in Ecclesia; prae- 
terea apparet ibi pro anvmibts existere obligationem castitais et proinde prohi- 
bitionem contrahendi matrimonium: «... si postea nuptiae eligunt, praevari- 
cantur, etiam si consecratio non acessit» (80). Verba S. LEONIS Papae, etsi 
sint fortia, tamen sunt verba patris magis quam legislatoris, nam poenas, quae 
fere semper inveniuntur in Conciliis hispanicis quaeque indicant rigorem et 
praxim Ecclesiae Hispaniae, non continent (81). Tandem Romanus Pontifex 
distinguit virgines quae fecerunt professionem virginitatis ex coactione pa- 
rentum et illas, quae sponte sua professionem emiserant; haec si contrahunt 
matrimonium, praevaricantur, expresse dictum est. Verumtamen credimus cer- 
tam esse validitatem matrimonii pro virginibus quae voluntate parentum pro- 
miserunt castitatem, et saltem non constare de nullitate matrimonii pro illis 
virginibus constitutis voluntate propria, quamvis illiceitas in utroque casu 
proclametur (82). 

S. MARTINUS in sua Collectione Canonum, de qua saepe locuti sumus, re- 
petit—salvis paucis modificationibus—et urget disciplinam statutam in cano- 
nibus 16 et 19 Concilii Toletani I, obligando virginem ad continentiam 


affectum receperint, a communione habeantur alieni. Pater vero causas in concilio 
se voverit praestaturum; mulier vero non admittatur ad communionem, nisi marito 
defuncto, egerit poenitentiam. Si autem vivente eo secesserit, et poenituerit, vel 
petierit communionem, in ultimo vitae deficiens, accipiat communionem»; praesens 
canon transit, paulum mutatum in Collectione S. Martini Bracarensis, can. 30; 
fr, GONZALEZ Rivas, S.: La formación del clero en la España visigoda, in «Miscella- 
nea Comillensis», 1 (1942), 386. 

(78) GURZO, A. op. cit. 12: «.. supra laudati canones.. ad strictam voti liberi 
emissi obligationem appellabant». 

(79) WERNZ, F.; VIDAL, P., op. cit., 378. 

(80) Lzo I, S.: Epistola ad Rusticum, in P. L., 54, 1208. 

(81) In recensione contenta in P. L., 84, 768, dicitur: «Ambigi non potest crimen 
admitti, ubi et propositum deseritur et consecratio violatur. Nam si humana pacta 
non possunt impune calcari, quid eas manebit quae corruperit divini foedera sa- 
cramenti...» Nihilominus haec verba pertinent ad tempora posteriora, ut probatum 
est apud P. L., 54, 1207. 

(82) GODEFROY, L., op. cit., 2116: «Saint Léon ne semble pas considérer de tels 
mariages comme invalides.» 
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perpetuam etsi habeat maritum, quia supponendum est, ut alibi diximus, ma- 
trimonium esse validum, cum nullitas eius non probetur (83). : 

Debilitas autem humana et forsan etiam perturbationes temporum erant 
causa frequentis violationis pacti virginitatis. Propter hoc Ecclesia iterum atque 
iterum debuit urgere obligationes virginum; sic in Concilio Barcinonensi (599) 
Patres Capitulares procedunt magno cum rigore, quod quidem mirum est, cum 
post Concilium Illiberitanum et Toletanum decernant. Etenim praescribunt ut 
virgo quae propria voluntate, abiecta laicali veste, promiserit servare castita- 
tem, et iterum velit transire ad terrenas nuptias expellatur ab Ecclesia ita ut 
nulla prorsus eis permittatur communio vel communicatio cum catholicis (84) 
Existimamus tamen praescriptionem non valere si virgo coacta sit promittere 
Deo castitatem vel matrimonium contrahere, quia in canone expresse ponitur 
«propria voluntate» (85). Praescriptiones similes inveniuntur in Concilio To- 
letano IV (633), can. 55, ubi comparatione facta inter virgines saeculares et 
viduas sacras et poenitentes feminas, clare statuitur duplex prohibitio, scil. 
relinquendi statum perfectionis et contrahendi nuptias (86). Hae prohibitio- 
nes iterum inveniuntur in Concilio Toletano VI (638) (87) et X (656) (88), 
ubi urgetur praesertim prohibitio relinquendi statum virginitatis. 

Multae aliae notitiae et laudes inveniuntur in operibus sanctorum patrunr 
et scriptorum, potissimum apud TAIONEM, SS. LEANDRUM, IsIDORUM, ILDE- 
FONSUM, VALERIUM, aliosque (89), circa diversas species virginum, quamvis 
fere semper loquantur de illis, quum comparant earundem statum cum statu 
matrimoniali, declarant virginitatem esse superiorem matrimonio. Nihil tamen 


(83) MARTINUS BRACARENSIS, S.: Capitula, ed. BaARLOw, C. W. (New Haven, 
1950), 132. 

(84) MANSI, op. cit., X, 483: «Pari etiam consideratione sancientes, ut si qua 
virgo propria voluntate, abiecta laicali veste, devotarum more inducta, castitatem 
servare promiserit...; et ad terrena connubia sponte transierint.. utrique ab eccle- 
siarum liminibus expulsi ita ab bominum catholicorum communione sint separati, 
ut nulla prorsus eis vel colloquii consolatio sit relicta.» 

(85) Notandum est hane formulan convenire cum verbis S. Leonis, qui etiam 
requirebat professionem ex propria voluntate. 

(86) MANSIT, op. cit., X, 632: «Quae forma servabitur etiam in viduis virginibus- 
que sacris, ac poenitentibus foeminis, quae sanctimonialem habitum induerunt, et 
postea aut vestem mutaverunt, aut ad nuptias tr ansierunt. » 

(87) MANSI, Op. cit., X, 665. 

(88) MANSI, op. cit., XI, 36. 

(89) Tato: Sententiarum, in P. L., 80, 859: «Admonendi sunt peccata carnis igno- 
rantes, ut et praeminere virginitatem coniugio sciant et tamen se super coniuges 
non extollant»; ISIDORUS, S.: De ecclesiasticis officiis, in P. L., 83, 805; IDEM: Sen- 
tentiarum libri III, 83, 644;VALERIUS, S.: Opuscula, in op. cit., ^16, S LEANDER, SER 
De institutione virginum et de contemptu mundi, in P. L., 72, 879; Idem dicendum 
de libris liturgicis, nam LIBER ORDO, op. cit., 66, sic ait in benedictione ad velandas. 
Deo dicatas: «..qui servantibus continentiam carnis animarum gaudia repromittis: 


et...» «Et ita custodiant pudicitiam cordis et corporis, ut in caelo post transitum fe- 
liciter.» 
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dicunt, saltem explicite, de conditione in qua virgo sacra—saecularis seu nora 
monachalis—inveniatur quoad matrimonium contrahendum; ideoque noix 
opportunum putamus transcribere textus et explanare eorundem doctrinam, 
quae quoad rem multum inferior est doctrina Conciliorum. 


5» X o* 


Ex dictis patet existentia virginum sacrarum, quae manentes in saeculo; 
publicam professionem castitatis emittebant. Ecclesia agnoscebat talem statum, 
et severe puniebat virgines quae transgrediebantur promissiones suas praeser- 
tim contrahendo matrimonium, et praescribebat—saltem ad longum tempus— 
. separationem coniugum. Unde constat certissime de illiceitate talis matrimo- 
nil, etsi non de eius nullitate. 


$ 3. DE POENITENTIBUS 


Alia species personarum Deo consecratarum, constituebatur a poenitenti- 
bus, qui quamvis pauciores essent quam aliae duae species de quibus locuti 
sumus in paragraphis praecedentibus, tamen magnum momentum habuerunt 
in historia impedimentorum matrimonialium, ut probatur ex repetitis normis. 
conciliaribus, sicut cito apparebit. 

Poenitens hic intelligitur sive vir sive mulier qui propter peculiares ra- 
tiones Deo consecratur, sicque in speciali statu constituitur ad poenitentiam. 
faciendam. Et quia generatim non intelligebatur consecratio temporanea, de- 
bebat esse ordinarie in perpetuum, etiamsi ingressus in statum fuisset contra. 
ingredientis voluntatem; transgressores puniebantur et considerabantur tam- 
quam apostatae, et ipsa lex civilis eos damnabat. ; 

Distinguendum est, ut recte procedamus, inter simplicem poenitentem, et 
poenitentem in statu juridico; primo non mutabat statum mere laicalem, alter 
e contra consecrationem personalem Deo faciebat (90). Hic agendum est de 
poenitentibus in statu proprie dicto, cuius signum peculiare erat tonsura cum 
veste pro hominibus et sola veste pro mulieribus (91). Vitam suam debebant 


(90) VILLADA, Z. G., op. cit., 2, seg. 66: ista distinctio etsi non explicitis verbis, in~ 
venitur apud can. 54 Conc. Toletani IV (633). Cfr. FERNÁNDEZ, J., op. cit., 244: «... em 
el sentido en que explicó el P. GALTIER (De poenitentia, n. 255): es decir, tenemos 
por penitencia... de un modo público y adscritos los sometidos a ella al llamado «or- 
den de penitentes». 

(91) LIBER ORDO, OP. Cit., 83, nota: «1l est instructif de comparer ces rites avec 
ceux qu'on observait pour les pécheurs qui demandaient la pénitence publique, d'aprés 
les textes des Conciles de l'Eglise Wisigothique. Le canon XII du grand Concile na- 
tional de 589 impose la tonsure aux hommes, le changement d'habit aux femmes. 
Le Concile de Barcelone, de 599, dit dans son canon VI «Poenitentes viri (ils vi- 
vaient «in domibus suis», dit le canon suivant) tonso capite et religioso habitu uteu- 
ies ieiuniis et obscurationibus vitae tempus peragant». 
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ducere magna ex parte inter ieiunia et abstinentias, cum prohibitione assis- 
tendi multis spectaculis et locis diversionis. Vetiti erant contrahere matrimo- 
nium vel uti eodem si iam contraxissent, sicut etiam agere commercia et nego- 
tia. Ex quo deducitur poenitentes constituisse specialem statum socialem et 
religiosum, similem propter vitam et habitum statuti monachorum; hoc sensu 
acceptatio poenitentiae similis erat professioni religiosae, ut probatur ex 
IV Concilio Toletano (633), nam in can. 55 sermo est coniunctim de viduis, 
virginibus ac poenitentibus feminis, «quae sanctimonialem habitum induerunt, 
et postea aut vestem mutaverunt aut ad nuptias transierunt» (92): 

In quolibet momento vitae, sive valentibus sive infirmis, secundum testi- 
monia historica, statum poenitentium ingredi licebat (93); atque si ordinarie 
propter peccata commissa ingrediebantur, tamen pariter ob humilitatem et 
devotionem, sicut plene probatur ex verbis S. PACIANI: «Scio quosdam ex fra- 
tribus et sororibus vestris cilicio pectus involvere, cinere incubare, ieiunia sera 
meditari, el non talia, fortasse, peccarunt» (94). S. PACIANUS evidenter admit- 
tit possibilitatem faciendi poenitentiam canonicam sine peccatis gravibus com- 
missis, quae erant materia proprie dicta poenitentiae, et proinde in statum 
poenitentium poterant ingredi ex propria voluntate, «nulla manifestata scelera 
confitentes, sed tantum peccatores se praedicantes», sicut postea affirmatur in 
Concilio Gerundensi (517) (95). Ad hos porro poenitentes forsan referenda 
sunt verba S. ISIDORI, qui loquitur de quibusdam religiosis qui neque clerici 
neque monachi sunt (96). Praeterea etiam ex aliis testimoniis et documentis, 
: constat aliquos obiisse in statu poenitentium post vitam piam et sanctam (97). 

Ex his facile deducitur statum seu ordinem poenitentium fuisse verum 
impedimentum ad matrimonium contrahendum (98). Sed quod magni mo- 


(92) MANS Op. Cit., X, 632. » 

(93) Cfr. Conc. Toletanum III (589), can. 12, in MANSI, op. cit., IX, 995: «Qui- 
cumque ab episcopo vel presbytero sanus vel infirmus, paenitentiam postulat...»; 
cfr. etiam DOMÍNGUEZ, U.. O. S. A.: El candidato al Sacerdocio en los Concilios de 
Toledo, in «Ciudad de Dios», 59 (1943), 267 ss. 

E PACIANUS, S.: Parenesis sive exhortatorius libellus ad poenitentiam, in P. L., 
13, 1088. 

(95) FERNÁNDEZ, J., Op. Cit., 277, nota: «Conc. de Gerona (517), can. 10 (BRUNS, 
11, 20). Cfr. BRUNS, ib. n. 5: «deest hic canon in A et caeteris codicibus hispanis 
praeter AE, necnon in collectione Aguirre et Mansi» «AE es el manuscrito de San 
Millán de la Cogolla, del año 994 (BRUNS, I, XI). Dice SÉJOURNÉ, P. (S. Isidore... 220, 
n. 2), que el canon es una afiadidura posterior a este Concilio, tomada del canon 54 
del Concilio IV de Toledo.» 

(96) Cfr. SÉJOURNÉ, P. O. S. B.: Saint Isidore de Seville, le dernier Pére de 
V Eglise, son rôle dans Vhistoire du Droit canonique (Paris, 1929), 221; FERNÁNDEZ, J., 
op. Cit, 21T. 

(97) VIVES, J.: Inscripciones cristianas de la España romana y visigoda (Barce- 
lona, 1942), 45; GONZÁLEZ Rivas, S.: La penitencia en la primitiva Iglesia española 
4Salamanea, 1950), 113; ubi traduntur diversa testimonia. 

(98) Menpoza, F. DE, op. cit., 180: «Quinimo poenitentes omnes matrimonio inter- 
dictos, Leo Magnus docet, et Concilium Toletanum VI (can. 8) et alia pleraque... 
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menti est, poenitens finita satisfactione et semel reconciliatus, revertebatur im 
communionem Ecclesiae, verumtamen vita eius non erat sicut vita cuiuscumque 
fidelis qui numquam in statu poenitentium fuisset, sed etiam post reconcilia- 
tionem, iuxta praescripta Ecclesiae, a novis quoque nuptiis celebrandis in per- 
petuum arcebatur (99), et in aliis rebus vitam ducere debebat ad similitudem 
monachi, idque in perpetuum, quia non admittebatur consecratio Deo tem- 
poranea. Nihilominus ista rigida disciplina in primis pro adulescentibus statui 
poenitentiae ingredientibus moderationem nacta est, atque paulatim nec ma- 
trimonium contrahendi nec eo utendi amplius prohibitio viguit (100). Circa 
valorem autem matrimonii, contra praescriptum initum, videtur affirmandum: 
prohibitio fuisse contrahere matrimonium poenitentes sub poena illiceitatis,. 
non autem nullitatis, vel saltem non constat de nullitate ipsius matrimonii, 
sicut clare deducitur ex epistola S. LEONIS ad Rusticum, et etiam apparebit ex 
demonstratione historica impedimenti matrimonialis ex ordine poenitentium. 
provenientis. 


Et re quidem vera, S. SIRICIUS, in epistola ad Hymerium Tarraconensem, 
reprehendit illos qui, facta poenitentia, redeunt ad primitivum statum, et com- 
parat canibus eos qui redeunt ad pristinos vomitus et volutabra et inter vitia. 
commissa citat: «et nova coniugia, et inhibitos denuo appetivere concubi- 
tus» (101). Summus Pontifex loquitur de illis qui professionem poenitentiae 
fecerunt ex sola devotione; tamen prohibitio pro omnibus valeret quia radix 
impedimenti non stat in peccatis, sed in professione poenitentiae (102). Pro- 
hibitio haec invenitur etiam in epistola S. LEoNIs ad Rusticum Narbonensem, 
ubi tamen severitas legis aliquatenus mitigatur pro illis poenitentibus qui 
peracta poenitentia in aetate iuvenili contraxerunt matrimonium ob periculum. 
incontinentiae; nam unusquisque talium «rem videtur fecisse venialem, si 
praeter coniugem nullas aliam omnino cognoverit» (103). Momentum praes- 
criptionis LEoNIs Papae deducituf ex ipsis verbis et ex influxu quem habuit 
in temporibus posterioribus, e. g. in Concilio Toletano VI (638). 


Quod si poenitentes olim nuptiis se implicarent, velut apostatas puniendos Concilii 
Toletani VI (can. 55)...» (forsan est IV, can. 55). 

(99) SirIcIus, S.: Epistola ad Hymeriwm, in P. L, 13, 1137. 

(100) Conc. Toletanum VI (638), cans. 7 et 8, in MANSI, op. cit., X, 665. i 

(101) Srrictus, S.: Epistola ad Hymerium, in P. L., 13, 1137. 

(102) VEGA, A. C.: El. Primado romano, 85. 

(103) Lro I, S.: Epistola ad Rusticum, in P. L., 54, 1207: «In adolescentia cons-- 
titutos, si urgente aut metu mortis, aut captivitatis periculo, poenitentiam gessit, 
et postea timens lapsum incontinentiae iuvenilis, copulam uxoris elegit, ne crimen 
fornicationis incurreret, rem videtur fecisse venialem, si praeter coniugem, nullam 
omnino cognoverit. In quo tamen non regulam constituimus, sed quid sit tolerabi- 
lius aestimamus. Nam secundum veram cognitionem nihil magis ei congruit qui poe- 
nitentiam gessit quam castitas perseverans et mentis et corporis.» 
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Concilium Barcinonense I (540), cans. 6, 7 et 8 et Concilium Toletanum III 
(589), can. 12 (104), quamvis non expresse loquantur de prohibitione con- 
trahendi matrimonium pro poenitentibus, tamen ex eorum normis faciliter 
deducitur esse difficillimam coniunctionem vitae poenitentis et vitae matri- 
monii, quia praescribunt habitum et tonsuram pro hominibus et vestem spe- 
cialem pro mulieribus, et decernitur ut «ieiuniis et obsecrationibus vitae tem- 
pus peragant» (105). Nihilominus primuna testimonium conciliare explicitum 
est praescriptio facta in can. 4 a Concilio Barcinonensi II (599) quod compa- 
rat statum poenitentium statui virginum devotarum, atque statui ut isti poeni- 
tentes si «ad terrena connubia sponte transierint», eiciantur ab ecclesiis et 
separentur a conversatione hominum catholicorum (106). Praeterea ipsa com- 
paratio cum statu virginum devotarum iam indicat momentum quod habe- 
bat coram Ecclesia status poenitentium, sicque intelligitur cur etiam prohibiti 
essent, poenitentes matrimonium contrahere, quod supponit adfuisse verum 
impedimentum. 

Disciplina severior invenitur iterum in Concilio Toletano IV (633) quod 
in can. 55 sententia anathematis plectit feminas in statu poenitentium de- 
gentes quae primum induerunt habitum proprium (sanctimonialium, dicitur 
in canone) et postea vel vestem mutaverunt vel ad nuptias transierunt (107). 
Proinde prohibitio est duplex: mutandi habitum proprium et transeundi ad 
nuptias. Idem statuit Concilium Toletanum VI (638), nam in can. 7 prohi- 
bentur personae utriusque sexus (in Concilio Barcinonensi, sermo erat tantum 
de feminis) relinquere statum poenitentium et si hoc faciunt, ab episcopo 
civitatis applicandae sunt eis iterum leges poenitentiales (108). Maioris ad- 
huc momenti est can. 8 eiusdem Concilii, in quo Patres Capitulares, secun- 
dum sententiam LEONIS Papae, indulserunt poenitentibus iuvenibus, propter 
periculum incontinentiae, non solum uti matrimonio, sed etiam ad pristinum 
coniugium regredi, quamvis in periculo mortis benedictionem poenitentium 
recepissent, «quosque possunt adipisci temporis maturitate continentiae statu- 


MI 
(104) MANSI, op. cit., IX, 109; MANSI, op. cit., IX, 995. 


(105) Mansi, op. cit. , IX, 109. 


(106) MaNSI, op. cit, X, 483: «Pari etiam consideratione sancientes.. vel si qui 
hominum utriusque sexus poenitentiae benedictionem expetendo a sacerdote per- 
ceperint, et ad terrena connubia sponte transierint.. utrique ab ecclesiarum limini- 
bus expulsi ita ab hominum catholicorum communione sint separati, ut nulla pror- 
sus eis vel colloquii consolatio sit relicta.» 


(107) MANSr, op. cit. X, 632: «Quod si reverti non possunt vere ut apostatae 
anathematis sententiae subjiciantur. Quae forma servabitur etiam... ac poenitenti- 
bus foeminis quae sanctimonialem habitum induerunt, et postea aut vestem muta- 
verunt, aut ad nuptias transierunt.» 


(108) MANSI, op. cit., X, 665; HEFELE, CH. J.; LECLERCQ, H., op. cit., III, prim. 280. 
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tum» (109). Postea in ipso canone sequitur regula valde determinata, scil.: 
quod si ex coniugibus, alter sit poenitentiae legibus adstrictus, alter autem 
non, et moriatur illa pars quae non sit adstricta, tunc parti superstiti non li- 
«eat transire ad novum coniugium; si vero moriatur pars subiecta poenitentiae, 
tunc pars superstes cum non pertineat ad statum poenitentiae, possit matri- 
monium inire si adsit periculum incontinentiae, et concluditur canon hoc «de 
utroque sexu pari modo a nobis (capitularibus) manifestum est decrevisse» 
(Leo Papa) (110). Ergo obligatio continentiae urget illam partem quae pro- 
fessionem poenitentiae fecit, etsi mortua sit altera pars; impedimentum erat 
in perpetuum. Canon conciliaris absolvitur pulchra norma pastorali et iuridica 
‘quae subicit materiam iudicio sacerdotis: «ita videlicet ut in his omnibus 
sacerdotis ordinatio expectetur». HEFELE-LECLERCQ loco sacerdotis ponunt 
episcopum (111), GONZALEZ autem dicit verbum sacerdos posse intelligi tami 
de episcopo quam de sacerdote (112). 

_Dispositiones LEoNIs Papae et Concilii Toletani VI influxum habuerunt 
in disciplina Ecclesiae Hispaniae, nam in formulis benedictionum, contentis 
in libro liturgico Liber Ordo quoad iuvenes infirmos sic dicitur: «Deus... pro 
iuvenili aetate vel incerta professione iugum poenitentiae imponere non au- 
demus» (113). Ideoque iuvenes non subiciebantur legibus poenitentiae, et hoc 
propter periculum incontinentiae. 

In Conciliis posterioribus iterum incitantur et poenis urgentur poenitentes 
ne relinquant suum statum poenitentiae, e. g. canon 12 Concilii Toletani XI 
(675) (114), et Concilii Toletani XII (681) can. 2, qui 1mponit continentiam 
€tsi poenitens oblatus sit a parentibus vel sponte venerit nesciendo ob mor- 
bum quid fecerit (115). 

Ex scriptis auctorum ecclesiasticorum e. g. S. Martini, S. FRUCTUOSI, 
"TAIONIs, S. ISIDORI, etc, patet tunc quoque temporis floruisse ordinem seu 
statum poenitentium; verumtamen de relatione horum poenitentium ad ma- 
trimonium nihil invenimus in scriptis illorum auctorum. Praeterea in Senten- 


(109) MANSI, op. cit., X, 666; GONZÁLEZ, P.; TEJADA, R.: Colección de cánones de 
la Iglesia española, latín-castellano (Madrid, 1849-1855), II, 341, tractat quaestio- 
mes de similitudinibus et divergentiis inter doctrinam S. Leonis et doctrinam Concilii. 

(110) MANSL op. cit., X, 666. 

(111) HEFELE, CH. J.; LECLERCQ, H., op. cit., III, prim. 280. 

(112) GONZÁLEZ Rivas, S.: La penitencia, 117: «Y la expresión de sacerdos, que 
«ocurre en los primeros Concilios de Barcelona y en nuestro Ritual (L. O.), creemos 
que puede entenderse también de uno y otro.» Et antea dixerant: «Quien daba esta 
penitencia era el Obispo o el presbítero. Ambos se mencionan expresamente en los 
Concilios Toledanos tercero, cuarto y sexto»; ídem dicendum est de FERNÁNDEZ, J., 
op. cit., 276. 

(113) LIBER ORDO, op. cit., 86. 

(114) MANSI, Op. cit., XI, 144. 

4115) MANSI, op. cit., XI, 1029. 
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tiis TAIONIS indicatur poenitentiam privatam supplantare definitive poeni- 
tentiam publicam, ideoque ordo poenitentium hac de causa valde minui- 
tur (116). 


Ex testimoniis enumeratis, licet concludere existentiam status vel ordinis 
poenitentium, qui aliquoties imponebatur in poenam et aliquoties voluntarie 
assumebatur; talis status constituebat verum impedimentum ad matrimonium 
contrahendum eoque utendum si iam contractum erat; tamen tempore poste- 
riore pro iuvenibus disciplina mitigata est atque paulatim disciplina matrimo- 
nialis pro statu seu ordine poenitentium fere disparuit. 


Fr. Juan FOLGUERA, O. F. M. 


(116) GoNzÁLEZ Rivas, S.: La penitencia, 130. 


— 732 — 


LA XIV SEMANA ESPANOLA 
DE TEOLOGIA (*) 


En el presente volumen, que consta de XXVII-530 páginas, presenta 
el Instituto “Francisco Suárez", del Consejo Superior de Investigaciones 
Científicas, el contenido de toda la magnífica sabor desarrollada por la 
XIV Semana Española de Teología. 

Va encabezado el volumen por un Saludo del excelentísimo y reveren- 
disimo señor doctor don LEPorpo Eryo Garay, Patriarca de las Indias 
Occidentales y Obispo de Madrid-Alcalá, quien, como Presidente del Ins- 
tituto “Francisco Suárez" de Teología, da la bienvenida a los Seminaristas, 
y después de apuntar el temario general escogido para la Semana Bíblica, 
«xpone con mayor detención el propio de la Semana Teológica. 

De “grande actualidad y mucha utilidad” califica la materia señalada 
sobre “Fundamentos teológicos del Derecho público eclesiástico” y aduce 
el motivo del nuevo Concordato y sobre todo las opiniones y censuras ad- 
versas que ha suscitado en algunos circulos intelectuales del extranjero y 
cue han tenido repercusión, si bien muy limitada, en nuestra misma Patria. 
“Al remedio de estos hermanos nuestros en la fe y en la patria—continúa 
el excelentísimo señor Patriarca—va enderezada la doctrina que se des- 
arrollará en esta Semana; anhelamos por convencerlos de que al hablar de 
los soberanos derechos de la Iglesia ante el Estado no se trata de doctrinas 
jurídicas puramente humanas y más o menos controvertibles, cuya vigen- 
cia puede estar vinculada a una época con cuya muerte mueren, sino que 
aquellos derechos brotan genuinamente de nuestra fe y necesariamente han 
ce vivir mientras la fe viva; que las prerrogativas, ya de la Iglesia, ya del 
Estado, así como las relaciones mutuas de entrambos que enseña el tradi- 
cional y sano Derecho público eclesiástico, tienen su inconmovible funda- 
mento en la Divina Revelación”. Después de leer todo el volumen pre- 
sente, podemos decir al excelentísimo señor Patriarca que su deseo ha de- 
hido conseguirse plenamente, pues en los trabajos de la Semana el tema 
se ha estudiado con detención, con claridad meridiana, con profusión de 

(*) CONSEJO SUPERIOR DE INVESTIGACIONES CIENTÍFICAS. INSTITUTO «FRANCISCO SUÁ- 
REZ»: XIV Semana Española de Teología (13-18 sept. 1954). Los Fundamentos teológi- 


cos del Derecho público eclesiástico. Teología del laicado. Otros estudios. (Ma-- 
drid, 1955.) 
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argumentos y sobre todo con una clarísima y abundante exposición del 
Magisterio Pontificio en recientes y anteriores documentos. 

Seguidamente hace un esbozo rápido, pero clarísimo, de las caracterís- 
ticas esenciales del Reino de Cristo, tal cual se contienen en el mismo Evan- 
gelio de Jesucristo, para hacer ver la esencial diferencia que existe entre 
iglesia y Estado, por razón de origen, fin y naturaleza de cada uno. "La 
Iglesia—añade—es esencialmente sobrenatural, pero no puede prescindir 
de lo natural; el Estado es esencialmente de orden natural, pero muy difí- 
cilmente puede lograr sus propios fines sin auxilio sobrenatural”. “De Dios 
dependen no sólo cada uno de los humanos, mas también su natural socia- 
bilidad y su efectiva asociación. Esa dependencia, esa religación con Dios, 
lo mismo en cada humano aislado que en su asociación estatal, debe ser 
«consciente y efectiva, cargada de deberes de adoración, culto y obediencia”. 
Y continúa con este sabrosisimo parrafo-de fina ironía: “Con asombro lei 
la frase de un escritor, católico él y hasta miembro de una Orden religiosa 
(se refiere, aunque no lo dice el señor Patriarca, al P. Courney Mu- 
rray, S. J.), que afirmaba que el Estado no tiene que profesar religión 
alguna ni siquiera lo puede, porque el Estado no es una realidad física 
humana. no es más que un símbolo como lo es la bandera; si en verdad 
—me dije—el Estado no fuera más que eso, merecería estar, como la ban- 
dera, colgado de un palo”. 

Continúa el señor Patriarca presentado el conjunto de la materia de 
as dos Semanas, tocando los temas no en sí mismos, sino en el punto de 
ielación y enlace que guardan entre sí. Pero como “es tan interesante y 
sabroso el asunto—afirma el eminente Prelado—-vuela la pluma con de- 
leite; pero debe frenarla ei temor de usurpar el campo a los sabios profeso- 
res que han de desarrollar estos temas; tanto más cuanto sentiréis impa- 
ciencia por comenzar a oír sus lecciones", 

Termina su saludo con una advertencia final: “Estudiaremos el asunto 
teológicamente, es decir, a la luz de las verdades reveladas; hablamos de 
ia Iglesia de Jesucristo a quienes tienen fe en Jesucristo, y les aducimos 
como pruebas unas veces las mismas palabras de Jesucristo, otras, las del 
Supremo Magisterio de que El dotó a su Iglesia, diciendo: “Quien a vos- 
otros oye a Mí me oye; quien a vosotros desecha 2 Mi me desecha” (Luc., 
10, 6; Magisterio al cual tienen obligación de escuchar y asentir los que 
son de Cristo. 

Con la autoridad de ese Magisterio que todos los Apóstoles tenían de- 
cía San Juan: “Nosotros somos de Dios. Quien ha conocido a Dios nos oye 
A nosotros: en esto conocemos el espíritu de la verdad y el espíritu del 
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error (I Jn., 4, 4). Así hablaba el Magisterio Supremo en el siglo primero, 
y lo mismo dice ese Magisterio Supremo en el siglo XX”. 

A continuación sigue un "Resumen de la XIV Semana Espaíiola de 
Teología” por el P. Joaquín SALAVERRI, S. J., en el que subraya las dos 
partes de la Semana, a saber, "el sentido que puede tener en sana Teología 
el llamado sacerdocio de los laicos, o el sacerdocio comün de los fieles, 
del que los exégetas nos dicen que se entienden algunos textos escriturísticos 
«os de San Pedro y de San Juan, y al que se refieren en algunas Encícli- 
«as Pío XI y Pio XII", y “las cuestiones, de tanta actualidad en nuestros 
dias, sobre las relaciones entre Iglesia y Estado, consideradas no tanto en 
sus aspectos jurídicos, sino más bien en sus fundamentos dogmáticos y 
teológicos”. : 

Seguidamente, hace una enumeración de los diversos estudios agrupa- 
dos en un orden lógico o de materias, aduciendo algunas de las principales 
conclusiones de cada asunto fundamental. : 

Aunque el P. SALAVERRI confiesa “no haber hecho el resumen con la 
deseada exactitud y perfección, porque para mí no hay cosa más difícil de 
resumir que una controversia oral, desarrollada entre profesores, con la 
riqueza y variedad de matices que su peculiar competencia les pone en los 
labios”, hemos de afirmar que ha logrado dar en ese breve y conciso re- 
sumen una idea completa de lo desarrollado en ía Semana, de suerte que 
leyendo solamente sus líneas puede uno formarse una idea bastante comple- 
ta y darse por enterado de las principales conclusiones de la Semana. 

Entramos ahora en el análisis de los estudios de la Semana, concreta- 
mente de aquellos que miran al Derecho, que es lo propio de nuestra 
Revista, contentándonos sólo con citar el resto de los estudios que contiene 
<l volumen cuya recepción intentamos hacer. 


MANUEL FERRO- CouseLo: “Errores teológicos acerca de la naturaleza ju- 
rídica de la Iglesia y su Derecho público.” 


E! contenido de esta conferencia se adapta total y perfectamente a su 
título. El doctor FERRO expone con gran precisión los errores antiguos y 
modernos sobre la naturaleza jurídica de la Iglesia. A los propiamente lla- 
mados errores el autor añade la exposición de algunas opiniones de autores 
católicos modernos, de los que no se hace una crítica concreta porque 
“no entra en la finalidad de nuestro trabajo hacer la crítica de las opinio- 
nes reseñadas”. E b 4 y 
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A la exposición de los errores precede una breve introducción que 
viene a ser como el "status quaestionis" de nuestras tesis escolásticas. 
Muy acertada en esta introducción, para puntualizar bien la cuestión, es 
‘a exposición que hace de la doble dimensión del hombre: el hombre como 
individuo (concepción absoluta del hombre) y como ser social (concepción 
relativa). Muy acertada, repito, esta observación, porque de olvidar cual- 
quiera de estas dos dimensiones o posturas del hombre, nacen muchos de 
los errores extremistas que existen en esta materia: individualismo ex- 
tremo y extrema socialización son los dos polos entre los que se debaten 
los errores actuales. 

La primera parte es la exposición de los errores. Es muy completa y 
abarca todos los sistemas bases, comenzando en los errores montanistas. 
Marsilio de Padua, Ockam, Viclef y Huss, el Protestantismo, regalistas 
v galicanos, y finalmente los liberales y sus derivados van desfilando 
crdenadamente ante los ojos del lector. Especialmente bien expuesto por 
el autor el error protestante, haciendo ver cómo su principio básico es el 
concepto exclusivamente individualista del hombre, explica el sistema del 
teólogo calvinista Karl Barth, quien, al igual que el jurista luterano Sohm, 
quiere ver la voluntad fundacional de la Iglesia en aquellas palabras de 
Cristo: “En donde hay dos o tres reunidos en mi nombre, allí estoy yo en 
medio de ellos". 

La segunda parte, a mi parecer la más origina! de este trabajo, explica 
la raíz de estos errores jurídico-teológicos. Ve su origen en la falsa con- 
cepción del hombre como sujeto de la cultura. Defetco que aparece va en 
el nacimiento de la filosofía de Occidente; “es el paralelismo ideal-real, con- 
secuencia a su vez de la especial concepción del hombre frente al mundo”. 
Se remonta el autor a la filosofía griega, fijando más especialmente la 
atención en la platónica, y presentando a Aristóteles como “un Platón ate- 
nuado”. 

El problema de lo ideal-real se llamaba en la Edad Media “problema 
de los universales”. Santo Tomás de Aquino estudia igualmente el pro- 
blema del paralelismo, sin acabar de resolverlo totalmente. Sigue Ockam, 
quien del estudio de los mismos principios saca derivaciones opuestas, es- 
trictamente individualista, Descartes, los empiristas, el mecanicismo, idea- 
listas, el subjetivismo kantiano, el inmanentismo y el positivismo jurídico 
van presentándose como engarzados en ese paralelismo de la filosofía 
griega entre lo ideal y lo real, y causantes de todos los errores presentados 


en la parte primera. Es muy digno de estudio este aspecto del trabajo del 
erudito doctor FERRO. 
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La tercera parte expone la posición católica clásica y otras posiciones. 
La postura católica, más que exponerla y desarrollarla, la propone sencilla 
y brevemente con bastante exactitud. Las otras posturas expuestas por el 
autor son las opiniones de Maritain, Vialatoux y Latreille, Courtney Mu- 
rray, Max Pribilla, Jacques Leclereq y Congar. Sin hacer la critica de es- 
tas teorías, pues afirma no ser ésta finalidad de su trabajo, analiza median- 
te ligeras reflexiones los fundamentos filosóficos de las posiciones de estos 
erupos de católicos, deteniéndose preferentemente en Maritain. 

En la exposición de la doctrina católica sobre Iglesia y Estado, encuen- 
tro en el autor pequeños detalles, a mi parecer, ro muy exactos. Claro es 
que se trata de detalles, casi más bien de simples expresiones, que no des- 
valoran el trabajo de conjunto. Un ejemplo: explica la potestad indirecta 
de la Iglesia sobre el Estado, y la hace nacer de los conflictos que puedan 
surgir entre las leyes de ambas sociedades en las cuestiones mixtas, con- 
cretamente, a manera de ejemplo, en el matrimonio, y dice que por razón 
de la mayor excelencia del fin, la Iglesia debe tener en los asuntos mixtos 
‘a primacía. No está eso claro, El poder de la Iglesia y del Estado en las 
materias mixtas es directo y propio, y no se puede hablar de primacías: 
sino sencillamente que la Iglesia manda en el aspecto espiritual de la cosa 
y el Estado en el aspecto temporal. En este caso no habría conflicto juri- 
dico. sino más bien intromisiones, bien porque la Iglesia quisiese mandar 
en lo temporal o puramente civil del matrimonio bien porque el Estado 
ordenase o intentase ordenar lo espiritual. En ambos casos ni debe pre- 
valecer la Iglesia ni el Estado, sino estarse cada uno en su esfera sin inva- 
dir la ajena. El poder indirecto se da en las cosas que de suyo son de or- 
len temporal, pero que por algün motivo especial y en casos determinados 
iienen un sentido espiritual. En esos casos, desde luego que la conveniente 
ordenación de la Iglesia debe prevalecer sobre la del Estado por la pri- 
macía y mayor excelencia del fin espiritual. Este es el poder indirecto 

En resumen, el estudio del doctor FERRO es un excelente trabajo, de gran 
erudición y muy útil para hacer una síntesis completa de todas las diversas 
posturas adoptadas a través de la Historia con relación a la perfección ju- 
rídica de la Iglesia y consiguientemente a sus relaciones con el brazo 


secular. 


JoaQuíN SALAVERRI DE LA TorRE: “La potestad de Magisterio eclesiástico 
y asentimiento que le es debido". 


Extenso y erudito trabajo del Profesor de Ecclesia en la Universidad 
Gregoriana de Roma y en la Comillense, reverendo P. SALAVERRI. 
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El estudio consta de ocho partes y una introducción, En ésta el autor 
hace notar la coincidencia de fechas entre la Alocución Consistorial Sin- 
gulari quadam, de Pio IX, el 9 de diciembre de 1854, y la Alocución S% 
diligis, de Pío XII a los Obispos todos del mundo, el día siguiente de 
la canonización de San Pío X en 1954, a los cien años justos. Ambas alo- 
euciones son llamadas del Jerarca Supremo de la Iglesia sobre la vana opi- 
nión y error de aquellos que presumen tratar las disciplinas de la Iglesia 
con la misma libertad e independencia con que pueden ser tratados los te- 
mas puramente filosóficos, haciendo caso omiso del Magisterio de la Iglesia. 

El orador conmemora los tres documentos pontificios de mayor tras- 
cendencia que han emanado del Romano Pontífice reinante sobre esta ma- 
teria en estos últimos años: la Encíclica Hiwnant Generis, de 1950; el 
discurso a la Universidad Gregoriana con motivo de su cuarto centenario, 
en 1953, y la Alocución Si diligis a unos 500 Obispos que asistieron a 
la canonización de Pío X en 1954. 

En la primera parte, el P. SALAVERRI estudia detenidamente y según 
los moldes clásicos y tradicionales la potestad de Magisterio de la Iglesia, 
reclamada por la indole peculiar de la misma como sociedad sobrenatural. 
Fn la segunda expone la institución positiva del Magisterio auténtico: pri- 
mero, como de costumbre, los adversarios; expone magistralmente los 
errores de los protestantes modernos, especialmente del luterano Rodolfo 
Sohm y del calvinista Carlos Barth. A continuación, las afirmaciones de la 
propia Iglesia, especialmente en los Concilios, sobre su Magisterio, y, final- 
miente, las pruebas de la institución divina del Magisterio: “entre los po- 
deres mesiánicos de Cristo está incluida la potestad del Magisterio autén- 
tico e infalible. Pero a la Iglesia dió Cristo la posesión perpetua de los 
mismos poderes mesiánicos Por lo tanto, la Iglesia tiene un Magisterio 
auténtico e infalible”. Este es el silogismo central de la demostración prac- 
iicada por el P. SALAVERRI. 

La tercera parte del trabajo habla del sujeto del Magisterio: “¿A quié- 
nes encomendó Cristo el Magisterio?”. 

En la cuarta parte habla en concreto del Magisterio del Vicario de 
Cristo: lo afirma y lo prueba por los argumentos ordinarios de Evange- 
lios, Tradición y *Concilios. 

En las partes quinta y sexta habla del objeto v de la naturaleza del Ma- 
gisterio y de su infalibilidad. Expone muy concisa y claramente cuál sea 
la naturaleza de este Magisterio y hace ver el autor cómo en la naturaleza 
del Magisterio está la razón del asentimiento intero que deben prestarle los 
católicos: “es una ministerial participación del mismo Jesucristo” : parti- 
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cipación instrumental (es Cristo el que ensefia) y asistencial (providencia. 
sobrenatural, divina y vigilante, de suyo sólo negativa). 

En los últimos apartados trata del asentimiento interno que es debido. 
y de los grados y limitaciones de este asentimiento. Creo que es la parte 
más interesante en el orden práctico y que más conviene subrayar en los 
tiempos presentes, tiempos de crítica y de suficiencia e independencia en 
los mismos que, como alumnos, no ya como maestros, estudian la Sagrada 
Teología. 

Todo el trabajo del P. SALAVERRI es un trabajo de maestro, acos- 
tumbrado a hacer la luz en la mente de sus alumnos, y de una precisión 
extraordinaria, 


Mons J. Lopez Orttz, A. S. A., Obispo de Tüy: “Doctrina católica so- 
bre naturaleza jurídica y soberana de la Igluesia”. 


El título del trabajo parece debiera responder a un estudio sistemático 
sobre la naturaleza jurídica de la Iglesia, con sus aclaraciones fundamen- 
tales y sus argumentos clásicos, y a una exposición de la soberanía de la 
Iglesia en sus varias funciones y alcance de esta soberanía. 

Sin embargo, el estudio de monseñor LOprz Ortiz sigue derroteros 
muy distintos. Y hace muy bien. El mismo dice que lo tradicional y co- 
nocido sobre esta materia se puede fácilmente encontrar en cualquier Ma- 
nual de Teología o de Derecho público eclesiástico y en multitud de es- 
tudios especializados sobre cada uno de los aspectos de esta cuestión. 

El autor divide su trabajo en las dos partes que enuncia el titulo de 
su tema: juridicidad y soberanía. 

En la primera parte se dirige especialmente a aquellos “a los que pa- 
rece descorazonar un poco el tener que aceptar con todas las consecuen-. 
vias el que sea la Iglesia una sociedad con vínculos jurídicos propiamerte 
tales”. Estos tales han oído hablar de una Iglesia de caridad, sin limita- 
ciones jurídicas, y pretenden que este concepto responde mejor al pensa- 
miento y al estilo de Cristo. Es evidente que este modo de pensar es de 
sabor netamente protestante, y es lástima, y muy peligroso, que haya ca- 
tólicos que piensen así, o al menos se lamenten de que la Iglesia de Cristo 
no sea así. 

A éstos dirige el autor su trabajo, en esta parte, y con una gran de- 
licadeza y al mismo tiempo con un conocimiento profundo de la literatura 
evangélica, hace un recorrido breve y sintético por el Evangelio, para 
demostrar no ya precisamente la juridicidad de la Iglesia, sino más bien el 
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nensamiento jurídico de Cristo: cómo Jesús vivió en un ambiente de ju- 
ridicidad, por parte del medio religioso y civil de su pueblo y por parte 
de la misma dominación romana vigente, y cómo acepta toda esa juridici- 
dad con suma naturalidad, y al mismo tiempo cómo la introduce en su 
propia obra. Insiste además el autor en el aspecto del mismo Derecho na- 
*ural: si la juridicidad es una realidad que regula las simples relaciones de 
los hombres entre sí, las relaciones mismas del matrimonio y de padres e 
hijos, ¿por qué Cristo no iba a querer ese estilo también para su Iglesia? 
Estos son los conceptos fundamentales esbozados por el autor de la po- 
nencia, aunque a veces se aglomeren las ideas y resulte un poco confusa 
la inteligencia clara de lo expuesto, 

En la segunda parte hace una cosa semejante Prescinde de los textos 
y pruebas clásicas, por ya conocidos de todos, y explica el concepto de 
soberanía, aduce los textos pontificios en que se expresa este mismo voca- 
blo, haciendo ver cómo en los textos latinos de los Papas no apareec “por 
ciertas dificultades que encuentra el latín curial” (no conocemos esas di- 
ficultades, y creemos que la palabra latina “suprematia” es la traducción 
exacta de soberanía) y aduce las distintas clasificaciones de la soberanía, 
tanto estatal como de la Iglesia. ; 

Al exponer sucintamente la prueba de la soberania de la Iglesia. afir- 
ma: "La soberanía de la Iglesia es consecuencia de haber sido dotada por 
su Divino Fundador de todos los medios necesarios para cumplir sus fines 
de salvación. Ouedando supeditada en el ejercicio de los mismos a otros 
poderes mundanos, dificilmente hubiera disfrutado de la libertad impres- 
cindible para realizar su misión divna." 

Esto, en dos palabras, es: suficiencia e independencia. La Iglesia se 
Pasta a sí misma, y por ello es independiente de toda otra sociedad. La 
conclusión inmediata es: luego es sociedad perfecta, ¿Es lo mismo so- 
ciedad perfecta que soberana? Para el ponente parece que Sis. pero. cem 
embargo, en los tratados de Derecho püblico se afirman dos cosas distin- 
tas de la Iglesia: una, su perfección jurídica; otra, su supremacia. El 
concepto de perfección jurídica es absoluto, mirando a la Iglesia en sí 
misma; el concepto de supremacía es relativo, mirando a la Iglesia con 
relación a las demás sociedades. Y esa supremacía nace de la mayor ex- 
celencia del fin, que la pone muy por encima de las demás sociedades 
perfectas Este es el concepto que juega en el Derecho público cuando se 
habla de la soberanía o supremacía de la Iglesia. 

El ponente ha tomado el sentido, diríamos, mitigado de este concepto 
de soberanía: también es relativo, y se refiere a ia independencia en el ser 
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y Obrar que tiene una sociedad perfecta con relación a las demás del mismo 
orden, Este es el sentido, diríamos, civilista de la palabra "soberanía". 


En la aplicación del concepto de “soberanía” hace mención del dere- 
«ho que incumbe a la Iglesia de hacerse obedecer por los fieles en compe- 
tencia con el Estado, y dice que este derecho "se justificaría jusnaturalis- 
ticamente" , 


No entiendo el sentido de esa palabra, creo no era necesario introdu- 
«r un nuevo vocablo, y que bastaría decir: este derecho “se justificaría 
por los principios mismos de la ley natural". Quizá habrá querido el au- 
tor evitar este circunloquio y expresar todo este pensamiento con una 
sola palabra, por razón de brevedad. 

También habla de las “posiciones extremosas, que gozan cada vez de 
mayor favor". Extremoso quiere decir afectuoso, cariñoso. Debió decir: 
“Posiciones extremas o extremistas”, 

Afirma que “con esta enumeración de tres poderes o funciones no se 
intenta agotar lo que son las posibilidades y realidades de régimen de la 
Tglesia". Es un poco vaga la expresión y da a entender que fuera de esos 
poderes de la Iglesia existen otros también jurídicos. Si son jurídicos, de- 
ben encajar de una forma o de otra en uno de los poderes (triparti- 
tos O bipartitos) de la Iglesia. Concretamente pone el ejemplo del poder ad- 
ministrativo (administración temporal) de la Iglesia, Creo que ese poder 
entra dentro del poder de régimen: lo dividimos en poder legislativo, judi- 
“ial y ejecutivo. Y el poder ejecutivo tiene tres funciones: gubernativa, ad- 
ministrativa y coactiva. 

El autor termina su trabajo haciendo notar la diferencia trascendental 
entre la legislación civil y la de la Iglesia, llena de espíritu y contenido y 
sabor sobrenatural. Cita el Codex Iuris Canonici y dice que en él sigue 
sa obra de incorporación de lo humano a lo divino y la gracia busca cami- 
nos de Derecho, para que el hombre los encuentre hacia Dios”. 


Es muy de alabar la originalidad de este estudio y sobre todo la mag- 
nífica ambientación que hace del problema “juridicidad de la Iglesia” en 
el medio social y humano en que vivió el Divino Fundador de esta sociedad 
jurídica que es la Iglesia. 

Es una magnifica conferencia sobre el tan llevado y traído tema de la 
tolerancia e intolerancia religiosa y confesionalidad del Estado. Es mate- 
ria delicada y complicadisima, en la que el princpo de la más amplia indul- 
gencia con el error y con los equivocados ha conquistado las mentes. 
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Mons Arturo TaBERa, C. M. F., Obispo de Albacete: “Tolerancia e in- 
tolerancia". 


Monseñor TABERA, con una nitidez y claridad extraordinaria, limita. 
su trabajo a estudiar la práctica de tolerancia e intolerancia en materia reli- 
giosa seguida por la Iglesia; a establecer los fundamentos, principalmente 
teológicos, en que estriba esta práctica y las normas que ha de seguir el 
Estado, si quiere cumplir con los deberes que brotan de su misma natura- 
leza en la actual economía para con Dios y para con la única Iglesia ver- 
dadera, que es la de Cristo. 

Cita en su introducción la célebre fórmula táctica de Montalembert, tan 
cruda en su enunciado, pero tan exacta en el fondo y, a mi parecer, la que 
mejor da en la clave de la diversa conducta práctica de la Iglesia en las 
distintas circunstancias de los pueblos: “Cuando nosotros, los católicos, 
somos los más débiles, pedimos la libertad, porque tal es vuestro principio; 
pero cuando somos los más fuertes, os negamos esta libertad, porque éste 
es el nuestro.” 

Entrando ya en materia comienza el autor por plantear debidamente la: 
cuestión definiendo los conceptos de tolerancia e intolerancia y apreciando, 
vrimero objetivamente y después en el sujeto o persona que lo padece, el 
error y el mal Seguidamente aborda la explicación concreta de la toleran- 
cia doctrinal y disciplinar de la Iglesia, En cuanto a la primera, va muy 
sencilla y fundamentalmente exponiendo la intolerancia en materia de fe y 
costumbres. en primer lugar, y después, la intolerancia frente a otras confe- 
siones religiosas no sólo en cuanto a los principios, sino concretamente la ac- 
titud de la Iglesia frente al “ecumenismo” y con relación a la adhesión de: 
los hombres a la verdadera fe y su incorporación a la Iglesia. 

Hace una atinadisima observación en este punto, sobre el ángulo desde 
el cual se ha de mirar, y partir, para sacar conclusiones, la libertad psico- 
lógica y teológica de la fe, y dice: “Más que decir que, puesto que el hom- 
bre es libre, hay que evitar todo aquello que pueda considerarse una coac- 
ción que atente contra esta sagrada libertad y que no hay que limitarse a 
¡proclamar derechos de la verdad, sino que la tesis ha de completarse tenien-- 
do en cuenta el derecho de las minorías no católicas—cosa que nadie nie- 
ga—, habría de decirse que, puesto que los hombres, y las minorías no: 
católicas también, tienen el derecho inviolable y, al mismo tiempo, la obli- 
¿ación estrechisima de buscar, admitir y conservar la fe asistiendo a la reve- 
lación e ingresando en la única verdadera Iglesia establecida y querida 
por Dios, ésta debe ser protegida y favorecida, estimulando, por todos los: 
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medios al alcance, las ciencias y creando así un chma en que la libertad de- 
los creyentes sea más espontánea y garantizada, y la de los no creyen-- 
tes, sin ser violentada en sus legítimos derechos o en sus situaciones de he- 

- cho, no sólo no estorbe ni menoscabe los derechos de aquéllos y de la misma- 
verdad, sino que les sea una proporción y camino hacia ésta”. Me parece 

un magnífico encuadramiento del problema y una fundamental solución del. 
mismo, y desde luego el ángulo auténtico y sincero desde el cual se ha de- 
mirar toda la cuestión, pues que es el ángulo de la verdad objetiva y no el. 
de los que por vivir en el error padecen una lamentable equivocación y sólo- 
poseen, a lo sumo, un derecho subjetivo al que no responde una realidad: 
objetiva. 

A] descender a aplicaciones el autor distingue la diversa postura prác- 
tica de la Iglesia al tratarse de infieles o de ya bautizados, distinguiendo en. 
estos últimos a los que “ab infantili aetate" viven en el error, de lo: que, 
habiendo profesado la religión católica, pasan a la herejía o a la apostasía. . 
Estos últimos no tienen derecho alguno, porque la Iglesia no admite sea. 
posible la buena fe.para salir de la Iglesia. Son, sencillamente, unos malos- 
católicos, y su malicia formal no puede dar pie a derechos ni a conside- 
raciones. 

En la segunda parte de su estudio, monseñor TABERA aborda directa-- 
mente la cuestión de la tolerancia e intolerancia del Estado en materia re- 
igiosa En realidad, en esta segunda parte, el autor no aporta ninguna idea: 
ni postura nueva. Es totalmente tradicionalista v con una firmeza extra- 
ordinaria sostiene la tesis que desde estudiantes repasamos en los libros de- 
Teología y Derecho público, sin admitir para nada las nuevas corrientes: 
ideológicas, a la cabeza de las cuales va Maritain, cuya doctrina expone - 
breve y concienzudamente y la califica de “teoría ingeniosa y audaz, pero 
sofística". Hubiéramos deseado que se hubiese extendido algo en exponer - 
v más aún en rechazar las posturas de otros “desviados” como Maritain, . 
especialmente de Congar, Vialatoux, Latreille, Aubert, Rouquette, Le-- 
clerq. etc., que tanto se leen y se valoran sus afirmaciones, aun entre nos- - 
otros los españoles, que no deberíamos hacer demasiado caso a esa co- 
rriente francesa, que, en el fondo, nace de la inccmprensión de la postura 
de España, al correr de los siglos, con relación, principalmente, al Protes-- 
tantismo, y gracias a la cual nuestra Patria es hoy casi el único país ver-- 
daderamente católico y libre del error protestante de toda Europa. El mismo- 
autor, no obstante, afirma que no es posible en ¡os límites restringidos de- 
su conferencia dar respuesta a todos los fautores de la aconfesionalidad:. 
del Estado o de la “solución de tipo pluralista”, como dice Maritain, 
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BASILIO DE San Pato, C. P.: “Fundamentos teológicos de la tolerancia 
protestante en materia religiosa”. 


El breve y conciso trabajo del P. Basirro es, fundamentalmente, la 
demostración de la primera parte de la célebre fórmula de Montalembert, 
citada anteriormente, y que tanto escándalo produce a Maritain : “Cuando 
rosotros, los católicos, somos los más débiles, pedimos la libertad, porque 
tal es vuestro principio.” Eso se trata de ver aquí: el principio o princi- 
pios protestantes de los que se sigue la tolerancia universal y amplísima, 
y, más que tolerancia, la omnimoda libertad en materia religiosa. 

Tres son los principios fundamentales que chligan a los protestantes 
cuando menos a una amplísima tolerancia: 1. La invisibilidad de la Igle- 
sia. 2.” La Escritura libremente interpretada como única regla de fe. 3." La 
ausencia de una autoridad de magisterio y de gobierno en la Iglesia. 

La invisibilidad de la Iglesia, porque quita la certeza de pertenecer a 
ella, puesto que nadie puede afirmar, ni de sí mismo, ni de un tercero, que 
sea justo o que esté predestinado: únicos que pertenecen a esa Iglesia im- 
palpable, Y, por consiguiente, ninguno es quién para frenar actividades de 
rAros en el campo religioso. 

La Escritura libremente interpretada hace que cada cual pueda predi- 
carla y aplicarla como le plazca, por consiguiente, sin freno alguno y sin 
que pueda poner objeción a ninguna exégesis práctica de la Escritura, por 
extravagante que sea: somos libres para interpretarla y, por lo tanto, para 
exponerla y predicarla a nuestro propio gusto y capricho. 

También deberán ser los protestantes apóstoles de la tolerancia desde 
el momento en que carecen de una suprema autoridad doctrinal y de go- 
bierno que elabore unos principios y entable relaciones con la suprema au- 
toridad civil para aplicarlos según los casos. 

Termina el autor su estudio aplicando estas mismas normas a las demo- 
cracias modernas y haciendo ver cómo en su misma entraña llevan un 
principio de tolerancia y libertad malsano que las tiene heridas de muerte, 
capaces de poner un dique al indiferentismo religioso; a la inmoralidad 
«n todos los órdenes, que se desborda; a la criminalidad, cuyas estadísticas 
constituyen un índice aterrador, y a los avances del comunismo, que suce- 
#ivamente las va unciendo a su carro. 


José CamprLLo, O. F. M.: “El concepto de separación entre Iglesia y 
Estado”. 


-Es un breve estudio de once páginas sobre el tema enunciado. Toca el 
autor los siete puntos siguientes: I. Divergencias en el concepto. II. Fór- 
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mulas de separación. 111. Fórmula inadmisible, IV. Campos de acción ecle- 
siástica y estatal. V. La separación y la unión. Vi. Diversos grados de se- 
paración. VII ¿Es compatible el régimen de Concordatos con el de sepa- 
ración ? 

Anota el autor que no ha encontrado en ningún texto de Derecho pú- 
blico una definición unánime del concepto de separación, sino que existe 
una especie de contienda, tratando cada uno el concepto según la idea que 
posee de separación. El autor no tiene propósito de dirimir la contienda, o 
sea, no piensa dar una definición concreta y completa de separación. Y, efec- 
tivamente, no la da, Habla de diversas fórmulas de separación y de varios 
grados de ella. Al final de su exposición, y por su propia exposición. debía 
haber caído en la cuenta de que en realidad no hay definiciones contrarias 
ni contienda especial dentro del campo católico, y mucho menos en los 
autores que é! cita, sino sencillamente lo que hay son definiciones matiza- 
das de la separación, o sea, que cada autor ha cogido para su definición uno 
o varios de los matices que puede tener la separación entre la Iglesia y el 
Estado. Esos matices son las mismas fórmulas y especialmente los mis- 
mos grados que el autor del artículo señala. 

En conjunto, el trabajo es bueno y muy aprovechable, aunque yo lo 
encuentro un tanto elemental: no hace más que exponer la doctrina que 
comúnmente se encuentra en los tratados de Derecho público. Creo que 
una Semana investigadora debería haber tenido más altura, y concreta- 
mente podría haberse detenido en analizar las diversas fórmulas de sepa- 
zación entre Iglesia y Estado que proponen “esos católicos, singularmente 
franceses y norteamericanos” de que hace mención el P. CAMPELLO Eso 
nos interesaría mucho más, puesto que es un trabajo que bajo ese aspecto 
aun no se ha llevado a cabo, y que interesa para tener armas con que reba- 
tir posturas y conceptos inadmisibles de muchos católicos de nuestros días. 


BERNARDO MonNsEGÚ, C. P.: “La tesis del Estado laico a la luz de la Teo- 
logía y de la Historia”. 


Es un documentado y profundo estudio del P. Monsect. Empieza el 
autor su estudio por demostrar la falsedad teológica del laicismo estatal 
atacando directamente el argumento principal que hoy suele proponerse 
para demostrarlo, un argumento capcioso e indirecto: la Iglesia debe ser 
excluída de la vida política y de los cuadros civiles del Estado por razón 
de la transcendencia del propio fin de la Iglesia que cae fuera de este 
mundo y mira a la eternidad. Consiguientemente, el Estado debe desen- 
tenderse de todo lo religioso, de todo lo sobrenatural, de todo lo transcen- 


— 745 — 


MANUEL GONZALEZ RUIZ 


-dente: el Estado es de este mundo y para este mundo. El Reino de Cristo, 
su Iglesia, no es de este mundo ni tiene nada que ver con él, 

El autor demuestra abundantemente que este argumento y estas con- 
-clusiones ni son teológicas ni están sacadas de la Historia. Va directamente 
«contra la Historia, donde el mensaje cristiano se revela como un fermento 

social y político de sustancia e importancia histórica incomparable. No hay 

<más que mirar lo que está al lado allá y al lado acá del Calvario. ¡Qué 
«cambio de perspectiva no sólo intelectual, sino también moral y política! 
Seguidamente, el autor la emprende con los documentos pontificios, ha- 
ciendo un bello y completo “excursus” por los de Pío XII especialmente, 
“para demostrar la falsedad de la tesis del laicado estatal. 

La segunda parte de esta conferencia expone cómo la concepción cató- 
lica de un orden cristiano es totalmente incompatible con la tesis del Estado 
laico. Alude, y defiende, a la perspectiva medieval, en la que todo esta 
«dominado por la concepción unitaria del pueblo cristiano, del orden cris- 
“tiano, contraponiéndola a la moderna perspectiva, según la cual ya no hay 
verdadera síntesis o armonía de poderes diferentes, para realizar el único 
orden cristiano, sino más bien disgregación, separación o independencia 
absoluta Ya no es un orden solo; son dos órdenes yuxtapuestos sin inter- 

ferencia de actividades. 

Cuál de las dos perspectivas sea más cristianamente ideal y más cató- 
licamente acertada parece no pueda caber duda en determinarlo, si se hace 
la determinación en el terreno de los principios y no de su aplicación pru- 
"dencial Este es el punto concreto que magistralmente desarrolla el autor 
-a lo largo de esta parte. 

Es interesante la explicación que da el conferenciante a la postura de 
«ciertos católicos del país vecino que adoptan la postura laicista. Es debida, 
en primer lugar, a la debilidad o flaqueza para mantener el radicalismo 
cristiano frente al radicalismo del error, y además es debida esta postura 

y aquí viene lo que queríamos subrayar—a una “especie de resentimiento 
«que los lleva a ver con malos ojos la suerte feliz de un Estado que ellos 
no pueden compartir en su nación. Es algo así como el pesar del bien 
ajeno, pesar que en cuestiones aparentemente políticas parece gravar muy 
"poco sobre ciertas conciencias. En política todo parece lícito. Y hasta pa- 
rece serlo el combatir los más ciertos principios de la política cristiana, si 
-estos principios los encarna España o por lo menos la España de Franco”. 
-Nos parece muy atinada y exacta esta explicación. 

La tercera parte del trabajo explica o expone las premisas y consecuen- 
“ias de la gran herejía laica, siendo su fundamental premisa la negación 
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de Dios, y la última de las consecuencias la idolatría estatal o endiosa- 
miento del mismo Estado o Nación. 

Las otras tres partes del trabajo llevan el siguiente título: “Catolicismo 
integral, mejor que humanismo integral”, “Aventuras político-sociales con 
resabios de nueva teología” y “La esencia permarente del Estado y el de- 
Ler moral que pesa sobre el Estado”. Esta última parte contiene un belli- 
“simo tratado ético-jurídico sobre la noción y contenido esencial del Estado 
y sus deberes más fundamentales, que recomendaríamos leyesen todos los 
alumnos de Filosofía moral y de Derecho público al repasar estas cuestiones 
en las aulas: recogerían una síntesis bien hecha, de sabor escolástico, pero 
de exposición moderna. - 


FRANCISCO ODRIOZOLA Arcos, Pbro..: “La unidad católica española”. 


Es un trabajo de tipo apologético. Una defensa de la postura de Es- 
paña con relación al decantado problema de la tolerancia e intolerancia 
religiosa. Hace un análisis del artículo primero del Concordato español 
de 1953 y hace ver cómo en él se encierran las siguientes afirmaciones: 
a) Un hecho histórico: la unidad católica plurisecular de España. b) La 
confesionalidad católica del Estado español c) La unicidad de la religión 
Gel Estado. d) La tolerancia del culto privado para los no católicos en la 
Península. e) La tolerancia del culto público para los no católicos en los 
territorios africanos de soberanía española; y f) Dos afirmaciones dog- 
máticas: el origen divino de la Religión Católica y el carácter de sociedad 
perfecta de la misma. 

No todas estas afirmaciones las desarrolla el autor en su estudio, sino 
que remite para el conocimiento positivo de las mismas a otro trabajo suyo, 
“La catolicidad del Estado español”, publicado en 1953. En este trabajo 
recoge solamente aquellas proposiciones que más han sido atacadas por los 
católicos franceses y norteamericanos y se reduce a exponer la dificultad 
de los adversarios, frase, pensamiento o argumento de ellos, y a contes- 
tarles directamente, con contestación breve y corcisa, pero lo suficiente- 
mente clara y completa como para derrocar la postura contraria. 

Tiene una introducción de estilo verdaderamente oratorio al describir- 
nos el momento en que comienza la unidad española con Recaredo en el 
Concilio III de Toledo. del 589. 

Al hablar de la unidad católica de España recuerda aquella famosa 
efirmación de Menéndez y Pelayo: “Todas esas sectas y manfestaciones 
heréticas vinieron a estrellarse en el muro diamantino levantado por los 
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Concilios toledanos. Algunos, muy pocos, espaficies pudieron extraviarse ; 
ja raza española no apostató jamás”. 

Hace mucho uso del célebre discurso del Cardenal Ottaviani en 1953. 
sobre los “Deberes del Estado católico para con la religión", que dió oca- 
sión nueva a los enemigos de España de afinar más sus ataques, buscando 
la desvirtuación del texto del Cardenal incluso con consultas a Roma sobre 
la oficiosidad del mismo. 

Citaremos a continuación las principales afirmaciones de los adversa- 
cios de la postura española para dar una idea a los lectores de nuestra 
Revista que no tienen a mano el texto de esta conferencia: “La tesis de 
Estado católico no es un ideal permanente (Serrand); "es una invitación 
a la pereza" (Aranguren); “el Papa hubiera admitido un sistema más like- 
fal” (Revista * América"); inadecuado concepto de Estado católico (Rou- 
quette); "el Estado es incapaz de profesar vna religión" (Courtney 
Murray); “el Estado no tiene obligación de dar culto a Dios" (Maritain y 
otros); "la unicidad de la religión del Estado violenta la libertad de los 
sübditos" (Maritain y sus discípulos); *es contraria a la libertad del acto 
de fe" (Vialatoux, Latreille, Leonard, Congar); “la conciencia del indivi- 
duo y de la colectividad tienen derecho al respeto" (los mismos); “los 
acatólicos persuadidos de la verdad de su religión" (idem); “la dignidad 
de la persona exige respeto a sus opiniones aun erróneas” (Maritain); “así 
la Iglesia tendrá un lugar privilegiado en la sociedad civil” (Maritain); 
"hoy es imposible evitar el trato con acatólicos, por otra parte provechoso” 
(Pribilla); "la intolerancia enajena los ánimos con daño de la Iglesia" 
(Maritain, Courtney, etc.); "la intolerancia española perjudica a los cató- 
licos de las otras naciones" (Leclercq); “los católicos usan dos med:das” 
(Serrand y Congar), 

Estas son las dificultades que el autor refuta y sus fautores. La refuta- 
ción a veces es excesivamente elemental y un poco superficial, aunque 
generalmente remite al oyente a otros escritos suyos y a otros conferencias 
de la Semana en las que ya se ha desarrollado «detenidamente alguno de 
estos puntos. 

El presente estudio merece verdaderos aplausos, sobre todo por la la- 
hor de recopilación que ha hecho muy acertadamente de las principales 
(yo diría que todas) objeciones que se han presentado contra la actitud espa- 
ñola de intolerancia. 

La terminación del discurso, nuevamente como al comienzo, es de 
empuje oratorio y lo cierra con estas palabras de don Esteban Bilbao: 
“Pueden calumniarnos cuantos nos denigran ante el extranjero. ¡No im- 
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porta! Nuestro triunfo es la medida de su impotencia. Y mientras ellos 
vociferan, España, desterrada de los capítulos internacionales ayer, viuda 
de las gentes como la Jerusalén bíblica, viste su manto imperial y, recor- 
dando los viejos caminos de su grandeza, se santigua para penetrar triun- 
falmente en la nueva Edad de la Historia". 


* * x 


Los temas que siguen al discurso del Rdo. ODRIOZOLA son estricta- 
mente teológicos y pertenecen casi todos al temario “Teologia del laicado”. 
Como menos juridicos y más propios del campo del Dogma dejamos su 
estudio para las revistas teológicas, haciendo aquí solamente una simple 
vita de los temas y de sus autores, para que nuestros lectores conozcan 
todo el contenido de la XIV Semana de Teología 

Son los siguientes: ANTONIO Bru Borrás: “Los efectos sacramenta- 
les del Bautismo y Confirmación y el sacerdocio de los simples fieles a 
la luz de San Agustin”. 24 páginas 


BERNARDO MonsEGÚ, C. P.: “Por qué no son propiamente sacerdo- 
tales los caracteres del Bautismo y Confirmación”. 13 páginas. 


BASILIO DE SAN Panro, C. P.: “Precisión de conceptos y posible con- 
ciliación de opiniones”. 17 páginas. 

ARTURO ALoNso Loro, O. P.: “Fundamento doctrinal del apostolado 
seglar". 22 páginas. 

Siguen otros estudios teológicos de temas variados: 


MANUEL GARCÍA MIRALLES, O. P.: “La doctrina tomista sobre la san- 
vificación primera de Maria, verdadero preámbulo teológico a la definición 
de su Concepción Inmaculada”. 14 páginas. 


CnisósroMo DE PAMPLONA, O. F. M. Cap.: “La prioridad de la voli- 
ción del fin con respecto al medio en la cuestión debatida de la predestina- 
ción”. 11 páginas. : 

José M.* Saiz, Pbro. : “En torno a los niños que mueren sin bautismo”. 
24 páginas. 

BASILIO DE SAN Paso, C. M.: “Hacia una soteriología antropocén- 
trica". 35 páginas. 

José M* DeLcaDo VARELA, O. de M.: “El sistema teológico de Angel 
Amor Ruibal". 21 páginas. 
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. Con este estudio termina el libro. Siguen los índices, analítico de los 
estudios, de personas citadas y general del volurren. : 

Yo terminaría esta recensión felicitando al excelentísimo sefior Patriar- 
va de las Indias Occidentales por haber señalado este tema a la Semana 
Teológica, Estamos plagados de artículos y discursos de escritores france- 
ses y norteamericanos, e incluso algún español, que iban confundiendo 
nuestras mentes en este delicadisimo problema. Sobre todo las Conversa- 
ciones Católicas de San Sebastián, que han tocado este tema, cuyos dis- 
cursos aparecían en "Documentos", eran una fuente de confusión y de 
enredo. Los estudios serenos, tranquilos y mesurados, y sobre todo mag- 
nificamente fundamentados en el Magisterio Supremo de la Iglesia en ese 
Magisterio que—nos decía el señor Patriarca—-es el mismo en el siglo I 
que en el siglo XX, han hecho una luz meridiana en estos temas de Iglesia 
y Estado, y me atrevo a decir que el que después de estos textos y estudios 
siga manteniendo la postura de Maritain y sus discipulos “no es de Dios”, 
porque no oye al Maestro Supremo de la Iglesia, y, por consiguiente, que 
vive no “del espíritu de la verdad, sino del espiritu del error". (I. Jn.. 4, 5). 


MaNuEL GONZALEZ RUIZ 


Doctoral y Provisor de Málaga 
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I. RECENSIONES (? 


MISCELANEA CANONICA (*) 


Se trata de un grueso volumen de cerca de 800 páginas, bien apretadas, en 
que el autor, renombrado Catedrático de Derecho canónico en la Facultad de 
Derecho de la Pontificia Universidad de Salamanca, ha recogido cuanto, a lo 
largo de bastantes años, ha venido meritoriamente aportando al estudio de esta 
rama importantisima de las ciencias eclesiásticas. 

No se trata, como declara el autor en el prólogo, de una mera selección y co- 
lección de sus principales trabajos científicos, «aparecidos originariamente la ma- 
yor parte de ellos en épocas diversas y alguna ya lejana», sino de un trabajo que 
reviste de actualidad y confiere nueva vitalidad a esos escritos antiguos, para lo 
cual ha sido necesario retocar, unas veces, lo anteriormente defendido —«más en 
cuanto a la matización de la forma que en cuanto a la misma idea»—, y algunas 
Otras, variar radicalmente la posición primera, de forma que solamente se da va- 
lor doctrinal «a lo que en esta obra consignamos». 

«En lo tocante a la forma metodológica, hemos sido menos exigentes, con- 
servando a veces, en aquello que no afecta a la claridad de la doctrina ni a la 
autoridad del testimonio o a la posibilidad de su comprobación, formas que ahora 
no se conforman del todo a nuestro gusto, pero que ya no es fácil modificar ni 
hay razón suficiente para hacerlo. De ahí la diferencia que en el modo de citar 
a los autores puede alguna vez observarse.» 

En esta obra recoge el P. CABREROS principalmente lo que, desde el año 1946, 
viene escribiendo en la REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, del Consejo Su- 
perior de Investigaciones Cientificas. 

Los temas desarrollados, con esas diferencias accidentales que el propio au- 
tor reconoce, son: probabilismo canónico, la ignorancia de la ley penal, investi- 
gación subjetiva y objetiva de la ley, los estatutos en el Código de Derecho ca- 
nónico, el precepto penal, adquisición de privilegios por prescripción, el elemen- 
to psicológico en la introducción de la costumbre, canon 105: consentimiento 
y consejo, el privilegio del fuero en el Concordato español, elección y postula- 
ción, reconocimiento de la personalidad civil a las personas jurídicas eclesiásti- 
cas, el derecho de representación, concepto de potestad ordinaria y delegada, 
facultad del párroco para predicar en toda la diócesis, los derechos de estola y 
la obligación de la limosna, la potestad de los superiores en la Congregación cla- 


(1) Según la práctica usual, daremos aquí una recensión de cuantos libros de 
Derecho canónico o materias afines se nos envíen en doble ejemplar (caso de tratarse 
de obras de subido precio). De las demás obras daremos ünicamente noticia de ha- 


berlas recibido. des wet ] 
(*) M. CABREROS DE ANTA, C. M. F.: Estudios canonicos. Editorial Coculsa, Madrid. 
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retiana, religioso apóstata y fugitivo, los religiosos en el Concordato de 1953,. 
la ley peculiar de los Institutos seculares, validez del bautismo conferido en et 
útero materno, bautismo de urgencia de los fetos abortivos, misa en la noche de 
Navidad, facultad de binar, absolución de reservados, impedimento público del 
matrimonio, separación de los cónyuges, oratorio privado, cantidad en la colación: 
vespertina, bula de ayuno y abstinencia, testamento en favor de las causas pias, 
cuestiones juridico morales en torno a la escuela laica, la enajenación de bienes 
eclesiásticos, tribunal de la Rota de la Nunciatura Apostólica en España, la pró- 
rroga de la competencia judicial y el fuero de conexión, el principio de oralidad,. 
la intervención de tercero en la causa, apelación contra la sentencia del juez de- 
legado, la apelación propuesta por el defensor del vínculo matrimonial, oposición de: 
tercero a la ejecución de la sentencia, la acción ejecutiva en el proceso canónico, 
las últimos fases del proceso criminal canónico, el tribunal competente en las cau- 
sas matrimoniales, sujeto de la acción judicial en las causas matrimoniales, la in- 
tervención y oposición de tercero en las causas matrimoniales, el proceso jurídico- 
de beati ficación y de canonización, eficacia de la suspensión fuera de la propia 
diócesis. 

La sola enumeración de los temas escogidos y tratados, algunos con bastante- 
amplitud, despierta vivo interés y acucia el deseo de meterse a fondo en su lectura.. 
Adelantamos, seguros de no engañarnos, que cuantos gusten de esta clase de estu-- 
dios, lo harán con placer y con provecho. 

Es de sobra conocido el P. CABREROS por el esmero que pone en la preparación 
de sus trabajos y la ponderación de sus opiniones, siempre muy bien fundadas en 
razones, por lo menos en las que juzga sólidas, porque en cuestiones dudosas y 
discutidas, las que a unos pueden parecer razones, y acaso fuertes, a otros pueden 
parecer sinrazones o razones sin valor probatorio. Esta preciada cualidad se echa 
de ver a lo largo de todas estas páginas: el razonamiento es rigurosamente lógico 
y claro, generalmente; la dicción, fácil, aunque a veces, acaso en los escritos más 
antiguos, un poco ampulosa, que carga importancia sobre un tema, a lo mejor 
corriente, por ejemplo, el de la validez del bautismo conferido en el útero materno, 
que si antaño metió ruido, hoy día suena a cosa algo trasnochada; el de la canti- 
dad en la colación vespertina, también anticuado, como puede comprobarse por las: 
citas que traemos en el tomo III de nuestro Cursus Theologiae moralis, n. 438, 
página 526, y algün otro, como el mismo del probabilismo canónico (véase la citada. 
obra nuestra, tomo II, vol. I, n. 543, p. 521). 


Hay mucha y muy sólida doctrina sembrada por todas estas páginas, siendo- 
bien de notar el dominio que manifiesta el autor de todos los temas que baraja, 
y la valentía con que los afronta: no es persona fácilmente contentadiza, a lo que: 
aparece en estos trabajos. Respetuoso con la opinión ajena, no la acepta, sin más; 
antes siempre toma partido por donde ve más fundamento de razón o más lógica 
de derecho. Innegablemente, el P. CABREROS es un jurista o un canonista hecho y 
derecho, ante quien hay que cuadrarse, tratándose de cánones: la cosa está clara, 
recorriendo a fondo su Estudios canónicos. 

En tanta variedad de cuestiones como se tocan en este libro, nada tiene de- 
particular que haya alguna diferencia, en cuanto al acierto con que se han lo- 
grado. Para nosotros lo están perfectamente las siguientes: la ignorancia de la 
ley penal, pp. 19 y sgs.; investigación subjetiva y objetiva de la ley, pp. 29 y sgs.; ad— 
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quisicion de privilegios por prescripción, pp. 85 y sgs.; el elemento psicológico en la 
introducción de la costumbre, pp. 93 y sgs.; el privilegio del fuero en el Concordato 
español, pp. 119 y sgs.; concepto de potestad ordinaria y delegada, pp. 183 y sgs.; la 
enajenación de bienes eclesiásticos, pp. 447 y sgs., etc. 

En cambio, unas cuantas cuestioncillas no han perdido su sabor de consultas- 
de circunstancias, que, en un libro como éste, no hacen más que ocupar sitio, y por 
tanto, estorbar por el peligro de contagio de su intrascendencia: facultad del 
párroco para predicar en toda la diócesis, misa en la noche de Navidad, facultad 
de binar-—esta consulta valía la pena haberla remozado o actualizado con algo más 
que con la nota de la página 312—, oratorio privado, etc. 

Estos y pecos más son los reparos o reparillos que se pueden poner a esta la- 
bor meritorio del P. CABREROS. 

Ya el mismo autor, en el Prólogo, previene algunas objeciones que quizá se le 
pudieran hacer. Es respetable su punto de vista y la diferencia que él mismo re- 
conoce en el modo de citar. Tememos, sin embargo, que para algunos resulte este 
trabajo pobre y anticuado de bibliografía. Nosotros estamos seguros de que es cri- 
terio del insigne canonista, que, a veces, da la impresión de que, atento en dema- 
sía a perfilar su opinión personal, muy digna, por cierto, de tomarse en cuenta, 
se le pasan, o deja pasar conscientemente, detalles de actualidad, que, sobre todo 
los jóvenes estudiantes, agradecen mucho, por lo bien que les viene situarse de un 
golpe en el momento presente, para trabajar con las espaldas seguras y sin pre- 
ocuparse de lo que hasta ahora se haya dicho o dejado de decir. 

En el estudio sobre el probabilismo canónico echarán de menos una alusión a 
su primer preconizador el P. Lucio Roprico. Cada cual podrá pensar lo que crea 
razonable sobre el probabilismo, canónico o no canónico; pero la verdad es que 
quien primero lo extrajo de las entrañas del canon 15 fué el P. RODRIGO. 

En su concienzudo trabajo sobre la ley peculiar de los Institutos seculares no 
hace uso de obras estimadísimas, ya existentes sobre la materia, fuera de España; 
y las de CANALS y ESCUDERO, Únicas, hasta la fecha, completas y sistematizadas, 
que han aparecido en nuestra Patria, casi no se mientan. Personalmente no lo 
necesitaba el autor para su fin; pero gustan muchos, tanto como de saber la sen- 
tencia de un maestro, de orientarse en él para ulteriores investigaciones, bebiendo 
en las fuentes en que él bebió. 

En general, no ha creído necesario o conveniente hacerse cargo de lo mucho 
que sobre alguno de los temas tratados se ha escrito y escribe en las muchas re- 
vistas de investigación y de divulgación que hoy se publican en España y fuera de 
España. Bien está; aunque, a nuestro juicio, habrá quienes le hubieran agradecido 
haberse abierto un poco más a ese mundo, en el cual él es de los que mandan. 

Erratas o lapsus hemos encontrado muy pocos. ¡Lástima que el fiarse, segu- 
ramente, de correctores extraños haya dado lugar a que se reproduzca en el índice 
de autores el lapsus de la página 376, línea tercera y nota (11), en donde se cita 
a GoNicET—-Génicet, evidentemente—! 

Hay otra cita de Manc, que da lugar a alguna desorientación. En efecto, en la 
página 371 se habla de excepciones de la prohibición de binar, «actualmente vigen- 
tes, ya por Derecho divino, ya por ley eclesiástica». Y viene ahora la cita de MARC. 
«Al caso del Viático, dice Marc, puede equipararse este otro: si, principalmente 
en tiempo pascual, no pudiese administrarse el Viático en el día que se pensaba 
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por existir pocas formas consagradas y no hallarse otro sacerdote que celebre el 
Santo Sacrificio, ni tampoco se puede administrar otro día.» El P. Marc dice 
(ed. 20.* de 1946) : «huic causi gravissimae necessitatis sequens quodummodo aequi- 
parari potest; si nempe, praeter opinionem, numerosi fideles sanctam commu- 
nionem recipere velint (maxime tempore paschali), paucae in ciborio reperiantur 
particulae, alius non adsit sacerdos nec possit populus sine gravi incommodo com- 
munionem ad aliam diem transferre», t. II, n. 1626, not. 3. 

Estos pequefios lunares no afectan al valor intrínseco de la obra, sino sólo a su 
ropaje exterior, que puede resultar deslucido para algunos. 

Tantos como esperaban, impacientes, esta contribución del P. CABREROS al pro- 
greso de la ciencia canónica, están ya de enhorabuena, pues tienen donde estudiar 
y donde aprender. Que es, para nosotros, lo principal de estos Estudios: no son 
mera reprodueción de doctrina ajena, ya perfectamente asentada. Se construye 
y se da con lealtad y gran fuerza de sinceridad en los puntos discutidos. Nos fi- 
guramos que quienes le hayan seguido en sus magistrales explicaciones de clase 
le encontrarán vivo y sustancioso en estas páginas, repletas de saber canónico, 
que no es lo mismo que saber cánones, como se deja bien entender. 

Se ha hecho cargo de la edición Coculsa, de Madrid, que con esta aportación 
de tanta valía se prestigia no poco. 

La presentación externa, para nuestro gusto, es la que conviene a esta clase 
de obras: sobria, seria y, en lo que cabe, elegante. 

Auguramos para pronto una segunda edición. 


ANTONIO PEINADOR, C. M. F. 


TRATADO DE DERECHO PENAL INTERNACIONAL : 
E INTERNACIONAL PENAL (*) 


“NO MATARAS" 
(5° Mandamiento de la Ley de Dios) 


"Los castigos merecidos por los culpables que desencadenaron la Segunda Guerra 
Mundial podrían haber inspirado escenas de infierno a la pluma de Dante... El ad- 
versario no era tratado como hombre... Los que así obraban creíanse seguros de que 
nadie jamás osaría reclamailes cuentas... Todos los culpables se verán obligados a 
rendir cuentas de sus actos..." 


5 d Santidad Pio XII, en Mensaje de Navidad de 1945 al Sacro Colegio Cardena- 
icio. 
(Su Santidad Pío XII, en Mensaje de Navidad de 1947, dirigido “urbi et orbe”.) 


A nuestra Redacción ha llegado el Tratado anteriormente indicado, de un 
autor sobradamente conocido en los medios jurídicos españoles. 

Este autor, después de numerosos trabajos científicos de Derecho penal y 
materias con él relacionadas, ha elaborado un Tratado que creemos es difícil 


* c 
EY ANTONIO QUINTANO RiPoLLÉS: Tratado de Derecho Penal internacional e inter- 
nacional penal. Tomo I. 


— 756 — 


BIBLIOGRAFIA 


de superar. Es una obra que da aún más prestigio, más madurez, a este infa- 
tigable investigador español. Sin temor a equivocarnos, creemos es la obra maes- 
tra de este genial tratadista, quien con pluma ágil, amena y fluidez en el len- 
guaje y estilo, hace que el lector más exigente “devore”, esa es la palabra exac- 
ta, una obra que sólo elogios merece. Fácil narrador, con gran objetividad va 
presentando en ios diversos capítulos de la obra una serie de materias que, aun 
cuando en principio está en la conciencia de toda la Humanidad, llegará el 
momento en que tome tal carta de naturaleza, que la Humanidad, sin distin- 
ción de clases, razas, religiones, etc., verá con agrado que se legisle sobre las 
materias que en la obra se especifican y, además, se declaren las penas que 
han de castigar esas conductas contrarias. El autor, en su obra, hace historia, 
y presenta todo lo legislado hasta el momento. Quintano Ripollés, aun cuando 
de manera expresa en su Tratado no lo dice, cuando subjetivamente comenta 
algunos pasajes de crímenes, de los que después haremos mención, se declara 
«católico, y, además, entiende gue el Derecho natural está arraigado en la con- 
ciencia de la Humanidad, de tal forma, que en todos los pueblos, en todas las 
edades históricas, se han rechazado con horror los crímenes y se han propuesto 
las penas aplicables a los transgresores de la Ley. 

Diversas materias son tratadas en la obra del autor. Daremos a los lectores 
una visión de conjunto de los temas a tratar, que para mayor claridad expone- 
mos a continuación: 


PARTE 1.—Trata del método y sistema, así como la fundamentación filosó- 
fica del Derecho penal internacional. 


PARTE II— Las fuentes del Derecho penal internacional, el delito interna- 
cionai y sujetos del mismo. 


PARTE II.—Diversas clasificaciones de los delitos con carácter de “inter- 
nacionales". 


PARTE IV.—Tribunales y jurisdicciones para aplicación de las penas. 


Una vez que para mayor claridad de esta crítica hemos expuesto los apar- 
tados para su estudio, vamos a dar muy someramente los temas que se tratan. 


PARTE I 


El autor comienza el Tratado manifestando que el Derecho internacional 
es un Derecho precario y gestante, pero Derecho al fin, con normas preexis- 
tentes, aunque no siempre de exigibilidad inmediata. Sin embargo, después de 
lo ocurrido en Nuremberg, no podemos decir esto con ligereza. 

El Derecho internacional ha alcanzado una categoría tal, que impera, “casi” 
igual que el Derecho interno. Lo prueban los castigos ejemplares impuestos a 
los criminales de guerra no sólo alemanes, sino nipones y otros.” 

“Lo” de Nuremberg se ha dicho que no fué derecho, sino un alarde de fuer- 
za. Creemos que los que así piensan están equivocados. Si bien es cierto que 
los jueces fueron los vencedores, no es menos cierto que en la conciencia de 
los responsables estaba sumida su grave responsabilidad contraída con la Hu- 
manidad. Lo prueban los mismos suicidios de los responsables. 
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El Derecho responde a imperativos culturales, valores políticos, amén de éti-- 
cos y jurídicos, que es lo que se llama Derecho natural 

El “No matarás”, precepto divino, está arraigado en la conciencia de la Hu-. 
manidad. Ello es indudable, y quien lo niega, niega las más puras esencias de 
la persona humana. En la ocasión de Nuremberg, estas normas de cultura ope- 
raron sobre las positivas vigentes, y aun sobre las inexistentes, creándose un 
Derecho y una jurisprudencia “ex nihilo", es decir, obtenidas de la nada. 
“Nada” que, aun cuando exista contradicción en el lenguaje, existía en la con-- 
ciencia universal. Nadie puede negar que el “No matarás” no está dentro de la 
conciencia humana de todas las épocas y edades. En la disyuntiva de dejar 
impunes conductas que la comunidad internacional condenaba como crimina- 
les y la inexistencia de normas positivas, se optó por improvisar una justi- 
cia que, indudablemente con algunos errores técnicos, es mucho mejor que la 
impunidad a crímenes de guerra y contra la paz, así como otros que, para no 
romper la unidad de este trabajo, diremos después. 

“Lo” de Nuremberg era necesario. Escarmiento para los grandes responsa- 
bles de los horrores causados en la guerra más tremenda que ha conocido la 
Humanidad. 

Con el castigo impuesto, se abandona la idea de que cada Estado es dueño 
y señor absoluto de los destinos de sus súbditos. La persona humana, por el 
hecho de serlo, posee indudables derechos que ni el propio Estado puede impu- 
nemente violar sin infringir normas internacionales precisamente de carácter 
internacional penal. 

Filosóficamente, se demuestra la necesidad del castigo para hechos crimi- 
nales. La confusión del Derecho con la Fuerza es contraria al pensar y al sentir 
del mundo actual. 

La noción del bien común no puede ser otra que la que la escolástica se- 
fiala. Es rechazable, por inmoral y anticristiano, el barbarismo de aquella con- 
fesión ultrapragmática de lo justo: “lo que aprovecha al pueblo alemán”, y 
otras herejías de color positivista-darwiniano, traducido por Nietzsche, como» 
la selección racial, la lucha por la vida, el triunfo de los fuertes y la elimina- 
ción de los débiles; todo contrario a la doctrina que nos enseñó el Divino: 
Maestro. 

¿Acaso la Humanidad entera no rechazaba las medidas de exterminio del. 
pueblo judío? Todas estas materias son tratadas por Quintano Ripollés en esta 
Primera parte de su obra. Va trazando los hilos de la fundamentación filosó- 
fica de la existencia del Derecho penal internacional, con la amenidad que es 
tónica del Tratado. Magníficamente lograda y conseguida esta Primera parte, . 


que hemos muy resumidamente expuesto a los lectores. Pasamos a continua- - 
ción a tratar de la 


PARTE II 


La fuente del Derecho, como causa primera de su realidad, es un concepto- 
eminentemente filosófico a resolver, a plantear en las más altas cimas de la 
especulación. Con la palabra “fuentes” se hace referencia al conjunto de nor- 
mas en vigor dentro de una agrupación jurídjco-social determinada, que por- 
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su presencia y operancia, precisamente, adquiere el carácter de ordenamiento: 
jurídico. En el área de la ciencia del Derecho penal interno de cada Estado, se 
observan con absoluta necesidad los principios jurídico-penales de “nullum» 
crimen sine lege” y, aún más, del “nulla poena sine lege”. Las fuentes inter- 
nacionales constan en los Tratados que las Naciones firmantes acuerdan entre 
si. Además, existen costumbres internacionales que todas las naciones guardan 
celosamente. 

No se puede negar el carácter marcadamente consuetudinario de la costum- 
bre en el Derecho y aún más en el internacional. La costumbre es siempre: 
obligatoria y justa en el Derecho. El legislador debe subordinarse a la colec- 
tividad para quien legisla; no ésta al legislador. La ley, sin el apoyo moral de 
un pueblo, no es ley, es tan sólo una arbitrariedad, mientras que la costumbre,. 
aun no consentida por el legislador, es y será siempre obligatoria y justa “de 
jure”. En resumen, la costumbre es fuente formal y hasta con reconocimiento» 
positivo en tan múltiples campos del Derecho, singularmente en el interna- 
cional, que es primordialmente material en el aspecto penal de éste, adquirien-- 
do rango directo y hasta único cuando, como en la criminalidad de guerra: 
aconteció, las otras fuentes faltan. 


Para demostrar esta tesis, basta con señalar la obligación moral que tiene- 
un barco de acudir a las llamadas de socorro de otro que pide auxilio. Aun 
cuando no estuviera legislado entre las naciones a que pertenecen ambos bar- 
eos, es un hecho criminal que un barco pase navegando junto a otro que pide: 
auxilio o se hunde, sin prestar auxilio. 

Con ello creemos demostrar el valor de la costumbre en el campo del De-- 
recho internacional. Si no se acude en ayuda del barco siniestrado, se atenta. 
al principio divino de “No matarás”, aun cuando sea por omisión. Omisión tan 
delictiva como si se matara por acción o comisión. S 

En Nuremberg y Tokio, se castigaron hechos eontrarios a las costumbres de- 
la guerra y de la paz. Valgan como ejemplos los castigos impuestos a los eul- 
pables de no haber socorrido a náufragos, el ametrallamiento a los mismos, 
el bombardeo de poblaciones civiles, ataques a barcos hospitales. Aun cuando: 
nada hubiese legislado sobre esta materia, ¿quién puede negar que estas con- 
ductas, ya sean por omisión o acción, no son delictivas y sancionables? Los. 
principios de “nullum crimen” y “nulla poena sine lege" servirán para el De- 
recho interno. Es necesaria la tipicidad de los hechos dilictivos, pero en el 
área de lo internacional, aun no teniendo en vigor estos principios, había que: 
hacer como se hizo en Tokio y Nuremberg lo que se hizo. Obtener “ex nihilo” 
estos principios, que no repugnan a la conciencia de la Humanidad. Cierta-- 
mente que revolucionario fué en la norma creada, pero es indudable que era: 
una necesidad del momento histórico que, al que en ese momento histórico hu- 
biere robado o asesinado, se le juzgaría y condenaría, en toda justicia, aunque: 
para ello no llegasen las previsiones legalistas normales. En Nuremberg se vió: 
cómo era difícil, si no imposible, lograr frutos mejores que los obtenidos. Ya: 
procuró el Tribunal ajustarse a las normas de fuente material y formal vigen- 
tes en materia de costumbres y principios generales del Derecho. Más difícil Ie 
era al Tribunal enfrentarse con el dogma de la legalidad, que si se respetaba,, 
dejaría impune el hecho más criminal que la humanidad había conocido. Este: 
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hecho era el desencadenamiento de una guerra injusta y los horrores que se 
causaron. 

Quintano Ripollés estudia, además, el concepto del delito internacional 
como: 

a) Crimen cometido fuera de los límites geográficos de los Estados, en el 
mar o en el aire libres y por los criminales sin patria. 

b) Crimen preparado, proseguido o realizado sobre el territorio de dife- 
rentes Estados o jurisdieciones, o por criminales que, al amparo de una na- 
cionalidad, se dedican habitualmente a preparar, ayudar o encubrir estos cri- 
menes. 

c) Crímenes cometidos por particulares contra un Estado extranjero, su 
Jefe, miembros del Gobierno o agentes diplomáticos que le representen. 

d) Crímenes cometidos por los mismos Estados entre ellos, como la guerra 
de agresión. 

e) Crímenes cometidos en tiempos de paz, pero durante ocupación militar 
o intervención armada, con ocasión de una declaración de guerra injusta, du- 
rante las operaciones bélicas, ya sean funcionarios o simples particulares. 

Para no hacer más larga la relación de crímenes contra el Derecho inter- 
nacional, que más adelante especificaremos, trata el autor de las causas de 
exclusión de la culpabilidad del reo de estos delitos, tales como !a inimputabi- 
lidad, obediencia debida a la ley nacional y la obediencia jerárquica. No sólo 
se trata del responsable individual, sino que incluso estudió Quintano Ripollés 
la responsabilidad de las colectividades. 

Se estudia, además, en este Tratado, las sanciones, las características de la 
pena internacional, medidas de seguridad, la cuestión de la ejecución de las 
penas y las reparaciones civiles. No dejan de ser interesantes los estudios que 
realiza Quintano acerca de la represalia, Congresos Internacionales de Derecho 
penai, Proyectos, el terrorismo como crimen internacional, el Convenio de Gi- 
nebra de 1936, la nueva modalidad del delito de propaganda o incitación a la 
guerra, la piratería, abordaje, etc. 

Tales materias no podemos comentarlas, dados los límites que nos impone 
este trabajo, pues sería hacerlo demasiado extenso. Con ello corroboramos lo 
que en principio decíamos, que es un Tratado recomendable su lectura, pero 
donde el autor llega a la maestría suma es en lo que para nuestra sistemática 
hemos señalado como las dos partes últimas. Es decir, la III y IV, que expo- 
nemos a continuación: 


PARTES HI Y IV 


Se comienza haciendo un estudio de [a esclavitud y la lucha por su aboli- 
cionismo. Su historia y vicisitudes. Aunque en la situación histórica o actual, 
parece que la esclavitud ha pasado a la historia, no hemos de estimarlo así. 
Instituciones modernas demasiado similares a ella, como los trabajos obligato- 
rios y desplazamientos de grupos practieados por los regímenes totalitarios, 
han vuelto a colocar la cuestión esclavista en triste y realísima actualidad. 
Es necesario reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, en la 
dignidad y en el valor de la persona humana, en la igualdad de derechos de 
hombres y mujeres y de las naciones grandes y pequeñas. Estudia el tormento, 
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la trata de blancas y nifios, publicaciones obscenas, estupefacientes, danos en 
cables submarinos, falsificación de moneda, la guerra totalitaria y sin cuartel, ; 
para entrar de lleno en los crímenes de actualidad mundial. 

Los horrores cometidos en la guerra los trata a través de la doctrina de los 
Santos espafioles y Padres de la Iglesia. 

La guerra misma en su función de justa era en sí un juicio de Dios en el 
providencialismo agustiniano, mientras que en el racionalismo tomista y es- 
pañol adquiere una dimensión de acto justiciero, el solo que posiblemente ha 
de justificar sus horrores. La discriminación misma entre “guerra justa" a 
“injusta” es ya un juicio de valor, constituyente de la licitud de la primera y, 
por exclusión, de la criminosidad de la segunda. 

En la doctrina de los teólogos juristas españoles del Siglo de Oro, la magní- 
fica idea de guerra justa, confiriendo al vencedor un papel trascendental, se 
enturbia fatalmente por imperativo de la imperfección del orden jurídico y de 
la comunidad internacional, ya entonces escindida. 

El Tribunal de Nuremberg, por lo mismo, dejó de ser un mero accidente o 
episodio de carácter histórico, para pasar a ser un precedente, que constituye, 
en verdad, el acta civil de nacimiento del Derecho penal internacional. Se le 
puede censurar en algunas cuestiones, pero no se le puede negar ya su exis- 
tencia, pendiente contra la cabeza de quien cometa crímenes que atenten a la 
paz o la Humanidad. 

La justicia penal internacional es lícita. Para ello basta citar las palabras 
de Su Santidad Pío XII, que en diversas ocasiones ha dado su apoyo moral a 
la idea. En su mensaje de Navidad de 1945 al Sacro Colegio Cardenalicio y en 
el dirigido “urbi et orbe” en idéntica ocasión, en 1947, afirmó el Sumo Pontífice 
que, “las injusticias y crueldades cometidas por quienes desencadenaron la 
segunda Guerra Mundial levantaron una justa ola de indignación, pero al mis- 
mo tiempo hicieron madurar la idea de venganza”. Condenando, naturalmen- 
te, esta secuela lamentable de represión, el Papa sostiene la licitud intrínseca 
de las sanciones. Mencionamos las palabras de Su Santidad, dirigidas a los 
congresistas de la Asociación Internacional de Derecho penal, el 3 de octubre 
de 1953, en Castelgandolfo, constituyendo su alocución una inmejorable lección 
de Derecho internacional penal. Después de reconocer Pío XIT la importancia 
y la necesidad de tal rama del Derecho, y refiriéndose a la experiencia de las 
últimas guerras mundiales, dijo así: “En el curso de sus acontecimientos, en el 
interior de los países y entre ellos mimos, cuando los totalitarismos políticos se 
desplegaban libremente, se han producido hechos cuya única ley fué la violen- 
cia y el éxito, llegándose a un alarde de cinismo incomprensible en tiempos 
normales, y tendentes sin freno a obtener la prosecución de sus fines y la neu- 
traiización del adversario, que, a su vez, no era ya en general tratado como 
hombre... Quienes así obraron creíanse seguros o intentaban asegurarse para 
que nadie jamás osare reclamarles cuentas por su actuación; si el destino se 
volvía contra ellos, siempre les quedaba el recurso de refugiarse en el extran- 
jero...” El Papa continúa diciendo: “Ello implica inexcusablemente una exi- 
gencia: la de que todos los culpables a que acabamos de hacer mención se vean 
obligados a rendir cuentas de sus actos y sufran la penalidad condigna a los 
mismos, sin que nada pueda sustraerlos a ella, ni el éxito ni siquiera las ór- 
denes emanadas de la superioridad...” 
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Pocas veces se ha hecho, y nunca, desde luego, de tan autorizada fuente, un 
“alegato más rotundo en favor de la licitud y precisión de una justicia penal in- 
ternacional. Incluso la justicia, aplicada en Nuremberg, de no exculpación de 
la obediencia y de no reconocimiento del llamado derecho de asilo. 

Como antecedentes del Tribunal de Nuremberg, Quintano Ripollés estudia 
los orígenes del mismo, que encuentra más próximamente en los intentos de 
«condenar, después de la primera Guerra Mundial, al Kaiser Guillermo II, resul- 
tado fallido por la negativa de Holanda a la extradición. De 889 inculpados se 
redujo la lista de criminales de guerra a 45 y aun se proporcionó la fuga a los 
“penados. Aun cuando no se llevaron a la práctica las sentencias dictadas, quedó 
un “substratum” de que los crímenes de guerra no podían quedar impunes. 

Los excesos cometidos por la Italia fascista y la Alemania de Hítler fueron 
«el mejor revulsivo para estimular el deseo de castigar a los criminales de gue- 
rra. El 19 y 30 de octubre, tuvo lugar en Moscú la conferencia tripartita entre 
«el presidente Roosevelt, el “premier” Churchill y el mariscal Stalin, que en 
la histórica declaración del 1. de noviembre anunciaron al mundo que “los 
criminales de guerra serán juzgados y condenados por una decisión conjunta 
«de los Gobiernos aliados, precisándose que a esta forma de Gobierno mixto 
serían sometidos los principales culpables...” Después el autor estudia la com- 
posición del Tribunal y los representantes de las potencias que lo integraban. 
Hace un estudio de la constitución o carta por que habría que regirse no sólo 
en cuestión de procedimiento, sino los hechos que serían castigados. Compe- 
tencias, desarrollo del juicio, fallo y sentencia se estudian con gran maestría 
por el autor. 

Donde el Tratado que comentamos entra en su parte más emocionante es 
cuando se desarrolla la constitución del Tribunal de Nuremberg, los cargos de 
las acusaciones, informes de las defensas, así como la sentencia y ejecución de 
la misma. 

Los cargos que se imputaban a los acusados (Martín Bormann, en rebeldía; 
Herman Goering, Mariscal del Reich y Comandante supremo del Arma aérea; 
Rudo-f Hess, lugarteniente del Fuhrer hasta 1941; Joaquín Von Ribbentrop, 
Ministro de Asuntos Exteriores; Alfredo Rosenberg, Ministro para los territo- 
rios ocupados en el sector oriental; Guillermo Keitel, Mariscal de campo y 
Jefe del Mando Supremo de las fuerzas alemanas; Ernesto Kaltenbrunnen, Jefe 
de Policía de Seguridad; Hans Frank, Gobernador General de Polonia; Gui- 
llermo Frick, ex Ministro del Interior; Julio Streicher, inspirador de las cam- 
pañas antisemitas; Hjalmar Schacht, Ministro de Economía hasta 1936 y Pre- 
sidente del Reichsbank; Walter Funk, Presidente del Reichsbank desde 1939; 
Carlos Doenitz, Almirante y Canciller a la muerte de Hitler; Erich Raeder, 
Comandante Supremo de la Marina de Guerra hasta 1943; Baldur von Schi- 
rach, Jefe de las Juventudes hitlerianas y Gobernador de Viena; Fritz Sauckel, 
Plenipotenciario general de Movilización; Alfred Jodl, Jefe de operaciones del 
Alto Mando; Francisco Von Papen, antiguo Canciller y Embajador en Turquia; 
Arturo Seys-Inquart, Ministro austriaco y Comisario de los Paises Bajos; Al- 
berto Speer, Ministro de Armamentos y Produeción de Guerra; Constantino 
Von Neurath, ex Ministro de Asuntos Exteriores y Protector de Bohemia y Mo- 


ravia, y Hans Fritzche, Director de Radiodifusión en el Ministeric de Propa- 
ganda), eran cuatro. 
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Aparte de las personas físicas incriminadas, el Tribunal hubo de estatuir 
<sobre la responsabilidad criminal de otras morales, como S. S., Gestapo, etc. 

Los cuatro cargos imputados a los acusados eran los siguientes: 

1. Conspiración. Es decir, el desarrollo del partido nacionalsocialista, su- 
:presión de otras organizaciones políticas y violación de las garantías constitu- 
“cionales vigentes en 1933. 

2. Crímenes contra la paz.—Comprende los actos tendentes al desencade- 
namiento, dirección y prosecución de la guerra agresiva o criminal, así como 
la violación de tratados internacionales, convenios o seguridades. 

3. Crímenes de guerra.—Se comprenden los ataques a las poblaciones ci- 
viles, heridos, enfermos, muerte y malos tratos de prisioneros, destrucción de 
“monumentos, saqueos, etc. 

4, Crímenes contra la Humanidad.—Se comprenden en este apartado he- 
«chos como, por ejemplo: la muerte, exterminio, esclavitud, deportación y otros 
actos inhumanos perpetrados antes o durante las hostilidades y la persecución 
por motivos políticos o raciales. 

Los grandes criminales de guerra antes enumerados fueron castigados por 
haberse comprobado debidamente su culpabilidad en algunos de los cuatro 
“apartados anteriores. 

El Tratado que estamos comentando hace alusión a algunos casos particu- 
lares de crímenes horrorosos cometidos por los alemanes o japoneses, algunos 
verdaderamente escalofriantes, como los ocurridos en los campos de concen- 
tración alemanes y casos especiales como lo son el caso del Jaegerstab, caso 
Schlegelbergen, caso Von Weizsaecker, caso Dostler, caso del Doktors Trial, caso 
del Atolón de Jaluit, caso Yamashita y Homma, etc. 

La brevedad de este trabajo nos impide continuar con el examen particular 
«de cada uno de los cargos sostenidos contra los criminales de guerra. Basta con 
señalar que el Tratado que es objeto de nuestra crítica estudia muy detenida- 
mente todos los detalles del gigantesco proceso de Nuremberg y Tokio. Termina 
la obra de Quintano Ripoliés haciendo un análisis del genocidio, doctrina que 
está imperando en campo doctrinal moderno. 

En resumen, una obra, como decíamos al principio, amena, sugestiva, que 
da prestigio al autor, y cuya lectura recomendamos a nuestros lectores. 


"EDICION DEL CODICE LUCENSE 
DE LA HISPANA (*) 


Nos complace ciertamente que un autor no español y francés se deshaga en 
elogios de nuestra colección canónica goda como lo hace el culto profesor 
Gabriel Le Bras en el Prólogo de esta obra, y como lo hizo ya en su obra “His- 
toire des Collections canonigues en Occident” (París, 1931), y como lo hiciera 
también en su tiempo el erudito Maassen (“Geschichte der Quellen und der 
‘Literatur des canonischen Rechts im Abendlánde bis zum Ausgagen des Mit- 


wo CARLOS GARCÍA GOLDARAZ, S. I.: El códice Lucense de la Colección canónica 
Hispana. Tres volúmenes en 4.” Consejo Superior de I. Cientificas (Delegación de 
Roma, 1954). 


— 163 — 


BIBLIOGRAFIA 


teralters” (Graz, 1870). Es un tributo honroso a la verdad. Las cuatro series de: 
Concilios (griegos, africanos, franceses y españoles), las ciento tres Cartas De- 
cretales, más otros documentos que la integran, todo ello en orden admirable 
y con la máxima garantía de autenticidad, colocan a esta colección entre las 
más completas colecciones canónicas de la alta Edad Media. Por eso mismo: 
su notable influjo en la reforma carolingia y su entrada en distintos lugares 
del Decreto, aparte de haber sido la cantera de muchas otras colecciones ca- 
nónicas, la colocan en un lugar destacado de preeminencia. 

Más de una vez nos hemos lamentado grandemente de no poder disponer 
en nuestros días de un texto de esta colección que esté a la altura de las exi- 
gencias críticas de nuestros tiempos. Tendremos que repetir aquí que teólogos, 
canonistas, historiadores y liturgistas lo reclaman de continuo. Un estudio de 
esta índole ha de suponer necesariamente una nueva y detenida revisión de 
todos los manuscritos existentes de esta distinguida colección. Cuantos se de- 
dican asiduamente a estos estudios conocen perfectamente que el mayor fondo: 
de estos manuscritos se conservan en España, y de nuestra Península tendría 
que salir necesariamente este estudio. La edición de Antonio Gonzales (Mig- 
ne: *P. L.". 84), que fué el primer paso en esta marcha, no está llamada a se 
la ültima palabra en este estudio. Además de una nueva revisión de todos los 
manuscritos que utilizó Gonzales, tendrán que tenerse en cuenta los pocos que 
andan fuera de España. Reconocemos, con todo, y haciendo honor a la edición 
de Gonzales, que la nueva obra del que fué Director de la Biblioteca Nacional 
tendrá que ser muy poco modificada en el nuevo estudio que se pide. Además 
de los manuscritos existentes conocidos, tenemos noticia de otros que han 
desaparecido. Flórez, Risco y Villanueva nos hablan de algunos de ellos De 
entre los desaparecidos merecen destacarse, por el copioso número de docu— 
mentos que contienen y por su antigüedad, los códices Hispalense y Lucense, 
del siglo IX, que desaparecieron en el incendio de El Escorial del afio 1671. 

El P. García Goldaraz nos ofrece, en la obra que resefíamos, un intento 
bastante logrado de reconstrucción parcial del códice Lucense. Deseando el 
Papa Gregorio XIII realizar la obra que algunos de sus antecesores habían 
acariciado de corregir el Decreto, nombró una comisión de Cardenales y hom- 
bres eminentes en Derecho para que llevasen a feliz término esta empresa. 
Se tuvo noticia en Roma de los vetustos y preciosos códices que se conserva- 
ban en España de su antigua colección canónica, y quiso el Papa procurar: 
a sus colaboradores en esta obra noticia exacta de los mismos. A este fin. en- 
cargó por Breve Pontificio al entonces Obispo de Cuenca y más tarde Carde- 
nal Arzobispo de Toledo, don Gaspar Quiroga, le mandase una copia del li- 
bro de cánones y las variantes de los Concilios españoles, según los mejores 
códices. Para cumplir este encargo de Gregorio XIII el Cardenal Quiroga se 
valió del erudito crítico Juan Bautista Pérez. 


El P. García Goldaraz aprovecha los trabajos de Juan Bautista Pérez, que: 
se conservan en la Biblioteca Vaticana. 


Sobre el texto impreso de Lorenzo Surio Cartusiano, “Conciliorum omnium 
tum generalium tum provincialium” (Coloniae Agrippinae, 1567) (en Sala— 
manca hemos encontrado un ejemplar de esta rarísima obra), Pérez va ano-- 
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tando las variantes del códice Lucense. Esto es ya una razón poderosa que: 
valora debidamente el mérito e importancia singulares de este códice. De 
entre los muchos códices que Pérez pudo utilizar para su obra (que consta 
agradó mucho en Roma), se inclina decididamente por utilizar el códice Lu- 
cense. Otros, como el Vigilano, que se conserva todav'a en la Biblioteca del 
Monasterio de El Escorial, rico en miniaturas y muy copioso en documentación, 
podía haber utilizado Pérez para su cometido; esto no obstante, se decide re- 
sueltamente por utilizar preferentemente el códice Lucense. 

La memoria de este precioso códice no podía desaparecer con el incendio 
de la Real Biblioteca. Teníamos noticias muy elogiosas de él por Ambrosio 
de Morales, Juan Vázquez del Mármol y García de Loaysa. Era realmente no- 
table entre todos los manuscritos de la Hispana. Esa pérdida se ha podido 
reparar en parte por los estudios de Pérez enviados en su tiempo a Roma. 
nosotros mismos hemos reconocido estos manuscritos y nos hemos servido 
largamente de ellos (cfr. nuestro estudio Ariño: “Colección canónica Hispana, 
estudio de su formación y contenido” [Avila, 1941], p. 48). 

El P. García Goldaraz se ha acercado tembién en nuestros días a dichos 
manuscritos para reconstruir con ellos, en parte, el códice Lucense. Cuando 
tuvimos noticia de que el P. Geldaraz venía preparando esta obra que hoy 
viene a la luz, desistimos forjarnos la ilusión de que pudiera hacerse del códice 
Lucense una reconstrucción cabal y completa. De entre los manuscritos de 
Juan Bautista Pérez no recordábamos ninguno que reprodujera. íntegro el có- 
dice de Lugo, y que pudiera darse hoy a la estampa. El P. Goldaraz ha hecho 
cuanto podía hacerse contando sólo con el texto de Surio y las variantes de 
Pérez. Su trabajo es meritorio. No podía esperarse más de lo que ha hecho, y 
por eso mismo es digno de todo elogio. Como sería igualmente muy dieno de 
elogio—permitasenos la digresión—el investigador que diera a la imprenta 
los trabajos de esta misma índole sobre otros manuscritos que utilizó el P. Mar- 
cos Burriel, hoy cubiertos del polvo del olvido en la Biblioteca Nacional 

La obra del P. Goldaraz que reseñamos consta de tres volúmenes. La parte 
primera del volumen primero viene a ser una grande introducción a todo el 
resto de la obra. Aquí se trata del origen de estos estudios y recoge algunos 
elogios del códice Lucense. Se habla de Juan Bautista Pérez y de sus escritos 
sobre Concilios y de las copias existentes todavía en nuestros tiempos. En esta 
primera parte de su trabajo es donde reconoce sinceramente el P. Goldaraz 
no haber dado con la copia literal integra del códice. Siempre habíamos creído- 
que las aseveraciones de Hervás y Panduro, del P. Risco y del P. Burriel, ha- 
blando de una copia literal del códice Lucense enviada a Roma, debían in- 
terpretarse en un sentido amplio e impropio, refiriéndolas a los solos manus- 
critos Vat., lat., 4887 y 4888, en los que se ofrecen tan sólo las variantes de los 
Concilios españoles y africanos, sirviendo de base la edición de Surio (cfr. Ari- 
ño: l. c., p. 42, n. 70). El P. Goldaraz, después de sus estudios de investigación: 
sobre dichos manuscritos, confirma hoy esta creencia dando por descontado 
que no existe la supuesta copia literal del códice Lucense, o al menos no se ha 
rodido dar con ella todavía. Lo único que consta ciertamente ser copia literal' 
del códice Lucense es el “Excerpta Canonum", el “Index” de todo lo que con— 
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“tenía dicho códice y los Concilios españoles que no figuran en la obra de Surio. 
En la segunda parte de este primer volumen se reproduce el texto del “Ex- 
cerpta”; se enumeran los Concilios griegos y africanos, con unas notas de 
Pérez y, por último, se da el texto de unas cartas decretales, 

El segundo volumen se abre por una enumeración de los Concilios france- 
ses, con notas de Pérez. Sigue a continuación el texto de los Concilios españo- 
“les, tomados de Surio, con notas de mucha erudición de Pérez con las va- 
riantes del Lucense, principalmente. A las notas de Pérez siguen algunas ve- 
‘ces otras de Vázquez del Mármol y del P. García Goldaraz, para una mejor 
inteligencia del texto. Esta serie de Concilios españoles comienza por el de 
Elvira y termina con el Concilio de Mérida. Cosa notable de este manuscrito es 
que después de los Concilios españoles se encuentran las famosas “Sententiae 
‘quae in veteribus exemplaribus non habentur", que sabemos faltan en otros 
muchos manuscritos. : 

Contiene el tercer volumen las obras de Juan Bautista Pérez que sirvieron 
a los correctores del Decreto de Graciano. Reproduce el manuscrito Vat. lat., 
4887. Enumera los Concilios españoles. Reproduce la Carta de Gaspar Quiroga 
al Papa Gregorio XIII “Cum multa”. Viene después una introducción de 
Juan Bautista Pérez, en la que dice que para fijar el texto de los Concilios 
españoles se ha servido preferentemente del códice Lucense; enumera después 
los Concilios que figuran en este códice, así como las Decretales de los RR. PP. 
A continuación debería figurar, siguiendo el orden de este manuscrito, el 
Excerpta Canonum", cuyo texto, como hemos indicado, figura en el volumen 
primero, páginas 171-336. Aquí viene el cotejo del texto de los Concilios españo- 
les; se incluyen unas cartas de León II y Benedicto II y el cotejo de las “Sen- 
tentiae”. 

En la segunda parte de este volumen se reproduce el manuscrito Vat lat., 
4888, que contiene: 1.”, la Carta de Gaspar Quiroga a Gregorio XIII “Grata 
Sanctitati Vestrae fuisse"; 2.5, tina Introducción de Juan Bautista Pérez; 
98. otros Concilios españoles y africanos, cuyo texto impreso coteja con el 
texto manuscrito, sirviéndose como siempre principalmente del códice Lucense 
y algún otro. 

En la tercera y Ultima parte de este volumen, reproduce el llamado por 
el P. Goldaraz “tercer volumen”, que contiene, simplemente: 1.” la Carta del 
Cardenal Quiroga “Cum ad Gratiani"; 2.°, un Prólogo de Juan Bautista Pérez. 
Termina la obra con unos apéndices, donde se da el texto de unos manuscritos 
de las bibliotecas Valliceliana, Corsini y Angélica, de Roma. Este es el contenido 
de la obra que el P. Goldaraz ofrece al público estudioso de los problemas 
de crítica literaria del texto de los Concilios. 

La índole de esta obra exige que las observaciones y reparos que tenemos 
que hacer, hayan de referirse forzosamente a su presentación. Así, por ejem- 
plo, observamos algunas repeticiones innecesarias; pueden verse a este objeto 
las páginas 57, 89 y 143. Preguntamos: ¿Por qué el primero y el segundo yolu- 
men llevan el mismo título y subtítulo, siendo así que el contenido es y tiene 
que ser distinto? No entendemos tampoco por qué el índice general de la obra 
va en el volumen segundo, siendo así que, por lo común, se suele poner en el pri- 
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mero o en el último. Es difícil muchas veces distinguir las notas y observa- 
«ciones de Pérez y del P. Goldaraz, por más que advierta este último que las 
suyas propias van en castellano, y las del sabio Obispo de Segorbe, en latín. 
El aparato crítico pudiera ser mucho más estudiado, contribuyendo con esto 
a una mejor inteligencia del texto y de las notas. 

Las características del códice Lucense de la colección canónica Hispana 
-en su aspecto histórico-crítico, según podemos deducirlas de la obra del P. Gol- 
daraz, son las siguientes: 1. El manuscrito es del siglo IX. 2.» El “Excerpta 
canonum" va dividido en diez libros. 3.” El manuscrito Lucense representa la 
“segunda fase de la colección Hispana, puesto que incluye algunos Concilios que 
faltan en los ejemplares que nos quedan de la primera forma. 4.” Contiene el 
Lucense, como hemos observado en su lugar, las “Sententiae quae in veteri- 
bus exemplaribus non habentur". 5. Carece el Lucense del pequeño Prólogo 
que en algunos manuscritos precede a la segunda parte de la colección o sea, 
a las Cartas Decretales. 

Aparte del servicio que la obra del P. Goldaraz habrá de prestar a no pocos 
«eruditos, creemos firmemente que habrá de tenerse en cuenta necesariamente 
el día que se piense en serio revisar los manuseritos de la colección Hispana 
para su colección crítica. s 
A. ARINO ALAFONT 


LAS FACULTADES DE LOS CAPELLANES 
MILITARES DEL CANADA (*) 


En estos ültimos afios, la Santa Sede ha emprendido, con rapidez y con muchos 
aciertos, la normalización de la Jurisdicción eclesiástica castrense como Instituto 
jurídico. En las páginas de su Organo oficial encontramos con frecuencia Decretos 
erigiendo nuevos Vicariatos castrenses (del año 1950-1956 datan los del Brasil, 
Colombia, Canadá, Francia, Filipinas, Gran Bretaña y España) e Instrucciones 
muy valiosas donde se señala el fundamento jurídico, basado en un criterio común 
para todo el Mundo, sin olvidar las características fijas y determinadas en cada 
nación. 

Como comentario y estudio a esta actividad de la Iglesia, han aparecido varios 
trabajos en la REVISTA DE DERECHO CANÓNICO; sin embargo, hasta ahora no ha 
salido a luz pública un estudio que sintetice la doctrina pontificia y que parangone 
las distintas Jurisdicicones castrenses del Mundo. 

La Universidad Católica de Ottawa nos envía una tesis doctoral, defendida en 
marzo de 1956 por el Rvpo. RoBERTO J. OGLE, presbitero de la Diócesis de Saska- 
tón, que trata solamente de las «Facultades de los Capellanes militares del 
Canadá». 

Al extensísimo Dominio del Canadá se le concedió el Vicariato castrense en 
febrero de 1951, señalando como sede del Vicariato General la ciudad de Ottawa 


©) ROBERT J. Ocun: The Faculties of Canadien Military Chaplains (Ottawa, Uni- 
*ersitas Catholica, 1956), XVII, 260 pp. 
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y pudiendo ser elegido Vicariato General castrense cualquiera de los Ordinarios 
de lugar. Aunque no había salido la «Instructio de Vicariis castrensibus», que 
es la ley fundamental en la Jurisdicción castrense, el Decreto canadiense está 
fundamentado en las normas generales de dicha «Instructio» y por ello el Vica- 
riato responde a la contextura general de los demás Vicariatos del Mundo. 

El P. Oce no estudia en su tesis ni la organización jurídica, ni las actividades 
del Vicariato y de los Capellanes que lo integran, resultando su trabajo de poca” 
utilidad. Se limita al estudio de las facultades, y divide la materia en dos partes: 

Primera parte: De las facultades en general. 

Consta de cinco capítulos: 1. Evolución de la Jurisdicción castrense en el 
Canadá. II. Potestad jurisdiccional del Vicario militar. III. Significado de la 
palabra facultad. IV. Interpretación de las facultades de los Capellanes militares.. 
V. Fuentes jurídicas de las facultades presentes. 

Segunda parte: De las facultades en particular. _ 

A Jo largo de 169 páginas estudia todas las facultades que los Capellanes mi- 
litares disfrutan. Analiza detenidamente 42, poniendo en el encabezamiento de 
cada una un comentario al canon que se dispensa en la facultad o privilegio, 
comentario que en muchas ocasiones resulta pobre y falto de interés, ya que 
repite la doctrina general, que todos conocemos. Al contrario, en el estudio de 
cada facultad, nada nos dice referente al uso que hacen los Capellanes de los 
privilegios concedidos por la Santa Sede y las dificultades con que tropiezan en 
ia vida práctica, cosa que lamentamos de veras. 

Verdaderamente, la Santa Sede se mostró pródiga en conceder a la Jurisdic- 
ción castrense del Canadá privilegios y facultades. Más de uno de ellos quisiéra- 
mos poseerlos en la Jurisdicción castrense española, que, por razones que no son 
del caso, no fué tratada con tanta benignidad. Nos referimos en concreto a la 
facultad 2 de los Capellanes canadienses (p. 18): «Poder binar en días de Semana 
si existe necesidad urgente de consagrar, v. g. para administrar la Sagrada 
Comunión». Esta facultad sería de gran utilidad práctica en nuestros barcos de 
guerra, en donde no podemos tener Reservado por las condiciones especiales del 
navio, y ya se ha dado el caso de necesitar algün marinero el viático en alta 
mar y no pudo administrársele. 

En cambio, esta facultad la tienen varias diócesis de Alemania y en 1948 se 
le concedió a la archidiócesis de París «ocasione matvimoniorum vel funerum ob 
clerici penuriam». También nos agradaría ver en el índice de privilegios de nues- 
tra Jurisdicción la facultad 20 (p. 144) del clero canadiense: «Permitir a los fieles. 
ralizar sus obligaciones de Pascua en cualquier época del afio» y también la fa- 
cultad.29 (p. 182): «Sustituir el Oficio Divino, con causa justificada, por el rezo: 
del Santo Rosario». 

La parte bibliográfica es muy abundante. Como apéndice transcribe el Decreto 
de erección del Vicariato y las distintas facultades če los Capellanes militares. 
A] final está un índice alfabético de mucha utilidad práctica. 

Felicitamos al Rvpo. RoBERT J. OGLE por la aportación que su obra supone 
para un estudio de la Jurisdieción castrense en su patria; pero lamentamos muy 
de veras que su trabajo sea tan restringido y particularista. Nosotros hubiéra- 
mos preferido encontrar en sus páginas el Régimen interno y la organización 
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actual del Vicariato castrense del Canadá, con un comentario imparcial de sus 
defectos y de sus virtudes: de este modo habría logrado el Rvpo. OGLE un trabajo 
original e interesantísimo, pues ha demostrado su capacidad y preparación para 
poder hacerlo. El autor no lo ha hecho: con lo cual no pretendemos sugerir que 
e! libro no responda perfectamente al intento de su autor al escribirlo. 


A. VILLAMAYOR 
Cap. Mayor de la Armada 


PROBLEMAS INTERRITUALES (*) 


En los Estados Unidos de Norteamérica y en el Canadá hay más de un millón 
de católicos orientales y casi tres millones más de orientales disidentes. Estos 
cristianos de diversos ritos orientales se relacionan necesariamente con los cató- 
Jicos en todos los aspectos de la vida, creando así situaciones interrituales de 
varia indole, sobre todo matrimoniales. Por otra parte, los ritos llevan consigo 
jurisdicciones independientes, que son tres en los Estados Unidos de Norteamérica 
y dos en Canadá, lo cual es un nuevo manantial de complicaciones legales. De 
todo ello resulta que el sacerdote católico de estos países necesita una prepara- 
«ción especial en lo referente a los problemas canónicos que plantea la consisten- 
cia de los diversos ritos. 

El autor del libro que presentamos es consultor en la Curia del Exarcado 
Apostólico de rito bizantino de Filadelfia (Pennsylvania) que tiene jurisdicción 
sobre todos los Rutenos procedentes de la parte austríaca del antiguo imperio 
austrohüngaro, los cuales provienen de Ucrania. En el prólogo se nos dice que, 
aparte de su cargo oficial de Filadelfia, el autor es además consultor privado de 
otras cancillerías episcopales y del clero parroquial de todas las regiones norte- 
americanas. 

El libro no tiene ambiciones doctrinales. El autor nos lo dice ingenuamente, 
advirtiéndonos que lo ha escrito mirando solamente a la práctica. El recorrido 
de sus páginas confirma al lector esta restricción que el escritor se ha impuesto. 
No solamente no se extiende en la discusión teórica de los problemas; ni siquiera 
da una bibliografía medianamente suficiente para estudiarlos, limitándose a la 
mención de unos pocos libros elegidos, eso sí, en la mayoría de los casos, con 
singular acierto. por tratarse de lo más importante y selecto. Así, el matrimonio 
condicionado está expuesto en página y media: se citan HERMAN, COUSA y REZAC; 
no, en cambio, DossETTI. La bibliografía integra se encuentra al principio del 
tratado. 

Con este criterio práctico, va examinando el autor los distintos puntos canó- 
nicos que interesan en la práctica pastoral, exponiendo sucintamente la doctrina 
y señalando con claridad y método las diferencias disciplinares entre las Iglesias 


(*) Interritual canon law problems in the United States and Canadá, by Rev. VIC- 
TOR J. PosPISHIL, J. C. D., Sc. Eccl. Orient. L. Canon Law Consultant, Byzantine Rite 
Apostolic Exarchy of Philadelphia. St. Basil’s (Chesapeake City, Maryland, 1955), 
248 pp. 23 cm. 
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latina y oriental. Los libros IV y V del «Codex» quedan fuera del ámbito de su» 
estudio, escrito, como hemos dicho, con un criterio crientado hacia la práctica. 
pastoral. 

En euanto al contenido, el libro comienza por una descripción general de los. 
ritos, dando sucintas noticias históricas y recogiendo la parte esencial de la 
legislación canónica y de las teorías rituales; se refiere en seguida a los proble- 
mas más concretos que interesan en el tratado de clérigos, de tiempos y lugares. 
sagrados, de los sacramentos y sacramentales. Como no podía menos el ma- 
trimonio está estudiado con un cuidado especial y ocupa una gran parte del libro. 
Son de notar los interesantes estudios que el autor ha escrito referentes a la 
consanguidad y afinidad como impedimentos matrimoniales; las diferencias dis- 
ciplinares que en punto a estos impedimentos separan a la Iglesia católica de la 
oriental justifican el trato especial de este tema. El libro se cierra con ocho apén- 
dices de documentos, encabezados por el Motu proprio «Crebrae allatae», que: 
va en traducción inglesa, al igual que los restantes documentos; un bien elabo- 
rado índice alfabético facilita la consulta rápida del libro. 

El libro interesa a todos los canonistas. Lo recomendamos especialmente a los 
pastores de almas que trabajan en lugares donde la diversidad de ritos coexis-- 
tentes en el mismo lugar plantea problemas en la práctica pastoral. 


TACOS 


SOBRE LA QUERELLA DE NULIDAD 
CONTRA LA SENTENCIA (*) 


La presente obra, una tesis doctoral presentada en la Universidad Católica de- 
Wáshington, D. C., trata de la querella de nulidad contra una sentencia mediante 
ia cual no se alega que ésta tiene un defecto sustancial. Tiene dos partes una 
bistórica, dividida en dos capítulos, y la otra canónica, de cinco capítulos, en los 
cuales el autor comenta el Derecho vigente acerca de esta cuestión, especialmente- 
los cánones 1.892 y 1.894. 

Puesto que el desarrollo histórico de la legislación acerca de esta querella de 
nulidad no fué sencillo ni uniforme, y dado que la primera conclusión del autor’ 
es que no se estableció como remedio específico contra una sentencia nula hasta 
el Código, es lógico que en la primera parte, histórica, de su trabajo, se limite 
a exponer las causas de la unidad que dan lugar a dicha acción jurídica. Esta 
primera sección de su libro se divide en dos partes. La primera trata de la legis-- 
“ación anterior al Concilio de Trento, mientras la segunda considera el desarrollo: 
histórico desde el siglo XVI hasta la promulgación del Código, tanto en la práctica 
de la Curia romana como en los principales comentaristas. Esta sección revela' 
la confusión y discrepancia que existió entonces entre la idea de la querella tal 
como la conocemos nosotros hoy día y las fuentes del Derecho romano, como» 


(*) The plaint of Nullity against the Sentence, por WILLIAM THOMAS CURTIN, 


A. B. J. C. L. Una tesis doctoral presentada en la Universidad Católica de Wásh-- 
ington (1956). 
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también las diferencias entre el Derecho civil y eclesiástico. Es la parte breve: 
de la obra, pero quizá la más interesante desde el punto de vista de las fuentes. 
de la doctrina de hoy día. 

La segunda parte—la más extensa—empieza con unas definiciones y nociones 
preliminares. Luego, en sendos capítulos, el autor considera la nulidad insanable 
tal como la propone el canon 1.892, la nulidad sanable expuesta en el canon 1.894 
en sus cuatro párrafos y la función de la querella como excepción y como acción. 
Luego, después de considerar ciertas cuestiones pertinentes al juez de la senten- 
cia y al de la apelación, expone la posición de las partes y del promotor de 
Justicia. Esta parte del trabajo está muy bien hecha; ahora, nos parece que el 

autor hubiera acertado mejor si, al hablar de la proposición de la querella jun- 
tamente con la apelación, hubiera seguido la opinión que dice que ambas deben 
llevarse eL juez superior. Para proceder de esta forma es necesario que existan 
los motivos propios de la apelación, es decir, que la sentencia se considere injusta, 
aunque también en la demanda se impugne como nula. Si el juez de apelación 
determina que la sentencia no es injusta, sino nula, debe remitirla al tribunal 
inferior donde había sido dictada—excepto en el caso de la Rota—, para que éste 
la reforme. Esto lo ha querido decir el autor en su tesis, pero se ha encontrado 
en una confusión de terminología tan grande que no lo ha expuesto tan clara- 
mente como es debido. 

La obra termina con una sección en la cual el autor considera las dos opi- 
niones clásicas acerca de la interpretación de los cánones 1.892 y 1.894, es decir, 
si las causas enumeradas en dichos cánones son taxativas o no lo son. Termina 
con un sumario de las principales conclusiones que deduce el autor de su trabajo. 

¿Qué diremos de esta obra? En conjunto está bien hecho, pero, naturalmente, 
tiene todas las faltas que la misma experiencia nos hace esperar de las obras de 
ióvenes que no han llegado todavía a la madurez de su ciencia. Vemos, por ejem- 
plo, la confusión del lenguaje empleado—muchas veces inserta traducción literal 
de un párrafo o definición sin tener en cuenta su sentido—,.lo cual constituye 
una falta demasiado común hoy día; también se advierte una falta de sencillez 
en la exposición, que nos hace pensar que el autor no ha digerido bien las opi- 
niones y citas de sus fuentes. En fin, un conjunto admirable, pero sin originalidad 
de pensamiento por parte del propio autor, quien se limita muchas veces a seguir 
fielmente las opiniones de sus maestros. 

Al hablar de los religiosos y su posición frente a la querella de nulidad no nos 
dice nada de los institutos seglares, es decir, si un miembro de estas instituciones 
necesita permiso de un superior antes de proceder a esta acción jurídica o no. 
También, al considerar la nulidad sanable e insanable cita las opiniones de I-EGA, 
RoBERTI y NOONE, dejando aparte otras que pueden dar lugar a una conclusión 
más. fundada, quizá, acerca de las razones por que una sentencia puede ser o 
sanable o insanable; es decir, sin darse cuenta de que esta distinción puede ser 
fundada en la mayor o menor gravedad del defecto que produce la nulidad. 

Al considerar las causas de nulidad de la sentencia enumeradas en los cáno- 
nes 1.892 y 1.894, el autor no indica la existencia de otras derivadas de la ley 
natural o del Derecho positivo; por ejemplo, la que se deriva de las disposiciones 
del canon 1.861, párrafo 2. Sin embargo, hace bien en unirse a la opinión de 
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D'ANGELO y otros, según la _cual la querella de nulidad no tiene aplicación en los 
casos de nulidad no mencionados en los cánones 1.892 y, 1.894, sino que el único 
remedio en dichos casos es la restitución «in integrum». Esta opinión—la común 
hoy día— parece mejor fundada que aquella de RoBERTI y otros, puesto que tiene 
en su favor la práctica de la Curia romana, la misma historia del desarrollo de 
la doctrina acerca de la querella de nulidad y también algunas decisiones de 
la Rota. 

El autor concluye lógicamente que en el campo de acción de la querella de 
nulidad se limita a los casos enumerados en los cánones 1.892 y 1.894, mientras 
la restitución «in integrum» tendrá lugar en los otros casos, para reparar los 
daños que siguen en la «res judicata» cuando éstos resultan de la negligencia en 
la aplicación de otras leyes y poperou fuera de las enumeradas en los cá-' 
nones 1.892 y 1.894. 

Digamos, por último, que la presentación de esta obra es buena, formando 
parte de la serie «Canon Law Studies», que edita la Catholic University of Was- 
hington Press. 


Davi» L. GREENSTOCK 
> Vicerrector. 
Colegio de Ingleses. Valladolid 


SOBRE EL CONCEPTO DEL OFICIO 
ECLESIASTICO EN LA EDAD MEDIA (*) 


Por razón de la importancia que tiene en el Derecho el concepto del oficio 
eclesiástico, vamos a dar una reseña, un poco más extensa que de costumbre, de 
esta tesis doctoral, presentada en la Universidad Católica de Washington en 1956. 
El tema es difícil, puesto que no recibió estudio específico en los escritos de los 
canonistas de la Edad Media y también porque los conceptos de beneficio y oficio 
de iure no se distinguieron bien en aquella época, aunque de hecho fuesen dis- 
tintos. 

El autor de este trabajo ha realizado una labor no solamente muy interesan- 
te, sino muy útil, como verán nuestros lectores del resumen que daremos del 
contenido de su obra; luego hablaremos más detenidamente de sus conclusiones 
principales. 

Después de una pequeña introducción estudia los dos conceptos de beneficio 
y jurisdicción en la Edad Media; luego pasa al concepto del oficio tal como lo 
expone el «Decretum Gratiani». Indica—y con razón—que Graciano fundó su 
doctrina sobre una carta de San Isidoro de Sevilla a Leofredo de Córdoba. Puede 
dudarse de la autenticidad de dicha carta, que no aparece en el «Codex Alvel- 
ensis», en El Escorial, aunque sí se encuentra en el «Aemilianensis». 

En el capítulo 3 trata de la doctrina de los comentaristas, con atención espe- 
cial a los conceptos de oficio y jurisdicción en las «Summas» de Paucapalea, Pari- 


(*) The Mediaeval concepto of an Ecclesiastical Office, por DONALD E. HEINTSCHEL 
(Catholie University of Washington Press, 1956). ; 
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siensis, Rufinus y el «Apparatus» de Juan el Teutónico. Termina este capítulo 
‘con secciones acerca de la exención y la autoridad del Obispo, los poderes del 
Arcediano y la legislación penal de aquella época en cuanto que nos dicen algo sobre 
la naturaleza de estos conceptos. Pasa, en el capítulo 4, al estudio del mismo 
concepto en los Decretales de Gregorio IX, dando ejemplos de algunos oficios típi- 
cos en la Edad Media y terminando con el concepto del oficio eclesiástico tal como 
se deduce de la legislación penal de aquellos tiempos. 


Por último, en el capítulo 5, estudia el mismo concepto en los comentaristas 
Bernardo de Parma, la «Commentaria» de Inocencio IV, la «Summa Aurea» y 
«Commentaria» de Enrique de Susa, Obispo de Ostia (Hostiensis). 

Este breve resumen no puede indicar a los lectores la erudición y lógica de 
este trabajo ni tampoco el cuidado del autor de no sacar de sus fuentes conclu- 
siones que no pueden deducirse de ellas. Por eso quisiéramos completar esta re- 
sefia del contenido del libro con otro resumen de los puntos más interesantes de 
Ja doctrina tal como la expone el autor. 


Entre los autores de la Edad Media el empleo del concepto officium se reservó 
para las funciones litürgicas y los poderes ministeriales de los que participaron en 
el poder de orden. En esta época deben notarse dos cosas interesantes. En primer 
lugar hay dos maneras muy distintas de enfocar el beneficiwm, segün se dé más 
mportancia a los honorarios que lo acompafian o al poder espiritual que encierra. 
En general, puede decirse que ya se admitió el principio fundamental «beneficium 
propter officium». También es interesante notar que, desde el punto de vista his- 
tórico, el desarrollo del concepto de beneficio y oficio tal como lo conocemos nos- 
Otros, se debe, no a la ley romana, sino a la germániea, como una rebeldía ecle- 
siastica contra la investidura seglar y sus consecuencias nefastas. 


Quizá el concepto del oficio tuvo un desarrollo lento por razón de la confusión 
que existió en la Edad Media acerca de otro concepto íntimamente ligado a ello 
—el de la jurisdicción—. La noción de lo que era la jurisdicción existió en el 
Derecno romano, pero nunca llegó a ser bien definida y encerrada en un con- 
cepto legal preciso y claro. Algo parecido se nota en el Derecho eclesiástico, y de 
aquí resulta la confusión entre los canonistas en la Edad Media cuando tratan de 
definir o limitar los distintos elementos en la jurisdicción. La legislación con- 
ciliar primitiva reconoció una autoridad gobernante y jurisdiciconal, tanto como 
la capacidad ministerial inherente a ciertos oficios eclesiásticos; sin embargo, no 
fueron los Concilios, sino los canonistas de la Edad Media quienes desarrollaron 
plenamente esta doctrina. 

Siguieron las huellas del Derecho romano, limitando el concepto de la iuris- 
dicción al ejercicio judicial de este poder. Su totalidad se llamaba potestas, auc- 
toritas, lex diocesana, lex jurisdictionis o cura animarum. En este período del 
desarrollo del concepto no llegaron a distinguir claramente entre los poderes ju- 
diciales y ministeriales. 

En la Edad Media el ejercicio normal de la jurisdicción dentro de una diócesis 
se reservó al Obispo o al Arcediano. El análisis de las distintas facetas de los 
poderes de estos oficiales fué instrumental en la integración de la autoridad ju- 
risdiccional como parte del concepto del oficio eclesiástico, 
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A principios del siglo XIII los canonistas llegaron a distinguir claramente’ 
entre el concepto del poder de orden y el poder de jurisdicción; al mismo tiempo» 
distinguieron el triple poder de legislación, de juicio y de coacción como partes. 
integrantes de la jurisdicción. 

Esto se ve de una manera muy clara en la doctrina de Bernardo de Parma 
acerca del poder episcopal. El hecho de tener que definir con más exactitud los 
límites del poder unido a otros oficios, como aquel del Arcediano, dió lugar a 
una definición más concreta del oficio eclesiástico, definición considerada y adop- 
tada como base en la legislación del Código. Este conserva los elementos esen- 
ciales del Derecho anterior, pero extiende la definición del oficio tanto en su 
sentido estricto como en su sentido más amplio. Lo único esencial para el oficio 
en su sentido más amplio es que sea un cargo que se ejerce según las normas de 
la ley para la gloria de Dios y bien de las almas; mientras en su sentido estricto 
incluye la estabilidad objetiva, la colación canónica y la participción en la po- 
testad eclesiástica, sea de orden, sea de jurisdicción. Como se ve, es la jurispru- 
dencia de Graciano. Cada oficio, pues, tiene su finalidad propia y lleva consigo 
obligaciones y poderes específicos. 

Como hemos indicado anteriormente, a este concepto de beneficio iba íntima- 
mente ligado el otro beneficio en la Edad Media—«beneficium datur propter offi- 
cium»—. Ya de hecho (si no de iure) la mayoría de los oficios eclesiásticos de: 
aquella época tuvieron anexos sus honorarios, con la idea de conseguir la libertad 
del clero dentro de la administración feudal vigente. La Iglesia consiguió esta 
libertad mediante esta combinación de oficio con beneficio. Así pasó al Derecho- 
eclesiástico. 

Según esta doctrina, se puede definir así el oficio eclesiástico, tal como la en- 
tendieron los canonistas de la Edad Media: es una comisión sagrada para ejercer- 
in nomina proprio o los poderes ministeriales inherentes a cualquier clase de órde- 
nes recibidas o los poderes de jurisdicción poseídos en virtud del Derecho común, 
de la legítima costumbre o de las dos juntas, tanto como todos los poderes de ad- 
ministración definidos por el Derecho eclesiástico como unidos a dicha comisión. 
Como se ve, no está muy lejos esta definición de la del Código en sus elementos 
esenciales. 

En general, es sumamente loable el trabajo del P. HEINTSCHEL por la claridad 
de su exposición y las cualidades de investigador que revela—cualidades que son: 
de esperar en una obra editada bajo la dirección del Dr. ESTEBAN KUTTNER—. 
El lenguaje es sencillo y claro, sin la confusión que se nota muchas veces en: 
esta clase de trabajos. La presentación es buena, como esperamos ya de la Uni-- 
versidad Católica de Washington. 


DaviD L. GREENSTOCK 


Vicerrector. 
Colegio de Ingleses. Valladolid 
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UNA OBRA SOBRE EL CONSENTIMIENTO 
MATRIMONIAL (*) 


El estudio del Derecho canónico hállase todavía bastante retrasado en varios: 
de sus aspectos. Tales son los referentes a la investigación histórica, a su funda- 
mentación filosófica, al tan interesante del Derecho comparado. Sin embargo, ha. 
legado a un florecimiento exuberante en lo tocante a la exposición exegética y 
didáctica. 

El fenómeno tiene fácil explicación. Quienes profesan el estudio y, sobre todo, 
là enseñanza del Derecho, sienten con frecuencia la necesidad de recoger, seleecio-- 
nar y exponer en forma sistemática el abundante material exegético que va ela- 
borándose en trabajos monográficos, en revistas científicas o en tratados más ex- 
tensos. 

A este género de obras divulgadoras pertenece esta del doctor Mans. 

No es este libro que reseñamos la primera publicación en la que PUIGARNÁU, el’ 
ilustre profesor de la Universidad de Barcelona, nos demuestra su competencia 
científica en las más diversas ramas del Derecho canónico, y, más concretamente, 
del Derecho matrimonial. Obras suyas son, limitándonos solamente a este ültimo,. 
las tituladas «Legislación, Jurisprudencia y formularios sobre el matrimonio ca-- 
nónico», «Derecho matrimonial canónico», y a una faceta del mismo, al matrimo-- 
nio condicionado, dedicó su discurso de recepción en la Academia de Jurispruden-- 
cia y Legislación de Barcelona. 

Como ya insinuamos al principio, no nos encontramos ante un trabajo de in-- 
vestigación histórica, ni es tampoco una sistematización doctrinal nueva que re- 
presente un enfoque o desarrollo original de las cuestiones que se tratan; es sen- 
cillamente una exposición detallada de los trece cánones que el Código de Derecho: 
Canónico dedica al consentimiento matrimonial; pero hecha (y lo hago notar como: 
mérito positivo de la obra) no solamente a través de los más leídos tratadistas de 
la materia, sino principalmente a la luz de la Jurisprudencia de la Sagrada Rota. 
Romana. 

EI autor sigue rigurosamente, uno por uno, el orden de los cánones, lo que juz- 
gamos un acierto. Siguiendo este orden, gana no poco la claridad de la exposición, 
distinguiendo las palabras de la ley, siempre respetables y sagradas, de las expli- 
caciones discutibles de los autores. 

En las cuestiones discutibles no se limita el autor a exponer las diversas opi- 
niones de los tratadistas; con valentía, se define casi siempre por una de ellas, 
haciendo gala de una gran competencia científica, y, sobre todo, cosa más digna. 
de elogio en un seglar, de un profundo acatamiento a la autoridad de la Iglesia. 

Puesto a salvo el valor positivo de la obra del doctor Mans, no faltan reparos: 
que, a fuer de sinceros, no hemos de omitir. 

El autor, en su noble afán de aclarar más y más las cuestiones, repite fre- 
cuentemente los mismos conceptos; esto hace que, para los ya iniciados en esta: 
clase de materias, resulte un tanto cansada y penosa su lectura. 

En la página 36, al buscar la distinción entre el furioso y el mentecato o de- 
mente en el derecho justinianeo, la encuentra el autor en que el primero tiene o 
manifiesta lücidos intervalos, los cuales no se encuentran en el segundo. 


(*) Mans PUIGARNAU, JAIME,M.: El consentimiento matrimonial. Defecto y vicios; 
del mismo como causas de nulidad de las nupcias (Barcelona, 1956), 313 pp. 
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Opinamos que más bien hemos de buscar tal distinción en la manifestación ex- 
terna de la locura. «El furioso—dice BALDO en sus Comentarios al Digesto—tiene | 
su furor patente; el mentecato, latente, esto es, aquel a quien falta la mente y el 
juicio del alma, pero exteriormente no manifiesta ningün furor.» La misma cita 
de BALDO que hace el autor avala esta doctrina. 

En la página 186, hablando incidentalmente del impedimento de rapto, dice el 
autor: «Si el raptor es fiel, la Iglesia, en odio a su delito, es decir, como sanción 
a un acto antijuridico, le prohibe la válida celebración del matrimonio.» 

Creemos sinceramente que ya no puede hablarse del carácter penal de ningu- 
mo de los impedimentos matrimoniales. Estos, como las irregularidades para la 
«orientación, no tienen razón de pena de cuyos caracteres carecen. Así no excusa 
de ellos la ignorancia. Todos los impedimentos se instituyen propter reverentiam 
"sacramenti. 

En el capítulo que el autor dedica al matrimonio condicionado (el mejor de 
"toda la obra), al interpretar el párrafo 1.? del canon 1.092, relativo a las condicio- 

nes necesarias, imposibles y torpes, sed non contra substantiam matrimonii, sigue 

Ja opinión de que la frase «pro non abjecta habeatur» tiene un sentido absoluto, 
4e tal modo que excluye cualquiera presunción. El mismo confiesa que va en 
«contra de la doctrina tradicional. 

No he llegado a comprender los argumentos de esta opinión, que ya había de- 
fendido el profesor GracHí en su obra «Il consenso nel matrimonio canonico» (Mi- 
lán, 1950). 

Si uno de los contrayentes hace depender de hecho su consentimiento de una 
condición, cualquiera que ésta sea, si no se cumple, el matrimonio será nulo por 
«el mismo derecho natural, ya que de hecho no se da consentimiento. Ni puede la 
Iglesia impedir físicamente el que un contrayente determinado aligue su consen- 
‘timiento a una condición, ni puede dar eficacia a ese consentimiento, caso de no 

«cumplirse la misma, pues esto sería tanto como suplir un consentimiento que no 
existe. La Iglesia, ciertamente, puede prohibir, bajo nulidad, el matrimonio con- 
«dicionado, como prohibe, de la misma forma, el matrimonio entre el raptor y la 
raptada; pero no puede dar validez a un matrimonio cuyo consentimiento se ha 
hecho depender de una condición que no se da, ya que tal consentimiento de hecho 
mo existe. 

Otros detalles, como el llamar Decreto al famoso «caput Tametsi», tienen 
menos importancia. 

Esto no obstante, nos encontramos ante una obra que viene a enriquecer la 
serie de comentarios ya existentes sobre esta parte del Derecho matrimonial y, 
sobre todo, a poner en manos de jueces y abogados dedicados a la tramitación de 
las causas matrimoniales, un libro útil, donde encontrarán recopiladas las orien- 
taciones actuales de la Sagrada Rota Romana sobre temas que absorben casi en 

‘su totalidad la actividad de los Tribunales de la Iglesia. 


EupoxIo CASTAÑEDA 
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EFICACIA CIVIL DEL MATRIMONIO 


CONCORDATARIO ITALIANO (*) 


La monografía que intentamos reseñar es una tesis doctoral de la Facultad de 
Derecho Canónico en la Universidad Gregoriana de Roma. Hace la publicación nú- 
mero 84 de «Analecta Gregoriana» de la misma Universidad. 

El artículo 34 del Concordato de 1929, suscrito entre la Santa Sede y el Estado 
italiano, más conocido con el nombre de «Pactos Lateranenses», artículo que re- 
gula el problema matrimonial, ha dado lugar a una copiosisima literatura sobre 
la materia. Un estudio bibliográfico publicado en «Diritto Eclesiastico» (1954, p. 345): 
da cuenta de 1.144 trabajos, de mayor o menor extensión, que se ocupan de los. 
problemas concernientes al matrimonio después del Concordato italiano. 

Y no falta explicación de una tan abundante literatura. E] intento de conciliar 
concepciones opuestas entre sí, como lo son el matrimonio religioso y el civil, y,. 
sobre todo, el querer encerrar todo un sistema conciliatorio de principios antagó- 
nicos en un solo artículo del Concordato, era tanto como hacer un texto legal 
oscuro e insuficiente, y, por lo tanto, una fuente indefinida de discordias doctri- 
nales entre los intérpretes del mismo. 

Esto justifica plenamente la tesis del autor, ya que, en estas condiciones, cabe- 
siempre la posibilidad de un examen más profundo del problema. 

El primer gran acierto del P. BonToLorTI ha sido el de limitar su trabajo a 
una sola, si bien fundamental, de las múltiples cuestiones que suscita el matrimo-- 
nio canónico concordatario italiano: la formación de los efectos civiles del matri- 
monio en dicho régimen concordatario; la investigación de las causas y condicio- 
nes de eficacia que concurren a la producción en concreto de dichos efectos. 

Precisados los límites del problema a tratar, el autor dedica su primer capí-- 
tulo al estudio de las fuentes de que va a servirse en su disertación, concreta-- 
mente el valor del texto concordatario y de las leyes de aplicación del mismo: 
dadas por el Gobierno italiano, tales como la de 27 de mayo de 1929 (que él de- 
signa con el nombre de Ley Matrimonial), sobre todo en el caso hipotético de: 
divergencias entre ambas. 

Este estudio previo es lógico y necesario, y la conclusión a que llega el autor: 
me parece inexpugnable: es el Concordato la fuente primaria a que hemos de re- 
eurrir para entender rectamente la estructura del ordenamiento jurídico hoy vi- 
gente en Italia en materia matrimonial; y como la Iglesia, en sus pactos interna- 
cionales, no puede hacer cencesiones que choquen con los principios fundamenta- 
les de su doctrina, de aquí que, tanto en la interpretación del Concordato como: 
de las leyes de aplicación del mismo, ne podemos prescindir de dichos principios. 
fundamentales. 

Dilucidada esta cuestión previa, entra de lleno el autor en el fondo del pro- 
blema. En una primera parte, negativa, rechaza la doctrina de aquellos autores 
que quieren hacer de la anotación del matrimonio en el registro civil del Estado 
principio y causa de los efectos civiles del matrimonio concordatario. Dedica 
capítulos especiales a los sistemas de D'Avack, de MAGNI y de SCAVO-LOMBARDO,, 


(*) ROBERTO BORTOLOTTI, S. J.: La formazione degli effetti civili del matrimonio. 
nel regime concordatario italiano (Romae, Apud Aedes Universitatis Gregorianae.. 
1956), 191 pp. 
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«autores que trataron la materia de una manera más profunda y sistemática para 
venir a dar también a dicha anotación valor constitutivo, no sólo de la prueba 
del matrimonio celebrado, sino también de los efectos civiles del mismo. 

Desprovista la anotación de todo valor causativo, ¿cuál será su eficacia en 
“relación con tales efectos civiles? Sin reducirla al carácter de simple prueba de 
“una realidad ya jurídicamente completa, como hacen algunos autores, la trans- 
<cripción, para el P. BORTOLOTTI, tiene el valor de una condición para que el ma- 
-trimonio tenga efectos civiles, pero no dando a la palabra condición un sentido 
¿Jurídico propio (y esto es lo original del autor), sino considerando a dicha trans- 
'eripción (precisamente como hecho material de transcripción) como una cualidad 
indicativa y discriminativa; es decir, como requisito que sirve para fijar y esta- 
blecer cuáles en concreto son para el Estado los matrimonios que producen efec- 
“tos civiles y cuáles, por el contrario, los que resultan privados de ellos. Para el 
autor, el Estado italiano no atribuye eficacia y capacidad para producir efectos 
«civiles a todos los matrimonios canónicos, sino solamente a aquellos que de hecho 
han de ser transcritos; podemos, por lo tanto, hacer dos categorías de matrimo- 
nios canónicos ante la ley civil italiana: una, a la que ésta atribuye capacidad 
“para producir efectos civiles, y otra, a la que niega tal capacidad; el elemento que 
discrimina una y otra categoría es el hecho de la transcribilidad. 

No hemos llegado a comprender la teoría del autor. En su noble afán de ne- 
‘gar a la transcripción todo valor constitutivo de los efectos civiles, aplica a ésta 
un concepto de condición que no vemos en que se diferencia de una verdadera 
conditio juris en el sentido propio de la expresión. Porque, en último término, 
matrimonio canónico productor de efectos civiles es aquel que será transcrito, y 
no lo será al que le falte esta condición; es decir, que el Estado italiano aliga y 
subordina la eficacia del matrimonio canónico para producir efectos civiles al 
hecho de su transcribilidad, y entonces, ;qué la falta a la transcripción para 
tener el valor de una verdadera conditio jwris en el sentido propio de la expresión? 

De la negación de todo valor causativo de la transcripción, deduce el autor, 
como una consecuencia, que es el mismo matrimonio canónico el principio origi- 
nante de dichos efectos civiles. Pero surge en seguida otra cuestión: ;de qué 
modo el matrimonio canónico es para el Estado italiano causa de los efectos ci- 
wiles? ¿Cuál es la función, la eficacia productora de dicho matrimonio en rela- 
ción con tales efectos? : 

Después de discutir y rechazar las dos principales teorías que han intentado 
resolver este problema, la teoría llamada del «matrimonio concordatario», y la 
más afortunada, denominada del «rinvio» o «rechiamo», ya que ambas dan al 
Estado una competencia sobre el contrato matrimonial de los católicos incompa- 
tible con los principios fundamentales del Derecho Canónico, llega el autor a la 
siguiente definitiva conclusión: «il matrimonio canonico, o meglio, la celebrazione 
di esso, e per se causa univoca e adeguata del conseguimiento effetivo degli ef- 
fetti civili, in quanto ad essa celebrazione, considerata come fatto giuridico (de 
ningün modo como negocio, es decir, sin tener en consideración la estructura ju- 
ridica que el matrimonio asume en fuerza de los principios dogmáticos y de la 
legislación canónica), lo Stato (italiano), disposizione positiva atribuisce tale effi- 
cacia de produttivitá; disposizione positiva che consegue la sua reale efficacia 


solo mediante la accettazione, uglamente positiva, che di essa ne fa la Chiesa» 
«p. 184). 
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El P. BORTOLOTTI ha sabido estudiar un tema altamente sugestivo, de ampli- 
“simas consecuencias prácticas para su patria, y sobre el que los más prestigiosos 
juristas italianos habían ya proyectado su esfuerzo doctrinal. La monografía está 
‘bier elaborada y trabajada con método de buen jurista. Aunque ha tenido en 
cuenta toda la abundante literatura surgida desde la fecha del Concordato hasta 
el presente, no diremos que ha dicho la última palabra, ya que se seguirá escri- 
biendo sobre el mismo tema. pero su obra habrá de tenerse muy en cuenta en 
“sucesivas publicaciones, por lo que no puede faltar al autor nuestra más sincera 
felicitación. | 

Eupoxio CASTAÑEDA 


ESTUDIOS VISIGOTICOS (*) 


Cinco estudios y dos apéndices se reúnen en este tomo de los «Cuadernos» 
«del Instituto Jurídico Español en Roma. Aquéllos fueron presentados como po- 
mencias en la Tercera Semana Internacional que el «Centro Italiano di Studi 
sull' Alto Medioevo» organizó en Spoleto del 29 de marzo al 15 de abril de 1955 
sobre el tema general «I Goti in Occidente». 

Indudablemente, la primera de las ponencias incluídas en el presente volumen 
es la rnás interesante para los lectores de la «Revista Espafiola de Derecho Ca- 
nónico». Se titula El Cristianismo en la España visigoda, y su autor es José Or- 
landis. En ella recoge el profesor Orlandis, en una síntesis original, todas las 
aportaciones que en el estudio de esta cuestión se han hecho, insistiendo en al- 
gunos aspectos en los que hasta ahora no se había detenido suficientemente la 
atención. 

Describe primeramente la situación religiosa de las provincias españolas en la 
época anterior a las invasiones germánicas, y afirma que el Cristianismo católico 
«era la religión de la gran mayoría de los hispanorromanos. Muestra de la vitali- 
dad del mismo —advierte— es, por ejemplo, la reunión, ya a principios del si- 
glo IV, del Concilio de Ilíberis, o el papel relevante que en toda la Iglesia tuvo 
la figura de Osio de Córdoba. No deja de reconocer la existencia de regiones re- 
fractarias a toda influencia política y espiritual, como Cantabria —situación que 
se mantendrá aún después de las invasiones—,-o regiones como Galicia, donde 
subsisten prácticas idolátricas y supersticiones, y donde se desarrolló, a fines 
del IV, la herejía priscilianista, de larga duración y difícil desarraigo. 

En estas circunstancias llegan los visigodos arrianos. El arrianismo viene aho- 
ra a Occidente, como dice el profesor Orlandis, en el momento en que ha dejado 
de ser un problema teológico y se ha convertido en la herejía nacional de estos 


(*) Estudios Visigóticos I. Prólogo, por Alfonso García Gallo. El Cristianismo en 
la España visigoda, por José Orlandis. El reino visigodo y el particularismo español, 
por Rafael Gibert. El “Edictum Theodorici", por Giulio Vismara. La territorialidad del 
derecho de los visigodos, por Alvaro d'Ors. Apéndices, por A. d'Ors: El capítulo 327 del 
Código de Eurico. Un manuscrito de la Interpretatio: Vat. Reg. Lat. 1050. Cuadernos 
del Instituto Jurídico Español 5. C. S. I. C. Delegación de Roma. Roma-Madrid, 1956. 
XI + 161 pp. 
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pueblos. Con gran claridad sefiala cómo el pueblo godo se vió movido, al adoptar 
esta confesión, más por factores politicos que por los puramente religiosos: como 
un elemento fortalecedor de su personalidad nacional frente al Imperio romano. 
Y de ahí que no pretenda desarrollar, en una primera etapa, una politica sectaria 
y proselitista. Es quizás la parte más interesante de la ponencia aquella en la 
que se desarrolla la idea de que el afán proselitista se desenvuelve al compás de 
los propósitos de unificación, pero siguiendo dos direcciones sucesivas. La prime- 
ra, mantenida por Leovigildo, que trata de lograr la unificación religiosa a base 
de la extensión general del arrianismo. La segunda, seguida a partir de Reca- 
redo, que trata de conseguir la conversión al catolicismo de los arrianos y que 
será la que acabará por triunfar. 

La última parte de la ponencia del profesor Orlandis contiene interesantes da- 
tos acerca de la situación posterior a la conversión al catolicismo, política anti- 
semita de los reyes visigodos —que la considera con un fundamento religioso y 
no racial—, compenetración de la Iglesia y el Estado en la era isidoriana, vita- 
lidad manifestada en la gran actividad conciliar y en sus abundantes frutos, ela- 
boración de una liturgia propia y de un régimen monástico también peculiar, que 
sobrevivirán a la caida de la monarquía y tendrán larga vida en los siglos pos- 
teriores. 

El segundo estudio se titula: El reino visigodo y el particularismo español. 
Su autor, Rafael Gibert, lleva a cabo la tarea de romper definitivamente la tra- 
dicional contraposición de España visigoda-España medieval, basada en el carác- 
ter unitario de la primera frente a la fragmentación territorial de la segunda: 
también existe un particularismo territorial en la época visigoda. Con gran exac- 
titud, el profesor Gibert recoge todos los ejemplos que de este particularismo 
ofrecen las fuentes: las Galias, la Gallecia, Vasconia, la Bética, y por último, las 
cireunscripciones territoriales, al frente de las cuales están los duces; exami- 
nando en cada caso las consecuencias que este fraccionamiento produjo en la 
vida del Estado visigodo. 

El «Edictwm Theodorici» es el título del tercer estudio. En él su autor, Giulio 
Vismara, se muestra partidario de la reciente tesis de P. Rasi, que niega la tra- 
dicional atribución del llamado «Edicto de Teodorico» a Teodorico el Amalo, rey 
de los ostrogodos. Pero lo interesante de su trabajo es que no sólo aporta nuevos. 
elementos para negar esta paternidad, sino que además acomete la difícil tarea 
de encontrar a su verdadero autor, y su investigación le lleva a considerar como 
tal a Teodorico II, rey de los visigodos. Esta tesis de Vismara es de trascendental 
importancia, pues obligaría a plantear de forma nueva gran parte de la Histo- 
ria jurídica visigoda. No obstante, y aunque tiene importantes fundamentos para 
ser defendida, serán necesarios todavía nuevos estudios que traigan a colación 
argumentos más poderosos. | 

En el cuarto estudio se plantea nuevamente el problema de la territorialidad 
de la legislación visigoda. El autor del mismo es Alvaro d'Ors, que ha traído al 
examen de esta cuestión originales soluciones. El título del trabajo es La territo-- 
rialidad del derecho de los visigodos. Es sobradamente conocido el estado actual 
de la investigación en este problema. Las críticas de Merea a los puntos más fun- 
damentales de la argumentación de García Gallo en pro de la territorialidad ha- 
bían colocado a ésta en la necesidad de ser parcialmente revisada. Merea, al par 
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que hacia su crítica, sugería que la tesis de la territorialidad se podría admitir 
si se considerara que el Breviario no derogó al Códigio de Eurico, sino que co- 
existió al lado de él, como fuente subsidiaria, y con la finalidad de evitar los in- 
convenientes derivados de la libre alegación de las fuentes romanas. El profesor 
D'Ors recoge en el presente estudio la indicación del profesor portugués y consi- 
gue, aportando valiosos argumentos, demostrar la efectiva coexistencia del Bre- 
viario con el Código de Eurico y con su revisión leovigildiana. 

Los dos apéndices, insertados al final, son también obra de Alvaro d'Ors. En 
el primero realiza su autor una cuidadosa reconstrucción del capítulo 327 del 
Código de Eurico, que afecta especialmente a la primera parte del mismo, y que 
varía sensiblemente de la hecha por Zeumer. En el segundo sefiala el profesor 
D'Ors que en el Códice misceláneo Reg. Lat. 1050 de la Biblioteca Vaticana se 
contiene la Interpretatio, pero con importantes variaciones respecto a la del 
Breviario. 

JUAN GARCIA GONZALEZ 


Catedrático de la Universidad 
de Valencia 


LA MORAL COMO RELACION (*) 


El presente volumen no intenta ser un «libro de texto» o un «manual» de ética, 
ni un «curso de historia de la filosofía moral»; pues, aunque la investigación his- 
tórico-critica se imponga al autor con frecuencia, la emplea solamente con el fin 
bien determinado de confirmar su doctrina o de distinguir y aclarar sus ideas. 
CICALA opina—con razón—que de un nuevo tratado o de una historia más acerca 
de tal materia no hay necesidad, en vista de los apreciables monumentos de lite-- 
ratura filosófica en este campo, tanto en su patria (Italia) como en el extranjero. 

Confiesa CICALA (p. 273) que su intención es más modesta y hasta más perso- 
nal: Ofrecer una construcción general y especial de la Etica sobre los fundamentos 
metafísicos y gnoseológicos de sus obras filosóficas anteriores. Estas obras son 
numerosas, pues el autor viene escribiendo sobre tales materias desde hace ya 
cuarenta y nueve años: a eso se junta su labor docente universitaria; de modo 
que su erudición es muy vasta. Declara que hace suya la filosofía perenne—pla- 
tónica-aristotélica-tomista—. Tomada ésta en un sentido amplio, es verdad que 
en su marco puede encuadrarse el pensamiento de CICALA. Pero tiene matices 
peculiares, de entre los cuales merecen recordarse estos cuatro: 1? La unidad del 
problema filosófico; o mejor, de los que en filosofía se consideran problemas dis- 
tintos: el metafísico, el gnoseológico y el moral; en el sentido de que—como él 
mismo precisa (p. 574, nota 34)—«separando abstractamente los tres puntos de 
vista ontológico, gnoseológico y ético, se podría decir que, metafísicamente, la per- 
sonalidad humana es el ser (relativo y finito), el Yo, capaz de experiencia sensible, 
de pensamiento, de voluntad y de acción; gnoseológicamente, es pensamiento en 


(*) FRANCESCO BERNARDINO CICALA: JI rapporto morale (Milano, Giuffrè, 1956)... 
620 pp. 
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E : ‘ / 
acto, vulgar, científico y filosófico; éticamente, es conciencia moral de s auto- 
consciencia, de donde la personalidad misma toma la calificación moral de los pro- 
pios actos intelectivos y volitivos. No puede hablarse de uno solo de estos tres 
puntos de vista sin que se susciten los otros dos: y esto se debe a que los tres 
aspectos se funden en uno, en la concreta unidad sintética del problema filosó- 
fico». 2.2 La «unidad sintética del espíritu» humano, es decir, la fusión del pensa- 
miento y de la voluntad, las cuales dos «formas» aparecen distintas sólo en abs- 
tracto, pero se hallan identificadas, o por lo menos fundidas, en todos y cada uno 
de los actos concretos de dicho espíritu. «No hay voluntad sin pensamiento: no 
hay pensamiento sin voluntad: toda actividad espiritual es siempre, necesaria- 
mente, una unidad sintética lógico-ética, teórico-práctica.» (Así, al pie de la le- 
tra, p. 487, nota 304.) De lo cual deduce que el secular problema debatido entre 
los escolásticos acerca de la supremacía del entendimiento sobre la voluntad, o 
viceversa, carece de sentido. 3.2 De acuerdo con ROSMINI, y advirtiendo que no 
cree que esto choque con su ortodoxia, sostiene que «todo pensar es juzgar» y, por 
lo tanto, que «todo concepto es siempre y necesariamente un juicio, aunque pueda 
presentarse en forma intuitiva e implícita» (p. 17). 4.2? Finalmente, y esto es más 
importante, pues constituye «el principio fundamental de todo mi sistema, que he 
suficientemente discutido, por lo menos, si no se me quiere conceder que lo he 
completamente demostrado», defiende que toda idea, todo concepto, no puede ser 
nás que síntesis de relaciones puestas por el pensamiento al categorizar el mate- 
rial que le ofrece la experiencia sensible» (p. 18): esto es debido a que «la rela- 
«ción en sí, como forma de la actividad del pensamiento, es precisamente la única 
categoría, rechazando, por consiguiente, la vieja y poco segura pluralidad de las 
categorías» (p. 16). 


Apoyado en estas bases, desarrolla ampliamente la doctrina del fundamento 
de la moralidad desde el ángulo visual de lo que él denomina con el título del 
libro: «La relación moral»; es decir, «una relación entre el sujeto y la ley mo- 
ral». La exposición es clara, serena y respetuosa con las doctrinas contrarias, a 
exponer y confutar las cuales dedica frecuentes digresiones y hasta un capítulo 
entero (pp. 273-523), tan amplio que podía haber formado volumen aparte. 


Asegura el autor que el plan de trabajo que se ha propuesto—modesto y per- 
sonal—le consiente una gran libertad en la selección de los materiales y en el des- 
arrollo del tema según sus gustos personales y sus propósitos, de modo que su la- 
bor «resterà sotto ogni aspetto insindacabile da parte di chiunque, all'infuori 
dell'autore medesimo» (p. 273). No lo juzgaremos, pues. Pero si nos será permi- 
tido recordar que CICALA adolece de dos achaques o tendencias comunes también a 
otros investigadores italianos—filósofos y juristas—de la primera mitad del siglo 
presente: Primera, tomar como punto de parangón a los idealistas alemanes Fich- 
te, Schelling, Hegel, Schopenhauer, sobre todo al tan traído y llevado Kant, sin 
omitir a una porción de contemporáneos y a algunos compatriotas suyos secuaces 
más o menos fieles del idealismo a la alemana, ya sea para seguirlos, ya para re- 
futarlos. La importancia concedida a estos filósofos y la atención preferente de- 
dicada a sus doctrinas es tal que, sin quererlo, viene a las mentes del lector la 
justa sentencia de Santo Tomás a este propósito: «Studium philosophiae non est 
ad hoc quod sciatur quid homines senserint, sed qualiter se habeat veritas rerum» 
(De caelo et mundo, 1. I, lect. 22. Ed. leonina, t. 3, p. 91 a). Segunda peculiaridad: 
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acumular notas y más notas a cada paso. En el volumen que resefiamos ocupan 
“mucho más espacio que el texto. Hay que reconocer que en ellas vierte CICALA el 
«copioso raudal de su erudición histórico-filosófica, muy digna de encomio; pero 
faltaríamos a la sinceridad crítica si dejáramos de notar que muchas son inütiles 
y que con là supresión de algunas acaso resultaría mejorado el libro. 

La erudición alabada se refiere a la filosofía italiana y a la germánica: menos 
a la de las demás naciones. En cuanto a la española, el caso es curioso. Sabido es 
que en el cultivo de esta parcela del campo científico se han distinguido nuestros 
investigadores quizá más que en ninguna otra, desde los «magni hispani» yusna- 
turalistas del siglo XVI hasta los de nuestros días. En un reciente libro de texto 
(ENRIQUE LuNo PEÑA: Derecho Natural [Barcelona, 1947], pp. 489-506) se con- 
'signan los nombres y las obras de más de ciento cincuenta autores de lengua cas- 
tellana. Pues bien, CICALA no cita ni siquiera una sola vez a uno solo de ellos: lo 
cual no deja de ser chocante en un volumen a lo largo del cual se traen a cola- 
ción más de trescientos ochenta escritores de todas clases, y en el que el autor 
reprende «la nessuna notizia diretta del pensiero dei nostri filosofi, quali il Gal- 
luppi e il Rosmini, ignoranza che noi deploriamo nella massima parte dei filosofi 
stranieri dei nostri giorni» (p. 604, nota 117). Según esto, ¿no podríamos los es- 
pañoles deplorar esta ignorancia de CICALA, y tanto más cuanto es más erudito? 


P. PELAYO DE ZAMAYON, O. F. M. Cap. 


EL INJERTO BIOLOGICO ANTE EL DERECHO CANONICO (*) 


Muy de moda está el estudio, interesante de veras, del trasplante de órganos, 
y se debe, en gran parte, al avance maravilloso de la Cirugía y Medicina, que 
‘han de presentar muy pronto problemas de esta naturaleza. ¿Es esto lícito? 
¿Puede uno ceder un riñón, v. gr, a quien se muere sin remedio por tener los 
-dos dañados, y seguir viviendo los dos, como viven tantos, con uno solo cada uno? 

Así expuesto, parece el problema sencillo, a primera vista; sin embargo, las 
dificultades son grandes, y hoy priva la opinión contraria. 

Nuestro autor sostiene decididamente la licitud, y divide su estudio en dos ca- 
pítulos y un apéndice. Estudia en el primero la licitud moral de los trasplantes, 
considerando la naturaleza de la mutilación en los Santos Padres, en Santo To- 
más y autores posteriores; dedica un amplio apartado a la occisión indirecta de 
sí mismo, sacando de todo esto sus conclusiones en el ültimo apartado. 

El segundo le consagra a la licitud jurídica de tales trasplantes, estudiando 
primero la concepción jurídico-canónica de la automutilación en los cánones con- 
ciliares y en los documentos pontificios; luego en el Decreto y Decretales examina 
la fórmula «nadie es dueño de sus miembros», y se explaya luego en consideracio- 
nes de la criminalidad y del elemento subjetivo, necesario en todo delito, para 
terminar con sus conclusiones. En el apéndice lo estudia en el Código Italiano. 


(*) ANNA RAVA: Y trapianti di organi da individuo a individuo nel Diritto ca- 
Aonico (Milano, 1956). 25 x 18, 125 pp. 800 liras. 
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Nos resulta, a la verdad, simpática su postura, pues también nosotros hemos 
roto nuestra lanza en el torneo, con postura parecida a la suya, aunque no tan 
decidida, ni mucho menos; sin embargo, está muy lejos de convencernos su estu- 
dio: creemos que sobra algo y que falta no poco. 

Creemos que sobra algo. No sé ciertamente a qué viene tanto insistir en el 
parecer de la Patrística, para sacar como consecuencia lo que está en la mente de 
todos y que nada nos sirve: que se puede cortar el «membrum putridum» para 
salvar la vida propia. 

Tampoco nos sirve gran cosa el estudio amplio del principio, tal como lo en- 
tendía el Derecho romano, de que el hombre «non est dominus membrorum Suo- 
rum», porque los miembros son algo «extra commercium». Cierto que este princi- 
pio pasó al Derecho canónico y a nuestros clásicos, pero con razón de ser com- 
pletamente distinta, y el fundamento y amplitud de esta nueva razón de ser es lo 
que nos interesa estudiar aqui. y 

No creo que se pueda, en manera alguna, coger el concepto de mutilación tal 
como se deduce de la glosa y la doctrina en general, porque ha cambiado por 
completo la realidad a que se aplica, y por ser algo que ni soñaron ni pudieron 
soñar los escritores de aquellos tiempos, el problema que ahora se nos presenta. 

Claro que si aceptamos como concepto de mutilación el que aparece en la pá- 
gina 80: «possiamo dire che (la mutilación de sí mismo) consiste nella violazione 
di un divieto mediante l'extrinsecarsi de una perversa voluntas generativa di pre- 
sunzione di pericolosità dell'agente», ni siquiera hay mutilación en el problema 
que estudiamos, porque no sólo falta la perversa. voluntas, sino que la voluntad no 
puede ser mejor, y lejos de ser peligroso el agente, denota sentimientos inmejo- 
rables. | 

No creo, pues, que el enfoque sea lo más acertado. Sin duda que hay que es- 
tudiar lo que han dicho sobre la mutilación los juristas y moralistas antiguos; 
pero ha de ser para calar en lo hondo de su sentir y ver qué hubieran dicho ante 
los problemas modernos, conservando su valor los principios inmutables. Se debe 
estudiar, con más asiento y profundidad, la trascendencia de la distinción entre 
acción directa e indirecta; la supuesta moralidad intrínseca objetiva de la muti- 
lación. Se debe examinar muy despacio (v falta en absoluto en esta obra) el con- 
cepto de «administrador», pues es la razón suprema que dan los clásicos y la ha 
repetido el Sumo Pontífice, al decir que el hombre no es dueño, sino administra- 
dor de sus miembros: quizás en ese estudio esté la solución; pues, como dice 
TAMBURINI, tan citado por el autor, «debió Dios, por justas causas, no negar al 
hombre cierta libertad de disposición, ya que es administrador absoluto de su 
vida». También un estudio más profundo de los clásicos, máxime de Luco y Mo- 
LINA, puede abrir amplios horizontes. 


Hay, por otra parte, afirmaciones por las que difícilmente se puede pasar, y no 
creo que haya filósofo ni teólogo que las suscriba, 

«Por lo cual—dice en la página 45—creemos que se puede formular el prin- 
cipio general, segün el cual siempre que «un fine lecito possa essere conseguito. 
soltanto attraverso il compimento di un atto di per se illecito, l'imposibilità di 
scelta del mezzo per il conseguimento appunto di detto fine, coesistendo gli altri 
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elementi indicati: giusta causa ed assenza di intentio illecita, rende lecito l'atto 
stesso». 

¿Quién puede admitir este principio, máxime entendiendo por causa justa 
«assenza di volunta perversa»? (p. 101). 

Y este subjetivismo, santificador de todo, se repite con no poca frecuen- 
cia, v. gr. en la página 102, cuando dice que la relación de causalidad entre el 
acto y el resultado no tiene importancia alguna: lo que cuenta, aun en la occi- 
sión indirecta de sí mismo, «é lintenzione con la quale l'atto si complie»; o en la 
misma página, al decir que el acto, tanto en la occisión directa como en la indi- 
recta, no requiere para ser lícito más que «tanto nell’uno come nell'altro caso 
lelemento della, giusta causa e quindi dell'assenza de dolo», y en la página 45: 
la causalidad directa e indirecta «non puó in alcun modo influire sulle argomen- - 
tazioni fatte, una volta che si sia dichiarato che la liceità di un atto esistendo 
giusta causa, risiede nell'assenza di intentio illecita». 

No quiero entrar en este estudio del dolo, para el que parece requerir, a lo 
FERRI, una malicia especial, que se diría la requiere también para que haya pe- 
cado «la malizia necessaria per peccare» (p. 46)... ¿No basta la voluntariedad 
consciente? 

No se crea, por todos estos reparos, que no apreciamos la obra del preclaro 
autor. Es, sin duda, un estudio profundo, de primera mano, en la Patristica, en el 
Derecho romano, en el Decreto de Graciano, Decretales. Estudio digno de admi- 
ración y aplauso; pero que se nos antoja (quizás nos equivoquemos) algo descen- 
trado y con tendencia subjetivista que no la creemos muy ortodoxa. 


J. PEREDA, S. A. 


EL INGRESO DE UN MENOR EN 
COMUNIDAD RELIGIOSA (?) 


En el presente estudio, su autor se propuso exponer el alcance del artículo 275 
del Código Civil Argentino, según el cual no pueden los hijos entrar en comuni- 
dades religiosas sin licencia o autorización de sus padres. 

A tal efecto examina los puntos siguientes: I. El estado religioso en el orde- 
namiento civil (argentino).—II. El ingreso en comunidad religiosa, objeto de la 
ley.—III. Los hijos menores, sujetos de la ley.—IV. La autorización de los padres, 
condición exigida—V. Sanción—VI. Consecuencias derivantes del ingreso. 

El propósito del joven mercedario tiende primariamente a explicar el precepto 
legal civil que regula el ingreso de un menor en comunidad religiosa; secunda- 
riamente, en cuanto sirve para completar el sentido de la legislación secundaria, 
o para evidenciarlo por contraste, expone los cánones del Codex referentes al in- 
greso en religión. Y lo hace con verdadero dominio de la materia en ambos as- 
pectos 


(*) FRAY RAMÓN IRIBARNE, O. de M.: Derecho Civil de los Religiosos (Cuaderno 


primero). El ingreso de un menor en comunidad religiosa (art. 275 del Código Civil 
Argentino). 31 pp. Ediciones Paulinas (Córdoba, 1955). 
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No hay duda que este opúsculo puede prestar buenos servicios, especialmente- 
a los paisanos del autor. 


FR. S. ALONSO, O. P. . 


LAS CASAS DE APOSTOLADO DE LAS 
RELIGIOSAS (*) 


Trátase de una tesis doctoral presentada en la Facultad de Derecho Canónico- 
del Pontificio Ateneo Antoniano de Roma. 

En ella se exponen las materias relacionadas con la erección, cambios, swpre- 
sión y traslación de tales casas; el derecho del Ordinario local a visitarlas; lo con- 
cerniente a los bienes temporales de las mismas por lo que atañe a su administra- 
ción y enajenación, y a las piadosas voluntades de los fieles en favor de dichas 
Casas. 

Todos estos puntos se desarrollan en el breve espacio de 95 páginas con letra 
gruesa, lineas espaciadas y, por añadidura, repitiendo a veces algunas cosas. 

Después de estas indicaciones no será preciso añadir que nadie debe esperar- 
encontrarse con una de esas disertaciones que forman época y dejan marcadas 
huellas profundas en el campo de la ciencia. 

Lo que sí se encuentra, y muy de buen grado lo hacemos constar, es una ex- 
posición clara y metódica de los asuntos estudiados. 

Su autor tiene, además, el mérito de haber escogido un tema sobre el cual 
no se había publicado aún—que sepamos—ninguna monografía. 


FR. S. ALONSO; OF 


EL TUTOR DEL ENFERMO MENTAL EN LOS 
TRIBUNALES ECLESIASTICOS (**) 


La Universidad Católica de América viene publicando, desde hace varios años, . 
una colección de tesis doctorales que parecen fabricadas en serie, pero que “ofrecen 
el mérito singular de desarrollar temas de tipo doctrinal y práctico, abandonando, 
casi por completo, las de índole histórica a las que tan aficionados han sido los 
alumnos de nuestras Universidades. Por este camino, Norteamérica habrá conse- 
guido, dentro de unos años, en algunos centenares de estudios, un comentario 
amplísimo de todo el Código de Derecho Canónico, que ya quisiéramos en lengua 
castellana. 


(*) P. BEDA AN, O. F..M.: De aedibus apostolatus Sororum, XI 4 95 pp. en 4? 
(Romae, 1956). 


(ex) Guardians of Mentally Ill in Eclesiastical Trials. A canonical commentary 
with historical notes, by the REVEREND GENARO J. SESTO. The Catholic University- 
of America Press (Washington, D. C., 1956, X). 176 pp. 
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En la que resefiamos, el sacerdote reverendo GENNARO J. SESTO, expone el 
punto concreto y limitado, del «tutor del enfermo mental ante los Tribunales ecle- 
siásticos». 

El autor ha tratado el tema en siete capítulos. El primero es el desarrollo his-- 
tórico de la tutela y curatela del enajenado mental en la legislación romana y 
canónica hasta la publicación del Código. En esta parte histórica, el P. SESTO 
apenas hace referencia a la doctrina y esto es un vacío que se echa de ver en 
la tesis. Autores como ALEJANDRO DE IMOLA, en sus Consilia; SocrNo, en su De- 
libelli oblatione; PROSPERO FARINACIO, en sus Fragmentorum criminalium..., MANSI, 
en sus Consultationum..., por citar solamente algunos, ofrecen detalles interesan- 
tes sobre el tema, de solo interés histórico en la actualidad, pero que no debie-- 
ran faltar en una monografía de esta índole. 


En el capitulo 2?, hace el autor unas breves consideraciones sobre la enferme- 
dad mental, para sentar el principio general de la incapacidad procesal de las 
dos clases de enfermos mentales que el Código considera en los cánones 1.648 
y 1.650, en relación con la tutela: los usu rationis. destituti y los minus firmae 
mentis. 

Dos indicaciones hacemos sobre este capítulo: 

1. Creo no debe acentuarse demasiado la afirmación que hace el autor en 
la página 35 (y la recoge en una de sus conclusiones) de que el conocimiento de 
la naturaleza de las diversas especies de enajenación mental, esencial para el 
psiquiatra, sólo ofrece un papel secundario para el jurista. Ciertamente que dicho 
conocimiento incumbe especialmente al psiquiatra, pero no deja de ser necesario 
para el jurista en general, y más especialmente para el juez, si este quiere obrar 
con conocimiento de causa y no verse obligado a echarse por completo en brazos 
del perito. He aquí mis razones: 

a) Porque cada tipo de enfermedad mental tiene sus signos característicos; 
es más, los mismos hechos no tienen la misma significación en las diversas en- 
fermedades; el hecho de que, v. gr., un epiléptico psíquico, que tiene accesos de 
furor y dipsomanía, ande una vez desnudo por las calles, no sería signo suficiente 
para concluir el defecto de capacidad mental para el matrimonio celebrado por el 
mismo en tiempo posterior; en cambio, tal hecho tendría mucha importancia en 
una esquizofrenia, pues ya revelaría una enfermedad en plena evolución. 

b) Porque para determinar el grado de enajenación mental de un individuo, 
máxima aspiración del juez, es de suma importancia, sobre todo en diagnósticos 
retrospectivos, conocer la evolución ordinaria de la enfermedad, y ésta no es 
la misma en las diversas especies de locura. 

c) Porque aquí entran de lleno los problemas de la locura parcial y de los 
lücidos intervalos, propios solamente de ciertos tipos de enfermedades. 

d) Porque, en ültima instancia, es al juez y no al psiquíatra a quien corres- 
ponde decir la última palabra sobre la capacidad o incapacidad de cada enfermo 
mental determinado, pero con la obligación de especificar, en cada caso concreto, 
las razones que le han podido mover a apartarse del voto pericial. 

2. Hablando de la locura parcial, dice el autor, en la página 38, «que la teo- 
ría definida por SÁNcHEZ favorable a la existencia de la misma, es todavía aceptada. 
por la jurisprudencia rotal». 
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Hago la aclaración de que esta aceptación no es uniforme, al menos en materia 
matrimonial, «puesto que—razona una sentencia—muchos médicos modernos dicen 
que nunca puede constar con certeza de la plena deliberación de tales dementes 
y que, por lo tanto, mucho se ha de dudar de su capacidad para celebrar un con- 
trato válido». «Sentencia—afiade otra posterior—a la que parece hay que adhe- 
rirse, principalmente atendidas la naturaleza peculiar y la gravedad del contrato 
matrimonial.» (S. R. R., 24 abr. 1931; v. 23, d. 19, n. 4, 10 ag. 1943; v. 35, d. 67, n. 5.) 


En el capítulo 3? trata el autor de las cualidades requeridas por el Derecho 
para el ejercicio de la tutela y curatela. 


Así como la ley romana excluía explícitamente del oficio de tutor y curador a 
ciertas personas, el Código de Derecho Canónico no hace especial mención de 
cualidades especiales exigidas a los tutores en el fuero eclesiástico. Sin embargo, 
infiere el autor la necesidad de ciertas cualidades en el que haya de ser elegido 
para este cargo y que él deduce de la naturaleza y función del mismo en el pro- 
-ceso judicial. 

El nombramiento de tutor es el tema del capítulo 4?. El autor lo estudia en 
el Derecho romano, en las legislaciones posteriores y, por ültimo, en el Código 
de Derecho Canónico. Es un estudio detallado del párrafo 2? del canon 1.651, 
insistiendo el P. SEsTO en la cuestión tan debatida sobre la necesidad o no de 
un proceso judicial para declarar la incapacidad de una persona y su sumisión a 
tutela. No se limita el autor a recoger las diversas sentencias, sino que, con lógica 
y conocimiento del problema, expresa y defiende sus puntos de vista sobre el 
particular. 

¿Quién es la autoridad competente para nombrar tutor y curador? En un 
estudio de los cánones 1.648 y 1.651 examina el autor, en el capítulo 5?, los tres 
casos distintos de nombramiento de tutor: a) tutor nombrado por la autoridad 
eclesiástica; b) tutor nombrado por la autoridad civil, pero confirmado por el 
Ordinario, y c) tutor nombrado por el juez y llamado tutor ad litem. 


Nos parece inütil la discusión que entabla el autor sobre si el consentimiento 
del Ordinario propio que exige el canon 1.651 para el tutor elegido por la autoridad 
civil pueda actuar, como tal, en el Tribunal eclesiástico, se requiere para la vali- 
dez o solamente para la licitud. Aparte de que todos los autores que he consultado 
lo exigen para lo primero, el caso está claro en el canon 1.892, 3?, segün el cual 
«la sentencia adolece de vicio de nulidad cuando «quis nomine alterius agit sine 
legítimo mandato». 

En el capitulo 6° estudia el autor las tres cualidades que una persona ha de 
poseer para gozar de plena capacidad procesal: capacitas juridica, legitimatio ad 
causam y legitimatio ad, procesum. Es lo que encierra la expresión persona standi 


in juditio. El enfermo mental puede poseer las dos primeras; en la tercera, es 
suplido por el tutor. 


Este estudio era necesario. El canon 1.892 establece que la sentencia adolece 
de vicio de nulidad cuando «ha sido dada entre partes, de las que una al menos 
carece de personalidad para comparecer en juicio», y cuando «alguno ha obrado 
en nombre de otro sin legítimo mandato». Ambos casos de nulidad pueden darse 


en los Tribunales, cuando un tutor reclama o defiende un derecho del enfermo 
mental. 
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El último capítulo le dedica el autor a estudiar los derechos y obligaciones del 
tutor en los diversos períodos del juicio, así como en la aplicación de los remedios 
ordinarios y extraordinarios contra la sentencia. El autor se limita a un ligero 
comentario de aquellos cánones del Código que, en dichos diversos estadios, hacen 
referencia al tutor. 

Al final del libro, el doctor SEsTO nos da, en catorce conclusiones, un resumen 
cefiidisimo de las ideas madres de su estudio, y, a continuación, un elenco biblio- 
gráfico selecto. 

La monografía es digna de loa. Cierto que apenas encontrará en ella el lector 
algo que no pueda ver en otros trabajos publicados, pero en ninguno de estos 
hallará resumido tan por extenso y con tan selecta y abundante bibliografía, 
cuanto se refiere a dicha materia. Nuestra enhorabuena, pues, al nuevo Doctor. 


Eupoxi0 CASTAÑEDA. 


LIBROS RECIBIDOS 


PEDRO CABA: Ontología general de la. Antroposofía. La presencia como fundamento 
de la Ontología. 


Introducción. Presencia y sentido. Ontología de la presencia. El ser y el «hay» 
ante el existir del hombre. Esencia, especie, individuo y persona. La metafísica del 
espacio. Tiempo, totalidad v existencia. La historicidad. Interpretación de la His- 
toria. Las generaciones históricas y la Historia. (Madrid. Tipografía Flo-Rez. 1956.) 
'(20 págs. 22 cms. 

Es una obra de filosofía original que abre nuevas cuestiones y plantea proble- 
mas nuevos a la Filosofía. Este volumen es el primero de una serie que lleva el 
titulo general de «La Filosofía vuelve al hombre», en cuyo título funda el autor 
lo que llama «Antroposofía», o filosofía que se apoya en el saber del hombre. Es 
un libro que traerá amplias discusiones. 


José María GONZÁLEZ Ruiz: San Pablo. Cartas de la cautividad. Traducción y co- 
mentario. Iglesia Nacional Espafiola (Roma, 1956). 454 pp., 20 cms. 


Es el primer volumen que ha aparecido de «Christus Hodie», que será un co- 
mentario al Nuevo Testamento, bajo los auspicios del Instituto Español de Estu- 
dios Eclesiásticos de Roma y del Instituto Suárez, del Consejo Superior de Inves- 
tigaciones Científicas. Colaboran en este comentario: Serafín de Ausejo, Eduardo 
Bosch, Isidro Gomá Civit, José María González Ruiz, Andrés Ibáñez Arana, An- 
tonio Lamadrid, Salvador Muñoz Iglesias, Peblo Termes Ros, José Angel Ubieta 
y Vicente Vilar Hueso. El presente volumen contiene una introducción, traducción 
y comentario de las Epístolas a los filipenses, colosenses, efesios y Filemón. Con- 
tiene, además, cuatro «Excursus» sobre temas particulares y una síntesis ideoló- 
gica de 70 páginas de la Doctrina de San Pablo en las Epístolas citadas. Termina 


con un índice de autores y otro de citas bíblicas. 
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"Isipono MARTÍN: La Educación en el Concordato Español de 1953. 


Páginas de la Revista de Educación, núm. 22. 39 págs., 21 cms. I. Principios 
que inspiran el Concordato en materia educativa. II. Inspiración católica de toda 
clase de enseñanza y educación. III. Obligatoriedad de la instrucción religiosa. 
católica. IV. Reconocimiento del Derecho docente de la Iglesia. V. Colaboración 
de la Iglesia y del Estado en materia docente y educativa. VI. Juicio sobre las 
disposiciones del Concordato en materia de educación. 


Homiliario dogmático. Los dogmas a la luz del Evangelio, por Mons. José ANcCRI- 
SANI, Obispo de Casale, Monferrato. Publicada bajo la dirección de Mons. CI- 
PRIANO MONTSERRAT, Canónigo, Prelado Doméstico de S. S. 


Un volumen de 19 por 12 cms., de 208 págs. En rústica, 35 pesetas; en tela, 
50 pesetas. Eugenio Subirana, S. A. Editorial Pontificia. Puertaferrisa, 14 (Barce- 
lona, 1957). 

Constituye este tomo el volumen XXXI de la «Biblioteca del Orador Sagrado». 
Contiene 66 homilías de contenido dogmático para todo el año litúrgico. 


In matutinis meditabor in te. Meditaciones para sacerdotes sobre las lecciones 
escriturísticas diarias del Breviario, por Mons. José ANGRISANI, Obispo de Ca- 
sale, Monferrato. Vol. I: Pars Hiemalis. 


Un tomo de 560 páginas de 16 por 10 cms., 60 pesetas en rústica y 75 en tela. 
Editorial Eugenio Subirana, Puertaferrisa, 14 (Barcelona). 

En la carta de agradecimiento dirigida al autor por Mons. Montini en nombre 
del Padre Santo leemos: «Es un trabajo que, con su novedad y por la forma de 
desarrollar con firmeza y sólida doctrina la palabra de Dios, honra a quien lo ha 
realizado y será de gran provecho para los sacerdotes que usen de él.» 


Hans THIEME: Die Ehescheidung Heinrichs VIII, als europüischer Rechtsfall. Se- 
parata de «Syntagma Friburgense». Jan Torbecke Verlag Lindau und Konstanz. 
21 páginas. 


Contiene un estudio histórico del divorcio de Enrique VIII y de su influencia 
en el Derecho. 
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NUEVAS REVISTAS 


Ius SERAPHICUM. Commentarii Iuris Franciscani Excolendi. 


El Colegio Internacional Romano de San Lorenzo de Brindis (Via Sicilia, 159; 
Roma (346), Italia) ha comenzado a editar esta revista, que, como indica su título, 
cultivará los aspectos jurídicos relacionados con la Orden franciscana. El progra- 
ma que se proponen desarrollar se cifra en los siguientes puntos: Actos de la San- 
ta Sede, Actos de los Capítulos y de los Superiores Generales que tienen interés 
general para los Institutos franciscanos; jurisprudencia de la Curia romana y de: 
las Curias generalicias; estudios franciscanos de asunto moral o jurídico; estudios: 
canónicos de cualquier índole debidos a plumas franciscanas y también asuntos: 
juridico-civiles interesantes para los Institutos franciscanos; consultas y respues- 
tas, biblicerafía general, bibliografía franciscana, comunicaciones y crónica. Apa- 
rece trimestralmente. El número primero que nos ha sido enviado se publica como» 
primer fascículo del año 1955. Agradecemos a la Dirección de la revista el ejem- 
plar que nos ha enviado y deseamos a la nueva publicación una vida próspera, ha-- 
ciendo votos por que los ilustres juristas que la dirigen logren los altos: fines que- 
se han propuesto. 
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“Tomás GARCÍA BARBERENA (Catedrático en la Facultad de Derecho Canónico de 
Salamanca): La suspensión «ex informata, conscientia». Páginas 507 a 533. 


SUMARIO: 


I. Preámbulo: a) Las objeciones contra el procedimiento de penar en «ex 
informata conscientia». b) Aspecto histórico. c) Aspecto de Derecho comparado. 

II. Personajes del proceso: a) El Ordinario. b) El clérigo sometido a proce- 
dimiento. c) El Notario. 

III. EI objeto del proceso: a) La pena. b) El delito. 

IV. El procedimiento: 

a) Es un procedimiento excepcional. 

b) Las investigaciones: 1) Pruebas requeridas. 2) Objeto de las investigacio- 
nes. 3) Autor de las mismas. 4) Modo de practicarlas. 

c) La audiencia del inculpado. 

d) El decreto de suspensión. 

V. Los recursos. 


ANTONIO CILLÁN APALATEGUI (Abogado). JUAN OcA PASTOR (Juez Municipal de 
San Sebastián): Matrimonio y Registro Civil. Páginas 535 a 552. 


SUMARIO: 


I. Carácter del requisito de forma válida en el matrimonio. 
II. La forma en el matrimonio civil. 
III. Efectos naturales y civiles del matrimonio. 
IV. El matrimonio y el Registro Civil. 
V. Discordancia entre el Registro y la realidad jurídica. 
VI. La doble inscripción contradictoria de matrimonio y el delito de bigamia. 


Morsts GancíA TonRRES (Provisor en la Curia Diocesana de Madrid): Materia w 
objeto próximo y remoto del juicio criminal. Páginas 533 a 564. 


SUMARIO: 


Preámbulo. 

Notas históricas. 

El Código Procesal eclesiástico. 

El juicio criminal. 

Objeto del juicio criminal. 

¿Objeto inmediato y mediato. 

El delito objeto del juicio criminal. 

Delitos mixtos. 

Delitos que no son objeto del juicio criminal. 
Remedios penales. 
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LEÓN DEL AMO (Auditor del Tribunal de la Rota Española): El período probato-' 


rio en el procedimiento punitivo. Páginas 565 a 625. 


SUMARIO: 


I. Algunas consideraciones en torno a la prueba penal: Amplitud y justifi- 
cación del tema. Diferencias entre la prueba civil y la prueba penal. La necesi- 
dad y la dificultad de la prueba penal. La notoriedad. 

II. El examen del acusado y la confesión judicial: El examen y los interro- 
gatorios. Lo que el juez puede preguntar y a lo que el acusado tiene obligación 


de responder. La forma del examen. Referencia espcial al juramento. La confe- . 


sión judicial. 

III. Sobre algunas pruebas en particular: Los testigos, los peritos, los docu- 
mentos, los indicios, las contrasefias. 

IV. La legitimación de las probanzas: Valor de las pruebas recogidas por el 
inquisidor. La legitimación del proceso antes y después del Código vigente de 
Derecho canónico. 

V. Un esquema de tramitación procesal durante el período probatorio. 


DOCUMENTOS Y JURISPRUDENCIA COMENTADOS 


P. SABINO ALONSO MoRÁN, O. P. (Catedrático en la Facultad de Derecho Canóni- 


' co de Salamanca): Instrucción de la Sagrada Congregación de Religiosos so-. 


bre la, clausura de las monjas. Páginas 629 a 656. 


SUMARIO: 


1) Motivos de esta Instrucción. 

2) Noción y divisiones de la clausura. 

3) Breves datos históricos sobre la clausura. 

4) La clausura papal en general. 

5) La clausura papal mayor: a) Su naturaleza. b) Clausura activa. c) Clau- 
sura pasiva. d) Custodia de la clausura papal mayor. 

6) La clausura papal menor: a) Su naturaleza. b) Divisiones del monaste- 
rio. c) Clausura activa. d) Clausura pasiva. e) Custodia de la clausura papal 
menor. 

7) La clausura papal y las Federaciones. 

8) Instauración de la clausura papal. 


SABINO ALONSO MORÁN, O. P. (Catedrático en la Facultad de Derecho canónico de 
Salamanca): Respuesta de la Comisión Intérprete sobre las misas de Noche- 
buena. Páginas 657 a 660. 


El 5 de marzo de 1954, la Comisión de Intérpretes declaró que los religiosos 
que a tenor del canon 821, $ 3, tienen facultad para hacer celebrar en sus orato- 
rios tres Misas en la Nochebuena, no están obligados a cerrar las puertas de esos 
oratorios ni a hacer desalojar el local. El autor estudia el sentido de esta res- 
puesta, examinando sus antecedentes, sobre todo la declaración del Santo Oficio 
de 26 de noviembre de 1908, la cual deroga. El autor concluye, con Palazzini, que 
tampoco están obligados a cerrar las puertas si las Misas se celebran no en ora- 
torio, sino en iglesia. 

O A 
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NOTAS 


LAMBERTO DE ECHEVERRÍA (Decano de la Facultad de Derecho canónico de Sala- 
manca): En torno al vigente Derecho ceremonial. Páginas 699 a 711. 


Tomando ocasión del libro recientemente publicado por el consultor de la Sa- 
grada Congregación de Ritos monseñor Joaquin NABUCO, lus pontificalium, exa- 
mina el autor del artículo la oportunidad de estudiar profundamente el Derecho 
ceremonial, las características de la obra de NaBuco, las peticiones que en la 
misma se hacen, deteniéndose en especial en lo referente a algunas que se refie- 
ren a los Cabildos de canónigos, y termina señalando algunos defectos de la obra 
reseñada, 


JUAN FOLGUERA, O. F. M.: La consagración de la virginidad como impedimento 
matrimonial en la Iglesia primitiva española (siglos IV al VIII). Páginas 713. 
a 732. 


En un breve preámbulo menciona el autor los diversos modos de consagrar: 
la persona a Dios existentes en la época que estudia, limitando así el objeto de 
su trabajo: 

a) Los monjes y las monjas. El estado de estas personas era perpetuo, lo 
mismo si su consagración era espontánea que si era el resultado de una oblación 
de sus padres. El autor concluye que dicho estado constituía un impedimento 
matrimonial, pero que no consta la nulidad de los matrimonios contraídos con 
dicho impedimento. 

b) Las vírgenes. Consta la existencia de vírgenes consagradas que profesa- 
ban públicamente la castidad permaneciendo en el siglo. La Iglesia reconoce este 
estado y castiga severamente los matrimonios contraídos por tales personas, por 
lo cual consta con toda certeza la ilicitud de esas uniones, pero no su nulidad, 

€) Los penitentes. De los testimonios alegados concluye el autor la existen- 
cia de un estado de penitentes, ya espontáneo, ya impuesto como penalidad. Este 
estado constituye un verdadero impedimento matrimonial que más tarde des-- 
aparece. 


MANUEL GONZÁLEZ Ruiz (Doctoral y Provisor de Málaga): La XIV Semana Teo- 
lógica Española. Páginas 733 a 750. 


El Instituto «Francisco Suárez» de Teología ha publicado los trabajos de la 
XIV Semana Española de Teología, celebrada en Madrid los días 13 al 18 de sep- 
tiembre de 1954. Varias de las ponencias que han sido presentadas y estudiadas 
en esa Semana han tocado temas de Derecho público eclesiástico, analizándolos. 
desde un punto de vista teológico; por ejemplo, la naturaleza jurídica de la Igle- 
sia, el magisterio eclesiástico, la soberanía, la tolerancia, la separación del Esta- 
do y la Iglesia, el Estado laico, etc. El autor resume las doctrinas expuestas en. 
esas ponencias y hace observaciones críticas a las mismas. 
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“THOMAS GARCIA BARBERENA (in Facultate Iuris Canonici Salmanticensi Professor 
Iuris Canonici): De suspensione ex informata conscientia. Paginae 507-533. 


SUMMARIUM : 


I. Introductio: a) Obiectiones quae contra hunc processum moventur. 
b) Quaestio historica. c) Quaestio Iuris comparati. 
II. ‘De personis quae his processibus interveniunt: a) Ordinarius. b) Cleri- 
cus puniendus. c) Notarius. 
III. Obiectum processus: a) Poena. b) Delectum. 
IV. De modo procedendi: 
a) Processus est specialis. 
b) Investigationes praemittendae: 1) Quaenam probationes requirantur. 
Investigationum obiectum. 3) Earumdem auctor. 4) Modus eas perficendi. 
c) Reus an audiri debeat ante poene impositionem. 
d) Decretum suspensionis. 
. V. Recursus contra decretum suspensionis ex informata conscientia. 


2 


w 


„ANTONIUS CILLAN APALATEGUI (advocatus). IOANNES OcA PASTOR (Iudex municipa- 
lis ad San Sebastian): Matrimonium et regestum civile. Paginae 535-552. 


SUMMARIUM : 


I. Requisitum formae validae matrimonialis quemnam characterem prae- 
'seferat. 
II. Matrimonii effectus naturales et civiles. 
III. Forma civilis matrimonii. 
IV. Matrimonium et regestum civile. 
V. Lex regesti civilis realitati iuridicae matrimonii non congruit. 
VI. De duplici inscriptione matrimonii in regesto deque delicto bigamiae. 


Moyses GARCIA 'TonnES (Officialis Curiae matritensis): De materia sive obiecto 
J iudicii criminalis. Paginae 553-564. 


SUMMARIUM : 


Praeambulum. 

Notulae historicae. 

Codex processualis ecclesiasticus. 

Iudicium criminale. 

Iudicii criminalis obiectum. 

Obiectum immediatum et mediatum. 

Delictum quod est obiectum iudicii criminalis. 
Delicta mixta. 

Delicta quae non sunt obiectum iudicii criminalis. 
Remedia poenalia. 
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Leo DEL AMo (Auditor Tribunalis Rotae Nuntiaturae Apostolicae Matritensis) : 
De probationibus in iudicio criminali. Paginae 565-625. 


SUMMARIUM: 


I. Considerationes circa probationes in iudicio criminali: de ratione atque 
extensione thematis. De differentiis inter probationes contentiosas et poenales. 
De probatione poenali necessaria atque difficili. De notorietate. 

II. De rei examine et de confessione iudiciali: de reo audiendo atque de in- 
terrogatoriis. Quid judex interrogare potest et quaenam est in reo obligatio res- 
pondendi. De modo peragendi examen rei. Quid de iureiurando? De valore con- 
fessionis iudicialis. 

III. De quibusdam probationibus in specie: De probatione per testes, de 
peritis, de probatione per instrumenta, de recognitione iudiciali, de praesumptio- 
nibus, indiciis et signis condictis. 

IV. De probationum legitimatione: De valore probationum quae ab inquisi- 
tore fuerunt collectae. De processus legitimatione ante et post Codicem Juris 
Canonici. 

V. Schema processus criminalis in probationum periodo. 


DOCUMENTA ET IURISPRUDENCIA COMMENTARIA 


P. SABINO ALONSO MORÁN, O. P. (in Facultate Iuris Canonici Salmanticensi ante- 


cessor) : Instructio Sacrae Congregationis Religiosorum de clausura monialum. 
Paginae 629-656. 


SUMMARIUM : 


1) Huius instructionis motiva. 

2) Clausurae motio atque partitiones. 

3) Clausurae brevis historia. 

4) De clausura papali in universum. 

5) De clausura papali maiori: a) eius natura; b) clausura activa; c) clau- 
sura passiva; d) clausurae papalis maioris custodia. y 

6) De clausura papali minori: a) eius natura; b) monasterii diversa genera; 
e) clausura activa; d) clausura passiva; e) modus custodiendi clausuram papa- 
lem minorem. 

7) Clausura papalis relate ad Foederationes. 

8) Clausurae papalis instauratio. 


SABINUS ALONSO MORAN, O. P. (in Facultate Iuris Canonici Salmanticensi profes- 
sor): De responsione Commisionis Interpretum (5 mart. 1954) de Missis im 
Media nocte Nativitatis Domini. Paginae 657-660. 


Die 5 martii 1954 Commisio Interpretum declaravit religiosos qui ex cano- 
ne 821, 8 3, possunt in nocte Nativitatis Domini tres Missas rituales celebrare, 
non teneri obligatione claudendi portas neque exigendi extraneorum exclusionem 
ne Missae assistant. Auctor hanc responsionem dilucidat eius historiam refert, 
praecipue vero responsionem Sancti Officii die 26 novembris datam, quam prae- 
sens declaratio derogat. Auctor cum Palazzini concludit religiosos tales non obli- 
gari ad portas claudendas si Missae non in oratorio sed in Ecclesia celebrantur. 


— 19s -— 


RESUMENES 


NOTAE 


LAMBERTUS DE ECHEVERRIA (Decanus Facultatis Iuris Canonicis Salmanticensis) : 
Varia de vigenti iure caeremoniali. Paginae 699-711. 


Occasionem scribendi nanciscitur auctor e publicatione operis Jus pontifica- 
hum cuius auctor est IoAcHIM NaBuco, a consiliis Sacrae Congregationis Rituum. 
Praemittit autem auctor opportunitatem dicendi plenius et profundius de iure 
caeremoniali; recenset opus a NaABUCO conscriptum speciali attentiones diluci- 
dans ea quae Capitula canonicorum tangunt et laborem absolvit notans quosdam 
Ebri defectus peculiares. 


IOANNES FOLGUERA, O. F M.: De personis Deo consecratis tamquam impedimen- 
tum matrimoniales in primaeva Ecclesia Hispaniae (saec. IV-VIII). Paginae 
713-732. 


Brevi proemio auctor perstringit diversa genera personarum Deo consecrata- 
rum ut de singulis inquirat an earundem consecratio impedimentum ad matri- 
monium constitueret. 


a) De monachis et sanctimonialibus. Harum personarum status perpetuum 
erat, sive sponte erant consecrati sive parentum oblatione; auctor concludit talem 
statum verum constituisse matrimoniale impedimentum sed non constare de ma- 
trimoniis contractis contra prohibitionem. 


b) De virginibus. Constat existentia virginum sacrarum quae in saeculo ma- 
nentes, publice castitatem profitebantur. Ecclesia agnoscit talem statum seve- 
reque punit eas si matrimonium contrahant; unde certissime constat de illicei- 
tate horum coniugiorum, non tamen de eorundem nullitate. 


c) De poenitentibus. Auctor testimonia allegat e quibus concludit existen- 
tiam status poenitentium, vel sponte vel in poenam indicti. Talis status, ait auc- 
tor verum impedimentum ad matrimonium constituit, sed tempore posteriori im- 
pedimentum disparuit. 


EMMANUEL GONZALEZ Ruiz (Canonicus doctoralis et officialis dioecesis malacita- 
nae): De XIV Conventu hebdomadario theologico hispano. Paginae 733-150. 


Institutum «Francisco Suárez» Theologicum, Consilii Superioris Hispanici 
Scienciis pervestigandis, publicii iuris fecit relationes habitas in XIV Conventu 
hebdomadario theologico Matritii habito diebus 13 ad 18 septembris anni 1954. Ex 
his relationibus, plures egerunt de materiis ad Ius publicum ecclesiasticum per- 
tinentes, sub adspectu theologico: ad exemplum, natura Ecclesiae iuridica, ma- 
gisterium ecclesiasticum, Ecclesiae suprematia, tolerantia, Ecclesiae ab Statu se- 


paratio, de Statu laico, etc. Auctor refert doctrinas in dicto Conventu expositas, 
additis etiam adnotationibus criticis. 


ON es 


RESUMENES 
STUDIES: 


TOMÁS GARCÍA BARBERENA (Professor in the Faculty of Canon Law, Salamanca): 
Suspension «ex informata conscientia». Pages 507-533. 


SUMMARY: 


I. Introduction: a) The objections against the procedure in cases of dealt 
with «ex informata conscientia». b) The historical aspects. c) The legal aspects 
in comparative law. 

II. Personages in the process: a) The Ordinary. b) The cleric submitted to 
the procedure. c) The notary. 

III. The object of the process: a) The penalty. b) The crime. 

IV. The procedure: a) It is an exceptional procedure. b) The investigations. 
1) The proofs required. 2) Object of the investigations. 3) Their author. 4) The 
method of carrying them out. c) Hearing the one on trial. d) The decree of 
suspension. 

V. Appeals. 


JUAN OCA PASTOR (municipal judge, San Sebastián) and ANTONIO CILLÁN APALA- 
TEGUI (lawyer): Matrimony and the Civ Registrar. Pages 535-552. 


SUMMARY : 


I. The nature of the requirements for valid form in matrimony. 
IL The form in cases of civil marriage. 
III. Natural and civil effects of matrimony. 
IV. Matrimony and the Civil Registrar. 
V. Discrepancies between the Registrar and the juridical reality. 
VI. 'The double contradictory inscription of matrimony and the crime of 


bigamy. 


i 
Morsés Garcia TORRES (Provisor of the Curia, Madrid): The matter or proximate 
and remote object of the criminal judgment. Pages 553-564. 


SUMMARY: 


Introduction. i 
Historical indications. 
'The Code of ecclesiastical procedure. 

The criminal judgment. 

The immediate and mediate object of it. 

The crime as object of criminal judgment. 

Mixed crimes. 

Crimes which are not object of criminal judgment. 

Penal remedies. 
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RESUMENES 


LEÓN DEL AMO (Auditor of the Spanish Rota): The probative period in the puni- 
tive process. Pages 565-625. 


SUMMARY: 


I. Certain considerations concerning the penal proof. The amplitude and jus- 
tification of the theme. Differences between the civil proof and the penal proof. 
The necessity and difficulty of the penal proof. Notoriety. 

II. The examination of the accused and judicial confession. The examination 
and the questions. Wat the judge may ask and what the accused has the obliga- 
tion of answering. The form of the examination. Special reference to the oath. 
The judicial confession. 


IIL Concerning certain proofs in particular; the witnesses; expert witnesses; 
documents; judicial recognition, presumptions; indications; contraindications. 

IV. The legitimation of the proofs; value of the proofs collected by the in- 
quisitor: the legitimation of the process before and since the present Code of 
Canon Law. 

V. A scheme of tramitation in the process during the probatory period of it. 


COMMENTS ON DOCUMMENTS AND JURISPRUDENCE: 


SABINO ALONSO MORÁN, O. P. (Professor of Canon Law in the Faculty of the Uni-- 
versity of Salamanca): Instruction of the Sacred Congregation of Religious 
concerning the enclosure of Nuns. Pages 629-656. 

SUMMARY : 


1)' Motives for the Instructions. 

2) Notion and division of enclosures. 

3) Brief historical notes on enclosures. 

4) Papal enclosure in general. 

5) Major papal enclosure: a) its nature; b) active enclosure; c) passive en-- 


closure; d) the guardianship of a major papal enclosure. 


6) Minor papal enclosure: a) its nature; b) divisions of the convent; c) ac- 
tive enclosure; d) passive enclosure; e) the keeping of a minor papal enclosure. 

7) Papal enclosure and federations. 

8) The setting up of a papal enclosure. 


SABINO ALONSO MORÁN (Professor in the Faculty of Canon Law, Salamanca): 


Reply of the Code Commission concerning the Masses on Christmas Eve. Pa- 
ges 651-660. 


On the 5th of March, 1954, the Commission for the Interpretation of the Code 
declared that religious who, according to canon 821, 8 3, have the faculty of ce- 
lebrating in their oratories three Masses on Christmas Eve, are not bound to 
close and lock the doors or to empty the place of faithful. The author studies the 
meaning of this reply, examining its antecedents, especially the declaration of 
the Holy Office, 26th November, 1904, which it derrogates. He concludes with 


Palazzini that they are not bound to close and lock the doors even when the- 


Masses are celebrated in a church, not an oratory. 
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NOTES: 


LAMBERTO DE ECHEVERRÍA (Dean of the Faculty of Canon Law in the University” 
of Salamanca): Concerning the present ceremonial law. Pages 699-711. 


Taking as the occasion a book published recently by a consultor of the Sacred. 
Congregation of Rites, Mons. Joaquin NABUCO, entitled Ius pontificalium, the 
author of this article takes the opportunity of examining in detail the whole idea 
of Ceremonial Law, the characteristics of NABUCO's work, the petitions which are- 
contained in it, with special reference to some of these which concern the chapter- 
of canons. He ends by indicating certain defects in the work thus reviewed. 


JUAN FOLGUERA, O F. M.: The consecration of virginity as a matrimonial impedi- 
ment in the primitive Spanish Church (IV to VIII centuries). Pages 113-132. 


In a brief introduction the author mentions the various ways of consecrating 
the person to God which existed in the epoch he intends to study, thus limiting: 
the extent of his present work. 

a) Monks and Nuns. The state of these persons was perpetual, whether their 
consecration was purely voluntary of whether they were enclosed by the express 
desire of their parents. The author concludes that this state constituted a ma-. 
trimonial impediment, but that it is not certain whether marriages contracted 
with this impediment were null. 

b) Virgins. The existence of such consecrated virgins who professed chastity 
publicy living in the world is quite certain. The Church recognised this state and 
chastised with severity any marriage contracted by such parties, from which it 
may be concluded with certainty that such marriages were illicit, but it is not 
so certain that there were null. 

c) Penitents. From what he has already said the author deduces that there: 
existed also a state of penitents whether spontaneous or imposed as a penalty. 
This state constited a true marriage impediment which afterwards disappeared. 


MANUEL GONZÁLEZ RUIZ (Provisor of the Diocese of Málaga): The 14th Theologi- 
cal Week held in Spain. Pages 733-750. 


The Suárez Institute of Theology has published the work of the fourteenht 
Theological Study Week held in Madrid from the 13th to the 18th of September, 
1954. Some of the conferences given and studied during this week concerned Ca- 
non Law subjects, looked at from the view point of theology. For example, the- 
juridical nature of the Church, the magisterium of the Church, her power, tole- 
rance, the separation of Church and State, the lay State, etc. The author gives a 
summary of these conferences and makes some critical remarks concerning them. 
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AccIóN CATÓLICA: Estudio teológico-jurídico: Recensión, 77-79. 
ADOPCIÓN: LEY DE — EN ARGENTINA: Recensión, 212. 


ADULTERIO: Reconciliación con el adültero sin condonación de adulterio. Dictamen, 
379-82. 
APELACIÓN 
ARGENTINA: Ley sobre adopción. Recensión, 213. 
ARMAS NUCLEARES: Doctrina del Papa, 158-65. 


AYUNO EUCARÍSTICO: Consejo del confesor y grave incómudo en la actual disciplina, El 
consejo del confesor: quiénes deben pedirlo y necesidad de pedirlo y seguirlo, 274-280. 
Tiempo y modo de darlo: examen de causas, fuero interno, sacramental y extrasacia- 
menta, semel pro semper, 280-4; naturaleza del consejo, 283-6. Qué se entiende por 
confesor segün los autores, 286-9. Opinión del autor: No restringir al acto de la 
confesión, ni a las personas que hic et nunc puede confesar, 286-93. El término confe- 
sor se identifica con quien ostenta el título, 293-7. El grave incómodo: objetivo y sub- . 
jetivo, 297-9: términos de discusión, 299-305. Incómod» grave en el sacerdote sano y 
en los fieles, 303-7. Argumentos en favor del incómodo subjetivo y objetivo, 307-11. EJ 
incómodo grave de los enfermos, 311-315. 


4€ 


AB ABUSU”: Recensión, 481-4. 


Bautismo: El acta del Bautismo prueba plenamente el estado de hijo natural en defecto 
del Registro Civil. Sentencia del Supremo (30-1-56), 671-2. 

BENEFICIO: SITUACIÓN JURÍDICA DEL NOMBRADO PARA UN — ANTES DE TOMAR POSESIÓN 
Dictamen: Caso, 383-6. Derechos adquiridos, 386-95. fus ad rem, ius in re, 395-403, 
La posesión, 403-6. La colación o institución canónica, 406-9, Virtud y fuerza del dere- 
cho adquirido, 409-11. 

BIENES ECLESIÁSTICOS: Legislación del Estado. Inscripción en el Registro de la Propie- 
dad, 170, 667-88. Exenciones fiscales, 171, 366, 673. Beneficios de viviendas de renta 
limitada, 366. Edificios de la Iglesia, 366. 

— Jurisprudencia: Contribución territorial. Sentencia del Tribunal Central de la Dirección 
General de Propiedades (22-X1-55), 177. Exención de contribución territorial de fincas 
ocupadas por Congregaciones religiosas, 673. 

Bock (Dom CoL.umBa) : Nota necrológica, 221-2. 

CAPELLANES MILITARES: Sus facultades en la Armada canadiense. Recensión, 767-8. 

— — : Y LOS RELIGIOSOS. Revista de Revistas, 440. 

CAPÍTULO: El voto en el — según la Historia. Revista de Revistas, 440. Los Ordinarios y la 
presidencia de las Sesiones Capitulares. Revista de Revistas, 439. 

Castipap: El voto de — en los clérigos. Revista de Revistas, 436, $ 8. 
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Causas: Cfr. Matrimonio. 

CEMENTERIOS: Su bendición. Revista de Revistas, 447, 

CEREMONIAL (DERECHO): Reseña de obra de J. Nabuco, 699-711. 

CiviL (Recistro): Cfr. Matrimonio, Registro. 

(CLAUSURA DE MONJAS: Instrucción de la Sagrada Congregación de Religiosos. Motivos de 
la misma, 629-30. Noción y divisiones de la clausura, 630. Breves datos históricos sobre 
clausura, 631-3. Clausura papal mayor: naturaleza, clausura activa y pasiva, su cus- 
todia, 634-45. Clausura papal menor: naturaleza, clausura activa y pasiva, su custodia, 
645-53. La clausura papal y las federaciones, 653-4. La instauración de la clausura 
papal, 654-6. 

CLÉRIGO: Cfr. Castidad, Fuero. 

“CoLECCIÓN Hispana: Cfr. Lucense. 

CoMENDATICIAS (LETRAS): Revista de Revistas, 443. 

Comisarios: Los — Generales en la Orden Franciscana. Recensión, 205-5. 

Comunismo: Cfr. Navidad. 

Conciencia: Cfr. Suspensión. 

CONCORDATO ESPAÑOL: Y el privilegio del fuero, Revista de Revistas y recensión, 211, 435-6. 

— Cfr. Matrimonio, Registro. 

CONFESOR: Y disciplina sobre ayuno eucarístico. Cfr. Ayuno. 

CONGREGACIONES MARIANAS: Documentos Pontificio. Recensión, 211. 

CONSAGRACIÓN: COMO IMPEDIMENTO MATRIMONIAL: Las personas consagradas en ia pri- 
mitiva Iglesia: Monjes, vírgenes y penitentes, 714-732. : 

CONSENTIMIENTO MATRIMONIAL: Recensión, 775-6. 

CONSTITUCIONES DE Los PP. FRANCISCANOS: Revista de Revistas, 439. 

Coro: Dispensa del servicio coral. La frase "amissis praebendae fructibus", según el estilo 
de la Curia Romana, 181-5. 

CORRECCIÓN JUDICIAL: Cfr, Proceso. 

(COVARRUBIAS DE LkivA (Dieco): Importantes documentos juridicos méditos. Textos canó- 
nicos de sus cursos, 191-5. Idem sobre el Decreto de Graciano, 196-198. Idem sobre las 
Leges Gothorum, 198-9. 

CRIMINAL: Cfr. Proceso. 

DeLrTo: Cfr. Proceso. 

DERECHO CANÓNICO, V SEMANA: Ponencias, 218-9, 

DERECHO COMPARADO: I Jornadas Internacinnales para juristas jóvenes de Barcelona. Cró- 
nica, 217-8. 

DERECHO DE GENTES: Recensión de obra del P. Ramírez, O. P., 413-25. 

DERECHO DEL ESTADO EN MATERIAS ECLESIÁSTICAS (LEGISLACIÓN CIVIL): Enseñanza. 167, 
168, 359-65, 662. Intervención de eclesiásticos en Organismos estatales, 168, 367. Ma- 
trimonio, 168-9, 661. Ejército, 169. Bienes eclasiásticor, 170, 366. Circunscripciones 
eclesiásticas, 367-70, 655-7, 172-3, Otras disposiciones, 173, 667-8. 

— (JURISPRUDENCIA) : Matrimonio, 175, 77; 668-71. Registro Civil, 671. Jurisprudencia 
fiscal, 177-8; 673. Jurisprudencia social, 672. Lugar religioso, 178. 

DERECHO PÚBLICO ECLESIÁSTICO: Reseña de XIV Semana Española de Teología, 733-50. 


Diócesis: Modificación de límites de Sigüenza, Avila, Cuenca, Pamplona, Aragón, Ca- 
taluña, Tudela, 172-3. Idem de Burgos, León, Osma, Sigüenza, Calahorra, Segovia, 
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Avila, Toledo, Palencia, Santander, 368-70. Idem de León y Astorga, 667. Erección 
de Archidiócesis de Pamplona, 665-7). 

‘DISPARIDAD DE CULTOS: Recensión, 458-60. 

Dispensa: De edad y de estudios para Ordenación, 185.9. Facultad de los Ordinarios 
para dispensa, Recensión, 203-4. 

DOCTRINA CRISTIANA: Posibilidad de sustituir la Cofradía de la Doctrina Cristiana por 
una Pía Unión o Hermandad, 341-3. 

DUDA DE DERECHO: Revista de Revistas, 430-5. 

EDAD: DISPENSA DE — PARA ORDENACIÓN: Según el estilo de la Curia Romana, 185-8. 

EJÉRcrrTo: Legislación del Estado sobre Oficiales de complemento y caballeros aspirantes 
que ingresan en Seminarios io Noviciados, 169-70. 

ENSEÑANZAS: LEGISLACIÓN DEL Estapo: Profesores de Religión, Colegios reconocidos, 
Maestros de Escuelas parroquiales, selección de libros, 167-8. Normas aclaratorias sobre 
Centros Oficiales de Enseñanza Media, 359-60. Convasidación de estudios universita- 
rios, 260. Profesores de Religión en Centros Oficiales: pruebas y requisitos, 360-4. Es- 

' cuelas del Magisterio, Convalidación de estudios clesiásticos, 364-5, 662. Beca; para 
sacerdotes y religiosos alumnos de Seminarios y Universidades, 663-4. Porcentaje de 
alumnos gratuitos en Centros docentes no estatales, 66% 5. Prróroga de nombramiento 
de profesores universitarios de formación religiosa, 665. 

E NTERRAMIENTO: Leyes del Estado sobre Registro Civil competente, 174. Permiso eclesiás- 
tico. Revista de Revistas, 448. 

EPIQUEYA: En el impedimento de disparidad de cultos. Recensión, 458-60. 

Eucarístico: Cfr. Ayuno. 

EXENCIÓN DE LOS RELIGIOSOS: ORÍGENES HISTÓRICOS. Esfuerzos para establecer la paz en- 
tre el clero regular y secular (1300-1311). La Bula Super Cathedram, 250-59, Condi- 
ciones eclesiásticas hasta el Concilio de Viena, 260-71. 

EXPLORACIÓN DE LA VOLUNTAD: Revista de Revistas, 441-3. 

FELIPE II Y GnEconio XIII: Recensión de obra de Gaetano Catalano, 373-77. 

FORMA EXTERNA: E IMPEDIMENTOS MATRIMONIALES. Revista de Revistas, 143- 4. 

FRANCISCO DE Asís: Su alma misionera. Recensión, 479-80. 

Fuero (PRIVILEGIO DEL): Según el Concordato español. Recensión, 211, 430-5. 

IMPEDIMENTOs: Para el matrimonio. Revista de Revistas, 443-4. Impedimento de disparidad 
de culto, Recensión, 458-60. La consagración a Dios ea la primitiva Iglesia como jm- 
pedimento, 714-32. Impedimentos para el noviciado. Recensión, 204-5. 

“INFORMATA CONSCIENTIA" : Cfr. Suspensión. 

INJERTO BIOLÓGICO ANTE EL DERECHO CANÓNICO: Recensión, 783-5. 

INQuisiCIÓN: Cfr. Proceso. 

INscRIPCIÓN: En Registro Civil. Cfr. Civil, Matrimonio. Reg:stro. 

INsTITRTOS SECULARES: Recensión de obra del P. Beyer, 450-9. 

INTERNACIONAL (DERECHO) : Recensión, 756-63. 

Juicio CRIMINAL: Cfr. Proceso. 

JURISPRUDENCIA: Cfr. Derecho del Estado, Matrimonio, Rota. 

Laicos EN LA IcLesiIa: Actitudes laicas en la Historia, 9-23, Los laicos en el Derecho 
constitucional de la Iglesia, 22-34. Misión de los laicos en la Iglesia, 35-43. 
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LIBROS PROHIBIDOS: Derecho de la Iglesia, 67-8. Historia, 68-71. Noción de la censura, 
71-78. Qué libros deben ser sometidos y a quién compet: dar licencia, 78-83, Documen- 
tos pertenecientes a Causas de beatificación y canonización, indulgencias, decretos de 
Congregaciones Romanas, libros litúrgicos, 83-89. Reyrisitos para traducciones de la 
Biblia, 89-91. Traducciones y nuevas ediciones, 91-3. Los censores, 93-97. La licencia 


o "imprimatur" y su publicación, 91-102. 
Liturcia: Cfr. Semana Santa. 


MATRIMONIO: EL — CANÓNICO DE LOS CASADOS CIVILMENTE: Límites de competencia legis- 
lativa en la materia, 51-2. Significado y alcance de la incompetencia legislativa, 52-3. 
Desacuerdo entre la doctrina expuesta y las leyes españoles, 53-6. Aparentes lagunas 
en los autores de Moral y Derecho, 56-7. Dificultades centra los matrimonios canónicos 
de los casados sólo civilmente, 57-61. Inscripción registral de matrimonio y el Concor- 
dato español, 61-3. Fórmula de la inscripción, 63-66. 

— : CAUSAS DE SEPARACIÓN: Doctrina canónica sobre procedimiento de separación. Res- 
puesta de la Pontificia Comisión de Intérpretes (1932), 45-7. Tramitación de causas de 
separación por adulterio o de causas de separación temporal, 47-9. Qué debe hacerse 
cuando cesó la causa de reparación, 49. 

— CONSAGRACIÓN A Dios COMO IMPEDIMENTO EN PRIMITIVA ÍcLESIA, 714-732. 

— : Y RecisTRO CiviL: Carácter del requisito de forma vál.da en el matrimonio, 535-8. La 
forma en el matrimonio civil, 539-40. Efectos naturales y civiles del matrimonio, 540-1. 
El matrimonio y el Registro Civil, 542. Discordancia entre el Registro y la realidad 
jurídica, 543-51, La doble inscripción, 551-2. 

— : LEGISLACIÓN DEL EstTapo: Matrimonios de alumnos de la Escuela Diplomática, 168-9. 
Modificación de la Ley del Registro Civil dt 1870, 661. 

— : JURISPRUDENCIA: Sentencia de la Sagrada Rota de Roma del 20 de abril de 1955 so- 
bre nulidad por miedo, 677-88. Sentencia de la Rota de Madrid por apelación y res- 
titutio in integrum, 689-95. SENTENCIAS DEL TRIBUNAL. SUPREMO: Nulidad (8-1-54), 
175. Depósito de mujer casada (21-IX-55), 177. Discrepancia en orden a probar adul. 
terio entre jurisdicción civil y eclesiástica (14-I-56), 668-9. Matrimonio ilegal por 
subsistencia de vínculo anterior (27-1-56), 669-70. No nulidad por no hacer declaración 
de no profesar la religión cristiana (25-1-56), 670. Excepción de cosa juzgada en sen- 
tencia de divorcio vincular (20-111-56), 670-1, TRIBUNAL ECONÓMICO ADMINISTRATIVO :: 
Sentencia sobre separación (1-III-55), 176-7. 

— RECENSIONES DE OBRAS: ¡Consentimiento matrimonial, 775-6. Derecho matrimonial, 457-8. 
Eficacia civil del matrimonio concordatario italiano, 777-9. Impedimentos, 443-4. Forma 
externa extraordinaria, 444-5. La locura y el matrimonio. Psiquiatría y jurisprudencia. 


de la Sagrada Rota Romana, 470-7. 
MENOR: INGRESO DE UN — EN RELIGIÓN: Recensión, 785-6. 
MiEpo: Cfr. Matrimonio: Jurisprudencia. 


Misa: De Navipap: Respuesta de la Pontificia Comisión de Intérpretes (5-111-54). Co- 
mentario, 657-660. 

— OBLIGACIÓN DE LA — ANTES DE LOS SIETE ANOS: La cuestión entre los autores antes. 
y después del Código, 346-350. Instrucción de la Sagrada Congregación del Concilio 
del año 1941. Texto y observaciones, 350-2. Razonamiento de la misma, 352-3. Ori- 
gen de la obligación de la Misa: Derecho eclesiástico, Derecho natural, la Revela- 


ción, 354-8. 


Monjas: Nueva disciplina canónica. Recensión, 455-6. Cfr. Clausura. 
MoraL: La — coMo RELACIÓN: Recensión, 781-3. 
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.NavipAn: MENSAJE DE — DEL PAPA (1955): Los hombres frente a la Navidad y frerte 
a Cristo, 133-140, Cristo en la vida histórica y social de la Humanidad, 140-1. 
Fundamento de la seguridad del hombre: el orden natural, 141-2. Falsas aplicaciones 
de las conquistas de la ciencia, 142-7. Pensamiento de la Iglesia frente al comunis- 
mo, 147-50, La vida humana ha de fundarse en Cristo, 150-4. La cuestión de la page 
154-8. Las armas nucleares, 158-65. 

— (Misas DE): Respuesta de la Pontificia Comisión de Intérpretes (5-111-54), 657-660. 

Noviciapo: IMPEDIMENTOS: Recensión, 206-7. 

NuLipAD: Cfr. Matrimonio. 

OFICIO ECLESIÁSTICO: Su concepto en la Alta Edad Media. Recensión, 773-4. 

ORDENACIÓN: Dispensa de edad y de estudios para —, 185-189. 

ORDENES MILITARES (LA DIÓCESIS PRIORATO DE LAS): Revista de Revistas, 437-8. 

ORDINARIO: Su autoridad acerca de la Misa parroquial y sus facultades para presidir 
Sesiones capitulares. Revista de Revistas, 438-9, 

PECADOR PÚBLICO: Su sentido. Revista de Revistas, 445-6, 

PENA: Cfr. Proceso, Prueba. 

Posesión Cfr. Beneficio. 

Prieto Lopez (ILDEFONSO): Nota necrológica, 221-2. 

PRISIONES: Asistencia a — según Decreto ministerial, 367, 

PRIVILEGIO DEL FUERO: Cfr. Fuero. 

PROBABILISMO CANÓNICO: Revista de Revistas, 429. 

PROCESO CRIMINAL: (MATERIA Y OBJETO DEL MISMO: Notas históricas, 553-5. El Código 
procesal eclesiástico, 555-6. El juicio criminal, su objeto mediato e inmediato, 556-560. 
El delito objeto del juicio criminal, 560-1. Delitos mixtus, 561. Delitos que son objeto 
del juicio criminal, 561-2. Remedios penales, 563-4, 

PROCESO CRIMINAL (LA INQUISICIÓN. Y LA CORRECCIÓN JUDICIAL EN EL): La inquisición: 
objeto de la misma y su necesidad, 317-23, Quién puede hacerla, 323-5. Obligaciones 
del inquisidor, 326. Cómo se ha de proceder en la prácuca de las pruebas, 327-30. In- 
forme del inquisidor, 330-1. La corrección del delincueme: su carácter, 331-3. Cuándo. 
es necesaria, 333-5. Cuándo no se prodede a ella, 335-6. Cómo ha de hacerse, 336-7. 
Su éxito, 337.8. 

Proceso CRIMINAL: EL PERÍODO PROBATORIO: Cfr. Prueba. 

— Recurso general, Revista de Revistas, 448-9. 

PRoFANACIÓN: Cfr. Sepultura. 

PRUEBA: EL PERÍODO PROBATORIO EN EL PROCEDIMIENTO PUNITIVO: Consideraciones en 
torno a la prueba penal: amplitud y justificación del tema, 566-8. Diferencias entre 
la prueba civil y la prueba penal, 568-71. Necesidad de la prueba penal, 571-2. La 
notoriedad, 572-5. Examen del acusado y la confesión judicial: el examen y los in- 
terrogatorios, 575-9. Lo que el juez puede preguntar y lo que el acusado puede res- 
ponder, 579-83. La forma del examen y referencia especial al juramento, 583-589. 
La confesión judicial, 589-92. 

— Algunas pruebas en particular: Los testigos y los peritos, 592-598. Los documentos y 
el reconocimiento judicial, 598-603. Las presunciones, los indicios, las contraseñas, 
603-610. Legitimación de probanzas: valor de las pruebas recogidas por el imquisi- 
dor. 610-3, Legitimidad del proceso antes y después del Código, 613-21. 
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-— Esquema de tramitación procesal durante el período probativo: apertura del período 
probatorio, 622. Proposición y admisión de pruebas, 622. Práctica de la prueba ofen- 
siva y defensiva, 622-3. Entrega de autos al tribunal y publicación del proceso, 623-4. 
Conclusión de la causa, petición de nuevas pruebas, sentencia, 624-5. 

"QUERELLA DE NULIDAD: Recensión, 770-2. 

“REBUS SIC STANTIBUS": La cláusula —. Recensión, 484-5. 

RECURSO GENERAL: Revista de Revistas, 448-9. 

Recistro CiviL: Cfr. Matrimonio, Bautismo. " 


RELIGIOSOS: Jurisprudencia para —. Recensión, 486-8, Ingreso de un menos en religión. 
Recensión, 786. Cfr. Exención, Capellanes militares, C'ausura. 


"RESTITUTIO IN INTEGRUM”: Sentencia de la Rota de Madrid, 689-95. 
Rota: Cfr. Matrimonio: Jurisprudencia, 
“SECLARES: Cfr. Laicos. 


SEGUROS SOCIALES: Del personal al servicio de la Iglesia. Vigilancia de la Inspección del 
Trabajo, 672-3. 


SEMANA: V — DE DERECHO CANÓNICO: Ponencias, 218-9. 


SEMANA SANTA: Naturaleza de la nueva Reforma, 105-9. Preparación de la misma, 109-14. 
Sus principios, 114-19. Principios para una reforma general, 119-28. Posible perfec- 
cionamiento de la reforma deseada, 128-31. 


SENTENCIA (QUERELLA DE NULIDAD CONTRA): Recensión, 770-2. 

SEPARACIÓN: CAUSAS DE — MATRIMONIAL: Cfr. Matrimorio. 

SEPULTURA (PROFANACIÓN DE): Sentencia del Tribunal Supremo (15-111.55), 178. 
“SOCIALES: CREENCIAS — Y EL DERECHO: Recensión, 456,7. Cfr. Seguros. 
SUPERIORES LOCALES: Recensión, 209-10. 


‘SUSPENSION “EX INFORMATA CONSCIENTIA”: PROCEDIMIENTO DEL PROCESO DE —: Obye- 
ciones contra ella, 507-9. Aspecto histórico, 509-11, Aspecto del Derecho comparado, 
511-4. Personajes del proceso, 514-5. El clérigo sometido a procedimiento, 515-6. 
Objeto del proceso: la pena, 516-7. El delito, 517-9. El procedimiento, 519-22. 
Pruebas requeridas: su objeto, autor y modo de practicarlas, 522-7. Audiencia del 
inculpado, 528-29. Decreto de suspensión, 529-32. Los recursos, 532-3. 

— Revista de Revistas, 451. 

"EoLocía: XIV SEMANA EsPANOLA DE: Recensión, 733-59 

Turon: DEL ENFERMO MENTAL: Recensión, 786-9. 

VESTIDURAS: Cfr. Ceremonial. 


Visicóricos (Estudios): Recensión, 779-81. 
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